
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

INFORME DE LABORES
SEGUNDA SALA

2017



Diciembre de 2017

D.R. © Suprema Corte de Justicia de la Nación
Avenida José María Pino Suárez núm. 2
Colonia Centro, Delegación Cuauhtémoc
C.P. 06065, Ciudad de México, México.

Impreso en México
Printed in Mexico

La edición, el diseño y la impresión de esta obra estuvieron a cargo de la Coordinación 
de Compilación y Sistematización de Tesis de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.



segunda sala

Ministro Eduardo Medina Mora Icaza
Presidente

Ministro José Fernando Franco González Salas

Ministro Javier Laynez Potisek

Ministra Margarita Beatriz Luna Ramos 

Ministro Alberto Pérez Dayán





V

Pág.

Informe del Ministro Presidente de la Segunda Sala
Eduardo Medina Mora Icaza ...................................................... 	 VII

Cuadros Estadísticos .................................................................. 	 XXIX

Tesis de Jurisprudencia por contradicción de tesis (publi-
cadas en el Semanario Judicial de la Federación) ...................... 	 3

Tesis de Jurisprudencia por reiteración de criterios (publi-
cadas en el Semanario Judicial de la Federación) ...................... 	 141

Tesis de Jurisprudencia por sustitución (publicadas en el 
Semanario Judicial de la Federación) ........................................... 	 235

Tesis republicada por aclaración ........................................... 	 241

Tesis aisladas ............................................................................. 	 245

CONTENIDO

GENERAL





SEGUNDA SALA
INFORME DEL MINISTRO PRESIDENTE 

EDUARDO MEDINA MORA ICAZA





IX

Señor Ministro Luis María Aguilar Morales,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación
y del Consejo de la Judicatura Federal;

Señora Ministra Norma Lucía Piña Hernández,
Presidenta de la Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación;

Señoras y Señores Ministros de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación;

Señoras y Señores Consejeros de la Judicatura Federal;

Señoras y Señores Magistrados de la Sala Superior 
del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación;

Señoras y Señores Ministros en Retiro;

Distinguidos invitados;

Señoras y Señores:

– INTRODUCCIÓN –

Comparezco el día de hoy ante este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, para rendir el informe de labores de la Segunda Sala 
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de este Alto Tribunal, correspondiente al periodo comprendido entre el uno de 
diciembre de dos mil dieciséis al treinta de noviembre de dos mil diecisiete.

Durante la primera sesión que celebró la Segunda Sala este año, los 
Ministros que la integran me honraron al haberme elegido como Presidente 
de la misma. Así, en primer lugar quiero agradecer a mis compañeros, la 
Señora Ministra Margarita Beatriz Luna Ramos, y los Señores Ministros José 
Fernando Franco González Salas, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán, 
por haber depositado su confianza en mí para desempeñar tan elevada respon
sabilidad.

En tal sentido, rindo este informe de labores, no estrictamente a título 
personal, sino en representación y por mandato de los integrantes de la Se-
gunda Sala de esta Suprema Corte. 

Los datos estadísticos y los criterios relevantes a los que me referiré más 
adelante, son producto del esfuerzo compartido de un órgano colegiado; las 
reflexiones del quehacer cotidiano de este Alto Tribunal a las que haré men-
ción, responden también a una visión común entre quienes integramos la Se-
gunda Sala.

Así, el trabajo y dedicación común, han dado lugar a los siguientes re-
sultados que me permito informar:

– DATOS ESTADÍSTICOS –

En el periodo que se reporta, ingresaron a esta Segunda Sala 4,287 asuntos, 
que sumados a los 1,189 en existencia, dan un total de 5,476 asuntos.

Asimismo, durante el periodo egresaron 4,470 asuntos, lo que repre
senta el 81.62% del total, quedando pendientes de trámite y resolución 1,006 
expedientes, es decir 15.5% menos asuntos que al cierre del año anterior. Ahora 
bien, de los asuntos egresados, 32 fueron remitidos al Tribunal Pleno o a la 
Primera Sala para su resolución; 131 causaron baja por acuerdo de Presiden-
cia y 4,307 fueron fallados en 43 sesiones que llevó a cabo la Sala.

Lo anterior representa que en promedio, durante cada sesión semanal 
se resolvieron 100 asuntos, de los cuales, 975 fueron amparos directos en 
revisión; 388 amparos en revisión; 229 conflictos competenciales; 231 contra-
dicciones de tesis; 114 solicitudes de ejercicio de la facultad de atracción; 
1,084 recursos de inconformidad; y 975 recursos de reclamación, los que en 
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conjunto representan el 92.7% del total de asuntos fallados durante el periodo 
que se informa.

En el trámite de éstos, se dictaron 14,741 acuerdos de Presidencia y se 
realizaron 18,935 notificaciones. Finalmente, se emitieron 182 tesis aisladas y 
172 jurisprudencias.

Las medidas que han sido implementadas para resolver de forma ex-
pedita los asuntos que son de nuestro conocimiento, han funcionado en la 
medida en que nos hemos comprometido con su debida resolución en tiem-
po y forma.

Quiero destacar que la Segunda Sala logró el objetivo que nos impu
simos al inicio del periodo: terminar con un menor número de asuntos en 
trámite y pendientes de resolución que con los que comenzamos dicho periodo. 
Lo anterior es de especial importancia, si tomamos en consideración que du
rante 2017 existió un importante aumento en las cargas laborales de esta 
Suprema Corte.

Los datos que refiero ponen de relieve la eficiencia con la que se ha con
ducido la Sala. Esto es, hay que destacar que se obtuvieron resultados perti-
nentes y de calidad aun procesando un volumen sin precedentes.

– ASUNTOS RELEVANTES –

En el ejercicio de nuestra función jurisdiccional, durante el periodo que se 
informa, la Segunda Sala ha emitido una diversidad de criterios relevantes. 
Quiero destacar algunos de estos precedentes, sin que ello implique restar 
importancia al resto de pronunciamientos que conforman un enorme e im-
portante cúmulo de sentencias.

1. Facultades legislativas en el ámbito regulatorio de las telecomunicacio­
nes: asunto conocido como "tarifa cero" (amparo en revisión 1100/2015; 
Ponencia: Javier Laynez Potisek/Comisión de telecomunicaciones).1

Por lo que respecta al ámbito de las telecomunicaciones, la Segunda Sala 
resolvió un amparo en revisión en el que se analizó una previsión establecida 

1 Tesis 2a. CLXIV/2017 (10a.), de título y subtítulo: "INSTITUTO FEDERAL DE TELECOMUNICACIO-
NES. TIENE COMPETENCIA EXCLUSIVA PARA ESTABLECER REGULACIÓN ASIMÉTRICA TRA-
TÁNDOSE DE LAS TARIFAS DE INTERCONEXIÓN APLICABLES AL AGENTE ECONÓMICO 
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por el Congreso, en la cual indicó que aquellos concesionarios en la materia 
que tuvieran la naturaleza de "agentes económicos preponderantes" dado su 
porcentaje de control del mercado, no podrían cobrar tarifa alguna por las 
llamadas que terminaran en su red.

La Sala determinó que la Constitución asignó de manera exclusiva al 
Instituto Federal de Telecomunicaciones la facultad de emitir la regulación del 
mercado que sea eminentemente técnica, por lo que la fijación de una tarifa 
aplicable a ciertos concesionarios, no era un aspecto concerniente al Congre-
so de la Unión, justamente por su contenido altamente técnico que implicaba 
el despliegue y diseño de modelos de mercado y costos para realizar los 
cálculos correspondientes.

Sin embargo, se estimó que a pesar de que diversas resoluciones emi-
tidas por el órgano regulador contemplaban la porción inconstitucional, las 
mismas debían subsistir en atención al interés público, aunado a que se ordenó 
al Instituto Federal de Telecomunicaciones que emitiera la nueva regulación 
asimétrica en lo relativo a las tarifas de interconexión. 

2. Multas en materia de telecomunicaciones (amparo en revisión 
1121/2016 y otros; Ponencia: Javier Laynez Potisek/Comisión de teleco­
municaciones).2

De igual forma, en el ámbito de las telecomunicaciones, la Segunda Sala 
resolvió un bloque de amparos en revisión, en los que se analizó la constitu
cionalidad del sistema de multas contenido en la ley federal de la materia. 

PREPONDERANTE.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 10 de no-
viembre de 2017 a las 10:21 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 48, Tomo I, noviembre de 2017, página 604.
Tesis 2a. CLXV/2017 (10a.), de título y subtítulo: "TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN. 
LA FACULTAD REGULATORIA DEL INSTITUTO FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES ES CONCU
RRENTE CON LA FACULTAD LEGISLATIVA DEL CONGRESO DE LA UNIÓN.", publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 10 de noviembre de 2017 a las 10:21 horas y en 
la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 48, Tomo I, noviembre de 
2017, página 606.
Tesis 2a. CLXVI/2017 (10a.), de título y subtítulo: "GARANTÍA INSTITUCIONAL DE AUTONOMÍA. 
SU APLICACIÓN EN RELACIÓN CON LOS ÓRGANOS CONSTITUCIONALES AUTÓNOMOS.", pu-
blicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 10 de noviembre de 2017 a las 10:21 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 48, Tomo I, noviem
bre de 2017, página 603.
2 Tesis 2a. CLXVII/2017 (10a.), de título y subtítulo: "TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN. 
EL ARTÍCULO 298, INCISO B), FRACCIÓN IV, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, VIOLA EL ARTÍCULO 
22 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.", publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 24 de noviembre de 2017 a las 10:35 horas y en 
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En específico, se llevó a cabo el estudio de la multa consistente en el 1% al 
3% de los ingresos acumulables de los infractores, cuando se cometa una vio
lación a la ley, a reglamentos y a las demás disposiciones generales aplica-
bles, que no esté expresamente contemplada en otro supuesto de sanción. 

La Segunda Sala consideró que el límite inferior del 1% resulta contrario 
al artículo 22 constitucional, pues provoca que ciertas conductas que no son 
graves sean castigadas con un monto excesivo, esto es, la porción normativa 
no permitía sancionar de acuerdo a la magnitud del daño generado, imposi-
bilitando así que el Instituto Federal de Telecomunicaciones pudiera modular 
el monto de la sanción acorde a las circunstancias de cada caso en 
concreto.

En este caso, quiero resaltar que debido a la conclusión a la que arribó 
la Segunda Sala, consistente en la inconstitucionalidad del precepto, se remi-
tió al Congreso de la Unión el aviso a que se refiere el artículo 107, fracción II, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, aunado a que ya 
fue aprobada la jurisprudencia en la que se sostiene que el precepto en cues-
tión es contrario al Texto Constitucional, de manera que si la norma no es 
modificada en el plazo respectivo se turnará el asunto al Tribunal Pleno pro-
poniendo la declaratoria general de inconstitucionalidad de la misma.

3. Cobro por "supervisión" realizado por la Comisión Reguladora de 
Energía (amparo en revisión 668/2017; Ponencia: Eduardo Medina Mora 
Icaza).3

La Suprema Corte ha permitido que a partir de sus sentencias, se reconozca la 
autonomía de estos nuevos actores del Estado regulador, así como el amplio 
espectro de facultades con que cuentan, fijando también límites claros cuando 
su actuar es contrario al Texto Constitucional.

En tal sentido, la Segunda Sala conoció de un amparo en revisión en el 
que se analizó un cobro que realizaba la Comisión Reguladora de Energía, 
por concepto de "supervisión" a los concesionarios de sector.

Al delimitar las facultades con que cuenta dicha Comisión para esta-
blecer el cobro de ciertos conceptos a los concesionarios en materia de energía 
e hidrocarburos, se estableció que el cobro era contrario a la Constitución, 

la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 48, Tomo I, noviembre de 
2017, página 604.
3 Asunto fallado el 8 de noviembre de 2017.
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por no existir disposición legal o reglamentaria en la que se les explicara a los 
actores del sector en qué consiste la "supervisión" que realiza la autoridad y 
que genera, por tanto, una obligación de pago.

4. Bloqueo de páginas de Internet y libertad de expresión (amparo en 
revisión 1/2017; Ponencia: Alberto Pérez Dayán).4

La Segunda Sala se ha enfrentado a asuntos que involucran un pronuncia-
miento respecto de nuevas tecnologías y realidades. Destaco un amparo en 
revisión en el que se analizó, a la luz del derecho a la libertad de expresión, la 
validez de los bloqueos a páginas de Internet ordenados por las autoridades 
competentes.

Se arribó a la determinación de que las restricciones al derecho humano 
de libertad de expresión no deben ser excesivamente amplias, sino que deben 
referirse a un contenido concreto, por lo que las prohibiciones genéricas del 
funcionamiento de ciertos sitios y sistemas web no serán compatibles con 
ese derecho, salvo en situaciones verdaderamente excepcionales.

En la sentencia emitida se concluyó que el bloqueo total de páginas 
de Internet, por regla general, es innecesario y desproporcional, pues la me-

4 Tesis 2a. CII/2017 (10a.), de título y subtítulo: "FLUJO DE INFORMACIÓN EN RED ELECTRÓNICA (INTERNET). 
PRINCIPIO DE RESTRICCIÓN MÍNIMA POSIBLE.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del vier-
nes 16 de junio de 2017 a las 10:22 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 43, Tomo II, junio de 2017, página 1433.
Tesis 2a. CIII/2017 (10a.), de título y subtítulo: "LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y OPINIÓN A TRAVÉS DE LA RED 
ELECTRÓNICA (INTERNET). EL OPERADOR JURÍDICO DEBE DISTINGUIR ENTRE LOS TIPOS DE MANIFESTA-
CIONES QUE DAN LUGAR A RESTRINGIR SU EJERCICIO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 16 de junio de 2017 a las 10:22 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 43, Tomo II, junio de 2017, página 1438.
Tesis 2a. CIV/2017 (10a.), de título y subtítulo: "BLOQUEO DE UNA PÁGINA ELECTRÓNICA (INTERNET). DICHA 
MEDIDA ÚNICAMENTE ESTÁ AUTORIZADA EN CASOS EXCEPCIONALES.", publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación del viernes 16 de junio de 2017 a las 10:22 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 43, Tomo II, junio de 2017, página 1429.
Tesis 2a. CV/2017 (10a.), de título y subtítulo: "LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y OPINIÓN EJERCIDAS A TRAVÉS DE 
LA RED ELECTRÓNICA (INTERNET). RESTRICCIONES PERMISIBLES.", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 16 de junio de 2017 a las 10:22 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa-
ción, Décima Época, Libro 43, Tomo II, junio de 2017, página 1439.
Tesis 2a. CIX/2017 (10a.), de título y subtítulo: "LIBERTAD DE EXPRESIÓN EJERCIDA A TRAVÉS DE LA RED 
ELECTRÓNICA (INTERNET). LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE AUTOR NO JUSTIFICA, EN SÍ Y POR SÍ 
MISMA, EL BLOQUEO DE UNA PÁGINA WEB.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
30 de junio de 2017 a las 10:36 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 43, Tomo II, junio de 2017, página 1437.
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dida se traduce en una censura absoluta de la información y contenidos de la 
página.

En la misma línea, es necesario resaltar otras resoluciones en las cua-
les la Segunda Sala se ha pronunciado sobre la protección de los derechos 
fundamentales.

5. Información reservada frente a graves violaciones a derechos fun­
damentales (amparo en revisión 911/2016; Ponencia: Alberto Pérez 
Dayán).5

Se emitió resolución en un amparo en revisión, en la que se precisaron cier-
tos alcances del derecho humano de acceso a la información y, en específico, 
se indicó que no puede clasificarse con el carácter de reservado aquella infor-
mación que conste en averiguaciones previas que investiguen hechos que 
constituyan graves violaciones a derechos humanos o crímenes de lesa hu-
manidad, pues estos supuestos no solamente afectan a las víctimas y ofen-
didos en forma directa por los hechos antijurídicos, sino que ofenden a 
toda la sociedad, precisamente por su gravedad y por las repercusiones que 
implican.

La necesidad de que se recuerde la magnitud del hecho victimizante 
cometido, la gravedad de la violación de derechos, así como las circunstan-
cias y características de tales hechos, constituye no solamente un aspecto 

5 Tesis 2a. LIII/2017 (10a.), de título y subtítulo: "VIOLACIONES GRAVES DE DERECHOS FUNDA-
MENTALES. POR REGLA GENERAL EL PRINCIPIO DE MÁXIMA PUBLICIDAD DE LAS INVESTI-
GACIONES RELACIONADAS CON AQUÉLLAS, ABARCA EL NOMBRE DE LAS VÍCTIMAS.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 7 de abril de 2017 a las 10:11 horas 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 41, Tomo I, abril de 
2017, página 1070.
Tesis 2a. LIV/2017 (10a.), de título y subtítulo: "DESAPARICIÓN FORZADA. CONSTITUYE UNA 
'VIOLACIÓN GRAVE DE DERECHOS FUNDAMENTALES' PARA EFECTOS DE LA EXCEPCIÓN 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 14, PÁRRAFO ÚLTIMO, DE LA LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y 
ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL, VIGENTE HASTA EL 9 DE MAYO DE 
2016.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 7 de abril de 2017 a las 
10:11 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 41, Tomo 
I, abril de 2017, página 1068.
Tesis 2a. LV/2017 (10a.), de título y subtítulo: "VIOLACIONES GRAVES DE DERECHOS FUNDA-
MENTALES Y DELITOS CONTRA LA HUMANIDAD. LAS INVESTIGACIONES RELATIVAS NO 
PUEDEN CLASIFICARSE COMO CONFIDENCIALES CONFORME A LA LEY FEDERAL DE TRANS
PARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL, VIGENTE HASTA EL 9 
DE MAYO DE 2016.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 7 de abril de 
2017 a las 10:11 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
41, Tomo I, abril de 2017, página 1071.
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esencial del derecho a la verdad y a la información, sino que además, coadyuva 
a la adecuada protección de los derechos de las víctimas, al evitar que sean 
olvidadas.

6. Responsabilidad patrimonial del Estado: contagio de VIH (amparo 
directo 18/2015; Ponencia: Eduardo Medina Mora Icaza).6

La Segunda Sala conoció de un amparo directo que surgió con motivo de un 
reclamo de responsabilidad patrimonial del Estado, en relación con un menor 
que fue contagiado de VIH con motivo de una transfusión sanguínea en un 
Centro Médico.

En la resolución se determinó que era inconstitucional el tope indem-
nizatorio que por daño moral prevé la Ley Federal de Responsabilidad Patri-
monial, al ser contrario al derecho fundamental a una indemnización integral 
y justa, reconocido en el artículo 109 constitucional.

En el caso se acreditó un grado extraordinario de responsabilidad, pues 
por el incumplimiento a los deberes legales y de cuidado, la institución médica, 
como parte del sistema de salud del Estado, afectó no sólo la vida del quejoso, 
sino que puso en riesgo al resto de pacientes de la Unidad, ante lo cual, se 
delinearon rubros que deben tomar en cuenta las autoridades para efecto de 
calcular el monto de indemnización en este tipo de situaciones.

7. Derecho a un medio ambiente sano: canales de la Ciudad de México 
(amparo en revisión 641/2017; Ponencia: Alberto Pérez Dayán).7

La Segunda Sala también ha emitido pronunciamientos en materia de dere-
cho a un medio ambiente sano. Conviene destacar un amparo en revisión en 
el que se concedió la protección de la Justicia Federal a diversos habitantes 
del pueblo de San Andrés Mixquic, contra la omisión de las autoridades de la 
Ciudad de México de adoptar todas las medidas a su alcance para restaurar 
y sanear ecológicamente los canales de la zona.

A pesar de que la contaminación se genera, en gran medida, por actos 
realizados por particulares, se reconoció que las autoridades no pueden 
adoptar una postura de pasividad; por el contrario, el Estado debe asegurar 

6 Asunto fallado el 10 de mayo de 2017.
7 Asunto fallado el 18 de octubre de 2017.
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que en todas las esferas, y acorde al ámbito competencial previsto por el Cons
tituyente, se proteja tal derecho fundamental.

De igual forma, se precisó que en un Estado donde cada vez se hace 
más patente la problemática que encierra la carencia de agua suficiente en 
cantidad y calidad, así como la importancia de la sustentabilidad de tal recurso 
natural, los Jueces y tribunales no pueden adoptar una postura condescen-
diente con las autoridades responsables, al momento de analizar las viola
ciones que son presentadas por los particulares para tutelar el derecho a un 
medio ambiente sano.

8. Discriminación a mujeres embarazadas y carga de la prueba en mate­
ria laboral (contradicción de tesis 422/2016; Ponencia: Margarita Beatriz 
Luna Ramos).8

La Segunda Sala ha tenido importantes asuntos en los que se han hecho 
valer planteamientos sobre igualdad y no discriminación.

En este sentido, se resolvió una contradicción de tesis relativa a los 
despidos injustificados que sufren las mujeres trabajadoras embarazadas o 
en el periodo posterior al parto.

La Segunda Sala consideró que es indispensable reconocer la realidad 
socio-cultural que viven estas trabajadoras, pues se encuentran en un mo-
mento en que, de manera especial, requieren de atención médica y otras 
prestaciones de seguridad social que garanticen su bienestar.

En efecto, a fin de eliminar las barreras que colocan a las mujeres en 
una situación de desventaja por la discriminación a la que se enfrentan en los 
periodos de embarazo y post natal, el patrón de una mujer trabajadora pierde 
el beneficio procesal de revertir la carga de la prueba y, por tanto, será la deman
dada –el patrón– a quien le corresponderá acreditar la inexistencia del des
pido por un motivo discriminatorio.

8 Tesis 2a./J. 66/2017 (10a.), de título y subtítulo: "OFRECIMIENTO DE TRABAJO. AUN CUANDO 
SE CONSIDERE DE BUENA FE, NO DEBE TOMARSE EN CUENTA PARA LA DISTRIBUCIÓN DE 
LAS CARGAS PROBATORIAS CUANDO EL DESPIDO SE DA DURANTE EL PERIODO DE EMBA-
RAZO DE LA TRABAJADORA, AL CONSTITUIR UN TEMA QUE OBLIGA A JUZGAR CON PERS-
PECTIVA DE GÉNERO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 16 de 
junio de 2017 a las 10:22 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 43, Tomo II, junio de 2017, página 1159.
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9. Motivación reforzada de los avisos de rescisión de relaciones labora­
les de más de 20 años (contradicción de tesis 165/2017; Ponencia: Mar­
garita Beatriz Luna Ramos).9

En relación con la rescisión de relaciones laborales, la Segunda Sala con
sideró que en aquellos casos en que el vínculo tenga más de 20 años, 
solamente pueden rescindirse por alguna causa de las previstas en la Ley 
Federal del Trabajo, siempre que ésta sea particularmente grave o haga impo-
sible su continuación.

En este caso, el aviso de rescisión no sólo debe contener la fecha y 
causa o causas que la motivan, sino que ha de precisar, además, las razones 
por las que se considera que la falta cometida tiene esa gravedad particular o 
hace imposible la continuación de la relación de trabajo, a fin de que el tra
bajador tenga conocimiento de ellas y pueda preparar su defensa, no sólo 
respecto de la existencia de la causa, sino también de esas consideraciones 
específicas.

10. Requisitos del ISSSTE para acceder al programa de reproducción 
asistida (amparo en revisión 619/2017; Ponencia: Eduardo Medina Mora 
Icaza).10

En fechas recientes la Segunda Sala resolvió un amparo en revisión en el que 
se cuestionaron los requisitos impuestos por un Centro Médico Nacional, 
para ingresar al programa de reproducción asistida.

En específico, se analizó el requisito consistente en que las pacientes 
debían contar con menos de 35 años de edad para acceder al programa, lo 
cual se estimó inconstitucional pues ese límite no está relacionado con la fina
lidad consistente en la protección al derecho a la salud, aunado a que no es 
el único factor determinante para el éxito de este tipo de programas.

De igual forma, se declaró inconstitucional el requisito relativo a que 
debe tratarse de parejas constituidas legalmente, en tanto la protección jurí-
dica se debe aplicar a la familia como realidad social y no a partir de un único 

9 Tesis 2a./J. 126/2017 (10a.), de título y subtítulo: "AVISO DE RESCISIÓN DE LA RELACIÓN LA-
BORAL. DEBE EXPRESAR LAS CAUSAS DE GRAVEDAD O DE IMPOSIBILIDAD DE CONTINUAR 
CON ESA RELACIÓN, TRATÁNDOSE DE TRABAJADORES QUE ALCANZARON UNA ANTIGÜE-
DAD DE MÁS DE 20 AÑOS AL SERVICIO DEL PATRÓN.", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 29 de septiembre de 2017 a las 10:38 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 46, Tomo I, septiembre de 2017, página 497.
10 Asunto fallado el 29 de noviembre de 2017.
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modelo. También se resolvió que era inconstitucional el requisito de que úni-
camente podían ingresar al programa las parejas sin anomalías genéticas 
heredables, en tanto no se trata de la medida menos restrictiva, pues resulta 
posible aplicar otros esquemas, por ejemplo, realizar estudios previos para 
determinar si las anomalías efectivamente son heredables o no en cada caso.

11. Pensión por viudez; igualdad entre mujer y hombre (amparo directo 
en revisión 6043/2016; Ponencia: Javier Laynez Potisek).11

En torno a los principios de igualdad y no discriminación, la Segunda Sala 
resolvió un amparo directo en revisión, cuyo tema consistía en analizar si era 
constitucional una norma que establece el derecho del viudo o concubi
nario a recibir la pensión de viudez, condicionado a que se acredite que éste 
se encuentre totalmente incapacitado y que dependía económicamente de la 
trabajadora fallecida.

A juicio de la Segunda Sala, la disposición partía de la premisa de que el 
varón no necesita recibir una pensión por viudez, pues se presume que tiene 
la capacidad de sostenerse por sí mismo, mientras que las mujeres sólo deben 
acreditar la relación que tenían con su pareja, lo cual implica la asignación 
de un rol subordinado, pues se presume que dependían económicamente del 
fallecido o que son incapaces de generar sus propios ingresos.

Se concluyó que tal situación reproduce estereotipos de género, igno-
rando que el otorgamiento de una pensión por viudez no puede condicionarse 
al género del beneficiario, en tanto la finalidad constitucional que se persigue 
es garantizar, aunque sea parcialmente, la subsistencia de los beneficiarios con 
las aportaciones hechas por el trabajador fallecido durante su vida laboral.

12. Descuentos futuros e inminentes a pensiones (contradicción de tesis 
124/2017; Ponencia: José Fernando Franco González Salas).12

Sobre la temática de las pensiones, la Segunda Sala analizó si en los juicios 
de amparo indirecto procede conceder la protección cuando en la demanda 
se señalen como actos reclamados los descuentos al monto de una pensión 

11 Asunto fallado el 26 de abril de 2017.
12 Tesis 2a./J. 139/2017 (10a.), de título y subtítulo: "PENSIONES. PROCEDE OTORGAR EL AMPA-
RO PROMOVIDO CONTRA LOS DESCUENTOS FUTUROS E INMINENTES EN APLICACIÓN DE 
UNA NORMA GENERAL DECLARADA INCONSTITUCIONAL POR JURISPRUDENCIA, SIEMPRE 
QUE SE HAYAN SEÑALADO COMO ACTOS RECLAMADOS.", publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación del viernes 27 de octubre de 2017 a las 10:37 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 47, Tomo II, octubre de 2017, página 941.
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de seguridad social, fundados en artículos declarados inconstitucionales 
por jurisprudencia, así como los subsecuentes en los que se pretenda aplicar 
la misma regla general.

Se estimó que en este supuesto, tales descuentos adquieren el carácter 
de inminentes, en tanto la afectación integra un conjunto de actos de tracto 
sucesivo, pues la conducta de la autoridad implica la materialización de no en
tregar el monto debido de la pensión de forma periódica, y su descuento obe-
dece directamente a un mandato legal, que al no haberse inaplicado en la 
esfera jurídica del quejoso, sigue siendo de obligatorio acatamiento para la au
toridad administrativa.

Por tanto, se concluyó que cuando en la demanda de amparo se seña-
len expresamente, como acto reclamado, los descuentos subsecuentes a los 
ya efectuados, procede conceder el amparo contra ellos, al ser inminentes, 
pues existe certeza de su realización al ser actos de tracto sucesivo, cuya ma
terialización se configura en cada periodo en el que se debe efectuar el pago 
correspondiente.

13. Interpretación de los requisitos de procedencia del amparo directo 
en revisión (amparo directo en revisión 6686/2016 y subsecuentes: Po­
nencia: Javier Laynez Potisek / acuerdo entre Ministros sobre formatos 
de sentencias).13

Respecto al acceso a los medios de control de constitucionalidad, la Segunda 
Sala llevó a cabo una reconfiguración sobre el modo de concebir la proce
dencia de los amparos directos en revisión, lo cual a su vez ha propiciado la 
adopción de un nuevo esquema de sentencias cuando la decisión consista 
en el desechamiento de los recursos.

En tal sentido, se interpretaron los requisitos de importancia y trascen-
dencia en relación con las atribuciones que históricamente se le han otorgado 
a esta Suprema Corte en su carácter de Tribunal Constitucional, a efecto de 
que elija discrecionalmente de qué asuntos conocerá, para así fijar criterios 
de relevancia nacional.

Se trata pues de un mecanismo de política judicial, ya que la Constitu-
ción señala que esta Suprema Corte es quien discrecionalmente admitirá 

13 Asunto fallado el 22 de marzo de 2017.
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estos recursos, en virtud de que sea necesario un pronunciamiento en cierta 
materia, o en su caso reinterpretar la doctrina constitucional hasta ese mo-
mento existente, dadas ciertas razones de índole social, cultural, jurídica, polí
tica o económica que en un momento determinado se presenten.

Por tal razón, la procedencia de un amparo directo en revisión no solamen
te está condicionada a la subsistencia de un tema propiamente constitucional 
ni a que, inclusive, no exista un pronunciamiento sobre esa problemática, 
sino que en todo caso, es necesario que valorativamente esta Suprema Corte 
lo considere indispensable o relevante.

14. Procedencia del juicio de amparo frente a resoluciones del CONACYT 
(contradicción de tesis 15/2017; Ponencia: José Fernando Franco Gon­
zález Salas).14

En la misma línea de acceso a medios de control de regularidad constitu
cional, la Segunda Sala dispuso que la resolución final que emite el Consejo 
Nacional de Ciencia y Tecnología en la que se niega a un aspirante su acceso, 
es impugnable a través del juicio de amparo.

En tal resolución se determinó que la organización del sistema es rea-
lizado por el Consejo en su carácter de ente público, en un plano de supra a 
subordinación, regulado por el derecho público, en el que da cumplimiento 
a las disposiciones legales que le confieren atribuciones específicas, aunado a 
que dicho órgano impone su voluntad hacia los particulares sin necesidad de 
acudir a los tribunales.

Así, el ingreso a los aspirantes al Sistema Nacional de Investigadores 
se encuentra respaldado por el Texto Constitucional, que obliga al Estado a 
apoyar las actividades de investigación científica y tecnológica, y en ese sen-
tido se justifica la exigencia de que en aquellos programas reglamentados y 
organizados por el Consejo, no se impongan requisitos o realicen evaluaciones 
injustificadas o desproporcionales que se encuentren exentas de revisión.

14 Tesis 2a./J. 97/2017 (10a.), de título y subtítulo: "SISTEMA NACIONAL DE INVESTIGADORES. 
LA RESOLUCIÓN FINAL EMITIDA POR EL CONSEJO NACIONAL DE CIENCIA Y TECNOLOGÍA 
EN LA QUE NIEGA A UN ASPIRANTE SU DISTINCIÓN E INGRESO A AQUÉL, ES IMPUGNABLE 
A TRAVÉS DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO.", publicada en el Semanario Judicial de la Fede-
ración del viernes 18 de agosto de 2017 a las 10:26 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 45, Tomo II, agosto de 2017, página 1207.



XXII SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

15. Aplicación de los usos y costumbres de comunidades indígenas (am­
paro en revisión 158/2017; Ponencia: Margarita Beatriz Luna Ramos).15

La Segunda Sala también resolvió un interesante amparo en revisión, en el 
que una empresa se inconformó contra una sanción que le impuso una co-
munidad indígena en el Estado de Oaxaca, porque se negó a contribuir a la 
fiesta patronal del lugar. 

En la sentencia se destacó que si bien los pueblos y comunidades indí-
genas cuentan constitucionalmente con los derechos de autonomía y libertad 
para aplicar sus propios sistemas normativos en la solución de sus conflictos 
internos, lo cierto es que en el caso, la comunidad no podía ejercer juris
dicción sobre la empresa para impedir que ésta llevara a cabo su actividad 
comercial.

Así, se determinó que los usos y costumbres reconocidos en nuestro 
Texto Constitucional encuentran ciertos límites, en especial, cuando se relacio
nan con terceras personas que no forman parte de las comunidades y pue-
blos indígenas y, por tanto, la comunidad en cuestión no podía afectar otros 
derechos fundamentales protegidos constitucionalmente con motivo de su 
orden interno.

16. Confianza legítima en los actos administrativos y legislativos (amparo 
en revisión 894/2015 y otros; Ponencia: José Fernando Franco González 
Salas).16

Por último, la Segunda Sala emitió un pronunciamiento en relación con el prin
cipio de confianza legítima y su aplicación en el orden jurídico mexicano, en 
específico, en los actos administrativos y legislativos.

Al resolver un conjunto de amparos en revisión, se estableció que el 
principio de confianza legítima constituye una manifestación del principio 

15 Asunto fallado el 23 de agosto de 2017.
16 Tesis 2a./J. 28/2017 (10a.), de título y subtítulo: "RENTA. LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 130/2007 (*) 
NO ESTABLECE LA OBLIGACIÓN, PARA EL LEGISLADOR TRIBUTARIO, DE MANTENER INDEFI
NIDAMENTE EL RÉGIMEN SIMPLIFICADO PREVISTO POR LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO 
ABROGADA.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 10 de marzo de 
2017 a las 10:13 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
40, Tomo II, marzo de 2017, página 947.
Tesis 2a./J. 29/2017 (10a.), de título y subtítulo: "RENTA. LOS ARTÍCULOS 74 Y 75 DE LA LEY DEL 
IMPUESTO RELATIVO, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, NO VIOLAN EL PRINCIPIO 
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de seguridad jurídica, en virtud del cual, en el caso de que la actuación de los 
poderes públicos haya creado en una persona interesada cierta confianza en 
la estabilidad de sus actos, éstos no pueden modificarse de forma imprevisi-
ble e intempestiva, salvo que así lo exija el interés público.

Así, se determinó que tratándose de actos administrativos, la confian-
za legítima debe entenderse como la tutela a expectativas razonablemente 
creadas a favor del gobernado, a partir de las acciones y omisiones del Es
tado, mismas que hayan generado en el particular la estabilidad de cierta 
decisión de la autoridad, motivo por el cual hayan ajustado su conducta, pero 
que con motivo de un cambio súbito e imprevisible se vea quebrantada esta 
expectativa.

Sin embargo, cuando se trata de actos legislativos, tal principio debe 
invocarse bajo la perspectiva de irretroactividad de normas, porque pretender 
la tutela de meras expectativas de derecho contra actos legislativos, implica-

DE EQUIDAD TRIBUTARIA POR LA SOLA EXTINCIÓN DEL RÉGIMEN SIMPLIFICADO PREVISTO 
EN LA LEY ABROGADA.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 10 de 
marzo de 2017 a las 10:13 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 40, Tomo II, marzo de 2017, página 950.
Tesis 2a./J. 30/2017 (10a.), de título y subtítulo: "RENTA. LOS ARTÍCULOS 74 Y 75 DE LA LEY DEL 
IMPUESTO RELATIVO, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, NO HOMOLOGAN EL TRATO 
FISCAL DEL RÉGIMEN DE ACTIVIDADES AGRÍCOLAS, GANADERAS, SILVÍCOLAS Y PESQUE-
RAS, AL DEL GENERAL DE LAS PERSONAS MORALES, POR LO QUE NO VIOLAN EL PRINCIPIO 
DE EQUIDAD TRIBUTARIA.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 10 de 
marzo de 2017 a las 10:13 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 40, Tomo II, marzo de 2017, página 949.
Tesis 2a. XXXVI/2017 (10a.), de título y subtítulo: "ALIMENTACIÓN. CONSTITUYE UN DERECHO 
HUMANO RECONOCIDO, POR REGLA GENERAL, EN FAVOR DE LAS PERSONAS FÍSICAS Y NO 
DE LAS MORALES.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 10 de marzo de 
2017 a las 10:13 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
40, Tomo II, marzo de 2017, página 1381.
Tesis 2a. XXXVII/2017 (10a.), de título y subtítulo: "CONFIANZA LEGÍTIMA. CONSTITUYE UNA MA-
NIFESTACIÓN DEL DERECHO A LA SEGURIDAD JURÍDICA, EN SU FACETA DE INTERDICCIÓN 
DE LA ARBITRARIEDAD.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 10 de 
marzo de 2017 a las 10:13 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 40, Tomo II, marzo de 2017, página 1385.
Tesis 2a. XXXVIII/2017 (10a.), de título y subtítulo: "CONFIANZA LEGÍTIMA. SU APLICACIÓN EN 
EL ORDEN JURÍDICO MEXICANO RESPECTO DE ACTOS ADMINISTRATIVOS.", publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 40, Tomo II, marzo de 2017, página 
1386.
Tesis 2a. XXXIX/2017 (10a.), de título y subtítulo: "CONFIANZA LEGÍTIMA. SU APLICACIÓN EN EL 
ORDEN JURÍDICO MEXICANO RESPECTO DE ACTOS LEGISLATIVOS.", publicada en el Semana-
rio Judicial de la Federación del viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 40, Tomo II, marzo de 2017, página 1387.
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ría una inmovilización total o parcial de los cambios sociales, políticos o eco-
nómicos que son generados por el legislador.

– COMENTARIOS FINALES Y REFLEXIONES –

Los anteriores datos, así como los criterios relevantes que me he permitido 
reseñar, dan cuenta en buena medida de las labores emprendidas por la Se-
gunda Sala. Los resultados son positivos. En el mismo sentido, quiero desta-
car con ustedes la visión que los integrantes de la Segunda Sala compartimos 
sobre la jurisdicción constitucional y los retos que como impartidores de jus-
ticia hemos abordado de manera reciente, así como los que tenemos frente a 
nosotros en razón del momento histórico en que nos encontramos.

En efecto, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación se consolida 
cada vez más como un auténtico Tribunal Constitucional, papel que le fue 
asignado desde la reforma de 1994, que ha ido fortaleciéndose a través de 
reformas posteriores, y que continúa materializándose mediante modificacio-
nes de orden práctico. Así, sin dejar de observar el marco normativo al que se 
encuentra sujeta, la Corte se enfoca crecientemente en la resolución de asun
tos de índole constitucional de mayor relevancia para la construcción de un 
auténtico Estado de Derecho.

Ejemplo de lo anterior, ha sido el mayor rigor en la aplicación de los 
criterios de interés y trascendencia para la atracción de amparos en revisión, 
así como de los requisitos de importancia y trascendencia para la proceden-
cia de los amparos directos en revisión, lo que refuerza el carácter de órganos 
terminales de decisión de los Tribunales Colegiados de Circuito, así como la 
delegación a estos órganos, entre otros, de la mayoría de los recursos de incon
formidad que solían llegar a este Alto Tribunal. 

No obstante, aún existen asuntos en los que resulta jurídicamente fac-
tible aplicar filtros que respondan a la naturaleza y lógica del diseño de esta 
Suprema Corte, de modo que resuelva únicamente aquellos que ameriten su 
conocimiento como último intérprete constitucional. Para que esta Supre
ma Corte de Justicia pueda desempeñar a plenitud la función que le fue con-
ferida por el Constituyente Permanente, debe centrar su atención en asuntos 
que por su impacto resulten trascendentes para el orden jurídico y la vida 
política del país.

En tal sentido, esta Suprema Corte debe reconocer la historicidad en la 
que se encuentra inmersa, en especial porque los avances en el proceso de 
alcanzar un Estado de Derecho se ven condicionados por la cambiante reali-
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dad del país. Estas transformaciones obligan al Poder Judicial a determinar 
nuevos principios que logren la efectividad del orden normativo.

Esta Suprema Corte tiene la obligación de continuar con el avance juris
prudencial de la profunda y significativa reforma constitucional en materia de 
derechos humanos de junio de 2011. Mediante tal reforma, los tribunales del 
país nos hemos visto obligados a modificar el modo en que entendemos y 
empleamos diversas instituciones jurídicas para la resolución de las con
troversias que son de nuestra competencia. La aplicación y desarrollo de esta 
reforma, en especial en áreas en las cuales no hemos tenido la oportuni
dad de pronunciarnos, constituyen un desafío apremiante para la justicia 
constitucional.

Adicionalmente, esta Suprema Corte se enfrenta a la nueva arquitectura 
derivada de las reformas estructurales de los últimos años, que genera, hoy 
en día, enormes retos. Los juzgadores mexicanos tenemos la obligación de 
redefinir los términos del debate constitucional y ajustar a la realidad la juris-
prudencia que a la fecha se ha emitido y que impacta de manera relevante en 
el desarrollo económico, político y social de nuestra Nación. 

En específico, la justicia constitucional encara el reto de definir cuál es 
el alcance de las normas regulatorias emitidas por los organismos constitu-
cionales autónomos, tema que fue de especial atención durante los traba-
jos emprendidos por la Segunda Sala durante el periodo que se informa.

Ante nuevas realidades y problemas jurídicos, será necesario revisar los 
principios básicos de división de poderes y derecho administrativo, tales como: 
el principio de legalidad, reserva de ley y subordinación jerárquica. Asimismo, 
se tendrán que generar nuevas categorías técnico-jurídicas que permitan el 
cumplimiento de los postulados constitucionales en estas materias.

Los Jueces constitucionales debemos preguntarnos y definir cuál es el 
alcance de nuestras atribuciones frente a los nuevos actores institucionales 
y sus funciones. Esto a su vez deberá generar nuevos y variados estándares de 
revisión judicial, en los que será necesario modular el grado de injerencia que 
la justicia constitucional podrá tener respecto de definiciones de política pú-
blica y parámetros técnicos. 

La impartición de Justicia se encuentra en un momento crucial para el 
país, ya que tiene frente a sí el reto de definir las condiciones de aplicación de 
las reformas estructurales, así como sus parámetros de operación para di-
mensionarlas y darles viabilidad.
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La amplitud de fuentes y parámetros de control constitucional, así como 
la apertura de medios de análisis de constitucionalidad tendrán como con
secuencia que se procesen reclamos de nuevos grupos e intereses, lo cual 
tendrá como consecuencia que se redefinan diversos derechos, tomando en 
atención las particularidades de los grupos en situación de vulnerabilidad.

Nuestro tiempo como Jueces implica que enfrentemos realidades dis-
tintas y complejas, las cuales deben ser atendidas con mucha cautela, pero 
sobre todo con la firme convicción de que no somos infalibles y que nuestro 
quehacer jurisdiccional debe partir de cierta prudencia. 

En efecto, el concepto constitucional de pesos y contrapesos entre órga
nos de Estado está pensado para que exista una relación transitiva entre 
ellos, en la cual los controles constitucionales se definan en atención a la posi
bilidad que tiene un poder u órgano para resolver en definitiva sobre alguna 
materia que afecte a otro. 

Debemos recordar que al no ser un poder electo democráticamente, es 
muy importante lograr legitimidad para la toma de decisiones. La aceptación 
social de las sentencias se encuentra sujeta a la prudencia judicial y a la po-
sibilidad de justificar su pertinencia en términos imparciales para decidir a 
favor de cierta causa o política pública. 

Para resolver los problemas complejos que se nos presentan, debemos 
procurar que las personas que son afectadas tengan la confianza de que sus 
argumentos son debidamente escuchados y ponderados, para lo cual pode-
mos recurrir a diversas herramientas interpretativas. 

Como juzgadores debemos acudir al texto de las normas que son apli-
cables en cada caso, así como a la historia de las instituciones jurídicas y el 
modo tradicional en que se han venido empleando. Debemos a su vez em-
plear los precedentes que hemos emitido y, en especial, prestar atención al 
propósito que busca el andamiaje normativo en este preciso momento histó-
rico, sin olvidar algo que resulta central: las consecuencias e impactos que 
generan nuestros fallos.

Debido al contexto específico al que nos enfrentamos y los retos que 
éste implica, los juzgadores debemos realizar ajustes en nuestro estilo de tra
bajo y dinámica laboral, en especial quienes formamos parte de órganos co-
legiados. No se trata sólo de atender al propósito de nuestro quehacer, sino el 
estilo y modo en que lo hacemos.
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Quienes integramos la Segunda Sala de esta Suprema Corte ejerce-
mos nuestra labor a partir del respeto mutuo, con genuino espíritu de colegia-
lidad y con un compromiso uniforme hacia las funciones que realizamos y a 
nuestra responsabilidad constitucional.

En la Segunda Sala, cada Ministro presenta los proyectos de resolu-
ción de los expedientes que le son turnados. En las sesiones que llevamos a 
cabo exponemos nuestros argumentos, identificamos puntos en común, alcan
zamos acuerdos, procesamos los desacuerdos y, en general, construimos 
nuestras resoluciones.

Somos conscientes de que formamos parte de un órgano colegiado, al 
igual que estamos conscientes de nuestra falibilidad, de ahí que aproxima-
mos nuestras discusiones con genuino rigor, de tal suerte que resulten perti-
nentes y enriquecedoras.

Integrar un órgano dedicado a la impartición de justicia y, en especial, 
de justicia constitucional, efectivamente requiere que cada uno exponga su 
postura, pero la dinámica colegiada no se debe agotar en la emisión de votos 
sino en la construcción de decisiones; no se debe referir únicamente a que 
hablemos sino a que aprendamos a escuchar; debe implicar la consideración 
de las razones ajenas y no su rechazo frontal; y no debe consistir únicamente 
en la aplicación de las doctrinas clásicas sino también en la apertura a nue-
vas líneas de pensamiento.

En la realización de nuestra labor, los Jueces podemos optar por obtener 
el mérito personal en la adopción de resoluciones, o bien, lograr determinados 
resultados en conjunto y propiciar impactos relevantes y pertinentes. En la 
Segunda Sala estamos ciertos de que la búsqueda de resultados e impactos 
como órgano colegiado es siempre preferible a los méritos individuales de 
quienes la integramos.

Por último, quiero destacar que los logros estadísticos, así como los 
criterios que fueron emitidos durante el periodo a que se refiere el informe, 
son producto de la labor cotidiana de las personas que intervienen en las acti
vidades de la Segunda Sala.

En efecto, hemos tenido un trabajo sumamente intenso durante estos 
meses, que se ha llevado a cabo de manera adecuada, en gran medida, por 
el compromiso de nuestros equipos de trabajo. Los Secretarios de Estudio y 
Cuenta que integran nuestras Ponencias, a través de su esfuerzo diario, han 



XXVIII SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

respondido a las exigencias numéricas y jurídicas que se han presentado a lo 
largo de este año.

En el mismo sentido, es necesario reconocer la disposición y entrega 
de quienes integran a la Secretaría de Acuerdos de la Segunda Sala. Su ges-
tión administrativa y jurisdiccional, ha permitido que los trabajos realizados 
por los Ministros resulten más eficientes.

Los resultados a los que me he referido durante este informe, no po-
drían ser posibles sin la aportación y dedicación de todos los servidores de 
esta Suprema Corte. Todas y cada una de las actividades que realizan, acredi-
tan lo que puede lograrse cuando existe un compromiso de servicio público 
compartido. Los retos han sido enormes, pero el esfuerzo para afrontarlos ha 
sido aún mayor.

Finalizo. Con el presente informe de labores, he pretendido dar cuenta 
no únicamente con un cúmulo de datos, estadísticas y criterios. Las reflexio-
nes que comparto hoy aquí, son producto de la dinámica que ha adquirido el 
funcionar de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Este ejercicio responde a la necesidad que tenemos como Tribunal 
Constitucional de rendir cuentas, de acercarnos a la sociedad a la que servi-
mos, así como de identificar retos y áreas de oportunidad. 

En última instancia, una sociedad solamente puede prosperar cuando 
todos, y no solamente los servidores públicos, se involucran en la toma de deci
siones y se interesan en los aspectos cívicos que influyen en su vida diaria; en 
eso radica el éxito de las verdaderas democracias constitucionales y, en esta 
medida, nuestra responsabilidad como Ministros de esta Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, es cada vez mayor.

Agradezco profundamente a mis compañeros de integración y compa-
ñeros también en la responsabilidad de construcción de futuro.

Muchas gracias.
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SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN
SEGUNDA SALA

TESIS APROBADAS Y NOTIFICACIONES
DEL 1 DE DICIEMBRE DE 2016 AL 30 DE NOVIEMBRE DE 2017

CONCEPTOS TOTAL

TESIS APROBADAS

TESIS JURISPRUDENCIALES 172

TESIS AISLADAS 182

 SUMA 354

NOTIFICACIONES

POR LISTA 18,935

PERSONALES 99

TESTIMONIOS ENTREGADOS (LÁMINAS DE CORRESPONDENCIA) 5,472

EN LA CIUDAD DE MÉXICO 1,809

FORÁNEOS 2,452

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN (INTERNOS) 1,211

OFICIOS DE ACUERDOS 4,243

 SUMA 34,221

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN
SEGUNDA SALA

ENGROSES, TESTIMONIOS ENVIADOS, SESIONES CELEBRADAS,  
EXPEDIENTES ENVIADOS AL ARCHIVO Y AL MINISTERIO PÚBLICO DE LA FEDERACIÓN

DEL 1 DE DICIEMBRE DE 2016 AL 30 DE NOVIEMBRE DE 2017

CONCEPTOS TOTAL

TESTIMONIOS ENVIADOS

A TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO 3,467

A JUZGADOS DE DISTRITO 152

A LA SUBSECRETARÍA GENERAL DE ACUERDOS 886

A OTRAS AUTORIDADES (EXTERNAS Y SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN) 893

AL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL 128

TOTAL 5,526

SESIONES CELEBRADAS

PÚBLICAS: 41

PRIVADAS: 43

EXTRAORDINARIAS: 0

EXPEDIENTES ENVIADOS AL ARCHIVO

EXPEDIENTES ENVIADOS: 4,076

EXPEDIENTES ENVIADOS AL MINISTERIO PÚBLICO DE LA FEDERACIÓN

EXPEDIENTES ENVIADOS: 94
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SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN
SEGUNDA SALA

RESUMEN DE OFICIOS GIRADOS
 DEL 1 DE DICIEMBRE DE 2016 AL 30 DE NOVIEMBRE DE 2017

CONCEPTOS TOTAL

RESUMEN DE OFICIOS GIRADOS

AL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL 128

A TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO (Testimonios) 3,467

A JUZGADOS DE DISTRITO (Testimonios) 152

A OTRAS AUTORIDADES (Testimonios) 560

A LA SUBSECRETARÍA GENERAL DE ACUERDOS (Testimonios) 886

A AUTORIDADES DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN (Testimonios) 333

OFICIOS GENERADOS POR ACUERDO DICTADO (Autoridades locales) [1,136 por MINTERSCJN] 3,852

OFICIOS GENERADOS POR ACUERDO DICTADO (Autoridades foráneas) [1,124 por MINTERSCJN] 3,572

 SUMA 12,950
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JURISPRUDENCIA POR 
CONTRADICCIÓN DE TESIS

2016

CONVENIOS DE TERMINACIÓN DE LA RELACIÓN LABORAL. PARA 
EFECTOS DE SU VALIDEZ, LAS PARTES NO TIENEN LA OBLIGACIÓN 
DE ACUDIR ANTE LA JUNTA DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE 
COMPETENTE PARA RATIFICARLOS. Si el patrón y el trabajador acuerdan 
terminar la relación laboral entre ellos a través de un convenio, para efectos 
de su validez no tienen la obligación de acudir ante la Junta de Conciliación y 
Arbitraje para ratificarlo. Lo anterior es así, porque de la interpretación conjunta 
de las disposiciones laborales respecto de los convenios de terminación de la 
relación laboral, se concluye que dicho trámite es un acto potestativo, sin que 
esto implique que el trabajador pierda la oportunidad de promover la acción 
de nulidad, a través de la tramitación de un juicio laboral. Cabe destacar que el 
ordenamiento jurídico sostiene una estructura de incentivos para motivar 
al patrón y al trabajador a que acudan ante la Junta a ratificar el convenio; sin 
embargo, esta situación no debe entenderse como una obligación que haga 
más onerosa la terminación de la relación laboral para las partes.

2a./J. 167/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 21/2016. Entre las sustentadas por el Cuarto Tribunal Colegiado 
en Materia de Trabajo del Primer Circuito y el Tribunal Colegiado del Vigésimo Sexto 
Circuito. 29 de junio de 2016. Mayoría de tres votos de los Ministros Eduardo Medina 
Mora I., Javier Laynez Potisek y José Fernando Franco González Salas. Disidentes: 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretario: Jorge Roberto Ordóñez Escobar.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, 
al resolver el amparo directo 867/2015, y el diverso sustentado por el Tribunal Cole­
giado del Vigésimo Sexto Circuito, al resolver el amparo directo 64/2015.
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Tesis de jurisprudencia 167/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintiséis de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 20 de enero de 2017 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de enero de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 

SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE PREVISTA EN EL ARTÍCULO 
79, FRACCIÓN V, DE LA LEY DE AMPARO. ES IMPROCEDENTE EN 
LOS JUICIOS DE AMPARO TRATÁNDOSE DE ACTOS DERIVADOS 
DE UN PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA 
CONTRA UN SERVIDOR PÚBLICO, POR NO ESTAR INMERSOS EN 
LA MATERIA LABORAL. Para que proceda la aplicación de la suplencia 
de la queja deficiente a que se refiere la indicada porción normativa, es menes­
ter no sólo que el quejoso tenga la calidad de trabajador o empleado sino que, 
además, se trate de un asunto cuya materia derive de un conflicto laboral, es 
decir, que tenga incidencia, de manera directa e inmediata, en algún derecho 
previsto en el artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, sin importar si el origen de la relación de subordinación deriva de 
una relación regulada por leyes laborales o administrativas, pues basta con 
que se afecte algún interés fundamental tutelado por el precepto constitucional 
aludido y que en el amparo intervenga un trabajador o empleado en defensa 
de aquél para que surja la obligación del órgano de control constitucional de 
aplicar la institución de mérito a su favor. Por tanto, como el procedimiento 
de responsabilidad administrativa contra servidores públicos no nace ni se desa­
rrolla a partir de la conceptualización del derecho laboral vinculado con las 
prestaciones y obligaciones a que se contrae aquel precepto constitucional, 
sino del régimen a que están sujetos por virtud del ejercicio de una función 
pública en estricto derecho administrativo, conforme al artículo 109, fracción III, 
de la Constitución Federal (antes 113, párrafo primero), es claro que en los 
juicios de amparo cuya materia se ciña a algún acto dictado en ese tipo de 
procedimientos no opera la suplencia de la queja deficiente a que se refiere 
el artículo 79, fracción V, de la Ley de Amparo.

2a./J. 190/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 115/2016. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz, 
y el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito. 26 de octubre de 2016. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Disidente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Iveth 
López Vergara.
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Criterios contendientes:

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la 
Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz, al resolver el amparo en revisión 
413/2015, y el diverso sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Sép­
timo Circuito, al resolver el amparo directo 377/2015.

Tesis de jurisprudencia 190/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del dieciséis de noviembre de dos mil dieciséis.

Nota: De la sentencia que recayó al amparo directo 377/2015, resuelto por el Tercer Tri­
bunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, derivó la tesis aislada XXVII.3o.23 A 
(10a.), de título y subtítulo: "SERVIDORES PÚBLICOS SUJETOS A PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO DE RESPONSABILIDAD. CONFORME AL ARTÍCULO 79, FRAC­
CIÓN V, DE LA LEY DE AMPARO PROCEDE LA SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE 
A SU FAVOR.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 22 de 
enero de 2016 a las 11:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, libro 26, Tomo IV, enero de 2016, página 3428.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de enero de 2017 a las 10:07 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de enero de 2017, para los efectos previstos en el punto sép­
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

CÉDULA DE LIQUIDACIÓN DE CUOTAS OBRERO PATRONALES. 
CUANDO EL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL LA EMITE, 
PERO NO ACREDITA LA EXISTENCIA DE LA RELACIÓN LABORAL 
PARA FINCAR UN CRÉDITO FISCAL, LA NULIDAD DECRETADA DEBE 
SER LISA Y LLANA. El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
ha sustentado que la nulidad absoluta (lisa y llana) que se dicta estudiando el 
fondo del asunto impide dictar un nuevo acto. Por esta razón, y conforme a 
la jurisprudencia 2a./J. 77/2016 (10a.)(*), si el Instituto Mexicano del Seguro 
Social emite cédulas de liquidación de cuotas obrero patronales, pero no acre­
dita la existencia de la relación laboral para fincar un crédito fiscal, la nulidad 
decretada debe ser lisa y llana para impedir que emita un nuevo acto y pueda 
perfeccionar los medios probatorios para acreditar la relación laboral, con la 
salvedad de que el efecto de la nulidad absoluta sólo será sobre el periodo y 
el monto relativo al crédito fiscal que intentó fincar el Instituto, con lo que se 
impide que se vulnere el principio de cosa juzgada y que existan dos pronun­

Nota: (*) La jurisprudencia 2a./J. 77/2016 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario Judi­
cial de la Federación del viernes 1 de julio de 2016 a las 10:05 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 32, Tomo I, julio de 2016, página 713, con el título 
y subtítulo: "REVISIÓN FISCAL. LA DECLARATORIA DE NULIDAD LISA Y LLANA DE UNA RESO­
LUCIÓN EN MATERIA DE APORTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL, POR NO HABERSE ACRE­
DITADO LA RELACIÓN LABORAL, ES UNA CUESTIÓN DE FONDO."
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ciamientos sobre el fondo de un mismo proceso, sobre los sujetos que inter­
vinieron formal y materialmente en él.

2a./J. 191/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 149/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo del Primer Circuito y Tercero del Segundo Circuito, ambos en Materia Admi­
nistrativa. 5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora 
I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz 
Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge 
Roberto Ordóñez Escobar.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis II.3o.A J/5 (10a.), de título y subtítulo: "CÉDULAS DE LIQUIDACIÓN DE CUOTAS 
OBRERO PATRONALES. SI EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO EL 
ACTOR DEMANDA SU NULIDAD Y NIEGA LA EXISTENCIA DEL VÍNCULO LABORAL, 
SIN QUE AL CONTESTAR EL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL DESVIR­
TÚE ESA NEGATIVA, PORQUE NO ACOMPAÑA UNA CERTIFICACIÓN APROPIADA 
DEL ESTADO DE CUENTA INDIVIDUAL DE LOS TRABAJADORES, LA SALA FISCAL 
SOLAMENTE PUEDE DECLARAR LA NULIDAD DE LA FACULTAD DISCRECIO­
NAL EJERCIDA EN LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA, SIN PREJUZGAR SOBRE LA 
REEXPEDICIÓN DEL ACTO.", aprobada por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Segundo Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y su Gaceta, Décima Época, Libro VIII, Tomo 2, mayo de 2012, página 1559, y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito, al resolver la revisión fiscal 417/2015.

Tesis de jurisprudencia 191/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del dieciséis de noviembre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de abril de 2017 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de abril de 2017, para los efectos previstos en el punto sép­
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

REVISIÓN FISCAL. PROCEDE CONTRA LAS SENTENCIAS QUE 
DECLAREN LA NULIDAD DEL ACTO IMPUGNADO POR HABER OPE­
RADO LA PRESCRIPCIÓN DEL CRÉDITO FISCAL. Para que proceda el 
recurso de revisión fiscal no basta que el asunto encuadre en alguna de las 
hipótesis del artículo 63 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Admi­
nistrativo, sino que es indispensable que la sentencia recurrida sea de im­
portancia y trascendencia, esto es, que contenga una decisión de fondo que 
implique la declaración de un derecho o la inexigibilidad de una obligación. 
En este sentido, el indicado medio de defensa procede contra sentencias en 
las que se declare la nulidad del acto impugnado por actualizarse la prescrip­
ción del crédito fiscal, al constituir una resolución de fondo, ya que el análisis 
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de esa figura jurídica implica el pronunciamiento sobre el derecho sustan­
tivo de los gobernados, mediante el cual se les libera de una obligación tribu­
taria con motivo del transcurso de cierto tiempo, esto es, como consecuencia 
de la prescripción del crédito fiscal.

2a./J. 192/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 107/2016. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Primer Circuito y el Pleno del Décimo Cuarto Circuito. 
26 de octubre de 2016. Mayoría de tres votos de los Ministros Eduardo Medina Mora 
I., Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. Disidentes: José Fernando Franco 
González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secre­
taria: N. Montserrat Torres Contreras.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis PC.XIV. J/4 A (10a.), de título y subtítulo: "REVISIÓN FISCAL. DICHO RECURSO ES 
IMPROCEDENTE CONTRA LAS SENTENCIAS QUE SÓLO DECLAREN LA NULIDAD 
LISA Y LLANA DEL ACTO ADMINISTRATIVO IMPUGNADO, POR HABER OPERADO 
LA PRESCRIPCIÓN DEL CRÉDITO FISCAL DETERMINADO.", aprobada por el Pleno 
del Décimo Cuarto Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 27 de noviembre de 2015 a las 11:15 horas, y en la Gaceta del Semanario Judi­
cial de la Federación, Décima Época, Libro 24, Tomo III, noviembre de 2015, página 
2584, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Cir­
cuito, al resolver la revisión fiscal 79/2016.

Tesis de jurisprudencia 192/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del dieciséis de noviembre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de enero de 2017 a las 10:07 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de enero de 2017, para los efectos previstos en el punto sép­
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PRESCRIPCIÓN EN MATERIA AGRARIA. OPERA ENTRE CONSOR­
TES UNA VEZ QUE SE AUSENTE O FALLEZCA QUIEN CUENTE CON 
LA CALIDAD DE EJIDATARIO. Aun cuando el artículo 2o. de la Ley de 
Amparo prevé la supletoriedad de la legislación civil Federal a la materia agra­
ria y no obstante que los artículos 177 y 1167 del Código Civil Federal prohíben 
la prescripción entre consortes, dicha limitante no opera tratándose de los 
matrimonios en que uno de los cónyuges es ejidatario que posee una parcela, 
en tanto que no se cumple con el requisito de supletoriedad relativa a que las 
normas no deben contravenir el ordenamiento legal a suplir sino que deben 
ser congruentes con sus principios o bases que rigen específicamente la ins­
titución de que se trate, ya que el Código Civil Federal si bien prohíbe la pres­
cripción entre consortes mientras dure el matrimonio, el artículo 48 de la Ley 
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Agraria no hace tal prohibición. Por lo contrario, esta Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 
92/2016 (*) y examinar el artículo 48 de la Ley Agraria, sostuvo que cualquier 
persona que hubiera poseído tierras ejidales en concepto de titular de derechos 
de ejidatario, que no sean de las destinadas al asentamiento humano ni que se 
trate de bosques o selvas, de manera pacífica, continua y pública durante un 
cierto periodo, dependiendo de si fue de buena o mala fe, adquirirá sobre las 
tierras citadas los mismos derechos que cualquier ejidatario sobre su parce­
la, de modo que dicho ordenamiento no circunscribe la calidad de la persona 
que puede invocar la figura indicada, pues establece que será "cualquier per­
sona", es decir, el poseedor puede ser una persona ajena al ejido o núcleo de 
población, siempre y cuando cumpla con los requisitos del numeral referido, 
además de que dicho poseedor puede acudir ante el Tribunal Agrario para la 
emisión de la resolución sobre la adquisición de los derechos sobre la parce­
la o tierras de que se trate. De ahí que, con mayor razón, tratándose del cón­
yuge del ejidatario, se concluye que no tiene impedimento para adquirir por 
prescripción los derechos parcelarios de su consorte, siempre que cumpla 
con los requisitos legales correspondientes y con la condición relativa a que 
ese derecho pueda ejercerlo una vez que exista abandono, ausencia o fallezca 
el cónyuge ejidatario, de modo que el plazo para la actualización de dicha 
figura, empezará a partir de que este último ya no esté.

2a./J. 194/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 257/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo en Materia Administrativa del Tercer Circuito y Segundo del Segundo Cir­
cuito, con residencia en Nezahualcóyotl, Estado de México. 9 de noviembre de 2016. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Javier Laynez Potisek, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disidentes: Eduardo Medina Mora I. y José Fernando 
Franco González Salas. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: María 
Antonieta del Carmen Torpey Cervantes.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis III.2o.A.56 A, de rubro: "PRESCRIPCIÓN EN MATERIA AGRARIA. NO PROCEDE 
ENTRE CÓNYUGES RESPECTO DE UNIDADES DE DOTACIÓN EJIDALES MIENTRAS 
PREVALEZCA EL VÍNCULO MATRIMONIAL (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 48 DE 
LA LEY AGRARIA).", aprobada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Admi­

Nota: (*) La parte conducente de la ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 92/2016 citada, 
aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 15 de julio de 2016 a las 
10:15 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 32, Tomo I, 
julio de 2016, página 463.
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nistrativa del Tercer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo X, julio de 1999, página 891,

Y el sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Segundo Circuito con residencia 
en Nezahualcóyotl, Estado de México, al resolver el amparo directo 196/2016.

Tesis de jurisprudencia 194/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintitrés de noviembre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de enero de 2017 a las 10:07 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se 
considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de enero de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 19/2013.

TESIS AISLADAS. LAS EMITIDAS POR LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN TIENEN CARÁCTER ORIENTADOR, NO 
GENERAN DERECHOS NI SON SUSCEPTIBLES DEL EJERCICIO DE 
IRRETROACTIVIDAD. Del análisis integral y sistemático de los artículos 
94 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 215, 217, 218, 
primer párrafo, 222 al 226 y 228 de la Ley de Amparo, se desprende que de 
manera expresa se concede carácter obligatorio a la jurisprudencia, particu­
laridad que no comparte con las tesis aisladas que se generan en los fallos 
de los órganos terminales del Poder Judicial de la Federación. Atento a lo ante­
rior, los criterios que aún no integran jurisprudencia no pueden invocarse 
como un derecho adquirido por las partes y, por tanto, sujeto al principio de no 
aplicación retroactiva en su perjuicio. Congruente con ello, a falta de jurispru­
dencia definida sobre un tema determinado y cuando exista un criterio aislado 
o precedente aplicable para la solución de un caso concreto, debido al carác­
ter orientador que esta Superioridad les ha conferido y el principio de seguri­
dad jurídica, es dable más no obligatorio que los órganos jerárquicamente 
inferiores lo atiendan en sus resoluciones, mediante la cita de las considera­
ciones que las soportan y, en su caso, de la tesis correspondiente y de existir 
más de uno, puede el juzgador utilizar el que según su albedrío resulte correcto 
como parte del ejercicio común de su función jurisdiccional.

2a./J. 195/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 157/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Primero del Vigésimo Séptimo Circuito y Cuarto en Materia Administrativa del Tercer 
Circuito. 21 de septiembre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina 
Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz 
Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: María del Carmen Alejandra Her­
nández Jiménez.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Cir­
cuito, al resolver el amparo en revisión 561/2015, y el diverso sustentado por el 
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Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, al resolver el conflicto 
competencial 6/2015.

Tesis de jurisprudencia 195/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada del veintitrés de noviembre de dos mil dieciséis.

Nota: De la sentencia que recayó al conflicto competencial 6/2015, resuelto por el Primer 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, derivó la tesis aislada XXVII.1o.2 C 
(10a.), de título y subtítulo: "COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD. PARA DETER­
MINAR LA PROCEDENCIA DE LA VÍA RESPECTO DE LOS CONTRATOS DE SUMINIS­
TRO DE ENERGÍA ELÉCTRICA Y LOS ACTOS DERIVADOS DE ÉSTOS, SON APLICABLES 
LOS CRITERIOS DE LA SEGUNDA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE 
LA NACIÓN, VIGENTES AL MOMENTO EN QUE SE PROMUEVA EL JUICIO (PROCE­
DIMIENTO CIVIL O ADMINISTRATIVO).", publicada en el Semanario Judicial de la Fede­
ración del viernes 15 de enero de 2016 a las 10:15 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 26, Tomo IV, enero de 2016, página 3170.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de enero de 2017 a las 10:07 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se 
considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de enero de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 19/2013. 

JURISDICCIÓN. EL TÉRMINO CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 23 DE 
LA LEY DE AMPARO VIGENTE DEBE INTERPRETARSE COMO EL 
ÁMBITO TERRITORIAL DONDE EL ÓRGANO DE AMPARO RESIDE. 
La expresión "fuera de la jurisdicción" contenida en el artículo 23 de la Ley 
de Amparo, debe considerarse como equivalente a la de "fuera de la residen­
cia", entendida ésta como el lugar donde se ubica o se encuentra instalado el 
juzgado o tribunal de amparo, pues no en todos los casos en el ámbito terri­
torial en el que ejercen sus competencias existen medios de comunicación 
suficientes para que las partes presenten directamente ante aquéllos los ocur­
sos que a su interés convenga. Lo que demuestra la necesidad de dar al con­
cepto "jurisdicción" una interpretación acorde con los fines de la norma, es 
decir, favorecer la posibilidad de acceder a los tribunales y evitar que se gene­
ren gastos excesivos en la defensa de los derechos humanos a las personas 
que habiten en lugares distantes al sitio en el que está instalado el juzgado 
o tribunal.

2a./J. 196/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 222/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Cuarto del Segundo Circuito y Primero del Sexto Circuito, ambos en Materia Admi­
nistrativa. 16 de noviembre de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo 
Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Disidente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco.
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Tesis y criterio contendientes:

Tesis II.4o.A.24 K (10a.), de título y subtítulo: "DEMANDA O PRIMERA PROMOCIÓN 
OFRECIDA POR ALGUNA DE LAS PARTES EN EL JUICIO DE AMPARO. PARA DE­
TERMINAR EL ÁMBITO ESPACIAL DEL ÓRGANO ANTE QUIEN SE PRESENTAN, 
DEBE ATENDERSE AL TÉRMINO ‘JURISDICCIÓN’, ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 
23 DE LA LEY DE AMPARO, Y NO AL DE ‘LUGAR DE RESIDENCIA’, CUYA APLICA­
CIÓN SE RESTRINGE A LAS REGLAS DE LAS NOTIFICACIONES PREVISTAS EN SU 
ARTÍCULO 27.", aprobada por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
del Segundo Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
13 de diciembre de 2013 a las 13:20 horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 1, Tomo II, diciembre de 2013, página 1115, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Cir­
cuito, al resolver el recurso de reclamación 9/2016.

Tesis de jurisprudencia 196/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del treinta de noviembre de dos mil dieciséis.

Nota: De la sentencia que recayó al recurso de reclamación 9/2016, resuelto por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del sexto Circuito, derivó la tesis aisla­
da VI.1o.A.46 K (10a), de título y subtítulo: " MEDIOS DE DEFENSA PREVISTOS EN LA 
LEY DE AMPARO INTERPUESTOS VÍA POSTAL. EL TÉRMINO ‘JURISDICCIÓN’ PRE­
VISTO EN EL ARTÍCULO 23 DE ORDENAMIENTO LEGAL DEBE CONCEPTUALIZARSE 
COMO EL LUGAR EN QUE UBICA EL ÓRGANO JURISDICCIONAL, COMPRENDIENDO 
EL MUNICIPIO EN QUE SE ENCUENTRA Y EL ÁREA CONURBADA DE LA QUE 
FORMA PARTE.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 10 de 
junio de 2016 a las 10:02 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 31, Tomo IV, junio de 2016, página 2947.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de enero de 2017 a las 10:07 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de enero de 2017, para los efectos previstos en el punto sép­
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO. SE ACTUALIZA UNA EXCEP­
CIÓN AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD SI LAS LEGISLACIONES QUE 
RIGEN EL ACTO QUE SE COMBATE ESTABLECEN MAYORES REQUI­
SITOS, MENORES ALCANCES O PLAZOS MÁS LARGOS QUE LOS 
PREVISTOS EN LA LEY DE AMPARO (LEY DE PROCEDIMIENTOS AD­
MINISTRATIVOS PARA EL ESTADO DE CHIAPAS). La excepción al prin­
cipio de definitividad prevista en los artículos 107 de la Constitución Federal y 
61, fracción XX, de la Ley de Amparo vigente, encuentra su justificación cons­
titucional en el derecho humano a un recurso rápido, sencillo y efectivo estable­
cido en los artículos 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. En ese 
sentido, si en una legislación se prevén mayores requisitos, menores alcan­
ces o plazos más largos para la suspensión del acto impugnado que los esta­
blecidos en la Ley de Amparo, tal circunstancia se erige en una excepción al 
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principio de definitividad y, por tanto, no es necesario agotar el recurso pre­
visto en dichas legislaciones a efecto de hacer procedente el juicio de amparo. 
Tal es el caso de la Ley de Procedimientos Administrativos para el Estado de 
Chiapas, cuando: i) señala que el solicitante de la suspensión deberá exponer 
las razones por las que considera que debe otorgarse la medida cautelar y los 
perjuicios que se causarían en caso de que se ejecutara el acto administra­
tivo; ii) establece que surtirá sus efectos a partir de que el demandante otor­
gue la garantía que señale el Magistrado Ponente; iii) que se sustanciará el 
incidente, corriendo traslado a las partes por tres días y se resolverá el inci­
dente planteado una vez desahogadas las pruebas (en un término no mayor 
a 10 días); y iv) no establece cuál es el término que tiene la autoridad jurisdic­
cional para resolver sobre la suspensión provisional. Lo que, en suma, implica 
mayores requisitos y plazos más largos para la obtención de la medida cautelar 
que los contenidos en la Ley de Amparo.

2a./J. 197/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 81/2016. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado 
del Vigésimo Circuito, actual Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Vigé­
simo Circuito, el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, actual Segundo 
Tribunal Colegiado en Materias Penal y Civil del Vigésimo Circuito y el Segundo Tribu­
nal Colegiado del Vigésimo Circuito, actual Primer Tribunal Colegiado en Materias 
Penal y Civil del Vigésimo Circuito. 26 de octubre de 2016. Cinco votos de los Minis­
tros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco Gonzá­
lez Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Jorge Roberto Ordóñez Escobar.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, actual Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Vigésimo Circuito, al resolver el amparo en 
revisión 400/2013, el diverso sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Vigé­
simo Circuito, actual Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Civil del Vigésimo 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 304/2015 y el diverso sustentado por el 
Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, actual Segundo Tribunal Colegiado 
en Materias Penal y Civil del Vigésimo Circuito, al resolver la queja 46/2013.

Tesis de jurisprudencia 197/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del treinta de noviembre de dos mil dieciséis. 

Esta tesis se publicó el viernes 6 de enero de 2017 a las 10:07 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de enero de 2017, para los efectos previstos en el punto sép­
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

Nota: Las jurisprudencias anteriores no forman parte de la 
estadística del año 2017, pero se incluyen en este informe 
al no haberse publicado en el de 2016.
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2017

PROCEDIMIENTO ESPECIAL DE DECLARACIÓN DE BENEFICIARIOS. 
LA RESOLUCIÓN QUE LO DIRIME TIENE LA NATURALEZA DE LAUDO, 
POR LO QUE, EN SU CONTRA, PROCEDE EL JUICIO DE AMPARO 
DIRECTO. El procedimiento especial de declaración de beneficiarios a que 
se refiere el artículo 892, en relación con el 503, ambos de la Ley Federal del 
Trabajo, tiene como objetivo determinar quién o quiénes y en qué proporción 
habrán de suceder al trabajador fallecido en sus derechos laborales, liberando 
al patrón de responsabilidad en caso de que pague a quien señale la Junta de 
Conciliación y Arbitraje; procedimiento que es útil en caso de muerte por ries­
gos de trabajo o cuando se encuentran pendientes de cubrir prestaciones o 
indemnizaciones, ejercitar acciones o continuar juicios, según se advierte de los 
numerales 115 y 503 de la citada legislación, pues evita la obligación de sus­
tanciar el juicio sucesorio. Ahora bien, en dicho procedimiento la Junta está 
obligada a investigar y convocar a quienes consideran tener derecho a ser 
declarados beneficiarios del extinto trabajador, y se da la oportunidad de exhibir 
pruebas, formular alegatos y oponerse al derecho de presuntos beneficiarios, 
es decir, admite controversia entre éstos y, por tanto, tiene la naturaleza de 
juicio; sin que constituya una incidencia o etapa preliminar, ya que su objetivo 
es exclusivamente el mencionado, y lo corrobora el hecho de que en caso de 
muerte por riesgos de trabajo o prestaciones pendientes, no necesariamente 
se desarrollará una controversia entre patrón y beneficiarios con posterioridad 
a su resolución. Por ello, si aquel procedimiento se estableció para admitir 
una controversia entre partes y no constituye una incidencia ni un acto preju­
dicial o preparatorio a juicio, la resolución que lo dirime no constituye una 
actuación dictada en juicio, fuera de juicio o después de concluido, sino que 
tiene la naturaleza de laudo, en términos de la fracción III del artículo 837 de la 
Ley Federal del Trabajo y, por ende, en su contra procede el juicio de amparo 
directo.

2a./J. 1/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 237/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Décimo Sexto en Materia de Trabajo del Primer Circuito, Primero en Materia de Tra­
bajo del Séptimo Circuito, Tercero en Materias Civil y de Trabajo del Vigésimo Primer 
Circuito y Primero en Materia de Trabajo del Décimo Sexto Circuito. 7 de diciembre 
de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. 
Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González 
Salas. Secretario: Francisco Manuel Rubín de Celis Garza.

Tesis y/o criterio contendientes:

Tesis VII.1o.T.1 L (10a.), de título y subtítulo: "DECLARACIÓN DE BENEFICIARIOS EN 
MATERIA LABORAL. CUANDO SE DEMANDA SIN LA INTENCIÓN DE OBTENER LAS 
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INDEMNIZACIONES O PRESTACIONES A QUE PUDIERA TENER DERECHO EL PRO­
MOVENTE, CONSTITUYE UN ACTO FUERA DE JUICIO, POR LO QUE CONTRA LA 
RESOLUCIÓN RELATIVA PROCEDE EL AMPARO INDIRECTO.", aprobada por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito y publicada en el Sema­
nario Judicial de la Federación del viernes 4 de marzo de 2016 a las 10:15 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 28, Tomo II, marzo 
de 2016, página 1699, 

Tesis XXI.3o.C.T.1 L (10a.), de título y subtítulo: "DECLARACIÓN DE BENEFICIARIOS. 
AL TENER DICHA RESOLUCIÓN ÚNICAMENTE EFECTOS DECLARATIVOS Y CONSTI­
TUIR UN ACTO FUERA DE JUICIO, ES IMPUGNABLE EN AMPARO INDIRECTO.", 
aprobada por el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Vigésimo 
Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 19 de 
febrero de 2016 a las 10:15 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 27, Tomo III, febrero de 2016, página 2054, y

Tesis XVI.1o.T.21 L (10a.), de título y subtítulo: "RECONOCIMIENTO DE BENEFICIARIOS 
DE UN TRABAJADOR FALLECIDO. LA DECLARATORIA DICTADA EN EL INCIDENTE 
RESPECTIVO NO ES IMPUGNABLE EN AMPARO DIRECTO, AL NO CONSTITUIR UNA 
SENTENCIA DEFINITIVA, LAUDO, NI RESOLUCIÓN QUE HAYA PUESTO FIN AL JUI­
CIO.", aprobada por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo 
Sexto Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 4 de 
diciembre de 2015 a las 10:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 25, Tomo II, diciembre de 2015, página 1299, y

El sustentado por el Décimo Sexto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer 
Circuito, al resolver el amparo directo 41/2016.

Tesis de jurisprudencia 1/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del once de enero de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de febrero de 2017 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 7 de febrero de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

MÉDICO RESIDENTE DE UNA ESPECIALIDAD. SU BAJA ORDENADA 
POR LOS FUNCIONARIOS DE LA UNIDAD MÉDICA A LA QUE ESTÁ 
ADSCRITO, NO ES UN ACTO DE AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL 
JUICIO DE AMPARO. La actividad de los médicos residentes encuentra su 
fundamento en el Título Sexto, denominado "Trabajos especiales", Capítulo XVI, 
intitulado "Trabajos de Médicos Residentes en Periodo de Adiestramiento en 
una Especialidad", de la Ley Federal del Trabajo. Ahora bien, del texto de la ley 
y de su exposición de motivos se advierte que la intención del legislador, en 
todo momento, fue que la relación del "residente" con la unidad médica en la 
que participe tenga naturaleza laboral, con ciertas características especiales, 
y aunque tenga como fin su adiestramiento para lograr una especialidad, lo que 
en cierta forma le da el carácter de "alumno", ello no puede disolver el vínculo 
que tiene como trabajador, pues la residencia es consecuencia de su contra­
tación con ese fin específico. Además, entre las partes existe el elemento esen­
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cial que identifica las relaciones de trabajo, esto es, la subordinación en la 
prestación del servicio, pues los médicos residentes tienen una jornada, un 
salario, así como la obligación de acatar órdenes y cumplir con los deberes 
que les son impuestos, tanto laborales como académicos. De ahí que la baja 
de un médico residente no es un acto que se circunscriba al ámbito académico, 
sino al laboral, es decir, su relación con la unidad médica en que está adscrito 
es de naturaleza exclusivamente laboral, ya que los actos de la unidad médica en 
la que realiza la residencia quedan comprendidos dentro de aquellos que cual­
quier patrón ejecuta, pues en esas relaciones el Estado queda sometido a las 
prevenciones del derecho laboral como cualquier otro particular.

2a./J. 2/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 308/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Quinto en Materia de Trabajo del Primer Circuito, Segundo en Materia de Trabajo del 
Séptimo Circuito y Primero en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo Cir­
cuito. 7 de diciembre de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo 
Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto 
Pérez Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos; en su ausencia hizo suyo el 
asunto Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco.

Criterios contendientes:

El sustentado por Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Circui­
to, al resolver el amparo en revisión 283/2014, y el diverso sustentado por el Quinto 
Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, al resolver el amparo en 
revisión 24/2016.

Tesis de jurisprudencia 2/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del once de enero de dos mil diecisiete.

Nota: De la sentencia que recayó al amparo en revisión 283/2014, resuelto por el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito, derivaron las tesis aisla­
das VII.2o.T.17 L (10a.) y VII.2o.T.18 L (10a.), de títulos y subtítulos: "MÉDICO RESI­
DENTE. CUANDO CURSA UN POSGRADO EN ALGUNA ESPECIALIDAD EN MEDICINA 
EN UN HOSPITAL PÚBLICO, SU RELACIÓN JURÍDICA CON ÉSTE ES DE ESTUDIANTE 
BECADO Y NO DE TRABAJADOR, AL NO EXISTIR EL ELEMENTO SUBORDINACIÓN 
(INAPLICABILIDAD DE LOS ARTÍCULOS 353.B Y 353.F A 353.H DE LA LEY FEDERAL 
DEL TRABAJO)." y "MÉDICO RESIDENTE. AL TENER LA CALIDAD DE BECARIO POR 
CURSAR UN POSGRADO EN ALGUNA ESPECIALIDAD MÉDICA EN EL HOSPITAL 
PÚBLICO AL QUE ESTÁ ADSCRITO, SU BAJA CONSTITUYE UN ACTO DE AUTORIDAD 
PARA EFECTOS DEL AMPARO.", publicadas en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 11 de diciembre de 2015 a las 11:15 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 25, Tomo II, diciembre de 2015, páginas 
1288 y 1287, respectivamente.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de enero de 2017 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de enero de 2017, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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LIQUIDACIONES Y CONVENIOS DE ANTIGÜEDAD SIGNADOS FUERA 
DEL JUICIO LABORAL. PARA SU VALIDEZ, LAS PARTES NO TIENEN 
LA OBLIGACIÓN DE ACUDIR ANTE LA JUNTA DE CONCILIACIÓN Y 
ARBITRAJE COMPETENTE A RATIFICARLOS. Si bien el artículo 33, 
párrafo segundo, de la Ley Federal del Trabajo señala que todo convenio o liqui­
dación, para ser válido, será ratificado ante la Junta de Conciliación y Arbitraje 
para su aprobación, también es verdad que ello no constituye un requisito de 
validez del convenio de antigüedad o liquidación signado fuera del juicio labo­
ral, sino que se trata de una cuestión potestativa para las partes, quienes pueden 
acudir ante la Junta para su ratificación, a fin de que ésta analice si existió 
renuncia de derechos en perjuicio del trabajador; lo anterior, en la inteligencia 
de que, de ratificarse y aprobarse, serán inimpugnables vía acción de nuli­
dad en lo que se refiere al tema de irrenunciabilidad de derechos por tratarse de 
un aspecto analizado por la Junta; en cambio, de no ratificarse serán impug­
nables vía acción de nulidad para que la autoridad laboral analice si existió 
renuncia de derechos en perjuicio del trabajador.

2a./J. 3/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 255/2016. Entre las sustentadas por el entonces Tercer Tribunal 
Colegiado del Sexto Circuito (actual Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Sexto Circuito) y el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la 
Tercera Región, con residencia en Guadalajara, Jalisco. 16 de noviembre de 2016. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Disidente: Mar­
garita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel 
Flores Díaz.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis de rubro: "CONVENIO O LIQUIDACIÓN EN MATERIA LABORAL. NO CONSTITUYE 
UN REQUISITO DE VALIDEZ SU RATIFICACIÓN ANTE LA JUNTA DE CONCILIACIÓN 
Y ARBITRAJE.", aprobada por el Tercer Tribunal Colegiado del Sexto Circuito y publi­
cada en el Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo VIII, noviembre de 
1991, página 192, y

El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera 
Región, con residencia en Guadalajara, Jalisco, al resolver el amparo directo 184/2016 
(cuaderno auxiliar 466/2016).

Tesis de jurisprudencia 3/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal 
en sesión privada del once de enero de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de febrero de 2017 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 7 de febrero de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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RECURSO DE REVISIÓN. ES IMPROCEDENTE EL INTERPUESTO POR 
EL TERCERO INTERESADO CONTRA LA SENTENCIA DE AMPARO 
INDIRECTO QUE SOBRESEYÓ EN EL JUICIO. Conforme a los artículos 
107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 5 y 6 de la 
Ley de Amparo, el juicio constitucional procede a petición de la parte agra­
viada; es decir, la persona física o moral a quien la norma general o el acto 
reclamado afecte de forma real y actual su esfera jurídica, cuya pretensión es 
que se le restituya en el pleno goce del derecho violado, restableciendo las 
cosas al estado que guardaban antes de la violación y, en su caso, obligar a 
la autoridad responsable a respetar el derecho de que se trate y a cumplir lo 
que éste exija. En ese sentido, el recurso de revisión es improcedente contra 
la resolución que sobresee en el juicio de amparo indirecto interpuesto por el 
tercero interesado –quien posee ese carácter por tener un interés en que el acto 
reclamado subsista–, pues el principio de agravio personal y directo rige al 
juicio constitucional en todas sus etapas y, consecuentemente, reserva este 
recurso en forma exclusiva al quejoso, quien es el único que se ve afectado 
por ese sobreseimiento, pues va contra su pretensión de que se analice el 
fondo del asunto. Finalmente, el derecho de acceso a la justicia del tercero 
interesado para combatir no se limita, en tanto tiene a su alcance la revisión 
adhesiva, en caso de que su contraparte interponga la revisión principal.

2a./J. 6/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 269/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo en Materia Civil del Sexto Circuito, Sexto en Materia de Trabajo del Primer 
Circuito, Primero en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Noveno Circuito y Se­
gundo en Materia Civil del Primer Circuito. 11 de enero de 2017. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis VI.2o.C. J/270, de rubro: "REVISIÓN EN AMPARO. ES IMPROCEDENTE EL RECURSO 
INTERPUESTO POR EL TERCERO PERJUDICADO CONTRA EL SOBRESEIMIENTO 
DECRETADO EN EL JUICIO.", aprobada por el Segundo Tribunal Colegiado en Mate­
ria Civil del Sexto Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo XXIV, octubre de 2006, página 1274,

Tesis I.6o.T.35 K, de rubro: "SOBRESEIMIENTO. IMPROCEDENCIA DEL RECURSO DE 
REVISIÓN INTERPUESTO POR EL TERCERO PERJUDICADO.", aprobada por el Sexto 
Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito y publicada en el Sema­
nario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXII, agosto de 2005, 
página 2036,

Tesis XIX.1o.P.T.10 K, de rubro: "REVISIÓN. ES IMPROCEDENTE DICHO RECURSO CUAN­
DO SÓLO LO PROMUEVE EL TERCERO PERJUDICADO CONTRA LA RESOLUCIÓN 
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DEL JUEZ DE DISTRITO QUE DETERMINA EL SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE 
AMPARO.", aprobada por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo 
del Décimo Noveno Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo XXXII, octubre de 2010, página 3174, y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al 
resolver el recurso de reclamación 15/2016.

Tesis de jurisprudencia 6/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del veinticinco de enero de dos mil diecisiete.

Nota: De la sentencia que recayó al recurso de reclamación 15/2016, resuelto por el Se­
gundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, derivó la tesis aislada 
I.2o.C.8 K (10a.), de título y subtítulo: "RECURSO DE REVISIÓN. PROCEDE EL INTER­
PUESTO POR LA TERCERO INTERESADA, CONTRA LA SENTENCIA QUE SOBRESEYÓ 
EN EL JUICIO DE AMPARO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 7 de octubre de 2016 a las 10:17 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 35, Tomo IV, octubre de 2016, página 3078. 

Esta tesis se publicó el viernes 10 de febrero de 2017 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de febrero de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL JUICIO DE AMPARO. ES IMPRO­
CEDENTE CONCEDERLA CONTRA LA DETERMINACIÓN DE LA 
AUTORIDAD HACENDARIA DE DEJAR SIN EFECTOS EL CERTIFI­
CADO DE SELLO DIGITAL PARA LA EXPEDICIÓN DE COMPRO­
BANTES FISCALES DIGITALES POR INTERNET (ARTÍCULO 17-H, 
FRACCIÓN X, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, VIGENTE A 
PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014). Es improcedente conceder la suspen­
sión provisional en el juicio de amparo con motivo de la determinación de la 
autoridad hacendaria de dejar sin efectos el certificado referido, cuando se 
detecte que el contribuyente ha incurrido en alguna irregularidad que pueda 
entrañar prácticas de elusión o evasión fiscal (efectos y consecuencias de la 
aplicación del mencionado artículo, así como de las normas generales que 
lo desarrollan), porque no se satisface el requisito previsto en el numeral 128, 
fracción II, de la Ley de Amparo, pues de otorgarse la medida cautelar se 
causaría perjuicio al interés social y se contravendrían disposiciones de orden 
público, ya que se permitiría al contribuyente el uso del certificado de sello 
digital, pese a que incurrió en alguna irregularidad que la ley sanciona con 
dejarlo sin efectos, es decir, se impediría la implementación de la medida de 
control orientada a evitar la evasión y elusión fiscal, en tanto que la sociedad 
está interesada en que se instrumenten los mecanismos para monitorear a los 
contribuyentes a través de las operaciones que realicen, logrando una mayor 
recaudación para satisfacer las necesidades colectivas.

2a./J. 7/2017 (10a.)
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Contradicción de tesis 256/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo en Materia Administrativa del Tercer Circuito y Segundo del Vigésimo Cir­
cuito, actual Primero en Materias Penal y Civil del Vigésimo Circuito. 11 de enero de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: N. Montserrat Torres Contreras.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis III.2o.A.49 A (10a.), de título y subtítulo: "SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL AMPARO. 
ES IMPROCEDENTE CONCEDERLA CONTRA LA DETERMINACIÓN DE LA AUTORI­
DAD HACENDARIA DE DEJAR SIN EFECTOS EL CERTIFICADO DEL SELLO DIGITAL 
PARA LA EXPEDICIÓN DE COMPROBANTES FISCALES DE UN CONTRIBUYENTE.", 
aprobada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer 
Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 21 de marzo 
de 2014 a las 11:03 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Déci­
ma Época, Libro 4, Tomo II, marzo de 2014, página 1959, y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, al resolver la 
queja 126/2015.

Tesis de jurisprudencia 7/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veinticinco de enero de dos mil diecisiete. 

Esta tesis se publicó el viernes 17 de febrero de 2017 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 20 de febrero de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PENSIONES Y JUBILACIONES DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y 
SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO. 
LA PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN DE PAGO DE LAS DIFERENCIAS 
DERIVADAS DE LOS INCREMENTOS NO EFECTUADOS A LAS CUO­
TAS RELATIVAS, OPERA RESPECTO DE LAS QUE CORRESPONDEN 
A PERIODOS ANTERIORES A 5 AÑOS A LA FECHA EN QUE SE SOLI­
CITÓ LA RECTIFICACIÓN. La imprescriptibilidad del derecho para deman­
dar las diferencias de jubilaciones y pensiones del Instituto de Seguridad y 
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado es inaplicable para reclamar 
los montos caídos o vencidos de dichas diferencias, pues su incorrecta inte­
gración es un acto de tracto sucesivo que se actualiza día con día mientras no 
se rectifique, en términos del artículo 186 de la ley de aquel organismo, vigente 
hasta el 31 de marzo de 2007 –cuyo contenido sustancial reproducen los nume­
rales 248 de la ley relativa vigente y 61 del Reglamento para el otorgamiento 
de pensiones de los trabajadores sujetos al régimen del artículo décimo tran­
sitorio del Decreto por el que se expide la Ley del Instituto de Seguridad y 
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado– en virtud de que esas can­
tidades se generaron en un momento determinado y no se cobraron a partir de 
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la fecha cierta en que fueron exigibles. Por tanto, la prescripción de la acción 
de pago de las diferencias derivadas de los incrementos no efectuados a las 
cuotas de jubilaciones y pensiones, opera respecto de las que corresponden 
a periodos anteriores a 5 años a la fecha en que se solicitó la rectificación.

2a./J. 8/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 340/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Primero en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito y Primero en Materia 
Administrativa del Primer Circuito. 18 de enero de 2017. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco.

Tesis y/o criterio contendientes:

Tesis XVI.1o.A. J/30 (10a.), de título y subtítulo: "JUBILACIONES Y PENSIONES DEL INS­
TITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL 
ESTADO. LA PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN DE PAGO DE LAS DIFERENCIAS DERI­
VADAS DE LOS INCREMENTOS NO EFECTUADOS A LA CUOTA RELATIVA, OPERA 
RESPECTO DE LAS QUE CORRESPONDEN A PERIODOS ANTERIORES A CINCO 
AÑOS A LA FECHA EN QUE SE SOLICITÓ LA RECTIFICACIÓN (LEGISLACIÓN VI­
GENTE HASTA EL 31 DE MARZO DE 2007).", aprobada por el Primer Tribunal Cole­
giado en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito y publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 12 de agosto de 2016 a las 10:20 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 33, Tomo IV, agosto 
de 2016, página 2360, y

 El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito, al resolver los amparos directos 440/2016 y 470/2016.

Tesis de jurisprudencia 8/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del uno de febrero de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de febrero de 2017 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de febrero de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 

JORNADAS ORDINARIA Y EXTRAORDINARIA DE LABORES DE LOS 
TRABAJADORES DE CONFIANZA DE ALTO NIVEL QUE OCUPAN EL 
CARGO DE DIRECTOR, ADMINISTRADOR O GERENTE. A ÉSTOS 
LES CORRESPONDE LA CARGA DE LA PRUEBA SOBRE SU DURA­
CIÓN. Conforme al texto de la fracción VIII del artículo 784 de la Ley Federal 
del Trabajo, en vigor hasta el 30 de noviembre de 2012 y al vigente a partir del 
1 de diciembre siguiente, la obligación del patrón de acreditar la jornada ordi­
naria de trabajo se sustenta sobre la premisa de que tiene mejores posibilidades 
para acreditar ese hecho, debido a su obligación de conservar la documen­



23INFORME DE LA SEGUNDA SALA 2017

tación de la relación laboral; sin embargo, la posibilidad de que genere y super­
vise controles de asistencia de los trabajadores de confianza de alto nivel, que 
ocupan el cargo de director, administrador o gerente, se reduce significativa­
mente en la medida en que, precisamente, éstos son sus representantes, en 
términos del artículo 11 de la ley citada y, por tanto, los encargados y respon­
sables de generar los controles de asistencia del resto de los trabajadores de 
la empresa y verificar su cumplimiento; de ahí que no es dable imponer, como 
regla general, que en la empresa o establecimiento existan controles de asis­
tencia para este tipo de trabajadores. Por tanto, si en el juicio laboral se genera 
controversia sobre la duración de la jornada ordinaria de labores e, indirecta­
mente, respecto a la extraordinaria, de un trabajador de confianza de alto nivel 
que ocupa el cargo de director, administrador o gerente, ante la diminuta posi­
bilidad de que el patrón genere los controles de asistencia relativos, corres­
ponde al trabajador la carga de la prueba para acreditar su dicho, debido a 
que, en el caso, no se actualiza la premisa de que el patrón tenga mejores 
posibilidades para acreditar ese hecho. En virtud de lo anterior, la Segunda 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación abandona el criterio conte­
nido en su jurisprudencia 2a./J. 3/2002 (*), de rubro: "JORNADA DE TRABAJO. 
LA CARGA DE LA PRUEBA SOBRE SU DURACIÓN RECAE EN EL PATRÓN, 
AUN CUANDO EL TRABAJADOR HAYA DESEMPEÑADO FUNCIONES DE 
DIRECCIÓN O ADMINISTRACIÓN."

2a./J. 12/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 227/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo en Materia de Trabajo del Sexto Circuito y Sexto en Materia de Trabajo del 
Primer Circuito. 11 de enero de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Disi­
dentes: Javier Laynez Potisek y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretario: Luis Javier Guzmán Ramos.

Tesis y/o criterio contendientes:

Tesis I.6o.T.69 L, de rubro: "TIEMPO EXTRAORDINARIO. LA CARGA DE LA PRUEBA LE 
CORRESPONDE AL TRABAJADOR CUANDO NO ESTÁ SUJETO A UN HORARIO Y 
SE DESEMPEÑA SIN LA SUPERVISIÓN DEL PATRÓN, POR SER UN ALTO DIREC­
TIVO.", aprobada por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer 
Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XI, abril de 2000, página 1010, y

(*) La tesis de jurisprudencia 2a./J. 3/2002 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XV, febrero de 2002, página 40.
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El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Sexto Circuito, 
al resolver el amparo directo 188/2016.

Tesis de jurisprudencia 12/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del ocho de febrero de dos mil diecisiete.

Nota: Esta tesis se publicó el viernes 3 de marzo de 2017 a las 10:06 horas en el Sema­
nario Judicial de la Federación, y en virtud de que abandona el criterio sostenido por 
la propia Sala en la diversa 2a./J. 3/2002, de rubro: "JORNADA DE TRABAJO...", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 
XV, febrero de 2002, página 40, esta última dejó de considerarse de aplicación obliga­
toria a partir del lunes 6 de marzo de 2017.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de marzo de 2017 a las 10:06 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 6 de marzo de 2017, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

BONO DE DESPENSA Y PREVISIÓN SOCIAL MÚLTIPLE. LOS PEN­
SIONADOS CONFORME A LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD 
Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO NO 
TIENEN DERECHO AL INCREMENTO DE ESAS PRESTACIONES 
OTORGADO MEDIANTE LOS OFICIOS CIRCULARES 307-A.-2942, 
DE 28 DE JUNIO DE 2011, 307-A.-3796, DE 1 DE AGOSTO DE 2012 Y 
307-A.-2468, DE 24 DE JULIO DE 2013, EMITIDOS POR LA UNIDAD DE 
POLÍTICA Y CONTROL PRESUPUESTARIO DE LA SECRETARÍA 
DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO. De los oficios citados se advierte 
que se comunicó a las dependencias y entidades de la Administración Pública 
Federal, la autorización del incremento de diversas prestaciones, entre las 
cuales se encontraban las etiquetadas como "previsión social múltiple" y "bono 
de despensa", destinadas única y exclusivamente al personal operativo de la 
Administración Pública Federal con curva del sector central, excluyéndose, 
por tanto, a los servidores públicos de mando y de enlace, con lo cual se jus­
tifica que el otorgamiento de los referidos incrementos no es general. Ahora 
bien, los artículos 57 de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de 
los Trabajadores del Estado abrogada y 43 del Reglamento para el otorgamiento 
de pensiones de los trabajadores sujetos al régimen del artículo décimo tran­
sitorio del Decreto por el que se expide la Ley de dicho Instituto, en términos 
generales disponen que los pensionados y jubilados tendrán derecho, en su 
proporción, a las prestaciones en dinero que sean aumentadas de manera 
general a los trabajadores en activo, siempre y cuando les resulten compati­
bles. Consecuentemente, si los incrementos referidos no se autorizaron para 
todos los servidores públicos de las dependencias y entidades de la Adminis­
tración Pública Federal, sino únicamente para el personal operativo, es evi­
dente que los incrementos a las prestaciones denominadas "previsión social 
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múltiple" y "bono de despensa", no se otorgaron de manera general a los trabaja­
dores en activo y, por ello, no procede su reclamo por parte de los pensionados.

2a./J. 13/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 205/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Primero de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, 
Veracruz, Segundo del Vigésimo Quinto Circuito y Primero del Trigésimo Circuito. 
25 de enero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; Javier Laynez Potisek manifestó que formulará voto concu­
rrente. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Teresa Sánchez Medellín.

Tesis y/o criterio contendientes:

Tesis XXV.2o. J/2 (10a.), de título y subtítulo: "BONO DE DESPENSA Y PREVISIÓN SOCIAL 
MÚLTIPLE. LOS PENSIONADOS CONFORME A LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGURI­
DAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO ABROGADA, 
TIENEN DERECHO AL INCREMENTO DE ESAS PRESTACIONES, CON INDEPEN­
DENCIA DEL PUESTO QUE OCUPABAN AL MOMENTO DE RECIBIR LA PENSIÓN 
[APLICACIÓN POR ANALOGÍA DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 41/2012 (10a.)].", 
aprobada por el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Quinto Circuito y publi­
cada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 29 de abril de 2016 a las 
10:29 horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 29, Tomo III, abril de 2016, página 1996, y

Tesis XXX.1o. J/1 (10a.), de título y subtítulo: "BONO DE DESPENSA Y PREVISIÓN SOCIAL 
MÚLTIPLE. REQUISITOS PARA QUE LOS PENSIONADOS CONFORME A LA LEY DEL 
INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES 
DEL ESTADO, TENGAN DERECHO AL INCREMENTO ANUAL DE ESAS PRESTACIO­
NES EN LA MISMA PROPORCIÓN EN QUE SE AUMENTEN A LOS TRABAJADORES 
EN ACTIVO.", aprobada por el Primer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito y publi­
cada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 10 de julio de 2015 a las 
10:05 horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 20, Tomo II, julio de 2015, página 1499, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta 
Región, con residencia en Xalapa, Veracruz, al resolver los amparos directos 61/2016, 
71/2016, 72/2016, 73/2016, 83/2016, 84/2016, 85/2016, 86/2016, 92/2016, 93/2016 y 
96/2016.

Tesis de jurisprudencia 13/2017 (10a.). Aprobada por la segunda sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del ocho de febrero de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de marzo de 2017 a las 10:06 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 6 de marzo de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

TRABAJADORES DE CONFIANZA AL SERVICIO DEL ESTADO DE 
TLAXCALA O DE SUS MUNICIPIOS. NO TIENEN DERECHO A LA 
ESTABILIDAD EN EL EMPLEO. Los artículos 1, último párrafo y 5 de la Ley 
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Laboral de los Servidores Públicos del Estado de Tlaxcala y sus Municipios 
establecen que quedan exceptuados de la aplicación de esa legislación, entre 
otros, los servidores públicos de confianza; en cambio, su artículo 35 señala 
que se levantará acta circunstanciada de los hechos constitutivos de probables 
responsabilidades administrativas, pero "en el caso de los servidores públi­
cos de confianza se prescindirá de la intervención del representante sindical". 
Ahora bien, esta última disposición no es contradictoria o recíprocamente 
excluyente de las primeras, ni indicativa de que los trabajadores de confianza 
gozan de todos los derechos que proporciona ese ordenamiento, particular­
mente el de estabilidad en el empleo, sino que conforme a la interpretación 
armónica de dichos preceptos solamente debe entenderse que, para los efec­
tos de iniciar algún procedimiento de responsabilidad administrativa contra los 
servidores públicos de confianza, no es obligación del empleador asistirlos con 
la representación sindical, lo cual es congruente con la exclusión de las pre­
rrogativas que proporciona la ley a los trabajadores de base; esto es, al excluir­
los de su aplicación, lógicamente también los privó de la posibilidad de la 
protección que pudiera brindarles el sindicato, lo cual reafirma el propósito 
del legislador de no otorgarles los mismos derechos que a los destinatarios de 
la ley. Ello en aplicación, además, de los principios de rango constitucional 
derivados de interpretar la fracción XIV, en relación con la diversa IX, ambas del 
apartado B del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en el sentido de que los trabajadores de confianza al servicio del 
Estado sólo disfrutarán de las medidas de protección al salario y gozarán de los 
beneficios de la seguridad social, la cual resulta acorde con el actual modelo 
de constitucionalidad en materia de derechos humanos. Lo anterior, porque el 
legislador del Estado de Tlaxcala no tuvo la intención de otorgar estabilidad 
en el empleo a los trabajadores de confianza al servicio de ese Estado o de 
sus Municipios, al no advertirse que hubiese legislado sobre ese derecho en 
la referida ley.

2a./J. 14/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 172/2016. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región, con residencia en San Andrés 
Cholula, Puebla y el Tribunal Colegiado del Vigésimo Octavo Circuito. 25 de enero de 
2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando 
Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. Disidentes: Javier Laynez 
Potisek y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secreta­
ria: Teresa Sánchez Medellín.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Tribunal Colegiado del Vigésimo Octavo Circuito, al resolver el amparo 
directo 892/2014, y el diverso sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito 
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del Centro Auxiliar de la Segunda Región, con residencia en San Andrés Cholula, 
Puebla, al resolver el amparo directo 1499/2015 (expediente auxiliar 250/2016).

Tesis de jurisprudencia 14/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del ocho de febrero de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de marzo de 2017 a las 10:06 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 6 de marzo de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

ORDEN DE VISITA. LA CITA DE LA FRACCIÓN V DEL ARTÍCULO 42 
DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN NO ES EXIGIBLE COMO 
FUNDAMENTO DE LA COMPETENCIA MATERIAL DE LA AUTORI­
DAD, CUANDO LA VISITA DOMICILIARIA PARA VERIFICAR LA LEGAL 
IMPORTACIÓN, TENENCIA O ESTANCIA EN EL PAÍS DE MERCAN­
CÍAS DE PROCEDENCIA EXTRANJERA, SE REALICE CONFORME AL 
PROCEDIMIENTO PREVISTO EN EL DIVERSO ARTÍCULO 46 DEL 
CÓDIGO CITADO. Cuando se ordene una visita domiciliaria para verificar la 
legal importación, tenencia o estancia en el país de mercancías de proceden­
cia extranjera, que se llevará a cabo conforme al procedimiento establecido 
en el artículo 46 del Código Fiscal de la Federación, que tiene como caracterís­
tica propia obtener una revisión exhaustiva para conocer la situación fiscal del 
contribuyente, responsable solidario o terceros con ellos relacionados, no puede 
exigirse como fundamento de la competencia material de la autoridad la cita 
de la fracción V del artículo 42 de dicha codificación, ya que si bien ésta prevé, 
entre otras, la facultad de solicitar la exhibición de la documentación o de los 
comprobantes que amparen la legal propiedad, posesión, estancia, tenencia 
o importación de las mercancías, lo cierto es que forma parte de un marco 
jurídico especial tendiente a combatir el contrabando, la piratería, la venta de 
mercancías robadas y la competencia desleal generada por el comercio infor­
mal, para lo cual existe un procedimiento de visita domiciliaria con caracterís­
ticas propias contenido en el artículo 49 del Código Fiscal de la Federación, cuya 
materia de revisión requiere llevarse a cabo en el ámbito de las operaciones 
cotidianas del contribuyente.

2a./J. 15/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 298/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Décimo Quinto en Materia Administrativa del Primer Circuito, Primero en Materias 
Penal y Administrativa del Octavo Circuito y Primero en Materia Administrativa del 
Tercer Circuito. 25 de enero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: 
Miroslava de Fátima Alcayde Escalante.
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Criterios contendientes:

El sustentado por el Décimo Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito, al resolver el amparo directo 233/2014, el sustentado por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Octavo Circuito, al resolver la 
revisión fiscal 253/2012, y el diverso sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver el amparo directo 313/2015.

Tesis de jurisprudencia 15/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del ocho de febrero de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de marzo de 2017 a las 10:06 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 6 de marzo de 2017, para los efectos previstos en el punto sép­
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

FIANZAS. EL PLAZO DEL TÉRMINO PARA QUE OPERE LA PRESCRIP­
CIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 120 DE LA LEY FEDERAL DE INS­
TITUCIONES DE FIANZAS ABROGADA, TRATÁNDOSE DEL PROCE- 
DIMIENTO ESTABLECIDO EN EL DIVERSO 95 DEL ORDENAMIENTO 
REFERIDO, INICIA A PARTIR DEL REQUERIMIENTO ESCRITO DE 
PAGO A LA INSTITUCIÓN AFIANZADORA. Si de acuerdo con la juris­
prudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
2a./J. 52/2016 (10a.) (*), la figura de la prescripción prevista en el artículo 120 
de la Ley Federal de Instituciones de Fianzas abrogada, es aplicable cuando se 
instaura el procedimiento especial establecido en el numeral 95 del orde­
namiento citado, para hacer efectivas las fianzas no fiscales otorgadas en 
favor de la Federación, del Distrito Federal (ahora Ciudad de México), de los 
Estados y de los Municipios, debido a que el último párrafo del propio artículo 
120, da la pauta para arribar a dicha conclusión, al señalar que la figura de la 
prescripción sólo se interrumpe en dos casos: cuando se presenta la reclama­
ción de la fianza ante la institución de fianzas, o con cualquier requerimiento 
escrito de pago hecho por el beneficiario a la institución correspondiente, lo 
cual es propio del procedimiento especial contenido en el artículo 95 aludido, en 
el entendido de que el requerimiento no necesariamente debe ser el efectuado 
por el propio beneficiario, sino el realizado a través de las autoridades ejecu­
toras correspondientes; por lógica consecuencia, el cómputo del plazo para 

Nota: (*) La tesis de jurisprudencia 2a./J. 52/2016 (10a.) citada, aparece publicada en el Semana­
rio Judicial de la Federación del viernes 20 de mayo de 2016 a las 10:20 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 30, Tomo II, mayo de 2016, página 1286, 
con el título y subtítulo: "PRESCRIPCIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 120 DE LA LEY FEDERAL DE 
INSTITUCIONES DE FIANZAS ABROGADA. ES APLICABLE AL PROCEDIMIENTO ESPECIAL ESTA­
BLECIDO EN EL DIVERSO 95 DE LA PROPIA LEY, PARA HACER EFECTIVAS LAS FIANZAS NO 
FISCALES OTORGADAS A FAVOR DE LA FEDERACIÓN, DEL DISTRITO FEDERAL, DE LOS ES­
TADOS Y DE LOS MUNICIPIOS."
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que opere la prescripción, tratándose del cobro a las instituciones de fianzas 
respecto de pólizas no fiscales cuando son beneficiarios la Federación, los 
Estados, el Distrito Federal (ahora Ciudad de México) o los Municipios, en que 
se haya elegido el procedimiento privilegiado contenido en el artículo 95 men­
cionado, inicia a partir del requerimiento escrito de pago hecho a la institución 
de fianzas correspondiente. Lo anterior, considerando que la institución de 
fianzas puede verse liberada de sus obligaciones, en un primer momento, si la 
beneficiaria no inicia el procedimiento que prevé el artículo 93 de la ley de 
la materia para hacer efectiva la fianza (caducidad o prescripción extintiva 
de la acción de cobro), o bien, una vez iniciado el procedimiento a que se refiere 
dicho precepto o el diverso del artículo 95 de la ley, cuando transcurra el plazo del 
penúltimo párrafo del artículo 120 de la ley en comento (prescripción). Sin em­
bargo en este último supuesto no es la acción de cobro la que prescribe, sino 
el procedimiento de ejecución, pues aquélla se habrá ejercido con la presenta­
ción de la reclamación (artículo 93) o requerimiento (artículo 95), según el caso.

2a./J. 16/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 287/2016. Entre las sustentadas por el Octavo Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región, con residencia en Guadalajara, 
Jalisco, y los Tribunales Colegiados Tercero en Materia Administrativa del Sexto Cir­
cuito, Primero en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito y 
Segundo en Materia Administrativa del Séptimo Circuito. 18 de enero de 2017. Mayo­
ría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos; votó con salvedades 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Disidente: Eduardo Medina Mora I. Ponente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Secretaria: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Octavo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Ter­
cera Región, con residencia en Guadalajara, Jalisco, al resolver el amparo directo 
1032/2015 (cuaderno auxiliar 99/2016), el sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Sexto Circuito, al resolver la revisión fiscal 18/2014, el 
sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo 
del Décimo Primer Circuito, al resolver el amparo directo 425/2015, y el diverso sus­
tentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Séptimo 
Circuito, al resolver el amparo directo 384/2013.

Tesis de jurisprudencia 16/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del ocho de febrero de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de marzo de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. PROCEDE CONTRA EL 
CRÉDITO FISCAL DETERMINADO POR OMISIÓN EN LA PRESEN­
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TACIÓN DE DECLARACIONES A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 41, 
FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, HASTA 
QUE INICIE EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE EJECUCIÓN. 
Del artículo 14 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa abrogada por decreto publicado en el Diario Oficial de la Fede­
ración el 18 de julio de 2016, se advierte que el juicio contencioso administrativo 
procede, entre otros casos, contra los actos o resoluciones definitivas cuando 
no son impugnables, o cuando siéndolo, el recurso es opcional. En ese sen­
tido, del análisis del artículo 41, fracción II, del Código Fiscal de la Federación 
y de lo expuesto durante los procedimientos legislativos que le dieron origen, se 
concluye que tratándose de créditos fiscales determinados presuntivamente 
y requeridos por la autoridad, una vez agotadas las etapas del procedimiento 
especial, su impugnación sólo procede mediante el recurso de revocación 
contra el propio procedimiento administrativo de ejecución, donde podrán 
hacerse valer los agravios contra la resolución determinante del crédito fiscal, 
el cual tiene el carácter de optativo en términos del artículo 120 del ordenamiento 
aludido. Lo anterior, porque por disposición expresa del legislador, constituye 
un acto que no puede impugnarse por sí solo, ya que debe esperarse a que se 
dé inicio al procedimiento administrativo de ejecución, toda vez que, de no 
actualizarse dicho supuesto, es únicamente un requerimiento más que no tiene 
el carácter coercitivo. Consecuentemente, si no es procedente en ese momento 
procesal el recurso administrativo, que tiene el carácter de optativo, tampoco 
constituye una resolución definitiva impugnable mediante el juicio conten­
cioso administrativo, al no cubrir la exigencia del artículo 14 señalado.

2a./J. 17/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 295/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito y Noveno en Materia 
Administrativa del Primer Circuito. 1 de febrero de 2017. Mayoría de cuatro votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco Gon­
zález Salas y Eduardo Medina Mora I. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Selene Villafuerte Alemán.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis I.9o.A.79 A (10a.), de título y subtítulo: "DETERMINACIÓN PRESUNTIVA DE CRÉDI­
TOS FISCALES CON MOTIVO DEL INCUMPLIMIENTO EN LA PRESENTACIÓN DE 
DECLARACIONES. PROCEDE EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL 
EN SU CONTRA SI LA AUTORIDAD NO INICIÓ EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRA­
TIVO DE EJECUCIÓN EN EL PLAZO LEGALMENTE ESTABLECIDO.", aprobada por el 
Noveno Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito y publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 18 de marzo de 2016 a las 10:40 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 28, 
Tomo II, marzo de 2016, página 1705, y 
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El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del 
Noveno Circuito, al resolver el amparo directo 294/2016.

Tesis de jurisprudencia 17/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del quince de febrero de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de marzo de 2017 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del miércoles 22 de marzo de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

MEDIO AMBIENTE SANO. PARÁMETRO QUE DEBERÁN ATENDER 
LOS JUZGADORES DE AMPARO, PARA DETERMINAR SI ES DABLE 
EXIMIR AL QUEJOSO DE OTORGAR GARANTÍA PARA CONCEDER 
LA SUSPENSIÓN DE ACTOS QUE INVOLUCREN VIOLACIÓN A 
AQUEL DERECHO HUMANO. El acceso a un recurso efectivo en materia 
ambiental, tutelado por el principio 10 de la Declaración de Río sobre el 
Medio Ambiente y el Desarrollo –en conjunción con la directriz 20 de las 
Directrices para la elaboración de legislación nacional sobre el acceso a 
la información, la participación del público y el acceso a la justicia en asuntos 
ambientales, Directrices de Bali–, implica que deban tomarse todas las medi­
das necesarias para eliminar o reducir los obstáculos financieros relacionados 
con la justiciabilidad del derecho a un medio ambiente sano. En ese sentido, 
la suspensión de los actos que lesionen ese derecho no debe encontrarse, 
generalmente, a expensas de la exhibición de una garantía, ya que ésta no 
sólo podría resultar gravosa para el particular –constituyéndose en un obstáculo 
financiero para su justiciabilidad–, sino que, de no otorgarse, permitiría la 
ejecución de actos susceptibles de acarrear un daño irreversible o indebido 
a la biodiversidad, afectándose con ello a la colectividad, en su conjunto. Ahora, 
para determinar si debe eximirse al quejoso de otorgar la caución, los juz­
gadores de amparo deberán atender a lo siguiente: (I) la violación a dicho 
derecho debe constituir un aspecto medular del juicio de amparo; (II) el plan­
teamiento deberá encontrarse dirigido a combatir una verdadera afectación 
al medio ambiente; (III) la afectación aducida deberá ser actual o inminente, 
y no meramente hipotética o posible; (IV) la vulneración al medio ambiente debe 
ser una consecuencia directa e inmediata del acto reclamado; y (V) no deberá 
eximirse del otorgamiento de la garantía cuando el acto reclamado genere un 
beneficio de carácter social, como en el caso de obra de infraestructura 
pública, o cuando responda a un esquema de aprovechamiento sustentable; 
cuestión que corresponderá acreditar a la autoridad responsable al rendir su 
informe previo.

2a./J. 19/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 270/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Tercero en Materia Administrativa del Tercer Circuito y Tercero del Vigésimo Séptimo 
Circuito. 11 de enero de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez 
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Dayán, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Disidentes: 
Javier Laynez Potisek y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Tesis y/o criterio contendientes:

Tesis XXVII.3o.24 A (10a.), de título y subtítulo: "DERECHO HUMANO A UN MEDIO AM­
BIENTE SANO. ES IMPROCEDENTE FIJAR GARANTÍA PARA QUE SURTA EFECTOS 
LA SUSPENSIÓN EN EL AMPARO, CUANDO EL ACTO RECLAMADO INVOLUCRE LA 
VIOLACIÓN A AQUÉL.", aprobada por el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Sép­
timo Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 24 de 
junio de 2016 a las 10:24 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 31, Tomo IV, junio de 2016, página 2894, y

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Cir­
cuito, al resolver la queja 204/2016.

Tesis de jurisprudencia 19/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del quince de febrero de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de marzo de 2017 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del miércoles 22 de marzo de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RELACIÓN DE TRABAJO. PARA DETERMINAR A QUIÉN CORRES­
PONDE LA CARGA DE LA PRUEBA EN LOS CASOS EN QUE SE NIEGA 
Y SE ATRIBUYE A UN TERCERO, DEBE EXAMINARSE SI EXISTE O 
NO UN VÍNCULO JURÍDICO ENTRE ESTE ÚLTIMO Y EL DEMANDADO. 
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurispru­
dencia 2a./J. 40/99 (*) estableció que cuando el demandado niega la relación 
laboral y afirma que es de otro tipo, debe probar cuál es el género de la rela­
ción jurídica que lo une con el actor, por ejemplo, la prestación de servicios 
profesionales, una comisión mercantil, un contrato de sociedad o cualquier 
otra, porque en todos esos casos su respuesta forzosamente encierra una 
afirmación. Con base en lo anterior, el demandado también está obligado a 
probar su dicho cuando rehúsa la relación de trabajo, pero pese a ello, reco­
noce que el actor le prestó sus servicios por virtud de un contrato celebrado 
con un tercero que fungió como intermediario, pues en este supuesto tam­
bién tiene a su alcance la posibilidad de acreditar esa circunstancia con la 
documentación respectiva. Empero, no sucede lo mismo cuando el demandado 

Nota: (*) La tesis de jurisprudencia 2a./J. 40/99 citada, aparece publicada en el Semanario Judi­
cial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo IX, mayo de 1999, página 480, con el rubro: 
"RELACIÓN LABORAL. CARGA DE LA PRUEBA. CORRESPONDE AL PATRÓN CUANDO SE 
EXCEPCIONA AFIRMANDO QUE LA RELACIÓN ES DE OTRO TIPO."
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se excepciona afirmando simplemente que sabe que el actor laboró para un 
tercero respecto del cual no le une vínculo jurídico alguno, ya que tampoco 
debe llegarse al extremo de obligar al empleador a que demuestre que otra 
persona contrató al actor, porque difícilmente un tercero le facilitaría documen­
tos para el reconocimiento de algo que probablemente le perjudique, al tener 
que responsabilizarse de una relación de trabajo.

2a./J. 20/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 163/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito, Noveno en Materia de Trabajo 
del Primer Circuito, Primero en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Noveno Cir­
cuito y Tercero en Materia de Trabajo del Cuarto Circuito. 8 de febrero de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Teresa Sánchez Medellín.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis I.9o.T.288 L (9a.), de rubro: "RELACIÓN LABORAL. CUANDO EL DEMANDADO NIEGA 
SU EXISTENCIA Y SE EXCEPCIONA AFIRMANDO QUE EL ACTOR TRABAJÓ PARA 
OTRAS EMPRESAS EN LA MISMA FECHA EN QUE DIJO FUE CONTRATADO, CORRES­
PONDE A AQUÉL LA CARGA DE PROBAR SUS MANIFESTACIONES.", aprobada por 
el Noveno Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito y publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro I, Tomo 3, 
octubre de 2011, página 1744,

Tesis IV.3o.T.211 L, de rubro: "RELACIÓN LABORAL. NO SE REVIERTE LA CARGA DE LA 
PRUEBA AL PATRÓN CUANDO LA NIEGA Y SEÑALA QUE SE DIO CON UN TERCERO.", 
aprobada por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Cuarto Circuito 
y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XXII, agosto de 2005, página 2002, y

Tesis XIX.1o.P.T.6 L, de rubro: "RELACIÓN LABORAL. CUANDO EL DEMANDADO LA NIEGA 
Y SE LA ATRIBUYE A UN TERCERO NO PUEDE IMPONÉRSELE LA CARGA DE LA 
PRUEBA.", aprobada por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo 
del Décimo Noveno Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo XXV, febrero de 2007, página 1858, y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Cir­
cuito, al resolver el amparo directo 717/2015.

Tesis de jurisprudencia 2a./J. 20/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del veintidós de febrero de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de marzo de 2017 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del miércoles 22 de marzo de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

AMPARO ADHESIVO. CUANDO SE CONCEDE PARA EL EFECTO DE 
REPONER EL PROCEDIMIENTO POR UNA VIOLACIÓN PROCESAL 
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ALEGADA POR LA PARTE ADHERENTE O ADVERTIDA EN SUPLEN­
CIA DE LA QUEJA QUE IMPLIQUE DEJAR INSUBSISTENTE EL 
ACTO RECLAMADO, ELLO NO CONLLEVA NECESARIAMENTE A SO­
BRESEER POR CESACIÓN DE EFECTOS EN EL AMPARO PRINCIPAL. 
Cuando se promueven dos juicios de amparo, uno principal y otro adhesivo, 
y el Tribunal Colegiado de Circuito, después de analizar de manera conjunta lo 
planteado en ambos juicios conforme a los lineamientos establecidos en la tesis 
P./J. 11/2015 (10a.) (*), del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
advierte que es fundado un argumento en el que el adherente alegó una 
violación a las reglas del procedimiento en el juicio de origen, o de oficio la 
advierte, que amerite ordenar su reposición, previamente a determinar si pro­
cede sobreseer en el juicio de amparo principal por actualizarse la causal de 
improcedencia relativa a la cesación de efectos del acto reclamado, resulta 
necesario que pondere y resuelva si esos argumentos dependen o no de la 
violación procesal aludida, o bien, si la nueva valoración de los hechos que se 
efectúe en los términos de la concesión del amparo afecta o no a los restantes 
temas debatidos. Así, si considera que la violación procesal advertida trasciende 
a todas las pretensiones, o de ella depende realizar un pronunciamiento integral 
en el nuevo fallo, resultará innecesario el estudio de las cuestiones de fondo 
y procederá sobreseer en el juicio de amparo principal; sin embargo, si la refe­
rida violación procesal no guarda relación con la acción principal o sólo con 
determinada pretensión independiente de aquélla, o bien, la nueva valoración de 
los hechos no afecta a los restantes temas debatidos, resulta incuestionable 
que el órgano jurisdiccional se encontrará obligado a abordar el estudio de fondo 
de la problemática expuesta en los conceptos de violación de la demanda de 
amparo principal que no tienen vínculo con aquella violación y, si es el caso, 
también conceder el amparo solicitado. Por lo que, en ese sentido, para deter­
minar si es posible o no entrar al estudio de los argumentos de fondo formu­
lados en el amparo principal, habiéndose encontrado fundada una violación 
procesal y ordenado reponer el procedimiento, el Tribunal Colegiado de Cir­
cuito debe ponderar si esos argumentos dependen o no de la violación proce­
sal citada.

2a./J. 21/2017 (10a.)

Nota: (*) La tesis de jurisprudencia P./J. 11/2015 (10a.) citada, aparece publicada en el Semana­
rio Judicial de la Federación del viernes 22 de mayo de 2015 a las 9:30 horas y en la Gaceta del Se­
manario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 18, Tomo I, mayo de 2015, página 31, con 
el título y subtítulo: "AMPARO ADHESIVO. EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEBE ES­
TUDIAR TANTO LA PROCEDENCIA COMO LOS PRESUPUESTOS DE LA PRETENSIÓN, PARA 
DETERMINAR SI ES FACTIBLE SOBRESEER EN ÉL, DEJARLO SIN MATERIA, NEGARLO O 
CONCEDERLO."
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Contradicción de tesis 232/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Cuarto del Tercer Circuito y Sexto del Primer Circuito, ambos en Materia de Trabajo, 
y Cuarto de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región, con residencia en Guada­
lajara, Jalisco. 8 de febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz 
Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretaria: Norma Paola Cerón Fernández.

Tesis y/o criterios contendientes:

Tesis I.6o.T. J/27 (10a.), de título y subtítulo: "AMPARO DIRECTO PRINCIPAL. DEBE SOBRE­
SEERSE POR HABER CESADO LOS EFECTOS DE LA RESOLUCIÓN RECLAMADA, 
AL CONCEDERSE EL AMPARO ADHESIVO POR UNA VIOLACIÓN PROCESAL QUE 
AMERITA REPONER EL PROCEDIMIENTO EN EL JUICIO NATURAL.", aprobada por 
el Sexto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito y publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 1 de abril de 2016 a las 10:01 horas y 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 29, Tomo III, 
abril de 2016, página 1932, y

El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, 
al resolver el amparo directo 413/2015, y el diverso sustentado por el Cuarto Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región, con residencia en Gua­
dalajara, Jalisco, al resolver el amparo directo 1278/2015 (cuaderno auxiliar 237/2016).

Tesis de jurisprudencia 21/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintidós de febrero de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de marzo de 2017 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del miércoles 22 de marzo de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PERSONALIDAD DEL APODERADO LEGAL DE UNA DE LAS PARTES 
EN EL JUICIO LABORAL. REQUISITOS QUE DEBEN TOMARSE EN 
CUENTA AL PLANTEAR LA OBJECIÓN DE AUTENTICIDAD DE LAS 
FIRMAS DE LOS TESTIGOS ESTAMPADAS EN LA CARTA PODER 
PARA ACREDITAR AQUÉLLA. La Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 2a./J. 125/2009 (*), sostuvo que la 
carta poder exhibida en el juicio laboral por el compareciente para acreditar 
su personalidad como apoderado de una de las partes, si bien hace prueba 
plena de esa representación cuando cumple con los requisitos exigidos por 

Nota: (*) La tesis de jurisprudencia 2a./J. 125/2009 citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, septiembre de 2009, página 672, 
con el rubro: "PERSONALIDAD EN EL JUICIO LABORAL. LAS FIRMAS O RÚBRICAS DE LOS 
TESTIGOS QUE SUSCRIBEN LA CARTA PODER CON LA CUAL SE ACREDITA AQUÉLLA PUEDEN 
OBJETARSE."
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las fracciones I y III del artículo 692 de la Ley Federal del Trabajo, puede obje­
tarse cuando exista duda de su autenticidad. Ahora bien, cuando una de las 
partes objete la autenticidad de las firmas de los testigos estampadas en la carta 
poder, no es requisito necesario que afirme que el documento es apócrifo, 
ya que, de aceptarse lo anterior, se contravendrían los principios de eco­
nomía, concentración y sencillez del proceso, que buscan evitar poner obstácu­
los innecesarios durante la tramitación del juicio o sujetar a las partes a 
fórmulas sacramentales o formulismos excesivos. Sin embargo, se considera 
un requisito necesario que el objetante exprese los argumentos o motivos en 
los cuales basa su objeción de autenticidad, en virtud de que el artículo mencio­
nado otorga el valor de prueba plena a la carta poder sin imponer la necesidad 
de ratificar la firma de los testigos. En ese sentido, conforme a los artículos 
776 a 779 de la Ley Federal del Trabajo, para acreditar la objeción de autenti­
cidad podrán admitirse en el proceso todos los medios de prueba que no sean 
contrarios a la moral y al derecho y que tengan relación con el hecho contro­
vertido, esto es, que la firma de los testigos no es auténtica; objeción que no 
podrá acompañarse únicamente con la prueba de ratificación de firma, pues 
ello implicaría dejar al arbitrio de quien objeta el documento dicha carga 
procesal sin que existiera necesidad de exponer razón alguna y le revertiría el 
requisito de ratificación de firmas al otorgante de la carta poder del cual la propia 
ley lo exime en aras de la expeditez del proceso laboral.

2a./J. 22/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 315/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo del Sexto Circuito y Primero del Segundo Circuito, ambos en Materia de 
Trabajo. 15 de febrero de 2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina 
Mora I. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretario: Francisco Manuel Rubín de Celis Garza.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis II.1o.T.26 L (10a.), de título y subtítulo: "PERSONALIDAD EN EL JUICIO LABORAL. 
LA SOLA MANIFESTACIÓN DE LA DEMANDADA DE QUE DUDA DE LA AUTENTICI­
DAD DE LAS FIRMAS DE LOS TESTIGOS ESTAMPADAS EN LA CARTA PODER 
OTORGADA POR EL ACTOR, ES INSUFICIENTE PARA QUE LA AUTORIDAD DEL CO­
NOCIMIENTO ADMITA LOS MEDIOS DE PRUEBA TENDENTES A DEMOSTRAR LA 
FALSEDAD DE LAS RÚBRICAS.", aprobada por el Primer Tribunal Colegiado en Mate­
ria de Trabajo del Segundo Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 22 de agosto de 2014 a las 9:33 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Décima Época, Libro 9, Tomo III, agosto de 2014, página 1905, y 

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Sexto Circuito, 
al resolver el amparo directo 107/2016.
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Tesis de jurisprudencia 22/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del uno de marzo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de marzo de 2017 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de marzo de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PENSIONES Y JUBILACIONES. LA ACCIÓN PARA DEMANDAR EL 
PAGO DE SUS DIFERENCIAS VENCIDAS ESTÁ SUJETA A LA PRES­
CRIPCIÓN. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en 
relación con las jubilaciones y pensiones, ha sostenido que es imprescripti­
ble el derecho a reclamar sus incrementos y las diferencias que resulten de 
éstos; no obstante, tal imprescriptibilidad excluye a los montos vencidos 
de dichas diferencias, los cuales corresponden a cantidades generadas en 
un momento determinado y no cobradas cuando fueron exigibles, por lo que la 
acción para demandar el pago de las diferencias vencidas sí está sujeta a 
la prescripción, contada a partir de que éstas fueron exigibles, en términos 
de la legislación respectiva.

2a./J. 23/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 249/2016. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado en 
Materias Penal y de Trabajo del Octavo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Mate­
rias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito. 15 de febrero de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Teresa Sánchez Medellín.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis XI.1o.A.T. J/9 (10a.), de título y subtítulo: "PENSIONES Y JUBILACIONES. EL DERE­
CHO AL PAGO DE SUS DIFERENCIAS POR INCREMENTOS ES IMPRESCRIPTIBLE.", 
aprobada por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo 
del Décimo Primer Circuito, y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 15 de enero de 2016 a las 10:15 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 26, Tomo IV, enero de 2016, página 3061, y 

El sustentado por el Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Octavo Cir­
cuito, al resolver el amparo directo 1036/2015.

Tesis de jurisprudencia 23/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del uno de marzo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de marzo de 2017 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de marzo de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PRUEBA CONFESIONAL O TESTIMONIAL. CORRESPONDE AL IN­
TERESADO EN SU DESAHOGO, PRESENTAR AL MÉDICO PARA 
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RATIFICAR EL CERTIFICADO QUE EXPIDIÓ Y QUE JUSTIFICA LA 
INASISTENCIA DEL ABSOLVENTE O TESTIGO. Conforme al artículo 
785 de la Ley Federal del Trabajo, vigente hasta el 30 de noviembre de 2012, 
cuando el absolvente o el testigo no puede concurrir al local de la Junta, por 
segunda ocasión por enfermedad, para absolver posiciones o contestar un 
interrogatorio, previa presentación del certificado médico correspondiente 
debe comparecer el médico para ratificar su contenido. En ese sentido, corres­
ponde al interesado en el desahogo de la prueba testimonial o al absolvente 
de la confesional, respectivamente, la carga de presentar al médico que expi­
dió el certificado relativo, con el fin de que el proceso se lleve a cabo con la 
mayor economía, concentración y sencillez, pues a quien alegue el impedimen­
to médico le corresponde probar los hechos en que se sustente para aducirlo 
como justificación, a fin de evitar que se le declare confeso fictamente, se tenga 
por desierta la prueba que ofreció o se le imponga una medida de apremio. 
Sólo en caso de expresar la imposibilidad para su presentación, debe comu­
nicarlo a la Junta para que sea ésta quien sopese la necesidad de citar al 
médico y con ello evitar la dilación del procedimiento.

2a./J. 31/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 186/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo en Materia de Trabajo del Sexto Circuito y Tercero del Cuarto Circuito, actual 
Tercero en Materia de Trabajo del Cuarto Circuito. 22 de febrero de 2017. Cinco votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretario: Héctor Orduña Sosa.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis IV.3o.143 L, de rubro: "PRUEBA CONFESIONAL O TESTIMONIAL. SITUACIONES 
PARA SU DESAHOGO.", aprobada por el Tercer Tribunal Colegiado del Cuarto Cir­
cuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo XIII, 
enero de 1994, página 285, y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Sexto Circuito, 
al resolver el amparo directo 112/2016.

Tesis de jurisprudencia 31/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del ocho de marzo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de abril de 2017 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de abril de 2017, para los efectos previstos en el punto sép­
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PENSIÓN DE VIUDEZ. PARA DETERMINAR A QUIÉN CORRESPONDE, 
ANTE LA EXISTENCIA DE VARIAS ACTAS DE MATRIMONIO, EL 
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ÓRGANO JURISDICCIONAL LABORAL PUEDE OTORGAR VALOR 
PROBATORIO A LA MÁS ANTIGUA, SIN QUE ELLO IMPLIQUE 
UN PRONUNCIAMIENTO SOBRE LA VALIDEZ O NULIDAD DEL MA­
TRIMONIO O DE LAS PROPIAS ACTAS. El órgano jurisdiccional compe­
tente en materia laboral no debe conocer de un juicio que verse sobre la validez 
o nulidad del matrimonio o de las actas del registro civil en el que éste se 
haga constar, ni emitir un pronunciamiento jurisdiccional al respecto, pues con 
ello invadiría las competencias del órgano jurisdiccional competente en mate­
ria familiar. Sin embargo, ello no impide que en un juicio laboral que tenga 
por objeto determinar a quién corresponde otorgar una pensión de viudez, ante 
la existencia de varias actas de matrimonio, y a falta de otras pruebas para 
conocer la verdad de los hechos, la autoridad laboral otorgue valor probatorio 
a la más antigua de esas actas del registro civil, sin que ello implique un 
pronunciamiento sobre la validez o nulidad del matrimonio o de las propias 
actas, pues simplemente se trata de un acto de valoración probatoria en el 
que el órgano jurisdiccional verifica el cumplimiento de un requisito desde un 
punto de vista formal y adjetivo, únicamente para identificar presuntivamente 
a la persona que debe considerarse como titular de los derechos laborales 
derivados de la muerte de un trabajador, sin perjuicio de que, en el caso de que 
el órgano jurisdiccional competente resuelva sustantivamente sobre la validez 
de dichas actas en sentido diverso, se sigan los procedimientos pertinentes 
para corregir el estado de cosas resultante, dejando a salvo al Instituto Mexi­
cano del Seguro Social de un doble pago por la misma pensión.

2a./J. 32/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 303/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito y Tercero en Materias Civil y 
de Trabajo del Vigésimo Primer Circuito. 15 de febrero de 2017. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó con reserva 
José Fernando Franco González Salas. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: 
Rodrigo de la Peza López Figueroa.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Cir­
cuito, al resolver el amparo directo 319/2016, y el diverso sustentado por el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Vigésimo Primer Circuito, al re­
solver los amparos directos 658/2015 y 682/2015.

Tesis de jurisprudencia 32/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del quince de marzo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 28 de abril de 2017 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se 
considera de aplicación obligatoria a partir del martes 2 de mayo de 2017, para los efectos previstos en el punto sépti­
mo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRA­
BAJADORES DEL ESTADO. LA APLICACIÓN RETROACTIVA DEL 
ARTÍCULO 57, PÁRRAFO TERCERO, DE LA LEY RELATIVA VIGENTE 
A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2002 (ACTUALMENTE ABROGADA), 
ES IMPROCEDENTE EN LO REFERENTE AL PAGO DE INCREMENTOS 
O DIFERENCIAS A LAS PENSIONES, RESPECTO DE LAS OTORGA­
DAS ANTES DE ESA FECHA. El artículo 57, párrafo tercero, de la Ley del 
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, 
vigente del 5 de enero de 1993 al 31 de diciembre de 2001, señala que la cuantía 
de las pensiones se incrementará conforme aumente el salario mínimo general 
para el Distrito Federal, hoy Ciudad de México y, posteriormente, mediante 
reforma vigente a partir del 1 de enero de 2002, establece que se adopta para 
tales fines el Índice Nacional de Precios al Consumidor, o bien, en proporción 
al aumento de los sueldos de los trabajadores en activo, según sea el referente 
que resulte de mayor beneficio. Ahora bien, en virtud de la fecha en que entró 
en vigor esa modificación legislativa, quienes se pensionaron con anterioridad 
a ella solamente adquirieron el derecho al incremento de sus pensiones con­
forme al aumento del salario mínimo aludido, por lo que no les es aplicable 
retroactivamente el citado precepto, habida cuenta que la jubilación no es un 
derecho surgido por el solo hecho de existir la relación laboral o por simple 
efecto del pago de las cotizaciones, sino que constituye una mera expectativa 
de derecho que se concreta hasta que se cumplan los requisitos para su 
otorgamiento, ya que la incorporación de dicha prestación al patrimonio jurí­
dico de las personas se encuentra condicionada al cumplimiento de los años 
de servicio requeridos. Por tanto, mientras no exista un mandato expreso del 
legislador para incorporar entre los destinatarios de la norma a los pensiona­
dos con anterioridad, el parámetro que legalmente les corresponde a sus 
incrementos es el previsto en función del salario mínimo, el cual no puede 
sustituirse, vía interpretativa, por un sistema indexado o el homologado con 
quienes se encuentran laboralmente en activo, porque sería tanto como des­
conocer el principio constantemente reiterado en el sentido de que las pensio­
nes se rigen por la ley vigente al momento de otorgarse, y asignar a la ley un 
efecto retroactivo que no tuvo en mente el autor de la reforma respectiva.

2a./J. 33/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 342/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Primero en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito, Décimo 
Quinto y Décimo Octavo, ambos en Materia Administrativa del Primer Circuito, y 
Primero de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, 
Sinaloa. 1 de marzo de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos 
y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Teresa 
Sánchez Medellín.
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Tesis y criterios contendientes:

Tesis I.18o.A. J/3 (10a.), de título y subtítulo: "PENSIONES. PARA SU INCREMENTO PRO­
CEDE LA APLICACIÓN RETROACTIVA DEL ARTÍCULO 57, TERCER PÁRRAFO, DE LA 
LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADO­
RES DEL ESTADO, VIGENTE A PARTIR DE DOS MIL DOS (ACTUALMENTE ABROGADA), 
A LOS PENSIONADOS ANTES DE ESA FECHA, POR REPORTARLES UN MAYOR 
BENEFICIO.", aprobada por el Décimo Octavo Tribunal Colegiado en Materia Admi­
nistrativa del Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 33, Tomo IV, agosto de 2016, página 2378, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del 
Décimo Primer Circuito, al resolver la revisión contenciosa administrativa 34/2014, 
el sustentado por el Décimo Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito, al resolver el amparo directo 371/2016, y el diverso sustentado por 
el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con 
residencia en Culiacán, Sinaloa, al resolver el amparo directo 1124/2015 (cuaderno 
auxiliar 175/2016).

Tesis de jurisprudencia 33/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal en sesión privada del quince de marzo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de abril de 2017 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de abril de 2017, para los efectos previstos en el punto sép­
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

SALARIOS CAÍDOS DE LOS TRABAJADORES BUROCRÁTICOS. 
EL ARTÍCULO 48 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO NO ES APLICA­
BLE SUPLETORIAMENTE A LA LEY FEDERAL DE LOS TRABAJA­
DORES AL SERVICIO DEL ESTADO. El artículo 43, fracción III, de la Ley 
Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, al establecer el derecho al 
pago de salarios caídos en favor de los trabajadores que acrediten en juicio 
haber sido injustamente separados de su fuente de empleo, sin prever un 
periodo límite para su pago, no constituye una omisión normativa, en tanto la 
redacción adoptada por el legislador responde a su deseo de reconocerles 
el acceso a una indemnización plena, lo que armoniza con el derecho a una 
indemnización integral, en términos del artículo 63 de la Convención Ameri­
cana sobre Derechos Humanos. Así, en atención a la máxima "ahí donde la 
ley no distingue el juzgador tampoco puede distinguir", se hace patente que 
no fue voluntad del legislador incluir un tope al pago de salarios caídos en la 
Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado y, por ende, su cálculo 
debe continuar computándose hasta el cumplimiento del laudo. Por su parte, 
la reforma al artículo 48, párrafo segundo, de la Ley Federal del Trabajo, publi­
cada en el Diario Oficial de la Federación el 30 de noviembre de 2012, obedeció 
a circunstancias específicas que, tras la conclusión de un proceso legislativo, 
condujeron a considerar necesario limitar a 12 meses máximo el pago de 
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salarios vencidos en casos de despido injustificado en un juicio laboral, lo que 
evidencia que el establecimiento de un plazo límite para su pago fue respuesta 
expresa a la voluntad legislativa. Por tanto, ante la ausencia de un límite para el 
pago de salarios caídos en la legislación burocrática, se concluye que el legis­
lador no ha considerado necesario fijarlo pues, de ser así, lo habría realizado 
como hizo en la Ley Federal del Trabajo.

2a./J. 34/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 231/2016. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado 
en Materia de Trabajo del Primer Circuito y el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito 
del Centro Auxiliar de la Tercera Región, con residencia en Guadalajara, Jalisco. 8 de 
marzo de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier 
Laynez Potisek y José Fernando Franco González Salas. Ausente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Disidente: Eduardo Medina Mora I. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secre­
taria: Alma Ruby Villarreal Reyes.

Tesis y/o criterio contendientes:

Tesis I.3o.T.30 L (10a.), de título y subtítulo: "SALARIOS CAÍDOS DE LOS TRABAJADORES 
AL SERVICIO DEL ESTADO. AL NO PREVERSE EN LA LEY RELATIVA LA TEMPORALI­
DAD O PERIODO QUE DEBE ABARCAR LA LIQUIDACIÓN DE AQUÉLLOS, ES INA­
PLICABLE, SUPLETORIAMENTE, EL ARTÍCULO 48, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY 
FEDERAL DEL TRABAJO.", aprobada por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia 
de Trabajo del Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 10 de junio de 2016 a las 10:02 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 31, Tomo IV, junio de 2016, página 2998, y

El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera 
Región, con residencia en Guadalajara, Jalisco, al resolver el amparo directo 124/2016 
(cuaderno auxiliar 385/2016).

Tesis de jurisprudencia 34/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del veintidós de marzo de dos mil diecisiete.

Nota: De la sentencia que recayó al amparo directo 124/2016 (cuaderno auxiliar 385/2016), 
resuelto por el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera 
Región, con residencia en Guadalajara, Jalisco, derivó la tesis aislada (III Región)4o.11 L 
(10a.), de título y subtítulo: "SALARIOS VENCIDOS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS 
AL SERVICIO DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS. ANTE LA OMISIÓN 
LEGISLATIVA EN LA LEY DE LA MATERIA PARA RESOLVER SOBRE SU PAGO RES­
PECTO DE LOS DESPIDOS OCURRIDOS ENTRE EL 27 DE SEPTIEMBRE DE 2012 
Y EL 19 DE SEPTIEMBRE DE 2013, DEBE APLICARSE SUPLETORIAMENTE LA LEY 
FEDERAL DEL TRABAJO.", publicada el viernes 19 de agosto de 2016 a las 10:27 
horas en el Semanario Judicial de la Federación y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 33, Tomo IV, agosto de 2016, página 2727.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de abril de 2017 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de abril de 2017, para los efectos previstos en el punto sép­
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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TERCERO INTERESADO. EL DESCONOCIMIENTO DE SU DOMICILIO, 
PARA EFECTOS DE SU PRIMERA NOTIFICACIÓN DENTRO DEL 
JUICIO DE AMPARO, IMPLICA LA OBLIGACIÓN DE REQUERIR A 
AQUELLAS AUTORIDADES QUE, AL PRUDENTE ARBITRIO DEL JUZ­
GADOR, PUDIERAN TENER UN DATO CIERTO SOBRE AQUÉL, CON 
INDEPENDENCIA DE SU NATURALEZA. El artículo 27, fracción III, inciso b), 
de la Ley de Amparo establece que cuando no conste en autos domicilio para 
oír notificaciones, o el señalado resulte inexacto, tratándose de la primera noti­
ficación al tercero interesado, el órgano jurisdiccional dictará las medidas 
que estime pertinentes con el fin de que se investigue su domicilio y podrá 
requerir a la autoridad responsable para que proporcione el que ante ella se 
señaló. Al respecto, el término "medidas" debe entenderse como el procedimien­
to de investigación consistente en requerir a aquellas autoridades que pudie­
ran tener algún dato cierto sobre el particular, sea cual fuere su naturaleza; 
en tanto que de la referencia a las que estime pertinentes, se infiere que se 
deja al prudente arbitrio del juzgador el desahogo del procedimiento de inves­
tigación, a efecto de salvaguardar el derecho de acceso de la justicia de las 
partes y la posibilidad de que éstas sean escuchadas en el juicio, a la luz 
de los artículos 16 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos. Aceptar que deba contactar a absolutamente todas las autoridades de 
las que pudiera inferirse, mínimamente, que tengan un dato sobre su domicilio, 
representaría imponer una medida que retrasaría la tramitación del juicio, lo 
cual sería contrario al postulado de pronta impartición de justicia, pues su para­
lización sería inminente ante la imposición de una obligación de esa índole; 
máxime que la intención legislativa consistente en que, en la medida de lo 
posible, la parte quejosa no resienta esa carga procesal y económica, no puede 
entenderse como una prohibición absoluta, pues al preverse aunque sea míni­
mamente, entonces no es viable pensar que deba evitarse en todo juicio 
donde se presente este supuesto.

2a./J. 35/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 254/2016. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado 
del Segundo Circuito, con residencia en Nezahualcóyotl, Estado de México, el Déci­
mo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito y el Segundo 
Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Novena Región, con residen­
cia en Zacatecas, Zacatecas. 8 de marzo de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Décimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito, al resolver la queja 117/2014, y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal 
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Colegiado del Segundo Circuito, con residencia en Nezahualcóyotl, Estado de México, 
al resolver el amparo en revisión 100/2016.

Tesis de jurisprudencia 35/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintidós de marzo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de abril de 2017 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de abril de 2017, para los efectos previstos en el punto sép­
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

HORAS EXTRAS. CUANDO LA JORNADA EXTRAORDINARIA SE 
CONSIDERE INVEROSÍMIL POR EXCEDER DE 9 HORAS A LA SEMANA, 
NO ES DABLE ABSOLVER AL PATRÓN DE MANERA TOTAL DE LA 
PRESTACIÓN REFERIDA, SINO EN TODO CASO ÚNICAMENTE DE 
LAS HORAS EXCEDENTES. Del artículo 784, fracción VIII, de Ley Federal 
del Trabajo, vigente a partir del 1 de diciembre de 2012, se advierte que corres­
ponde al patrón la carga de probar la jornada extraordinaria cuando se recla­
man hasta 9 horas semanales adicionales, circunstancia que implica que si 
el reclamo del tiempo extra es mayor, corresponde demostrarlo al trabajador; 
sin embargo, cuando la autoridad jurisdiccional considere que la prestación 
solicitada en relación con la jornada laboral extraordinaria no resulta razona­
ble por basarse en un tiempo o jornada considerada inverosímil, debe acotarse 
a reducir la prestación desproporcionada a la que el legislador consideró mode­
rada, es decir, pagar al trabajador las horas extras hasta por 9 horas semana­
les que el patrón no acredite con el material probatorio correspondiente, por 
lo que no es posible condenarlo por el total de las horas extras solicitadas, 
sino únicamente exentarlo de aquellas que excedan dicho límite, máxime que 
continúa siendo responsable en cuanto a la obligación de conservar los con­
troles de asistencia y de horario respectivos, conforme al citado artículo 784, en 
relación con el diverso 804, fracción III, del propio ordenamiento legal. De esta 
manera, la calificación de inverosimilitud de las horas extras reclamadas por 
el trabajador y su falta de acreditación, no pueden traer como consecuencia 
que el patrón deje de observar la obligación legal de conservar las constan­
cias y documentos necesarios que demuestren fehacientemente la jornada 
laboral, ni eximirlo del pago de horas extras hasta por 9 horas a la semana, 
cuyo límite está obligado a acreditar.

2a./J. 36/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 296/2016. Entre las sustentadas por el Décimo Sexto Tribunal Cole­
giado en Materia de Trabajo del Primer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia de Trabajo del Décimo Sexto Circuito. 8 de marzo de 2017. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jannu Lizárraga Delgado.
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Tesis y criterio contendientes:

Tesis XVI.2o.T.1 L (10a.), de título y subtítulo: "HORAS EXTRAS. LA CARGA DE LA PRUEBA 
ESTÁ DIVIDIDA EN CUANTO A LA DURACIÓN QUE SE RECLAME (ARTÍCULO 784, 
FRACCIÓN VIII, DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, VIGENTE A PARTIR DEL 1o. DE 
DICIEMBRE DE 2012).", aprobada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Tra­
bajo del Décimo Sexto Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 14 de agosto de 2015 a las 10:05 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 21, Tomo III, agosto de 2015, página 2185, y

El sustentado por el Décimo Sexto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer 
Circuito, al resolver los amparos directos 1736/2015 y 135/2016.

Tesis de jurisprudencia 36/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintidós de marzo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de junio de 2017 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de junio de 2017, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PRUEBAS OFRECIDAS POR EL PATRÓN. LA DESIGNACIÓN POR LA 
AUTORIDAD LABORAL DE UN DOMICILIO EN UNA CIUDAD DIFE­
RENTE A LA SEÑALADA POR AQUÉL PARA SU DESAHOGO, NO 
CONSTITUYE UN ACTO DE IMPOSIBLE REPARACIÓN. Conforme a 
los artículos 784 y 804 de la Ley Federal del Trabajo, es obligación del patrón 
acreditar los extremos de la relación laboral ahí precisados. Por otra parte, la 
Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurispruden­
cia 2a./J. 39/2001 (*), sostuvo que la autoridad laboral está facultada para 
designar su sede a efecto de llevar a cabo el desahogo de las pruebas, sin que 
con ello contravenga disposición alguna. Así, la necesidad de efectuar gastos 
relativos al traslado del lugar de residencia del patrón al en que se ubica la 
autoridad resolutora para el desahogo de las pruebas que ofreció, no implica 
que se trate de un acto de imposible reparación, pues algunas actuaciones 
procesales requieren necesariamente la asunción de gastos ordinarios, por 
ejemplo, la contratación de los servicios profesionales de abogados y peritos, 
la obtención de copias simples o certificadas, o el traslado al recinto judicial, 
aun cuando sea en la misma ciudad o lugar en el que se practiquen las diligen­
cias para estar presente durante su desahogo. Estimar lo contrario implicaría 

Nota: (*) La tesis de jurisprudencia 2a./J. 39/2001 citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIV, septiembre de 2001, página 495, 
con el rubro: "PRUEBA DE INSPECCIÓN EN EL PROCEDIMIENTO LABORAL. SI SE OFRECE 
PARA EXAMINAR LOS DOCUMENTOS QUE EL PATRÓN TIENE OBLIGACIÓN DE CONSERVAR Y 
EXHIBIR EN JUICIO, PUEDE SEÑALARSE VÁLIDAMENTE PARA SU DESAHOGO EL LOCAL DE 
LA JUNTA DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE."
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que cualquier desahogo de pruebas que conlleve una erogación se traduciría en 
un acto de imposible reparación; sin embargo, en el caso no se afectan los 
derechos sustantivos del patrón en tanto le corresponden esas cargas proce­
sales por ser parte, ya que en todo caso la forma del desahogo de determinados 
medios de convicción puede ocasionar una afectación a derechos adjetivos o 
procesales que, de trascender al laudo, son susceptibles de combatirse 
mediante el juicio de amparo directo.

2a./J. 37/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 439/2016. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito y el Tribunal Colegiado en Materias Admi­
nistrativa y de Trabajo del Décimo Circuito. 29 de marzo de 2017. Mayoría de tres 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek y Eduardo Medina 
Mora I. Ausente: José Fernando Franco González Salas. Disidente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Alma Ruby Villarreal Reyes.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis X.A.T.2 L (10a.), de rubro: "PRUEBAS CONFESIONAL, TESTIMONIAL Y DE INSPEC­
CIÓN JUDICIAL EN EL JUICIO LABORAL. SI SU DESAHOGO SE CONDICIONA A 
QUE EL DEMANDADO SE TRASLADE FUERA DEL DOMICILIO EN EL QUE RESIDE, 
ELLO ORIGINA UNA VIOLACIÓN PROCESAL RECLAMABLE EN AMPARO INDIREC­
TO.", aprobada por el Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del 
Décimo Circuito, y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Décima Época, Libro VI, Tomo 2, marzo de 2012, página 1368, y.

 El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Cir­
cuito, al resolver la queja 202/2016.

Tesis de jurisprudencia 37/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del diecinueve de abril de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de junio de 2017 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 5 de junio de 2017, para los efectos previstos en el punto sép­
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

TERCERO INTERESADO. SU EMPLAZAMIENTO AL JUICIO DE AM­
PARO DEBE REALIZARSE POR EDICTOS CUANDO SE DESCONOZCA 
SU DOMICILIO. Conforme al artículo 27, fracción III, inciso b), de la Ley de 
Amparo, cuando no conste en autos el domicilio para emplazar al tercero 
interesado, el juzgador deberá dictar las medidas pertinentes para investi­
garlo; cuando éstas se hayan agotado y la notificación no pudiere efectuarse, 
se hará por edictos a costa del quejoso, con el fin de evitar la paralización del 
juicio. Por ello, es a través de edictos como debe emplazarse al tercero cuando 
se desconozca su domicilio, ya que las formalidades de ese procedimiento de 
notificación le dan mayores posibilidades de enterarse del juicio en el que 



47INFORME DE LA SEGUNDA SALA 2017

le resulte el carácter de parte, lo que excluye que se realice por medio de lista, al 
no preverlo expresamente la ley. No obsta a lo anterior la existencia de mani­
festación del tercero ante autoridad distinta al Juez de amparo, en el sentido 
de que las notificaciones se le realicen por lista, pues esa expresión de voluntad 
aplicaría, en todo caso, únicamente con relación a las actuaciones efectuadas 
en ese procedimiento, no así ante el Juez Federal, respecto del cual el tercero 
ignora que se tramita un juicio en el que le resulta ese carácter.

2a./J. 38/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 432/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Primero en Materia Penal del Décimo Sexto Circuito y Primero en Materia Civil del 
Segundo Circuito. 29 de marzo de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I. Ausente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco.

Tesis y/o criterio contendientes:

Tesis II.1o.C.3 K (10a.), de título y subtítulo: "DOMICILIO PARA OÍR NOTIFICACIONES EN 
EL JUICIO DE AMPARO. LA INTERPRETACIÓN PROGRESIVA DE SU CONCEPTO, 
PERMITE COMPRENDER LAS LISTAS Y BOLETINES JUDICIALES, CUANDO UNA DE 
LAS PARTES (TERCERO INTERESADO) EXPRESAMENTE SEÑALA ESE SITIO CON 
TAL PROPÓSITO.", aprobada por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Segundo Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 2 
de mayo de 2014 a las 12:05 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 6, Tomo III, mayo de 2014, página 1989, y 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo Sexto Cir­
cuito, al resolver la queja 135/2016.

Tesis de jurisprudencia 38/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del diecinueve de abril de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de mayo de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. DEBE REQUERIRSE A 
LA AUTORIDAD DEMANDADA LA EXHIBICIÓN DE LAS COPIAS DE 
TRASLADO DE LA RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA IMPUGNADA 
Y DE SU NOTIFICACIÓN, CUANDO OMITA ANEXARLAS A SU CON­
TESTACIÓN. El artículo 16, fracción II, de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo establece que si el actor manifiesta desconocer 
la resolución que pretende impugnar, la autoridad demandada debe acompañar 
a su contestación constancia de la misma y de su notificación; sin embargo, 
nada dice respecto de los restantes documentos que deben anexarse en 
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términos del artículo 21 del ordenamiento legal citado como son, entre otros, las 
copias de la contestación de la demanda y de los documentos anexos para correr 
traslado al actor y al tercero. En ese sentido, cuando la autoridad demandada 
cumpla oportunamente con su deber de contestar la demanda acompañando 
constancia de la resolución administrativa impugnada y de su notificación, 
pero omita anexar las copias de traslado respectivas, debe atenderse a los 
artículos 15, penúltimo párrafo y 21, penúltimo párrafo, de la ley indicada y reque­
rírsele para que las exhiba dentro del plazo legal respectivo, habida cuenta que ello 
no implica que se le conceda una segunda oportunidad para producir su 
defensa ni significa reavivar un acto que resultaría inexistente si operara la pre­
clusión probatoria por no acompañar a su contestación la constancia de la 
resolución impugnada y de su notificación, que es lo que se pretende evitar 
con el criterio sustentado por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación en la jurisprudencia 2a./J. 117/2011 (*), en el sentido de que no es 
dable requerir a la autoridad a efecto de que exhiba las referidas documen­
tales cuando omita anexarlas a la contestación de la demanda.

2a./J. 39/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 344/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Primero en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito y Décimo Octavo en 
Materia Administrativa del Primer Circuito. 29 de marzo de 2017. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ausente: José Fernando Franco 
González Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Georgina Laso de la Vega 
Romero.

Tesis y/o criterio contendientes:

Tesis I.18o.A.7 A (10a.), de título y subtítulo: "COPIAS DE TRASLADO DE LA RESOLUCIÓN 
ADMINISTRATIVA IMPUGNADA Y SU NOTIFICACIÓN, EN EL JUICIO CONTENCIO­
SO ADMINISTRATIVO. NO APLICA LA REGLA ESTABLECIDA EN LA JURISPRUDEN­
CIA 2a./J. 117/2011.", aprobada por el Décimo Octavo Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Décima Época, Libro XXVI, Tomo 2, noviembre de 2013, página 1302, y 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo 
Sexto Circuito, al resolver el amparo directo 282/2016.

Nota: (*) La tesis de jurisprudencia 2a./J. 117/2011 citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIV, agosto de 2011, página 317, con 
el rubro: "JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. CUANDO EL ACTOR NIEGA CONOCER EL 
ACTO IMPUGNADO, NO ADMITE REQUERIMIENTO A LA AUTORIDAD."
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Tesis de jurisprudencia 39/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada del diecinueve de abril de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de junio de 2017 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de junio de 2017, para los efectos previstos en el punto sép­
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PRIMA DE ANTIGÜEDAD. NO TIENEN DERECHO A SU PAGO LOS 
TRABAJADORES DEL ORGANISMO PÚBLICO DENOMINADO "SER­
VICIOS DE EDUCACIÓN PÚBLICA DESCENTRALIZADA DEL ESTADO 
DE SINALOA". Si el decreto que creó al organismo referido estableció que 
las relaciones de trabajo con sus trabajadores se desarrollen conforme al régi­
men del apartado B del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, al regirse por la Ley de los Trabajadores al Servicio del 
Estado de Sinaloa, entonces éstos no tienen derecho al pago de la prima 
de antigüedad prevista en el artículo 162 de la Ley Federal del Trabajo, no sólo 
por el hecho de que la jurisprudencia del Pleno de la Suprema Corte de Jus­
ticia de la Nación P./J. 1/96 (*), no tiene el alcance jurídico de modificar las 
relaciones jurídicas entre los organismos descentralizados estatales durante el 
tiempo en que subsistió la relación laboral, sino además porque, acorde con 
el artículo 116, fracción VI, de la Constitución Federal, las entidades federativas 
tienen la potestad constitucional de regular las relaciones laborales entre los 
distintos organismos descentralizados locales y sus trabajadores conforme a 
las reglas de los apartados A o B del artículo 123 constitucional, inclusive de 
manera mixta, sin que deban sujetarse a alguno de ellos en especial.

2a./J. 40/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 283/2015. Entre las sustentadas por el Quinto Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en La Paz, Baja 
California Sur y el Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo Segundo 
Circuito. 29 de marzo de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I. Ausente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: Eduardo Medina Mora 
I. Secretario: Luis Javier Guzmán Ramos.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta 
Región, con residencia en La Paz, Baja California Sur, al resolver el amparo directo 

Nota: (*) La tesis de jurisprudencia P./J. 1/96 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo III, febrero de 1996, página 52, con el rubro: 
"ORGANISMOS DESCENTRALIZADOS DE CARÁCTER FEDERAL. SU INCLUSIÓN EN EL AR­
TÍCULO 1o. DE LA LEY FEDERAL DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO, ES 
INCONSTITUCIONAL."
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250/2015 (expediente auxiliar 572/2015), y el diverso sustentado por el Tribunal Cole­
giado en Materia de Trabajo del Décimo Segundo Circuito, al resolver el amparo 
directo 984/2014.

Tesis de jurisprudencia 40/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del diecinueve de abril de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de mayo de 2017 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de mayo de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRA­
BAJADORES DEL ESTADO. EFECTOS DEL AMPARO CONCEDIDO RES­
PECTO DEL ACTO DE APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 51, SEGUNDO 
PÁRRAFO, DE LA LEY RELATIVA ABROGADA. Cuando el juicio de 
amparo se promueva contra los actos de aplicación del precepto citado, decla­
rado inconstitucional por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación en la jurisprudencia 2a./J. 97/2012 (10a.) (*), por regla general, el 
efecto de la protección no puede llevarse al extremo de impedir su aplicación 
futura en términos del artículo 78 de la Ley de Amparo, ni afectar actos dis­
tintos al reclamado, cuya constitucionalidad no haya sido impugnada en la 
demanda, pues el amparo contra actos de aplicación de leyes declaradas 
inconstitucionales en jurisprudencia, no comprende a la norma general decla­
rada inconstitucional si ésta no fue señalada como acto reclamado, sino que 
tiene por efecto que, en observancia de la jurisprudencia, no se aplique la ley 
en un acto concreto. Lo anterior, en el entendido de que, excepcionalmente, la 
concesión del amparo podrá tener efectos futuros cuando se impugne una 
resolución del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores 
del Estado que por su contenido y naturaleza implique el ajuste de los pagos 
subsecuentes sin los descuentos fundados en la norma referida.

2a./J. 45/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 223/2016. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Sexto Circuito y el Pleno Especializado en Materias 
Civil y Administrativa del Noveno Circuito. 19 de abril de 2017. Mayoría de tres votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas y Eduardo 
Medina Mora I. Disidentes: Javier Laynez Potisek y Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Héctor Orduña Sosa.

Nota: (*) La tesis de jurisprudencia 2a./J. 97/2012 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XII, Tomo 2, septiembre de 2012, página 
553, con el rubro: "ISSSTE. EL ARTÍCULO 51, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY RELATIVA, TRANS­
GREDE LOS PRINCIPIOS DE SEGURIDAD Y PREVISIÓN SOCIAL CONTENIDOS EN EL ARTÍCULO 
123, APARTADO B, FRACCIÓN XI, INCISO A), CONSTITUCIONAL (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA 
EL 31 DE MARZO DE 2007)."
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Tesis y/o criterio contendientes:

Tesis PC.IX.C.A. J/1 A (10a.), de título y subtítulo: "ISSSTE. EFECTOS DEL AMPARO CON­
CEDIDO RESPECTO DE UN ULTERIOR ACTO DE APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 51, 
SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY RELATIVA ABROGADA, DECLARADO INCONSTI­
TUCIONAL POR LA SEGUNDA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA 
NACIÓN.", aprobada por el Pleno Especializado en Materias Civil y Administrativa 
del Noveno Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
6 de mayo de 2016 a las 10:06 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Fede­
ración, Décima Época, Libro 30, Tomo III, mayo de 2016, página 2006, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Cir­
cuito, al resolver el amparo en revisión 549/2015.

Tesis de jurisprudencia 45/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del trece de mayo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de junio de 2017 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 5 de junio de 2017, para los efectos previstos en el punto sép­
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

CONFLICTOS INDIVIDUALES DE SEGURIDAD SOCIAL. LOS REQUI­
SITOS DE PROCEDIBILIDAD EXIGIDOS POR EL ARTÍCULO 899-C 
DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, CONSTITUYEN LOS HECHOS DE 
LA DEMANDA QUE PRESENTA EL ACTOR, EN LOS QUE DEBE FUN­
DAR SUS ACCIONES EN MATERIA DE SEGURIDAD SOCIAL Y, POR 
ENDE, SI NO LOS CUMPLE, NO PUEDE CONFIGURARSE LA ACCIÓN 
RESPECTIVA. Conforme al precepto citado, los requisitos a que alude no 
son meros datos informativos que el actor debe proporcionar en su demanda, 
sino constituyen un presupuesto esencial para que la acción quede configu­
rada en los hechos y, de esta manera, al sentarse una base firme a partir de 
lo expuesto en la demanda, sea posible a su vez lograr el sano equilibrio que 
debe existir entre las partes, en el proceso laboral, ya que bajo esa condición 
se posibilita al demandado a controvertir más allá de toda duda razonable 
las especificaciones realizadas. Así, del análisis de los artículos 899-A, 899-B, 
899-C y 899-D de la Ley Federal del Trabajo, deriva que en los conflictos indivi­
duales de seguridad social planteados, verbigracia, respecto a la modificación 
de pensión, otorgamiento y pago de pensión por cesantía en edad avanzada 
u otorgamiento de una pensión por incapacidad permanente originada por 
accidentes de trabajo, la demanda deberá contener los requisitos estableci­
dos en el artículo 899-C citado, que les sean propios a las referidas acciones, 
sin que ello signifique que todas las acciones deberán contener la totalidad 
de los requisitos ahí previstos, sino únicamente los que correspondan a la 
acción intentada.

2a./J. 52/2017 (10a.)
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Contradicción de tesis 449/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Tercero en Materia de Trabajo del Cuarto Circuito y Primero en Materias Administra­
tiva y de Trabajo del Décimo Primer Circuito. 5 de abril de 2017. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ausente: José Fernando Franco Gon­
zález Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Rafael Quero Mijangos.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Cuarto Circuito, 
al resolver los amparos directos 598/2016 y 752/2016, y el diverso sustentado por el 
Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer 
Circuito, al resolver el amparo directo 244/2016.

Tesis de jurisprudencia 52/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del tres de mayo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de mayo de 2017 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de mayo de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

OFRECIMIENTO DE TRABAJO. SU CALIFICACIÓN DE BUENA O 
MALA FE DEPENDE DE QUE EN LA SECUELA PROCESAL, SE ACRE­
DITEN LOS ANTECEDENTES DETALLADOS POR EL TRABAJADOR 
EN SU DEMANDA, EN EL SENTIDO DE QUE LAS CONDICIONES DEL 
LUGAR EN QUE DESEMPEÑABA SU TRABAJO, AFECTAN SU SALUD. 
Conforme a la normativa que rige las relaciones laborales, todo trabajador 
tiene derecho a un trabajo digno en el que se respete su dignidad humana y 
cuente con condiciones óptimas de seguridad e higiene para prevenir riesgos 
de trabajo. De esta manera, si al calificar el ofrecimiento de trabajo la autoridad 
laboral advierte que el trabajador hizo una narración detallada en la demanda 
de las condiciones del lugar de trabajo que originaron la afectación de su 
salud y que le impiden desarrollar sus labores y, durante la secuela procesal, 
quedó demostrado que dichas causas son imputables al patrón, debe esti­
marse que el ofrecimiento realizado en los mismos términos en los que se venía 
desempeñando denota la intención del patrón de no continuar la relación labo­
ral y, por tanto, debe calificarse de mala fe, pues es precisamente la circuns­
tancia de que el patrón no haya garantizado, en la medida en que le sea 
razonable y factible, que el lugar de trabajo no entraña una afectación a la 
salud del trabajador que le impida desarrollar sus labores, lo que llevaría a cali­
ficar el ofrecimiento de mala fe.

2a./J. 53/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 221/2016. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región, con residencia en Saltillo, 
Coahuila, el entonces Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Primer Circuito, actual 
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Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer 
Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Cuarto Circuito. 8 de 
marzo de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. 
Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: 
Rocío Balderas Fernández.

Tesis y/o criterio contendientes:

Tesis: IV.3o.T.200 L, de rubro: "OFRECIMIENTO DE TRABAJO. PARA EFECTOS DE SU CA­
LIFICACIÓN DEBE TOMARSE EN CUENTA EL ARGUMENTO DEL TRABAJADOR DE 
QUE EL PUESTO PROPUESTO AFECTA SU SALUD.", aprobada por el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Cuarto Circuito y publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXI, mayo de 2005, página 
1495, y

Tesis: XI.2o.30 L, de rubro: "OFRECIMIENTO DE TRABAJO. NO SE REVIERTE LA CARGA 
DE LA PRUEBA SI SE ACREDITA QUE EN LA FUENTE DE TRABAJO EXISTEN CONDI­
CIONES INSALUBRES.", aprobada por el entonces Segundo Tribunal Colegiado del 
Décimo Primer Circuito, actual Primer Tribunal Colegiado en Materias Administra­
tiva y de Trabajo del Décimo Primer Circuito, y publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIV, noviembre de 2001, página 524, y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Dé­
cima Región, con residencia en Saltillo, Coahuila, al resolver el amparo directo 156/2016 
(cuaderno auxiliar 449/2016).

Tesis de jurisprudencia 53/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del diez de mayo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de junio de 2017 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de junio de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

AMPARO DIRECTO EN MATERIA DE TRABAJO. LOS TRIBUNALES 
COLEGIADOS DE CIRCUITO, AL ESTUDIAR EL CÓMPUTO DEL PLAZO 
PARA LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA, DEBEN TOMAR EN CON­
SIDERACIÓN LA NUEVA NOTIFICACIÓN DEL LAUDO PRACTICADA 
CUANDO RESULTE FUNDADO EL INCIDENTE DE NULIDAD DE 
ACTUACIONES. Del artículo 18 de la Ley de Amparo se advierte que el plazo 
para presentar la demanda deberá computarse a partir: 1) del día siguiente a 
aquel en que surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación al quejoso 
del acto o resolución reclamado; o 2) a aquel en que haya tenido conocimiento; 
o 3) se ostente sabedor del acto o de su ejecución. Ahora bien, cuando se veri­
fica la primera de las hipótesis referidas, esto es, cuando el quejoso tiene cono­
cimiento del laudo reclamado, por primera vez, con motivo de la notificación 
practicada conforme a las reglas que prevé la Ley Federal del Trabajo, el Tribu­
nal Colegiado de Circuito está obligado a tomar en consideración esa actua­
ción para determinar la oportunidad de la presentación de la demanda y, en 



54 SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

caso de ser impugnada mediante el incidente de nulidad de actuaciones, 
esperar al resultado de dicha incidencia, pues será hasta que se determine 
cuál notificación es válida, esto es, si la primera o la nueva que se emita en caso 
de declararse fundado, la que deberá considerarse para determinar si la de­
manda es oportuna, por ser la notificación la primera hipótesis que se actua­
lizó en el conocimiento del acto. Por tanto, en aquellos casos en los que, con 
posterioridad a esa primera notificación, el quejoso tiene conocimiento del 
laudo por cualquier medio, esa fecha de conocimiento no puede ser tomada 
en consideración para establecer si la presentación de la demanda es opor­
tuna, pues bastaría que el quejoso se acercara ante la autoridad responsable 
para tener conocimiento del acto, y enseguida presentara la demanda de 
amparo dentro del plazo de quince días, obviando la notificación del laudo, lo 
que es inadmisible, ya que ésta, al ser la primera hipótesis en que se verificó 
el conocimiento del acto, es la que debe prevalecer.

2a./J. 54/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 387/2016. Entre las sustentadas por el Quinto Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en la Paz, Baja 
California Sur y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Sexto Cir­
cuito. 26 de abril de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina 
Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretario: Francisco Manuel Rubín de Celis Garza.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis VI.2o.T.8 L, de título y subtítulo: "AMPARO DIRECTO. EL PLAZO DE 15 DÍAS PARA 
PROMOVERLO DEBE COMPUTARSE A PARTIR DE QUE EL QUEJOSO TUVO CONO­
CIMIENTO COMPLETO Y EXACTO DEL LAUDO RECLAMADO, INDEPENDIENTEMENTE 
DE QUE CONTRA SU NOTIFICACIÓN HAYA PLANTEADO INCIDENTE DE NULIDAD DE 
ACTUACIONES Y ÉSTE SE HAYA DECLARADO FUNDADO.", aprobada por el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Sexto Circuito y publicada en el Sema­
nario Judicial de la Federación del viernes 26 de febrero de 2016 a las 10:30 horas y en 
la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 27, Tomo III, 
febrero de 2016, página 2021, y

El sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta 
Región, con residencia en la Paz, Baja California Sur, al resolver el amparo directo 
150/2016 (expediente auxiliar 494/2016).

Tesis de jurisprudencia 54/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del diez de mayo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de junio de 2017 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se 
considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de junio de 2017, para los efectos previstos en el punto sépti­
mo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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FONDOS ACUMULADOS EN LA SUBCUENTA DE VIVIENDA. LOS 
ASEGURADOS Y SUS BENEFICIARIOS SUJETOS AL SISTEMA PEN­
SIONARIO DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL, VIGENTE A PARTIR 
DEL 1 DE JULIO DE 1997, DEBEN SOLICITAR LA TRANSFERENCIA DE 
LOS QUE NO HUBIESEN SIDO APLICADOS COMO PAGO DE UN 
CRÉDITO, A LAS ADMINISTRADORAS DE FONDOS PARA EL RETIRO, 
A FIN DE QUE SE DESTINEN A LA CONTRATACIÓN DE LAS PRES­
TACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL CORRESPONDIENTES O SU 
ENTREGA. En aplicación del artículo 40 de la Ley del Instituto del Fondo 
Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, los asegurados y sus beneficia­
rios que estén sujetos al régimen de la Ley del Seguro Social vigente a partir 
del 1 de julio de 1997, deben solicitar al instituto la transferencia a las adminis­
tradoras de fondos para el retiro de los fondos acumulados en la subcuenta 
de vivienda que no hayan sido aplicados para un crédito de vivienda, con la 
finalidad de que sean destinados para la contratación de las prestaciones de 
seguridad social correspondientes o su entrega, en los supuestos y bajo las 
condiciones que establecen las Leyes del Seguro Social y de los Sistemas de 
Ahorro para el Retiro. Mandato que es acorde al artículo 123, apartado A, frac­
ciones XII y XXIX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
pues la disposición legal aludida regula la modalidad en la que los recursos que 
no cumplieron su cometido en el goce de un crédito de vivienda, se canaliza­
rán para beneficio de los asegurados y sus beneficiarios, como lo es la contra­
tación de una renta vitalicia; lo que representa para el trabajador una medida de 
protección y previsión en aras de garantizarle una mejor pensión, ocupando 
los recursos de vivienda que no cumplieron su finalidad constitucional.

2a./J. 55/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 195/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Primero en Materia de Trabajo del Décimo Sexto Circuito, Tercero en Materias Civil y 
de Trabajo del Décimo Séptimo Circuito y Cuarto de Circuito del Centro Auxiliar de la 
Tercera Región, con residencia en Guadalajara, Jalisco. 26 de abril de 2017. Unanimi­
dad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: 
Héctor Orduña Sosa.

Tesis y criterios contendientes:

Tesis XVI.1o.4 L, de título y subtítulo: "SUBCUENTA DE VIVIENDA. EL ASEGURADO QUE 
INICIALMENTE OPTÓ POR ACOGERSE AL RÉGIMEN DE PENSIONES PREVISTO EN 
LA LEY DEL SEGURO SOCIAL, VIGENTE HASTA EL 30 DE JUNIO DE 1997, Y A LA 
POSTRE OPTÓ POR EL DIVERSO REGULADO EN LA NUEVA LEY, NO TIENE DERECHO 
A LA DEVOLUCIÓN DE LOS FONDOS ACUMULADOS EN AQUÉLLA.", aprobada por 
el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo Sexto Circuito y publi­
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cada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 4 de julio de 2014 a las 8:05 
horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 8, 
Tomo II, julio de 2014, página 1297; y

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo 
Séptimo Circuito, al resolver el amparo directo 713/2014; y el diverso sustentado por 
el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región, con 
residencia en Guadalajara, Jalisco, en apoyo del Segundo Tribunal Colegiado en Ma­
teria de Trabajo del Tercer Circuito, al resolver el amparo directo 1209/2015 (cuaderno 
auxiliar 163/2016).

Tesis de jurisprudencia 55/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del diez de mayo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de junio de 2017 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se 
considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de junio de 2017, para los efectos previstos en el punto sép­
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RENTA. PROCEDE EL ACREDITAMIENTO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 
165, PÁRRAFO PRIMERO, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, 
VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2013, SEA QUE LOS DIVI­
DENDOS O UTILIDADES DISTRIBUIDOS PROVENGAN O NO DE 
LA CUENTA DE UTILIDAD FISCAL NETA, PUES EN AMBOS CASOS LA 
SOCIEDAD PAGA EL TRIBUTO RESPECTIVO. De la interpretación 
armónica y sistemática de los artículos 10, 11 y 88 de la Ley del Impuesto sobre 
la Renta, vigente hasta el 31 de diciembre de 2013, se advierte que cuando los 
dividendos o utilidades distribuidos por una sociedad provienen de su cuenta 
de utilidad fiscal neta (CUFIN), ya se realizó el pago del tributo correspondiente 
a los ingresos que los generaron a través del impuesto corporativo (por regla 
general, en términos del artículo 10), resultando innecesario, por ende, que al 
efectuarse su distribución, deba pagarse –nuevamente– el impuesto conforme 
al artículo 11 de la referida ley; y cuando los dividendos o utilidades distribui­
dos no provienen de la cuenta citada, el tributo se paga al momento de realizar 
su distribución conforme al artículo 11 mencionado, pues se trata de utilida­
des financieras que no han reportado impuesto alguno. Por consiguiente, si 
en ambos casos el impuesto sobre la renta ya ha sido cubierto por la socie­
dad distribuidora de los dividendos, con independencia de que el pago se 
haga al realizar dicha distribución, o antes, ello significa que la persona física 
receptora de los dividendos puede efectuar el acreditamiento previsto en el 
artículo 165, párrafo primero, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, en los 
términos que el propio dispositivo establece, pues sea que los dividendos o 
utilidades distribuidos provengan de la CUFIN o no, la exigencia de que el 
impuesto sobre la renta esté pagado por la sociedad se cumple, bastando 
para demostrar este último extremo, que la persona física cuente con la cons­
tancia referida en el artículo 86, fracción XIV, inciso b), de dicha ley.

2a./J. 56/2017 (10a.)



57INFORME DE LA SEGUNDA SALA 2017

Contradicción de tesis 34/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Se­
gundo del Trigésimo Circuito, Segundo en Materias Administrativa y de Trabajo del 
Décimo Primer Circuito, Primero en Materia Administrativa del Tercer Circuito y el 
Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región, con 
residencia en Guadalajara, Jalisco. 26 de abril de 2017. Mayoría de tres votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek y Eduardo Medina Mora I. Disi­
dente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos; 
en su ausencia hizo suyo el asunto Alberto Pérez Dayán. Secretario: Fanuel Martínez 
López.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, al resolver el 
amparo directo 604/2011; el diverso sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito, al resolver el am­
paro directo 250/2015; el diverso sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Mate­
ria Administrativa del Tercer Circuito, al resolver la revisión fiscal 481/2010 y el amparo 
directo 406/2012; y el diverso sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito 
del Centro Auxiliar de la Tercera Región con residencia en Guadalajara, Jalisco, al 
resolver la revisión fiscal 120/2014 (cuaderno auxiliar 759/2014).

Tesis de jurisprudencia 56/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del diez de mayo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de junio de 2017 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de junio de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

INTERÉS LEGÍTIMO. SU AUSENCIA PUEDE CONSTITUIR UN MO­
TIVO MANIFIESTO E INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA DEL JUICIO 
DE AMPARO. Los artículos 112 y 113 de la Ley de Amparo establecen que 
podrá desecharse la demanda de amparo cuando del análisis de su contenido 
y, en su caso, de los anexos que se adjunten, aparezca que se actualiza un 
motivo de improcedencia, siempre y cuando sea manifiesto e indudable, lo que 
no está limitado a determinadas causales, sino que se prevé como una posi­
bilidad general aplicable a cualquier juicio de amparo, independientemente 
de la razón por la que se aprecie que un juicio es improcedente. Así, en relación 
con el interés legítimo a que se refieren los artículos 107, fracción I, de la Consti­
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 5o., fracción I, y 61, 
fracción XII, de la Ley de Amparo, los Jueces de amparo deben realizar una 
determinación casuística del nivel de afectación que genere el acto recla­
mado y distinguir entre la existencia de la titularidad de ese interés legítimo 
–no simple– (cuestión de derecho), y la posibilidad de acreditarlo (cuestión 
probatoria). Por tanto, al proveerse sobre la demanda de amparo, el juzgador 
puede verificar si la situación del promovente frente al acto de autoridad 
implica un perjuicio o no y, más aún, el tipo de afectación para determinar 
si implica un interés legítimo o un interés simple; sobre lo cual, en el caso de que 
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no sea factible determinar con claridad estas situaciones o de que se advierta 
la posibilidad de que el quejoso sea titular de un interés legítimo, debe admi­
tirse la demanda para que, a través de la sustanciación del juicio, se diluciden 
con certeza esos extremos; pero si de los hechos y las razones expuestas y/o 
probadas en la demanda se aprecia con claridad y sin lugar a dudas que la 
situación del quejoso frente al acto de autoridad implica un mero interés sim­
ple, entonces podrá desechar la demanda de amparo, siempre y cuando esto 
sea manifiesto e indudable.

2a./J. 57/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 331/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Primero en Materia Administrativa del Cuarto Circuito y Vigésimo en Materia Admi­
nistrativa del Primer Circuito. 26 de abril de 2017. Mayoría de tres votos de los Minis­
tros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina 
Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Disidente: Javier Laynez Potisek, 
quien manifestó que haría voto particular. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secre­
taria: Iveth López Vergara.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Cir­
cuito, al resolver la queja 151/2016, y el diverso sustentado por el Vigésimo Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver la queja 53/2015.

Tesis de jurisprudencia 57/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del diez de mayo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de junio de 2017 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de junio de 2017, para los efectos previstos en el punto sép­
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 

CONFLICTOS INDIVIDUALES DE SEGURIDAD SOCIAL. ANTE EL 
INCUMPLIMIENTO DE LOS REQUISITOS QUE PREVÉ EL ARTÍCULO 
899-C DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, DEBE PREVENIRSE AL 
ACTOR PARA QUE SUBSANE LAS IRREGULARIDADES ADVERTIDAS. 
El cumplimiento de los requisitos establecidos en el precepto citado, que con­
dicionan la procedencia de la acción intentada en los conflictos individuales 
de seguridad social, no es ajeno al contexto regulador del proceso laboral en 
que se halla inmerso; por el contrario, guarda total armonía con la normativa de 
la que forma parte, de manera que, sin detrimento de la expeditez a cargo de los 
tribunales para impartir justicia dentro de los plazos y términos que fijen 
las leyes y a que se refiere el numeral 17 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, también debe hacerse como la norma constitucio­
nal lo indica, es decir, de manera completa –efectiva en relación con el proble­
ma planteado–; de ahí que para lograr este ulterior objetivo, debe observarse 
complementariamente lo dispuesto en los artículos 873, párrafo segundo y 878, 
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fracción II, de la Ley Federal del Trabajo, esto es, de ser el caso –que el actor 
sea el trabajador o sus beneficiarios y se advierta alguna irregularidad en el 
escrito de demanda–, la Junta señalará los defectos u omisiones en que se 
hubiere incurrido y prevendrá para que se subsanen dentro del plazo de 3 
días; y en el supuesto de que no se realice, llegada la etapa de demanda y 
excepciones, la Junta prevendrá al actor para que lo haga.

2a./J. 58/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 410/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, 
Veracruz y Décimo Tercero en Materia de Trabajo del Primer Circuito. 26 de abril de 
2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Rafael 
Quero Mijangos.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta 
Región, con residencia en Xalapa, Veracruz, al resolver el amparo directo 1021/2016 
(expediente auxiliar 643/2016), y el diverso sustentado por el Décimo Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, al resolver el amparo directo 
165/2016.

Tesis de jurisprudencia 58/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del diez de mayo de dos mil diecisiete.

Nota: De las sentencias que recayeron al amparo directo 1021/2016 (expediente auxiliar 
643/2016), resuelto por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de 
la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz, y al amparo directo 165/2016, 
fallado por el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer 
Circuito, derivaron las tesis aisladas (IV Región)2o.19 L (10a.) y I.13o.T.158 L (10a.), de 
títulos y subtítulos: "CONFLICTOS INDIVIDUALES DE SEGURIDAD SOCIAL. EL REQUE­
RIMIENTO QUE LA JUNTA FEDERAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE FORMULE 
AL ACTOR RESPECTO DEL CUMPLIMIENTO DE LOS REQUISITOS PREVISTOS EN EL 
ARTÍCULO 899-C DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, DEBE REALIZARSE EN EL PRI­
MER PROVEÍDO QUE RECAIGA AL JUICIO Y, EN CASO DE NO ACATARSE, REITE­
RARSE EN LA ETAPA DE DEMANDA Y EXCEPCIONES." y "PRUEBAS EN LOS JUICIOS 
RELATIVOS A CONFLICTOS INDIVIDUALES DE SEGURIDAD SOCIAL. DEBEN OFRE­
CERSE DESDE EL ESCRITO DE DEMANDA, SIN QUE EL ACTOR TENGA UNA NUEVA 
OPORTUNIDAD DE PROPONERLAS EN LA AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN, DEMAN­
DA Y EXCEPCIONES, PRUEBAS Y RESOLUCIÓN (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR 
DEL 1o. DE DICIEMBRE DE 2012).", publicadas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración del viernes 27 de enero de 2017 a las 10:28 horas y del viernes 23 de septiembre 
de 2016 a las 10:32 horas; así como en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libros 38, Tomo IV, enero de 2017, página 2479 y 34, Tomo IV, 
septiembre de 2016, página 2937, respectivamente.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de junio de 2017 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de junio de 2017, para los efectos previstos en el punto sép­
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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PERICIAL EN MATERIA DE CALIGRAFÍA Y GRAFOSCOPIA. EL JUEZ 
DE DISTRITO ESTÁ FACULTADO PARA ORDENAR OFICIOSAMENTE 
SU PRÁCTICA Y DESAHOGO, A FIN DE VERIFICAR LA AUTENTICI­
DAD DE LA FIRMA QUE CALZA LA DEMANDA DE AMPARO, RECO­
NOCIDA POR QUIEN APARECE COMO PROMOVENTE EN ELLA, 
ÚNICAMENTE CUANDO ADVIERTA QUE LA FIRMA RATIFICADA Y 
LAS PLASMADAS DURANTE LA DILIGENCIA DE RATIFICACIÓN 
SON NOTORIAMENTE DIFERENTES. Únicamente en el caso referido, 
esto es, cuando aprecie una diferencia notoria entre la firma ratificada y las 
plasmadas durante la diligencia de ratificación, el Juez de Distrito estará 
facultado para ordenar oficiosamente la práctica y desahogo de una prueba 
pericial en materia de caligrafía y grafoscopia, a fin de corroborar su autenti­
cidad pues, por un lado, la procedencia del juicio de amparo es una cuestión 
de orden público y estudio preferente e independiente de la actuación de las 
partes y, por otro, dicha pericial no sólo es un elemento probatorio admisible 
en el juicio, sino que resulta idóneo para comprobar la veracidad de la firma 
mencionada.

2a./J. 59/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 338/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo Primer Circuito y Primero 
en Materia Civil del Sexto Circuito. 19 de abril de 2017. Mayoría de cuatro votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco Gon­
zález Salas y Eduardo Medina Mora I. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Maura Angélica Sanabria 
Martínez.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis VI.1o.C.3 K (10a.), de rubro: "DEMANDA DE AMPARO. SI SU SUSCRIPTOR RATI­
FICA LA FIRMA QUE LA CALZA ES ILEGAL QUE EL JUEZ DE DISTRITO UNILATERAL­
MENTE INVESTIGUE SOBRE LA AUTENTICIDAD O FALSEDAD DE ÉSTA Y ORDENE 
LA RECEPCIÓN DE UNA PERICIAL PARA RESOLVER CONFORME AL RESULTADO 
DE DICHA PRUEBA.", aprobada por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Sexto Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima 
Época, Libro XI, Tomo 2, agosto de 2012, página 1751, y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 
Vigésimo Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 85/2016.

Tesis de jurisprudencia 59/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del diez de mayo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de junio de 2017 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de junio de 2017, para los efectos previstos en el punto sép­
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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RECURSOS EN EL AMPARO. LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE 
CIRCUITO NO ESTÁN FACULTADOS PARA REENCAUZAR LA VÍA. 
No existe base legal para sostener que cuando el recurso interpuesto no fuera 
el indicado deba reencauzarse la vía y admitirse el que resulte procedente, 
porque la Ley de Amparo establece con claridad la procedencia y el trámite que 
debe darse a los recursos de revisión y de queja; por ello, si el recurrente expre­
samente interpone el de revisión contra el auto que desechó su demanda 
de amparo, la actuación del Presidente del Tribunal Colegiado de Circuito que 
conozca del recurso debe limitarse a determinar sobre su procedencia, admi­
tiéndolo o desechándolo, según corresponda, sin que pueda reencauzar la 
vía y tramitar un recurso distinto. Este proceder no vulnera el derecho humano 
de acceso a la justicia reconocido en el artículo 17 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, pues su ejercicio está sujeto al cumplimiento 
de determinados requisitos, presupuestos y cargas procesales que no deben 
soslayarse en detrimento de la correcta y eficiente administración de justicia, 
como lo es la carga procesal dispuesta de manera asequible al gobernado de 
presentar el recurso efectivo.

2a./J. 60/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 21/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Primero en Materias Administrativa y Civil del Décimo Noveno Circuito y Segundo en 
Materia de Trabajo del Séptimo Circuito. 3 de mayo de 2017. Mayoría de tres votos 
de los Ministros Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Disidentes: Alberto Pérez Dayán y Eduardo Medina 
Mora I. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Guadalupe Margarita 
Ortiz Blanco.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis VII.2o.T.13 K (10a.), de título y subtítulo: "RECURSO DE REVISIÓN. EN ATENCIÓN 
A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE ACCESO A LA JUSTICIA Y TUTELA JU­
DICIAL EFECTIVA, DEBE REENCAUZARSE CUANDO EL TRIBUNAL COLEGIADO 
DE CIRCUITO ADVIERTA QUE ERRÓNEAMENTE SE INTERPUSO CONTRA EL DESE­
CHAMIENTO DE PLANO DE LA DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO, CONTRA EL 
QUE PROCEDE EL DIVERSO DE QUEJA.", aprobada por el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 11 de noviembre de 2016 a las 10:22 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 36, Tomo IV, noviembre de 2016, 
página 2509, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del 
Décimo Noveno Circuito, al resolver la queja 140/2016.

Tesis de jurisprudencia 60/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada del diecisiete de mayo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de junio de 2017 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de junio de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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DEPÓSITOS BANCARIOS EN LA CUENTA DEL CONTRIBUYENTE 
REPORTADOS A LA AUTORIDAD FISCAL POR LAS INSTITUCIONES 
BANCARIAS. PUEDEN TOMARSE COMO UNA BASE FEHACIENTE Y 
OBJETIVA A LA QUE RESULTA APLICABLE LA TASA DEL IMPUESTO 
SOBRE LA RENTA RESPECTIVA PARA EFECTOS DEL ARTÍCULO 41, 
FRACCIÓN II, PÁRRAFO SEGUNDO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN. El artículo 41 del Código Fiscal de la Federación regula una 
facultad de gestión de la autoridad fiscal cuyo objeto es controlar y vigilar 
la obligación de los contribuyentes de presentar declaraciones, previendo en 
su fracción II la de determinar presuntivamente a cargo de los contribuyentes 
omisos un crédito mediante dos mecanismos que parten de parámetros obje­
tivos que permitan motivar correcta y suficientemente la cantidad a pagar, de 
entre los cuales destaca el que le permite determinar el crédito correspon­
diente, aplicando la tasa o cuota respectiva a una cantidad que conozca fehacien­
temente. En ese sentido, los depósitos bancarios en la cuenta del contribuyente 
reportados a la autoridad fiscal por las instituciones bancarias en cumplimiento 
a sus obligaciones, podrán tomarse como una base fehaciente y objetiva para 
aplicar la tasa relativa al impuesto sobre la renta por corresponder a datos 
ciertos, objetivos y cuantificables, máxime que el contribuyente puede corregir 
la cantidad determinada a su cargo mediante la presentación posterior de su 
declaración.

2a./J. 61/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 285/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Primero del Cuarto Circuito, Tercero del Segundo Circuito, Décimo Séptimo del Primer 
Circuito, Segundo del Séptimo Circuito y Segundo del Segundo Circuito, todos en 
Materia Administrativa, Primero en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo 
Primer Circuito, Primero del Vigésimo Segundo Circuito y Segundo del Vigésimo Sép­
timo Circuito. 3 de mayo de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek y José Fernando Franco González Salas. Disiden­
tes: Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo 
del Décimo Primer Circuito, al resolver la revisión fiscal 29/2015, el sustentado por el 
Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, al resolver 
la revisión fiscal 17/2015, el sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo 
Segundo Circuito, al resolver la revisión fiscal 22/2015, el sustentado por el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, al resolver la revi­
sión fiscal 36/2015, el sustentado por el Décimo Séptimo Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver la revisión fiscal 491/2014, el 
sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Séptimo 



63INFORME DE LA SEGUNDA SALA 2017

Circuito, al resolver la revisión fiscal 132/2015, y el diverso sustentado por el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, al resolver la revi­
sión fiscal 21/2015.

Tesis de jurisprudencia 61/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del diecisiete de mayo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de junio de 2017 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de junio de 2017, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

APORTACIONES AL FONDO DE AYUDA SINDICAL POR DEFUNCIÓN 
DE LOS TRABAJADORES DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO 
SOCIAL. CORRESPONDE A SU SINDICATO LA CARGA DE PROBAR 
QUE EL TRABAJADOR NO LAS REALIZÓ. Conforme al artículo 17 del 
Reglamento del Fondo de Ayuda Sindical por Defunción de los Trabajadores 
del Seguro Social, el Sindicato está obligado a entregar a los beneficiarios del 
trabajador fallecido la ayuda sindical por defunción, cuando éste hubiera rea­
lizado cuando menos 120 aportaciones; ahora bien, corresponde al Sindicato 
Nacional de Trabajadores del Seguro Social la carga de probar que se hubieran 
o no realizado dichas aportaciones, pues las partes no se encuentran en un 
plano de igualdad procesal. Ello es así, ya que de un análisis sistemático de los 
artículos 783 y 784 de la Ley Federal del Trabajo se advierten las siguientes 
reglas probatorias: i) cuando alguna autoridad o persona ajena al juicio tenga 
en su poder documentos que puedan contribuir a esclarecer la verdad, está 
obligada a aportarlos, y ii) la Junta debe eximir de la carga de la prueba al 
trabajador cuando por otros medios pueda llegar al conocimiento de los hechos. 
En efecto, se afirma lo anterior, ya que del artículo 13 del reglamento citado 
deriva que los descuentos de las aportaciones serán hechos por el Instituto 
Mexicano del Seguro Social (patrón) y éste, a su vez, las entregará al Secre­
tario Tesorero del Comité Ejecutivo Nacional del Sindicato aludido, por lo que 
es inconcuso que el Sindicato tiene mejor posibilidad de probar si se realiza­
ron o no las aportaciones al fondo referido, al ser el obligado en su manejo y 
administración.

2a./J. 62/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 184/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo en Materia de Trabajo del Sexto Circuito y Segundo en Materias Civil y de 
Trabajo del Octavo Circuito. 1 de febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secre­
tario: Jorge Roberto Ordóñez Escobar.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis VIII.2o.C.T.1 L (10a.), de título y subtítulo: "AYUDA SINDICAL POR DEFUNCIÓN DE 
LOS TRABAJADORES DEL SEGURO SOCIAL. CARGA DE LA PRUEBA TRATÁNDOSE 
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DEL RECLAMO FORMULADO POR EL BENEFICIARIO DE UN TRABAJADOR FALLE­
CIDO.", aprobada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del 
Octavo Circuito, y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 19 de 
febrero de 2016 a las 10:15 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 27, Tomo III, febrero de 2016, página 2026, y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Sexto Circuito, 
al resolver el amparo directo 253/2015.

Tesis de jurisprudencia 62/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del diecisiete de mayo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de junio de 2017 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de junio de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

DÍAS DE DESCANSO SEMANAL Y DE DESCANSO OBLIGATORIO. 
CARGA DE LA PRUEBA TRATÁNDOSE DE RECLAMACIONES POR 
AQUEL CONCEPTO. En atención al principio general de que quien afirma 
se encuentra obligado a probar, la hipótesis bajo la cual el trabajador sostiene 
que el patrón no le cubrió la remuneración correspondiente a los días de des­
canso semanal y de descanso obligatorio, permite estimar que el reclamo en 
ese sentido conlleva la afirmación de que los laboró; de manera que siempre 
que exista controversia, se generan dos cargas procesales basadas en el refe­
rido principio: la primera, consiste en la obligación del trabajador de demostrar 
que efectivamente los laboró y, la segunda, una vez justificada por el obrero 
la carga aludida, corresponde al patrón probar que los cubrió. Lo anterior, sin 
perjuicio de las facultades que el artículo 784 de la Ley Federal del Trabajo 
confiere a la Junta de eximir de la carga de la prueba al trabajador cuando 
pueda llegar a la verdad por otros medios.

2a./J. 63/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 159/2015. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados de 
Circuito Tercero del Centro Auxiliar de la Décima Región, con residencia en Saltillo, 
Coahuila, y Primero del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, 
Veracruz. 26 de abril de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo 
Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretario: Rafael Quero Mijangos.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis (IV Región)1o. J/8 (10a.), de título y subtítulo: "DÍAS FESTIVOS. SI EL TRABAJADOR 
AFIRMA QUE EL PATRÓN NO LE CUBRIÓ EL PAGO CORRESPONDIENTE, SIN ESPE­
CIFICAR QUE LOS LABORÓ, CORRESPONDE A ÉSTE LA CARGA DE LA PRUEBA DE 
DESVIRTUAR TAL RECLAMO.", aprobada por el Primer Tribunal Colegiado de Circui­
to del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz, y 
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publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 4 de julio de 2014 a las 
8:05 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 8, 
Tomo II, julio de 2014, página 869, y

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima 
Región, con residencia en Saltillo, Coahuila, al resolver el amparo directo 301/2015 
(cuaderno auxiliar 361/2015).

Tesis de jurisprudencia 63/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del veinticuatro de mayo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de junio de 2017 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de junio de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PARA EJECUTAR EL LAUDO. LA PRE­
SENTACIÓN DE LA DEMANDA DE AMPARO QUE CONTRA AQUÉL SE 
PROMUEVE POR LA PARTE A QUIEN FAVORECE PARCIALMENTE, 
SÓLO LA INTERRUMPE RESPECTO DE LAS CONDENAS CONTRO­
VERTIDAS. Conforme a la jurisprudencia 2a./J. 9/2000 (*) de la Segunda 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la parte favorecida por el 
laudo debe solicitar su ejecución dentro del plazo de 2 años que al efecto 
establece la fracción III del artículo 519 de la Ley Federal del Trabajo; de ahí 
que, aun cuando promueva juicio de amparo, al estar inconforme con deter­
minadas condenas pero no así con otras, el término prescriptivo corre en 
torno a las que no controvierte, pues es posible una ejecución parcial de las 
no impugnadas. Este actuar no entraña el consentimiento del acto reclamado, 
pues por cuanto hace a la materia del amparo opera la interrupción de la pres­
cripción, porque de afirmar que el plazo prescriptivo se interrumpe con la 
presentación de la demanda de amparo respecto de todas las condenas, conse­
cuentemente, también se interrumpiría la posibilidad de ejecutar aquellas 
contra las que no manifiesta inconformidad, y es insostenible considerar que 
la ejecución subsistiría sin estar sujeta a un plazo prescriptivo. La interrup­
ción entendida en estos términos, lejos de repercutir en beneficio del quejoso, 
desvirtuaría una prerrogativa de la clase obrera plenamente justificada por su 
vulnerabilidad intrínseca.

2a./J. 64/2017 (10a.)

Nota: (*) La tesis de jurisprudencia 2a./J. 9/2000 citada, aparece publicada en el Semanario Judi­
cial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XI, febrero de 2000, página 130, con el rubro: 
"LAUDOS. PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN DE EJECUCIÓN."



66 SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

Contradicción de tesis 399/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo del Segundo Circuito y Segundo del Primer Circuito, ambos en Materia de 
Trabajo, y Primero del Segundo Circuito, con residencia en Nezahualcóyotl, Estado 
de México. 10 de mayo de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo 
Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretaria: Alma Ruby Villarreal Reyes.

Tesis contendientes:

Tesis I.2o.T.3 L, de rubro: "PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PARA EJECUTAR UN LAUDO. 
ES IMPROCEDENTE CUANDO EN CONTRA DE ÉSTE SE PROMUEVE AMPARO DIREC­
TO POR LA PARTE A LA QUE FAVORECE.", aprobada por el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia de Trabajo del Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo IV, agosto de 1996, página 709, y

Tesis II.1o.1 L (10a.), de título y subtítulo: "PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PARA EJECUTAR 
UN LAUDO. LA DEMANDA DE AMPARO QUE CONTRA AQUÉL SE PROMUEVE NO 
LA INTERRUMPE, SI EL QUEJOSO, YA SEA A QUIEN FAVORECE O A QUIEN PERJU­
DICA DICHA RESOLUCIÓN, NO SOLICITÓ LA SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO.", 
aprobada por el Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito con residencia en Ciudad 
Nezahualcóyotl, Estado de México, y publicada en el Semanario Judicial de la Federa­
ción del viernes 18 de marzo de 2016 a las 10:40 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 28, Tomo II, marzo de 2016, página 1758.

Tesis de jurisprudencia 64/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del veinticuatro de mayo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de junio de 2017 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de junio de 2017, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

JUICIO DE NULIDAD. ES IMPROCEDENTE CONTRA LA OMISIÓN DE 
LA AUTORIDAD FISCAL DE RESOLVER LA SOLICITUD DE CERTIFI­
CAR Y RECTIFICAR DECLARACIONES TRIBUTARIAS. El artículo 37 
del Código Fiscal de la Federación prevé un derecho de los particulares íntima­
mente vinculado con el de petición reconocido en el diverso 8o. de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; sin embargo, para que se actualice 
la resolución negativa ficta que regula es necesario que: a) el particular haya 
formulado una instancia o petición a alguna autoridad fiscal o administrativa; 
b) el ente incitado haya omitido resolverla por más de 3 meses; c) la ley señale 
como consecuencia de ese silencio la actualización de una respuesta ficta y 
que esa institución sea acorde con la sustancia de lo pedido y con la finalidad 
práctica para la que se instituyó y reconoció; y, d) el interesado la impugne a 
través de los medios de defensa que considere procedentes. Sobre esas 
bases, la omisión de la autoridad fiscal de resolver la solicitud de certificación 
y rectificación de declaraciones tributarias no origina una resolución negativa 
ficta impugnable ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa, porque la 



67INFORME DE LA SEGUNDA SALA 2017

sustancia de lo pedido se vincula con el ejercicio de facultades discrecionales, 
de modo que no puede obligarse al ente hacendario a realizarlas so pretexto del 
ejercicio del derecho de petición. Sin que la prerrogativa para solicitar ese tipo 
de certificaciones y rectificaciones pueda derivar de los artículos 2o., fracción I 
y 8o. de la Ley Federal de los Derechos del Contribuyente, pues sólo recono­
cen el derecho del contribuyente a ser informado y asistido por los entes hacen­
darios en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias, así como el deber de 
las autoridades de mantener oficinas en diversos lugares del territorio nacional 
para orientarlos y auxiliarlos.

2a./J. 65/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 55/2017. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Segundo Circuito y el Pleno en Materia Administrativa 
del Primer Circuito. 10 de mayo de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y 
Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretaria: Gabriela Guadalupe Flores de Quevedo.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis PC.I.A J/93 A (10a.), de título y subtítulo: "RESOLUCIÓN NEGATIVA FICTA DERIVA­
DA DE LA SOLICITUD DE CERTIFICACIÓN Y RECTIFICACIÓN DE DECLARACIONES 
FISCALES. AL NO PRODUCIR AFECTACIÓN EN MATERIA FISCAL, ES IMPROCE­
DENTE EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL PROMOVIDO EN SU 
CONTRA.", aprobada por el Pleno en Materia Administrativa del Primer Circuito y 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de enero de 2017 a las 
10:07 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 38, Tomo III, enero de 2017, página 1786, y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo 
Circuito, al resolver el amparo directo 611/2016.

Tesis de jurisprudencia 65/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del veinticuatro de mayo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de junio de 2017 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se 
considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de junio de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 19/2013.

OFRECIMIENTO DE TRABAJO. AUN CUANDO SE CONSIDERE DE 
BUENA FE, NO DEBE TOMARSE EN CUENTA PARA LA DISTRIBUCIÓN 
DE LAS CARGAS PROBATORIAS CUANDO EL DESPIDO SE DA 
DURANTE EL PERIODO DE EMBARAZO DE LA TRABAJADORA, AL 
CONSTITUIR UN TEMA QUE OBLIGA A JUZGAR CON PERSPEC­
TIVA DE GÉNERO. Si bien la mujer embarazada goza de ciertos derechos y 
prerrogativas que le reconocen la Constitución y las leyes, debido a su condi­
ción física y social en esta etapa de su vida y con posterioridad al nacimiento 
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de sus hijos, lo cierto es que en la realidad muchas mujeres enfrentan la falta de 
estabilidad en el empleo, por la carga que supone para algunas empresas el 
otorgar una licencia de maternidad, que les obligan a suplir a la empleada 
embarazada con los consiguientes costos, tanto como en la etapa posparto y 
de lactancia, por las prerrogativas que la ley impone conceder a las madres 
trabajadoras. Ante esta situación de mayor vulnerabilidad, esta Segunda Sala 
determina que estos casos ameritan aplicar la herramienta de perspectiva de 
género, que implica reconocer la realidad socio-cultural en que se desenvuelve 
la mujer y eliminar las barreras y obstáculos que la colocan en una situación 
de desventaja en un momento en que de manera particular requiere gozar de 
la atención médica necesaria del periodo pre y postnatal y de las demás pres­
taciones de seguridad social que garanticen el bienestar del menor, lo que 
exige una mayor y particular protección del Estado, con el propósito de lograr 
una garantía real y efectiva de sus derechos. En este sentido, el reconocimiento 
de los derechos de la mujer a una vida libre de violencia y discriminación, y de 
acceso a la justicia en condiciones de igualdad, exige que todos los órganos 
jurisdiccionales del país impartan justicia con perspectiva de género, por lo que 
las mujeres trabajadoras deben ser protegidas de manera especial durante los 
periodos de embarazo y licencia postnatal, pues por ese solo hecho sufren dis­
criminación laboral, lo cual incide en una violación sistemática a sus derechos 
humanos, al limitar su ejercicio en los relativos al trabajo, a la seguridad social, 
a la salud y a un proyecto de vida. Por tanto, en cumplimiento al deber de 
juzgar con perspectiva de género, cuando el motivo alegado por la trabajadora 
sea un acto discriminatorio, como el consistente en que el patrón haya dado 
terminación a la relación de trabajo, porque aquélla se encuentra embarazada 
o en periodo de licencia postnatal y, posteriormente, en el juicio laboral ofrezca 
el empleo, el efecto de revertir la carga probatoria carece de operatividad, pues 
ante la desventaja de la mujer trabajadora el patrón pierde este beneficio 
procesal y rige la regla general de que a la demandada corresponde la carga 
de la prueba de acreditar la inexistencia del despido por ese motivo discrimi­
natorio; esta determinación coloca a las partes en la misma posición de acre­
ditar el despido reclamado, es decir, opera la regla general de que corresponde 
al patrón allegar todos los medios de convicción necesarios al contar con 
mayores recursos para ello. Así, la prueba de que los motivos del despido no 
se encuentran relacionados con el embarazo de la trabajadora corresponde 
al patrón, e independientemente de que el ofrecimiento de trabajo se consi­
dere de buena fe, éste pierde el beneficio procesal de revertir la carga proba­
toria a la trabajadora embarazada o en periodo de licencia postnatal.

2a./J. 66/2017 (10a.)
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Contradicción de tesis 422/2016. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado 
en Materia de Trabajo del Tercer Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del 
Centro Auxiliar de la Décima Región, con residencia en Saltillo, Coahuila. 22 de 
marzo de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Javier Laynez Potisek, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ausente: José Fernando Franco 
González Salas. Disidente: Alberto Pérez Dayán, por considerar inexistente la contra­
dicción de tesis. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Guadalupe 
Margarita Ortiz Blanco.

Tesis contendientes:

Tesis III.3o.T.24 L (10a.), de título y subtítulo: "OFRECIMIENTO DE TRABAJO PARA EM­
PLEADAS EMBARAZADAS Y EN SITUACIÓN DE MATERNIDAD. SI EL DESPIDO ES 
ATRIBUIDO EN LOS PERIODOS PROTEGIDOS CONSTITUCIONAL E INTERNACIO­
NALMENTE, SU CALIFICACIÓN DEBE HACERSE BAJO UN ESCRUTINIO MÁS ES­
TRICTO.", aprobada por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer 
Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 2 de mayo 
de 2014 a las 12:05 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 6, Tomo III, mayo de 2014, página 2087; y,

Tesis (X Región)3o.1 L (10a.), de título y subtítulo: "OFRECIMIENTO DE TRABAJO. AUN 
CUANDO SE CONSIDERE DE BUENA FE, NO DEBE TOMARSE EN CUENTA PARA 
LA DISTRIBUCIÓN DE LAS CARGAS PROBATORIAS, CUANDO LA CAUSA DEL DES­
PIDO ES EL EMBARAZO DE LA TRABAJADORA, QUE OBLIGA A JUZGAR CON 
PERSPECTIVA DE GÉNERO Y TOMAR MEDIDAS DE PROTECCIÓN PARA PERSONAS 
EN SITUACIÓN DE VULNERABILIDAD.", aprobada por el Tercer Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región, con residencia en Saltillo, 
Coahuila y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 21 de octu­
bre de 2016 a las 10:31 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 35, Tomo IV, octubre de 2016, página 2993.

Tesis de jurisprudencia 66/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veinticuatro de mayo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de junio de 2017 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de junio de 2017, para los efectos previstos en el punto sép­
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

TIEMPO EXTRAORDINARIO. METODOLOGÍA PARA RESOLVER SOBRE 
SU RECLAMO, CONFORME AL ARTÍCULO 784, FRACCIÓN VIII, DE LA 
LEY FEDERAL DEL TRABAJO, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE DICIEM­
BRE DE 2012. En la resolución del tiempo extraordinario reclamado por el 
trabajador, debe tenerse en cuenta que el patrón tiene derecho a controvertir 
ese hecho, y que el artículo indicado le impone la carga de probar la jornada 
ordinaria y la extraordinaria que no exceda de 9 horas a la semana; de manera 
que estando definida la distribución de la carga probatoria en la ley, depen­
derá su desahogo de la forma en que el patrón demandado genere controversia 
al respecto. En virtud de lo anterior, siguiendo la premisa sobre la cual se cons­
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truyó la jurisprudencia 4a./J. 20/93 (*), de la entonces Cuarta Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, relativa a la inverosimilitud del tiempo 
extraordinario, la Junta de Conciliación y Arbitraje podrá analizar la verosimi­
litud de las horas extraordinarias reclamadas por el trabajador, en la etapa de 
valoración de pruebas en el dictado del laudo, una vez que el patrón ha tenido 
la oportunidad de controvertir la jornada alegada por el trabajador y de ofre­
cer las pruebas que, conforme a la distribución de la carga probatoria, le corres­
ponde, pero no ha logrado acreditar su dicho; pues la razón jurídica que 
justificó aquel criterio jurisprudencial subsiste, es decir, el resultado formal 
de tener por cierta la jornada afirmada por el trabajador cuando el patrón no 
acredita su dicho, no impide resolver en conciencia, cuando se advierta que 
no es racionalmente creíble que una persona labore el número de horas extra­
ordinarias reclamadas.

2a./J. 68/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 436/2016. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región, con residencia en Saltillo, Coahuila 
y el Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Octavo Circuito. 17 de mayo 
de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. 
Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: 
Luis Javier Guzmán Ramos.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima 
Región, con residencia en Saltillo, Coahuila, al resolver el amparo directo 750/2016 
(cuaderno auxiliar 558/2016), y el diverso sustentado por el Tribunal Colegiado en 
Materias Penal y de Trabajo del Octavo Circuito, al resolver los amparos directos 94/2016 
y 652/2016.

Tesis de jurisprudencia 68/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del treinta y uno de mayo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de junio de 2017 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de junio de 2017, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PRESCRIPCIÓN DE UN CRÉDITO FISCAL. LA OMISIÓN DE LA AUTO­
RIDAD TRIBUTARIA DE DECLARARLA DE OFICIO, NO CONSTITUYE 

Nota (*): La tesis de jurisprudencia 4a./J. 20/93 citada, aparece publicada en la Gaceta del Sema­
nario Judicial de la Federación, Octava Época, Número 65, mayo de 1993, página 19, con el rubro: 
"HORAS EXTRAS. RECLAMACIONES INVEROSÍMILES."
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UNA RESOLUCIÓN DEFINITIVA IMPUGNABLE ANTE EL TRIBUNAL 
FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA. El artículo 3 de la Ley Orgá­
nica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa establece la competencia 
de dicho órgano, destacando entre los supuestos de procedencia del juicio, 
que se trate de resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos, 
como pudieran ser, entre otras, las dictadas por autoridades fiscales federales 
y organismos fiscales autónomos en las que se determine la existencia de una 
obligación fiscal, las que impongan multas por infracciones a normas admi­
nistrativas federales o las que causen un agravio en materia fiscal. En ese 
contexto, la omisión de la autoridad tributaria de declarar de oficio la prescrip­
ción de un crédito fiscal no constituye una resolución definitiva, en virtud de 
que el contribuyente que afirma que aquélla ha operado a su favor, no ha soli­
citado ante la autoridad administrativa que la declare ni, por ende, existe 
un acto u omisión de ésta que pueda reputarse como una afirmativa ficta, ni 
se actualiza agravio alguno en materia fiscal que actualice la procedencia 
del juicio, sin que ello implique un menoscabo al derecho del contribuyente de 
plantear aquella situación liberatoria, vía excepción, ante la pretensión de la 
autoridad de hacer efectivos los créditos fiscales. Esta conclusión es con­
gruente con el derecho de acceso a la justicia, el cual no tiene el alcance 
de que se actúe sin observancia de los requisitos formales previstos por el 
legislador.

2a./J. 80/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 404/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Noveno en Materia Administrativa del Primer Circuito y Primero en Materias Admi­
nistrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito. 26 de abril de 2017. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Maura 
Angélica Sanabria Martínez.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis XI.1o.A.T.69 A (10a.) y XI.1o.A.T.70 A (10a.), de títulos y subtítulos: "JUICIO CONTEN­
CIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. PROCEDE, AUN CUANDO SE IMPUGNE UNA 
OMISIÓN DE LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA." y "PRESCRIPCIÓN DE CRÉDITOS 
FISCALES. UNA VEZ ACTUALIZADA, LEGÍTIMA A LA PERSONA A QUIEN LE BENEFI­
CIA A DEMANDAR SU DECLARATORIA EN EL JUICIO DE NULIDAD, SIN NECESIDAD 
DE ESPERAR A QUE LA AUTORIDAD TRIBUTARIA SE PRONUNCIE AL RESPECTO.", 
aprobadas por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo 
del Décimo Primer Circuito, y publicadas en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 15 de enero de 2016 a las 10:15 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 26, Tomo IV, enero de 2016, páginas 3353 y 3387, 
respectivamente, y
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El sustentado por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito, al resolver el amparo directo 625/2016.

Tesis de jurisprudencia 80/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del siete de junio de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de julio de 2017 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se 
considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de julio de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 19/2013.

SENTENCIA DICTADA EN UN JUICIO DE NULIDAD. EL PLAZO DE 4 
MESES PARA CUMPLIRLA, PREVISTO EN EL ARTÍCULO 52 DE LA 
LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRA­
TIVO, ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL 
DE LA FEDERACIÓN EL 13 DE JUNIO DE 2016, DEBE COMPUTARSE A 
PARTIR DE QUE SURTE EFECTOS LA NOTIFICACIÓN A LAS PAR­
TES DEL ACUERDO POR EL QUE LA SALA RECIBE LOS TESTIMO­
NIOS DE LAS EJECUTORIAS DICTADAS EN EL AMPARO DIRECTO 
Y/O EN EL RECURSO DE REVISIÓN FISCAL. De la interpretación sistemá­
tica de los artículos 52, 53 y 57 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo, así como 104, fracción III, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, 26, fracción II, inciso b), y 192 de la Ley de Amparo, 
se advierte que, para que haya paridad en cuanto al conocimiento y, por ende, al 
momento a partir del cual debe computarse el plazo de 4 meses mencionado 
en los escenarios que eventualmente puedan actualizarse, derivados de fallos 
de nulidad contra los que se promuevan medios extraordinarios de defensa 
que se desestimen, debe atenderse a la fecha en que surte efectos la notifica­
ción del acuerdo en el que la Sala del conocimiento recibe los autos, los tes­
timonios respectivos y ordena su notificación a las partes, y no aquella en que 
se emiten las ejecutorias correspondientes, pues sólo hasta aquel momento se 
conoce íntegramente la determinación que debe acatarse, aunado a que para 
establecer ese aspecto objetivo no puede acudirse a cuestiones subjetivas y 
que pueden discrepar o generar conflicto, tales como el sentido de la resolu­
ción o las consideraciones que contenga y que pueden o no trascender al 
cumplimiento. Además, porque es hasta la emisión y notificación de dicho 
proveído cuando la autoridad obligada y, en su caso, la vinculada, tienen cono­
cimiento integral de la forma en que deben acatar el fallo de nulidad.

2a./J. 81/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 286/2016. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, 
Sinaloa, el Octavo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera 
Región, con residencia en Naucalpan de Juárez, Estado de México, el Cuarto Tribunal 
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Colegiado del Décimo Quinto Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Décimo Sexto Circuito. 24 de mayo de 2017. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Gabriela Guadalupe Flores de 
Quevedo.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta 
Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa, al resolver el amparo directo 961/2015 
(cuaderno auxiliar 13/2016), y el diverso sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado 
del Décimo Quinto Circuito, al resolver el amparo directo 1098/2013.

Tesis de jurisprudencia 81/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del siete de junio de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 30 de junio de 2017 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 3 de julio de 2017, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

EMPLAZAMIENTO A HUELGA. CUANDO SU ÚNICA FINALIDAD ES 
LA FIRMA DE UN CONTRATO COLECTIVO DE TRABAJO, LA EXIS­
TENCIA DE UNO DIVERSO DEPOSITADO CON POSTERIORIDAD A 
LA ADMISIÓN A TRÁMITE DE AQUÉL NO GENERA LA CONCLUSIÓN 
DEL PROCEDIMIENTO. Al interpretar el alcance del artículo 923 de la Ley 
Federal del Trabajo, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, en la jurisprudencia 2a./J. 80/98 (*), de rubro: "HUELGA. DEBE DARSE 
POR CONCLUIDO EL PROCEDIMIENTO RELATIVO, EN CUALQUIER ETAPA 
EN QUE SE ENCUENTRE, CUANDO SE ACREDITE LA CELEBRACIÓN DEL 
CONTRATO COLECTIVO DE TRABAJO POR EL PATRÓN, SI ÉSTA ES LA ÚNICA 
FINALIDAD DE LA SUSPENSIÓN DE LABORES.", estableció que debe darse 
por concluido el procedimiento de huelga para celebrar el contrato colectivo, 
cuando el presidente de la Junta de Conciliación y Arbitraje, al verificar los 
requisitos de procedibilidad relativos, constate la existencia de un pacto colec­
tivo celebrado con el patrón depositado en dicho órgano jurisdiccional, aun 
cuando esta constatación se realice con posterioridad a la admisión a trámite 
del emplazamiento a huelga, con el fin de evitar daños y consecuencias para 
las partes o terceros; sin embargo, este criterio es inaplicable cuando el pacto 
contractual se depositó con posterioridad al emplazamiento, pues estimarlo 
así anularía el derecho a obtener la firma de un pacto colectivo más bené­

Nota: (*) La tesis de jurisprudencia 2a./J. 80/98 citada, aparece publicada en el Semanario Judi­
cial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VIII, octubre de 1998, página 409.
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fico para los trabajadores, en el que se tengan mejores prestaciones a las 
señaladas en la ley.

2a./J. 82/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 56/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Tercero del Tercer Circuito y Tercero del Primer Circuito, ambos en Materia de Tra­
bajo. 24 de mayo de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Javier Laynez Potisek y José Fernando Franco González Salas. Disidente: Eduardo 
Medina Mora I. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos; en su ausencia hizo suyo 
el asunto Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis I.3o.T.25 L (10a.), de título y subtítulo: "EMPLAZAMIENTO A HUELGA. SI SU ÚNICA 
FINALIDAD ES LA FIRMA DE UN CONTRATO COLECTIVO DE TRABAJO Y SE OPONE 
COMO DEFENSA LA EXISTENCIA DE UNO DIVERSO, DEPOSITADO CON POS­
TERIORIDAD AL EMPLAZAMIENTO, ELLO NO GENERA COMO CONSECUENCIA LA 
CONCLUSIÓN DEL PROCEDIMIENTO RELATIVO (INAPLICABILIDAD DE LA JURIS­
PRUDENCIA 2a./J. 80/98).", aprobada por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia 
de Trabajo del Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 31 de octubre de 2014 a las 11:05 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 11, Tomo III, octubre de 2014, página 2845, y

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, 
al resolver el amparo en revisión 166/2016.

Tesis de jurisprudencia 82/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada del siete de junio de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de julio de 2017 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se 
considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de julio de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 19/2013.

DEVOLUCIÓN DE CONTRIBUCIONES. EN LO NO PREVISTO POR EL 
ARTÍCULO 9o. DE LA LEY DEL IMPUESTO AL ACTIVO ABROGADA, 
LOS NUMERALES 17-A, 22 Y 22-A DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDE­
RACIÓN SON APLICABLES SUPLETORIAMENTE. Para calcular la actua­
lización de las cantidades solicitadas por concepto de impuesto al activo 
cuya devolución fue negada por la autoridad fiscal y posteriormente se con­
cedió como consecuencia de una resolución administrativa o jurisdiccional 
recaída a un medio de defensa en materia tributaria, son aplicables supleto­
riamente los artículos 17-A, 22 y 22-A del Código Fiscal de la Federación, en 
términos de su artículo 1o. Ello es así, en la medida en que el derecho a la 
seguridad jurídica no implica que la ley debe señalar de manera especial y 
precisa un procedimiento para regular cada una de las relaciones entabla­
das entre las autoridades y los gobernados, sino que basta con establecer los 
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elementos mínimos para el ejercicio del derecho, a fin de no incurrir en arbi­
trariedades; ahora bien, su aplicación supletoria se actualiza en lo relativo a 
los mecanismos particulares y concretos que regulan el trámite de la devolu­
ción de contribuciones, tales como la forma de pago y los plazos de resolución, 
entre otros aspectos, así como para el pago de los intereses respectivos como 
consecuencia del actuar indebido de la autoridad fiscal. Por tales motivos, a 
partir de la negativa de la devolución de las cantidades que por concepto de 
impuesto al activo solicitó el contribuyente y que en virtud de la resolución 
administrativa o jurisdiccional se concedió, es que deben aplicarse suple­
toriamente los invocados preceptos para calcular la actualización corres­
pondiente, ya que se trata de dar valor real a las citadas cantidades, no por 
concepto de un beneficio financiero en los términos del artículo 9o. de la Ley 
del Impuesto al Activo abrogada, sino como consecuencia del actuar inde­
bido de la autoridad fiscal que impidió al contribuyente disponer oportuna­
mente de dichas cantidades a partir de que las solicitó y que le ocasionó un 
perjuicio que requiere resarcirse e indemnizarse mediante el pago de los inte­
reses respectivos, en términos del artículo 22-A citado.

2a./J. 83/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 46/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Pri­
mero en Materia Administrativa del Primer Circuito y Tercero del Vigésimo Séptimo 
Circuito. 3 de mayo de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos 
y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez 
Jiménez.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, al resolver 
el amparo directo 544/2016, y el diverso sustentado por el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo directo 122/2016.

Tesis de jurisprudencia 83/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del siete de junio de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de julio de 2017 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de julio de 2017, para los efectos previstos en el punto sép­
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

DEVOLUCIÓN DE APORTACIONES U OTORGAMIENTO DE PENSIÓN 
Y DEMÁS PRESTACIONES EN ESPECIE Y EN DINERO CON MOTIVO 
DEL FALLECIMIENTO DEL TRABAJADOR. PROCEDE EL JUICIO DE 
AMPARO DIRECTO PROMOVIDO POR LAS INSTITUCIONES DE SE­
GURIDAD SOCIAL O ADMINISTRADORAS DE FONDOS PARA EL 
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RETIRO (AFORES), CUANDO EL LAUDO CONTENGA CONDENA EN 
SU CONTRA. Procede el juicio de amparo directo promovido por las citadas 
instituciones contra el laudo que las condene, ya sea a devolver aportaciones 
a cuentas del fondo de ahorro para el retiro o a otorgar alguna pensión y 
demás prestaciones en especie y en dinero a los beneficiarios designados en 
el juicio por el fallecimiento del trabajador, con independencia de los concep­
tos de violación planteados en la demanda de amparo, en la medida en que 
en el acto que impugnan subsiste una condena que afecta su esfera jurídica; 
de ahí que tengan interés jurídico para impugnar el laudo, el cual puede ser 
modificado en caso de resultar fundados los conceptos de violación enfoca­
dos a impugnar la condena patrimonial decretada; de lo contrario, ante la 
falta de concepto de violación quedará incólume, hipótesis en la cual tendrán 
la ineludible obligación de cumplir la condena decretada a favor de quien o 
quienes la autoridad laboral haya designado como beneficiarios del extinto 
trabajador.

2a./J. 84/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 121/2016. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Cole­
giado en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito y el Tribunal Colegiado en Materia 
de Trabajo del Segundo Circuito, actual Primer Tribunal Colegiado en Materia de Tra­
bajo del Segundo Circuito. 3 de mayo de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I. Disidentes: Alberto Pérez Dayán y Javier Laynez Potisek. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Estela Jasso Figueroa.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis II.T.239 L, de rubro: "BENEFICIARIOS EN MATERIA LABORAL, DECLARACIÓN DE. 
LAS ADMINISTRADORAS DE FONDOS PARA EL RETIRO DE LOS TRABAJADORES 
(AFORE) CARECEN DE INTERÉS JURÍDICO PARA IMPUGNAR SU RESOLUCIÓN.", 
aprobada por el Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Segundo Circuito, y 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 
XVI, diciembre de 2002, página 753, y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo 
Circuito, al resolver el amparo directo 784/2015.

Tesis de jurisprudencia 84/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada del siete de junio de dos mil diecisiete.

Nota: De la sentencia que recayó al amparo directo 784/2015, resuelto por el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito, derivó la tesis aislada 
VII.2o.T.51 L (10a.), de título y subtítulo: "INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS 
SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO. COMO ENTE ASEGURADOR 
TIENE LEGITIMACIÓN EN EL AMPARO DIRECTO PARA IMPUGNAR EL LAUDO EN 
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QUE SE HAGA DECLARATORIA DE BENEFICIARIOS POR LA MUERTE DEL TRABA­
JADOR O PENSIONADO Y, COMO CONSECUENCIA, SE LE CONDENE AL OTOR­
GAMIENTO DE LA PENSIÓN Y DEMÁS PRESTACIONES EN ESPECIE Y EN DINERO 
(INAPLICABILIDAD DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 22/98).", publicada en el Sema­
nario Judicial de la Federación del viernes 24 de junio de 2016 a las 10:24 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 31, Tomo IV, junio 
de 2016, página 2934.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de julio de 2017 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se 
considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de julio de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 19/2013.

HIDROCARBUROS. EL ACUERDO DE USO Y OCUPACIÓN SUPER­
FICIAL PARA SU EXPLORACIÓN Y EXTRACCIÓN, DEBE PRESEN­
TARSE DENTRO DE LOS 30 DÍAS NATURALES SIGUIENTES A SU 
CELEBRACIÓN, PARA QUE EL ÓRGANO JURISDICCIONAL PUEDA 
DOTARLO DEL CARÁCTER DE COSA JUZGADA. Conforme al artículo 
105 de la Ley de Hidrocarburos, el acuerdo alcanzado en materia de uso y 
ocupación superficial para la exploración y extracción de hidrocarburos se 
presentará ante el Juez de Distrito en Materia Civil o el Tribunal Unitario Agra­
rio competente, lo que no constituye una mera formalidad, pues el artículo 
es categórico al señalar que el órgano jurisdiccional lo validará, es decir, la 
autoridad está facultada para analizar las particularidades del asunto y el cum­
plimiento de los requisitos normativos aplicables; por tanto, sólo en el caso 
de que el órgano jurisdiccional haya validado el acuerdo alcanzado, éste podrá 
adquirir el carácter de cosa juzgada. Para tal fin, la propia ley faculta al juz­
gador para analizar el resto de las disposiciones normativas aplicables en la 
materia, entre las cuales se encuentra el artículo 75 del Reglamento de la ley 
indicada, que exige la presentación del acuerdo dentro de los 30 días naturales 
siguientes a su suscripción. Así, la exigencia de un plazo responde a la idea 
de que exista el mayor grado de seguridad jurídica posible por la importan­
cia de la materia, así como a la finalidad de que el órgano jurisdiccional analice 
el acuerdo alcanzado dentro de un plazo cercano a su celebración, lo que pre­
supone la subsistencia de las circunstancias que lo suscitaron. De igual 
forma, la presentación del acuerdo en el plazo mencionado permite que se 
publique un extracto en un periódico de circulación local –o de ser el caso, 
en los lugares más visibles del ejido respectivo–, para que los terceros que 
puedan verse perjudicados acudan ante el órgano jurisdiccional y aleguen lo 
que a su derecho convenga; esto es, la normativa pretende que el estudio 
de validación se efectúe de manera cercana a la fecha en que se alcanzó el 
acuerdo, para evitar una potencial afectación a terceros de manera prolon­
gada. Así las cosas, al no presentarse el convenio alcanzado dentro del plazo 
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citado, el órgano jurisdiccional no podrá validarlo y, en consecuencia, no podrá 
dotarle del carácter de cosa juzgada.

2a./J. 85/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 49/2017. Entre las sustentadas por el Pleno del Decimoséptimo 
Circuito y el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima 
Región, con residencia en Saltillo, Coahuila. 31 de mayo de 2017. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Eduardo Romero Tagle.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis PC.XVII. J/5 C (10a.), de título y subtítulo: "HIDROCARBUROS. EL PROCEDIMIENTO 
DE VALIDACIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 105 DE LA LEY RELATIVA PUEDE PRO­
MOVERSE EN CUALQUIER TIEMPO.", aprobada por el Pleno del Decimoséptimo Cir­
cuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 11 de noviembre 
de 2016 a las 10:22 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 36, Tomo III, noviembre de 2016, página 1721, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima 
Región, con residencia en Saltillo, Coahuila, al resolver el amparo en revisión 161/2016 
(cuaderno auxiliar 915/2016).

Tesis de jurisprudencia 85/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del catorce de junio de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de agosto de 2017 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 7 de agosto de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

JURISDICCIÓN VOLUNTARIA SOBRE PRESCRIPCIÓN ADQUISI­
TIVA EN MATERIA AGRARIA. LA RESOLUCIÓN CON LA QUE CON­
CLUYE EL PROCEDIMIENTO RELATIVO CONSTITUYE UN ACTO 
PRIVATIVO RESPECTO DEL CUAL ES NECESARIO RESPETAR EL 
DERECHO DE AUDIENCIA PREVIA. Del análisis del artículo 48 de la Ley 
Agraria, en relación con el marco normativo del procedimiento de jurisdicción 
voluntaria en materia agraria, se obtiene que la resolución con la que culmina 
constituye un acto privativo de los derechos que sobre esa tierra tuvo alguna per­
sona o el propio Comisariado Ejidal, en tanto crea derechos a quien lo promo­
vió, pues tiene como consecuencia directa e inmediata que adquiera los 
mismos derechos que cualquier ejidatario sobre su parcela, oponibles ante 
terceros, traducidos en el aprovechamiento, uso y disfrute de la tierra, además 
de la posibilidad de transmitirlos a otros ejidatarios o avecindados del propio 
núcleo de población, y la expedición del certificado correspondiente, con el 
consecuente reconocimiento de ese nuevo carácter de titular de derechos en 
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el núcleo agrario. En consecuencia, la resolución de que se trata es de aquellos 
actos respecto de los cuales debe respetarse el derecho de audiencia previa, 
reconocido en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; así, será a partir del acato a la oportunidad que tiene el tercero 
con interés de comparecer a formular su oposición, que se evitará el dictado 
de la resolución en la cual se constituya en favor del promovente una titularidad 
que no tenía respecto de las parcelas o tierras cuya posesión detenta; propi­
ciando la conclusión de las diligencias de jurisdicción voluntaria, para que 
sea en el juicio contencioso donde se dirima quién tiene el mejor derecho de 
posesión.

2a./J. 86/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 320/2016. Entre las sustentadas por el Pleno en Materia Adminis­
trativa del Decimosexto Circuito y el Pleno en Materia Administrativa del Tercer 
Circuito. 31 de mayo de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Disidente: Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretaria: Irma Gómez Rodríguez.

Tesis contendientes:

Tesis PC.XVI.A. J/14 A (10a.), de título y subtítulo: "JURISDICCIÓN VOLUNTARIA SOBRE 
PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA EN MATERIA AGRARIA. ES PROCEDENTE EL JUICIO 
DE AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO POR EL TERCERO CON LEGITIMACIÓN PARA 
INTERVENIR, CONTRA TODO LO ACTUADO EN EL PROCEDIMIENTO RELATIVO, A 
FIN DE QUE SE RESPETE SU DERECHO A OPONERSE.", aprobada por el Pleno en 
Materia Administrativa del Decimosexto Circuito y publicada en el Semanario Judi­
cial de la Federación del viernes 17 de junio de 2016 a las 10:17 horas, y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 31, Tomo III, junio de 2016, 
página 1987, y

Tesis PC.III.A. J/17 A (10a.), de título y subtítulo: "JURISDICCIÓN VOLUNTARIA EN MATE­
RIA AGRARIA. ES IMPROCEDENTE CONCEDER EL AMPARO EN QUE SE IMPUGNA 
LO ACTUADO EN EL PROCEDIMIENTO RELATIVO, POR VIOLACIÓN A LOS DERE­
CHOS DE AUDIENCIA Y DE DEFENSA.", aprobada por el Pleno en Materia Adminis­
trativa del Tercer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 15 de julio de 2016, a las 10:15 horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 32, Tomo II, julio de 2016, página 1311.

Tesis de jurisprudencia 86/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del catorce de junio de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de agosto de 2017 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de agosto de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

CADUCIDAD EN EL JUICIO AGRARIO. EL ARTÍCULO 190 DE LA LEY 
AGRARIA NO REQUIERE SER SUPLIDO PARA DEFINIR EL TIPO 
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DE ACTUACIONES PROCESALES O PROMOCIONES DE LA PARTE 
ACTORA QUE PUEDEN INTERRUMPIR EL PLAZO PARA QUE OPERE 
AQUÉLLA. Conforme a lo sostenido por la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 2a./J. 34/2013 (10a.) (*), de 
rubro: "SUPLETORIEDAD DE LAS LEYES. REQUISITOS PARA QUE OPERE.", 
para que pueda aplicarse supletoriamente una ley a otra es necesario que, 
entre otros aspectos, la ley a suplir no contenga la institución o las cuestiones 
jurídicas que pretenden aplicarse supletoriamente o, aun estableciéndolas, 
no las desarrolle o las regule deficientemente. En este sentido, si el artículo 
190 de la Ley Agraria señala claramente que la inactividad procesal o la falta 
de promoción del actor durante el plazo de 4 meses producirá la caducidad, 
y ni de algún otro precepto de la ley ni de los procesos legislativos que le dieron 
origen se advierte la intención del legislador de restringir el tipo de promo­
ciones o actuaciones aptas para provocar la caducidad, ni alguna reserva o 
exclusión específica en cuanto al tipo de promociones y/o actuaciones que 
pueden –o no– interrumpir dicho plazo, se concluye que sólo ante la inactivi­
dad total por parte del actor y la falta de actuaciones verdaderamente proce­
sales, podrá operar la caducidad y, por ende, que cualquier actuación procesal 
o promoción podrá interrumpirla, lo que permite afirmar que no existe laguna o 
deficiencia alguna que amerite la aplicación supletoria de algún otro orde­
namiento; máxime que la justicia agraria debe administrarse de manera ágil, 
pronta, expedita, honesta y eficaz, tomando en cuenta la realidad del medio 
rural para resolver las controversias, supliendo la queja deficiente, en virtud 
de la desventaja cultural y educativa en que se encuentra la mayoría de quienes 
integran la población campesina en México; aspectos que no se encuen­
tran del todo presentes en los juicios regidos por el Código Federal de Proce­
dimientos Civiles.

2a./J. 88/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 366/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Primero y Segundo, ambos en Materias Penal y Administrativa del Décimo Séptimo 
Circuito, el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito (actual Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Segundo Circuito) y el 
Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito (actual Segundo Tribunal Cole­
giado del Trigésimo Circuito). 31 de mayo de 2017. Unanimidad de cuatro votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco Gon­
zález Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretario: Manuel Poblete Ríos.

Nota: (*) La tesis de jurisprudencia 2a./J. 34/2013 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVIII, Tomo 2, marzo de 2013, página 1065.
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Tesis y criterios contendientes:

Tesis XII.1o.31 A, de rubro: "CADUCIDAD DE LA INSTANCIA EN EL JUICIO AGRARIO. 
TANTO LAS PROMOCIONES DE LA PARTE ACTORA COMO LAS ACTUACIONES DEL 
TRIBUNAL DE LA MATERIA INTERRUMPEN EL PLAZO PARA QUE AQUÉLLA OPERE, 
AUN CUANDO NO IMPULSEN EL PROCEDIMIENTO.", aprobada por el Primer Tribunal 
Colegiado del Décimo Segundo Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIX, junio de 2009, página 1049, y

Tesis XXIII.3o.20 A, de rubro: "CADUCIDAD EN MATERIA AGRARIA. LAS ACTUACIONES 
EFECTUADAS POR EL TRIBUNAL RESPECTIVO AUN CUANDO NO IMPULSEN EL 
PROCEDIMIENTO O NO SEAN ACORDES CON LA ETAPA PROCESAL EN LA QUE 
SE REALICEN INTERRUMPEN EL PLAZO LEGAL PARA QUE OPERE DICHA FI­
GURA PROCESAL (INAPLICABILIDAD DE LAS JURISPRUDENCIAS 1a./J. 1/96 Y 1a./J. 
72/2005).", aprobada por el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito y 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 
XXIV, septiembre de 2006, página 1409, y el sustentado por el Primer Tribunal Cole­
giado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Séptimo Circuito, al resolver los 
amparos directos 88/2015 y 259/2015, y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Séptimo Circuito, al resol­
ver el amparo directo 132/2016.

Tesis de jurisprudencia 88/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del catorce de junio de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de julio de 2017 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 1 de agosto de 2017, para los efectos previstos en el punto sép­
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

CADUCIDAD EN EL JUICIO AGRARIO. ACTUACIONES Y PROMO­
CIONES QUE PUEDEN INTERRUMPIR EL PLAZO PARA QUE OPERE. 
El artículo 190 de la Ley Agraria establece que la inactividad procesal o la falta 
de promoción del actor durante el plazo de 4 meses producirá la caducidad lo 
que, a contrario sensu, implica que cualquier promoción del actor o cualquier 
actuación procesal de las partes podrá interrumpir el plazo para que opere 
dicha figura. Lo anterior se corrobora con los procesos legislativos de los que 
derivó el precepto citado, de los que se advierte que el legislador no manifestó 
intención alguna de constreñir la caducidad a que existiera ausencia de 
algún tipo de promociones en específico o con ciertas características por parte 
del actor, ni exigió que las actuaciones procesales que tuvieran este efecto 
fueren de determinada naturaleza, sino que fue genérico. Por ende, cualquier 
promoción del actor puede interrumpirla, así como cualquier otra actividad 
de las partes, siempre que sea de naturaleza procesal, esto es, (i) que tenga 
una relación pertinente con el procedimiento y con la etapa procesal de que 
se trate; (ii) que impulse el procedimiento, o (iii) que resulte necesaria o ade­
cuada para que las partes puedan hacer valer el derecho a una tutela judicial 
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efectiva o los derechos y principios que rigen en materia agraria y que se 
ventilen en el propio procedimiento.

2a./J. 89/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 366/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Primero y Segundo, ambos en Materias Penal y Administrativa del Décimo Séptimo 
Circuito, el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito (actual Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Segundo Circuito) y el 
Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito (actual Segundo Tribunal 
Colegiado del Trigésimo Circuito). 31 de mayo de 2017. Unanimidad de cuatro votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Manuel Poblete Ríos.

Tesis y criterios contendientes:

Tesis XII.1o.31 A, de rubro: "CADUCIDAD DE LA INSTANCIA EN EL JUICIO AGRARIO. 
TANTO LAS PROMOCIONES DE LA PARTE ACTORA COMO LAS ACTUACIONES DEL 
TRIBUNAL DE LA MATERIA INTERRUMPEN EL PLAZO PARA QUE AQUÉLLA OPERE, 
AUN CUANDO NO IMPULSEN EL PROCEDIMIENTO.", aprobada por el Primer Tribunal 
Colegiado del Décimo Segundo Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIX, junio de 2009, página 1049, y

Tesis XXIII.3o.20 A, de rubro: "CADUCIDAD EN MATERIA AGRARIA. LAS ACTUACIONES 
EFECTUADAS POR EL TRIBUNAL RESPECTIVO AUN CUANDO NO IMPULSEN EL 
PROCEDIMIENTO O NO SEAN ACORDES CON LA ETAPA PROCESAL EN LA QUE SE 
REALICEN INTERRUMPEN EL PLAZO LEGAL PARA QUE OPERE DICHA FIGURA 
PROCESAL (INAPLICABILIDAD DE LAS JURISPRUDENCIAS 1a./J. 1/96 Y 1a./J. 72/2005).", 
aprobada por el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito y publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIV, sep­
tiembre de 2006, página 1409, y 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 
Décimo Séptimo Circuito, al resolver los amparos directos 88/2015 y 259/2015, y el di­
verso sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administra­
tiva del Décimo Séptimo Circuito, al resolver el amparo directo 132/2016.

Tesis de jurisprudencia 89/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del catorce de junio de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de julio de 2017 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 1 de agosto de 2017, para los efectos previstos en el punto sép­
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD. ES INNECESARIO AGOTARLO 
CUANDO SE RECLAMAN DISPOSICIONES DE OBSERVANCIA 
GENERAL EMITIDAS POR AUTORIDADES DISTINTAS DE LOS 
TRIBUNALES JUDICIALES, ADMINISTRATIVOS O DEL TRABAJO. 
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De la interpretación estricta y sistemática de los artículos 103, fracción I, y 
107, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
así como 1o., y 107, fracciones I, inciso g), y II, de la Ley de Amparo, en relación 
con el criterio contenido en la tesis aislada 2a. CLVII/2009, (*) de la Segunda 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se advierte que el artículo 
61, fracción XX, de la Ley de Amparo no puede interpretarse en el sentido 
de que el principio de definitividad debe agotarse, indistintamente, respecto de 
cualquier forma de manifestación del poder (actos, omisiones y normas 
generales), pues la exigencia de interponer los recursos ordinarios proceden­
tes se limitó constitucionalmente a los actos propiamente dichos o a las omi­
siones de autoridades distintas de tribunales, excluyendo las disposiciones 
de observancia general emitidas por esa clase de autoridades, y si el legisla­
dor no acotó la impugnación de normas generales –sean de la jerarquía que 
sean– a las reglas que rigen el principio de definitividad en el juicio de am­
paro, se concluye que es innecesario hacer valer algún medio ordinario de defen­
sa en caso de que se prevea antes de acudir a la instancia constitucional, sin 
que esto implique que el quejoso esté impedido para promover el medio de 
defensa que a su interés legal convenga.

2a./J. 91/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 65/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Sép­
timo del Tercer Circuito y Quinto del Primer Circuito, ambos en Materia Adminis­
trativa. 31 de mayo de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina 
Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer 
Circuito, al resolver la queja 22/2017, y el diverso sustentado por el Quinto Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo en 
revisión 137/2014.

Tesis de jurisprudencia 91/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del veintiuno de junio de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 25 de agosto de 2017 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de agosto de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

Nota: (*) La tesis aislada 2a. CLVII/2009 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXI, enero de 2010, página 324, con el rubro: "IMPRO­
CEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. LAS CAUSALES QUE LA PREVÉN DEBEN INTERPRE­
TARSE DE MANERA ESTRICTA, A FIN DE EVITAR OBSTACULIZAR INJUSTIFICADAMENTE EL 
ACCESO DE LOS INDIVIDUOS A DICHO MEDIO DE DEFENSA."
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DESISTIMIENTO DE LA ACCIÓN LABORAL. ES INNECESARIA LA 
RATIFICACIÓN DEL ACTOR, CUANDO EL APODERADO LEGAL CUENTA 
CON FACULTADES EXPRESAS PARA ELLO. En términos de la fracción I 
del artículo 692 de la Ley Federal del Trabajo, cuando el compareciente en un 
juicio laboral actúe como apoderado de persona física, podrá hacerlo mediante 
poder notarial o carta poder firmada por el otorgante y ante dos testigos, sin 
necesidad de ser ratificada ante la Junta. De ese modo, si el apoderado soli­
cita el desistimiento de la acción en el juicio, la Junta que conozca del asunto 
no está obligada a dar vista al accionante a efecto de que lo ratifique, pues el 
desistimiento es un acto procesal que el apoderado puede llevar a cabo en tér­
minos de las facultades que le han sido expresamente conferidas, previo cum­
plimiento de los requisitos que establecen los artículos 2551 y 2587, fracción I, 
del Código Civil Federal que regulan el contrato de mandato judicial y que 
disponen, respectivamente, la forma en la que el mandato escrito puede otor­
garse y la estipulación de una cláusula especial tratándose del desistimiento; ya 
que sólo en los casos en los que el apoderado no cuente con dicha facultad, 
la Junta mandará ratificarlo.

2a./J. 92/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 51/2017. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Novena Región, con residencia en Zacatecas, 
Zacatecas y el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer 
Circuito. 31 de mayo de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo 
Medina Mora I. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos; en su ausencia hizo suyo el 
asunto Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis I.13o.T.298 L, de rubro: "DESISTIMIENTO DE LA DEMANDA LABORAL. LA JUNTA DEBE 
CERCIORARSE QUE EFECTIVAMENTE ES VOLUNTAD DEL TRABAJADOR ABDICAR 
EN SU PRETENSIÓN, POR LO QUE PARA DARLE SEGURIDAD JURÍDICA DEBE 
ORDENAR SU RATIFICACIÓN POR ÉSTE, AUNQUE AQUÉL LO REALICE EL APODE­
RADO FACULTADO PARA ELLO.", aprobada por el Décimo Tercer Tribunal Colegiado 
en Materia de Trabajo del Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, mayo de 2011, página 1107, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Novena 
Región, con residencia en Zacatecas, Zacatecas, al resolver el amparo directo 930/2016 
(cuaderno auxiliar 1010/2016).

Tesis de jurisprudencia 92/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintiuno de junio de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de agosto de 2017 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 7 de agosto de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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SISTEMA NACIONAL DE INVESTIGADORES. LA RESOLUCIÓN FINAL 
EMITIDA POR EL CONSEJO NACIONAL DE CIENCIA Y TECNOLOGÍA 
EN LA QUE NIEGA A UN ASPIRANTE SU DISTINCIÓN E INGRESO 
A AQUÉL, ES IMPUGNABLE A TRAVÉS DEL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO. La resolución aludida constituye un acto de autoridad impug­
nable a través del juicio de amparo indirecto, ya que, tomando en considera­
ción que la organización del Sistema Nacional de Investigadores la realiza el 
Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología en su carácter de ente público, den­
tro de un plano de supra a subordinación regulado por el derecho público, 
entablado entre un órgano de gobierno y los gobernados, en el que da cum­
plimiento a las disposiciones legales que le confieren atribuciones específicas 
y donde impone su voluntad hacia los particulares sin necesidad de acudir a 
los tribunales desde el primer momento en que emite la convocatoria para 
el ingreso al Sistema referido, así como cuando decide en definitiva respecto 
a la aceptación de los solicitantes. Asimismo, los aspirantes no sólo generan 
una expectativa de derecho cuando pretenden ingresar al Sistema, pues su 
entrada la respalda la fracción V del artículo 3o. de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, que obliga al apoyo del Estado en las acti­
vidades de investigación científica y tecnológica y, en esa medida, justifica la 
exigencia de que en aquellos programas que reglamenta y organiza no se impon­
gan requisitos ni se realicen evaluaciones injustificadas o desproporcionales 
que pudieran estar exentas de revisión por un medio de control constitucional. 
Por tanto, advertidos estos elementos, se concluye que la resolución final que 
niega a un aspirante su distinción e ingreso al Sistema Nacional de Investiga­
dores, dependiente del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología, constituye 
un acto de autoridad ante el que procede el juicio de amparo, en tanto se 
cumplan los demás presupuestos procesales para su procedencia.

2a./J. 97/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 15/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Primero en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito, Décimo Cuarto en 
Materia Administrativa del Primer Circuito y Cuarto de Circuito del Centro Auxiliar de 
la Tercera Región, con residencia en Guadalajara, Jalisco, actual Séptimo Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 21 de junio de 2017. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I.; Javier Laynez Potisek 
manifestó que haría voto concurrente. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Jonathan Bass Herrera.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Sexto 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 165/2016, el sustentado por el Décimo 
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Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver 
el amparo en revisión 155/2013, y el diverso sustentado por el Cuarto Tribunal Cole­
giado de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región, con residencia en Guadalajara, 
Jalisco, al resolver el amparo en revisión 412/2014 (cuaderno auxiliar 815/2014).

Tesis de jurisprudencia 97/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal en sesión privada del cinco de julio de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de agosto de 2017 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 21 de agosto de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

NOTIFICACIONES PERSONALES EN EL JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO FEDERAL. DEBEN PRACTICARSE APLICANDO 
SUPLETORIAMENTE EL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS 
CIVILES. La Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, en 
el capítulo relativo a las notificaciones, no contiene reglas específicas sobre la 
forma de practicar las de carácter personal; sin embargo, su artículo 1o. esta­
blece que a falta de disposición expresa se aplicará supletoriamente el Código 
Federal de Procedimientos Civiles. Así, tratándose de las notificaciones per­
sonales en el juicio contencioso administrativo debe acudirse supletoriamente 
a los artículos 310 a 313 del código referido, que prevén las formalidades que 
deben observarse, esto es: 1. La notificación se practicará con el interesado, su 
representante o procurador, en el lugar que para ello se hubiere señalado, y 
si a la primera búsqueda no se encontrare a quien deba ser notificado, se le 
dejará citatorio para que espere, en la casa designada, a hora fija del día 
siguiente, y si no espera, se le notificará por instructivo, entregando las copias 
respectivas al hacer la notificación o dejar éste; 2. El notificador elaborará el 
acta relativa en la que, en primer término, deberá registrar que se cercioró 
si en el domicilio señalado para realizar la notificación, vive o tiene su domici­
lio la persona que debe ser notificada y, después de ello, practicará la diligen­
cia, de todo lo cual asentará razón; y, 3. Cuando a juicio del notificador hubiera 
sospecha fundada de que injustificadamente se niegue que la persona a notificar 
vive en la casa designada, le hará la notificación en el lugar en que habitual­
mente trabaje, si la encuentra, o en cualquier lugar en que se halle, en cuyo 
caso deberá certificar que la persona notificada es de su conocimiento perso­
nal o que la identificaron dos testigos de su conocimiento, que firmarán con 
él, si supieren hacerlo.

2a./J. 99/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 72/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Décimo 
Octavo del Primer Circuito, Tercero del Segundo Circuito y Séptimo del Primer Circuito, 
todos en Materia Administrativa. 21 de junio de 2017. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
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Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco.

Tesis y/o criterio contendientes:

Tesis II.3o.A.11 A (10a.), de título y subtítulo: "NOTIFICACIONES PERSONALES EN EL 
JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. DEBEN PRACTICARSE APLI­
CANDO SUPLETORIAMENTE LOS ARTÍCULOS 310 A 313 DEL CÓDIGO FEDERAL DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES.", aprobada por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Segundo Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y su Gaceta, Décima Época, Libro VI, Tomo 2, marzo de 2012, página 1266, y

El sustentado por el Décimo Octavo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 175/2016.

Tesis de jurisprudencia 99/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del cinco de julio de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de agosto de 2017 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de agosto de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PRUEBA PERICIAL EN EL INCIDENTE DE CUMPLIMIENTO DE LAS 
SENTENCIAS DE AMPARO PRONUNCIADAS BAJO LA LEY DE 
LA MATERIA VIGENTE. PARA SU DESAHOGO NO ES APLICABLE 
SUPLETORIAMENTE EL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS 
CIVILES. El cumplimiento de las sentencias de amparo es una cuestión de 
orden público, por lo que en el desarrollo de esta etapa, el Juez debe regir el 
procedimiento y asegurarse de que el acatamiento del fallo constitucional 
sea de forma oficiosa, pronta y precisa. Por ello, como el procedimiento 
de desahogo de la prueba pericial previsto en los artículos 119 y 120 de la Ley de 
Amparo, está suficientemente reglamentado para lograr el cumplimiento en 
esos términos, no es aplicable supletoriamente el Código Federal de Proce­
dimientos Civiles, al ser incompatible con los principios que rigen la fase de 
acatamiento de las sentencias de amparo.

2a./J. 102/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 412/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Quinto y Primero, ambos en Materia Administrativa del Tercer Circuito, Tercero en 
Materia Administrativa del Sexto Circuito, y Quinto y Séptimo, ambos en Materia 
Administrativa del Primer Circuito. 7 de junio de 2017. Unanimidad de cuatro votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ausente: Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Roberto Ordóñez Escobar.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis III.1o.A.7 K (10a.), de título y subtítulo: "PRUEBA PERICIAL EN EL INCIDENTE IN­
NOMINADO TRAMITADO EN LA ETAPA DE EJECUCIÓN DE UNA SENTENCIA DE 



88 SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

AMPARO. EN SU DESAHOGO SON INAPLICABLES LAS REGLAS DEL CÓDIGO FE­
DERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES.", aprobada por el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Tercer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación del viernes 19 de febrero de 2016 a las 10:15 horas y en la Gaceta del Sema­
nario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 27, Tomo III, febrero de 2016, 
página 2116, y

Tesis VI.3o.A.9 K (10a.), de título y subtítulo: "INCIDENTE DE LIQUIDACIÓN DE SENTENCIA 
EN EL AMPARO. PARA EL DESAHOGO DE LA PRUEBA PERICIAL ES APLICABLE 
SUPLETORIAMENTE EL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES.", apro­
bada por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito y 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 23 de septiembre de 
2016 a las 10:32 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 34, Tomo IV, septiembre de 2016, página 2745, y

El sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer 
Circuito, al resolver la queja 270/2016.

Tesis de jurisprudencia 102/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada del doce de julio de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de octubre de 2017 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de octubre de 2017, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PEQUEÑOS CONTRIBUYENTES. PROCEDE POR EXCEPCIÓN EL 
ESTUDIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA DE LAS CUOTAS 
FIJAS O INTEGRADAS ESTABLECIDAS POR LOS ESTADOS PARA 
CALCULAR LOS IMPUESTOS SOBRE LA RENTA, EMPRESARIAL A 
TASA ÚNICA Y AL VALOR AGREGADO, VIGENTES HASTA DICIEM­
BRE DE 2013, DE LAS PERSONAS FÍSICAS INSCRITAS EN AQUEL 
RÉGIMEN. Los sistemas de cuotas fijas o integradas establecidos por los 
Estados para calcular los impuestos sobre la renta, empresarial a tasa única 
y al valor agregado, constituyen una posibilidad para determinar y enterar esas 
contribuciones dentro del régimen de pequeños contribuyentes, en aquellos 
casos en que se hayan firmado convenios de coordinación fiscal. Así, dichas cuo­
tas, como parte del régimen optativo de que se trata, comparten la caracterís­
tica de ser distintas al régimen establecido para la generalidad de los casos 
(regímenes general o intermedio); sin embargo, si bien se llevan a cabo por 
habilitación de las Leyes del Impuesto sobre la Renta, al Valor Agregado y 
Empresarial a Tasa Única, y en virtud de la firma de convenios de coordinación 
con la Federación, lo cierto es que por la libertad de configuración brindada a 
los Estados, las cuotas resultan indeterminadas hasta su emisión, pues además 
de ser dinámicas, son de carácter anual, lo que evidencia que la sujeción a 
éstas podría no depender indefectiblemente de la simple voluntad del contribu­
yente, la cual depositó en las condiciones o lineamientos generales que, desde 
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el plano de la legalidad, se encuentran delimitadas en las distintas leyes tribu­
tarias. En ese sentido, procede por excepción el estudio de proporcionalidad 
tributaria de las cuotas fijas o integradas establecidas por los Estados para 
calcular los impuestos sobre la renta, empresarial a tasa única y al valor agre­
gado, vigentes hasta diciembre de 2013, de las personas físicas inscritas en 
el régimen de pequeños contribuyentes.

2a./J. 103/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 452/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo del Segundo Circuito y Quinto del Tercer Circuito, ambos en Materia Admi­
nistrativa, y Segundo y Primero, ambos en Materias Administrativa y de Trabajo del 
Décimo Primer Circuito. 7 de junio de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Mi­
nistros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos; Javier Laynez Potisek y Margarita Beatriz Luna 
Ramos emitieron su voto en el sentido de que tratándose de un régimen de beneficio 
rige el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Federal. Ponente: Eduardo Medina 
Mora I.; en su ausencia hizo suyo el asunto José Fernando Franco González Salas. 
Secretario: Juan Jaime González Varas.

Tesis y criterios contendientes:

Tesis II.2o.A.1 A (10a.), de título y subtítulo: "REGLAS DE CARÁCTER GENERAL PARA EL 
CUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES FISCALES, EN MATERIA DEL IMPUESTO 
SOBRE LA RENTA, IMPUESTO AL VALOR AGREGADO E IMPUESTO EMPRESARIAL 
A TASA ÚNICA PARA LAS PERSONAS FÍSICAS QUE TRIBUTEN CONFORME AL RÉ­
GIMEN DE PEQUEÑOS CONTRIBUYENTES, DENTRO DEL TERRITORIO DEL ESTADO 
DE MÉXICO, VIGENTES PARA LOS EJERCICIOS FISCALES 2009 A 2013. AL ESTABLE­
CER PARA EL PAGO DE ESOS TRIBUTOS UNA CUOTA FIJA INTEGRADA DE $100.00 
Y UNA CUOTA FIJA ÚNICA DE $50.00, APLICABLES A QUIENES OBTENGAN UN IN­
GRESO MÍNIMO DE $0.00, VIOLAN EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBU­
TARIA.", aprobada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Segundo Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 22 
de mayo de 2015 a las 9:30 horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 18, Tomo III, mayo de 2015, página 2325, y

Tesis III.5o.A.25 A (10a.), de título y subtítulo: "PEQUEÑOS CONTRIBUYENTES. LAS TA­
BLAS DE CUOTAS FIJAS BIMESTRALES PREVISTAS EN LOS LINEAMIENTOS FISCA­
LES APLICABLES A LAS PERSONAS FÍSICAS INSCRITAS EN ESE RÉGIMEN EN EL 
ESTADO DE JALISCO EN LOS EJERCICIOS DE 2011 A 2013, AL INCLUIR A QUIENES 
NO OBTUVIERON INGRESOS, CONTRAVIENEN EL PRINCIPIO DE PROPORCIONA­
LIDAD TRIBUTARIA.", aprobada por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Admi­
nistrativa del Tercer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 11 de noviembre de 2016 a las 10:22 horas, y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 36, Tomo IV, noviembre de 2016, página 
2468, y
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El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo 
del Décimo Primer Circuito, al resolver el amparo directo 416/2015, y el diverso sus­
tentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del 
Décimo Primer Circuito, al resolver el amparo directo 438/2016.

Tesis de jurisprudencia 103/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del doce de julio de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 25 de agosto de 2017 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de agosto de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PENSIÓN DE VIUDEZ. PARA EL CÓMPUTO DE SUS INCREMENTOS 
DEBE TOMARSE COMO BASE LA LEY VIGENTE EN EL MOMENTO DE 
SU OTORGAMIENTO. En términos de los artículos 73 y 74 de la Ley del 
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado 
abrogada, la pensión de viudez se otorga con motivo del deceso del o la tra­
bajadora o persona pensionada. En este segundo caso, esto es, cuando existe 
una pensión que en vida disfrutó el o la cónyuge fallecida, la pensión que a su 
vez se otorga por viudez constituye un derecho diferente al que gozaba aquélla. 
Por tanto, al no existir causahabiencia y transmitirse el mismo derecho, sino 
actualizarse uno nuevo a favor del o la viuda tras la muerte del pensionado 
inicial, su otorgamiento, así como el cálculo de los incrementos respectivos, se 
rigen por la ley vigente al momento de reunirse los supuestos para su obtención.

2a./J. 104/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 90/2017. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Segundo Circuito y el Pleno en Materia Administrativa 
del Primer Circuito. 21 de junio de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secre­
taria: Alma Ruby Villarreal Reyes.

Tesis y/o criterio contendientes:

Tesis PC.I.A. J/58 A (10a.), de título y subtítulo: "PENSIÓN POR VIUDEZ OTORGADA POR 
EL ISSSTE. SUS INCREMENTOS DEBEN REALIZARSE CON BASE EN LA LEY VIGENTE 
A LA FECHA EN QUE FUE OTORGADA AL PENSIONADO (FALLECIDO), YA SEA POR 
JUBILACIÓN, RETIRO POR EDAD Y TIEMPO DE SERVICIOS, CESANTÍA EN EDAD 
AVANZADA O INVALIDEZ.", aprobada por el Pleno en Materia Administrativa del 
Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 27 
de noviembre de 2015 a las 11:15 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 24, Tomo III, noviembre de 2015, página 2272, y

El criterio sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Segundo Circuito, al resolver el amparo directo 621/2016.
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Tesis de jurisprudencia 104/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del doce de julio de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de agosto de 2017 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 21 de agosto de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

SALARIOS VENCIDOS. EL ARTÍCULO 48 DE LA LEY FEDERAL DEL 
TRABAJO NO ES APLICABLE SUPLETORIAMENTE A LA LEY LABO­
RAL DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS DEL ESTADO DE TLAXCALA 
Y SUS MUNICIPIOS (VIGENTE EN 2013). A la Ley Laboral de los Servi­
dores Públicos del Estado de Tlaxcala y sus Municipios (vigente en 2013) no 
le es aplicable supletoriamente el artículo 48 de la Ley Federal del Trabajo que 
acota el pago de salarios vencidos hasta por 12 meses, porque conforme a 
lo señalado por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
en la jurisprudencia 2a./J. 34/2013 (10a.) (*), para que opere la supletoriedad 
de leyes es necesario que: a) El ordenamiento legal a suplir establezca expre­
samente esa posibilidad, indicando la ley o normas que pueden aplicarse 
supletoriamente, o que un ordenamiento establezca que aplica, total o parcial­
mente, de manera supletoria a otros ordenamientos; b) La ley a suplir no 
contemple la institución o las cuestiones jurídicas que pretenden aplicarse 
supletoriamente o, aun estableciéndolas, no las desarrolle o las regule defi­
cientemente; c) Esa omisión o vacío legislativo haga necesaria la aplicación 
supletoria de normas para solucionar el problema jurídico planteado, sin que 
sea válido atender a cuestiones jurídicas que el legislador no tuvo intención 
de establecer en la ley a suplir; y, d) Las normas aplicables supletoriamente no 
contraríen el ordenamiento legal a suplir, sino que sean congruentes con sus 
principios y con las bases que rigen específicamente la institución de que se 
trate. Ahora bien, en el caso, sólo se cumple con el requisito del inciso a), 
en tanto que el artículo 8 de la ley laboral local mencionada prevé la posibilidad 
de acudir a la Ley Federal del Trabajo para los casos no previstos en aquélla; 
sin embargo, están insatisfechos los requisitos b) y c), pues el artículo 155 del 
propio ordenamiento local prevé el pago de salarios vencidos desde la fecha 
en que se dejaron de pagar, lo que no puede comprenderse como regulación 
deficiente ni hace necesaria la aplicación de una norma que la complemente, 
pues el numeral 123, apartado B, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos tampoco limita ese derecho, lo que evidencia que la volun­
tad del Constituyente de indemnizar integralmente a los trabajadores al servicio 

Nota: (*) La tesis de jurisprudencia 2a./J. 34/2013 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVIII, Tomo 2, marzo de 2013, página 
1065, con el rubro: "SUPLETORIEDAD DE LAS LEYES. REQUISITOS PARA QUE OPERE."
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del Estado subsiste en la ley especial, máxime si se toma en cuenta que fue 
hasta el 11 de enero de 2017 que se reformó dicho artículo 155, en el sentido 
de limitar el pago de salarios vencidos hasta por un periodo máximo de 12 
meses, lo que hace patente que con antelación a esa reforma, el legislador no 
tuvo como intención restringir ese periodo. Además, tampoco se satisface 
el requisito del inciso d), porque de acudir al artículo 48 de la Ley Federal del 
Trabajo, que acota el pago de salarios caídos hasta por 12 meses, se contraria­
ría el ordenamiento legal que se busca complementar.

2a./J. 105/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 41/2017. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado de 
Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región, con residencia en San Andrés 
Cholula, Puebla y el Tribunal Colegiado del Vigésimo Octavo Circuito. 3 de mayo de 
2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek 
y José Fernando Franco González Salas. Disidentes: Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Ron Snipeliski 
Nischli.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda 
Región, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla, al resolver el amparo directo 
1498/2015 (cuaderno auxiliar 57/2016), y el diverso sustentado por el Tribunal Cole­
giado del Vigésimo Octavo Circuito, al resolver el amparo directo 923/2014.

Tesis de jurisprudencia 105/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal en sesión privada del doce de julio de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de septiembre de 2017 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 4 de septiembre de 2017, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD RESARCITORIA. PARA 
DETERMINAR LA LEGISLACIÓN APLICABLE PARA SU TRÁMITE Y 
RESOLUCIÓN, DEBE ATENDERSE AL MOMENTO EN QUE INICIA LA 
ETAPA DE REVISIÓN Y FISCALIZACIÓN DE LA CUENTA PÚBLICA. 
La Ley de Fiscalización Superior de la Federación estuvo vigente hasta el 
29 de mayo de 2009, fecha en que fue abrogada por la Ley de Fiscalización y 
Rendición de Cuentas de la Federación, la cual entró en vigor el 30 de mayo 
siguiente, previendo que los asuntos que se encontraran en trámite o en pro­
ceso en la Auditoría Superior de la Federación tendrían que concluirse con­
forme a las disposiciones de aquélla. Ahora bien, la revisión y fiscalización de 
la cuenta pública y el procedimiento de responsabilidad resarcitoria persiguen 
finalidades distintas, pues en aquélla se investigan y detectan las irregularida­
des que permitan presumir la existencia de hechos o conductas que produzcan 
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daños o perjuicios, mientras que en éste se determina la responsabilidad; 
sin embargo, no pueden desvincularse como si se tratara de dos procedimientos 
autónomos, pues para que la Auditoría Superior de la Federación inicie el 
procedimiento de responsabilidad resarcitoria se requiere necesariamente 
que la revisión de la cuenta pública evidencie irregularidades que permi­
tan presumir la existencia de hechos o conductas que produzcan daños o 
perjuicios. Además, los efectos jurídicos de la revisión y fiscalización de la 
cuenta pública no concluyen con el dictamen técnico de observaciones 
en el que se advierta la existencia de irregularidades, sino que se producen 
hasta en tanto la Auditoría Superior de la Federación inicie el procedimiento 
de responsabilidad resarcitoria; por ello, debe entenderse que aún se encuen­
tra en trámite. Por tanto, la legislación aplicada por la Auditoría Superior de 
la Federación en la época en la que se practicaron la revisión y fiscalización 
de la cuenta pública es la aplicable para iniciar el procedimiento de responsa­
bilidad resarcitoria, pues las irregularidades evidenciadas por la revisión y 
fiscalización se efectuaron bajo su vigencia y continúan produciendo sus efec­
tos jurídicos hasta el inicio del procedimiento.

2a./J. 108/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 133/2017. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, 
Sinaloa, y el Pleno en Materia Administrativa del Primer Circuito. 5 de julio de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fer­
nando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Guadalupe Margarita 
Ortiz Blanco.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis PC.I.A. J/84 A (10a.), de título y subtítulo: "PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILI­
DAD RESARCITORIA. PARA DETERMINAR CUÁL ES LA LEGISLACIÓN APLICABLE 
PARA RESOLVERLO, DEBE ATENDERSE AL MOMENTO EN EL QUE SE INICIA LA 
ETAPA DE REVISIÓN Y FISCALIZACIÓN DE LA CUENTA PÚBLICA.", aprobada por 
el Pleno en Materia Administrativa del Primer Circuito y publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 9 de septiembre de 2016 a las 10:18 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 34, Tomo III, sep­
tiembre de 2016, página 1983, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quin­
ta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa, al resolver el amparo directo 125/2016 
(cuaderno auxiliar 401/2016).

Tesis de jurisprudencia 108/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del dos de agosto de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 25 de agosto de 2017 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de agosto de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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RECURSO DE RECLAMACIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 59 DE LA 
LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRA­
TIVO. EL MAGISTRADO INSTRUCTOR NO ESTÁ FACULTADO PARA 
DESECHARLO, A PESAR DE ADVERTIR UNA CAUSA NOTORIA Y 
MANIFIESTA DE IMPROCEDENCIA. De la interpretación del artículo 60 
de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, deriva que el 
Magistrado Instructor no tiene la facultad de desechar el recurso de reclama­
ción en caso de advertir una causa notoria y manifiesta de improcedencia, pues 
la expresión "sin más trámite" implica que no puede calificar la procedencia 
del medio de defensa y debe dar cuenta a la Sala para que resuelva.

2a./J. 109/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 36/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Pri­
mero del Vigésimo Quinto Circuito y Tercero del Octavo Circuito (actual Segundo 
Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Octavo Circuito). 24 de 
mayo de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora 
I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: 
Octavio Joel Flores Díaz.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis VIII.3o.86 A, de rubro: "RECURSO DE RECLAMACIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 
59 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. 
EL MAGISTRADO INSTRUCTOR CARECE DE FACULTADES PARA DESECHARLO POR 
IMPROCEDENTE CON BASE EN ASPECTOS RELATIVOS AL FONDO.", aprobada por el 
Tercer Tribunal Colegiado del Octavo Circuito y publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVIII, septiembre de 2008, página 1404, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Quinto Circuito, al resolver el 
amparo directo 1222/2016.

Tesis de jurisprudencia 109/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del dos de agosto de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2017 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de diciembre de 2017, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

INFRACCIONES ADMINISTRATIVAS A LAS NORMAS LABORALES. 
PARA FUNDAR LA RESOLUCIÓN SANCIONATORIA EMITIDA POR 
LAS DELEGACIONES FEDERALES DEL TRABAJO Y SUS DIRECTORES 
Y SUBDIRECTORES JURÍDICOS, BASTA CITAR LOS ARTÍCULOS 
1008 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO Y 33, FRACCIÓN II, DEL 
REGLAMENTO INTERIOR DE LA SECRETARÍA DEL TRABAJO Y 
PREVISIÓN SOCIAL, VIGENTE HASTA EL 30 DE JULIO DE 2014. De la 
interpretación sistemática y armónica de los artículos 524 y 1008 de la Ley 
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Federal del Trabajo, 17 y 18 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Fede­
ral, así como 5, fracción I y 33, fracción II, del Reglamento Interior de la Secreta­
ría del Trabajo y Previsión Social, vigente hasta el 30 de julio de 2014, se 
obtiene que el Secretario del Trabajo y Previsión Social puede delegar la facul­
tad de imponer sanciones por el incumplimiento de la normativa administra­
tiva en materia del trabajo ya sea a través de acuerdos delegatorios, los cuales 
deben publicarse en el Diario Oficial de la Federación, o bien, mediante el ejer­
cicio de la facultad reglamentaria, a través de la cual el titular del Poder Ejecu­
tivo Federal emite un reglamento de carácter orgánico en el cual crea autoridades 
y las dota de atribuciones específicas. Así, los delegados federales del trabajo 
en las entidades federativas y los directores y subdirectores jurídicos adscri­
tos a esas delegaciones cuentan con la facultad expresa de imponer sanciones 
por infracciones a las disposiciones administrativas en materia del trabajo, ya 
que a través del artículo 33, fracción II, del reglamento indicado, les fue trans­
ferida esa potestad y, por tanto, para estimar debidamente fundada la resolu­
ción respectiva, basta citar el artículo 1008 de la Ley Federal del Trabajo, que 
contiene la facultad originaria del Secretario del Trabajo y Previsión Social 
para imponer sanciones a las infracciones previstas en el Título Dieciséis de 
esa norma, así como el 33, fracción II, referido, que comprende la facultad 
transmitida mediante un reglamento orgánico, pues de esa forma existe cer­
teza jurídica de que esas autoridades cuentan con atribuciones para sancio­
nar dichas infracciones.

2a./J. 113/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 116/2017. Entre las sustentadas por el Séptimo Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región, con residencia en Guadala­
jara, Jalisco y el Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Décimo 
Tercer Circuito. 28 de junio de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó contra consideraciones Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza 
Arreygue.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Séptimo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la 
Tercera Región, con residencia en Guadalajara, Jalisco, al resolver el amparo directo 
10/2016 (cuaderno auxiliar 191/2016), y el diverso sustentado por el Tribunal Cole­
giado en Materias Civil y Administrativa del Décimo Tercer Circuito, al resolver el 
amparo directo 9/2014.

Tesis de jurisprudencia 113/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del dos de agosto de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de agosto de 2017 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 21 de agosto de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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ACCIÓN DE RESTITUCIÓN DE TIERRAS EN MATERIA AGRARIA. 
EFECTOS DE LA SENTENCIA EN LA QUE SE DETERMINA SU PROCE­
DENCIA, PERO SE ACREDITA QUE ES MATERIAL Y JURÍDICAMENTE 
IMPOSIBLE CUMPLIRLA POR CAUSA DE UTILIDAD PÚBLICA. Cuando 
en un juicio agrario se declara procedente la acción de restitución de tierras 
pero se acredita la imposibilidad material y jurídica para ejecutar tal determi­
nación (por existir una obra de utilidad pública construida en el predio res­
pectivo) y se ordena como cumplimiento sustituto el pago de la indemnización 
por el valor de las tierras controvertidas, el Tribunal Agrario debe ordenar que 
una vez satisfecho el pago de la indemnización, se desincorpore del régimen 
ejidal la superficie de que se trata y se hagan las consecuentes inscripciones 
en el Registro Agrario Nacional, en el Registro de la Propiedad estatal y en el 
Registro de la Propiedad que corresponda sin que exista necesidad de que se 
lleve a cabo el procedimiento de expropiación. Ello, porque al estar definidos 
los derechos de las partes a través de una sentencia firme, que constituye 
cosa juzgada, emitida por un tribunal especializado dotado de autonomía 
y plena jurisdicción, a ningún fin práctico conduciría ordenar el trámite del 
procedimiento expropiatorio, con todo lo que implica, ya que al ser un acto 
de autoridad susceptible de impugnación, podría dar lugar a retrasar injustifi­
cadamente la ejecución de la sentencia, cuando la situación patrimonial de 
las partes ya está jurídicamente determinada.

2a./J. 114/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 253/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Primero en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito y Primero 
en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 5 de julio de 2017. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretaria: Irma Gómez Rodríguez.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis XI.1o.A.T.72 A (10a.), de título y subtítulo: "INDEMNIZACIÓN A UN NÚCLEO DE 
POBLACIÓN EJIDAL POR LA AFECTACIÓN DE UNA PARTE DE SU SUPERFICIE PARA 
UNA OBRA DE UTILIDAD PÚBLICA. TIENE COMO CONSECUENCIA QUE, UNA VEZ 
ACREDITADO EL PAGO CORRESPONDIENTE, SE DESINCORPOREN LAS TIERRAS 
DEL RÉGIMEN AGRARIO Y SE INCORPOREN AL DE DOMINIO PÚBLICO DEL GO­
BIERNO QUE LA CUBRIÓ.", aprobada por el Primer Tribunal Colegiado en Materias 
Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito, y publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 8 de abril de 2016 a las 10:08 horas, y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 29, Tomo III, abril de 
2016, página 2303, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer 
Circuito, al resolver el amparo directo 129/2014.
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Tesis de jurisprudencia 114/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del nueve de agosto de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de septiembre de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de septiembre de 2017, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

SUSPENSIÓN PROVISIONAL. ES IMPROCEDENTE CONCEDERLA 
EN EL JUICIO DE AMPARO PROMOVIDO CONTRA EL ANEXO 24 DE 
LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 2017 Y EL ANEXO 24 
DE LA CUARTA RESOLUCIÓN DE MODIFICACIONES A LA RESOLU­
CIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 2016. Es improcedente conceder la 
suspensión provisional en el juicio de amparo promovido contra los anexos 
referidos, por no satisfacerse el requisito previsto en el artículo 128, fracción II, 
de la Ley de Amparo, pues de otorgarse, se causaría perjuicio al interés social 
y se contravendrían disposiciones de orden público, ya que se permitiría al con­
tribuyente incumplir con la obligación de enviar mensualmente su informa­
ción contable a través del buzón tributario, lo que afectaría la implementación 
por parte del Estado de los mecanismos electrónicos de comunicación, almace­
namiento de información y fiscalización que permiten, por una parte, facilitar 
a los contribuyentes cumplir sus obligaciones fiscales y, por otra, que los pro­
cesos de recaudación y fiscalización sean más ágiles y eficientes, con el objeto 
de lograr una mayor recaudación para satisfacer las necesidades colectivas. 
Máxime que dichos anexos no incurren en el vicio de inconstitucionalidad 
detectado en el diverso Anexo 24 de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2015.

2a./J. 115/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 121/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo en Materia Administrativa del Tercer Circuito, Primero y Décimo Séptimo, 
ambos en Materia Administrativa del Primer Circuito. 12 de julio de 2017. Mayoría de 
tres votos de los Ministros Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas 
y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Disidente: Alberto 
Pérez Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Maura 
Angélica Sanabria Martínez.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer 
Circuito, al resolver la queja 113/2017, el sustentado por el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver la queja 19/2017, y el diverso 
sustentado por el Décimo Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito, al resolver la queja 20/2017.

Tesis de jurisprudencia 115/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del nueve de agosto de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de septiembre de 2017 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 2 de octubre de 2017, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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DEMANDA LABORAL. CUANDO EL TRABAJADOR AFIRME EN ÉSTA 
QUE FUE OBJETO DE UN DESPIDO INJUSTIFICADO, UBICÁNDOLO 
EN UNA FECHA DETERMINADA, Y ADEMÁS RECLAME EL PAGO 
DE SALARIOS QUE COMPRENDEN UN PERIODO POSTERIOR AL 
MOMENTO EN QUE SITÚA DICHO DESPIDO, LA JUNTA DEBE PRE­
VENIRLO PARA QUE LA ACLARE O LA CORRIJA, PUES DE LO CON­
TRARIO SE ACTUALIZA UNA VIOLACIÓN PROCESAL QUE AMERITA 
LA REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO. Del criterio sustentado por la 
Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver la con­
tradicción de tesis que dio origen a la jurisprudencia 2a./J. 134/99 (*) se advierte 
que al interpretar y fijar el alcance de los supuestos jurídicos a que se con­
traen los artículos 685, párrafo segundo, 873 y 878, fracción II, de la Ley Federal 
del Trabajo, estableció la diferencia entre la institución de la suplencia de la 
queja deficiente y el principio tutelar que rige para la clase trabajadora y, sobre 
esta base, que las autoridades del trabajo están obligadas, por una parte, a 
subsanar de oficio las deficiencias en que incurra el trabajador en su escrito 
de demanda, en relación con las pretensiones que reclama y las que deriven de 
la acción intentada y, por otra parte, a señalar a los promoventes los defectos 
u omisiones del escrito inicial, previniéndolos para que los subsanen dentro del 
plazo de 3 días, e incluso que si no lo hicieran o lo hicieran en forma defec­
tuosa, tendrán una nueva oportunidad en la fase de demanda y excepciones. 
Por tanto, cuando el trabajador al accionar reclama la indemnización constitu­
cional sobre la base de que fue objeto de un despido injustificado, el cual ubica 
en una fecha y lugar determinados pero, además, demanda el pago de salarios 
que comprenden un periodo posterior a la fecha en que sitúa el despido, de 
acuerdo con las bases sentadas, se está frente a una notoria y severa irregu­
laridad u oscuridad en la demanda que, en términos de los artículos 873 y 
878, fracción II, de la Ley Federal del Trabajo, da lugar a que las Juntas labora­
les lo prevengan para que aclare dicha circunstancia ya que, de no hacerlo, se 
estaría actualizando una violación de carácter procesal que ameritaría la repo­
sición del procedimiento.

2a./J. 116/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 16/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Ter­
cero en Materia de Trabajo del Tercer Circuito y Décimo Tercero en Materia de Trabajo 
del Primer Circuito. 12 de julio de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 

Nota: (*) La tesis de jurisprudencia 2a./J. 134/99 citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo X, diciembre de 1999, página 189, con 
el rubro: "DEMANDA LABORAL. LA OMISIÓN DE REQUERIR AL TRABAJADOR PARA QUE LA 
ACLARE O CORRIJA CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN PROCESAL QUE, AMERITA LA REPOSICIÓN 
DEL PROCEDIMIENTO EN EL SUPUESTO DE QUE AFECTE LAS PRETENSIONES DEL ACTOR Y 
TRASCIENDA AL RESULTADO DEL FALLO."
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Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y 
Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretario: Rafael Quero Mijangos.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis I.13o.T.301 L, de rubro: "DEMANDA LABORAL. ES IMPROCEDENTE MANDARLA 
ACLARAR CUANDO EL TRABAJADOR FIJA EL DESPIDO EN UNA FECHA Y SIMUL­
TÁNEAMENTE RECLAMA EL PAGO DE SALARIOS DEVENGADOS POR UN PERIODO 
EN EL QUE SE INCLUYE EL DÍA DE AQUÉL, TODA VEZ QUE ESAS ACCIONES NO SON 
CONTRADICTORIAS, AL DERIVAR DE HECHOS Y CIRCUNSTANCIAS AUTÓNOMAS 
Y DIVERSAS.", aprobada por el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Tra­
bajo del Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, mayo de 2011, página 1103, y

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, 
al resolver el amparo directo 580/2016.

Tesis de jurisprudencia 116/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del nueve de agosto de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de septiembre de 2017 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 2 de octubre de 2017, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

OFRECIMIENTO DE TRABAJO. ES DE MALA FE EL PROPUESTO 
CON UN SALARIO SUPERIOR AL ADUCIDO POR EL TRABAJADOR 
CUANDO EL PATRÓN CONTROVIERTE SU MONTO Y ADEMÁS NO 
LO PRUEBA. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
en la jurisprudencia 2a./J. 1/2005 (*), estableció que para calificar de buena o 
mala fe la proposición para continuar la relación laboral deben tomarse en 
consideración sus condiciones fundamentales, como son el puesto, el salario 
y la jornada u horario de labores, y que será de buena fe cuando se advierta la 
clara intención de ello, al no afectar los derechos del trabajador y ofrecerse 
en los mismos o mejores términos de los ya pactados, los cuales pueden 
señalarse expresamente o deducirse del contenido del escrito de demanda o 
de su contestación, en la inteligencia de que dicho ofrecimiento no puede 
calificarse por sí solo de mala fe cuando no se hace referencia a condiciones 
de trabajo no controvertidas. Consecuentemente, cuando la demandada al 
negar el despido controvierte expresamente el monto del salario aducido por 

Nota: (*) La tesis de jurisprudencia 2a./J. 1/2005 citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXI, enero de 2005, página 563, con 
el rubro: "OFRECIMIENTO DE TRABAJO. ES DE BUENA FE EL PROPUESTO EN LOS MISMOS 
TÉRMINOS EN QUE SE VENÍA DESARROLLANDO, AUNQUE NO SE PRECISEN LAS CONDICIO­
NES DE LA RELACIÓN LABORAL NO CONTROVERTIDAS."
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el trabajador y además no lo prueba, como lo ordena el artículo 784, frac­
ción XII, de la Ley Federal del Trabajo, que dispone que al patrón le corresponde 
demostrar el monto del salario, su oferta del trabajo, a pesar de proponerse con 
un mayor sueldo, debe calificarse de mala fe, pues si bien nada le impide 
incrementar las remuneraciones con el ofrecimiento, al refutar simultánea­
mente su cuantía, esa conducta procesal revela su sola intención de revertir 
la carga probatoria, toda vez que resulta incongruente que ofrezca el trabajo 
en mejores términos salariales y, en cambio, controvierta la suma del estipen­
dio del trabajador sin demostrarlo, ya que resulta ilógico que lo que por un lado 
niega, por el otro no sólo lo acepta llanamente, sino que incluso lo optimiza.

2a./J. 117/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 128/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados en 
Materias Penal y de Trabajo del Octavo Circuito y Décimo Tercero en Materia de Tra­
bajo del Primer Circuito. 12 de julio de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek y José Fernando Franco González Salas. 
Disidente: Eduardo Medina Mora I. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos; en su 
ausencia hizo suyo el asunto Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Teresa Sánchez 
Medellín.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis I.13o.T.20 L (10a.), de rubro: "OFRECIMIENTO DE TRABAJO. ES DE MALA FE SI EL 
PATRÓN CONTROVIERTE EL SALARIO SEÑALADO POR EL TRABAJADOR Y NO 
LO ACREDITA, AUN CUANDO OFREZCA EL EMPLEO CON UN SALARIO SUPERIOR 
AL ADUCIDO POR ÉSTE, PUES TAL CONDUCTA DENOTA LA INTENCIÓN DE REVER­
TIR LA CARGA DE LA PRUEBA Y NO DE QUE LA RELACIÓN CONTINÚE.", aprobada 
por el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito y 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 
VI, Tomo 2, marzo de 2012, página 1286, y 

El sustentado por el Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Octavo Circuito, 
al resolver el amparo directo 459/2016.

Tesis de jurisprudencia 117/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del nueve de agosto del dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de septiembre de 2017 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 4 de septiembre de 2017, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

DEVOLUCIÓN DE CONTRIBUCIONES. CONFORME AL ARTÍCULO 
22, PÁRRAFO SEXTO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, SI 
LA AUTORIDAD FISCAL NO REQUIERE AL CONTRIBUYENTE EN EL 
PLAZO DE 20 DÍAS SIGUIENTES A LA PRESENTACIÓN DE LA SOLI­
CITUD RELATIVA, PRECLUYE SU FACULTAD PARA HACERLO. El diseño 
normativo del precepto referido implica que cuando la autoridad fiscal ejerce 
su facultad de requerir al contribuyente datos, informes o documentos para 
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verificar la procedencia de la solicitud de devolución, ese proceder debe aco­
tarse conforme a los artículos 16 y 17 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, ya que el contribuyente debe tener plena certeza de que, 
por una parte, la autoridad tiene un plazo de 20 días para requerirlo y, por otra, 
que en caso de no hacerlo, precluye su facultad. Ello, porque el legislador no 
sólo fijó un lapso temporal al efecto, sino también facultó a la autoridad fiscal 
para que apercibiera al contribuyente que, de no cumplir con lo solicitado, se 
le tendría por desistido de su solicitud de devolución, siendo esta consecuen­
cia en el incumplimiento al requerimiento formulado fuera del plazo indicado, 
lo que obliga a acotar la actuación de la autoridad fiscal, posibilitando que el 
contribuyente tenga pleno conocimiento sobre el cumplimiento de los plazos 
previstos en la ley por parte de la autoridad fiscal, pues dicho apercibimiento 
constituye un típico acto de autoridad, por su unilateralidad, obligatoriedad 
y coercitividad. Así, el hecho de que la mencionada porción normativa no con­
tenga expresamente alguna consecuencia por el incumplimiento de realizar 
el requerimiento en el plazo aludido, no implica que se trate de una norma 
jurídica imperfecta que carezca de sanción, por el contrario, dicho proceder 
configura la causa de nulidad establecida en el artículo 51, fracción II, de la 
Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, al omitir la forma­
lidad consistente en que la autoridad fiscal no ejerció su facultad en el plazo 
señalado, por lo que la consecuencia es que, conforme al artículo 52, fracción 
IV, de la ley citada, el efecto de la nulidad de la resolución por la que se hizo 
efectivo el mencionado apercibimiento es que la autoridad fiscal deje sin efec­
tos su determinación y con los elementos con que cuente proceda con plenitud 
de facultades a pronunciarse respecto de la solicitud de devolución relativa.

2a./J. 119/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 59/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo en Materia Administrativa del Segundo Circuito, Primero de Circuito del Cen­
tro Auxiliar de la Novena Región, con residencia en Zacatecas, Zacatecas, Primero y 
Segundo del Trigésimo Circuito y Décimo Primero en Materia Administrativa del Pri­
mer Circuito. 12 de julio de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo 
Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo 
Circuito, al resolver el amparo directo 153/2016, el sustentado por el Primer Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Novena Región, con residencia en 
Zacatecas, Zacatecas, al resolver los amparos directos 857/2016 (cuaderno auxiliar 
849/2016) y 172/2016 (cuaderno auxiliar 291/2016), el sustentado por el Primer Tribu­
nal Colegiado del Trigésimo Circuito, al resolver el amparo directo 1152/2015, el sus­
tentado por el Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
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Primer Circuito, al resolver el amparo directo 187/2016, y el diverso sustentado por 
el Segundo Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, al resolver el amparo directo 
898/2015.

Tesis de jurisprudencia 119/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del nueve de agosto de dos mil diecisiete.

Nota: De la sentencia que recayó al amparo directo 172/2016 (cuaderno auxiliar 
291/2016), resuelto por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de 
la Novena Región, con residencia en Zacatecas, Zacatecas, derivó la tesis aislada 
(IX Región)1o.15 A (10a.), de título y subtítulo: "DEVOLUCIÓN DE SALDOS A FAVOR. 
LA FACULTAD DE LA AUTORIDAD HACENDARIA PARA REQUERIR AL CONTRIBU­
YENTE INFORMACIÓN ADICIONAL, A EFECTO DE RESOLVER LA SOLICITUD RELA­
TIVA, PRECLUYE SI NO SE HACE DENTRO DE LOS PLAZOS PREVISTOS EN EL 
ARTÍCULO 22, SEXTO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN (INAPLI­
CABILIDAD DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 73/2010).", publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 23 de septiembre de 2016 a las 10:32 horas y en 
la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 34, Tomo IV, 
septiembre de 2016, página 2662.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de septiembre de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de septiembre de 2017, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

VISTA A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 64 DE LA LEY DE AMPARO. 
ES INAPLICABLE PARA EL RECURRENTE TRATÁNDOSE DEL RE­
CURSO DE QUEJA PREVISTO EN EL DIVERSO 97, FRACCIÓN I, 
INCISO E), DE LA LEY DE LA MATERIA. La finalidad del segundo párrafo 
del artículo 64 de la Ley de Amparo es dar oportunidad al quejoso de formular 
argumentos relativos a la no actualización de una causa de improcedencia 
advertida de oficio por el órgano jurisdiccional; esto porque una causa de 
improcedencia implica la extinción de la posibilidad de analizar el acto recla­
mado. La obligación de dar vista previa está siempre referida a la improcedencia 
del juicio, y no así de los recursos previstos en la Ley de Amparo; por ello, no 
es procedente el otorgamiento de la vista con la actualización de la notoria 
improcedencia del recurso de queja, pues se trata de una hipótesis no prevista 
en dicho ordenamiento legal. El trámite, plazos, así como los casos en que 
este medio de defensa procede están claramente establecidos en la Ley de 
Amparo, lo que hace de la queja un recurso asequible; así que si una de las 
partes en el juicio interpone un recurso de queja notoriamente improcedente, 
no es necesario darle vista previa a su desechamiento. Sin que ello implique 
vulnerar el derecho de audiencia o de acceso a la justicia reconocidos en 
los artículos 14 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
pues el ejercicio de éstos se encuentra sujeto al cumplimiento de determina­
dos requisitos, presupuestos y cargas procesales que no deben soslayarse en 
detrimento de la correcta y eficiente administración de justicia, como lo es la 
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carga procesal dispuesta de manera accesible al gobernado, de presentar 
el recurso efectivo.

2a./J. 120/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 114/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo en Materia de Trabajo y Segundo en Materia Civil, ambos del Séptimo Cir­
cuito. 12 de julio de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina 
Mora I.; votó con salvedad José Fernando Franco González Salas. Ausente y Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos; en su ausencia hizo suyo el asunto Alberto Pérez 
Dayán. Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, al 
resolver la queja 169/2016 y el sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Mate­
ria de Trabajo del Séptimo Circuito, al resolver la queja 227/2016.

Tesis de jurisprudencia 120/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del nueve de agosto de dos mil diecisiete.

Nota: De la sentencia que recayó a la queja 169/2016, resuelta por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, derivó la tesis aislada VII.2o.C.39 K 
(10a.), de título y subtítulo: "VISTA CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 64, SEGUNDO 
PÁRRAFO, DE LA LEY DE AMPARO. EN ARAS DE VELAR POR EL DERECHO DE 
AUDIENCIA Y ATENTO AL SISTEMA PROTECCIONISTA AMPLIADO DE LA LEY DE LA 
MATERIA, DICHA DISPOSICIÓN ES APLICABLE PARA EL CASO DE LA IMPROCE­
DENCIA DEL RECURSO DE QUEJA.", publicada en el Semanario Judicial de la Federa­
ción del viernes 20 de enero de 2017 a las 10:21 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 38, Tomo IV, enero de 2017, página 2823.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de septiembre de 2017 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 4 de septiembre de 2017, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RECURSO DE QUEJA. PROCEDE CONTRA EL ACUERDO DEL JUEZ 
DE DISTRITO EN QUE OMITE PRONUNCIARSE RESPECTO DE LAS 
MEDIDAS A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 158 DE LA LEY DE AM­
PARO, O SEÑALA QUE SON IMPROCEDENTES. En términos del Título 
Tercero, intitulado "Cumplimiento y ejecución", Capítulo V, denominado "Inci­
dente por exceso o defecto en el cumplimiento de la suspensión", de la Ley de 
Amparo, mediante dicha institución se persigue que si como resultado del inci­
dente aludido se demuestra que la autoridad responsable no ha cumplido con 
la suspensión, o que lo ha hecho de manera excesiva o defectuosa, el órgano 
judicial debe requerirla para que subsane esas deficiencias, apercibiéndola 
que de no hacerlo será denunciada al Ministerio Público de la Federación 
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por el delito que, según el caso, establecen las fracciones III y IV del artículo 
262 de la legislación indicada, es decir, lo que se busca es la responsabilidad 
penal de la autoridad denunciada por su desacato. Lo anterior consiste en un 
procedimiento diverso al contenido en el artículo 158 de la Ley de Amparo, 
el cual faculta al juzgador para, en caso de incumplimiento, y cuando la natu­
raleza del acto lo permita, hacer cumplir la resolución suspensional o tomar 
las medidas para su cumplimiento. Ahora bien, ante la solicitud de la quejosa 
de que se implementen las medidas a que se refiere el artículo 158 mencio­
nado, si el Juez de Distrito al dictar el acuerdo respectivo es omiso en pronun­
ciarse al respecto o señala que son improcedentes, en su contra procede el 
recurso de queja previsto en el artículo 97, fracción I, inciso e), de la ley citada, 
lo que se justifica en tanto que a través de dicho recurso el Tribunal Cole­
giado de Circuito que lo resuelva podrá analizar con detenimiento si en el caso 
concreto la determinación del Juez de Distrito efectivamente no es reparable 
en sentencia definitiva, para lo cual habrá de valorar las peculiaridades de las 
situaciones que sean de su conocimiento, lo cual responde a un estudio de 
fondo y no a un análisis preliminar de procedencia.

2a./J. 121/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 415/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Noveno en Materia Administrativa y Tercero en Materia Civil, ambos del Primer Cir­
cuito. 2 de agosto de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos 
y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Eduardo 
Romero Tagle.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resol­
ver la queja 11/2014, y el diverso sustentado por el Noveno Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver la queja 86/2016.

Tesis de jurisprudencia 121/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de dieciséis de agosto de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de septiembre de 2017 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 4 de septiembre de 2017, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

REVISIÓN FISCAL. LA SECRETARÍA DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚ­
BLICO ESTÁ LEGITIMADA PARA INTERPONER DICHO RECURSO 
EN LOS DIVERSOS SUPUESTOS DEL ARTÍCULO 63, PÁRRAFO PRI­
MERO, Y DE LAS FRACCIONES I A III, DE LA LEY FEDERAL DE 
PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. El párrafo pri­
mero del precepto citado, establece un supuesto genérico de procedencia del 
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recurso de revisión fiscal que atiende a la posibilidad de impugnar las resolu­
ciones o sentencias definitivas dictadas por el Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, sin dar facultades exclusivas a determinada autoridad para 
interponerlo, por lo que cualquiera de las que fueron parte en el juicio conten­
cioso puede hacerlo valer, incluso la Secretaría de Hacienda y Crédito Público; 
mientras que las fracciones I a III del artículo 63 invocado, prevén supuestos 
específicos para que la Secretaría indicada, como uno de los sujetos legiti­
mados, pueda hacerlo valer, de manera que dicho supuesto es complemen­
tario y no excluyente de la hipótesis genérica del párrafo primero, en tanto que 
en éste no se limita la legitimación procesal para la autoridad que puede inter­
poner el recurso, sino que de manera genérica, se menciona que puede hacerlo 
la "autoridad", a través de la unidad administrativa encargada de su defensa 
jurídica y, asimismo, se alude al "recurrente", lo que permite inferir que es 
cualquier autoridad que sea parte en el juicio contencioso administrativo, 
en su calidad de demandante o demandada, con inclusión de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, pues dado su carácter de parte dentro del juicio, 
está legitimada para interponer el recurso de revisión, cuando el asunto actua­
lice alguno de los supuestos de las fracciones referidas y también puede 
hacerlo, en el caso de la fracción III, cuando se trate de la interpretación 
de leyes o reglamentos en forma tácita o expresa [inciso a)]; la determina­
ción del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones [inciso b)]; 
la competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución 
impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las 
facultades de comprobación [inciso c)]; violaciones procesales durante el 
juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo 
[inciso d)]; violaciones cometidas en las propias resoluciones o senten­
cias [inciso e)]; y las que afecten el interés fiscal de la Federación [inciso f)].

2a./J. 122/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 127/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Quinto en Materia Administrativa del Tercer Circuito y Quinto de Circuito del Centro 
Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en La Paz, Baja California Sur. 2 de agosto 
de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis XXVI.5o.(V Región) J/2 (10a.), de título y subtítulo: "REVISIÓN FISCAL. EL SECRETA­
RIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO CARECE DE LEGITIMACIÓN PARA INTER­
PONER DICHO RECURSO, SI NO EMITIÓ LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA EN EL 
JUICIO DE NULIDAD.", aprobada por el Quinto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro 
Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en La Paz, Baja California Sur, y publicada 
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en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 31 de enero de 2014 a las 10:05 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 2, 
Tomo IV, enero de 2014, página 2850, y

El sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer 
Circuito, al resolver la revisión fiscal 198/2016.

Tesis de jurisprudencia 122/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del dieciséis de agosto de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de septiembre de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de septiembre de 2017, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

TRANSMISIÓN DE DERECHOS AGRARIOS. EL ARTÍCULO 18 DE LA 
LEY AGRARIA, AL NO INCLUIR A LOS HERMANOS DEL EJIDATARIO 
DENTRO DEL ORDEN DE PREFERENCIA RELATIVO, NO VUL­
NERA EL DERECHO HUMANO A LA NO DISCRIMINACIÓN. El precepto 
citado, al no incluir a los hermanos del ejidatario dentro del orden de prefe­
rencia de la transmisión de los derechos agrarios, cuando no haya hecho la 
designación de sucesores o cuando ninguno de los señalados en la lista de 
herederos pueda heredar por imposibilidad material o legal, no viola el derecho 
humano a la no discriminación reconocido por el párrafo último del artículo 
1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que, al 
respecto, no hace una distinción motivada por origen étnico o nacional, género, 
edad, discapacidades, condición social, condiciones de salud, religión, opi­
niones, preferencias sexuales, estado civil o cualquier otra que atente contra 
la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y las 
libertades de las personas. En todo caso, la diferencia sobre las personas con 
derecho a suceder –respecto de la legislación civil que sí contempla a los 
parientes colaterales– atiende a la naturaleza de los bienes que conforman el 
haber hereditario, pues tratándose del régimen agrario regido por principios 
como el de indivisibilidad y la regla para el destino de las parcelas, se protegen 
intereses de naturaleza colectiva; de forma que el legislador, al crear la norma 
agraria buscó, en primer lugar, proteger a la familia nuclear formada por el 
titular de los derechos agrarios y de los parientes en primer grado en línea 
recta, de quienes en su caso sí puede presumirse con mayor certeza que 
forman parte de la comunidad ejidal.

2a./J. 125/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 91/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Pri­
mero en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito y Primero en 
Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito. 2 de agosto de 2017. Cinco votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco.
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Tesis y/o criterio contendientes:

Tesis XI.1o.A.T.10 A (10a.), de título y subtítulo: "SUCESIÓN LEGÍTIMA EN MATERIA AGRA­
RIA. LA LIMITACIÓN CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 18 DE LA LEY AGRARIA CONSIS­
TENTE EN QUE LOS PARIENTES COLATERALES EN PRIMER GRADO DEL AUTOR DE 
LA SUCESIÓN NO HEREDEN POR DICHA VÍA, CONTRAVIENE EL PRINCIPIO DE NO 
DISCRIMINACIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 1o. DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.", 
aprobada por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo 
del Décimo Primer Circuito, y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Décima Época, Libro XIX, Tomo 3, abril de 2013, página 2290, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo 
Sexto Circuito, al resolver el amparo directo 679/2016.

Tesis de jurisprudencia 125/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintitrés de agosto de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de septiembre de 2017 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 2 de octubre de 2017, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

AVISO DE RESCISIÓN DE LA RELACIÓN LABORAL. DEBE EXPRE­
SAR LAS CAUSAS DE GRAVEDAD O DE IMPOSIBILIDAD DE CONTI­
NUAR CON ESA RELACIÓN, TRATÁNDOSE DE TRABAJADORES 
QUE ALCANZARON UNA ANTIGÜEDAD DE MÁS DE 20 AÑOS AL 
SERVICIO DEL PATRÓN. Conforme al artículo 161 de la Ley Federal del 
Trabajo, las relaciones laborales de más de 20 años sólo pueden rescindirse 
por alguna de las causas señaladas en el artículo 47 de la propia ley, siempre 
que ésta sea particularmente grave o que haga imposible su continuación. 
En este caso, el aviso de rescisión no sólo debe contener la fecha y causa o 
causas que la motivan, sino que ha de precisar, además, las razones por las 
que se considera que la falta cometida es particularmente grave o que hace 
imposible la continuación de la relación de trabajo, a fin de que el trabajador 
tenga conocimiento de ellas y pueda preparar su defensa, no sólo respecto de 
la existencia de la causa, sino de esas consideraciones que la califican como 
particularmente grave.

2a./J. 126/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 165/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito y Segundo del Décimo Noveno 
Circuito, actual Segundo en Materias Administrativa y Civil del Décimo Noveno Cir­
cuito. 9 de agosto de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Disidentes: Alberto Pérez Dayán y Javier Laynez Potisek. Ponente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco.
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Tesis y criterio contendientes:

Tesis XIX.2o.23 L, de rubro: "AVISO DE RESCISIÓN TRATÁNDOSE DE TRABAJADORES 
QUE ALCANZARON UNA ANTIGÜEDAD DE VEINTE AÑOS O MÁS AL SERVICIO DEL 
PATRÓN.", aprobada por el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Noveno Circuito 
y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo VI, agosto de 1997, página 676, y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Cir­
cuito, al resolver el amparo directo 1024/2016.

Tesis de jurisprudencia 126/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del veintitrés de agosto de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de septiembre de 2017 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 2 de octubre de 2017, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PENSIÓN POR CESANTÍA EN EDAD AVANZADA Y VEJEZ. LA EXPRE­
SIÓN "CON PENSIÓN IGUAL O MAYOR A UN SALARIO MÍNIMO 
GENERAL VIGENTE EN EL DISTRITO FEDERAL", CONTENIDA EN 
EL INCISO B) DEL ARTÍCULO DÉCIMO CUARTO TRANSITORIO DEL 
DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIO­
NES DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL, REFORMADO POR EL DIVER­
SO PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 5 DE 
ENERO DE 2004, NO ESTABLECE UN LÍMITE MÁXIMO PARA TENER 
DERECHO AL INCREMENTO CORRESPONDIENTE. El artículo citado 
establece que para los pensionados de 60 años o más, con pensión igual o 
mayor a un salario mínimo general vigente en el Distrito Federal, el monto de su 
pensión será el resultado de multiplicar la pensión que reciban al 31 de diciem­
bre de 2003, o la que se determine si se pensionan después de esa fecha, por 
el factor de 1.11. Ahora bien, no es posible sostener que dicho factor sólo se 
aplica a pensiones con un monto igual o inferior a cierto monto de la pensión, 
pues de la interpretación gramatical y sistemática del precepto referido, así 
como de la propia intención del legislador, no se advierte algún elemento que 
autorice esa conclusión, máxime que al implicar una exclusión o limitante de 
una prerrogativa en materia de seguridad social, debe estar prevista expresa­
mente en la ley.

2a./J. 127/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 78/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Cuarto del Cuarto Circuito y Décimo Tercero del Primer Circuito, ambos en Materia 
de Trabajo. 9 de agosto de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretario: Héctor Orduña Sosa.
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Tesis contendientes:

Tesis IV.4o.T.7 L (10a.) y IV.4o.T.8 L (10a.), de títulos y subtítulos: "PENSIÓN POR CESANTÍA 
EN EDAD AVANZADA. INAPLICABILIDAD DEL INCREMENTO DEL FACTOR 1.11 
CUANDO SU MONTO SEA IGUAL O MAYOR A DOS SALARIOS MÍNIMOS VIGEN­
TES EN EL DISTRITO FEDERAL." y "PENSIÓN POR CESANTÍA EN EDAD AVANZADA. 
LA REGLA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 169 DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL DE 
1973, NO RESTRINGE NI AMPLÍA LA LIMITANTE PARA LA APLICACIÓN DEL IN­
CREMENTO CONSISTENTE EN EL FACTOR 1.11, CUANDO EL MONTO DE LA PENSIÓN 
SEA IGUAL O MAYOR A DOS SALARIOS MÍNIMOS VIGENTES EN EL DISTRITO 
FEDERAL.", aprobadas por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del 
Cuarto Circuito y publicadas en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 12 
de mayo de 2017 a las 10:17 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Fede­
ración, Décima Época, Libro 42, Tomo III, mayo de 2017, páginas 2034 y 2035, respec­
tivamente, y

Tesis I.13o.T.319 L, de rubro: "PENSIÓN DE CESANTÍA EN EDAD AVANZADA. FORMA EN 
QUE LAS JUNTAS DE CONCILIACIÓN DEBEN PROCEDER CUANDO SE DEMANDE 
EL INCREMENTO DE AQUÉLLA CON BASE EN EL ARTÍCULO DÉCIMO CUARTO 
TRANSITORIO DEL DECRETO POR EL QUE SE REFORMARON DIVERSAS DISPO­
SICIONES DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE 
LA FEDERACIÓN DE 5 DE ENERO DE 2004.", aprobada por el Décimo Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito y publicada en el Semanario Judi­
cial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, junio de 2011, página 1551.

Tesis de jurisprudencia 127/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada del veintitrés de agosto de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de septiembre de 2017 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 2 de octubre de 2017, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PERSONAS MORALES OFICIALES. CARECEN DE LEGITIMACIÓN 
PARA PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO EN SU CARÁCTER DE 
AUTORIDAD, CON INDEPENDENCIA DE LAS VIOLACIONES QUE 
ADUZCAN. La excepción contenida en el artículo 7o. de la Ley de Amparo es 
de aplicación estricta y constituye el único fundamento para que las personas 
morales oficiales promuevan el juicio de amparo. En esa tesitura, si el objeto 
del juicio constitucional es resolver toda controversia suscitada por actos u 
omisiones de la autoridad que violen los derechos humanos, no puede hacerse 
extensivo a las personas de derecho público, sino cuando opere la excepción 
a esta regla, es decir, cuando actúan como cualquier particular y en defensa 
de su patrimonio; de ahí que cuando lo hacen en su carácter de autoridad 
carecen de legitimación para promover el amparo, con independencia de la 
naturaleza sustantiva o adjetiva de las violaciones que pretendan hacer valer 
ante el Juez o tribunal federal, pues el indicado medio de control constitucio­
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nal no debe operar para resolver controversias entre organismos públicos, ni 
como un simple recurso de casación, sino para la eficaz protección de los 
derechos humanos reconocidos por el Estado mexicano; habida cuenta que, 
siendo en esencia los derechos humanos restricciones al poder público, queda 
al margen de toda discusión que la autoridad no goza de éstos.

2a./J. 128/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 374/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
de Circuito Tercero y Cuarto, ambos del Centro Auxiliar de la Tercera Región, con 
residencia en Guadalajara, Jalisco, y Primero en Materias Administrativa y de Trabajo 
del Décimo Primer Circuito. 9 de agosto de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votaron José Fernando Franco Gon­
zález Salas con reserva de criterio; Eduardo Medina Mora I. y Javier Laynez Potisek 
contra algunas consideraciones. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro 
Emmanuel Muñoz Acevedo.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis XI.1o.A.T. J/13 (10a.), de título y subtítulo: "PERSONAS MORALES OFICIALES. 
ESTÁN LEGITIMADAS PARA PROMOVER AMPARO INDIRECTO CUANDO PUGNEN 
POR SU DERECHO A SER JUZGADAS POR UNA AUTORIDAD COMPETENTE, AUN 
CUANDO ESA PRETENSIÓN SURJA EN UN JUICIO EN EL QUE SE DEBATA LA 
NULIDAD O VALIDEZ DE UN ACTO QUE SE LES ATRIBUYE.", aprobada por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Cir­
cuito, y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 21 de abril de 
2017 a las 10:25 horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 41, Tomo II, abril de 2017, página 1625, y

Tesis (III Región)4o.56 A (10a.), de título y subtítulo: "PERSONAS MORALES OFICIALES. 
CARECEN DE LEGITIMACIÓN PARA RECLAMAR EN AMPARO LA SENTENCIA PRO­
NUNCIADA EN EL JUICIO DE LESIVIDAD QUE LES FUE DESFAVORABLE (LEGIS­
LACIÓN VIGENTE HASTA EL 2 DE ABRIL DE 2013).", aprobada por el Cuarto Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región, con residencia en 
Guadalajara, Jalisco, y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
16 de enero de 2015 a las 9:00 horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Fede­
ración, Décima Época, Libro 14, Tomo III, enero de 2015, página 1965, y 

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Ter­
cera Región, con residencia en Guadalajara, Jalisco, al resolver el amparo directo 
263/2016 (cuaderno auxiliar 449/2016).

Tesis de jurisprudencia 128/2017. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del veintitrés de agosto de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 20 de octubre de 2017 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de octubre de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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REVISIÓN FISCAL. EL SECRETARIO DE FINANZAS, INVERSIÓN Y 
ADMINISTRACIÓN DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE GUANAJUATO 
ESTÁ LEGITIMADO PARA INTERPONER DICHO RECURSO CONTRA 
LAS SENTENCIAS DICTADAS EN JUICIOS DE NULIDAD QUE VER­
SEN SOBRE RESOLUCIONES EMITIDAS POR AUTORIDADES 
FISCALES LOCALES, EN SU CALIDAD DE ENTIDAD FEDERATIVA 
COORDINADA EN INGRESOS FEDERALES. Conforme al artículo 63 de 
la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, en los juicios 
que versen sobre resoluciones de las autoridades fiscales de las entidades 
federativas coordinadas en ingresos federales, podrán interponer el recurso 
de revisión el Servicio de Administración Tributaria y las citadas entidades 
federativas en los juicios que intervengan como parte, y sólo pueden hacerlo 
valer los órganos o funcionarios que representen a dicha entidad, según lo dis­
pongan la Constitución y las leyes locales. En ese sentido, si acorde con los 
artículos 77 y 80 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Guanajuato, el representante de la entidad es el Gobernador del Estado y éste 
puede delegar sus funciones, y de acuerdo con los artículos 2o. y 24 de la Ley 
Orgánica del Poder Ejecutivo para el Estado de Guanajuato, así como 1o. del 
Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas, Inversión y Administración 
local, y el Convenio de Colaboración Administrativa en Materia Fiscal Federal 
celebrado entre la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y el Gobierno del 
Estado, el titular de la Secretaría de Finanzas, Inversión y Administración 
tiene dentro de sus facultades y atribuciones, representar a esa entidad y a su 
Gobernador, pues es la dependencia encargada de administrar la hacienda 
pública de la entidad y le compete administrar la recaudación de los impuestos, 
derechos, contribuciones de mejoras, productos, aprovechamientos, partici­
paciones y aportaciones federales, así como ejercer las atribuciones y funciones 
que en materia de administración fiscal contengan los convenios suscritos 
por el Gobernador del Estado; por consiguiente, su titular está legitimado para 
interponer el recurso de revisión contra las sentencias definitivas del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, en los juicios sobre resoluciones emiti­
das por autoridades fiscales del Estado de Guanajuato, en su calidad de entidad 
federativa coordinada en ingresos federales, ya que además, acorde con la 
cláusula cuarta del Convenio referido, las facultades que la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público delega a la entidad, las ejercen el Gobernador o 
las autoridades fiscales de ésta que, conforme a las disposiciones jurídicas 
locales estén facultadas para administrar, comprobar, determinar y cobrar 
ingresos federales.

2a./J. 130/2017 (10a.)
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Contradicción de tesis 122/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Octavo en Materia Administrativa del Primer Circuito y Primero en Materias Adminis­
trativa y de Trabajo del Décimo Sexto Circuito. 2 de agosto de 2017. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Claudia Mendoza Polanco.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis XVI.1o.A.T. J/24, de rubro: "REVISIÓN FISCAL. EL SECRETARIO DE FINANZAS Y AD­
MINISTRACIÓN DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE GUANAJUATO ESTÁ LEGITIMADO 
PARA INTERPONER DICHO RECURSO CONTRA SENTENCIAS DEFINITIVAS DICTA­
DAS POR EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA EN LOS 
JUICIOS QUE VERSEN SOBRE RESOLUCIONES EMITIDAS POR LAS AUTORIDA­
DES FISCALES DEL CITADO ESTADO, EN SU CALIDAD DE ENTIDAD FEDERATIVA 
COORDINADA EN INGRESOS FEDERALES.", aprobada por el Primer Tribunal Cole­
giado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Sexto Circuito y publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, 
junio de 2011, página 1038, y

El sustentado por el Octavo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito, al resolver la revisión fiscal 359/2016.

Tesis de jurisprudencia 130/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del treinta de agosto de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 20 de octubre de 2017 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de octubre de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PEQUEÑOS CONTRIBUYENTES. LOS QUE ACEPTARON EL SISTEMA 
DE PAGO A TRAVÉS DE ESTIMATIVA DE INGRESOS Y ENTERO DE 
CUOTA FIJA INTEGRADA, NO PUEDEN DECLARAR UN INGRESO 
DIVERSO, NI AUN EN CEROS, EN EL SUPUESTO ESPECÍFICO EN 
QUE ADUZCAN HABER INTERRUMPIDO SUS ACTIVIDADES. Los 
artículos 139, fracción VI, de la Ley del Impuesto sobre la Renta abrogada, 
2o.-C de la Ley del Impuesto al Valor Agregado derogado, y 17 de la Ley del 
Impuesto Empresarial a Tasa Única abrogada, en lo conducente, introducen 
el sistema de entero a través de una estimativa de ingresos y aplicación de una 
cuota fija integrada, en lugar de las mecánicas generales que cada uno de 
esos ordenamientos prevé; sobre lo cual, en el caso en que la entidad federa­
tiva en la que el contribuyente obtenga sus ingresos, tenga celebrado convenio 
de coordinación con la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para admi­
nistrar el impuesto sobre la renta generado por pequeños contribuyentes, 
esa entidad deberá expedir las tablas de cuotas fijas integradas respecto del 
impuesto sobre la renta, del impuesto al valor agregado y del impuesto empre­
sarial a tasa única, que debe aplicarse periódicamente a la estimativa de 
ingresos que respecto de cada contribuyente se haya determinado. Así, ya 
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que ese sistema no se basa en la apreciación de ingreso exacto a partir del 
reconocimiento de la situación periódica del contribuyente, sino en una estima­
ción, desde luego, determinada con base en una aproximación a sus condicio­
nes –con la finalidad de facilitar y simplificar la administración, recaudación y 
verificación de los deberes fiscales–, es claro que quien hubiere aceptado el 
sistema de pago a través de la estimativa de ingresos y manifieste haber inte­
rrumpido sus actividades desde tiempo atrás para regularizar su situación, no 
puede presentar declaraciones en las que manifieste un ingreso diverso al esti­
mado, ni siquiera en ceros, pues esa situación resultaría incongruente con la 
mecánica permitida por el legislador; máxime que, en este supuesto, para 
dejar de hacer sus enteros periódicos, debió presentar su aviso de suspen­
sión de actividades conforme a los artículos 27, primer párrafo, del Código 
Fiscal de la Federación, así como 29, fracción V, y 30, fracción IV, inciso a), de 
su Reglamento.

2a./J. 131/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 38/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Pri­
mero de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, 
Sinaloa y Segundo de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región, con residen­
cia en San Andrés Cholula, Puebla. 9 de agosto de 2017. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Eduardo Medina 
Mora I. Secretaria: Iveth López Vergara.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta 
Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa, al resolver los amparos directos 643/2016 
(cuaderno auxiliar 715/2016), 554/2016 (cuaderno auxiliar 638/2016) y 711/2016 (cua­
derno auxiliar 841/2016), y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado de 
Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región, con residencia en San Andrés 
Cholula, Puebla, al resolver los amparos directos 819/2016 (cuaderno auxiliar 745/2016) 
y 830/2016 (cuaderno auxiliar 752/2016).

Tesis de jurisprudencia 131/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del treinta de agosto de dos mil diecisiete.

Nota: De las sentencias que recayeron a los amparos directos 643/2016 (cuaderno auxi­
liar 715/2016) y 554/2016 (cuaderno auxiliar 638/2016) resueltos por el Primer Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en 
Culiacán, Sinaloa, derivo la tesis aislada (V Región)1o.1. A (10a.), de título y subtítulo: 
"PEQUEÑOS CONTRIBUYENTES. LAS TABLAS PREVISTAS EN LOS ACUERDOS QUE 
APRUEBAN LAS CUOTAS FIJAS BIMESTRALES DE LOS EJERCICIOS FISCALES DE 
2010 A 2013, APLICABLES A LAS PERSONAS FÍSICAS INSCRITAS EN ESE RÉGIMEN 
EN EL ESTADO DE MICHOACÁN, AL INCLUIR EN SU PRIMER RENGLÓN A QUIENES 
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OBTENGAN INGRESOS DE CERO PESOS, TRANSGREDEN EL PRINCIPIO DE PROPOR­
CIONALIDAD TRIBUTARIA.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 24 de febrero de 2017 a las 10:26 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 39, Tomo III, febrero de 2017, página 2324.

Esta tesis se publicó el viernes 20 de octubre de 2017 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de octubre de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

QUEJA EN AMPARO INDIRECTO. ES PROCEDENTE EL RECURSO 
INTERPUESTO EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 97, FRACCIÓN I, INCI­
SO A), DE LA LEY DE AMPARO, POR ALGUNA DE LAS AUTORIDADES 
RESPONSABLES. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación estableció, en la tesis 2a./J. 98/2008 (*), que la admisión de una 
demanda de amparo tiene efectos relevantes para las autoridades señaladas 
como responsables, pues les obliga a la rendición del informe justificado y a la 
exhibición de las constancias relacionadas con los actos reclamados, aunado 
a las consecuencias jurídicas que podrían derivar de una eventual concesión 
de amparo. Ahora bien, conforme al artículo 97, fracción I, inciso a), citado, el 
recurso de queja en amparo indirecto procede, entre otros supuestos, contra 
las resoluciones que admitan total o parcialmente una demanda de amparo; al 
respecto, debe señalarse que el hecho de que las autoridades responsables 
lo interpongan con base en planteamientos que pretendan demostrar causa­
les de improcedencia no susceptibles de analizarse al admitirse la demanda –es 
decir, que no tengan el carácter de notorias y manifiestas–, no implica que, 
por ese solo hecho, deba declararse improcedente, sino que, en todo caso, 
ello conlleva que esos planteamientos se declaren infundados al resolverse el 
recurso, por no traducirse en elementos de juridicidad que puedan y deban 
servir como parámetro al Juez federal, al decidir sobre la admisión de la 
demanda. Máxime que el perjuicio que irroga el auto admisorio no procede 
ni depende de las razones por las cuales la autoridad responsable considere 
que en el caso concreto se actualiza una causa notoria y manifiesta de impro­
cedencia, sino precisamente de los efectos jurídicos que depara al ente estatal 
el ser llamado al juicio de amparo en su carácter de autoridad responsable.

2a./J. 132/2017 (10a.)

Nota: (*) La tesis de jurisprudencia 2a./J. 98/2008 citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, junio de 2008, página 405, con 
el rubro: "QUEJA CONTRA EL AUTO ADMISORIO DE DEMANDAS DE AMPARO NOTORIAMENTE 
IMPROCEDENTES. LAS AUTORIDADES SEÑALADAS COMO EJECUTORAS TIENEN LEGITIMA­
CIÓN PARA INTERPONER ESE RECURSO."



115INFORME DE LA SEGUNDA SALA 2017

Contradicción de tesis 310/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Sexto en Materia Penal y Décimo Segundo en Materia de Trabajo, ambos del Primer 
Circuito, y Primero en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito. 
9 de agosto de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel 
Muñoz Acevedo.

Tesis y criterios contendientes:

Tesis I.6o.P.10 K (10a.), de título y subtítulo: "RECURSO DE QUEJA EN AMPARO INDIREC­
TO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 97, FRACCIÓN I, INCISO A), DE LA LEY DE AMPARO. 
ES IMPROCEDENTE EL PROMOVIDO POR LA AUTORIDAD RESPONSABLE, CON­
TRA EL AUTO QUE ADMITE LA DEMANDA DE AMPARO.", aprobada por el Sexto 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito y publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 12 de agosto de 2016 a las 10:20 horas y en la 
Gaceta de Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 33, Tomo IV, agos­
to de 2016, página 2690, y 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo 
del Décimo Primer Circuito, al resolver la queja 4/2015, y el diverso sustentado por 
el Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, al 
resolver la queja 170/2014.

Tesis de jurisprudencia 132/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del treinta de agosto de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 20 de octubre de 2017 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de octubre de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO DE URGENTE RESOLUCIÓN. LOS 
VICIOS EN SUS FORMALIDADES NO SON OPONIBLES EN LOS CON­
CEPTOS DE VIOLACIÓN PLANTEADOS EN EL JUICIO DE AMPARO. 
Si bien es factible impugnar una ley o decreto por contravenir los artículos 14 
y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, específica­
mente por vicios en el proceso de su creación frente a las formalidades que 
la normativa secundaria correspondiente prevé, lo cierto es que, por virtud 
de la irradiación del principio de instancia de parte agraviada, los vicios que se 
expongan contra ese proceso deben repercutir en un derecho que tutele 
al quejoso o que tenga alguna afectación en su esfera de derechos –directa o 
indirectamente–, toda vez que sólo así el estudio respectivo y una eventual 
sentencia protectora podrán justificarse. Ahora, tratándose del procedimiento 
de urgente y obvia resolución –que implica la dispensa de trámites en la etapa de 
discusión y aprobación de una ley o decreto–, sus violaciones sólo pueden 
abordarse desde la consideración del principio de deliberación parlamentaria, 
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conforme al cual se pugna por el derecho de participación de las fuerzas 
políticas con representación en condiciones de igualdad y libertad, es decir, 
de que se permita tanto a las mayorías como a las minorías parlamentarias 
expresar y defender su opinión en un contexto de deliberación pública. En ese 
tenor, como ese principio no tutela a los particulares, sino a los grupos par­
lamentarios, es evidente que al reclamarse leyes o decretos, las eventuales 
irregularidades en ese procedimiento no tienen un impacto que pueda redun­
dar en los derechos al debido proceso y de legalidad reconocidos por los 
artículos 14 y 16 de la Constitución Federal y, por ende, no son oponibles en 
los conceptos de violación planteados en el juicio de amparo.

2a./J. 133/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 105/2017. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Tercer Circuito, el Quinto Tribunal Colegiado de Circuito 
del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en La Paz, Baja California Sur 
y el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, 
con residencia en Xalapa, Veracruz. 23 de agosto de 2017. Mayoría de tres votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas y Eduardo 
Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Disidente: Javier Laynez 
Potisek. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Iveth López Vergara.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Cir­
cuito, al resolver el amparo en revisión 616/2015, el sustentado por el Quinto Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en 
La Paz, Baja California Sur, al resolver el amparo en revisión 559/2015 (cuaderno 
auxiliar 992/2015) y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito 
del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz, al resol­
ver el amparo en revisión 254/2013 (cuaderno auxiliar 136/2014).

Tesis de jurisprudencia 133/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del seis de septiembre de dos mil diecisiete.

Nota: De la sentencia que recayó al amparo en revisión 254/2013 (expediente auxiliar 136/2014), 
resuelto por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta 
Región, derivaron las tesis de jurisprudencia (IV Región)2o. J/1 (10a.) y (IV Región)2o. J/4 
(10a.), de títulos y subtítulos: "DEMOCRACIA DELIBERATIVA. CUANDO EN EL PRO­
CEDIMIENTO PARA LA EMISIÓN DE UNA LEY GENERAL, EL ÓRGANO LEGISLATIVO 
COMETE VIOLACIONES QUE TRANSGREDEN DICHO PRINCIPIO, ÉSTAS PUEDEN 
REPARARSE EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO, AL VULNERAR LA APLICACIÓN 
DE ESA NORMA LOS DERECHOS HUMANOS DE SEGURIDAD JURÍDICA Y LEGALI­
DAD." y "LEGITIMACIÓN EN EL AMPARO INDIRECTO. LA TIENE EL GOBERNADO 
PARA RECLAMAR POR ESTA VÍA VIOLACIONES AL PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO 
QUE DIO ORIGEN A UNA NORMA DE CARÁCTER GENERAL.", publicadas en el Sema­
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nario Judicial de la Federación del viernes 26 de septiembre de 2014 a las 9:45 horas y 
del viernes 17 de octubre de 2014 a las 12:30 horas, así como en la Gaceta del Sema­
nario Judicial de la Federación, Décima Época, Libros 10, Tomo III, septiembre de 2014, 
página 2152 y 11, Tomo III, octubre de 2014, página 2459, respectivamente.

Esta tesis se publicó el viernes 20 de octubre de 2017 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de octubre de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

VEHÍCULOS DE PROCEDENCIA EXTRANJERA. LOS ELEMENTOS DE 
LA POLICÍA FEDERAL PUEDEN ORDENAR LA DETENCIÓN DE SU 
CIRCULACIÓN Y REQUERIR LA EXHIBICIÓN DE LA DOCUMEN­
TACIÓN RELACIONADA CON SU LEGAL ESTANCIA EN EL TERRI­
TORIO NACIONAL. Conforme a los artículos 8, fracciones XXXIII y XXXV, de 
la Ley de la Policía Federal; 42, fracción XLIV, del Reglamento de la Ley de la 
Policía Federal; 74 Ter de la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal; 
y, 1, 4, 81, fracción II, 85, párrafo cuarto, 89 y 218, apartado B, fracción I, del 
Reglamento de Tránsito en Carreteras y Puentes de Jurisdicción Federal, la 
Policía Federal es la corporación encargada de controlar el tránsito de vehículos 
en las carreteras y puentes de jurisdicción federal, cuyos elementos están 
facultados para ordenar la detención de la circulación de los vehículos que 
transiten en dichas vías federales y requerir al conductor la exhibición de los 
documentos que las disposiciones legales y reglamentarias obligan a portar, 
como son la licencia de manejo vigente, el original de la tarjeta de circulación 
y, especialmente, tratándose de vehículos de procedencia extranjera, la 
documentación relacionada con su legal estancia en territorio nacional; 
pudiendo, además, retirar de la circulación y remitir al depósito correspon­
diente las unidades que no cumplan con esos requisitos. Ahora bien, si en el 
ejercicio de esas atribuciones los elementos referidos advierten alguna pro­
bable infracción a la Ley Aduanera, respecto de algún vehículo de procedencia 
extranjera en tránsito, en términos de su artículo 3o., párrafo segundo, deben 
denunciar los hechos ante la autoridad fiscal, poniéndolo a su disposición; 
sin que dicha función conlleve el ejercicio de facultades de comprobación ni 
la verificación de mercancías en materia aduanera, ya que la Policía Federal 
sólo se limita a inspeccionar los documentos que las disposiciones aplicables 
establecen como requisito para transitar en las zonas terrestres de las vías 
generales de comunicación y, en su caso, será la autoridad fiscalizadora quien 
ejerza las facultades de comprobación correspondientes.

2a./J. 134/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 95/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Primero en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito y Tercero en Materia 
Administrativa del Segundo Circuito. 23 de agosto de 2017. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
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Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga 
Jiménez.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis II.3o.A.166 A (10a.), de título y subtítulo: "VEHÍCULO DE PROCEDENCIA EXTRANJERA. 
LOS AGENTES DE LA POLICÍA FEDERAL PUEDEN REQUERIR A SU CONDUCTOR 
PARA QUE JUSTIFIQUE DOCUMENTALMENTE SU LEGAL ESTANCIA EN EL PAÍS Y, 
DE ADVERTIR PROBABLES INFRACCIONES A LA LEY ADUANERA, DEBEN INFOR­
MARLO Y REMITIR EL BIEN A LAS AUTORIDADES EN LA MATERIA, SIN QUE SEA 
NECESARIA LA EXISTENCIA DE UNA ORDEN DE VERIFICACIÓN PREVIA.", aprobada 
por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito y 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 15 de agosto de 2014 
a las 9:42 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 9, Tomo III, agosto de 2014, página 1983, y 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo 
Sexto Circuito, al resolver el amparo en revisión 222/2016.

Tesis de jurisprudencia 134/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del seis de septiembre de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 20 de octubre de 2017 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de octubre de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RENTA. CONTRA LOS EFECTOS Y CONSECUENCIAS DE LA APLICA­
CIÓN DEL ARTÍCULO 28, FRACCIÓN XXX, DE LA LEY DEL IMPUESTO 
RELATIVO, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, ES IMPRO­
CEDENTE CONCEDER LA SUSPENSIÓN. Es improcedente conceder la 
suspensión contra los efectos y consecuencias de la aplicación del artículo 
28, fracción XXX, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, vigente a partir del 
1 de enero de 2014, toda vez que al señalar expresamente que no serán dedu­
cibles los pagos que a su vez sean ingresos exentos para el trabajador, hasta 
por la cantidad que resulte de aplicar el factor de 0.53 al monto de dichos 
pagos, de concederse la suspensión para que se permita a los contribuyentes 
seguir deduciendo esas prestaciones como lo venían haciendo antes de que 
entrara en vigor dicha norma, se estaría constituyendo un derecho a su favor 
que no tenían, lo cual sólo es propio de lo que se resuelva de fondo en el juicio 
de amparo.

2a./J. 135/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 390/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Cuarto del Tercer Circuito y Cuarto del Segundo Circuito, ambos en Materia Adminis­
trativa, y Primero en Materias Administrativa y Civil del Décimo Noveno Circuito. 2 de 
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agosto de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Fabián Gutiérrez Sánchez.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del 
Décimo Noveno Circuito, al resolver el incidente de suspensión (revisión) 307/2015, 
el sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo 
Circuito, al resolver el incidente de suspensión (revisión) 407/2015, y el diverso sus­
tentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, 
al resolver el incidente de suspensión (revisión) 548/2015.

Tesis de jurisprudencia 135/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del seis de septiembre de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2017 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de octubre de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

DEVOLUCIÓN DE CONTRIBUCIONES. LA RESOLUCIÓN QUE LA 
AUTORIZA TOTAL O PARCIALMENTE, SIN HACER MENCIÓN A 
LA ACTUALIZACIÓN E INTERESES QUE, EN SU CASO, DEBAN 
PAGARSE, CONSTITUYE UNA NEGATIVA IMPLÍCITA O TÁCITA 
IMPUGNABLE A TRAVÉS DE LOS MEDIOS DE DEFENSA ORDINARIOS 
CORRESPONDIENTES. Conforme a la interpretación armónica y sistemá­
tica del artículo 22, párrafo séptimo, del Código Fiscal de la Federación, las 
autoridades fiscales podrán devolver una cantidad menor a la solicitada por el 
contribuyente con motivo de la revisión efectuada a la documentación apor­
tada, en cuyo caso, la solicitud se considerará negada por la parte que no sea 
devuelta, salvo que se trate de errores aritméticos o de forma, y si la autori­
dad devuelve la solicitud del contribuyente se considerará que fue negada en su 
totalidad, para lo cual, deberán fundar y motivar las causas que sustentan la 
negativa parcial o total de la devolución respectiva. En ese contexto, cuando 
se solicita la devolución de contribuciones y se dicta una resolución en donde se 
autoriza total o parcialmente (incluida la devolución en cantidad menor), pero 
sin hacer referencia a la actualización y a los intereses que, en su caso, deban 
pagarse –con independencia de que se hayan solicitado o no–, esa ausencia 
de pronunciamiento actualiza una ficción jurídica, consistente en que se con­
sideran negados, lo que faculta al contribuyente a combatir esa negativa por 
ficción de la autoridad fiscal a través de los medios de defensa ordinarios 
correspondientes (recurso de revocación o juicio contencioso administrativo). 
De esa forma, es innecesario, por una parte, que el contribuyente solicite por 
separado la devolución de la actualización y los intereses –que correspon­
dan– a la devolución autorizada y, por otra, que se emita una resolución por 
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escrito de la autoridad fiscal en la que se pronuncie al respecto, pues basta 
que no exista pronunciamiento en cuanto a tales intereses y actualización 
para que se actualice la ficción legal de mérito. Así, la ausencia de pronun­
ciamiento al respecto justifica la inexistencia de una resolución por escrito, 
fundada y motivada, en la que se determine el no pago de los intereses respec­
tivos, ya que a esa omisión, por ficción legal, debe atribuírsele la consecuencia 
jurídica de que se consideren negados, porque no sólo resultaría impráctico 
obligar a la autoridad fiscal a emitir una resolución por escrito fundada y 
motivada en cuanto a la negativa, cuando es factible, vía interpretación, aplicar 
la ficción jurídica referida, sino que también se afectaría el derecho de peti­
ción reconocido por el artículo 8o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, al tenerse que presentar una nueva solicitud de devolu­
ción por los intereses y actualización no pagados, y se vería en entredicho el 
derecho a la tutela judicial efectiva establecido en el artículo 17 de la Ley 
Fundamental, al obligar al contribuyente a recurrir por los medios de defensa 
ordinarios la resolución que en su caso se dicte negando los intereses que 
fueran procedentes. Por tal motivo, la ausencia de pronunciamiento total o 
parcial implica que el contribuyente debe impugnar esa resolución, pues de 
otro modo su inacción implica que la consienta en detrimento de su esfera 
jurídica. Además, el párrafo antepenúltimo del artículo 22-A del Código Fiscal 
de la Federación, confirma que en caso de que la autoridad fiscal no pague 
intereses o los pague en cantidad menor, ante la ausencia de pronunciamiento 
al respecto, el legislador también estableció, como ficción legal a esa ausen­
cia de pronunciamiento, la consecuencia jurídica consistente en que se consi­
derarán negados los que correspondan, ya sea en todo o en parte.

2a./J. 136/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 212/2017. Entre las sustentadas por el Cuarto Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Tercer Circuito y el Pleno en Materia Administrativa del 
Primer Circuito. 16 de agosto de 2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I. Disidente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis PC.I.A. J/86 A (10a.), de título y subtítulo: "DEVOLUCIÓN DE IMPUESTO AL VALOR 
AGREGADO. LA AUTORIZACIÓN DE SALDO A FAVOR DE LOS CONTRIBUYENTES 
QUE NO COMPRENDA LOS INTERESES, NO CONSTITUYE UNA NEGATIVA IMPLÍCITA 
O TÁCITA DE SU PAGO QUE SE DEBA COMBATIR, PORQUE PARA ESE EFECTO SE 
REQUIERE QUE EXISTA UNA DETERMINACIÓN FUNDADA Y MOTIVADA.", aprobada 
por el Pleno en Materia Administrativa del Primer Circuito y publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 14 de octubre de 2016 a las 10:24 horas, y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 35, Tomo II, octubre 
de 2016, página 1605, y
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El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Cir­
cuito, al resolver el amparo directo 421/2016.

Tesis de jurisprudencia 136/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del seis de septiembre de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 20 de octubre de 2017 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de octubre de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

AUDIENCIA EN EL INCIDENTE DE SUSPENSIÓN. SU DIFERIMIENTO 
TRATÁNDOSE DE AUTORIDADES LOCALES O FORÁNEAS. El Pleno 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia P./J. 
78/2001 (*), sostuvo que la audiencia incidental se rige por los principios de 
indivisibilidad, continuidad y celeridad procesal; sin embargo, los artículos 141 
de la Ley de Amparo vigente y 133 de la abrogada prevén una excepción, a 
partir de la cual puede diferirse la audiencia incidental en los casos en que, por 
causas no imputables a la autoridad responsable que reside fuera de la juris­
dicción del órgano de amparo, no estuvo en posibilidad de rendir su informe 
previo. Así, de la interpretación sistemática de esos numerales, en relación, 
respectivamente, con los diversos 138 a 140, 142, 143 y 155 de la Ley de 
Amparo vigente, así como 130, 132 y 139 a 142 de la abrogada, se obtiene que 
es posible diferir la audiencia incidental respecto de las autoridades locales o 
foráneas, cuando por causas no imputables a ellas no pudieron rendir oportu­
namente su informe previo.

2a./J. 137/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 327/2015. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Primero del Segundo Circuito y Primero del Sexto Circuito, ambos en Materia Admi­
nistrativa. 16 de agosto de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Javier Laynez Potisek y Eduardo Medina Mora I. Disidentes: José Fernando 
Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretaria: Irma Gómez Rodríguez.

Tesis y/o criterio contendientes:

Tesis VI.1o.A. J/4, de rubro: "REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO EN EL INCIDENTE DE 
SUSPENSIÓN. DEBE DECRETARSE POR VIOLACIÓN AL PRINCIPIO DE INDIVISIBI­
LIDAD DE LA AUDIENCIA INCIDENTAL, SI EN EL INCIDENTE RELATIVO EL JUEZ DE 
DISTRITO DICTA DOS INTERLOCUTORIAS DISTINTAS RESPECTO DE DIVERSAS 
AUTORIDADES RESPONSABLES, SIN ACTUALIZARSE PARA ELLO EL CASO DE 

Nota: (*) La tesis de jurisprudencia P./J. 78/2001 citada, aparece publicada en el Semanario Judi­
cial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIII, junio de 2001, página 7, con el rubro: 
"REVISIÓN. ES PROCEDENTE DICHO RECURSO CONTRA LOS ACUERDOS DICTADOS EN LA 
AUDIENCIA INCIDENTAL EN LA QUE SE DECIDE SOBRE LA SUSPENSIÓN DEFINITIVA."
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EXCEPCIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 133 DE LA LEY DE AMPARO.", aprobada 
por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito y publi­
cada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVI, 
Tomo 3, enero de 2013, página 1847, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo 
Circuito, al resolver el incidente de suspensión (revisión) 193/2015.

Tesis de jurisprudencia 137/2017 (10a). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del trece de septiembre de dos mil diecisiete. 

Esta tesis se publicó el viernes 20 de octubre de 2017 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de octubre de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

MULTA POR NO SUMINISTRAR DATOS, INFORMES Y DOCUMENTOS 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 86, FRACCIÓN I, EN RELACIÓN CON EL 
85, FRACCIÓN I, AMBOS DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. 
EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL PRO­
MOVIDO EN SU CONTRA, NO PUEDEN PROPONERSE CONCEPTOS 
DE NULIDAD TENDENTES A DEMOSTRAR LA ILEGALIDAD DE LA 
ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA. Conforme al artículo 86, fracción I, 
del Código Fiscal de la Federación, la autoridad hacendaria puede imponer al 
contribuyente, responsable solidario y a los terceros relacionados una multa 
cuando incurran en la infracción descrita en el diverso 85, fracción I, consis­
tente en no suministrar los datos, informes, documentación, contabilidad o 
parte de ella que sean requeridos durante el ejercicio de facultades de compro­
bación, pues constituye una obligación formal a cargo de los contribuyentes 
cuyo cumplimiento no tiene como objeto lograr el pago de una contribución, 
sino vincularlos a desarrollar una determinada conducta diversa al pago en sí 
mismo. Por tanto, en el juicio contencioso administrativo federal promovido 
contra dicha sanción, únicamente pueden proponerse conceptos de nulidad 
tendentes a demostrar vicios del acto de requerimiento y de la propia reso­
lución sancionatoria, pero no de la orden de visita que origina la facultad de 
comprobación ejercida para verificar el cumplimiento de la obligación tribu­
taria de pago. Sostener lo contrario, sería tanto como obstaculizar el ejercicio 
de las facultades de comprobación de la autoridad hacendaria por no contar 
con los elementos suficientes para definir la situación fiscal de los contribu­
yentes, máxime que el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en 
la jurisprudencia P./J. 2/2012 (10a.) (*), sostuvo que la orden de visita sólo es 
reclamable autónomamente mediante el juicio de amparo indirecto en los casos 

Nota: (*) La tesis de jurisprudencia P./J. 2/2012 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro VII, Tomo 1, abril de 2012, página 61, 
con el rubro: "ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA. PUEDE SER IMPUGNADA EN AMPARO CON 
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expresamente previstos y, de no optar por ese medio de defensa, es necesa­
rio esperar a la emisión de la resolución definitiva determinante de la situa­
ción fiscal.

2a./J. 138/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 222/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Cuarto del Tercer Circuito y Séptimo del Primer Circuito, ambos en Materia Adminis­
trativa. 30 de agosto de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos 
y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla 
García.

Tesis y/o criterio contendientes:

Tesis I.7o.A.81 A (10a.), de rubro: "MULTA IMPUESTA POR NO PROPORCIONAR INFOR­
MACIÓN Y DOCUMENTOS REQUERIDOS POR LA AUTORIDAD HACENDARIA DU­
RANTE UNA VISITA DOMICILIARIA. EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
FEDERAL PROMOVIDO EN SU CONTRA, ES INOPORTUNO EXAMINAR LA VALIDEZ 
DE LA ORDEN QUE ORIGINÓ EL PROCEDIMIENTO DE FISCALIZACIÓN.", aprobada 
por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito y 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 
XVII, Tomo 2, febrero de 2013, página 1388, y

El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Cir­
cuito, al resolver el amparo directo 483/2016.

Tesis de jurisprudencia 138/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del trece de septiembre de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2017 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de octubre de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PENSIONES. PROCEDE OTORGAR EL AMPARO PROMOVIDO 
CONTRA LOS DESCUENTOS FUTUROS E INMINENTES EN APLI­
CACIÓN DE UNA NORMA GENERAL DECLARADA INCONSTITUCIO­
NAL POR JURISPRUDENCIA, SIEMPRE QUE SE HAYAN SEÑALADO 
COMO ACTOS RECLAMADOS. Cuando en un juicio de amparo indirecto 
se reclame un ulterior acto de aplicación consistente en un descuento efec­
tuado al monto de una pensión de seguridad social fundado en un artículo 

MOTIVO DE SU DICTADO O, POSTERIORMENTE, EN VIRTUD DE QUE SUS EFECTOS NO SE 
CONSUMAN IRREPARABLEMENTE AL PROLONGARSE DURANTE EL DESARROLLO DE LA DILI­
GENCIA RESPECTIVA AL TRASCENDER A LA RESOLUCIÓN QUE DERIVE DEL PROCEDIMIENTO 
DE FISCALIZACIÓN."
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declarado inconstitucional por jurisprudencia, los efectos de la protección 
constitucional únicamente deben consistir en que dicha ley no se aplique 
al caso concreto, sin poder extenderlos respecto de actos futuros, pues ello es 
propio del juicio de amparo contra normas generales. Sin embargo, cuando 
en la demanda de amparo se señalen como actos reclamados los descuentos 
subsecuentes a los realizados con anterioridad a su presentación o a su 
ampliación, es jurídicamente posible que los efectos del fallo protector com­
prendan a dichos descuentos futuros al monto periódico de la misma pensión 
por ser inminentes; por tanto, en ese caso debe concederse el amparo para el 
efecto de que se reintegren a la quejosa los descuentos señalados como actos 
reclamados, en los que se incluyen los subsecuentes hasta que se cumplimente 
la ejecutoria, así como para que ya no se realicen los posteriores descuentos al 
monto periódico de la misma pensión respecto de la cual se solicite el amparo.

2a./J. 139/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 124/2017. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado en Mate­
rias de Trabajo y Administrativa del Décimo Tercer Circuito y el Pleno Especializado en 
Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito. 30 de agosto de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Héctor Orduña Sosa.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis PC.IX.C.A. J/1 A (10a.), de título y subtítulo: "ISSSTE. EFECTOS DEL AMPARO CON­
CEDIDO RESPECTO DE UN ULTERIOR ACTO DE APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 51, 
SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY RELATIVA ABROGADA, DECLARADO INCONSTI­
TUCIONAL POR LA SEGUNDA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA 
NACIÓN.", aprobada por el Pleno Especializado en Materias Civil y Administrativa del 
Noveno Circuito, y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 
de mayo de 2016 a las 10:06 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 30, Tomo III, mayo de 2016, página 2006, y

El sustentado por el Tribunal Colegiado en Materias de Trabajo y Administrativa del Décimo 
Tercer Circuito, al resolver el amparo en revisión 20/2017.

Tesis de jurisprudencia 139/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del trece de septiembre de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2017 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de octubre de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

SERVIDOR PÚBLICO A QUIEN SE IMPONE UNA MULTA EN EL JUICIO 
DE AMPARO EN SU CARÁCTER DE AUTORIDAD RESPONSABLE. 
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PUEDE RECURRIRLA A TRAVÉS DE SUS REPRESENTANTES O 
DELEGADOS EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 9o. DE LA LEY DE AM­
PARO. La multa impuesta a la autoridad responsable con motivo del juicio 
de amparo no repercute en el patrimonio de la dependencia en la que presta su 
servicio, sino que es una sanción para la persona física derivada de sus con­
ductas u omisiones, por lo que es ésta quien debe cubrirla con sus propios 
recursos; sin embargo, la multa referida se origina con motivo del cargo público 
del funcionario y del ejercicio de sus funciones públicas, de manera que no 
existe impedimento jurídico para que sea representado por los abogados 
encargados de la defensa jurídica de la institución conforme a las disposicio­
nes aplicables, toda vez que la figura de la representación responde a la fina­
lidad de no distracción de las labores de los titulares de las dependencias 
públicas, a la no interrupción de sus funciones y, en el caso específico, a evitar 
que se entorpezcan las labores de las personas morales oficiales mientras los 
servidores públicos multados ocupan su tiempo en defenderse de la sanción. 
Además, el legislador no distinguió respecto del alcance, términos, situaciones 
o etapas procesales en que la representación de las autoridades responsa­
bles en el juicio de amparo podría verificarse, sino que fue tajante al prever en el 
artículo 9o. de la Ley de Amparo que sería "para todos los trámites en el juicio 
de amparo", lo que se corrobora con las facultades con que se dota a las uni­
dades de apoyo jurídico de las distintas dependencias gubernamentales, a 
quienes se autoriza generalmente para representar a la persona moral oficial, 
a su titular y a los demás servidores públicos. Lo anterior no implica que la 
persona moral tenga legitimación como parte en el medio de impugnación 
que cuestiona la multa mencionada, así como que el funcionario deje de ser 
responsable por los actos u omisiones contumaces o ilícitos que la originaron, 
y que si el medio de defensa no es exitoso, debe cubrir la multa con sus propios 
recursos en términos de la jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación 2a./J. 103/2014 (10a.).

2a./J. 142/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 330/2014. Entre las sustentadas por el Pleno en Materia Admi­
nistrativa del Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y de 
Trabajo del Séptimo Circuito. 6 de septiembre de 2017. Mayoría de tres votos de los 
Ministros Javier Laynez Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I. Disidentes: Alberto Pérez Dayán y José Fernando Franco González Salas. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Ron Snipeliski Nischli.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis PC.I.A. J/16 K (10a.), de título y subtítulo: "AUTORIDADES. CARECEN DE LEGITIMA­
CIÓN PARA INTERPONER EL RECURSO DE QUEJA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 97, 
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FRACCIÓN I, INCISO E), DE LA LEY DE AMPARO, CONTRA EL AUTO EN EL QUE SE 
IMPONE UNA MULTA AL SERVIDOR PÚBLICO QUE FUNGE COMO TITULAR, CON 
MOTIVO DE UNA CONDUCTA PRESUNTAMENTE INADECUADA EN EL AMPARO 
INDIRECTO.", aprobada por el Pleno en Materia Administrativa del Primer Circuito, 
y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 11 de julio de 2014 a 
las 8:25 horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 8, Tomo I, julio de 2014, página 435, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Sép­
timo Circuito, al resolver la queja 73/2014.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 103/2014 (10a.) citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 10 de octubre de 2014 a las 9:30 horas, 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 11, Tomo I, 
octubre de 2014, página 1044, con el título y subtítulo: "PERSONAS MORALES OFI­
CIALES. CARECEN DE LEGITIMACIÓN PARA INTERPONER EL RECURSO DE QUEJA 
CONTRA LA RESOLUCIÓN EMITIDA EN UN JUICIO DE AMPARO INDIRECTO QUE 
IMPONE M|ULTA A UN SERVIDOR PÚBLICO POR NO CUMPLIR UNA EJECUTORIA 
DE AMPARO."

Tesis de jurisprudencia 142/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del 11 de octubre de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2017 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de diciembre de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

ARRESTO ADMINISTRATIVO IMPUESTO A LOS ELEMENTOS DE 
LAS INSTITUCIONES POLICIALES COMO MEDIDA DISCIPLINARIA 
DERIVADO DE SU INASISTENCIA A LA JORNADA LABORAL. DEBE 
RESPETAR EL DERECHO DE AUDIENCIA PREVIA. El arresto adminis­
trativo implica una restricción a la libertad del infractor por un periodo deter­
minado, derivado del incumplimiento a disposiciones administrativas, al 
tratarse de un acto privativo que restringe la libertad de la persona afectada; 
por tanto, el impuesto a los elementos de las instituciones policiales como 
medida disciplinaria derivado únicamente de la inasistencia a su jornada 
laboral, debe respetar el derecho de audiencia previa reconocido por el artículo 
14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

2a./J. 144/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 130/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo en Materia Administrativa del Tercer Circuito y Décimo Quinto en Mate­
ria Administrativa del Primer Circuito. 25 de septiembre de 2017. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ausente y Ponente: 
Eduardo Medina Mora I.; en su ausencia hizo suyo el asunto Javier Laynez Potisek. 
Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.
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Tesis y criterio contendientes:

Tesis I.15o.A.139 A, de rubro: "ARRESTO COMO SANCIÓN ADMINISTRATIVA. POR NO 
CONSTITUIR UNA MEDIDA DE APREMIO, SU IMPOSICIÓN DEBE RESPETAR LA 
GARANTÍA DE AUDIENCIA PREVIA ESTABLECIDA EN EL ARTÍCULO 14 CONSTI­
TUCIONAL.", aprobada por el Décimo Quinto Tribunal Colegiado en Materia Adminis­
trativa del Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, noviembre de 2009, página 879; y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 525/2015.

Tesis de jurisprudencia 144/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada del once de octubre de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2017 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de diciembre de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

IMPEDIMENTO POR CAUSA DE RELACIÓN CONYUGAL O PAREN­
TESCO. PARA CALIFICARLO DE LEGAL BASTA LA MANIFESTACIÓN 
DEL JUZGADOR EN EL SENTIDO DE UBICARSE EN ESE SUPUESTO 
(LEYES DE AMPARO ABROGADA Y VIGENTE). Los artículos 51, frac­
ción I, de la Ley de Amparo vigente y 66, fracción I, de la abrogada, establecen 
como causa de impedimento legal de los funcionarios judiciales ahí mencio­
nados para conocer del juicio de amparo, ser cónyuges o parientes de alguna 
de las partes, de sus abogados o representantes, en línea recta por consan­
guinidad o afinidad sin limitación de grado; en la colateral por consanguini­
dad dentro del cuarto grado, o en la colateral por afinidad dentro del segundo 
grado. En consecuencia, basta la manifestación del juzgador en el sentido de 
ubicarse en alguno de esos supuestos, con la precisión de la persona a la que 
lo une el parentesco, así como razonar el tipo y grado de éste, para que el 
órgano revisor lo califique de legal, sin necesidad de acreditar dicha situación 
con algún medio de convicción, como son las actas del registro civil de matri­
monio o nacimiento de las personas entre las que se da ese vínculo afectivo 
familiar, pues el elemento relevante para ello es la credibilidad y presunción 
de veracidad de que goza el funcionario judicial, además de la validez proba­
toria plena que tiene esa confesión expresa, conforme a los artículos 93, frac­
ción I, 95, 96 y 199 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación 
supletoria a la ley de la materia.

2a./J. 145/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 73/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Pri­
mero en Materias Administrativa y Civil del Décimo Noveno Circuito, y Décimo Tercero 
en Materia Administrativa del Primer Circuito. 25 de septiembre de 2017. Unanimi­
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dad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ausente: Eduardo 
Medina Mora I. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto 
Fraga Jiménez.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Pri­
mer Circuito, al resolver el impedimento 1/2007, y el diverso sustentado por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Décimo Noveno Circuito, al 
resolver el impedimento 2/2017.

Tesis de jurisprudencia 145/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del once de octubre de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2017 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de diciembre de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

ARREGLO CONCILIATORIO. LA OMISIÓN DE LA JUNTA DE CONCI­
LIACIÓN Y ARBITRAJE, AL INICIO DE LA ETAPA DE DEMANDA Y 
EXCEPCIONES, DE EXHORTAR NUEVAMENTE A LAS PARTES PARA 
QUE LO PROCUREN, NO ACTUALIZA UNA VIOLACIÓN A LAS REGLAS 
DEL PROCEDIMIENTO QUE DEJE SIN DEFENSAS AL QUEJOSO Y 
TRASCIENDA AL RESULTADO DEL FALLO. La circunstancia de que la 
Junta de Conciliación y Arbitraje, por conducto de su Presidente o del funcio­
nario conciliador y demás personal jurídico, omita exhortar nuevamente a las 
partes al inicio de la etapa de demanda y excepciones, a fin de que resuelvan 
el conflicto mediante un arreglo conciliatorio, si bien constituye una violación 
formal a las reglas del procedimiento, pues la autoridad jurisdiccional deja de 
actuar como le ordena la fracción I del artículo 878 de la Ley Federal del Trabajo, 
lo cierto es que no afecta las defensas del quejoso ni trasciende al resultado del 
fallo, en primer lugar, porque no impide ni obstaculiza el derecho de defensa 
adecuada, al no limitar la posibilidad de tener conocimiento del juicio, ni de 
ofrecer y desahogar pruebas, y menos aún de alegar en el juicio, por el simple 
hecho de que la etapa de conciliación y la exhortación que de nueva cuenta 
se haga al inicio de la etapa de demanda y excepciones, son previas a la aper­
tura formal del arbitraje (juicio), en el que las partes podrán exponer sus pre­
tensiones, así como ofrecer, preparar y desahogar sus pruebas; de manera que 
esa omisión no trasciende al resultado del fallo, porque en éste la Junta de Con­
ciliación y Arbitraje debe ocuparse de resolver la controversia laboral en función de 
las pretensiones de las partes y de las pruebas desahogadas, no respecto de los 
acuerdos no concretados; y, en segundo lugar, porque el principio de conci­
liación no se agota con el cierre de las etapas de conciliación y de demanda 
y excepciones, sino que subsiste durante todo el procedimiento hasta antes 
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de que se cierre la instrucción, como lo dispone la fracción V del artículo 876 de 
la Ley Federal del Trabajo; por tanto, después del cierre de la etapa de demanda 
y excepciones, las partes pueden procurar una conciliación que permita un 
arreglo conciliatorio y la terminación del juicio.

2a./J. 147/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 196/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito, Segundo en Materias Admi­
nistrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito, Primero en Materias Penal y de 
Trabajo del Décimo Noveno Circuito y el Tribunal Colegiado del Trigésimo Segundo 
Circuito. 6 de septiembre de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Luis 
Javier Guzmán Ramos.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Cir­
cuito, al resolver el amparo directo 424/2016, el sustentado por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito, al resol­
ver el amparo directo 921/2016, el sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en 
Materias Penal y de Trabajo del Décimo Noveno Circuito, al resolver el amparo directo 
1053/2016, y el diverso sustentado por el Tribunal Colegiado del Trigésimo Segundo 
Circuito, al resolver el amparo directo 266/2016.

Tesis de jurisprudencia 147/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del once de octubre de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de noviembre de 2017 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de noviembre de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

JUICIO SUCESORIO AGRARIO. DADA SU CALIDAD DE UNIVERSAL 
Y ATRAYENTE, DEBEN ACUMULÁRSELE LOS DEMÁS JUICIOS QUE 
INCIDAN EN LA MASA HEREDITARIA, EN TÉRMINOS DE LOS AR­
TÍCULOS 72 Y 75 DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS 
CIVILES, DE APLICACIÓN SUPLETORIA. El segundo párrafo del artículo 
192 de la Ley Agraria dispone que "la conexidad sólo procede cuando se trate 
de juicios que se sigan ante el mismo tribunal y se resolverá luego que se pro­
mueva, sin necesidad de audiencia especial ni otra actuación.", lo cual significa 
que esta figura procesal está prevista única y exclusivamente para aquellos 
juicios instaurados ante el mismo órgano jurisdiccional, a fin de que mediante 
un trámite sumario se decrete su conexidad por virtud de la cual se seguirán 
por cuerda separada, y con la única peculiaridad de que se resolverán simultá­
neamente en tantas sentencias como juicios conexos hubiera, es decir, sin nece­
sidad de que se acumulen en una sola pieza de autos y se decidan en un 
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único fallo. Ahora bien, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación en la jurisprudencia 2a./J. 24/2010, de rubro: "JUICIOS CONEXOS EN LOS 
PROCEDIMIENTOS AGRARIOS. DEBEN TRAMITARSE CONFORME A LAS NOR­
MAS RELATIVAS DE LA LEY AGRARIA.", sostuvo que, en virtud de la claridad 
con que la Ley Agraria regula el trámite de los juicios conexos, no hay necesi­
dad de acudir a la diversa figura jurídica de la acumulación prevista en los 
artículos 72 y 75 del Código Federal de Procedimientos Civiles, por lo que en 
este aspecto dichos preceptos no resultan supletorios de la legislación agra­
ria. No obstante lo anterior, esta regla general debe complementarse con un 
supuesto de excepción, para señalar que la supletoriedad sí opera cuando 
junto con un juicio sucesorio agrario se ventilan otras acciones que inciden 
en el acervo hereditario, toda vez que, por un lado, no necesariamente todos 
los juicios conexos pueden encontrarse radicados en el mismo órgano jurisdic­
cional en el que se ventile la sucesión, y esa razón impediría resolverlos simul­
táneamente con el riesgo de que se dicten sentencias contradictorias y, por 
otro lado, porque la naturaleza universal del juicio sucesorio, cuya finali­
dad genérica es liquidar el patrimonio de una persona y adjudicarlo a otra, le 
proporciona el carácter de atrayente para que todas las demás acciones que 
puedan incidir en el acervo hereditario se le acumulen, si es que su estado 
procesal lo permite, es decir, si todavía no se deciden en lo principal. Lo ante­
rior con el objeto de que todas las acciones se definan en una sola sentencia que 
permita adjudicar los bienes una vez que se ha saneado la variedad de contro­
versias suscitadas en torno a ellos, o bien respecto de los derechos y demás 
obligaciones del autor de la herencia que no se extinguieron con su muerte.

2a./J. 148/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 224/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Pri­
mero en Materia Administrativa del Sexto Circuito y Primero del Segundo Circuito, con 
residencia en Nezahualcóyotl, Estado de México. 13 de septiembre de 2017. Una­
nimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos; en su ausencia hizo suyo el asunto Alberto Pérez Dayán. Secre­
tario: Alfredo Villeda Ayala.

Tesis y/o criterio contendientes:

Tesis VI.1o.A.55 A (10a.), de título y subtítulo: "JUICIO SUCESORIO AGRARIO. DADA 
SU CALIDAD DE UNIVERSAL Y ATRACTIVO, RESULTA INAPLICABLE LA FIGURA DE 
CONEXIDAD, PREVISTA EN EL ARTÍCULO 192 DE LA LEY DE LA MATERIA.", apro­
bada por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito y 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 
XXIII, Tomo 3, agosto de 2013, página 1676, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, con residencia en 
Nezahualcóyotl, Estado de México, al resolver el amparo directo 581/2016.
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Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 24/2010 citada, aparece publicada en el Sema­
nario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXI, marzo de 
2010, página 1034.

Tesis de jurisprudencia 148/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del once de octubre de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de noviembre de 2017 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 21 de noviembre de 2017, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RECURSO DE QUEJA EN AMPARO INDIRECTO. ES IMPROCEDENTE 
CONTRA EL AUTO QUE NIEGA LA APERTURA DEL INCIDENTE DE 
INEJECUCIÓN DE SENTENCIA. El artículo 97, fracción I, inciso e), de la Ley 
de Amparo establece que el recurso de queja procede en amparo indirecto 
contra la resolución que no admita expresamente el recurso de revisión y que 
por su naturaleza trascendental y grave pueda causar perjuicio a alguna de las 
partes no reparable en la sentencia definitiva. Por su parte, el sistema de eje­
cución de sentencias contenido en la Ley de Amparo consiste en impedir la 
dilación en el cumplimiento de la ejecutoria, y como medida para lograr esta 
pronta actuación se prevén determinadas sanciones a imponer con el propó­
sito de lograr el eficaz cumplimiento del fallo protector, sin que su principal 
objetivo sea enjuiciar a las autoridades responsables. Entonces, si el incidente 
de inejecución de sentencia tiene como fin verificar la regularidad del proce­
dimiento de cumplimiento del fallo constitucional, para determinar si éste no 
se ha acatado y, en su caso, si el incumplimiento está o no justificado, el auto 
en el que el Juez de Distrito niega su apertura no causa perjuicio trascenden­
tal ni grave a la quejosa, que no sea reparable con la resolución emitida al 
respecto por el Tribunal Colegiado de Circuito o por la Suprema Corte de Jus­
ticia de la Nación una vez que con posterioridad el juzgador estime procedente 
tramitar la incidencia en cuestión, ante la subsistencia de la actitud contu­
maz de la autoridad responsable, por lo que es improcedente el recurso de 
queja interpuesto en contra de dicho auto.

2a./J. 151/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 180/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito y Cuarto en Materia de Trabajo 
del Tercer Circuito. 11 de octubre de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de algunas conside­
raciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González 
Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis VII.2o.T.8 K (10a.), de título y subtítulo: "RECURSO DE QUEJA EN AMPARO IN­
DIRECTO. PROCEDE CONTRA EL AUTO QUE NIEGA LA APERTURA DEL INCIDENTE 
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DE INEJECUCIÓN DE SENTENCIA.", aprobada por el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 15 de julio de 2016 a las 10:15 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 32, Tomo III, julio de 2016, página 2219, y

El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, 
al resolver la queja 30/2017.

Tesis de jurisprudencia 151/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada del veinticinco de octubre de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2017 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de diciembre de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

CERTIFICADOS MÉDICOS EXHIBIDOS ANTE LAS JUNTAS DE CON­
CILIACIÓN Y ARBITRAJE PARA EFECTOS DEL ARTÍCULO 785 DE LA 
LEY FEDERAL DEL TRABAJO VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE DICIEM­
BRE DEL 2012. SON VÁLIDOS AUNQUE NO ESPECIFIQUEN EL NOMBRE 
DE LA INSTITUCIÓN QUE OTORGÓ EL TÍTULO PROFESIONAL AL 
MÉDICO PARTICULAR QUE LOS EMITIÓ. Conforme al numeral citado, los 
únicos requisitos de validez exigibles en los certificados médicos presenta­
dos ante la Junta de Conciliación y Arbitraje son: 1) nombre del médico, 2) número 
de cédula profesional, 3) fecha de emisión del certificado, y 4) descripción del 
estado patológico que impide la comparecencia de la persona requerida; lo 
que implica que en los juicios laborales iniciados después del 30 de noviembre 
de 2012 son inaplicables las jurisprudencias de la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación 2a./J. 74/95 y 2a./J. 76/2001, pues desentrañaron 
el sentido normativo del precepto mencionado anterior a la reforma publicada 
en el Diario Oficial de la Federación en la fecha referida; de ahí que con base en 
los principios de especialidad, economía y sencillez que rigen el proceso 
laboral, los únicos elementos que deben contener los certificados médicos 
indicados son los exigidos por la Ley Federal del Trabajo vigente, por lo que son 
válidos aunque no especifiquen el nombre de la institución que otorgó el título 
profesional al médico particular que los emitió.

2a./J. 152/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 257/2017. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado en Ma­
terias Penal y de Trabajo del Octavo Circuito, y el Segundo Tribunal Colegiado de 
Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz. 
11 de octubre de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; votó con reserva de criterio José Fernando Franco González 
Salas. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Alma Ruby Villarreal Reyes.
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Tesis contendientes:

Tesis VIII.P.T.3 L (10a.), de título y subtítulo: "CERTIFICADOS MÉDICOS EN MATERIA LA­
BORAL. REQUISITOS PARA SU VALIDEZ (INAPLICABILIDAD DE LAS JURISPRU­
DENCIAS 2a./J. 74/95 Y 2a./J. 76/2001, EN LOS JUICIOS PROMOVIDOS CON 
POSTERIORIDAD AL 30 DE NOVIEMBRE DE 2012).", aprobada por el Tribunal Cole­
giado en Materias Penal y de Trabajo del Octavo Circuito, y publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 1 de septiembre de 2017 a las 10:10 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 46, Tomo III, sep­
tiembre de 2017, página 1809, y

Tesis (IV Región) 2o.14 L (10a.), de título y subtítulo: "CERTIFICADOS MÉDICOS EXHIBI­
DOS ANTE LAS JUNTAS DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE PARA LOS EFECTOS SE­
ÑALADOS EN EL ARTÍCULO 785 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO. PARA SU 
VALIDEZ EN ASUNTOS TRAMITADOS CON POSTERIORIDAD AL 30 DE NOVIEMBRE 
DE 2012, CON EXCEPCIÓN DE LOS EXPEDIDOS POR LAS INSTITUCIONES DE 
SALUD OFICIALES, DEBEN CONTENER EL NOMBRE COMPLETO DE LA INSTITU­
CIÓN QUE OTORGÓ EL TÍTULO PROFESIONAL AL MÉDICO QUE LOS EMITIÓ.", apro­
bada por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta 
Región, con residencia en Xalapa, Veracruz, y publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación del viernes 15 de julio de 2016 a las 10:15 horas y en la Gaceta del Sema­
nario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 32, Tomo III, julio de 2016, página 
2091.

Nota: Las tesis de jurisprudencia 2a./J. 74/95 y 2a./J. 76/2001 citadas, aparecen publica­
das en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomos II, 
noviembre de 1995, página 157 y XV, enero de 2002, página 11, con los rubros: 
"CERTIFICADOS MÉDICOS EXHIBIDOS ANTE LAS JUNTAS DE CONCILIACIÓN Y ARBI­
TRAJE PARA LOS EFECTOS SEÑALADOS EN EL ARTÍCULO 785 DE LA LEY FEDERAL 
DEL TRABAJO. PARA SU VALIDEZ DEBEN CUMPLIR CON LOS REQUISITOS PRE­
VISTOS EN LA LEY GENERAL DE SALUD." y "CERTIFICADOS MÉDICOS EXHIBIDOS 
ANTE LAS JUNTAS DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE PARA LOS EFECTOS SEÑALA­
DOS EN EL ARTÍCULO 785 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO. PARA SU VALIDEZ 
DEBEN CUMPLIR CON LOS REQUISITOS PREVISTOS EN LA LEY GENERAL DE 
SALUD, ENTRE ELLOS, EL DEL NOMBRE COMPLETO DE LA INSTITUCIÓN QUE 
EXPIDE EL TÍTULO, NO SÓLO SUS SIGLAS.", respectivamente.

Tesis de jurisprudencia 152/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veinticinco de octubre de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 4 de diciembre de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

EMBARGO DE NUMERARIO CONTENIDO EN UNA CUENTA BANCA­
RIA DECRETADO EXCLUSIVAMENTE POR LA CANTIDAD LÍQUIDA 
IMPUESTA COMO CONDENA EN EL JUICIO LABORAL. EL JUICIO 
DE AMPARO INDIRECTO SÓLO PROCEDE CONTRA LA RESOLU­
CIÓN DEFINITIVA EN LA QUE SE REQUIERE A LA INSTITUCIÓN DE 
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CRÉDITO LA ENTREGA A LA JUNTA DE CONCILIACIÓN Y ARBI­
TRAJE DE LA CANTIDAD ASEGURADA Y ORDENA LA NOTIFICACIÓN 
PERSONAL AL PATRÓN. Conforme al artículo 107, fracción IV, último 
párrafo, de la Ley de Amparo, en los procedimientos de remate el juicio de 
amparo indirecto procede contra la resolución que en forma definitiva ordena 
el otorgamiento de la escritura de adjudicación y la entrega de los bienes rema­
tados, sin contemplar los casos en los que el embargo recae sobre objetos 
que no requieren de remate, como lo es el numerario contenido en una cuenta 
bancaria. Así es, existen casos en los que, dada su naturaleza, es improcedente 
el remate de bienes, como sucede cuando se embargan, con fundamento en el 
artículo 956 de la Ley Federal del Trabajo, dinero o créditos realizables en el acto, 
pues dicha norma autoriza que en esos eventos el actuario trabe embargo y 
los ponga a disposición del presidente de la Junta, quien deberá resolver de 
inmediato sobre el pago al actor, sin que la Ley de Amparo establezca con cla­
ridad contra qué acto procede el juicio constitucional cuando resulta innece­
sario el remate. Ahora bien, este precepto, interpretado por analogía, permite 
considerar que tratándose del embargo de numerario contenido en una cuenta 
bancaria propiedad del patrón, cuando el actuario lo decreta por un monto 
determinado dentro del procedimiento de ejecución previsto en los artículos 
950 a 966 de la Ley Federal del Trabajo, sobre la cantidad líquida que se pre­
tende ejecutar el laudo, no es impugnable mediante el juicio de amparo indirecto, 
pues sólo procede contra la resolución que en definitiva requiere a la institu­
ción de crédito la entrega a la Junta de Conciliación y Arbitraje de la referida 
cantidad asegurada y ordena, con fundamento en el artículo 742, fracción XII, 
de la Ley Federal del Trabajo, la notificación personal al patrón a efecto de estar 
en aptitud de promover el juicio de garantías, momento en el que pueden 
hacerse valer todas las violaciones cometidas durante el procedimiento de 
ejecución. Considerar lo contrario, esto es, admitir la impugnación del embargo, 
permitiría interrumpir la secuela ejecutiva del laudo seguida por un tribunal 
del trabajo, lo que, precisamente, el legislador pretendió evitar en el artículo 
107 de la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Polí­
tica de los Estados Unidos Mexicanos, al vedar la impugnación de cualquier 
acto distinto a la orden de entrega de los bienes.

2a./J. 153/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 217/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Pri­
mero del Decimoctavo Circuito y Tercero del Primer Circuito, ambos en Materia de 
Trabajo. 25 de septiembre de 2017. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ausente: Eduardo Medina Mora I. Ponente: José Fernando Franco González 
Salas. Secretario: Francisco Manuel Rubín de Celis Garza.
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Tesis y criterio contendientes:

Tesis I.3o.T.36 L (10a.), de título y subtítulo: "EMBARGO DE CUENTAS BANCARIAS 
DECRETADO EN EJECUCIÓN DEL LAUDO. CONSTITUYE UN ACTO DE IMPOSIBLE 
REPARACIÓN, CONTRA EL QUE PROCEDE EL AMPARO INDIRECTO, EN TÉRMINOS 
DE LA FRACCIÓN V DEL ARTÍCULO 107 DE LA LEY DE AMPARO.", aprobada por el 
Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, y publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 24 de marzo de 2017 a las 10:27 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 40, 
Tomo IV, marzo de 2017, página 2699, y el sustentado por el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia de Trabajo del Décimo Octavo Circuito, al resolver el amparo en revisión 
35/2017.

Tesis de jurisprudencia 153/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada del veinticinco de octubre de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2017 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de diciembre de 2017, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

VISITA DOMICILIARIA. SI EL VISITADOR NO ACUDE EN LA FECHA 
FIJADA EN EL CITATORIO PARA ENTENDER SU INICIO O EL CIERRE 
DEL ACTA FINAL, DEBE DEJAR UNO NUEVO PARA RESPETAR EL 
DERECHO A LA SEGURIDAD JURÍDICA DEL VISITADO. Los artículos 
44, fracción II y 46, fracción VI, del Código Fiscal de la Federación prevén que 
ante la ausencia del visitado o de su representante para el inicio de la visita 
domiciliaria o el cierre del acta final, debe dejarse citatorio para que espere al 
visitador a una hora determinada del día siguiente para el desarrollo de la dili­
gencia correspondiente; sin embargo, no señalan qué hacer cuando el visita­
dor no acuda en la fecha fijada en el citatorio inicial y, por ende, menos aún la 
posibilidad de la expedición de uno ulterior. En ese sentido, atento al derecho 
a la seguridad jurídica, y para otorgar al gobernado la total certeza del desa­
rrollo de la visita domiciliaria desde su inicio hasta su fin, optando con su 
presencia o la de su representante, la inasistencia del visitador genera la nece­
sidad de dejar un nuevo citatorio con quien se encuentre presente en el 
lugar a visitar (cuando no se halle la persona buscada), donde se fije fecha 
cierta que no podrá ser otra que la del día siguiente al de su entrega, sin que 
requiera expresarse el motivo que generó que faltara a la fecha originalmente 
establecida.

2a./J. 155/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 264/2017. Entre las sustentadas por el Pleno del Trigésimo Circuito 
y el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo 
Primer Circuito. 18 de octubre de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Eduardo Medina Mora I. 
Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.
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Tesis y criterio contendientes:

Tesis PC.XXX. J/9 A (10a.), de título y subtítulo: "VISITA DOMICILIARIA. NO EXISTE PROHI­
BICIÓN LEGAL PARA QUE EL CITATORIO PARA NOTIFICAR SU INICIO O EL CIERRE 
DEL ACTA FINAL SE DEJE EN MÁS DE UNA OCASIÓN A EFECTO DE QUE EL CON­
TRIBUYENTE ESPERE AL NOTIFICADOR EN UNA FECHA Y HORA DETERMINADAS, 
SIEMPRE QUE EXISTA MOTIVO JUSTIFICADO PARA HACERLO.", aprobada por el Pleno 
del Trigésimo Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
19 de septiembre de 2014 a las 9:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 10, Tomo II, septiembre de 2014, página 2017, y 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo 
del Décimo Primer Circuito, al resolver el amparo directo 876/2016.

Tesis de jurisprudencia 155/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada del ocho de noviembre dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2017 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de diciembre de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

VISITAS DOMICILIARIAS. PERSONAS ANTE QUIENES DEBEN IDENTI­
FICARSE LOS VISITADORES DURANTE SU PRÁCTICA, CONFORME 
AL ARTÍCULO 44, FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDE­
RACIÓN. De acuerdo con el artículo referido, en relación con su fracción II y 
el diverso 46, fracción I, del Código Fiscal de la Federación, los visitadores 
deben identificarse con quien entiendan la visita domiciliaria, ya sea el contri­
buyente, su representante o quien se encuentre en el lugar visitado, y no con 
todas aquellas personas con quienes se entrevisten para lograr introducirse 
al domicilio fiscal y hasta llegar a cumplir su cometido, que no es otro que el de 
iniciar y desarrollar la visita domiciliaria, pues si se toma en cuenta que a través 
de esas disposiciones el legislador pretendió que, debido a su trascendencia, el 
ejercicio de esa facultad de comprobación se realice, de ordinario, con el con­
tribuyente o su representante, o excepcionalmente, con el tercero que se 
encuentre en el lugar visitado, es claro que ante ellos deben identificarse plena­
mente en los términos de las leyes fiscales, esto es, levantando un acta circuns­
tanciada en la que especifiquen la forma en que lo hicieron, sin que pueda 
exigírseles esa formalidad respecto de otras personas, porque la ley no lo prevé, 
aunado a que ese requisito es poco práctico y dificultaría sobremanera el ejer­
cicio de la mencionada facultad de comprobación.

2a./J. 157/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 167/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo Primer Circuito y Tercero 
en Materia Administrativa del Segundo Circuito. 11 de octubre de 2017. Mayoría de 
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cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Disidente: José Fernando Franco 
González Salas. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Gabriela Guadalupe Flores 
de Quevedo.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 
Vigésimo Primer Circuito, al resolver la revisión fiscal 106/2016, y el diverso sustenta­
do por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, 
al resolver el amparo directo 324/2014.

Tesis de jurisprudencia 157/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del ocho de noviembre de dos mil diecisiete.

Nota: De la sentencia que recayó al amparo directo 324/2014, resuelto por el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, derivó la tesis 
aislada II.3o.A.195 A (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 17 de abril de 2015 a las 9:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 17, Tomo II, abril de 2015, página 1808.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 4 de diciembre de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

MULTA POR INFRACCIONES DE TRÁNSITO EN CARRETERAS FE­
DERALES. LA AUTORIDAD PUEDE JUSTIFICAR SU COMPETENCIA 
MATERIAL Y TERRITORIAL EN LOS ACUERDOS EMITIDOS POR LA 
EXTINTA SECRETARÍA DE SEGURIDAD PÚBLICA, HASTA EN TANTO 
LA SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN EXPIDA LOS QUE LOS SUSTI­
TUYAN. Con motivo de la extinción de la Secretaría de Seguridad Pública y 
la transferencia a la Secretaría de Gobernación de las facultades para orga­
nizar, dirigir y supervisar bajo su adscripción a la Policía Federal, los elemen­
tos de aquel órgano administrativo desconcentrado siguieron desempeñando 
sus funciones bajo el amparo del cuadro normativo existente, siempre que no 
contraviniera el Reglamento de la Secretaría de Gobernación. Entonces, si para 
la fecha en que inició la transición referida, se encontraban vigentes el Acuerdo 
01/2010 del Titular de la División de Seguridad Regional de la Policía Federal, 
por el que se expiden Lineamientos de operación para la imposición de san­
ciones por violación a las disposiciones legales en materia de tránsito, auto­
transporte federal, sus servicios auxiliares y transporte privado; así como el 
Acuerdo 01/2011 del Secretario de Seguridad Pública, por el que se determi­
nan las circunscripciones territoriales en las que tendrán competencia las 
coordinaciones estatales de la Policía Federal; publicados en el Diario Oficial 
de la Federación el 19 de octubre de 2010 y el 15 de febrero de 2011, respecti­
vamente, es evidente que continúan en vigor hasta en tanto la Secretaría de 
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Gobernación expida los acuerdos que los abroguen expresamente, o bien, 
que por contener disposiciones total o parcialmente incompatibles con la 
anterior reglamentación, se entiendan tácitamente abrogados o derogados, 
acorde con el artículo 9o. del Código Civil Federal, lo cual no ha acontecido; 
de ahí que la autoridad puede justificar su competencia material y territorial 
en dichos acuerdos para imponer multas por infracciones de tránsito en 
carreteras federales. Lo anterior se complementa con la entrada en vigor, el 1 
de noviembre de 2013, del Acuerdo 06/2013 del Comisionado General de la Poli­
cía Federal, mediante el cual se crean las coordinaciones regionales de zona 
de la Policía Federal con las facultades que se indican, publicado en el men­
cionado medio de difusión oficial el 5 de diciembre de 2013, que en su punto 
cuarto, fracciones XI y XXVI, reconoce a las coordinaciones estatales.

2a./J. 158/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 435/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Tercero del Vigésimo Séptimo Circuito y Primero en Materia Administrativa del Décimo 
Sexto Circuito. 30 de agosto de 2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y 
Eduardo Medina Mora I.; Javier Laynez Potisek manifestó que haría voto concu­
rrente. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretaria: Irma Gómez Rodríguez.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis XVI.1o.A.72 A (10a.), de título y subtítulo: "MULTA POR INFRACCIONES DE TRÁN­
SITO EN CARRETERAS FEDERALES. SU FUNDAMENTACIÓN ES INDEBIDA SI LA 
AUTORIDAD JUSTIFICA SU COMPETENCIA MATERIAL Y TERRITORIAL EN ACUERDOS 
DE AUTORIDADES DE LA SECRETARÍA DE SEGURIDAD PÚBLICA QUE DEJARON DE 
TENER VIGENCIA POR LA DEROGACIÓN DE LA NORMA LEGAL Y ABROGACIÓN 
DEL REGLAMENTO EN QUE SE FUNDAN.", aprobada por el Primer Tribunal Cole­
giado en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito y publicada en el Sema­
nario Judicial de la Federación del viernes 8 de enero de 2016 a las 10:10 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 26, Tomo IV, 
enero de 2016, página 3363.

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, al resolver 
el amparo directo 516/2016.

Tesis de jurisprudencia 158/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del ocho de noviembre de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2017 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de diciembre de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

COMPETENCIA PARA CONOCER DEL RECURSO DE REVISIÓN IN­
TERPUESTO CONTRA LA SENTENCIA DICTADA EN UN JUICIO 
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DE AMPARO INDIRECTO, DONDE SE RECLAMÓ LA EMISIÓN DE UN 
ACUERDO LEGISLATIVO DEL CONGRESO DEL ESTADO DE JALISCO, 
QUE NIEGA SUSPENDER DEL CARGO A UN MIEMBRO DE UN AYUN­
TAMIENTO POR INCUMPLIR UN LAUDO. CORRESPONDE AL TRI­
BUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO ESPECIALIZADO EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA. Acorde con la jurisprudencia de la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 2a./J. 145/2015 (10a.), para establecer 
la competencia por materia de un Tribunal Colegiado de Circuito especializado 
para conocer del recurso de revisión interpuesto contra la sentencia dictada 
en un juicio de amparo indirecto, debe atenderse tanto a la naturaleza del 
acto reclamado como a la de la autoridad señalada como responsable, sin 
considerar la materia en la que el Juez de Distrito haya fijado su competencia. 
En ese sentido, el Tribunal Colegiado de Circuito especializado en Materia 
Administrativa es el competente para conocer del recurso de revisión inter­
puesto contra la sentencia dictada en el juicio de amparo indirecto, cuando el 
acto reclamado lo constituya un acuerdo legislativo emitido por el Congreso 
del Estado de Jalisco, dictaminado por unanimidad por las comisiones corres­
pondientes, que niega suspender del cargo a un miembro de un Ayuntamiento 
por incumplir un laudo dictado por el Tribunal de Arbitraje y Escalafón de la 
misma entidad, teniendo en cuenta que la naturaleza del acto reclamado es 
materialmente administrativa, al ser emitido en forma unilateral y discrecio­
nal, sin la intervención del gobernado, produciendo efectos directos e inme­
diatos, independientemente de que en el asunto también se traten cuestiones 
laborales.

2a./J. 159/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 267/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Séptimo en Materia Administrativa, así como Primero, Segundo, Tercero y Cuarto en 
Materia de Trabajo, todos del Tercer Circuito. 25 de octubre de 2017. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Disidente y Ponente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Teresa Sánchez Medellín.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 169/2017, el sustentado por el Primer Tri­
bunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, al resolver el amparo en 
revisión 130/2016, el sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de 
Trabajo del Tercer Circuito, al resolver el amparo en revisión 72/2015, el sustentado 
por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, al resolver 
el amparo en revisión 246/2014, y el diverso sustentado por el Cuarto Tribunal Cole­
giado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, al resolver el amparo en revisión 
52/2015.
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Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 145/2015 (10a.) citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 30 de octubre de 2015 a las 11:30 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 23, 
Tomo II, octubre de 2015, página 1689, con el título y subtítulo: "COMPETENCIA POR 
MATERIA PARA CONOCER DEL RECURSO DE REVISIÓN INTERPUESTO CONTRA 
LA SENTENCIA DICTADA EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO POR UN JUEZ DE 
DISTRITO CON COMPETENCIA MIXTA. SE DETERMINA ATENDIENDO A LA NATU­
RALEZA DEL ACTO RECLAMADO Y DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE."

Tesis de jurisprudencia 159/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del quince de noviembre de dos mil diecisiete.

Nota: De la sentencia que recayó al amparo en revisión 246/2014, resuelto por el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, derivaron las tesis aisla­
das III.3o.T.36 L (10a.) y III.3o.T.37 L (10a.), de títulos y subtítulos: "LAUDOS DICTADOS 
POR EL TRIBUNAL DE ARBITRAJE Y ESCALAFÓN DEL ESTADO DE JALISCO. PARA 
LOGRAR SU EJECUCIÓN Y CUMPLIMIENTO PUEDE IMPONER DIVERSAS SANCIO­
NES, ENTRE ELLAS, LA SUSPENSIÓN DE LA AUTORIDAD EN EL CARGO POR UN 
PLAZO DE 15 DÍAS SIN GOCE DE SUELDO." y "SUSPENSIÓN EN EL CARGO DE UNA 
AUTORIDAD (MUNÍCIPE DE UN AYUNTAMIENTO) POR INCUMPLIMIENTO DE 
UNA SENTENCIA DICTADA POR EL TRIBUNAL DE ARBITRAJE Y ESCALAFÓN DEL 
ESTADO DE JALISCO. CORRESPONDE AL CONGRESO DEL ESTADO INICIAR EL PRO­
CEDIMIENTO RESPECTIVO.", publicadas en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 26 de febrero de 2016 a las 10:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 27, Tomo III, febrero de 2016, páginas 2091 y 
2189, respectivamente.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2017 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de diciembre de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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JURISPRUDENCIA POR 
REITERACIÓN DE CRITERIOS

SEGURIDAD PÚBLICA. LA INDEMNIZACIÓN PREVISTA EN EL AR­
TÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, SEGUNDO PÁRRAFO, 
DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXI­
CANOS, COMPRENDE EL PAGO DE 3 MESES DE SUELDO Y DE 20 
DÍAS POR CADA AÑO LABORADO [ABANDONO DE LAS TESIS 
DE JURISPRUDENCIA 2a./J. 119/2011 Y AISLADAS 2a. LXIX/2011, 
2a. LXX/2011 Y 2a. XLVI/2013 (10a.) (*)]. En una nueva reflexión, la Segunda 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación abandona el criterio conte­
nido en las tesis indicadas, al estimar que conforme al artículo 123, apartado B, 

2016

Nota: (*) Las tesis de jurisprudencia 2a./J. 119/2011 y aisladas 2a. LXIX/2011, 2a. LXX/2011 y 
2a. XLVI/2013 (10a.) citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIV, agosto de 2011, páginas 412, 531 y 530, y en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, Tomo 1, mayo de 2013, página 990, 
con los rubros y título y subtítulo: "SEGURIDAD PÚBLICA. PARA DETERMINAR LOS CONCEPTOS 
QUE DEBEN INTEGRAR LA INDEMNIZACIÓN ESTABLECIDA EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO 
B, FRACCIÓN XIII, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, 
NO ES APLICABLE, NI AUN SUPLETORIAMENTE, LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO.", "SEGURI­
DAD PÚBLICA. MONTO DE LA INDEMNIZACIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO 
B, FRACCIÓN XIII, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS, VIGENTE A PARTIR DE LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL 
DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008.", "SEGURIDAD PÚBLICA. LA INDEMNIZACIÓN 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, VIGENTE A PARTIR DE 
LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008, 
NO COMPRENDE EL CONCEPTO DE 20 DÍAS POR AÑO." y "SEGURIDAD PÚBLICA. LA INDEM­
NIZACIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, SEGUNDO PÁRRA­
FO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, VIGENTE A 
PARTIR DE LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE 
JUNIO DE 2008, NO COMPRENDE EL CONCEPTO DE 12 DÍAS POR AÑO.", respectivamente.
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fracción XIII, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, el Constituyente otorgó a favor de los agentes del Ministerio Pú­
blico, los peritos y los miembros de las instituciones policiales de la Federación, 
el Distrito Federal, los Estados y los Municipios, el derecho al pago de una 
indemnización en el caso de que, a través de una resolución emitida por auto­
ridad jurisdiccional competente, se resuelva que su separación o cualquier vía 
de terminación del servicio de la que fueron objeto resulta injustificada; ello, 
para no dejarlos en estado de indefensión al existir una prohibición absoluta 
de reincorporarlos en el servicio. Además, de la propia normativa constitucio­
nal se advierte la obligación del legislador secundario de fijar, dentro de las 
leyes especiales que se emitan a nivel federal, estatal, municipal o en el Dis­
trito Federal, los montos o mecanismos de delimitación de aquellos que, por 
concepto de indemnización, corresponden a los servidores públicos ante una 
terminación injustificada del servicio. Ahora bien, el derecho indemnizatorio 
debe fijarse en términos íntegros de lo dispuesto por la Constitución Federal, 
pues el espíritu del Legislador Constituyente, al incluir el apartado B dentro del 
artículo 123 constitucional, fue reconocer a los servidores públicos garantías 
mínimas dentro del cargo o puesto que desempeñaban, sin importar, en su 
caso, la naturaleza jurídica de la relación que mediaba entre el Estado –en cual­
quiera de sus niveles– y el servidor; por tanto, si dentro de la aludida frac­
ción XIII se establece el derecho de recibir una indemnización en caso de que 
la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del 
servicio fuere injustificada y, por su parte, en las leyes especiales no se pre­
vén los mecanismos suficientes para fijar el monto de ese concepto, es incon­
cuso que deberá recurrirse a lo dispuesto, como sistema normativo integral, 
no sólo al apartado B, sino también al diverso apartado A, ambos del citado 
precepto constitucional; en esa tesitura, a fin de determinar el monto indem­
nizatorio a que tienen derecho los agentes del Ministerio Público, los peritos 
y los miembros de las instituciones policiales, debe recurrirse a la fracción 
XXII del apartado A, que consigna la misma razón jurídica que configura y da 
contenido a la diversa fracción XIII del apartado B, a saber, el resarcimiento 
de los daños y perjuicios ocasionados por el patrón particular o el Estado ante 
la separación injustificada y sea la ley o, en su caso, la propia Constitución, la 
que establezca la imposibilidad jurídica de reinstalación. Bajo esas conside­
raciones, es menester precisar que la hipótesis normativa del artículo 123, 
apartado A, fracción XXII, que señala que "la ley determinará los casos en que el 
patrono podrá ser eximido de la obligación de cumplir el contrato, mediante 
el pago de una indemnización", deja la delimitación del monto que por con­
cepto de indemnización deberá cubrirse al trabajador a la ley reglamentaria, 
constituyéndose en el parámetro mínimo que el patrón pagará por el despido 
injustificado y, más aún, cuando se le libera de la obligación de reinstalar al 
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trabajador al puesto que venía desempeñando; por tanto, si la ley reglamen­
taria del multicitado apartado A, esto es, la Ley Federal del Trabajo, respeta 
como mínimo constitucional garantizado para efectos de la indemnización, 
el contenido en la fracción XXII del apartado A en su generalidad, empero, 
prevé el pago adicional de ciertas prestaciones bajo las circunstancias espe­
ciales de que es la propia norma quien releva al patrón de la obligación de 
reinstalación –cumplimiento forzoso del contrato– aun cuando el despido sea 
injustificado, se concluye que, a efecto de determinar el monto que corres­
ponde a los servidores públicos sujetos al régimen constitucional de excep­
ción contenido en el artículo 123, apartado B, fracción XIII, segundo párrafo, 
de la Carta Magna, resulta aplicable, como mínimo, el monto establecido en 
el diverso apartado A, fracción XXII, y los parámetros a los que el propio Consti­
tuyente refirió al permitir que fuese la normatividad secundaria la que los 
delimitara. En consecuencia, la indemnización engloba el pago de 3 meses de 
salario y 20 días por cada año de servicio, sin que se excluya la posibilidad 
de que dentro de algún ordenamiento legal o administrativo a nivel federal, 
estatal, municipal o del Distrito Federal existan normas que prevean expresa­
mente un monto por indemnización en estos casos, que como mínimo sea el 
anteriormente señalado, pues en tales casos será innecesario acudir a la 
Constitución, sino que la autoridad aplicará directamente lo dispuesto en 
esos ordenamientos.

2a./J. 198/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 2401/2015. Armando Hernández Lule. 25 de noviembre de 
2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Jocelyn Montserrat 
Mendizábal Ferreyro.

Amparo directo en revisión 2564/2015. Alfonso Maldonado Sánchez. 17 de febrero de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Francisco Manuel 
Rubín de Celis Garza.

Amparo directo en revisión 106/2016. Alfredo Gámez Ramírez y/o Alfredo Games Ramí­
rez. 29 de junio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos 
y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: Luis Javier Guzmán Ramos.

Amparo directo en revisión 5858/2015. María del Carmen Chavoya Pacheco o María del 
Carmen Chaboya Pacheco. 19 de octubre de 2016. Unanimidad de cuatro votos de 
los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
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González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ausente: Alberto Pérez Dayán. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Francisco Manuel Rubín 
de Celis Garza.

Amparo directo en revisión 5860/2015. Pedro de la Cruz de la Cruz. 19 de octubre de 2016. 
Cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ausente: Alberto 
Pérez Dayán. Ponente: Alberto Pérez Dayán; en su ausencia hizo suyo el asunto Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jannu Lizárraga Delgado.

Tesis de jurisprudencia 198/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del siete de diciembre de dos mil dieciséis.

Nota: Esta tesis se publicó el viernes 13 de enero de 2017 a las 10:14 horas en el Sema­
nario Judicial de la Federación, y en virtud de que abandona el criterio sostenido por 
la propia Sala en la diversa 2a./J. 119/2011, de rubro: "SEGURIDAD PÚBLICA. PARA 
DETERMINAR LOS CONCEPTOS QUE DEBEN INTEGRAR LA INDEMNIZACIÓN ESTA­
BLECIDA EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, NO ES APLICABLE, NI AUN SUPLE­
TORIAMENTE, LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO.", publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIV, agosto de 2011, página 412, 
esta última dejó de considerarse de aplicación obligatoria a partir del lunes 16 de 
enero de 2017. 

Esta tesis abandona los criterios sostenidos por la propia Sala, en las diversas tesis ais­
ladas 2a. LXIX/2011, 2a. LXX/2011 y 2a. XLVI/2013 (10a.), de rubros: "SEGURIDAD 
PÚBLICA. MONTO DE LA INDEMNIZACIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 123, APAR­
TADO B, FRACCIÓN XIII, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, VIGENTE A PARTIR DE LA REFORMA PUBLI­
CADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008.", "SEGU­
RIDAD PÚBLICA. LA INDEMNIZACIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO 
B, FRACCIÓN XIII, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, VIGENTE A PARTIR DE LA REFORMA PUBLICADA 
EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008, NO COM­
PRENDE EL CONCEPTO DE 20 DÍAS POR AÑO." y "SEGURIDAD PÚBLICA. LA INDEM­
NIZACIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, SEGUNDO 
PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, 
VIGENTE A PARTIR DE LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008, NO COMPRENDE EL CONCEPTO DE 12 DÍAS 
POR AÑO.", publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XXXIV, agosto de 2011, páginas 531 y 530, y Décima Época, Libro XX, 
Tomo 1, mayo de 2013, página 990, respectivamente.

Esta tesis se publicó el viernes 13 de enero de 2017 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 16 de enero de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

JURISPRUDENCIA. ALCANCE DEL PRINCIPIO DE IRRETROACTI­
VIDAD DE AQUÉLLA TUTELADO EN EL ARTÍCULO 217, PÁRRAFO 
ÚLTIMO, DE LA LEY DE AMPARO. De acuerdo al citado principio, la juris­
prudencia puede aplicarse a los actos o hechos jurídicos ocurridos con ante­
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rioridad a que cobre vigencia, siempre y cuando ello no conlleve un efecto 
retroactivo en perjuicio de las personas, como acontece cuando: (I) al inicio 
de un juicio o procedimiento existe una jurisprudencia aplicable directamente a 
alguna de las cuestiones jurídicas relevantes para la interposición, tramitación, 
desarrollo y resolución del asunto jurisdiccional; (II) antes de emitir la reso­
lución jurisdiccional respectiva, se emite una jurisprudencia que supera, modi­
fica o abandona ese entendimiento del sistema jurídico; y (III) la aplicación del 
nuevo criterio jurisprudencial impacta de manera directa la seguridad jurídica 
de los justiciables. De ahí que si el gobernado orientó su proceder jurídico o 
estrategia legal conforme a una jurisprudencia anterior, siguiendo los lineamien­
tos expresamente establecidos en ésta –ya sea para acceder a una instancia 
jurisdiccional, para plantear y acreditar sus pretensiones, excepciones o defen­
sas o, en general, para llevar a cabo alguna actuación jurídica–, no es dable 
que la sustitución o modificación de ese criterio jurisprudencial afecte situa­
ciones legales definidas, pues ello conllevaría corromper la seguridad jurídica 
del justiciable, así como la igualdad en el tratamiento jurisdiccional de las 
mismas situaciones y casos, con lo cual, se transgrediría el principio de irretro­
actividad tutelado en el artículo 217, párrafo último, de la Ley de Amparo.

2a./J. 199/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 5157/2014. Grupo PM, S.A. de C.V. 24 de junio de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con 
salvedad Alberto Pérez Dayán. Mayoría de cuatro votos en relación con el criterio 
contenido en esta tesis. Disidente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Georgina Laso de la Vega Romero.

Amparo directo en revisión 1881/2015. Rodrigo Tostado Rodríguez. 2 de septiembre de 
2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ausente: Juan N. Silva Meza. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Rafael 
Quero Mijangos.

Amparo directo en revisión 1413/2016. Secretario de Agricultura, Ganadería, Desarrollo 
Rural, Pesca y Alimentación. 26 de octubre de 2016. Mayoría de cuatro votos de los 
Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disidente: Javier Laynez Potisek. Ponen­
te: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Amparo directo en revisión 2501/2016. Secretario de Agricultura, Ganadería, Desarrollo 
Rural, Pesca y Alimentación. 16 de noviembre de 2016. Mayoría de cuatro votos de los 
Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disidente: Javier Laynez Potisek. Ponen­
te: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Luis Javier Guzmán Ramos.
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Amparo directo en revisión 2500/2016. María Elena Vera Villagrán. 23 de noviembre de 
2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disi­
dente: Javier Laynez Potisek. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Luis Javier 
Guzmán Ramos.

Tesis de jurisprudencia 199/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del siete de diciembre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 20 de enero de 2017 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de enero de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

2017

SALUD. LOS ARTÍCULOS 81 Y 272 BIS DE LA LEY GENERAL RELA­
TIVA NO TRANSGREDEN EL DERECHO A LA LIBERTAD DE TRABAJO. 
Los preceptos citados establecen como requisitos para llevar a cabo proce­
dimientos médicos quirúrgicos de especialidad, que los médicos cuenten con 
cédula de especialista legalmente expedida por las autoridades educativas 
competentes y con un certificado vigente de especialista, el cual deberá emi­
tir el consejo de la especialidad que corresponda. Ahora, el hecho de que los 
requisitos precisados constituyan una restricción para realizar procedimien­
tos quirúrgicos de especialidad, no se traduce en una violación al derecho a 
la libertad de trabajo tutelado por el artículo 5o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, pues es criterio de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación que los derechos humanos no son absolutos, ya que su ejercicio 
puede limitarse bajo las condiciones que la propia Constitución Federal señala 
y en términos de las leyes que se emitan por razones de interés general, a fin 
de evitar medidas o restricciones arbitrarias. En ese sentido, los artículos 81 
y 272 Bis de la Ley General de Salud constituyen una restricción con un obje­
tivo constitucionalmente válido expresamente previsto en la Norma Suprema, 
consistente en proteger el derecho a la salud de las personas; restricción que 
es adecuada e idónea para cumplir con ese objetivo, pues permite a las auto­
ridades administrativas tener mayor certeza sobre la profesionalización de los 
médicos que llevan a cabo los procedimientos quirúrgicos de especialidad y 
sobre su capacidad y pericia; además, esa restricción no es una prohibición 
absoluta a la libertad de trabajo, porque únicamente se fijan los requisitos 
que deben cumplir los médicos para realizarlos, lo cual es acorde con el fin de 
las disposiciones normativas mencionadas, ya que el beneficio obtenido 
mediante dicha restricción es mayor al garantizar que los médicos cuenten 
con las habilidades, capacidades, conocimientos y pericia requeridos para 
realizar esos procedimientos.

2a./J. 4/2017 (10a.)
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Amparo en revisión 1291/2015. Margarita Amador León. 30 de marzo de 2016. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ausente: Alberto 
Pérez Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Salvador 
Alvarado López.

Amparo en revisión 27/2016. Luis Enrique Fernando Molina Galeana. 11 de mayo de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Ma. de la Luz Pineda 
Pineda.

Amparo en revisión 86/2016. Carlos Antonio Nava García. 11 de mayo de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Ma. de la Luz Pineda Pineda.

Amparo en revisión 253/2016. Radamés Ramírez Cano. 8 de junio de 2016. Cinco votos 
de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Ma. de la Luz Pineda Pineda.

Amparo en revisión 856/2016. José Enrique Gámez Ureña. 7 de diciembre de 2016. Una­
nimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos; en su ausencia hizo suyo el asunto Alberto Pérez 
Dayán. Secretaria: Ma. de la Luz Pineda Pineda.

Tesis de jurisprudencia 4/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del once de enero de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 20 de enero de 2017 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de enero de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

SEGURO SOCIAL. EL ARTÍCULO 182 DE LA LEY RELATIVA, VIGENTE 
HASTA EL 30 DE JUNIO DE 1997, QUE PREVÉ UN PERIODO DE CON­
SERVACIÓN DE DERECHOS EN MATERIA DE PENSIONES, NO VIOLA 
EL DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL. La aludida disposición legal 
forma parte de un plan de seguridad social que constituye un sistema contri­
butivo organizado sobre la base de aportaciones con el fin de constituir un 
fondo para atender las pensiones; en ella se contiene la conservación de dere­
chos como una prerrogativa de los asegurados que dejen de pertenecer al 
régimen del seguro obligatorio, pues extiende el beneficio para ejercer los 
derechos adquiridos en los seguros de invalidez, vejez, cesantía en edad avan­
zada y muerte por un periodo igual a la cuarta parte del tiempo cotizado, el 
cual no puede ser menor de 12 meses. En virtud de esa norma legal, la baja 
del asegurado no implica que, desde ese momento, deje de gozar del derecho 
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a obtener una pensión en los ramos mencionados, sino que el derecho que 
hubiese adquirido en el tiempo de aseguramiento y que no haya ejercido a la 
fecha de la baja, se extiende por el periodo señalado en la ley. Así, el periodo 
de conservación de derechos, lejos de constituir una restricción, representa 
una prerrogativa para el asegurado o para sus beneficiarios al ampliar su 
derecho a recibir una pensión con posterioridad a que causó baja. Por otra 
parte, el derecho humano a la seguridad social no exige que la expectativa a 
obtener una pensión se adquiera y conserve de manera indefinida. Consecuen­
temente, dicho precepto no transgrede el referido derecho humano, ya que se 
emitió dentro del margen de configuración del que goza el legislador con la 
finalidad de garantizar la suficiencia de recursos para el pleno goce de ese 
derecho por todos los beneficiarios. De ahí que si la contingencia ocurre con 
posterioridad al fenecimiento de ese periodo de conservación de derechos, 
no existe razón para otorgar un beneficio al que ya no se tiene derecho en 
perjuicio de la sostenibilidad del sistema del seguro social.

2a./J. 5/2017 (10a.)

Amparo directo en revisión 965/2014. María Rosaura Ramírez Ramírez. 28 de mayo de 
2014. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. 
Disidente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretario: Héctor Orduña Sosa.

Amparo directo en revisión 5083/2014. Juan de Dios Padilla Lomelí. 25 de marzo de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Jocelyn Montserrat Mendizábal 
Ferreyro.

Amparo en revisión 253/2015. Luis Emilio César Abogado. 3 de junio de 2015. Unanimi­
dad de cuatro votos de los Ministros Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco Gon­
zález Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; reservó criterio 
José Fernando Franco González Salas en relación con la afirmación de que la renuncia 
de derechos prevista en el artículo 123, apartado A, fracción XXVII, inciso h), de la 
Constitución Federal no se refiere al derecho de seguridad social, sino a los que corres­
ponden por la relación contractual. Ausente: Eduardo Medina Mora I. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Teresa Sánchez Medellín.

Amparo en revisión 555/2015. José Agapito Quinteros Coronel. 19 de agosto de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con 
reservas Eduardo Medina Mora I.; José Fernando Franco González Salas y Juan N. 
Silva Meza manifestaron que formularían voto concurrente en relación con la natu­
raleza de autoridad responsable del Instituto Mexicano del Seguro Social. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretario: Héctor Orduña Sosa.
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Amparo directo en revisión 2014/2016. J. Pedro Aranda Moncibaiz. 5 de octubre de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Diana Cristina Rangel León.

Tesis de jurisprudencia 5/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del dieciocho de enero de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de enero de 2017 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de enero de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 

PRÁCTICAS MONOPÓLICAS. BIENES JURÍDICOS TUTELADOS EN 
ESTA MATERIA POR EL ARTÍCULO 28 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍ­
TICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. Entre los bienes jurídicos 
tutelados por el precepto citado se encuentran los derechos del consumidor 
y de la sociedad, sin que ello implique que se trate de la única protección per­
seguida por la Constitución, pues también reconoce los relativos a la compe­
tencia y a la libre concurrencia, lo que es lógico pues en la medida en que 
exista un ambiente de competencia y libre concurrencia, el consumidor y la 
sociedad en general, como eslabones de un cadena de producción, se bene­
fician al no ser afectados por prácticas monopólicas; los conceptos de com­
petencia y libre concurrencia invariablemente van unidos a la pretensión de no 
afectar a los consumidores y al público en general por la realización de actos 
que no permitan la adquisición de bienes y servicios en condiciones de 
competencia.

2a./J. 9/2017 (10a.)

Amparo en revisión 839/2014. David Gastélum Cazares. 5 de agosto de 2015. Cinco votos 
de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Guadalupe de la Paz Varela Domínguez.

Amparo en revisión 715/2015. Industrias Bachoco, S.A.B. de C.V. 16 de marzo de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Rocío Balderas Fernández.

Amparo en revisión 1414/2015. Iusacell, S.A. de C.V. y otras. 6 de julio de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: Eduardo Romero Tagle.

Amparo en revisión 636/2015. Leche Bell, S.A. de C.V. 9 de noviembre de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; se 
apartaron de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos y José Fer­
nando Franco González Salas. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel 
Flores Díaz.
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Amparo en revisión 146/2016. Desde el Corazón del Fruto, S.A. de C.V. 11 de enero de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; votó contra algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Tesis de jurisprudencia 9/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del uno de febrero de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de febrero de 2017 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de febrero de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

DETERMINACIÓN PRESUNTIVA DE CUOTAS OBRERO PATRONALES. 
EL ARTÍCULO 39 C DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL QUE LA PREVÉ 
NO VIOLA EL DERECHO FUNDAMENTAL DE AUDIENCIA. El artículo 
citado, al facultar al Instituto Mexicano del Seguro Social para determinar pre­
suntivamente y fijar en cantidad líquida las cuotas obrero patronales conforme 
a los datos con que cuente, en caso de que el patrón no cubra oportunamente 
su importe o lo haga en forma incorrecta, no viola el derecho fundamental 
de audiencia, reconocido por el artículo 14 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, pues al ser las cuotas obrero patronales un tipo 
de contribución y formar parte de la materia impositiva, la audiencia para 
controvertir su monto, no necesariamente debe ser previa al momento de su 
liquidación, sino que basta con que la ley otorgue a los causantes el derecho 
a impugnarlo posteriormente, cuando ya se haya fijado.

2a./J. 10/2017 (10a.)

Amparo directo en revisión 6508/2015. Servicios Integrales de la Confección, S. de R.L. de C.V. 
18 de mayo de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos 
y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Fausto 
Gorbea Ortiz.

Amparo directo en revisión 321/2016. Servicios Integrales de la Confección, S. de R.L. de 
C.V. 22 de junio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos 
y Alberto Pérez Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: 
Manuel Poblete Ríos.

Amparo directo en revisión 1173/2016. Servicios Integrales de la Confección, S. de R.L. 
de C.V. 10 de agosto de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo 
Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto 
Pérez Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos; en su ausencia hizo suyo el 
asunto Javier Laynez Potisek. Secretario: Fausto Gorbea Ortiz.
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Amparo directo en revisión 3250/2016. Pulverizadora de Cacahuate Rey, S.A. de C.V. 19 de 
octubre de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I. Ausente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secre­
tario: Carlos Alberto Araiza Arreygue.

Amparo directo en revisión 4552/2016. Madepla, S.A. de C.V. 18 de enero de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Alma Ruby Villarreal Reyes.

Tesis de jurisprudencia 10/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del uno de febrero de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de febrero de 2017 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 20 de febrero de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA. EL ARTÍCULO 73 DE 
LA LEY GENERAL RELATIVA, ES INAPLICABLE A LOS MIEMBROS 
DE INSTITUCIONES DE PROCURACIÓN DE JUSTICIA. El indicado 
precepto legal está dirigido únicamente a las instituciones policiales, dentro de 
las cuales no se ubican las instituciones de procuración de justicia. En efecto, 
si bien el artículo 5 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pú­
blica señala que las instituciones de seguridad pública incluyen a las de pro­
curación de justicia y a las instituciones policiales, lo cierto es que establece 
un concepto diferenciado entre ellas. Las primeras, en cuanto a la aplicación 
de esa ley, se integran por el ministerio público, los peritos y sus auxiliares; 
mientras que las segundas se encuentran constituidas por los cuerpos de poli­
cía, de vigilancia y custodia de los establecimientos penitenciarios, de detención 
preventiva, o de centros de arraigos y, en general, todas las dependencias 
encargadas de la seguridad pública en los distintos niveles de gobierno. Por 
tanto, el artículo 73 de la citada ley es aplicable a las instituciones policiales, 
calidad que no tienen las instituciones de procuración de justicia, como la 
Procuraduría General de la República.

2a./J. 11/2017 (10a.)

Amparo directo en revisión 949/2016. J. Jesús Rubio Molina. 8 de junio de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponen­
te: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Jocelyn Montserrat Mendizábal 
Ferreyro.

Amparo directo en revisión 2166/2016. Raúl Vivas Hinojosa. 31 de agosto de 2016. Una­
nimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
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Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Ausente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Rafael Quero 
Mijangos.

Amparo directo en revisión 2117/2016. Leonel Álvaro López Avendaño. 7 de septiembre 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Luis Javier Guzmán Ramos.

Amparo directo en revisión 5347/2015. Procuraduría General de la República. 26 octubre 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jannu Lizárraga Delgado. 

Amparo directo en revisión 6320/2015. Procuraduría General de la República. 26 de octu­
bre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jannu Lizá­
rraga Delgado.

Tesis de jurisprudencia 11/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del uno de febrero de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de febrero de 2017 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de febrero de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

SEGURO SOCIAL. EL ARTÍCULO 25, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY 
RELATIVA NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD TRIBU­
TARIA. El artículo y párrafo citados establecen que los patrones, los trabajado­
res y el Estado aportarán una cuota de 1.5% sobre el salario base de cotización 
para cubrir las prestaciones en especie del seguro de enfermedades y mater­
nidad de los pensionados y sus beneficiarios, en los seguros de riesgos de 
trabajo, invalidez y vida, así como de retiro, cesantía en edad avanzada y vejez. 
Por otra parte, conforme a los artículos 5 A, fracciones V, XV y XVIII, 12, frac­
ción I, y 15, fracción III, de la misma ley, la obligación de enterar las cuotas 
obrero patronales surge de la existencia de una relación de trabajo y se man­
tiene siempre que el trabajador esté en activo con el patrón; entonces, el salario 
base de cotización a que se refiere el segundo párrafo del artículo 25 de la Ley 
del Seguro Social es el correspondiente a los trabajadores en activo; de ahí 
que esta porción normativa no transgrede el principio de legalidad tributaria 
contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, porque de acuerdo con la interpretación sistemática y 
relacionada de los preceptos citados de la Ley del Seguro Social, ésta sí pre­
cisa cómo se calculará la base de la contribución aludida.

2a./J. 18/2017 (10a.)
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Amparo directo en revisión 467/2016. Universidad De La Salle Bajío, A.C. 24 de agosto de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Luis Javier Guzmán Ramos.

Amparo directo en revisión 947/2016. Servicios Técnicos de Visión por Cable, S.A. de C.V. 
31 de agosto de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina 
Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez 
Dayán. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: María Constanza Tort San Román.

Amparo directo en revisión 1981/2016. TCCO Ventas, S.A. de C.V. 5 de octubre de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; José Fernando Franco González Salas con reserva de criterio por considerar 
que falta dar contestación al segundo agravio del recurrente. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretaria: Rocío Balderas Fernández. 

Amparo directo en revisión 2623/2016. Aerovías de México, S.A. de C.V. 30 de noviembre 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Alfredo Villeda Ayala.

Amparo directo en revisión 3944/2016. GCC Concreto, S.A. de C.V. 1 de febrero de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Alfredo Villeda Ayala.

Tesis de jurisprudencia 18/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del quince de febrero de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de febrero de 2017 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de febrero de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RENTA. SON INOPERANTES LOS ARGUMENTOS EN EL SENTIDO 
DE QUE EL ÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 151 DE LA LEY DEL 
IMPUESTO RELATIVO, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, 
AL ESTABLECER UN LÍMITE PARA LAS DEDUCCIONES PERSONA­
LES, VIOLA EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. 
Para respetar el principio de proporcionalidad tributaria contenido en el artículo 
31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es 
necesario atender a la capacidad contributiva de las personas afectas al grava­
men y, en el caso de la contribución de mérito, ello se cumple cuando la base 
gravable se constituye por la utilidad real, a la cual se arriba restando de los 
ingresos brutos los gastos que se realizaron para su obtención (deducciones 
estructurales); de ahí que las erogaciones no vinculadas con la generación 
de esos ingresos (deducciones no estructurales) no tienen impacto en la uti­
lidad o renta gravable, por lo que no pueden estimarse como aminoraciones 
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que el legislador deba contemplar forzosamente a fin de observar el principio de 
justicia tributaria en comento. Ahora, las erogaciones concedidas como deduc­
ciones personales para realizarse en forma adicional a las "autorizadas en cada 
capítulo", en términos del artículo 151 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, 
tienen el carácter de no estructurales, pues se refieren a los desembolsos 
efectuados con motivo de consumo personal, sea por su origen, por su propó­
sito o por su efecto, es decir, se trata de gastos diversos y contingentes, dado 
que no son erogaciones que habitualmente deban realizarse para la generación 
de la utilidad o renta neta del tributo. En consecuencia, las deducciones per­
sonales de las personas físicas, al no cumplir con el requisito de estricta vincu­
lación con la generación del ingreso, no son del tipo de erogaciones que el 
legislador debe reconocer para acatar el principio de proporcionalidad tribu­
taria, sino que constituyen gastos o beneficios fiscales, los cuales se conceden 
atendiendo a fines de política fiscal, social o económica. Por tanto, son inope­
rantes los argumentos en el sentido de que el último párrafo del artículo 151 
de la Ley del Impuesto sobre la Renta, al establecer un límite para las deduc­
ciones personales, viola el principio de proporcionalidad tributaria.

2a./J. 24/2017 (10a.)

Amparo en revisión 855/2014. José Francisco García Cáceres y otros. 5 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; mayoría de cuatro votos en relación con el criterio contenido en esta tesis. 
Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González 
Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 919/2015. Manuel Enrique Romero de Terreros Escalante y otros. 5 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto 
Pérez Dayán; mayoría de cuatro votos en relación con el criterio contenido en esta 
tesis. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco Gon­
zález Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 1379/2015. Rodrigo Navarro Hernández. 5 de octubre de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; mayoría 
de cuatro votos en relación con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel 
Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 440/2016. Ricardo Alberto Elizondo Garza y otros. 9 de noviembre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; mayoría de cuatro votos en relación con el criterio contenido en esta tesis. 
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Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González 
Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 867/2016. José Ramiro Cárdenas Tejeda. 22 de febrero de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
mayoría de cuatro votos en relación con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secre­
tario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Tesis de jurisprudencia 24/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del uno de marzo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de marzo de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RENTA. EL CONCEPTO DE NECESARIA VINCULACIÓN DE LAS ERO­
GACIONES CON LA GENERACIÓN DEL INGRESO Y LA CLASIFICACIÓN 
DE LAS DEDUCCIONES EN ESTRUCTURALES Y NO ESTRUCTU­
RALES, SON APLICABLES PARA PERSONAS FÍSICAS Y MORALES 
CONTRIBUYENTES DEL IMPUESTO RELATIVO. Tanto el Pleno como 
las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, han señalado diferencias 
entre las erogaciones vinculadas con la producción u obtención del objeto del 
impuesto y las que no tienen tal relación; las primeras se han identificado como 
deducciones estructurales, las cuales deben reconocerse por el legislador a 
fin de respetar el principio de proporcionalidad en materia tributaria, dado que 
aminorar los ingresos brutos con los gastos en que se incurrió para generarlos 
permite identificar la renta neta de los causantes, que es la que debe constituir 
la base de la contribución de referencia. Las segundas, se han denominado no 
estructurales y, en principio, no deben considerarse como deducciones, pues 
no se vinculan con la utilidad o renta neta, ya que no influyeron en la obten­
ción de los ingresos, por lo que no puede considerarse que afecten o influ­
yan sobre la manifestación de riqueza gravada y, en consecuencia, tampoco 
tienen un impacto sobre la capacidad contributiva de los causantes. Ahora, de 
la evolución de los criterios que ha pronunciado al respecto el Alto Tribunal, se 
advierte que se establecieron con base en un análisis general de las erogacio­
nes que deben reconocerse o concederse por el legislador para efectos del 
gravamen en atención al principio de proporcionalidad tributaria contenido en 
el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, el cual se llevó a cabo en casos tanto de personas morales como 
de personas físicas. Además, cabe destacar que para ambos tipos de personas 
el objeto del impuesto son los ingresos, mientras que la base gravable se cons­
tituye por la utilidad, entendida como el ingreso aminorado por los gastos en 
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que se incurrió para su obtención, por lo cual, el concepto de necesaria vincu­
lación de las erogaciones con la generación del ingreso y la clasificación de las 
deducciones en estructurales y no estructurales, son plenamente aplica­
bles tanto al Título II "De las personas morales", como al Título IV "De las per­
sonas físicas", ambos de la Ley del Impuesto sobre la Renta.

2a./J. 25/2017 (10a.)

Amparo en revisión 855/2014. José Francisco García Cáceres y otros. 5 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel 
Agüeros.

Amparo en revisión 919/2015. Manuel Enrique Romero de Terreros Escalante y otros. 5 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: 
Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 1379/2015. Rodrigo Navarro Hernández. 5 de octubre de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 440/2016. Ricardo Alberto Elizondo Garza y otros. 9 de noviembre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel 
Agüeros.

Amparo en revisión 738/2016. Víctor Hugo Vázquez del Mercado Pineda y otra. 9 de noviem­
bre de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Disi­
dente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Tesis de jurisprudencia 25/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del uno de marzo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de marzo de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RENTA. LAS DEDUCCIONES PERSONALES PREVISTAS EN EL AR­
TÍCULO 151 DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, VIGENTE A PARTIR 
DEL 1 DE ENERO DE 2014, TIENEN EL CARÁCTER DE NO ESTRUC­
TURALES. El ordenamiento de referencia regula la forma en que tributan las 
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personas físicas conforme a su Título IV, el cual tiene diversos capítulos que 
establecen diferentes categorías de ingresos en función de las actividades o 
fuentes que los generan, en el entendido de que existen fuentes de riqueza 
que tienen tratamientos diversos y autónomos en relación con otras, a fin de que 
el régimen jurídico aplicable a un tratamiento específico no afecte al otro, ni 
que la base gravable se vea disminuida indebidamente por operaciones de dife­
rente naturaleza a aquellas que generaron el ingreso, razón por la cual, sólo 
se permite en cada modalidad de causación, que el ingreso, renta o base 
gravable, sea disminuido a través de la fórmula de aplicar "deducciones auto­
rizadas en cada capítulo". Por otra parte, la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación ha clasificado como no estructurales a las erogaciones que no se vincu­
lan con la producción u obtención del objeto del impuesto, las cuales, en 
principio, no deben ser forzosamente reconocidas o concedidas como deduc­
ciones por el legislador, pues no tienen relación con la generación de la utilidad 
o renta neta, ya que no influyeron en la obtención de los ingresos. Este tipo de 
deducciones son producto de una sanción positiva prevista por una norma 
típicamente promocional y pueden suscribirse entre los denominados "gas­
tos fiscales", es decir, los originados por la disminución o reducción de tributos, 
traduciéndose en la no obtención de un ingreso público como consecuencia 
de la concesión de beneficios fiscales orientados al logro de la política econó­
mica o social. En ese orden de ideas, las erogaciones concedidas como deduc­
ciones personales para realizarse en forma adicional a las "autorizadas en 
cada capítulo", en términos del artículo 151 de la Ley del Impuesto sobre la Renta 
guardan el carácter de no estructurales, pues aun cuando ocasionen un im­
pacto económico en el contribuyente, se refieren a los desembolsos efectua­
dos con motivo de consumo personal, sea por su origen, por su propósito o por 
su efecto, es decir, se trata de gastos diversos y contingentes, toda vez que no 
son erogaciones que habitualmente deban realizarse para la generación de la 
utilidad o renta neta del tributo, debido a que no tienen incidencia para obtener 
los ingresos objeto del gravamen.

2a./J. 26/2017 (10a.)

Amparo en revisión 855/2014. José Francisco García Cáceres y otros. 5 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; mayoría de cuatro votos en relación con el criterio contenido en esta tesis. 
Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González 
Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 919/2015. Manuel Enrique Romero de Terreros Escalante y otros. 5 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
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Alberto Pérez Dayán; mayoría de cuatro votos en relación con el criterio contenido en 
esta tesis. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 1379/2015. Rodrigo Navarro Hernández. 5 de octubre de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; mayoría de 
cuatro votos en relación con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel 
Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 440/2016. Ricardo Alberto Elizondo Garza y otros. 9 de noviembre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; mayoría de cuatro votos en relación con el criterio contenido en esta tesis. 
Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González 
Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 738/2016. Víctor Hugo Vázquez del Mercado Pineda y otra. 9 de noviem­
bre de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Disi­
dente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Tesis de jurisprudencia 26/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del uno de marzo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de marzo de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RENTA. EL ARTÍCULO 151, ÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY DEL IM­
PUESTO RELATIVO, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, 
AL ESTABLECER UN LÍMITE PARA LAS DEDUCCIONES PERSONA­
LES, NO VIOLA EL DERECHO AL MÍNIMO VITAL. Las deducciones 
personales de las personas físicas, al no cumplir con el requisito de necesa­
ria vinculación de las erogaciones con la generación del ingreso, no deben 
reconocerse forzosamente por el legislador como aminoraciones para deter­
minar la base gravable del impuesto, sino que se encuentran inmersas en el 
ámbito de libertad de configuración en materia tributaria por constituir gastos 
fiscales, los cuales tienen su origen en la disminución o reducción de gravá­
menes, traduciéndose en la no obtención de un ingreso público como conse­
cuencia de la concesión de beneficios fiscales orientados al logro de la política 
económica o social. Por otra parte, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación ha establecido que el derecho al mínimo vital abarca todas las accio­
nes positivas y negativas que permitan respetar la dignidad humana, lo que 
implica la obligación para el Estado de garantizar (y no necesariamente otorgar 
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la prestación de manera directa) que los ciudadanos tengan acceso genera­
lizado a alimentación, vestido, vivienda, trabajo, salud, transporte, educación, 
cultura, así como a un medio ambiente sano y sustentable; aunado a ello, debe 
garantizar atención a los incapacitados o a las personas con necesidades 
especiales o específicas, procurando su incorporación a la vida activa. Lo ante­
rior, correlacionado con el principio de generalidad tributaria (la regla general 
consiste en que todos aquéllos, con un nivel económico mínimo, están obli­
gados a contribuir al sostenimiento del gasto público, mientras que las exen­
ciones, beneficios o estímulos fiscales son la excepción), permite concluir 
válidamente que la circunstancia de que los conceptos con los cuales se rela­
cionan las deducciones personales tengan alguna vinculación con derechos 
fundamentales o servicios básicos que el Estado se encuentra obligado a 
garantizar o prestar, no implica que exista un derecho constitucionalmente 
tutelado para exigir que sea precisamente a través de la legislación fiscal que 
se brinde esa tutela, específicamente concediendo un beneficio de carácter 
tributario al prever la posibilidad de deducir, sin limitante alguna, cantidades 
o erogaciones que no están vinculadas con la generación del ingreso que 
es el objeto del impuesto sobre la renta.

2a./J. 27/2017 (10a.)

Amparo en revisión 855/2014. José Francisco García Cáceres y otros. 5 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; mayoría de cuatro votos en relación con el criterio contenido en esta tesis. 
Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González 
Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 919/2015. Manuel Enrique Romero de Terreros Escalante y otros. 5 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; mayoría de cuatro votos en relación con el criterio contenido en 
esta tesis. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 1379/2015. Rodrigo Navarro Hernández. 5 de octubre de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; mayoría 
de cuatro votos en relación con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel 
Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 440/2016. Ricardo Alberto Elizondo Garza y otros. 9 de noviembre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
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Dayán; mayoría de cuatro votos en relación con el criterio contenido en esta tesis. 
Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González 
Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 867/2016. José Ramiro Cárdenas Tejeda. 22 de febrero de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
mayoría de cuatro votos en relación con el criterio contenido en esta tesis. Disiden­
te: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Tesis de jurisprudencia 27/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del uno de marzo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de marzo de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RENTA. LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 130/2007 (*) NO ESTABLECE LA 
OBLIGACIÓN, PARA EL LEGISLADOR TRIBUTARIO, DE MANTENER 
INDEFINIDAMENTE EL RÉGIMEN SIMPLIFICADO PREVISTO POR 
LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO ABROGADA. La Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia aludida, deter­
minó que los artículos 81 y 123, fracción II, de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta, vigente a partir de 2005, no establecían un trato diverso, en forma injus­
tificada, entre las personas morales del régimen general (quienes deducían 
conforme al sistema de costo de lo vendido) y las pertenecientes al régimen 
simplificado (las cuales lo hacían al momento en que adquirían mercancías). 
Sin embargo, el criterio jurisprudencial de mérito no prevé que, dada la prio­
ridad que para el país representan las actividades del sector primario, el legis­
lador debe mantener indefinidamente la aplicación de sistemas tributarios 
preferenciales, ni mucho menos que está impedido para modificar, reducir o 
suprimir beneficios fiscales. Considerar lo contrario, equivaldría a soslayar la 
libertad configurativa del legislador para el diseño tributario del Estado, intervi­
niendo sobre aspectos que el texto constitucional ha reservado para el Poder 
Legislativo. Además, si bien en cualquier momento de la historia pueden 
formularse juicios de diversa índole sobre la conveniencia o inconveniencia 

Nota: (*) La tesis de jurisprudencia 1a./J. 130/2007 citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, septiembre de 2007, página 317, con 
el rubro: "RENTA. LOS ARTÍCULOS 81 Y 123, FRACCIÓN II, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO 
AL ESTABLECER UN TRATO DIVERSO ENTRE LAS PERSONAS MORALES QUE TRIBUTAN EN EL 
RÉGIMEN SIMPLIFICADO, PARA DEDUCIR LA ADQUISICIÓN DE MERCANCÍAS, MATERIAS 
PRIMAS, PRODUCTOS TERMINADOS Y SEMITERMINADOS, NO VIOLAN EL PRINCIPIO DE EQUI­
DAD TRIBUTARIA (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DE 2005)."
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de que el legislador, a través del sistema fiscal, establezca determinados incen­
tivos, acote los existentes o, inclusive, los elimine, lo cierto es que ello no 
puede llevar al Tribunal Constitucional a afirmar que siempre deberán otor­
garse los mayores incentivos posibles, ni es éste un postulado exigible consti­
tucionalmente, como tampoco lo es el que estos incentivos siempre deban 
darse a través del sistema tributario.

2a./J. 28/2017 (10a.)

Amparo en revisión 894/2015. Aguilares, S. de P.R. de R.L. y otra. 5 de octubre de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 1193/2015. José Ignacio Gerardo Cervantes Gutiérrez. 5 de octubre 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 670/2015. Bachoco, S.A. de C.V. 8 de febrero de 2017. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco Gon­
zález Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó con sal­
vedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González 
Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 914/2015. Granjas Ojai, S.A. de C.V. y otra. 8 de febrero de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 1192/2015. Granjas Carroll de México, S. de R.L. de C.V. 8 de febrero 
de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; votó con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Tesis de jurisprudencia 28/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del uno de marzo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de marzo de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RENTA. LOS ARTÍCULOS 74 Y 75 DE LA LEY DEL IMPUESTO RELA­
TIVO, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, NO VIOLAN EL 
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PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA POR LA SOLA EXTINCIÓN 
DEL RÉGIMEN SIMPLIFICADO PREVISTO EN LA LEY ABROGADA. 
El Poder Legislativo es el encargado de diseñar el sistema impositivo del país, 
por tanto, en atención a los principios de democracia y de separación de pode­
res es imprescindible reconocerle un aspecto legítimo para definir el modelo 
y las políticas tributarias que, en cada momento histórico, se consideren com­
patibles y convenientes para lograr de la mejor manera las finalidades que se 
pretendan, sin soslayar que esa libertad de configuración, a pesar de contar 
con un margen amplio, encuentra límites frente al respeto de principios cons­
titucionales. Asimismo, conforme al principio de generalidad tributaria, no 
existe un derecho constitucionalmente tutelado para otorgar regímenes fis­
cales preferenciales, o incluso a mantenerlos indefinidamente, en tanto que 
todos los que cuenten con un nivel económico mínimo están obligados a 
contribuir al sostenimiento del gasto público, de manera proporcional y equi­
tativa, de acuerdo con la fracción IV del artículo 31 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos. En ese orden de ideas, es válido concluir 
que la eliminación del régimen simplificado no origina, por sí sola, una violación 
al principio de equidad tributaria, pues la creación de normas que persigan 
una finalidad distinta de la recaudatoria, para incentivar o desincentivar ciertas 
conductas, no implica que su otorgamiento sea constitucionalmente exigi­
ble. De forma que si bien, en cualquier momento de la historia pueden formu­
larse juicios de diversa índole sobre la conveniencia o inconveniencia de que 
el legislador, a través del sistema fiscal, establezca determinados incentivos, 
acote los existentes o, inclusive, los elimine, lo cierto es que ello no puede llevar 
a la Suprema Corte de Justicia de la Nación a afirmar que siempre deberán 
otorgarse los mayores incentivos posibles, ni que éstos deban darse a través 
del sistema tributario.

2a./J. 29/2017 (10a.)

Amparo en revisión 894/2015. Aguilares, S. de P.R. de R.L. y otra. 5 de octubre de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; 
votó con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 1193/2015. José Ignacio Gerardo Cervantes Gutiérrez. 5 de octubre 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 670/2015. Bachoco, S.A. de C.V. 8 de febrero de 2017. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
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González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó con 
salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González 
Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 914/2015. Granjas Ojai, S.A. de C.V. y otra. 8 de febrero de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 1192/2015. Granjas Carroll de México, S. de R.L. de C.V. 8 de febrero 
de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I.; votó con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Tesis de jurisprudencia 29/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del uno de marzo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de marzo de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RENTA. LOS ARTÍCULOS 74 Y 75 DE LA LEY DEL IMPUESTO RELA­
TIVO, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, NO HOMOLOGAN 
EL TRATO FISCAL DEL RÉGIMEN DE ACTIVIDADES AGRÍCOLAS, 
GANADERAS, SILVÍCOLAS Y PESQUERAS, AL DEL GENERAL DE 
LAS PERSONAS MORALES, POR LO QUE NO VIOLAN EL PRINCIPIO 
DE EQUIDAD TRIBUTARIA. Los preceptos legales de referencia estable­
cen los beneficios fiscales que el legislador concedió al sector primario, los 
cuales impactan al cálculo del tributo y consisten (entre otros) en que una 
porción de los ingresos de las actividades propias del régimen gozan de una exen­
ción; asimismo, otra porción se ve disminuida por la reducción del impuesto 
determinado y, sólo en caso de que existieran ingresos que superen esos 
"tramos" de exención y reducción, sobre dicho excedente se aplicará la tasa o 
tarifa respectiva (dependiendo si se trata de persona moral o física). Por su 
parte, el régimen general de las personas morales, a pesar de que aplica una 
tasa similar (30%), no prevé dentro de su mecánica de cálculo una exención 
de ingresos ni una reducción del impuesto determinado, es decir, no goza de 
los beneficios que sí se otorgaron en el régimen de actividades agrícolas, 
ganaderas, silvícolas y pesqueras. En ese sentido, la comparación de un solo 
elemento del tributo (la tasa) no es suficiente para concluir que se grava con 
la misma intensidad a diversos sujetos, pues, en todo caso, ello sólo podría 
advertirse de la comparación de los distintos elementos cuantitativos y cuali­
tativos bajo los cuales el legislador determinó diseñar el impuesto; de ahí que 
los artículos 74 y 75 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, no violan el principio 
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de equidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Consti­
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al no revelar un trato igual 
entre contribuyentes disímiles.

2a./J. 30/2017 (10a.)

Amparo en revisión 894/2015. Aguilares, S. de P.R. de R.L. y otra. 5 de octubre de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 1193/2015. José Ignacio Gerardo Cervantes Gutiérrez. 5 de octubre 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 670/2015. Bachoco, S.A. de C.V. 8 de febrero de 2017. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó con 
salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González 
Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 914/2015. Granjas Ojai, S.A. de C.V. y otra. 8 de febrero de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 1192/2015. Granjas Carroll de México, S. de R.L. de C.V. 8 de febrero 
de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; votó con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Tesis de jurisprudencia 2a./J. 30/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del uno de marzo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de marzo de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PROGRESIVIDAD DE LOS DERECHOS HUMANOS. CRITERIOS PARA 
DETERMINAR SI LA LIMITACIÓN AL EJERCICIO DE UN DERECHO 
HUMANO DERIVA EN LA VIOLACIÓN DE AQUEL PRINCIPIO. El prin­
cipio de progresividad de los derechos humanos tutelado en el artículo 1o. de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es indispensable 
para consolidar la garantía de protección de la dignidad humana, porque su 
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observancia exige, por un lado, que todas las autoridades del Estado mexicano, 
en el ámbito de su competencia, incrementen gradualmente la promoción, 
respeto, protección y garantía de los derechos humanos y, por otro, les impide, 
en virtud de su expresión de no regresividad, adoptar medidas que disminuyan 
su nivel de protección. Respecto de esta última expresión, debe puntualizarse 
que la limitación en el ejercicio de un derecho humano no necesariamente es 
sinónimo de vulneración al principio referido, pues para determinar si una 
medida lo respeta, es necesario analizar si: (I) dicha disminución tiene como 
finalidad esencial incrementar el grado de tutela de un derecho humano; y 
(II) genera un equilibrio razonable entre los derechos fundamentales en juego, 
sin afectar de manera desmedida la eficacia de alguno de ellos. En ese sen­
tido, para determinar si la limitación al ejercicio de un derecho humano viola 
el principio de progresividad de los derechos humanos, el operador jurídico 
debe realizar un análisis conjunto de la afectación individual de un derecho 
en relación con las implicaciones colectivas de la medida, a efecto de esta­
blecer si se encuentra justificada.

2a./J. 41/2017 (10a.)

Amparo directo en revisión 2425/2015. Grupo Uno Alta Tecnología en Proyectos e Insta­
laciones, S.A. de C.V. 12 de agosto de 2015. Unanimidad de cuatro votos de los Minis­
tros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González 
Salas y Alberto Pérez Dayán. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Georgina Laso de la Vega Romero.

Contradicción de tesis 291/2015. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Décimo Sexto del Primer Circuito, Primero del Décimo Sexto Circuito, ambos en Ma­
teria de Trabajo y Primero del Décimo Noveno Circuito. 20 de enero de 2016. Mayoría 
de tres votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González 
Salas y Alberto Pérez Dayán; unanimidad de votos en relación con el criterio conte­
nido en esta tesis. Disidentes: Javier Laynez Potisek y Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Teresa Sánchez Medellín.

Amparo directo en revisión 559/2015. Energéticos de Torreón, S.A. de C.V. 17 de febrero 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votaron con reservas José Fernando Franco González Salas y contra conside­
raciones relacionadas con el test de proporcionalidad y razonabilidad de las normas 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge 
Jiménez Jiménez.

Amparo en revisión 11/2016. Rodrigo Cristóbal Vázquez. 18 de mayo de 2016. Cinco votos 
de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; Margarita 
Beatriz Luna Ramos manifestó que haría voto concurrente por considerar que la Uni­
versidad Autónoma Metropolitana no tiene el carácter de autoridad. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretaria: Diana Cristina Rangel León.
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Amparo directo en revisión 7153/2016. José Manuel Robles Torres. 5 de abril de 2017. Una­
nimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó de consideraciones 
relacionadas con el estudio de progresividad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ausente: 
José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: 
Carlos Alberto Araiza Arreygue.

Tesis de jurisprudencia 41/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintiséis de abril de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de mayo de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RECURSO DE RECLAMACIÓN. QUEDA SIN MATERIA SI DURANTE 
SU TRAMITACIÓN SE RESUELVE DEFINITIVAMENTE EL FONDO DEL 
ASUNTO DEL CUAL DERIVA. Conforme al artículo 104 de la Ley de Amparo, 
el objeto del recurso de reclamación consiste en revisar la legalidad de los 
acuerdos de trámite dictados por el Presidente de la Suprema Corte de Justi­
cia o por los Presidentes de sus Salas o de los Tribunales Colegiados de Cir­
cuito, a fin de subsanar las posibles irregularidades procesales cometidas 
durante la tramitación de los procedimientos de su conocimiento, no así en 
nulificar los fallos pronunciados por los órganos indicados, al ser definitivos 
e inatacables. En ese sentido, el recurso de reclamación interpuesto contra 
un auto de trámite dictado por alguno de los Presidentes mencionados, queda 
sin materia si durante su tramitación se resuelve de forma definitiva el fondo 
del asunto del cual deriva, porque a través de aquél no pueden modificarse 
las ejecutorias dictadas por el Máximo Tribunal y por los Tribunales Colegiados 
de Circuito.

2a./J. 42/2017 (10a.)

Recurso de reclamación 6/2014. Magdalena Colunga García Marín. 5 de marzo de 2014. 
Cinco votos de los Ministros Sergio A. Valls Hernández, Alberto Pérez Dayán, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar 
Morales. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Jonathan Bass 
Herrera.

Recurso de reclamación 736/2014. Juega y Juega, S.A. de C.V. 22 de octubre de 2014. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. 
Ausente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secreta­
rio: Alejandro Manuel González García.

Recurso de reclamación 1022/2014. Enrique Ordóñez Basurto. 13 de mayo de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José 
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Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Alfredo Villeda Ayala.

Recurso de reclamación 268/2016. Integradora de Negocios Luna del Collado, S.A. de 
C.V., SOFOM, E.N.R. 15 de junio de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Minis­
tros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas y Alberto Pérez Dayán. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: Raúl Carlos Díaz Colina.

Recurso de reclamación 976/2016. Raúl Trujano Nassar. 5 de abril de 2017. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ausente: José Fernando Franco Gon­
zález Salas. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Rocío Balderas Fernández.

Tesis de jurisprudencia 42/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de veintiséis de abril de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de mayo de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

NOTIFICACIONES EN AMPARO. SURTEN EFECTOS EL DÍA SIGUIEN­
TE AL DE SU REALIZACIÓN CUANDO EL RECURRENTE ES AUTO­
RIDAD CON EL CARÁCTER DE TERCERO INTERESADO, PERO 
COMPARECE A JUICIO EN UN PLANO DE IGUALDAD CON EL QUE­
JOSO. Si bien es cierto que acorde con el artículo 31, fracción I, de la Ley de 
Amparo las notificaciones, cuando se trate de autoridades responsables y 
aquellas que tengan el carácter de terceros interesados que con esa calidad 
acudan a juicio, surtirán sus efectos desde el momento en que hayan quedado 
legalmente hechas, también lo es que cuando la autoridad tercero intere­
sada interpone el medio de defensa legal o el recurso sin actuar con imperio 
–esto es, en una relación de supra a subordinación con el gobernado en el 
ejercicio de una facultad pública–, sino que comparece en un plano de igual­
dad con el quejoso –como acontece cuando, por ejemplo, deriva de una mera 
relación laboral que sostuvieron–, la notificación surte efectos conforme a la 
fracción II del mismo artículo, es decir, el día siguiente al de su realización.

2a./J. 43/2017 (10a.)

Recurso de inconformidad 718/2016. Adalberto Aquiles Cambrano López. 23 de noviem­
bre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto 
Pérez Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Rosalía Argumosa López.

Recurso de reclamación 1137/2016. José Emanuel Sánchez Díaz. 7 de diciembre de 
2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Ausente: 
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Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro 
Muñoz Acevedo.

Recurso de inconformidad 1668/2016. Gloria Domínguez Reyes. 8 de marzo de 2017. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Irma 
Gómez Rodríguez.

Recurso de inconformidad 1702/2016. José Manuel Albuerne Villaraus. 22 de marzo de 
2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ausente: José 
Fernando Franco González Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: María 
del Carmen Alejandra Hernández Jiménez.

Recurso de inconformidad 1695/2016. Lizarely Remigio Ramírez. 5 de abril de 2017. Una­
nimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ausente: José Fernando Franco 
González Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Irma Gómez Rodríguez.

Tesis de jurisprudencia 43/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del veintiséis de abril de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de mayo de 2017, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

CUMPLIMIENTO DE SENTENCIAS DE AMPARO. EL ÓRGANO JUDI­
CIAL QUE CONOZCA DEL JUICIO DEBE REMITIR LOS AUTOS AL 
SUPERIOR EN LOS CASOS EN LOS QUE DETERMINE QUE EXISTE 
IMPOSIBILIDAD PARA LOGRARLO. Cuando exista declaración del órgano 
judicial de amparo en el sentido de que una sentencia protectora no puede 
cumplirse, sea por razones jurídicas, o bien, materiales, debe cesar en el 
conocimiento del asunto y enviar los autos al superior, acorde con el quinto 
párrafo del artículo 196 de la Ley de Amparo, que prevé que si la ejecutoria no 
está cumplida, no está cumplida totalmente, no lo está correctamente o se 
considera de imposible cumplimiento, remitirá los autos al Tribunal Colegiado 
de Circuito o a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, según corresponda, 
como lo establece, en lo conducente, el artículo 193 de dicha ley; disposición 
que el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación pormenorizó en el 
inciso D) de la fracción VI del artículo segundo de su Acuerdo General Número 
5/2013 (*), publicado en el Diario Oficial de la Federación el 21 de mayo de 2013. 

Nota: (*) El Acuerdo General Número 5/2013, de trece de mayo de dos mil trece, del Tribunal 
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, relativo a la determinación de los asuntos 
que el Pleno conservará para su resolución, y el envío de los de su competencia originaria a las 
Salas y a los Tribunales Colegiados de Circuito, también aparece publicado en el Semanario Judi­
cial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, Tomo 3, mayo de 2013, página 2173.
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Ahora bien, si en lugar de cumplir con esta obligación, el juzgador ordena el 
archivo del asunto porque, en su concepto, la concesión del amparo no pudo 
realizar su misión de restituir al quejoso en el goce del derecho humano vio­
lado, la fracción II del artículo 201 del mismo ordenamiento habilita a las partes 
para que interpongan el recurso de inconformidad contra dicha determina­
ción, a fin de que el superior examine su legalidad y, particularmente, si existe 
o no la pretextada imposibilidad de acatar la sentencia protectora, o la razón 
esgrimida para renunciar a restablecer las cosas al estado que guardaban 
antes de la violación cometida pues, de no existir este medio de defensa, se 
privaría al quejoso de la oportunidad de obtener, en los casos que proceda, la 
sustitución del cumplimiento de la sentencia mediante el pago de los daños 
y perjuicios que habrían de liquidarse en el incidente respectivo.

2a./J. 44/2017 (10a.)

Recurso de inconformidad 522/2013. Inocente Gómez Bernardo. 13 de noviembre de 
2013. Cinco votos de los Ministros Luis María Aguilar Morales, Alberto Pérez Dayán, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Sergio A. 
Valls Hernández. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Alfredo Villeda 
Ayala.

Incidente de inejecución de sentencia 2018/2013. José Alfredo García García. 2 de abril 
de 2014. Cinco votos de los Ministros Sergio A. Valls Hernández, Alberto Pérez 
Dayán, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis 
María Aguilar Morales. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretario: Jaime 
Núñez Sandoval.

Recurso de inconformidad 1505/2015. Delfino Salinas Serna. 13 de abril de 2016. Unani­
midad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos; votó 
contra algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos respecto al análisis 
de si el incumplimiento está justificado o no. Ausente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: Alberto Rodríguez García.

Incidente de inejecución de sentencia 62/2016. Orlando del Toro Rangel. 22 de junio de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Diana Cristina Rangel León.

Incidente de inejecución de sentencia 232/2016. Karina Anabel Espinosa Alcázar. 19 de 
abril de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; votó con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Tesis de jurisprudencia 44/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del tres de mayo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de mayo de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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DECLARACIONES INFORMATIVAS DE PARTES RELACIONADAS. 
LA OBLIGACIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 76-A DE LA LEY DEL 
IMPUESTO SOBRE LA RENTA, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO 
DE 2016, ATIENDE A LOS COMPROMISOS INTERNACIONALES ASU­
MIDOS POR EL ESTADO MEXICANO. La Organización para la Coopera­
ción y el Desarrollo Económicos (OCDE) –a la cual México se adhirió el 18 de 
mayo de 1994–, tiene como misión promover políticas para mejorar el bienes­
tar económico y social de las personas alrededor del mundo, por lo que se ha 
interesado en la cooperación y asistencia mutua. Por ello, sus Estados miem­
bros celebraron con los del Consejo de Europa, la Convención Multilateral 
sobre Asistencia Administrativa Mutua en Materia Fiscal (Estrasburgo, 25 de 
enero de 1988), con la finalidad, entre otros aspectos, de mejorar la obtención 
y el intercambio de información bajo altos estándares de confidencialidad y 
protección de datos personales, ante la necesidad de dotar a las administra­
ciones tributarias de medios adecuados para verificar el cumplimiento de las 
obligaciones tributarias. Asimismo, la OCDE y los países miembros del G20 
(principal foro de coordinación de políticas macroeconómicas entre las 20 eco­
nomías más importantes del mundo, que incluye las perspectivas tanto de 
países desarrollados, como de economías emergentes como la mexicana), 
decidieron aplicar el Plan de Acción contra la Erosión de la Base Gravable y el 
Traslado de Beneficios (o Plan de Acción BEPS por sus siglas en inglés –Base 
Erotion and Profit Shifting–), cuyo objetivo es asegurar que los grupos empre­
sariales tributen en el lugar en que se realizan las actividades económicas que 
les producen beneficios y en donde se genera el ingreso respectivo. La acción 
13 de dicho Plan prevé una serie de recomendaciones y modelos estandariza­
dos en materia de precios de transferencia (archivo maestro, archivo local e 
informe país por país), a fin de aumentar y fortalecer la transparencia ante las 
administraciones tributarias, de modo que puedan desarrollar una evaluación 
de riesgos eficiente y robusta que permita enfrentar de manera eficaz la ero­
sión de la base gravable y el traslado de utilidades a otras jurisdicciones de 
baja o nula imposición. De lo anterior se advierte que el artículo 76-A de la Ley 
del Impuesto sobre la Renta, adicionado mediante decreto publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 18 de noviembre de 2015, en el cual se esta­
blece la obligación de proporcionar a las autoridades fiscales las declaracio­
nes anuales informativas de partes relacionadas (maestra, local y país por 
país), responde –entre otras razones– al compromiso de México como miem­
bro de la OCDE e integrante del G20, de participar y poner en práctica en su 
legislación interna los acuerdos alcanzados a nivel internacional, a efecto de 
identificar prácticas y estrategias fiscales de empresas multinacionales, per­
mitiendo que la autoridad hacendaria actúe, de ser el caso, anticipadamente 
a actos de elusión y evasión fiscal.

2a./J. 46/2017 (10a.)
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Amparo en revisión 1000/2016. Ryder de México, S. de R.L. de C.V. y otras. 8 de febrero de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia.

Amparo en revisión 781/2016. Goodyear Servicios Comerciales, S. de R.L. de C.V. y otras. 
8 de febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de 
consideraciones. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Claudia Men­
doza Polanco.

Amparo en revisión 1086/2016. Telefónica Móviles México, S.A. de C.V. y otras. 22 de fe­
brero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de considera­
ciones. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia.

Amparo en revisión 782/2016. Contecon Manzanillo, S.A. de C.V. 15 de marzo de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 954/2016. Comercializadora Milenio, S.A. de C.V. 15 de marzo de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. 
Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas.

Tesis de jurisprudencia 46/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del tres de mayo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de mayo de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

DECLARACIONES INFORMATIVAS DE PARTES RELACIONADAS. 
EL ARTÍCULO 76-A DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA, 
VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2016, NO VIOLA EL DERE­
CHO A LA SEGURIDAD JURÍDICA. El precepto citado establece que los 
contribuyentes señalados en el artículo 32-H, fracciones I, II, III y IV, del Código 
Fiscal de la Federación, que celebren operaciones con partes relacionadas, en 
adición a lo previsto en el artículo 76, fracciones IX y XII, y en relación con 
el artículo 179, primer y último párrafos, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, 
deberán proporcionar a las autoridades fiscales a más tardar el 31 de diciem­
bre del año inmediato posterior al ejercicio fiscal de que se trate, las declaracio­
nes anuales informativas de partes relacionadas denominadas maestra, local 
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y país por país, en las que se deberá contener información referente a la estruc­
tura organizacional, actividades u operaciones con partes relacionadas, infor­
mación financiera del contribuyente obligado y de las operaciones o empresas 
utilizadas como comparables en sus análisis, así como diversos datos atinen­
tes al grupo empresarial multinacional en torno a las actividades que lleve a 
cabo en las jurisdicciones fiscales en las cuales opere, según corresponda. 
Por su parte, el artículo 76, fracciones IX y XII, de dicha ley establece la obli­
gación para las personas morales que lleven a cabo operaciones con partes 
relacionadas, de obtener y conservar la documentación con la que se demues­
tre, en términos generales, que el monto de sus ingresos y deducciones se 
llevaron a cabo conforme a precios o contraprestaciones que hubieran utili­
zado partes independientes en operaciones comparables aplicando, en su 
caso, los métodos a que se refiere el artículo 180 del mismo ordenamiento; 
en tanto que el artículo 179, primer y último párrafos, de dicha ley, obliga a las 
personas morales que celebren operaciones con partes relacionadas residen­
tes en el extranjero, a determinar sus ingresos y deducciones considerando 
precios y contraprestaciones que hubieran utilizado partes independientes en 
operaciones comparables, debiendo atender –para efectos de interpretación– 
las Guías sobre Precios de Transferencia para las Empresas Multinacionales 
y las Administraciones Fiscales aprobadas por el Consejo de la Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), o aquellas que las 
sustituyan, en tanto sean congruentes con esa ley y con los tratados interna­
cionales celebrados por el Estado mexicano. De lo anterior se observa que el 
artículo 76-A de la Ley del Impuesto sobre la Renta, adicionado mediante de­
creto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de noviembre de 2015, 
interpretado de manera relacionada con los diversos 76, fracciones IX y XII, y 
179, primer y último párrafos, de dicha ley, no viola el derecho a la seguridad 
jurídica reconocido en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, porque establece con detalle y claridad lo que 
deben contener las declaraciones aludidas en materia de precios de transfe­
rencia, sin exigir datos o documentación de imposible obtención para el sujeto 
obligado, pues sólo requiere la información ligada al cumplimiento de otras 
obligaciones establecidas para personas morales que celebren operaciones 
con partes relacionadas, esto es, en torno a la vinculación existente entre 
las empresas de un grupo y a las operaciones que entre sí llevan a cabo, de 
manera que no existe duda en torno a la información que debe suministrar­
se a las autoridades tributarias.

2a./J. 47/2017 (10a.)

Amparo en revisión 1000/2016. Ryder de México, S. de R.L. de C.V. y otras. 8 de febrero de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
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Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia.

Amparo en revisión 781/2016. Goodyear Servicios Comerciales, S. de R.L. de C.V. y otras. 
8 de febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de conside­
raciones. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Claudia Mendoza 
Polanco.

Amparo en revisión 1086/2016. Telefónica Móviles México, S.A. de C.V. y otras. 22 de febrero 
de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de considera­
ciones. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia.

Amparo en revisión 782/2016. Contecon Manzanillo, S.A. de C.V. 15 de marzo de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 954/2016. Comercializadora Milenio, S.A. de C.V. 15 de marzo de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. 
Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas.

Tesis de jurisprudencia 47/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del tres de mayo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de mayo de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

DECLARACIONES INFORMATIVAS DE PARTES RELACIONADAS. 
EL ARTÍCULO 76-A DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA, 
VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2016, PREVÉ UNA OBLIGA­
CIÓN DE NATURALEZA FORMAL, QUE NO CONSTITUYE UN ACTO 
DE MOLESTIA NI ENTRAÑA EL EJERCICIO DE FACULTADES DE 
COMPROBACIÓN. El precepto citado establece que los contribuyentes 
señalados en el artículo 32-H, fracciones I, II, III y IV, del Código Fiscal de la 
Federación que celebren operaciones con partes relacionadas, deberán pro­
porcionar a las autoridades fiscales, a más tardar el 31 de diciembre del año 
inmediato posterior al ejercicio fiscal de que se trate, las declaraciones anua­
les informativas de partes relacionadas denominadas maestra, local y país por 
país, en las que se deberá contener la información que en cada caso se espe­
cifica. Ahora bien, a través de la obligación aludida se provee a las autorida­
des fiscales de información vinculada con las operaciones realizadas entre 
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partes relacionadas en materia de precios de transferencia, a efecto de iden­
tificar conductas que pudieran implicar un riesgo de elusión o evasión fiscal, 
mejorar el intercambio de información con autoridades de esa misma natura­
leza a nivel internacional y efectuar análisis económicos y estadísticos, sin 
que ello implique verificar el cumplimiento de las obligaciones tributarias rela­
cionadas con el pago de contribuciones. Conforme a lo anterior, el artículo 76-A 
de la Ley del Impuesto sobre la Renta, adicionado mediante decreto publi­
cado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de noviembre de 2015 contiene 
una obligación: a) De carácter formal, en tanto no trasciende al núcleo de la 
obligación sustantiva de pago del impuesto sobre la renta, pues sólo conmina 
a los sujetos obligados a entregar la información respectiva mediante la pre­
sentación de las declaraciones aludidas; b) Que no constituye un acto de 
molestia, porque no restringe provisional ni precautoriamente derecho alguno 
de los contribuyentes; y c) Que no entraña el ejercicio de facultades de com­
probación por parte de la autoridad hacendaria, porque si bien exige la entrega 
de determinada información para alcanzar los propósitos mencionados, no 
tiende a desarrollar un procedimiento de investigación en torno a la situación 
fiscal del contribuyente, dentro del cual pudiera emanar algún acto o resolu­
ción que debiera notificársele conforme a la ley. En consecuencia, para la 
presentación de las declaraciones informativas de referencia, es innecesa­
rio que el citado artículo 76-A prevea la existencia de un mandamiento previo, 
expedido por la autoridad competente que funde y motive la causa legal de 
procedimiento, ya que a la obligación formal que establece no le son aplica­
bles esos requisitos contenidos en el artículo 16 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos.

2a./J. 48/2017 (10a.)

Amparo en revisión 1000/2016. Ryder de México, S. de R.L. de C.V. y otras. 8 de febrero de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia.

Amparo en revisión 781/2016. Goodyear Servicios Comerciales, S. de R.L. de C.V. y otras. 
8 de febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consi­
deraciones. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Claudia Mendoza 
Polanco.

Amparo en revisión 1086/2016. Telefónica Móviles México, S.A. de C.V. y otras. 22 de fe­
brero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
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Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de considera­
ciones. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia.

Amparo en revisión 782/2016. Contecon Manzanillo, S.A. de C.V. 15 de marzo de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 954/2016. Comercializadora Milenio, S.A. de C.V. 15 de marzo de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas.

Tesis de jurisprudencia 48/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del tres de mayo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de mayo de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

DECLARACIONES INFORMATIVAS DE PARTES RELACIONADAS. 
EL ARTÍCULO 76-A DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA, 
VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2016, POR SÍ MISMO NO DA 
LUGAR A UN ACTUAR ARBITRARIO DE LA AUTORIDAD HACEN­
DARIA. Los contribuyentes obligados y la autoridad fiscal deben observar lo 
que el precepto citado dispone, en tanto aquéllos deben proporcionar a ésta 
la información correspondiente en las declaraciones maestra, local y país por 
país, según se trate, en torno a las operaciones que efectúen con sus partes 
relacionadas, mientras dicha autoridad tiene el deber de recibir esa infor­
mación o de recabar la adicional (de ser el caso), conforme a los parámetros 
establecidos en el propio dispositivo. En ese sentido, el artículo 76-A de la Ley 
del Impuesto sobre la Renta, adicionado mediante decreto publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 18 de noviembre de 2015, por sí mismo, no da 
lugar a la emisión de actos arbitrarios y, por ende, no viola el derecho a la segu­
ridad jurídica reconocido en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, porque constriñe a la autoridad hacendaria a 
actuar dentro de los límites fijados para la presentación de las declaraciones 
informativas de partes relacionadas, esto es, en lo que respecta a la informa­
ción vinculada con las referidas operaciones realizadas por los contribuyen­
tes obligados. Ahora, en caso de que se descubran irregularidades en el 
cumplimiento de la obligación fiscal sustantiva con motivo de la información 
proporcionada a través de las declaraciones aludidas, tampoco quedará mar­
gen a la actuación arbitraria de la autoridad mencionada, porque además de 
que la revisión de la información no constituye un acto de molestia para el 
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contribuyente, en caso de que aquélla decida ejercer en un momento posterior 
sus facultades de comprobación, deberá hacerlo conforme a lo previsto, entre 
otros, en los artículos 38, 42, 46 y 53-B del Código Fiscal de la Federación.

2a./J. 49/2017 (10a.)

Amparo en revisión 1000/2016. Ryder de México, S. de R.L. de C.V. y otras. 8 de febrero de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia.

Amparo en revisión 781/2016. Goodyear Servicios Comerciales, S. de R.L. de C.V. y otras. 
8 de febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra 
de consideraciones. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Claudia 
Mendoza Polanco.

Amparo en revisión 1086/2016. Telefónica Móviles México, S.A. de C.V. y otras. 22 de 
febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de considera­
ciones. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia.

Amparo en revisión 782/2016. Contecon Manzanillo, S.A. de C.V. 15 de marzo de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 954/2016. Comercializadora Milenio, S.A. de C.V. 15 de marzo de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. 
Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas.

Tesis de jurisprudencia 49/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del tres de mayo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de mayo de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

DECLARACIONES INFORMATIVAS DE PARTES RELACIONADAS. 
EL ARTÍCULO 76-A, ÚLTIMO PÁRRAFO (PRIMERA PARTE), DE LA 
LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA, VIGENTE A PARTIR DEL 
1 DE ENERO DE 2016, AL PREVER UNA CLÁUSULA HABILITANTE NO 
VIOLA LOS PRINCIPIOS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA. 
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La porción normativa citada dispone que el Servicio de Administración Tribu­
taria establecerá reglas de carácter general para la presentación de las decla­
raciones referidas en las fracciones I, II y III del propio precepto, a través de 
las cuales podrá solicitar información adicional. Ahora bien, de la lectura 
integral del artículo citado, se advierte que la referida información (adicional), 
debe estar relacionada con las operaciones que el contribuyente obligado 
efectúe con sus partes relacionadas, la cual debe estar vinculada con la infor­
mación que se detalla para cada una de las declaraciones a que se refieren 
las citadas fracciones, esto es, con las declaraciones informativas de partes 
relacionadas denominadas maestra, local y país por país, en materia de pre­
cios de transferencia. Ello se corrobora con la exposición de motivos de la 
iniciativa de ley que dio lugar al precepto en estudio, en la cual se señaló que 
los países integrantes de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos (OCDE) y los miembros del G20, incluido México, han acordado 
implementar nuevos estándares relativos a la documentación e información 
solicitada en materia de precios de transferencia, a fin de aumentar la trans­
parencia para las administraciones tributarias, de modo que puedan desarro­
llar una evaluación de riesgos tributarios eficiente y robusta, que permita 
enfrentar de manera eficaz la erosión de la base gravable a través del traslado 
de utilidades. De lo anterior se sigue que el artículo 76-A, último párrafo (pri­
mera parte), de la Ley del Impuesto sobre la Renta, adicionado mediante 
decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de noviembre de 
2015, al prever la cláusula habilitante de referencia, no viola los principios 
de legalidad y seguridad jurídica, porque establece una base mínima a partir de 
la cual la autoridad administrativa deberá regular la materia a desarrollar en 
torno a la información adicional que podrá solicitar en lo referente a las decla­
raciones informativas de partes relacionadas.

2a./J. 50/2017 (10a.)

Amparo en revisión 1000/2016. Ryder de México, S. de R.L. de C.V. y otras. 8 de febrero de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia.

Amparo en revisión 1086/2016. Telefónica Móviles México, S.A. de C.V. y otras. 22 de fe­
brero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de considera­
ciones. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia.

Amparo en revisión 782/2016. Contecon Manzanillo, S.A. de C.V. 15 de marzo de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
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Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 954/2016. Comercializadora Milenio, S.A. de C.V. 15 de marzo de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. 
Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas.

Amparo en revisión 927/2016. Controladora Bunge, S.A. de C.V. y otras. 22 de marzo de 
2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; Margarita Beatriz 
Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas; en su ausencia hizo suyo el asunto Alberto Pérez Dayán. 
Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Tesis de jurisprudencia 50/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del tres de mayo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de mayo de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

DECLARACIONES INFORMATIVAS DE PARTES RELACIONADAS. 
LAS AUTORIDADES FISCALES Y SU PERSONAL DEBEN MANTENER 
EN RESGUARDO Y CONFIDENCIALIDAD LA INFORMACIÓN PRO­
PORCIONADA EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 76-A DE LA LEY DEL 
IMPUESTO SOBRE LA RENTA, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO 
DE 2016. El artículo 69 del Código Fiscal de la Federación impone al personal 
oficial que intervenga en los diversos trámites relativos a la aplicación de las 
disposiciones tributarias, la obligación de guardar absoluta reserva en lo con­
cerniente a las declaraciones y datos suministrados por los contribuyentes o 
por terceros con ellos relacionados. Asimismo, detalla que la referida reserva 
no comprenderá –entre otros supuestos– los casos que señalen las leyes fis­
cales y aquellos en que deban suministrarse datos a los funcionarios encar­
gados de la administración y de la defensa de los intereses fiscales federales, y 
precisa que mediante tratado internacional en vigor del que México sea parte, 
el cual contenga disposiciones de intercambio recíproco de información, ésta 
podrá suministrarse a las autoridades fiscales extranjeras, siendo que dicha 
información únicamente podrá utilizarse para fines distintos a los fiscales 
cuando así lo establezca el propio tratado y las autoridades fiscales lo auto­
ricen. Ahora bien, esas excepciones no contradicen la confidencialidad que 
debe tenerse con la información proporcionada a través de las declaraciones 
informativas de partes relacionadas a que se refiere el artículo 76-A de la Ley 
del Impuesto sobre la Renta, adicionado mediante decreto publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 18 de noviembre de 2015, ya que, por el con­
trario, robustecen la finalidad toral de su creación y de las razones por las 



181INFORME DE LA SEGUNDA SALA 2017

que el Gobierno Mexicano firmó el inicio de su participación ante la Organi­
zación para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) y los diversos 
instrumentos jurídicos derivados de esa incorporación. Al respecto, dicha orga­
nización internacional ha implementado instrumentos para el intercambio de 
información entre las autoridades tributarias de las diferentes jurisdicciones 
con la finalidad de evitar la evasión y elusión de impuestos, como es el caso del 
Acuerdo sobre Intercambio de Información en Materia Tributaria, a través 
del cual persigue ese objetivo, pero también especifica que cualquier infor­
mación recibida por un Estado contratante deberá tratarse como confidencial, 
y sólo podrá comunicarse a personas o autoridades (incluidos tribunales y 
órganos administrativos), encargados de la gestión, determinación, liquida­
ción, recaudación y administración de los impuestos objeto de dicho acuerdo. 
En ese contexto, de conformidad con instrumentos internacionales como el 
aludido y la legislación interna del Estado mexicano, es patente la obligación 
a cargo de las autoridades fiscales y de su personal, en su respectivo ámbito 
competencial, de mantener en resguardo y confidencialidad la información 
proporcionada con motivo del cumplimiento de la obligación establecida en 
el artículo 76-A aludido.

2a./J. 51/2017 (10a.)

Amparo en revisión 1000/2016. Ryder de México, S. de R.L. de C.V. y otras. 8 de febrero 
de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de conside­
raciones. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia.

Amparo en revisión 781/2016. Goodyear Servicios Comerciales, S. de R.L. de C.V. y otras. 
8 de febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consi­
deraciones. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Claudia Mendoza 
Polanco.

Amparo en revisión 1086/2016. Telefónica Móviles México, S.A. de C.V. y otras. 22 de fe­
brero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consi­
deraciones. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García 
Galicia.

Amparo en revisión 782/2016. Contecon Manzanillo, S.A. de C.V. 15 de marzo de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.
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Amparo en revisión 954/2016. Comercializadora Milenio, S.A. de C.V. 15 de marzo de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. 
Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas.

Tesis de jurisprudencia 51/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del tres de mayo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de mayo de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS SOBRE 
BEBIDAS SABORIZADAS CON AZÚCAR AGREGADA. EL CONGRESO 
DE LA UNIÓN ESTÁ FACULTADO PARA ESTABLECERLO. El Congreso de 
la Unión está facultado para establecer el impuesto especial sobre produc­
ción y servicios con apoyo en el numeral 73, fracción VII, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, que prevé que el legislador federal 
está facultado para imponer las contribuciones necesarias para cubrir el pre­
supuesto; lo anterior, con independencia de que la fracción XXIX del propio 
numeral sólo enuncie algunas contribuciones especiales que puede estable­
cer, pues aquella fracción le permite fijar cualquier tipo de gravamen, además 
de que los fines extrafiscales que el citado impuesto persigue, no modifican su 
naturaleza recaudatoria.

2a./J. 69/2017 (10a.)

Amparo en revisión 146/2016. Desde el Corazón del Fruto, S.A. de C.V. 11 de enero de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 819/2015. Compañía Embotelladora del Fuerte, S. de R.L. de C.V. 
25 de enero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 577/2015. Embotelladora y Distribuidora GEPP, S.A. de C.V. 8 de 
febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 834/2014. Bepensa Bebidas, S.A. de C.V. y otras. 22 de febrero de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
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Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 1040/2015. Yoli de Acapulco, S.A. de C.V. 22 de febrero de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Tesis de jurisprudencia 69/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del treinta de mayo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de junio de 2017 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de junio de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PRODUCCIÓN Y SERVICIOS. EL ARTÍCULO 2o., FRACCIÓN I, INCISO 
G), DE LA LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL RELATIVO, NO TRANS­
GREDE EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. El pre­
cepto citado, al establecer la tasa fija de $1.00 (un peso) por litro del impuesto 
especial sobre producción y servicios en la enajenación o importación de 
bebidas saborizadas con azúcar agregada, no transgrede el principio de pro­
porcionalidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Consti­
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que si su base imponible se 
expresa en litros, por idoneidad la tasa debe fijarse por cada unidad de medida 
consumida para que al final, si es mayor el consumo, se pague una cuota más 
elevada. Además, ese impuesto es de carácter indirecto, lo que implica que 
no se mide en términos tradicionales de capacidad contributiva del causante, en 
tanto que no grava el movimiento de riqueza que corresponde a la opera­
ción, sino que atiende al patrimonio que soporta esa operación, esto es, el del 
consumidor, que de considerar que cuenta con el patrimonio suficiente para 
soportar el consumo, también lo es para absorber el impuesto.

2a./J. 70/2017 (10a.)

Amparo en revisión 636/2015. Leche Bell, S.A. de C.V. 9 de noviembre de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; se 
apartaron de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos y José Fernando Franco 
González Salas. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 819/2015. Compañía Embotelladora del Fuerte, S. de R.L. de C.V. 
25 de enero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.
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Amparo en revisión 577/2015. Embotelladora y Distribuidora GEPP, S.A. de C.V. 8 de 
febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 834/2014. Bepensa Bebidas, S.A. de C.V. y otras. 22 de febrero de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 1040/2015. Yoli de Acapulco, S.A. de C.V. 22 de febrero de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Tesis de jurisprudencia 70/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada del treinta y uno de mayo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de junio de 2017 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de junio de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS SOBRE 
BEBIDAS SABORIZADAS CON AZÚCAR AGREGADA. SU FIN EXTRA­
FISCAL CUMPLE CON LOS REQUISITOS DE PROPORCIONALIDAD Y 
RAZONABILIDAD DE LA MEDIDA IMPOSITIVA. El fin extrafiscal del 
impuesto especial sobre producción y servicios, tratándose de bebidas sabo­
rizadas, es combatir el sobrepeso y la obesidad, al inhibir y desincentivar el 
consumo de bebidas endulzadas con azúcar y persuadir a la población de dis­
minuir su consumo, para lo que el legislador consideró conveniente gravar su 
enajenación o importación; lo que tiene sentido, porque esos padecimien­
tos encuentran su origen en varias fuentes, entre las que se hallan el sedenta­
rismo, la falta de ejercicio y la mala alimentación, de modo que si el legislador 
pretendió mitigar una de ellas en específico (la mala alimentación), es evidente 
que la medida impositiva es proporcional y razonable con el fin extrafiscal, pues 
inhibe una fuente de los padecimientos. Ahora bien, lo recaudado con motivo 
de esa medida debe destinarse a combatir el sobrepeso y la obesidad, toda 
vez que se trata de un mecanismo recaudatorio con doble función: la primera, 
desalentar el consumo de agua saborizada, concentrados, polvos o jarabes que 
tengan azúcar añadida, y la segunda, contribuir al egreso público, en el enten­
dido de que el fin extrafiscal del tributo se logra desde el momento en que se 
gravan las bebidas saborizadas a $1.00 (un peso) por litro, pues ello ya consti­
tuye un desincentivo para su consumo, que es lo que el legislador pretende.

2a./J. 71/2017 (10a.)
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Amparo en revisión 636/2015. Leche Bell, S.A. de C.V. 9 de noviembre de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; se 
apartaron de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos y José Fernando Franco 
González Salas. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 146/2016. Desde el Corazón del Fruto, S.A. de C.V. 11 de enero de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 819/2015. Compañía Embotelladora del Fuerte, S. de R.L. de C.V. 
25 de enero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 577/2015. Embotelladora y Distribuidora GEPP, S.A. de C.V. 8 de 
febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 1040/2015. Yoli de Acapulco, S.A. de C.V. 22 de febrero de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Tesis de jurisprudencia 71/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada del treinta y uno de mayo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de junio de 2017 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de junio de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 2014. SU REGLA I.5.1.6 ES 
ACORDE CON LOS PRINCIPIOS DE RESERVA DE LEY, SUBORDINA­
CIÓN JERÁRQUICA, LEGALIDAD TRIBUTARIA Y SEGURIDAD JURÍ­
DICA. La Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, en sus 
artículos 2o., fracción I, inciso G) y 5o., párrafo segundo, dispone que tratándose 
de enajenaciones de bebidas saborizadas, concentrados, polvos o jarabes que 
se disuelvan en agua con azúcar añadida, los sujetos pasivos del impuesto lo 
calcularán por el total de litros enajenados en el mes o que se puedan obtener 
por los concentrados, polvos, jarabes, esencias o extractos de sabores enaje­
nados en el mes; mientras que de la regla I.5.1.6. de la Resolución Miscelánea 
Fiscal para 2014, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 30 de diciem­
bre de 2013, se aprecia que por las fracciones de litro la cuota se aplicará en la 
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proporción que corresponda a éstas, lo que evidencia que sólo pormenoriza 
lo establecido en la ley tratándose de litros incompletos, por lo que es acorde 
con los principios de reserva de ley, subordinación jerárquica y legalidad tribu­
taria contenidos en los numerales 14, 16 y 31, fracción IV, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos al no exceder a la ley que le dio 
origen y, a la vez, con el de seguridad jurídica, pues la regla permite al contribu­
yente conocer con certeza la manera en que el impuesto se computa tratándose 
de fracciones de litro.

2a./J. 72/2017 (10a.)

Amparo en revisión 636/2015. Leche Bell, S.A. de C.V. 9 de noviembre de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; se 
apartaron de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos y José Fernando Franco 
González Salas. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 819/2015. Compañía Embotelladora del Fuerte, S. de R.L. de C.V. 
25 de enero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 577/2015. Embotelladora y Distribuidora Gepp, S.A. de C.V. 8 de 
febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 343/2015. Comercializadora de Lácteos y Derivados, S.A. de C.V. 
22 de febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 1040/2015. Yoli de Acapulco, S.A. de C.V. 22 de febrero de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Tesis de jurisprudencia 72/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada del treinta y uno de mayo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de junio de 2017 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de junio de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

DIGNIDAD HUMANA. LAS PERSONAS MORALES NO GOZAN DE ESE 
DERECHO. Si bien el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados 
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Unidos Mexicanos establece la tutela de derechos humanos a todas las per­
sonas, lo que comprende no sólo a las físicas, consideradas en su calidad de 
seres humanos, sino también a las jurídicas, ello se circunscribe a los casos 
en que su condición de entes abstractos y ficción jurídica se los permita, ya 
que es evidente que no pueden gozar de la totalidad de los derechos privativos 
del ser humano, como ocurre con el derecho a la dignidad humana, del que deri­
van los diversos a la integridad física y psíquica, al honor, al libre desarrollo 
de la personalidad, al estado civil y el propio derecho a la dignidad personal, 
que son inherentes al ser humano como tal.

2a./J. 73/2017 (10a.)

Amparo en revisión 636/2015. Leche Bell, S.A. de C.V. 9 de noviembre de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; se apar­
taron de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos y José Fernando Franco 
González Salas. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 146/2016. Desde el Corazón del Fruto, S.A. de C.V. 11 de enero de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 343/2015. Comercializadora de Lácteos y Derivados, S.A. de C.V. 
22 de febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 834/2014. Bepensa Bebidas, S.A. de C.V. y otras. 22 de febrero de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; mayoría de cuatro votos en relación con el criterio contenido en esta tesis. 
Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secreta­
rio: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 1040/2015. Yoli de Acapulco, S.A. de C.V. 22 de febrero de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Tesis de jurisprudencia 73/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del treinta y uno de mayo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de junio de 2017 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de junio de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS SOBRE 
BEBIDAS SABORIZADAS CON AZÚCAR AGREGADA. ES COMPA­
TIBLE CON EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA. El trato equitativo 
tutelado en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos tiene como finalidad esclarecer si a dos distintos grupos de 
contribuyentes se les otorga un trato diferente y si está constitucionalmente 
justificado. Así, si el gobernado pretende la comparativa entre bebidas sabori­
zadas con azúcar respecto de otros líquidos que no la tienen (bebidas saboriza­
das con azúcares sustitutos, tés, infusiones o agua mineral), o respecto de 
otros alimentos, tales como frutas o leche, con alto aporte nutricional, enton­
ces es evidente que se trata de grupos no comparables entre sí, pues el impuesto 
especial sobre producción y servicios pretende justamente desincentivar el 
consumo de azúcar, por lo que el primer grupo no puede compararse con los 
que no la tienen, aunado a que la fruta y la leche cuentan con azúcares natu­
rales no agregadas industrialmente y además son benéficas para la salud 
dado su alto aporte nutricional. Ahora, si el gobernado pretende comparar las 
bebidas saborizadas con los alimentos que causan ese mismo impuesto con­
forme al artículo 2o., fracción I, inciso J), numerales 8 y 9, de la Ley del 
Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, entonces debe considerarse 
que ese trato inequitativo está justificado, pues si bien es cierto que a las 
primeras se les tasa con $1.00 (un peso) por litro y a los segundos a la tasa del 
8% cuando tengan una densidad calórica de 275 kilocalorías o mayor por 
cada 100 gramos, también lo es que ello emana de un esquema diseñado por el 
legislador en el que consideró tasar bebidas, por definición líquidas, a través 
de la unidad de litros, y a los alimentos, sólidos o semisólidos mediante la 
unidad de gramos a efecto de facilitar el cálculo del impuesto, lo que implica 
que esa diferencia de trato está justificada. Por otra parte, tampoco vulnera el 
principio de equidad tributaria el hecho de que el legislador tase por igual todas 
las bebidas saborizadas con azúcares, pues de ese modo logra desincentivar 
su consumo al mismo universo de causantes, sin que sea de relevancia la 
cantidad de azúcares añadidos que contengan, ya que lo que pretendió fue 
inhibir su consumo; ni el que los restaurantes y bares estén liberados del pago 
del impuesto, pues al respecto el legislador consideró que esos casos ya cau­
san el impuesto al valor agregado al prestar servicios, aunado a que dada la 
complejidad para controlar las ventas de este tipo de productos en los estable­
cimientos, sería procedente gravar únicamente lo que estuviera posibilitado 
a fiscalizar, circunstancia que quienes enajenan e importan bebidas saboriza­
das, sí tienen posibilidad de contabilizar.

2a./J. 74/2017 (10a.)

Amparo en revisión 636/2015. Leche Bell, S.A. de C.V. 9 de noviembre de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 



189INFORME DE LA SEGUNDA SALA 2017

Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; se apar­
taron de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos y José Fernando Franco 
González Salas. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 819/2015. Compañía Embotelladora del Fuerte, S. de R.L. de C.V. 
25 de enero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 577/2015. Embotelladora y Distribuidora GEPP, S.A. de C.V. 8 de 
febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 343/2015. Comercializadora de Lácteos y Derivados, S.A. de C.V. 
22 de febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 1040/2015. Yoli de Acapulco, S.A. de C.V. 22 de febrero de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Tesis de jurisprudencia 74/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada del treinta y uno de mayo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de junio de 2017 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de junio de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS SOBRE 
BEBIDAS SABORIZADAS CON AZÚCAR AGREGADA. ES ACORDE 
CON LOS DERECHOS DE LIBRE COMPETENCIA Y CONCURRENCIA. 
El impuesto especial sobre producción y servicios es acorde con los derechos 
de libre competencia y concurrencia tutelados en los numerales 25 y 28 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los diversos 34 y 
39 de la Carta de la Organización de los Estados Americanos, 26 de la Conven­
ción Americana sobre Derechos Humanos, así como 1 y 2 de la Declaración 
sobre el Derecho al Desarrollo, pues no genera desventaja alguna a la inconfor­
me cuando enajena o importa bebidas saborizadas con azúcar adicionada, 
pues no impide su participación en el mercado, al no prohibirle enajenar o 
importar las bebidas saborizadas con azúcar añadida de los cuales participa 
como actividad comercial. Aunado a que la medida impositiva no limita la 
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libre concurrencia en el mercado de las bebidas saborizadas con azúcar, 
ya que existe la posibilidad de que el público en general acceda a ellas, siempre 
que se efectúe el pago del impuesto referido, lo que se traduce en una medida 
de protección al público consumidor (población) de dichas bebidas, quien será 
finalmente quien resienta –en razón de la mecánica del impuesto– el impacto 
económico al adquirirlas y, con ello, en la medida de lo posible, inhibir o des­
incentivar su consumo.

2a./J. 75/2017 (10a.)

Amparo en revisión 636/2015. Leche Bell, S.A. de C.V. 9 de noviembre de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; se 
apartaron de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos y José Fernando Franco 
González Salas. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 146/2016. Desde el Corazón del Fruto, S.A. de C.V. 11 de enero de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I., votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 819/2015. Compañía Embotelladora del Fuerte, S. de R.L. de C.V. 
25 de enero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 577/2015. Embotelladora y Distribuidora GEPP, S.A. de C.V. 8 de 
febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 1040/2015. Yoli de Acapulco, S.A. de C.V. 22 de febrero de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Tesis de jurisprudencia 75/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del treinta y uno de mayo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de junio de 2017 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de junio de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS SOBRE 
BEBIDAS SABORIZADAS CON AZÚCAR AGREGADA. ES COMPATIBLE 
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CON LOS DERECHOS DE LIBRE ELECCIÓN DEL CONSUMIDOR Y 
A LA ALIMENTACIÓN. Los derechos de libre elección del consumidor y a la 
alimentación no son susceptibles de analizarse cuando los hacen valer las per­
sonas morales que enajenan bebidas saborizadas, pues por su condición 
de entes abstractos y ficción jurídica no pueden gozar de la totalidad de 
los derechos privativos del ser humano, como ocurre con la libre elección 
del consumidor, que es connatural a toda persona física, ya que tutela el dere­
cho del ser humano como ente individual a ser conocido, a vivir y a desarro­
llarse como persona; ni pueden ejercer el derecho a la alimentación, pues 
sólo las personas físicas pueden ingerir alimentos; de ahí que esos derechos 
no pueden ser alegados por personas morales. Máxime que, de cualquier 
modo, el impuesto especial sobre producción y servicios es acorde con esos 
derechos, pues permite al consumidor conocer las desventajas del producto 
y lo deja en libertad de elegir si lo soporta a efecto de desincentivar su consu­
mo, en compatibilidad con el punto 3, inciso a), de las Directrices de la Orga­
nización de las Naciones Unidas para la Protección del Consumidor; además 
de que la medida impositiva pretende que los gobernados logren una alimen­
tación sana y suficiente, al procurar desincentivar el consumo de azúcares 
añadidos en bebidas saborizadas y así prevenir el sobrepeso y la obesidad, en 
compatibilidad con los artículos 4o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, 11 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Socia­
les y Culturales y 12 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Cultura­
les "Protocolo de San Salvador".

2a./J. 76/2017 (10a.)

Amparo en revisión 636/2015. Leche Bell, S.A. de C.V. 9 de noviembre de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; se 
apartaron de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos y José Fernando Franco 
González Salas. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 819/2015. Compañía Embotelladora del Fuerte, S. de R.L. de C.V. 
25 de enero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 577/2015. Embotelladora y Distribuidora GEPP, S.A. de C.V. 8 de 
febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.
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Amparo en revisión 343/2015. Comercializadora de Lácteos y Derivados, S.A. de C.V. 
22 de febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 1040/2015. Yoli de Acapulco, S.A. de C.V. 22 de febrero de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Tesis de jurisprudencia 76/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada del treinta y uno de mayo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de junio de 2017 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de junio de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

DECRETO QUE COMPILA DIVERSOS BENEFICIOS FISCALES Y ESTA­
BLECE MEDIDAS DE SIMPLIFICACIÓN ADMINISTRATIVA, PUBLI­
CADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 26 DE DICIEMBRE 
DE 2013. SU ARTÍCULO 3.3 ES COMPATIBLE CON EL DERECHO A LA 
IGUALDAD. El artículo citado otorga un estímulo fiscal a los importadores 
o enajenantes de chicles o gomas de mascar que los libera del pago del 100% 
del impuesto especial sobre producción y servicios, lo que no genera un trato 
desigual respecto de las bebidas saborizadas con azúcares añadidos que 
causan ese impuesto, pues se trata de grupos no comparables entre sí, ya 
que no existe similitud entre ellos, toda vez que esos productos no se encuen­
tran en iguales condiciones para efectos tributarios, porque son diversas sus 
propiedades de composición, forma o estado; además de que el chicle o 
goma de mascar, por un lado, no es considerado precursor de la obesidad ni 
dañino a la salud como lo son las bebidas citadas y, por otro, su cantidad de con­
sumo es mínima, de conformidad con sus características. Máxime que ese 
estímulo fiscal no vulnera el derecho a la igualdad reconocido en los artículos 1o., 
párrafos primero y quinto, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, 2 y 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 2, 
numeral 2, del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cultu­
rales, así como 1, numeral 1 y 24 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, pues ese beneficio tributario procura que los chicles o gomas de 
mascar, como productos de confitería, sólo queden afectos al pago del im­
puesto al valor agregado con el propósito de que tengan condiciones compe­
titivas en el mercado, dado que la mayoría de los alimentos no está afecta a 
aquel gravamen, lo que constituye un fin constitucionalmente válido, proporcio­
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nal e idóneo, acorde con el numeral 28 constitucional para no sobretasar la 
industria chiclera.

2a./J. 77/2017 (10a.)

Amparo en revisión 636/2015. Leche Bell, S.A. de C.V. 9 de noviembre de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; se apar­
taron de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos y José Fernando Franco 
González Salas. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 819/2015. Compañía Embotelladora del Fuerte, S. de R.L. de C.V. 
25 de enero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 577/2015. Embotelladora y Distribuidora GEPP, S.A. de C.V. 8 de 
febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 343/2015. Comercializadora de Lácteos y Derivados, S.A. de C.V. 
22 de febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 1040/2015. Yoli de Acapulco, S.A. de C.V. 22 de febrero de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Tesis de jurisprudencia 77/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del treinta y uno de mayo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de junio de 2017 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de junio de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS SOBRE 
BEBIDAS SABORIZADAS CON AZÚCAR AGREGADA Y DE ALIMENTOS 
CON ALTA DENSIDAD CALÓRICA. SU ACREDITAMIENTO A LA LUZ 
DEL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. Si bien el 
artículo 4o. de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios 
prevé que uno de los requisitos para que el impuesto trasladado sea acredi­
table, es que los bienes se enajenen sin haber modificado su estado, forma o 
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composición, lo cierto es que permite el acreditamiento del impuesto trasla­
dado por la adquisición de concentrados, polvos, jarabes, esencias o extractos 
de sabores utilizados como materia prima para elaborar bebidas saborizadas 
con azúcar añadida. Así, en este caso el legislador contempló la posibilidad 
de acreditar el impuesto en beneficio del justiciable en compatibilidad con el 
principio de proporcionalidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; sin embargo, 
dicho principio se vulnera tratándose de los bienes previstos en el artículo 2o., 
fracción I, inciso J), de la misma ley, es decir, de los alimentos no básicos con 
una densidad calórica de 275 kilocalorías o mayor por cada 100 gramos, al no 
permitir acreditar el impuesto tratándose de éstos, pues en la iniciativa de ley 
el legislador fue concluyente en cuanto a permitir acreditar ese tributo, además 
de que esos alimentos pueden requerir modificaciones para obtener el pro­
ducto final, alterando así el monto de la obligación tributaria a cargo del 
gobernado y vinculándolo a enterar al fisco un gravamen que no es fiel reflejo 
de su capacidad contributiva.

2a./J. 78/2017 (10a.)

Amparo en revisión 636/2015. Leche Bell, S.A. de C.V. 9 de noviembre de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se 
apartaron de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos y José Fernando Franco 
González Salas. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 876/2015. Desarrollo Comercial Abarrotero, S.A. de C.V. y otras. 
25 de enero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Amparo en revisión 343/2015. Comercializadora de Lácteos y Derivados, S.A. de C.V. 
22 de febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; mayoría de cuatro votos en relación con el criterio conte­
nido en esta tesis. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 834/2014. Bepensa Bebidas, S.A. de C.V. y otras. 22 de febrero de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; mayoría de cuatro votos en relación con el criterio contenido en esta tesis. 
Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: 
Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 1040/2015. Yoli de Acapulco, S.A. de C.V. 22 de febrero de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
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Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
mayoría de cuatro votos en relación con el criterio contenido en esta tesis. Disi­
dente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: 
Octavio Joel Flores Díaz.

Tesis de jurisprudencia 78/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del treinta y uno de mayo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de junio de 2017 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de junio de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

CERTIFICADOS EMITIDOS POR EL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN 
TRIBUTARIA. EL ARTÍCULO 17-H, FRACCIÓN X, DEL CÓDIGO FISCAL 
DE LA FEDERACIÓN, AL ESTABLECER LOS SUPUESTOS EN LOS QUE 
QUEDARÁN SIN EFECTOS, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD 
JURÍDICA. El precepto citado, al señalar los supuestos en que los certifica­
dos emitidos por el Servicio de Administración Tributaria quedarán sin efectos, 
busca evitar la emisión de comprobantes fiscales de los contribuyentes que 
han incurrido en alguna de las conductas en él sancionadas y, por ende, no 
viola el principio de seguridad jurídica, porque prevé un procedimiento ágil 
para que el contribuyente aclare su situación o demuestre que ha dejado de 
estar en el supuesto sancionable que llevó a la cancelación del certificado, en el 
cual, desarrollado acorde con las reglas de carácter general emitidas por el Ser­
vicio de Administración Tributaria, inmediatamente se le generará un nuevo 
certificado para que continúe emitiendo comprobantes fiscales, reestablecién­
dose su situación. Ahora bien, la temporalidad depende del propio contribu­
yente, quien debe tomar las medidas pertinentes para subsanar las irregularidades 
que hayan ocasionado su cancelación, sin que lo anterior le genere inseguridad 
jurídica o indefensión, ya que conoce la consecuencia de una conducta sus­
ceptible de sancionarse, así como la forma y el procedimiento para subsanarla.

2a./J. 79/2017 (10a.)

Amparo en revisión 187/2016. Consorcio Capac, S.A. de C.V. 1 de junio de 2016. Unanimi­
dad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Ausente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: 
Maura Angélica Sanabria Martínez.

Amparo en revisión 302/2016. IQ Electronics International, S.A. de C.V. y otra. 13 de julio 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto 
Pérez Dayán; votó con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.
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Amparo en revisión 869/2016. Héctor del Río Méndez. 29 de marzo de 2017. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, Marga­
rita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas; en su ausencia hizo suyo el asunto Eduardo Medina Mora I. Secre­
taria: Maura Angélica Sanabria Martínez.

Amparo en revisión 951/2016. Aluminio y Metales Orión, S.A. de C.V. 19 de abril de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Montserrat Torres Contreras.

Amparo en revisión 3/2017. Metford Soluciones en Limpieza, S.A. de C.V. 17 de mayo 
de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. 
Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secre­
tario: Juan Jaime González Varas.

Tesis de jurisprudencia 79/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del siete de junio de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de junio de 2017 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de junio de 2017, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 

REGISTRO NACIONAL DE TURISMO. LOS ELEMENTOS ESENCIALES 
DE LA OBLIGACIÓN DE LOS PRESTADORES DE SERVICIOS TURÍS­
TICOS DE INSCRIBIRSE EN AQUÉL, ESTÁN DELIMITADOS EN LA 
LEY GENERAL DE TURISMO. De los artículos 3, fracciones XI y XVIII, 46, 
48 y 58, fracción V, de la Ley General de Turismo, se advierte la obligación de los 
prestadores de servicios turísticos de inscribirse en el Registro Nacional de 
Turismo, la cual está a cargo de las personas físicas o morales que ofrezcan, 
proporcionen o contraten con el turista, la prestación de los servicios dirigi­
dos a atender sus solicitudes a cambio de una contraprestación, por lo cual, los 
elementos esenciales de la obligación están claramente delimitados por el 
acto formal y materialmente legislativo.

2a./J. 87/2017 (10a.)

Amparo en revisión 1094/2016. Promociones Turísticas Nacionales, S.A. de C.V. 22 de 
marzo de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Javier Laynez Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ausente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue.

Amparo en revisión 989/2016. Hotel Royal Plaza, S.A. de C.V. 22 de marzo de 2017. Una­
nimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ausente: José Fernando 
Franco González Salas. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: María 
Antonieta del Carmen Torpey Cervantes.
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Amparo en revisión 1169/2016. Grupo Hotelero Empresarial, S.A. de C.V. 3 de mayo de 
2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Impedido: José Fer­
nando Franco González Salas. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Eduardo 
Romero Tagle.

Amparo en revisión 1205/2016. Suites Amberes, S.A. 10 de mayo de 2017. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fer­
nando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de algunas 
consideraciones Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 20/2017. Mil Novecientos Doce, S.A. de C.V. 7 de junio de 2017. Una­
nimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ausente: 
Eduardo Medina Mora I.. Ponente: Eduardo Medina Mora I.; en su ausencia hizo suyo 
el asunto José Fernando Franco González Salas. Secretario: Eduardo Romero Tagle.

Tesis de jurisprudencia 87/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del catorce de junio de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de junio de 2017 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de junio de 2017, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

SEGURO SOCIAL. EL ARTÍCULO 25, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY 
RELATIVA, NO CONTIENE UNA APORTACIÓN QUE CONSTITUYA 
UNA DOBLE TRIBUTACIÓN Y, POR ENDE, NO TRANSGREDE EL PRIN­
CIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. El precepto citado prevé 
que los patrones, los trabajadores y el Estado aportarán una cuota de 1.5% 
sobre el salario base de cotización para cubrir las prestaciones en especie del 
seguro de enfermedades y maternidad de los pensionados y sus beneficiarios, 
en los seguros de riesgos de trabajo, invalidez y vida, así como retiro, cesantía en 
edad avanzada y vejez. Con ello, el legislador creó una fuente de financiamiento 
diferente para los gastos médicos de los pensionados y sus beneficiarios y la 
incluyó en el capítulo de generalidades del régimen obligatorio, constituyendo 
una reserva distinta y autónoma de la establecida para cubrir el seguro de 
enfermedades y maternidad de los asegurados y sus beneficiarios, la cual 
se financia con las aportaciones reguladas en los artículos 106 y 107 de la Ley 
del Seguro Social. De ahí que el artículo 25, segundo párrafo, de la referida ley no 
transgrede el principio de proporcionalidad tributaria contenido en el artículo 
31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
pues la aportación que regula no constituye una doble tributación respecto a 
la destinada a cubrir el seguro de enfermedades y maternidad de los trabaja­
dores en activo y sus beneficiarios.

2a./J. 90/2017 (10a.)
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Amparo directo en revisión 947/2016. Servicios Técnicos de Visión por Cable, S.A. de C.V. 
31 de agosto de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina 
Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez 
Dayán. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: María Constanza Tort San Román.

Amparo directo en revisión 1981/2016. TCCO Ventas, S.A. de C.V. 5 de octubre de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; 
votó con reserva José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Rocío Balderas Fernández.

Amparo directo en revisión 4306/2016. Servicios de Administración y Operación, S.A. de 
C.V. 25 de enero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos 
y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Iveth López 
Vergara.

Amparo directo en revisión 6014/2016. Tele Asesores, S.A. de C.V. 26 de abril de 2017. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretario: Héctor Orduña Sosa.

Amparo directo en revisión 7438/2016. Frasyr, S.A. de C.V. 31 de mayo de 2017. Unanimi­
dad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Héctor 
Orduña Sosa.

Tesis de jurisprudencia 90/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintiuno de junio de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 30 de junio de 2017 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 3 de julio de 2017, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

TURISMO. EL PRONUNCIAMIENTO SOBRE LA CONSTITUCIONALI­
DAD DEL ARTÍCULO 46 DE LA LEY GENERAL RELATIVA DEBE HACER­
SE EXTENSIVO RESPECTO DEL SISTEMA NORMATIVO IMPUGNADO 
POR VIOLACIÓN A LOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES DE LE­
GALIDAD, SEGURIDAD JURÍDICA Y RESERVA REGLAMENTARIA. 
Si en el juicio de amparo indirecto se impugna el precepto indicado como 
parte de un sistema normativo, por definir defectuosamente a los prestadores 
de servicios turísticos y permitir que sea el Secretario de Turismo el que deter­
mine quiénes deben inscribirse en el Registro Nacional de Turismo, el pronun­
ciamiento sobre su constitucionalidad debe hacerse extensivo a todos los 
demás preceptos de la Ley General de Turismo y de su Reglamento impugna­
dos como parte del mismo sistema normativo por violación a los principios de 
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legalidad, seguridad jurídica y reserva reglamentaria, en la medida en que en 
dichos preceptos no se establezca la permisión inconstitucional de que sea 
el Secretario de Turismo quien haga esa determinación, y no las "disposiciones 
reglamentarias" a que se refiere el artículo 46 en cita.

2a./J. 93/2017 (10a.)

Amparo en revisión 4/2017. Inmobiliaria Villajuan, S.A. de C.V. 7 de junio de 2017. Unani­
midad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I.; en su ausencia hizo suyo el asunto José Fernando Franco 
González Salas. Secretario: Rodrigo de la Peza López Figueroa.

Amparo en revisión 1158/2016. Pansor, S.A. de C.V. 14 de junio de 2017. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán; en su ausencia hizo suyo el asunto Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Secretario: Oscar Vázquez Moreno.

Amparo en revisión 25/2017. Gontelle, S.A. de C.V. 14 de junio de 2017. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán; en su ausencia hizo suyo el asunto Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Secretario: Oscar Vázquez Moreno.

Amparo en revisión 64/2017. Hotel Quinta Rubí, S.A. de C.V. 14 de junio de 2017. Unani­
midad de cuatro votos de los Ministros Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán; en su ausencia hizo suyo el asunto Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Secretario: Oscar Vázquez Moreno.

Amparo en revisión 126/2017. Servicios Hoteleros Peña, S.A. de C.V. 14 de junio de 2017. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán; en su ausencia hizo suyo el asunto Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Secretario: Oscar Vázquez Moreno.

Tesis de jurisprudencia 93/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintiuno de junio de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de agosto de 2017 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 7 de agosto de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

TABLAS DE VALORES UNITARIOS DE SUELO Y CONSTRUCCIÓN. 
RESULTAN VIOLATORIAS DEL PRINCIPIO DE LEGALIDAD TRIBU­
TARIA, CUANDO NO ESTABLECEN EL CRITERIO PARA CLASIFICAR 
LOS TIPOS DE CONSTRUCCIÓN, ATENDIENDO A SU CALIDAD DE 
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LUJO, SUPERIOR, MEDIA O ECONÓMICA PARA EFECTOS DEL IM­
PUESTO SOBRE TRANSMISIONES PATRIMONIALES. Conforme al 
antepenúltimo párrafo de la fracción IV del artículo 115 de la Constitución Polí­
tica de los Estados Unidos Mexicanos los Ayuntamientos, en el ámbito de su 
competencia, propondrán a las Legislaturas Estatales las cuotas y tarifas aplica­
bles a impuestos, derechos, contribuciones de mejoras y las tablas de valores 
unitarios de suelo y construcciones que sirvan de base para el cobro de las 
contribuciones sobre la propiedad inmobiliaria, las cuales revisten una impor­
tancia fundamental en la integración de los elementos que conforman el im­
puesto sobre transmisiones patrimoniales, ya que impactan la base gravable 
de la contribución, por lo que las normas que contengan dichas tablas deben 
respetar los principios de justicia tributaria contenidos en el numeral 31, frac­
ción IV, constitucional. En ese sentido, si en las propias tablas de valores unita­
rios de suelo y construcción, se establece como elemento a considerar en la 
fijación de la base gravable del impuesto relativo la clasificación del inmueble 
en atención a su calidad de construcción como de lujo, superior, media, eco­
nómica y austera, definiendo lo que debe entenderse sólo por la última de 
ellas, es claro que se permite un margen de arbitrariedad a favor de la autori­
dad administrativa en lo que respecta a la determinación de un elemento que 
incide en la base gravable del impuesto sobre transmisiones patrimoniales, lo 
que viola el principio de legalidad tributaria. Cabe precisar que la inconstitu­
cionalidad mencionada no implica que los contribuyentes dejen de pagar el 
impuesto sobre transmisiones patrimoniales, sino que atendiendo a que la vio­
lación constitucional se genera por virtud de la falta de certeza en cuanto a la 
base aplicable a un determinado inmueble, el efecto de la declaratoria referida 
consiste en que se aplique el monto de menor cuantía.

2a./J. 94/2017 (10a.)

Amparo en revisión 323/2015. José Salomón Chidan Charur. 5 de agosto de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Claudia Mendoza Polanco.

Amparo en revisión 569/2015. Grupo Constructor 321, S.A. de C.V. 26 de agosto de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Guadalupe de la Paz Varela Domínguez.

Amparo en revisión 770/2015. Hostales de Occidente, S.A. de C.V. 25 de noviembre de 
2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Miguel Ángel Burguete García.
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Amparo en revisión 22/2016. Arturo Daniel Ramírez Cevallos, también conocido como 
Arturo Daniel Ramírez Ceballos, en su carácter de albacea de la sucesión testamen­
taria a bienes de Rebeca Ceballos García, también conocida como Rebeca Ceballos 
García de Ramírez y/o Rebeca Cevallos García. 4 de mayo de 2016. Cinco votos de 
los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Amparo en revisión 1105/2016. Inversiones e Inmuebles Control, S.A. de C.V. 19 de abril 
de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Ron Snipeliski Nischli.

Tesis de jurisprudencia 94/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintiuno de junio de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 30 de junio de 2017 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 3 de julio de 2017, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

TURISMO. LOS ARTÍCULOS 87, FRACCIÓN I Y DÉCIMO QUINTO 
TRANSITORIO DEL REGLAMENTO DE LA LEY GENERAL RELATIVA, 
VIOLAN EL PRINCIPIO DE RESERVA REGLAMENTARIA. Los artículos 
16 y 89, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos prevén los principios de reserva y preferencia reglamentarias, conforme 
a los cuales corresponde al titular del Poder Ejecutivo Federal emitir los regla­
mentos para proveer en la esfera administrativa a la exacta observancia de 
las leyes, a menos que el legislador reserve expresamente determinado tema 
o aspecto a una norma distinta del reglamento mediante el establecimiento 
de una cláusula habilitante. Acorde con los principios indicados, cuando el 
segundo párrafo del artículo 46 de la Ley General de Turismo ordena que en 
las "disposiciones reglamentarias" se establecerán todas aquellas personas 
físicas y morales obligadas a inscribirse en el Registro Nacional de Turismo, 
debe entenderse que el legislador dejó a salvo la facultad reglamentaria del 
Ejecutivo Federal, ya que no habilitó a autoridad alguna y, por tanto, que en 
razón del principio de reserva reglamentaria, es en el Reglamento de ese 
ordenamiento legal donde deben precisarse los sujetos obligados a realizar la 
inscripción en el registro indicado. Con base en lo anterior, los artículos 87, 
fracción I y décimo quinto transitorio del Reglamento de la Ley General de 
Turismo violan los principios citados, pues indebidamente facultan al Secre­
tario de Turismo para emitir un acuerdo en el que se precisen los prestadores 
de servicios turísticos obligados a inscribirse en el Registro Nacional de Turis­
mo, a pesar de que la regulación de ese aspecto corresponde al titular del 
Poder Ejecutivo Federal, en ejercicio de la facultad reglamentaria constitu­
cionalmente prevista a su favor; máxime que no existe una habilitación del 
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legislador y que la precisión de tales sujetos no constituye un aspecto téc­
nico u operativo.

2a./J. 95/2017 (10a.)

Amparo en revisión 1094/2016. Promociones Turísticas Nacionales, S.A. de C.V. 22 de 
marzo de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Javier Laynez Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ausente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue.

Amparo en revisión 989/2016. Hotel Royal Plaza, S.A. de C.V. 22 de marzo de 2017. Una­
nimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ausente: José Fernando 
Franco González Salas. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: María 
Antonieta del Carmen Torpey Cervantes.

Amparo en revisión 1169/2016. Grupo Hotelero Empresarial, S.A. de C.V. 3 de mayo de 
2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Impedido: José 
Fernando Franco González Salas. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: 
Eduardo Romero Tagle.

Amparo en revisión 1205/2016. Suites Amberes, S.A. 10 de mayo de 2017. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto 
Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 4/2017. Inmobiliaria Villajuan, S.A. de C.V. 7 de junio de 2017. Unani­
midad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I.; en su ausencia hizo suyo el asunto José Fernando Franco 
González Salas. Secretario: Rodrigo de la Peza López Figueroa.

Tesis de jurisprudencia 95/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintiocho de junio de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de julio de 2017 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 1 de agosto de 2017, para los efectos previstos en el punto sép­
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

TURISMO. EL ARTÍCULO 46 DE LA LEY GENERAL RELATIVA RESPETA 
EL PRINCIPIO DE RESERVA REGLAMENTARIA. Conforme al artículo 89, 
fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el titu­
lar del Poder Ejecutivo tiene la facultad de emitir reglamentos para la estricta 
observancia de las leyes expedidas por la autoridad legislativa, potestad cuyo 
ejercicio es directo y no requiere reiterarse en las normas a reglamentar, pues 
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atento al principio de reserva reglamentaria, cuando se estime que lo previsto 
en la ley debe desarrollarse pormenorizadamente, el Ejecutivo Federal podrá 
ejercer la facultad precisada y emitir el reglamento correspondiente, a menos 
de que el legislador habilite expresamente a una autoridad diferente para emi­
tir normas de carácter técnico u operativo. En este sentido, cuando el segundo 
párrafo del artículo 46 de la Ley General de Turismo ordena que en las "dispo­
siciones reglamentarias" se establecerán todas aquellas personas físicas y 
morales obligadas a inscribirse en el Registro Nacional de Turismo, es claro 
que el legislador no habilitó a autoridad alguna y, por ende, dicho precepto 
respeta el principio de reserva reglamentaria, ya que la precisión de los suje­
tos obligados a inscribirse en el registro citado debe contenerse en el Regla­
mento de esa ley y no en otro tipo de norma jurídica, pues se trata del ejercicio 
de una potestad necesaria para lograr proveer en la esfera administrativa de 
mejor manera sobre lo previsto en la ley, en busca de obtener su exacta 
observancia y aplicación.

2a./J. 96/2017 (10a.)

Amparo en revisión 1094/2016. Promociones Turísticas Nacionales, S.A. de C.V. 22 de 
marzo de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Javier Laynez Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ausente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secre­
tario: Carlos Alberto Araiza Arreygue.

Amparo en revisión 989/2016. Hotel Royal Plaza, S.A. de C.V. 22 de marzo de 2017. Una­
nimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ausente: José Fernando 
Franco González Salas. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: María 
Antonieta del Carmen Torpey Cervantes.

Amparo en revisión 1169/2016. Grupo Hotelero Empresarial, S.A. de C.V. 3 de mayo de 
2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Impedido: José 
Fernando Franco González Salas. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: 
Eduardo Romero Tagle.

Amparo en revisión 1205/2016. Suites Amberes, S.A. 10 de mayo de 2017. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga 
Jiménez.

Amparo en revisión 4/2017. Inmobiliaria Villajuan, S.A. de C.V. 7 de junio de 2017. Unani­
midad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I.; en su ausencia hizo suyo el asunto José Fernando Franco 
González Salas. Secretario: Rodrigo de la Peza López Figueroa.
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Tesis de jurisprudencia 96/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintiocho de junio de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de julio de 2017 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 1 de agosto de 2017, para los efectos previstos en el punto sép­
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

REVISIÓN EN AMPARO INDIRECTO. SI AL EJERCER SU COMPE­
TENCIA DELEGADA LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO 
DESESTIMAN ALGUNA CAUSA DE IMPROCEDENCIA QUE INVOLU­
CRE EL ESTUDIO DEL FONDO DEL ASUNTO O LOS EFECTOS DE 
UNA POSIBLE CONCESIÓN DE LA PROTECCIÓN FEDERAL, ESA 
DECISIÓN NO VINCULA A LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE 
LA NACIÓN. Como consecuencia de los diversos acuerdos generales para 
delegar en los Tribunales Colegiados de Circuito, entre otras, la facultad 
para analizar las causas de improcedencia de los juicios de amparo indirecto 
en revisión de la competencia originaria de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, esos órganos jurisdiccionales deben limitarse a depurar las cuestio­
nes de improcedencia y, en su caso, remitir el asunto al Alto Tribunal para la 
resolución de fondo procedente; supuesto en el cual, en principio, debe respe­
tarse lo resuelto por aquéllos, porque en los aspectos de procedencia se erigen 
como órganos terminales de decisión. No obstante, cuando las razones ofre­
cidas por los Tribunales Colegiados de Circuito para desestimar las cuestiones 
de improcedencia involucren pronunciamientos sobre el fondo del asunto, no 
hay obstáculo para estudiar de nueva cuenta la procedencia del juicio, particu­
larmente, los razonamientos relacionados con la constitucionalidad o incons­
titucionalidad de los actos reclamados, pues dichos órganos no deben fijar 
criterios que rebasen la competencia delegada que les fue conferida, ni vincu­
lar al Máximo Tribunal a estudiar los conceptos de violación, con base en una 
sentencia previa que implícita o explícitamente dispuso respecto de la conce­
sión del amparo o los efectos que a ésta deben darse.

2a./J. 98/2017 (10a.)

Amparo en revisión 883/2015. Luis Ángel Costilla Cruz. 6 de enero de 2016. Cinco votos 
de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Diana Cristina Rangel León.

Amparo en revisión 624/2015. Luis Ángel Costilla Cruz. 20 de enero de 2016. Cinco votos 
de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretaria: Ileana Moreno Ramírez.

Amparo en revisión 1121/2015. Elvira Valtierra Ruiz y/o Elvira Valtierra Solís. 9 de marzo 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
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José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Diana Cristina Rangel León.

Amparo en revisión 1205/2016. Suites Amberes, S.A. 10 de mayo de 2017. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I., quien votó en contra de 
algunas consideraciones. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 20/2017. Mil Novecientos Doce, S.A. de C.V. 7 de junio de 2017. Unani­
midad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I.; en su ausencia hizo suyo el asunto José Fernando Franco 
González Salas. Secretario: Eduardo Romero Tagle.

Tesis de jurisprudencia 98/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del cinco de julio de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de agosto de 2017 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 7 de agosto de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

REGISTRO NACIONAL DE TURISMO. EFECTOS DE LA CONCESIÓN 
DEL AMPARO CONTRA LOS ARTÍCULOS 87, FRACCIÓN I Y DÉCIMO 
QUINTO TRANSITORIO DEL REGLAMENTO DE LA LEY GENERAL 
DE LA MATERIA, POR VIOLACIÓN AL PRINCIPIO DE RESERVA RE­
GLAMENTARIA. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determinó que los aludidos preceptos reglamentarios transgreden los 
citados principios, contenidos en los artículos 16 y 89, fracción I, de la Cons­
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Ahora, los efectos de la 
protección constitucional concedida son para que hasta en tanto no se sub­
sane el vicio de inconstitucionalidad advertido, no se exija a la quejosa el 
cumplimiento de la obligación prevista en los artículos 48 y 58, fracción V, de 
la Ley General de Turismo, consistente en la inscripción en el Registro Nacio­
nal de Turismo, haciéndose extensiva la decisión también a la observancia de 
los acuerdos emitidos por el Secretario de Turismo, publicados en el Diario 
Oficial de la Federación el 30 de marzo de 2016.

2a./J. 101/2017 (10a.)

Amparo en revisión 1094/2016. Promociones Turísticas Nacionales, S.A. de C.V. 22 de 
marzo de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Javier Laynez Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ausente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secre­
tario: Carlos Alberto Araiza Arreygue.

Amparo en revisión 989/2016. Hotel Royal Plaza, S.A. de C.V. 22 de marzo de 2017. Una­
nimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
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Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ausente: José Fernando 
Franco González Salas. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: María 
Antonieta del Carmen Torpey Cervantes.

Amparo en revisión 1169/2016. Grupo Hotelero Empresarial, S.A. de C.V. 3 de mayo de 
2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Impedido: José 
Fernando Franco González Salas. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: 
Eduardo Romero Tagle.

Amparo en revisión 1205/2016. Suites Amberes, S.A. 10 de mayo de 2017. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fer­
nando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de algunas 
consideraciones Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 4/2017. Inmobiliaria Villajuan, S.A. de C.V. 7 de junio de 2017. Unani­
midad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I.; en su ausencia hizo suyo el asunto José Fernando Franco 
González Salas. Secretario: Rodrigo de la Peza López Figueroa.

Tesis de jurisprudencia 101/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del cinco de julio de 2017.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de agosto de 2017 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 7 de agosto de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

DERECHOS FUNDAMENTALES DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍ­
DICA. SU CONTRAVENCIÓN NO PUEDE DERIVAR DE LA DISTINTA 
REGULACIÓN DE DOS SUPUESTOS JURÍDICOS ESENCIALMENTE 
DIFERENTES. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha determinado 
que los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica reconoci­
dos por los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, se respetan por el legislador cuando las normas que facultan a 
las autoridades para actuar en determinado sentido encauzan el ámbito de 
esa actuación a fin de que, por un lado, el gobernado conozca cuál será 
la consecuencia jurídica de los actos que realice, y por otro, que el actuar de la 
respectiva autoridad se encuentre limitado, de manera que la posible afecta­
ción a la esfera jurídica de aquél no resulte caprichosa o arbitraria. Por tanto, 
tratándose de normas generales, la contravención a los precitados derechos 
no puede derivar de la distinta regulación de dos supuestos jurídicos esen­
cialmente diferentes, sino en todo caso, de la ausente o deficiente regulación 
del supuesto normativo que es materia de impugnación.

2a./J. 106/2017 (10a.)
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Amparo directo en revisión 3488/2013. The Absolut Company Aktiebolag. 27 de noviem­
bre de 2013. Cinco votos de los Ministros Luis María Aguilar Morales, Alberto Pérez 
Dayán, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Sergio 
Armando Valls Hernández. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Georgina Laso 
de la Vega Romero.

Amparo directo en revisión 3441/2013. Comaxim, S.A. de C.V. 8 de enero de 2014. Cinco 
votos de los Ministros Sergio A. Valls Hernández, Alberto Pérez Dayán, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Martha Elba de la Con­
cepción Hurtado Ferrer.

Amparo directo en revisión 141/2015. Bertha Ivonne Carbajal Márquez. 13 de mayo de 
2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó con salvedad José Fernando Franco González Salas. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia.

Amparo directo en revisión 3020/2015. Grupo Industrial Miró, S.A. de C.V. 25 de noviem­
bre de 2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alber­
to Pérez Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Miroslava de Fátima 
Alcayde Escalante.

Amparo en revisión 759/2016. Teléfonos de México, S.A.B. de C.V. 28 de junio de 2017. Ma­
yoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Disidente: José Fernando 
Franco González Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Josefina Cortés 
Campos, Guadalupe de la Paz Varela Domínguez, Ma. de la Luz Pineda Pineda, 
Salvador Alvarado López y Eduardo Romero Tagle.

Tesis de jurisprudencia 106/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del dos de agosto de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de agosto de 2017 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de agosto de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO AUXILIARES. NO PUEDEN 
DECLARARSE INCOMPETENTES POR RAZÓN DE LA MATERIA [ABAN­
DONO DE LA TESIS 2a. XI/2012 (10a.) (*)]. Los Tribunales Colegiados de 

Nota: (*) La tesis aislada 2a. XI/2012 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro VI, Tomo 1, marzo de 2012, página 774, con el 
rubro: "ÓRGANOS JURISDICCIONALES AUXILIARES. ESTÁN FACULTADOS PARA ANALI­
ZAR LA COMPETENCIA POR MATERIA CUANDO EL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL 
DISPONGA QUE ADOPTAN LA COMPETENCIA DEL AUXILIADO."
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Circuito Auxiliares cuentan con competencia mixta para resolver los asuntos 
que les sean remitidos en cualquier materia y así lograr el objetivo de su crea­
ción, consistente en beneficiar al justiciable mediante la impartición de justicia 
pronta y expedita, conforme al artículo 17 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y, a la vez, abatir el rezago en los órganos jurisdic­
cionales del Poder Judicial de la Federación. En ese sentido, cuando a un 
Tribunal Colegiado de Circuito Auxiliar se le remite un caso para resolverlo, 
es evidente que es competente para hacerlo, con independencia de si estima 
que el órgano jurisdiccional del que proviene es competente por materia o no, 
pues a diferencia de éste, el auxiliar no tiene limitada su competencia por 
materia, por lo que no puede declararse incompetente por esa razón.

2a./J. 107/2017 (10a.)

Conflicto competencial 211/2016. Suscitado entre el Octavo Tribunal Colegiado de Circuito 
del Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en Naucalpan de Juárez, 
Estado de México y el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Segundo 
Circuito. 8 de marzo de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina 
Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretario: Ron Snipeliski Nischli.

Conflicto competencial 193/2016. Suscitado entre el Tercer Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Tercer Circuito y el entonces Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito 
del Centro Auxiliar de la Tercera Región, con residencia en Guadalajara, Jalisco. 5 de 
abril de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Javier Laynez Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ausente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secre­
tario: Fabián Gutiérrez Sánchez.

Conflicto competencial 217/2016. Suscitado entre los Tribunales Colegiados Sexto de 
Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región, con residencia en Morelia, Michoacán 
y Segundo en Materia Administrativa Especializado en Competencia Económica, 
Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de México y juris­
dicción en toda la República. 26 de abril de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretario: Fabián Gutiérrez Sánchez.

Conflicto competencial 15/2017. Suscitado entre los Tribunales Colegiados Cuarto en 
Materia Administrativa del Segundo Circuito y Octavo de Circuito del Centro Auxiliar 
de la Primera Región, con residencia en Naucalpan de Juárez, Estado de México. 
24 de mayo de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina 
Mora I. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos; en su ausencia hizo suyo el asunto 
Alberto Pérez Dayán. Secretario: Fausto Gorbea Ortiz.

Conflicto competencial 40/2017. Suscitado entre el Segundo Tribunal Colegiado de Cir­
cuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región, con residencia en San Andrés Cholula, 
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Puebla, y el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Civil del Vigésimo Circuito. 
28 de junio de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: 
Norma Paola Cerón Fernández.

Tesis de jurisprudencia 107/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del dos de agosto de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de agosto de 2017 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de agosto de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

COMPENSACIÓN A VÍCTIMAS DE VIOLACIÓN A DERECHOS HUMA­
NOS. AUTORIDAD COMPETENTE PARA DETERMINAR SU MONTO 
POR CONCEPTO DE REPARACIÓN DEL DAÑO. La emisión de la Ley 
General de Víctimas y la creación de la Comisión Ejecutiva de Atención a Víc­
timas, no generan propiamente un conflicto competencial para determinar el 
monto que debe otorgarse a la víctima por concepto de compensación –como 
elemento integrante de la reparación integral–, pues el Fondo de Ayuda, Asis­
tencia y Reparación Integral debe entenderse en un ámbito de complementarie­
dad respecto de las indemnizaciones otorgadas a la víctima, a través de otros 
medios. La reparación prevista en la Ley General de Víctimas no es la vía exclu­
siva de indemnización tutelada en el sistema jurídico mexicano y, por ende, el 
Pleno de la Comisión aludida no es la única autoridad facultada para determi­
nar los montos de compensación que deban otorgarse a las víctimas por vio­
laciones a los derechos humanos o como resultado de la comisión de un 
delito. Así, el artículo 11 del Reglamento de la Ley General de Víctimas establece 
que cuando la víctima hubiese acudido a autoridades distintas a la Comisión 
mencionada, ésta valorará las medidas que hubiesen adoptado las autoridades 
de primer contacto, realizará las vinculaciones que correspondan y requerirá 
las acciones complementarias de atención, asistencia y protección que resulten 
procedentes. Aunado a lo anterior, del análisis íntegro de la normativa que 
regula a la Comisión citada, se advierte que ésta no emite condena alguna a 
la autoridad responsable de la violación a los derechos humanos, ni prejuzga 
sobre la responsabilidad que debe atribuírsele, sino que simplemente hace 
de su conocimiento el pago de la compensación que realizará a las víctimas 
con motivo de la reparación del daño, para que dicha autoridad inicie los proce­
dimientos conducentes y, de ser procedente, promueva las responsabilida­
des administrativas o penales que correspondan; pues la Comisión actúa en 
términos de complementariedad y armonización, respecto a las compensacio­
nes que se hayan determinado mediante otros mecanismos o procedimientos 
de asistencia, ayuda, protección, atención y reparación, a fin de que, en 
los casos en que la víctima no haya obtenido el pago de la totalidad de los 
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daños materiales e inmateriales que haya sufrido por esas violaciones, se logre 
la integralidad que busca la reparación del daño.

2a./J. 110/2017 (10a.)

Amparo en revisión 943/2016. Francisco Javier Machorro Santana. 1 de febrero de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó contra consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Amparo en revisión 1013/2016. J. Guadalupe de la Cruz Benítez. 15 de febrero de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó con reservas José Fernando Franco González Salas y votó contra algunas consi­
deraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secreta­
ria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 1061/2016. Jorge Gilberto Cisneros Zúñiga. 19 de abril de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Rodrigo de la Peza López Figueroa.

Amparo en revisión 935/2016. Carlos César López Sánchez. 26 de abril de 2017. Unanimi­
dad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I.; votó con salvedad José Fer­
nando Franco González Salas en relación con el tema de suplencia de la queja. 
Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos; en su ausencia hizo suyo el asunto Alberto 
Pérez Dayán. Secretario: Fausto Gorbea Ortiz.

Amparo en revisión 959/2016. Gustavo González Martínez. 3 de mayo de 2017. Cinco votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó con 
reservas José Fernando Franco González Salas. Ponente: José Fernando Franco Gonzá­
lez Salas. Secretaria: Jocelyn M. Mendizábal Ferreyro.

Tesis de jurisprudencia 110/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del dos de agosto de 2017.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de agosto de 2017 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de agosto de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

COMPENSACIÓN A VÍCTIMAS DE VIOLACIÓN A LOS DERECHOS 
HUMANOS. LA COMPENSACIÓN Y LA FUNCIÓN INDEMNIZATORIA 
DE LA COMISIÓN EJECUTIVA DE ATENCIÓN A VÍCTIMAS, DEBE 
ENTENDERSE EN TÉRMINOS DE COMPLEMENTARIEDAD. De la inter­
pretación del artículo 132 de la Ley General de Víctimas y del lineamiento 40 
de los Lineamientos para el funcionamiento del Fondo de Ayuda, Asistencia y 
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Reparación Integral, publicados en el Diario Oficial de la Federación el 15 de 
enero de 2015, se advierte que, en caso de que a la víctima se le haya cubierto 
parte de la reparación integral a través de otros mecanismos se entregará, de 
manera complementaria, el monto no enterado a través de esas vías. En ese 
sentido, lo que el ordenamiento legal citado proscribe no es la complemen­
tariedad, sino la duplicidad de la compensación; por ende, con independencia 
de que la víctima haya obtenido cierto pago por concepto de reparación mediante 
algún medio o instrumento diverso al contemplado en la ley mencionada, tal 
situación, por sí sola, no puede tener el alcance de privarle del derecho de 
acceder al fondo tutelado en dicho ordenamiento legal, mediante la fijación 
de la compensación que la comisión realice, si esa medida no resulta sufi­
ciente para reparar la totalidad de los daños derivados de la violación a sus 
derechos humanos. Máxime que el artículo 149 de la ley referida precisa que 
procederá el acceso a los recursos del fondo en materia de reparación, cuando 
la medida reparatoria en otros mecanismos "no haya alcanzado el pago total 
de los daños que se le causaron", o bien, "no haya recibido la reparación inte­
gral del daño por cualquier otra vía", lo que denota que tanto las reparaciones 
individuales, administrativas o judiciales, como las colectivas obtenidas en 
otras vías, se entienden en términos de complementariedad, a fin de alcanzar 
la integralidad que busca la reparación.

2a./J. 111/2017 (10a.)

Amparo en revisión 943/2016. Francisco Javier Machorro Santana. 1 de febrero de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó contra consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Amparo en revisión 1013/2016. J. Guadalupe de la Cruz Benítez. 15 de febrero de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó con reservas José Fernando Franco González Salas y votó contra algunas consi­
deraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secreta­
ria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 1061/2016. Jorge Gilberto Cisneros Zúñiga. 19 de abril de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Rodrigo de la Peza López Figueroa.

Amparo en revisión 935/2016. Carlos César López Sánchez. 26 de abril de 2017. Unanimi­
dad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I.; votó con salvedad José Fer­
nando Franco González Salas en relación con el tema de suplencia de la queja. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos; en su ausencia hizo suyo el asunto Alberto Pérez 
Dayán. Secretario: Fausto Gorbea Ortiz.
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Amparo en revisión 959/2016. Gustavo González Martínez. 3 de mayo de 2017. Cinco votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó con 
reservas José Fernando Franco González Salas. Ponente: José Fernando Franco Gonzá­
lez Salas. Secretaria: Jocelyn M. Mendizábal Ferreyro.

Tesis de jurisprudencia 1112017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del dos de agosto de 2017.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de agosto de 2017 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de agosto de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

COMPENSACIÓN A VÍCTIMAS DE VIOLACIÓN A LOS DERECHOS 
HUMANOS. LA MANIFESTACIÓN DE CONFORMIDAD DE LA VÍC­
TIMA AL OBTENER EL MONTO DE UNA REPARACIÓN A TRAVÉS DE 
OTROS MECANISMOS, NO IMPIDE EL ACCESO AL FONDO DE AYUDA, 
ASISTENCIA Y REPARACIÓN INTEGRAL PREVISTO EN LA LEY 
GENERAL DE VÍCTIMAS. Del análisis del ordenamiento legal citado, se 
advierte que la víctima tiene expedito su derecho para solicitar la aplicación 
de los recursos contenidos en el Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Inte­
gral, en todos aquellos casos en que "no haya recibido la reparación integral 
del daño por cualquier otra vía"; en ese sentido, el hecho de que "se haya dado 
por satisfecho" del monto de reparación que se le haya asignado en otras vías, 
no impide que pueda acceder al fondo referido para obtener una reparación 
integral. Lo anterior es así, ya que el derecho de las víctimas a ser reparadas 
de manera íntegra por las violaciones cometidas a sus derechos humanos no 
puede tener el carácter de renunciable, ni verse restringido por las necesida­
des económicas o presiones que puedan recaerles, toda vez que la reparación 
integral del daño es un derecho fundamental que tiene toda persona a que 
sea restablecida su dignidad intrínseca la cual, por su propia naturaleza, no 
resulta conmensurable y, por ende, negociable. En efecto, el restablecimiento 
de la dignidad de la víctima es el objetivo último de la reparación, reconocido por 
el artículo 5 de la Ley General de Víctimas que prevé que, en virtud de la dig­
nidad humana de la víctima, todas las autoridades del Estado están obligadas 
en todo momento a respetar su autonomía, a considerarla y tratarla como fin 
de su actuación, así como garantizar que no se vea disminuido el mínimo 
existencial al que la víctima tiene derecho, ni sea afectado el núcleo esencial 
de sus derechos.

2a./J. 112/2017 (10a.)

Amparo en revisión 943/2016. Francisco Javier Machorro Santana. 1 de febrero de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
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votó contra consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Amparo en revisión 1013/2016. J. Guadalupe de la Cruz Benítez. 15 de febrero de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó con reservas José Fernando Franco González Salas y votó contra algunas consi­
deraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secreta­
ria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 1061/2016. Jorge Gilberto Cisneros Zúñiga. 19 de abril de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Rodrigo de la Peza López Figueroa.

Amparo en revisión 935/2016. Carlos César López Sánchez. 26 de abril de 2017. Unanimi­
dad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I.; votó con salvedad José Fer­
nando Franco González Salas en relación con el tema de suplencia de la queja. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos; en su ausencia hizo suyo el asunto Alberto Pérez 
Dayán. Secretario: Fausto Gorbea Ortiz.

Amparo en revisión 959/2016. Gustavo González Martínez. 3 de mayo de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó con reservas José Fernando Franco González Salas. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretaria: Jocelyn M. Mendizábal Ferreyro.

Tesis de jurisprudencia 112/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del dos de agosto de 2017.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de agosto de 2017 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de agosto de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

SISTEMA DE CLASIFICACIÓN HOTELERA. ES IMPROCEDENTE EL 
JUICIO DE AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO CONTRA LOS AR­
TÍCULOS DE LA LEY GENERAL DE TURISMO Y DE SU REGLAMENTO 
QUE REGULAN A AQUÉL, SI SE IMPUGNAN CON MOTIVO DE LA 
ENTRADA EN VIGOR DE LOS ACUERDOS PUBLICADOS EN EL DIA­
RIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 30 DE MARZO DE 2016, EMITI­
DOS POR EL SECRETARIO DE TURISMO. La Ley General de Turismo y 
su Reglamento prevén como mecanismos de información en materia turís­
tica el Registro Nacional de Turismo y el Sistema de Clasificación Hotelera, 
los cuales regulan ámbitos de la materia distintos entre sí, ya que el Registro 
indicado consiste en un catálogo público de prestadores de servicios turís­
ticos en el país, a través del cual, los tres órdenes de gobierno podrán con­
tar con información sobre éstos a nivel nacional, a fin de conocer mejor el 
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mercado turístico y establecer comunicación con las empresas de ese sector; 
mientras que el Sistema aludido constituye un medio de autoevaluación 
regulado por la Secretaría de Turismo que agrupa variables mediante ejes de 
desempeño, las cuales determinan la categoría del establecimiento de hospe­
daje a través de un parámetro representado mediante estrellas. Ahora bien, el 
30 de marzo de 2016 se publicaron en el Diario Oficial de la Federación 3 acuer­
dos emitidos por el Secretario de Turismo, en los que se determinó el catálogo 
de prestadores de servicios turísticos de acuerdo con el servicio que ofrecen, 
así como la convocatoria de inscripción y el formato único para trámites, 
todos relativos al Registro Nacional de Turismo. Por tanto, si los acuerdos refe­
ridos sólo materializaron las obligaciones y operación propias del Registro, es 
decir, que en virtud de su vigencia se tornó exigible a los prestadores de ser­
vicios turísticos dicha directriz, no pueden considerarse como actos de apli­
cación de las disposiciones que regulan aspectos concernientes al Sistema 
de Clasificación Hotelera; de ahí que no puede aducirse que existe interés 
jurídico para impugnar este último, con motivo de la emisión de los acuerdos 
mencionados.

2a./J. 118/2017 (10a.)

Amparo en revisión 1205/2016. Suites Amberes, S.A. 10 de mayo de 2017. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fer­
nando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de algunas 
consideraciones Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 4/2017. Inmobiliaria Villajuan, S.A. de C.V. 7 de junio de 2017. Unanimi­
dad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I.; en su ausencia hizo suyo el asunto José Fernando Franco González 
Salas. Secretario: Rodrigo de la Peza López Figueroa.

Amparo en revisión 1158/2016. Pansor, S.A. de C.V. 14 de junio de 2017. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán; en su ausencia hizo suyo el asunto Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Secretario: Oscar Vázquez Moreno.

Amparo en revisión 64/2017. Hotel Quinta Rubí, S.A. de C.V. 14 de junio de 2017. Unani­
midad de cuatro votos de los Ministros Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán; en su ausencia hizo suyo el asunto Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Secretario: Oscar Vázquez Moreno.

Amparo en revisión 126/2017. Servicios Hoteleros Peña, S.A. de C.V. 14 de junio de 2017. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Javier Laynez Potisek, José Fernando 
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Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán; en su ausencia hizo suyo el asunto Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Secretario: Oscar Vázquez Moreno.

Tesis de jurisprudencia 118/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del nueve de agosto de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 25 de agosto de 2017 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de agosto de 2017, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

CERTIFICADOS EMITIDOS POR EL SERVICIO DE ADMINISTRA­
CIÓN TRIBUTARIA. EL ARTÍCULO 17-H, FRACCIÓN X, DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN, AL ESTABLECER LOS SUPUESTOS EN 
QUE AQUÉLLOS QUEDARÁN SIN EFECTOS, NO ES CONTRARIO AL 
ARTÍCULO 22 CONSTITUCIONAL, AL NO ESTABLECER UNA SAN­
CIÓN. Los supuestos contenidos en la norma referida, en los que los certifica­
dos emitidos por el Servicio de Administración Tributaria de los contribuyentes 
que han incurrido en alguna de las conductas en él sancionadas quedarán 
sin efectos, constituyen una medida temporal que protege el interés público 
y social, y un procedimiento de control de las operaciones vinculadas con el 
cumplimiento de diversas obligaciones fiscales que persiste hasta en tanto 
cesen en la conducta que la motivó; de ahí que, al tratarse de una consecuencia 
lógica atribuible a los propios contribuyentes por haber perdido los atributos 
para emitir los comprobantes fiscales, el precepto legal citado no es violatorio 
del artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
toda vez que no establece una sanción.

2a./J. 123/2017 (10a.)

Amparo en revisión 187/2016. Consorcio Capac, S.A. de C.V. 1 de junio de 2016. Unanimi­
dad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Ausente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: 
Maura Angélica Sanabria Martínez.

Amparo en revisión 302/2016. IQ Electronics International, S.A. de C.V. 13 de julio de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó contra consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Amparo en revisión 893/2016. Corporativo Vervactum, S.A. de C.V. 18 de enero de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Ron Snipeliski Nischli.
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Amparo en revisión 951/2016. Aluminio y Metales Orión, S.A. de C.V. 19 de abril de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: N. Montserrat Torres Contreras.

Amparo en revisión 1253/2016. Desarrolladora Damalko, S.A. de C.V. 10 de mayo de 2017. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio 
Joel Flores Díaz.

Tesis de jurisprudencia 123/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del dieciséis de agosto de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 25 de agosto de 2017 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de agosto de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

CERTIFICADOS EMITIDOS POR EL SERVICIO DE ADMINISTRA­
CIÓN TRIBUTARIA. EL ARTÍCULO 17-H, FRACCIÓN X, DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN, QUE DISPONE LOS SUPUESTOS EN 
LOS QUE QUEDARÁN SIN EFECTOS, ESTABLECE UN ACTO DE 
MOLESTIA QUE NO SE RIGE POR EL DERECHO DE AUDIENCIA 
PREVIA. El precepto citado contiene los supuestos en que los certificados 
emitidos por el Servicio de Administración Tributaria de los contribuyentes 
que han incurrido en alguna de las conductas en él sancionadas quedarán 
sin efectos, lo que constituye una medida de control expedita y ágil que no es 
de carácter definitivo, ni se trata de una supresión permanente del certificado, 
sino por el contrario, la propia norma prevé un procedimiento sumario que 
permite al gobernado subsanar las irregularidades que hayan ocasionado esa 
medida, lo que no implica un acto privativo, sino un acto de molestia tempo­
ral que restringe de manera provisional y preventiva los derechos del contri­
buyente cuando se ubica en alguna conducta contraria a los objetivos de la 
administración tributaria. En consecuencia, el artículo 17-H, fracción X, del 
Código Fiscal de la Federación no se rige por el derecho de audiencia previa 
reconocido por el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, sino que, en todo caso, está sujeto al cumplimiento de los requi­
sitos del diverso artículo 16 constitucional, referentes a que el acto respec­
tivo debe constar por escrito, ser emitido por la autoridad competente, y estar 
debidamente fundado y motivado.

2a./J. 124/2017 (10a.)

Amparo en revisión 187/2016. Consorcio Capac, S.A. de C.V. 1 de junio de 2016. Unanimi­
dad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Ausente: Margarita 
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Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: 
Maura Angélica Sanabria Martínez.

Amparo en revisión 302/2016. IQ Electronics International, S.A. de C.V. 13 de julio de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó contra consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Amparo en revisión 966/2016. Grupo Comercializador Bonanza, S.A. de C.V. 8 de marzo 
de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. 
Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: 
N. Montserrat Torres Contreras.

Amparo en revisión 869/2016. Héctor del Río Méndez. 29 de marzo de 2017. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: José Fernando Franco Gon­
zález Salas; en su ausencia hizo suyo el asunto Eduardo Medina Mora I. Secretaria: 
Maura Angélica Sanabria Martínez.

Amparo en revisión 1082/2016. Kurgan Distribución y Logística, S. de R.L. de C.V. y/o 
Kurgan Distribución y Logística, S.A. de C.V. 10 de mayo de 2017. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: N. Montserrat Torres 
Contreras.

Tesis de jurisprudencia 124/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del dieciséis de agosto de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 25 de agosto de 2017 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de agosto de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PENSIÓN JUBILATORIA. EL ARTÍCULO 51, ANTEPENÚLTIMO PÁ­
RRAFO, DE LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS 
SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO VIGENTE HASTA 
EL 31 DE MARZO DE 2007, NO VIOLA EL DERECHO A LA SEGURIDAD 
SOCIAL. El precepto citado, al no contemplar la compatibilidad entre una 
pensión jubilatoria y el desempeño de un trabajo remunerado que implique 
incorporación o continuación al régimen obligatorio de la ley relativa, no viola 
el derecho a la seguridad social reconocido en el artículo 123, apartado B, 
fracción XI, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el 
cual prevé el derecho a la jubilación como una prestación de seguridad social 
que nace a partir de que concluye la relación de trabajo, al realizarse la con­
dición de tiempo trabajado o edad del trabajador que el contrato o en este caso 
específico la ley señala; sin embargo, ese derecho está sujeto a la circunstan­
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cia de que se efectúe el retiro del servicio activo, pues si por cualquier causa el 
pensionado reingresa a una dependencia u organismo público, ello origina que 
siga percibiendo un salario e implica la incorporación al régimen de la ley del 
Instituto, lo que significa que el trabajador no se encuentra en retiro total de toda 
actividad laboral, siendo que el pago de la pensión por jubilación, nace hasta 
que se verifica el requisito esencial de la separación. Asimismo, el mencionado 
antepenúltimo párrafo del artículo 51 de la ley no impone como sanción la 
pérdida definitiva de ese beneficio, sino la facultad del Instituto de suspender 
la pensión al advertir su incompatibilidad, de la que puede gozarse nuevamente 
cuando ésta desaparezca y se reintegren las sumas recibidas en los términos 
que indica.

2a./J. 129/2017 (10a.)

Amparo directo en revisión 1091/2014. Ana Elizabeth García Hernández. 4 de junio de 
2014. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fer­
nando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar 
Morales; votó con reservas José Fernando Franco González Salas. Ausente: Sergio A. 
Valls Hernández. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Teresa Sánchez 
Medellín.

Amparo en revisión 882/2014. Emilio de Leo Blanco. 8 de abril de 2015. Cinco votos de los 
Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco Gonzá­
lez Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Héctor Orduña Sosa.

Amparo en revisión 362/2015. María del Socorro Solís Chánez. 20 de mayo de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: Luis Javier Guzmán Ramos.

Amparo directo en revisión 4779/2016. Alejandro Mañón. 8 de febrero de 2017. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; Margarita Beatriz 
Luna Ramos votó contra las consideraciones relacionadas con la razonabilidad de 
la norma. Disidente: Javier Laynez Potisek. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Secretaria: Estela Jasso Figueroa.

Amparo directo en revisión 6576/2016. Juan Canuto Castro Lima. 15 de marzo de 2017. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Disidente: 
Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Rafael Quero Mijangos.

Tesis de jurisprudencia 129/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del treinta de agosto de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de septiembre de 2017 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 2 de octubre de 2017, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA EN MATERIA FISCAL. SU CON­
TENIDO ESENCIAL. Dicho principio constituye uno de los pilares sobre 
el cual descansa el sistema fiscal mexicano y tutela que el gobernado no se 
encuentre en una situación de incertidumbre jurídica y, por tanto, en estado 
de indefensión. En ese sentido, el contenido esencial del principio de seguri­
dad jurídica en materia fiscal radica en poder tener pleno conocimiento sobre 
la regulación normativa prevista en la ley y sobre sus consecuencias. De esta 
forma, las manifestaciones concretas del principio aludido se pueden com­
pendiar en la certeza en el derecho y en la interdicción de la arbitrariedad; la 
primera, a su vez, en la estabilidad del ordenamiento normativo, esto es, que 
tenga un desarrollo suficientemente claro, sin ambigüedades o antinomias, 
respecto de los elementos esenciales de la contribución y la certidumbre sobre 
los remedios jurídicos a disposición del contribuyente, en caso de no cumplirse 
con las previsiones de las normas; y la segunda, principal, mas no exclusiva­
mente, a través de los principios de proporcionalidad y jerarquía normativa.

2a./J. 140/2017 (10a.)

Amparo en revisión 441/2015. Smart & Final del Noroeste, S.A. de C.V. y otra. 5 de octubre 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Amparo en revisión 845/2015. Tiendas Aurrerá, S. de R.L. de C.V. 5 de octubre de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Amparo en revisión 876/2015. Desarrollo Comercial Abarrotero, S.A. de C.V. y otras. 25 de 
enero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Contradicción de tesis 59/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo en Materia Administrativa del Segundo Circuito, Primero de Circuito del 
Centro Auxiliar de la Novena Región, con residencia en Zacatecas, Zacatecas, Primero 
y Segundo del Trigésimo Circuito y Décimo Primero en Materia Administrativa del 
Primer Circuito. 12 de julio de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y 
Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Amparo en revisión 478/2017. Patricia Guadalupe López Araujo. 30 de agosto de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
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Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó con salvedad Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: 
Jorge Jiménez Jiménez.

Tesis de jurisprudencia 140/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del trece de septiembre de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de octubre de 2017 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de octubre de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

INSTITUTO DE PREVISIÓN Y SEGURIDAD SOCIAL DEL ESTADO 
DE TAMAULIPAS. LA APLICACIÓN DEL RÉGIMEN TRANSITORIO DE 
LA LEY RELATIVA, QUE MODIFICA LOS REQUISITOS PARA EL 
ACCESO A UNA PENSIÓN POR JUBILACIÓN, NO SE RIGE POR 
EL DERECHO DE AUDIENCIA PREVIA. La Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, en la tesis 2a. CXLVII/2002 (*), sostuvo que el 
derecho de audiencia previa no es exigible respecto de los actos de autori­
dades administrativas o jurisdiccionales cuyo ejercicio trasciende a una 
expectativa de derechos que aún no se incorporan en la esfera jurídica de los 
gobernados. En ese sentido, la aplicación del régimen transitorio de la Ley del 
Instituto de Previsión y Seguridad Social del Estado de Tamaulipas (IPSSET), 
publicada en el Periódico Oficial de la entidad el 26 de noviembre de 2014, en 
vigor a partir del 1 de enero de 2015, consistente específicamente en el aumento 
en las aportaciones de seguridad social y en el establecimiento de una edad 
mínima como requisito para acceder a una pensión por jubilación, no consti­
tuye un acto privativo, pues acceder a ésta constituye una mera expectativa de 
derechos, al no entrar en la esfera jurídica del interesado sino hasta que 
se cumplan los requisitos legales vigentes al momento en que sean exigibles.

2a./J. 141/2017 (10a.)

Amparo en revisión 1056/2016. Arizbeth Aguilar Bernal. 17 de mayo de 2017. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos; en su ausencia hizo suyo el asunto Alberto Pérez Dayán. Secre­
taria: Estela Jasso Figueroa.

Amparo en revisión 81/2017. Blanca Esthela Rodríguez Castillo. 24 de mayo de 2017. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 

Nota: (*) La tesis aislada 2a. CXLVII/2002 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVI, noviembre de 2002, página 444, con el rubro: 
"AUDIENCIA PREVIA. NO ES EXIGIBLE RESPECTO DE LOS ACTOS DE AUTORIDADES ADMINIS­
TRATIVAS O JURISDICCIONALES CUYO EJERCICIO TRASCIENDE A UNA EXPECTATIVA DE 
DERECHO QUE AÚN NO SE INCORPORA EN LA ESFERA JURÍDICA DE LOS GOBERNADOS."
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Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos; en su ausencia hizo suyo el asunto Alberto Pérez 
Dayán. Secretaria: Estela Jasso Figueroa.

Amparo en revisión 88/2017. Sergio Ramírez Charles. 24 de mayo de 2017. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 86/2017. Leydi de los Ángeles Nieto Mezquita. 31 de mayo de 2017. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Diana 
Cristina Rangel León.

Amparo en revisión 1148/2016. Lorenzo Torres Vargas. 21 de junio de 2017. Cinco votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en 
contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretario: Héctor Orduña Sosa.

Tesis de jurisprudencia 141/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del trece de septiembre de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de septiembre de 2017 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 2 de octubre de 2017, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

INSTITUTO DE CRÉDITO PARA LOS TRABAJADORES AL SERVICIO 
DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE MORELOS. LA COMPETENCIA PARA 
CONOCER DEL RECURSO DE REVISIÓN CONTRA LA SENTENCIA 
DE AMPARO O DE LA RESOLUCIÓN DEL INCIDENTE DE SUSPENSIÓN 
EN EL QUE SE RECLAMÓ EL DECRETO NÚMERO NOVECIENTOS 
OCHENTA Y OCHO, POR EL QUE SE REFORMA DE MANERA INTE­
GRAL LA LEY RELATIVA, CORRESPONDE AL TRIBUNAL COLEGIADO 
DE CIRCUITO ESPECIALIZADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA, 
CUANDO QUIEN PROMUEVE EL JUICIO TIENE EL CARÁCTER DE 
PENSIONADO O JUBILADO. Cuando se impugnan los preceptos legales 
que regulan el otorgamiento de las prestaciones económicas y sociales que 
brinda el Instituto de Crédito para los Trabajadores al Servicio del Gobierno del 
Estado de Morelos a sus afiliados a través del pago de aportaciones y cuotas, 
así como el derecho a su devolución en caso de baja del servicio, la compe­
tencia para conocer del recurso de revisión contra la sentencia del juicio de 
amparo o de la resolución del incidente de suspensión corresponde al Tribunal 
Colegiado de Circuito especializado en materia administrativa, debido a que 
regulan cuestiones concernientes al otorgamiento de prestaciones que brinda 
el referido Instituto a sus afiliados, cuya naturaleza es eminentemente admi­
nistrativa, porque si bien es cierto que las prestaciones tienen como fuente 
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la relación de trabajo establecida entre el derechohabiente y la dependen­
cia pública en la que laboró, también lo es que al pensionarse o jubilarse 
surge una nueva relación con el Instituto mencionado cuya naturaleza es 
administrativa.

2a./J. 149/2017 (10a.)

Conflicto competencial 89/2017. Suscitado entre los Tribunales Colegiados Segundo en 
Materias Penal y Administrativa, y Segundo en Materia de Trabajo, ambos del Décimo 
Octavo Circuito. 21 de junio de 2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I. Disidente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Conflicto competencial 140/2017. Suscitado entre los Tribunales Colegiados Segundo en 
Materias Penal y Administrativa, y Primero en Materia de Trabajo, ambos del Décimo 
Octavo Circuito. 12 de julio de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y 
Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretaria: Alma Ruby Villarreal Reyes.

Conflicto competencial 80/2017. Suscitado entre los Tribunales Colegiados Segundo en 
Materias Penal y Administrativa, y Segundo en Materia de Trabajo, ambos del Décimo 
Octavo Circuito. 2 de agosto de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz 
Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó contra consideraciones Margarita Bea­
triz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Norma 
Paola Cerón Fernández.

Conflicto competencial 91/2017. Suscitado entre los Tribunales Colegiados Segundo en 
Materias Penal y Administrativa, y Segundo en Materia de Trabajo, ambos del Décimo 
Octavo Circuito. 2 de agosto de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz 
Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó contra consideraciones Margarita Bea­
triz Luna Ramos. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Fausto Gorbea 
Ortiz.

Conflicto competencial 104/2017. Suscitado entre los Tribunales Colegiados Segundo en 
Materias Penal y Administrativa, y Segundo en Materia de Trabajo, ambos del Décimo 
Octavo Circuito. 2 de agosto de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Bea­
triz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó contra consideraciones Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Fausto 
Gorbea Ortiz.

Tesis de jurisprudencia 149/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del dieciocho de octubre de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2017 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de octubre de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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INSTITUTO DE CRÉDITO PARA LOS TRABAJADORES AL SERVI­
CIO DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE MORELOS. LA COMPETENCIA 
PARA CONOCER DEL RECURSO DE REVISIÓN CONTRA LA INTER­
LOCUTORIA QUE RESUELVE EL INCIDENTE DE SUSPENSIÓN EN EL 
AMPARO PROMOVIDO CONTRA EL DECRETO NÚMERO NOVECIEN­
TOS OCHENTA Y OCHO POR EL QUE SE REFORMA DE MANERA 
INTEGRAL LA LEY RELATIVA, CORRESPONDE AL TRIBUNAL COLE­
GIADO DE CIRCUITO ESPECIALIZADO EN MATERIA DE TRABAJO, 
CUANDO QUIEN PROMUEVE EL JUICIO TIENE EL CARÁCTER DE 
TRABAJADOR EN ACTIVO. Si bien la Segunda Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación ha sostenido que para determinar la competencia 
por materia debe atenderse a la naturaleza jurídica del acto reclamado y de la 
autoridad responsable del cual proviene, lo cierto es que también ha señalado 
que, en determinados casos, resulta conveniente atender al bien jurídico o 
interés fundamental controvertido para poder fincar la competencia en un deter­
minado órgano jurisdiccional, pues más allá de la naturaleza del acto, de la 
relación jurídica o de la calidad del impetrante, es necesario distinguir cuál 
es el derecho humano que se estima vulnerado, con el fin de que sea el órgano 
jurisdiccional de amparo más afín a la materia de que se trate el que conozca 
y resuelva el asunto, pues en esa medida, se procurará proteger los derechos 
que se alegan violados. Ahora bien, cuando los quejosos, como trabajadores 
en activo, promueven el amparo contra el decreto referido, es evidente que 
dicho acto reviste naturaleza laboral y la competencia para conocer del recurso 
de revisión contra la interlocutoria que resuelve el incidente de suspensión en 
ese juicio se surte en favor del Tribunal Colegiado de Circuito especializado 
en Materia de Trabajo, ya que el bien jurídico o interés fundamental controver­
tido se relaciona con la materia laboral, al afectarse prestaciones de ese carác­
ter, como es el salario, protegidas por el artículo 123 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos.

2a./J. 150/2017 (10a.)

Conflicto competencial 132/2017. Suscitado entre los Tribunales Colegiados Segundo en 
Materias Penal y Administrativa, y Segundo en Materia de Trabajo, ambos del Décimo 
Octavo Circuito. 12 de julio de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y 
Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretaria: Alma Ruby Villarreal Reyes.

Conflicto competencial 109/2017. Suscitado entre los Tribunales Colegiados Segundo en 
Materias Penal y Administrativa, y Primero en Materia de Trabajo, ambos del Décimo 
Octavo Circuito. 9 de agosto de 2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y 
Eduardo Medina Mora I. Disidente y Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secre­
tario: Fausto Gorbea Ortiz.
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Conflicto competencial 134/2017. Suscitado entre los Tribunales Colegiados Segundo en 
Materias Penal y Administrativa, y Segundo en Materia de Trabajo, ambos del Décimo 
Octavo Circuito. 16 de agosto de 2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y 
Eduardo Medina Mora I. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretaria: Norma Paola Cerón Fernández.

Conflicto competencial 139/2017. Suscitado entre los Tribunales Colegiados Segundo en 
Materias Penal y Administrativa, y Primero en Materia de Trabajo, ambos del Décimo 
Octavo Circuito. 16 de agosto de 2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y 
Eduardo Medina Mora I. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Conflicto competencial 179/2017. Suscitado entre los Tribunales Colegiados Segundo en 
Materias Penal y Administrativa, y Segundo en Materia de Trabajo, ambos del Décimo 
Octavo Circuito. 30 de agosto de 2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y 
Eduardo Medina Mora I. Disidente y Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secre­
tario: Fausto Gorbea Ortiz.

Tesis de jurisprudencia 150/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del dieciocho de octubre de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de noviembre de 2017 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de noviembre de 2017, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

ASEGURAMIENTO PRECAUTORIO DE LOS BIENES O DE LA NEGOCIA­
CIÓN DEL CONTRIBUYENTE. LOS ARTÍCULOS 40, PRIMER PÁRRAFO, 
FRACCIÓN III Y 40-A DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, EN 
SU TEXTO VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, NO VIOLAN 
EL DERECHO A LA SEGURIDAD JURÍDICA. Los preceptos citados, al esta­
blecer que la autoridad fiscal podrá emplear, como medida de apremio, el 
aseguramiento precautorio de los bienes o de la negociación del contribuyente 
cuando éste, los responsables solidarios o los terceros con ellos relacionados 
se opongan, impidan u obstaculicen físicamente el inicio o desarrollo del ejer­
cicio de sus facultades de comprobación, no violan el derecho a la seguridad 
jurídica reconocido en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, pues la imposición de esa medida se justifica, ya que es: 
a) Una acción constitucionalmente válida, porque ante la negativa del particu­
lar de permitir el ejercicio de las facultades de comprobación de la autoridad 
fiscal, resulta viable la imposición de ciertas medidas que restrinjan sus dere­
chos en aras de salvaguardar lo previsto en las disposiciones constitucio­
nales, como es su obligación de cumplir con el deber de contribuir con el gasto 
público; además, se fija un orden para su aplicación, el cual es progresivo al 
ir de la medida de menor afectación a la de mayor alcance o que causa mayor 
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restricción; b) Idónea, en virtud de que resulta razonable que cuando el par­
ticular impide a la autoridad el acceso al lugar en el cual habrá de realizarse 
la verificación, ante su negativa el ente estatal acuda al uso y auxilio de la 
fuerza pública únicamente para permitir el acceso al lugar correspondiente y, 
de esa manera, iniciar o continuar con el ejercicio de la facultad de comproba­
ción desplegada; y c) Proporcional, pues el aseguramiento de bienes no procede 
de forma automática y subsecuente a que se presenta el hecho que motiva su 
imposición, sino que requiere agotar previamente otras medidas de apremio 
tendentes al mismo fin, pero de menor afectación; de suerte que sólo si esas 
medidas no resultan aptas para lograr vencer la conducta del particular, la 
autoridad fiscal podrá asegurar provisionalmente sus bienes.

2a./J. 154/2017 (10a.)

Amparo en revisión 481/2016. Pollos y Carnes del Pacífico, S.A. de C.V. 7 de septiembre 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretaria: Maura Angélica Sanabria Martínez.

Amparo en revisión 581/2016. Reisco Operadora de Servicios, S.A. de C.V. 26 de octubre 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue.

Amparo en revisión 1038/2016. Sieg, Profesionales en Administración, S.A. de C.V. 5 de 
abril de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Javier Laynez Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó 
con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ausente: José Fernando Franco González 
Salas. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas.

Amparo en revisión 1036/2016. Pez en el Agua, S.C. 26 de abril de 2017. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: N. Montserrat Torres Contreras.

Amparo en revisión 36/2017. Impulsora de Servicios Administrativos del Sur Isasur, 
S.A. de C.V. 17 de mayo de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y 
Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretaria: Maura Angélica Sanabria Martínez.

Tesis de jurisprudencia 154/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del ocho de noviembre de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de noviembre de 2017 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 21 de noviembre de 2017, para los efectos 
previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. EN EL PROCEDIMIENTO DE SEPARA­
CIÓN DE MINISTERIOS PÚBLICOS DE LA FEDERACIÓN Y POLICÍAS 
FEDERALES MINISTERIALES, POR NO ACREDITARSE LOS REQUI­
SITOS DE PERMANENCIA PREVISTOS EN LA LEY ORGÁNICA DE LA 
PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA, RESULTA INAPLI­
CABLE ESE PRINCIPIO. El procedimiento de separación contenido en la Ley 
Orgánica de la Procuraduría General de la República, por no acreditarse los 
requisitos de permanencia previstos en los artículos 34, fracciones I, inciso f), 
y II, inciso e), así como 35, fracciones I, inciso b), y II, inciso a), ambos del 
ordenamiento legal referido, versa únicamente sobre el posible incumplimiento 
de aquellas exigencias que deben satisfacerse para seguir ejerciendo el cargo 
asignado y que, en términos del precepto 123, apartado B, fracción XIII, primer 
párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las Legis­
laturas de los Estados están facultadas para establecerlas con libertad de 
configuración; por tanto, la separación de agentes del Ministerio Público de la 
Federación y de la Policía Federal Ministerial deriva específicamente del marco 
administrativo-laboral especial que rige las relaciones entre el Estado y sus 
miembros, resultando inconcuso que ese procedimiento no se asemeja a uno 
de naturaleza administrativa sancionatoria, pues este último se caracteriza por 
la actuación del Estado como ente punitivo en términos de sus facultades 
constitucionales en un plano de supra a subordinación. En consecuencia, den­
tro de los procedimientos de separación de los servidores públicos menciona­
dos, es inaplicable el principio constitucional de presunción de inocencia, en 
virtud de que éste sólo es exigible cuando en el procedimiento subyace el ejer­
cicio de una facultad punitiva del Estado y no una relación de coordinación, aun 
cuando ésta derive de un régimen especial regulado por normas de carácter 
administrativo, en términos del citado artículo 123, apartado B, fracción XIII, 
constitucional.

2a./J. 162/2017 (10a.)

Amparo en revisión 352/2016. Óscar Tadeo González Carpio Larios. 23 de noviembre de 
2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disi­
dente: Javier Laynez Potisek. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secre­
taria: Jocelyn Montserrat Mendizábal Ferreyro.

Amparo en revisión 374/2016. Filiberto Mata Mendoza. 30 de noviembre de 2016. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; reservó crite­
rio Alberto Pérez Dayán. Disidente: Javier Laynez Potisek. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretaria: Jocelyn Montserrat Mendizábal Ferreyro.

Amparo en revisión 256/2017. Francisco Javier García Barrientos. 2 de agosto de 2017. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco 
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González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Disiden­
te: Javier Laynez Potisek. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Estela 
Jasso Figueroa.

Amparo en revisión 485/2017. Faustino Carranco Sánchez. 30 de agosto de 2017. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Disidente: Javier 
Laynez Potisek. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Luis Javier Guzmán 
Ramos.

Amparo en revisión 434/2017. Javier Ruiz Armenta. 6 de septiembre de 2017. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Disidente: Javier 
Laynez Potisek. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Luis Javier Guzmán 
Ramos.

Tesis de jurisprudencia 162/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del quince de noviembre de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de noviembre de 2017 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de noviembre de 2017, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RESTRICCIONES CONSTITUCIONALES AL GOCE Y EJERCICIO DE 
LOS DERECHOS Y LIBERTADES. SU CONTENIDO NO IMPIDE QUE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN LAS INTERPRETE DE 
LA MANERA MÁS FAVORABLE A LAS PERSONAS, EN TÉRMINOS 
DE LOS PROPIOS POSTULADOS CONSTITUCIONALES. Conforme a 
lo resuelto por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la 
contradicción de tesis 293/2011, las restricciones constitucionales al goce y 
ejercicio de los derechos y libertades prevalecen sobre la norma convencio­
nal, sin dar lugar a emprender algún juicio de ponderación posterior; sin em­
bargo, nada impide que el intérprete constitucional, principalmente la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, al hacer prevalecer una restricción o limita­
ción constitucional, también practique un examen de interpretación más favo­
rable en la propia disposición suprema, delimitando sus alcances de forma 
interrelacionada con el resto de las disposiciones del mismo texto constitu­
cional. En efecto, no porque el texto de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos deba prevalecer, su aplicación ha de realizarse de manera 
indiscriminada, lejos de ello, el compromiso derivado de lo resuelto en la alu­
dida contradicción de tesis privilegia un ejercicio hermenéutico que lleve al 
operador jurídico competente a que, sin vaciar de contenido la disposición 
restrictiva, ésta sea leída de la forma más favorable posible, como producto 
de una interpretación sistemática de todos sus postulados.

2a./J. 163/2017 (10a.)
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Amparo directo en revisión 583/2015. Citlali Griselda Godínez Téllez. 9 de septiembre de 
2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ausente: Juan N. Silva Meza. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: 
Jorge Jannu Lizárraga Delgado y Jorge Antonio Medina Gaona.

Amparo directo en revisión 2519/2015. Armando Escamilla Gutiérrez. 25 de noviembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. 
Disidente y Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Rodrigo de la Peza López 
Figueroa.

Amparo directo en revisión 5239/2015. José María Mercado Ascencio. 3 de febrero de 
2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disi­
dente: Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Antonio 
Medina Gaona.

Amparo directo en revisión 5946/2015. Secretario de Gobernación. 3 de febrero de 2016. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó 
con reserva José Fernando Franco González Salas. Disidente: Javier Laynez Potisek. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Antonio Medina Gaona.

Amparo en revisión 706/2017. GDF Suez México Comercializadora, S. de R.L. de C.V. 8 de 
noviembre de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I.; 
votó con salvedad José Fernando Franco González Salas. Ausente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz 
Acevedo.

Nota: La ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 293/2011 citada, aparece publica­
da en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 25 de abril de 2014 a las 9:32 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 5, 
Tomo I, abril de 2014, página 96.

Tesis de jurisprudencia 163/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintidós de noviembre de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2017 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de diciembre de 2017, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN. EL ARTÍCULO 298, 
INCISO B), FRACCIÓN IV, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, VIOLA EL 
ARTÍCULO 22 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS. El precepto constitucional citado prohíbe las multas 
excesivas, lo que implica que debe existir una relación entre las posibilidades 
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económicas del infractor, la gravedad de la conducta y la sanción procedente. 
Por su parte, el artículo 298, inciso B), fracción IV, de la Ley Federal de Tele­
comunicaciones y Radiodifusión prevé la posibilidad de sancionar con multa 
por el equivalente de 1% hasta 3% del ingreso (acumulable) del infractor, 
cualquier conducta que vulnere lo previsto en la normativa de la materia (ley, 
reglamentos, disposiciones administrativas, planes técnicos fundamentales, 
concesiones o autorizaciones, o demás disposiciones); es decir, conforme a 
ese precepto legal, tanto las conductas que produzcan una afectación grave 
como las que causen una menor serán sancionadas con el mismo porcentaje 
de multa mínima (1%), lo cual es contrario al artículo 22 de la Constitución 
Federal, al tratarse del rango inferior de la sanción aplicable, el cual resulta 
excesivo, al permitir que cualquier conducta construida a partir de la norma­
tiva sea sancionada con base en la misma proporción mínima (1% del ingreso 
acumulable), sin atender a la conducta en particular y a los efectos que ésta 
produce (frente al bien jurídico protegido), a efecto de imponer una sanción 
que resulte razonable y corresponda con la afectación causada.

2a./J. 167/2017 (10a.)

Amparo en revisión 1121/2016. Televisión Azteca, S.A. de C.V. 25 de octubre de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; votó en contra de algunas consideraciones y en contra de los efectos pro­
puestos Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: 
Carlos Alberto Araiza Arreygue.

Amparo en revisión 692/2017. Televisión Internacional, S.A. de C.V. 25 de octubre de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; votó en contra de algunas consideraciones y en contra de los efectos pro­
puestos Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: 
Carlos Alberto Araiza Arreygue.

Amparo en revisión 104/2017. Bestcable, S.A. de C.V. 15 de noviembre de 2017. Cinco votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en 
contra de algunas consideraciones y en contra de los efectos propuestos Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Claudia 
Mendoza Polanco.

Amparo en revisión 693/2017. Pegaso Pcs, S.A. de C.V. 15 de noviembre de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó en contra de algunas consideraciones y en contra de los efectos propuestos 
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Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Eduardo 
Romero Tagle.

Amparo en revisión 210/2017. Mega Cable, S.A. de C.V. 22 de noviembre de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó en contra de algunas consideraciones y en contra de los efectos propuestos 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Guadalupe 
de la Paz Varela Domínguez.

Tesis de jurisprudencia 167/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada del veintinueve de noviembre de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2017 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de diciembre de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN. EL ARTÍCULO 298, 
INCISO B), FRACCIÓN IV, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, RESPETA 
EL PRINCIPIO DE TIPICIDAD, AL ESTABLECER LA REFERENCIA A 
LAS NORMAS CUYO INCUMPLIMIENTO PUEDE SANCIONARSE. 
El precepto citado, al señalar que las infracciones a lo previsto en la Ley Fede­
ral de Telecomunicaciones y Radiodifusión, a las disposiciones que deriven 
de ella, a los reglamentos, a las disposiciones administrativas, planes técnicos 
fundamentales y demás disposiciones emitidas por el Instituto Federal de Tele­
comunicaciones, así como a las concesiones o autorizaciones que no estén 
expresamente contempladas en el Capítulo II, denominado "Sanciones en 
materia de Telecomunicaciones y Radiodifusión", del Título Décimo Quinto, 
intitulado "Régimen de Sanciones", de la ley citada, serán sancionables con 
multa por el equivalente de 1% hasta el 3% de los ingresos del concesionario 
o autorizado, establece una cláusula abierta mediante la cual puede definirse 
una conducta sancionable con base en lo previsto en la propia ley, o bien, en 
alguna otra norma a través de una remisión o sistema de integración, con lo que 
atiende al principio de tipicidad, pues no deja a la discrecionalidad de la auto­
ridad la tipificación de conductas, al requerirse invariablemente que la con­
ducta –obligación de dar, hacer o no hacer– esté prevista expresamente en 
alguna norma jurídica (ley, reglamentos, disposiciones administrativas, planes 
técnicos fundamentales, concesiones o autorizaciones o demás disposicio­
nes que regulen la materia y que el concesionario o permisionario esté obli­
gado a conocer), lo que permite concluir que el gobernado está en posibilidad 
de conocer la conducta sancionable y las sanciones a las que se hará acree­
dor por situarse en la hipótesis punitiva respectiva.

2a./J. 168/2017 (10a.)
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Amparo en revisión 1121/2016. Televisión Azteca, S.A. de C.V. 25 de octubre de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; votó en contra de algunas consideraciones y en contra de los efectos pro­
puestos Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: 
Carlos Alberto Araiza Arreygue.

Amparo en revisión 163/2017. Carlos de Jesús Quiñones Armendáriz. 25 de octubre de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; votó en contra de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue.

Amparo en revisión 104/2017. Bestcable, S.A. de C.V. 15 de noviembre de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó en contra de algunas consideraciones y en contra de los efectos propuestos 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: 
Claudia Mendoza Polanco.

Amparo en revisión 693/2017. Pegaso Pcs, S.A. de C.V. 15 de noviembre de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó en contra de algunas consideraciones y en contra de los efectos propuestos 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Eduar­
do Romero Tagle.

Amparo en revisión 210/2017. Mega Cable, S.A. de C.V. 22 de noviembre de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó en contra de algunas consideraciones y en contra de los efectos propuestos 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Guada­
lupe de la Paz Varela Domínguez.

Tesis de jurisprudencia 168/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada del veintinueve de noviembre dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2017 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de diciembre de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN. A LAS MULTAS IMPUES­
TAS CON BASE EN LA LEY FEDERAL RELATIVA NO LES RESULTA 
APLICABLE EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA 
PREVISTO EN EL ARTÍCULO 31, FRACCIÓN IV, DE LA CONSTITU­
CIÓN FEDERAL. Conforme al artículo 299 de la Ley Federal de Telecomuni­
caciones y Radiodifusión, las multas previstas en el numeral 298 de ese 
ordenamiento se determinan sobre el ingreso acumulable del concesionario, 
autorizado o infractor, excluyendo los obtenidos de una fuente de riqueza ubi­



232 SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

cada en el extranjero, así como los gravables si éstos se encuentran sujetos a 
un régimen fiscal preferente para los efectos del Impuesto sobre la Renta del 
último ejercicio fiscal en que se haya incurrido en la infracción respectiva. 
Si bien la ley recurre a un concepto de carácter fiscal como lo es el ingreso 
acumulable, no menos cierto es que se trata de un ordenamiento relativo a la 
materia de telecomunicaciones, ajeno a cuestiones de carácter tributario y 
al cual no es aplicable el principio de proporcionalidad tributaria previsto en el 
artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos porque la utilización de ese elemento del derecho fiscal sólo se 
entiende como un parámetro de carácter económico porque corresponde a 
un dato económico producto de la actividad que, en su caso, realiza el sujeto 
de la ley, por lo que su uso es un mero parámetro objetivo, real y regulado a 
través del cual se otorga seguridad jurídica en cuanto a la base sobre la cual 
se determinarán las sanciones aplicables. En este orden, son inoperantes los 
argumentos a través de los cuales se pretende demostrar que el referido pre­
cepto legal es contrario al principio de proporcionalidad tributaria por tratarse 
de una base para la imposición de sanciones que no atiende a la capacidad 
económica o contributiva real del sancionado.

2a./J. 169/2017 (10a.)

Amparo en revisión 1121/2016. Televisión Azteca, S.A. de C.V. 25 de octubre de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; votó en contra de algunas consideraciones y en contra de los efectos pro­
puestos Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: 
Carlos Alberto Araiza Arreygue.

Amparo en revisión 163/2017. Carlos de Jesús Quiñones Armendáriz. 25 de octubre de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; votó en contra de algunas consideraciones y en contra de los efectos pro­
puestos Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: 
Carlos Alberto Araiza Arreygue.

Amparo en revisión 692/2017. Televisión Internacional, S.A. de C.V. 25 de octubre de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; votó en contra de algunas consideraciones y en contra de los efectos pro­
puestos Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: 
Carlos Alberto Araiza Arreygue.

Amparo en revisión 104/2017. Bestcable, S.A. de C.V. 15 de noviembre de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
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votó en contra de algunas consideraciones y en contra de los efectos propuestos 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Claudia Mendoza Polanco.

Amparo en revisión 693/2017. Pegaso Pcs, S.A. de C.V. 15 de noviembre de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó en contra de algunas consideraciones y en contra de los efectos propuestos 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Eduardo 
Romero Tagle.

Tesis de jurisprudencia 169/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintinueve de noviembre de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de diciembre de 2017 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de diciembre de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.





TESIS DE JURISPRUDENCIA 
POR SUSTITUCIÓN

(PUBLICADAS EN EL SEMANARIO 
JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN)
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SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE. SÓLO DEBE EXPRESARSE SU 
APLICACIÓN EN LA SENTENCIA CUANDO DERIVE EN UN BENEFI­
CIO PARA EL QUEJOSO O RECURRENTE (LEY DE AMPARO VIGENTE 
HASTA EL 2 DE ABRIL DE 2013). La figura de la suplencia de la queja defi­
ciente prevista en el artículo 76 Bis de la Ley de Amparo abrogada, consiste 
en examinar cuestiones no propuestas por el quejoso o recurrente en sus 
conceptos de violación o agravios, respectivamente; sin embargo, no debe 
ser absoluta en el sentido de expresar su aplicación, sino sólo en aquellos 
casos donde el juzgador la considere útil para favorecer al beneficiado y, por 
ende, resulte procedente el amparo, por lo que no debe incluirse en la moti­
vación de la sentencia el estudio del acto reclamado en suplencia cuando 
dicho análisis, lejos de beneficiar al promovente, lo perjudique o no le reporte 
utilidad alguna.

2a./J. 67/2017 (10a.)

Solicitud de sustitución de jurisprudencia 14/2016. Pleno en Materia de Trabajo del Sép­
timo Circuito. 17 de mayo de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y 
Eduardo Medina Mora I.; votó con salvedad José Fernando Franco González Salas. 
Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González 
Salas. Secretario: Héctor Orduña Sosa.

Tesis de jurisprudencia 67/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del treinta y uno de mayo de dos mil diecisiete.

Nota: Esta tesis jurisprudencial se publicó en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 7 de julio de 2017 a las 10:14 horas y, por ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 10 de julio de 2017 para los efectos previstos en el punto 
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séptimo del Acuerdo General Plenario Número 19/2013, por lo que a partir de esas 
mismas fecha y hora y con motivo de la resolución de la solicitud de sustitución de 
jurisprudencia 14/2016, ya no se considera de aplicación obligatoria la diversa 2a./J. 
26/2008, de rubro: "SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE. CONSISTE EN EXAMINAR 
CUESTIONES NO PROPUESTAS, INDEPENDIENTEMENTE DE QUE RESULTEN 
FAVORABLES A QUIEN SE SUPLE.", publicada en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, marzo de 2008, página 242.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de julio de 2017 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se 
considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de julio de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 19/2013.

MULTA POR OMISIÓN DE CUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES FIS­
CALES CUANDO MEDIÓ REQUERIMIENTO DE LA AUTORIDAD FISCAL. 
SU FUNDAMENTACIÓN (SUSTITUCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 
2a./J. 206/2010). Conforme al artículo 73 del Código Fiscal de la Federación, 
el contribuyente que incurra en alguna de las infracciones tipificadas por el 
artículo 81, fracción I, de dicho ordenamiento, por haber omitido el cumplimien­
to de alguna de las obligaciones fiscales, no podrá ser sancionado en tanto 
cumpla voluntariamente con dicha obligación; esto es, para que el cumplimien­
to sea voluntario no debe mediar requerimiento de la autoridad exactora, pues 
éste tiene como efecto eliminar toda posibilidad de cumplir voluntariamente 
la obligación omitida y de concretar la exigencia de cumplimiento dentro del 
plazo en él establecido. Por tanto, si la autoridad requiere al contribuyente 
para que dentro de un plazo perentorio cumpla con la obligación omitida, ello 
no impide que imponga la multa correspondiente, con fundamento en el 
artículo 82, fracción I, inciso a) –tratándose de declaraciones que no deban 
presentarse por medios electrónicos– o inciso d) –en el caso de declaraciones 
que sí deben presentarse por esos medios– pues lo que se sanciona es una 
omisión ya configurada por no haber presentado oportunamente la declara­
ción relativa. De ahí que, de la interpretación sistemática de los preceptos 
relativos, se concluye que si la autoridad exactora impone la multa señalando 
que lo hace por haber mediado requerimiento, ello significa que el cumplimiento 
de la obligación no fue voluntario y en tal supuesto la multa impuesta tiene, 
por ese motivo, la debida fundamentación legal.

2a./J. 100/2017 (10a.)

Solicitud de sustitución de jurisprudencia 9/2016. Magistrados integrantes del Pleno en 
Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito. 10 de mayo de 2017. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac 
Rangel Agüeros.

Tesis de jurisprudencia 100/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del cinco de julio de dos mil diecisiete.
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Nota: Esta tesis jurisprudencial se publicó en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 4 de agosto de 2017 a las 00:00 horas y, por ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 7 de agosto de 2017 para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario Número 19/2013, por lo que a partir 
de esas mismas fecha y hora, y con motivo de la resolución de la solicitud de sustitu­
ción de jurisprudencia 9/2016, ya no se considera de aplicación obligatoria la diversa 
2a./J. 206/2010, de rubro: "MULTA POR CUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES FISCA­
LES EN VIRTUD DE REQUERIMIENTO PREVIO DE LA AUTORIDAD FISCAL. SU FUN­
DAMENTACIÓN.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XXXIII, febrero de 2011, página 774.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de agosto de 2017 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 7 de agosto de 2017, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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NULIDAD DE NOTIFICACIONES EN EL PROCEDIMIENTO LABO­
RAL. EL INCIDENTE RELATIVO DEBE PROMOVERSE DENTRO DEL 
PLAZO GENÉRICO DE TRES DÍAS HÁBILES PREVISTO EN EL AR­
TÍCULO 735 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, QUE INICIA A 
PARTIR DEL DÍA SIGUIENTE AL EN QUE EL AFECTADO TENGA 
CONOCIMIENTO O SE MANIFIESTE SABEDOR DE LA ACTUACIÓN 
QUE LE AGRAVIA, Y SE CONTARÁ EL DÍA DE SU VENCIMIENTO. 
El citado precepto establece un plazo genérico de tres días hábiles para la 
realización o práctica de algún acto procesal o el ejercicio de un derecho 
cuando no tengan fijado alguno, pero no prevé el momento a partir del cual 
inicia ni cuándo fenece, por lo cual debe tenerse en cuenta el contenido del 
Título Catorce (Derecho Procesal del Trabajo), Capítulo VI (De los términos 
procesales), de la Ley Federal del Trabajo, específicamente el artículo 733 
que ordena que en el procedimiento laboral los plazos comenzarán a correr 
el día siguiente al en que surta efecto la notificación, y se contará en ellos el 
día del vencimiento, y el diverso 764, del cual se advierte que el elemento 
que debe atenderse para considerar que surte efectos una notificación mal 
hecha u omitida, es el relativo al momento en el que el afectado tiene 
conocimiento de la actuación procesal, es decir, el momento en el que se 
ostenta sabedor de ella. En tal virtud, se concluye que el incidente de nu­
lidad de notificaciones en el procedimiento laboral deberá promoverse 
dentro del plazo genérico de tres días hábiles, contados a partir del día si­
guiente al en que el afectado tenga conocimiento o se manifieste sabedor 
de la actuación procesal cuya nulidad promueve, y se contará el día de su 
vencimiento.

2a./J. 156/2004
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Contradicción de tesis 107/2004. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia de Trabajo del Cuarto Circuito y el Sexto Tribunal Colegiado en Materia 
de Trabajo del Primer Circuito. 1 de octubre de 2004. Unanimidad de cuatro votos. 
Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. 
Secretaria: Alma Delia Aguilar Chávez Nava.

Nota: En términos de la resolución de 15 de febrero de 2017, pronunciada en el amparo 
directo en revisión 3557/2016, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación aclaró el texto de esta jurisprudencia y ordenó su publicidad a través del Sema­
nario Judicial de la Federación.

Tesis de jurisprudencia 156/2004. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del uno de marzo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se republicó el viernes 31 de marzo de 2017 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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TESIS AISLADAS

2016

DERECHOS DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES. LA LEY 
GENERAL RELATIVA RECONOCE LOS DERECHOS PARENTALES DE 
EDUCAR A LOS MENORES DE EDAD. Los artículos 57 y 76 del ordenamien­
to referido, al establecer, respectivamente, que quienes ejerzan la patria potestad, 
tutela o guarda y custodia "tendrán derecho a intervenir en la educación que 
habrá de darse a niñas, niños y adolescentes", y que "deberán orientar, supervisar 
y, en su caso, restringir, las conductas y hábitos de niñas, niños y adolescen­
tes, siempre que atiendan al interés superior de la niñez", no niegan los derechos 
parentales de los padres y otros cuidadores de educar y formar a los menores 
de edad, por el contrario, los reconocen expresamente e, inclusive, imponen la 
obligación a las autoridades federales y locales de dotarles de las herramien­
tas para llevar a cabo su función. En efecto, el Estado mexicano debe intervenir 
con base empírica en favor del buen ejercicio de la paternidad, como educa­
ción en técnicas de ésta, grupos de apoyo y asesoramiento familiar, en particu­
lar, en el caso de las familias cuyos hijos sufren problemas de salud y sociales 
de otro tipo. Así, la obligación estatal referida es reconocida por el artículo 
102 de la ley citada, al señalar que las autoridades de los tres niveles de go­
bierno en el ámbito de sus respectivas competencias, están obligadas a "propor­
cionar asistencia médica, psicológica y atención preventiva integrada a la 
salud, así como un traductor o intérprete en caso de ser necesario, asesoría 
jurídica y orientación social a quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guar­
da y custodia de niñas, niños y adolescentes o personas que los tengan bajo su 
responsabilidad".

2a. CXXXVI/2016 (10a.)

Amparo en revisión 203/2016. Rosario Celine Becerril Alba y otro. 9 de noviembre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
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José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; se aparta de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de enero de 2017 a las 10:07 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DERECHOS DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES. EL DEBER 
ESTATAL DE PRESTAR ASESORÍA, ORIENTACIÓN SEXUAL Y GA­
RANTIZAR EL ACCESO A MÉTODOS ANTICONCEPTIVOS, DEBE 
ATENDER A LA TRAYECTORIA VITAL DE LOS MENORES DE EDAD. 
La inclusión de la garantía del derecho de acceso a la información a los meno­
res de edad respecto a cuestiones de sexualidad, así como a métodos anti­
conceptivos, no pugna en sí y por sí misma con el interés superior del menor, ni 
genera un ambiente nocivo para su desarrollo, pues la información y acceso 
a los referidos insumos de salud no resultan indiscriminados para toda etapa 
de la infancia, ni incluyen todo tipo de contenidos que resulten inapropiados 
para la niñez, pues: (I) las oportunidades de educación, sensibilización y diá­
logo dirigidas a los menores de edad en servicios de salud sexual, no sólo 
deben tener en cuenta las diferencias de nivel de comprensión, sino que han de 
ajustarse a su edad; (II) las libertades que comprende el derecho a controlar 
la propia salud y el propio cuerpo, se despliegan a medida que aumentan la 
capacidad y la madurez de los menores; (III) la información referida debe diri­
girse a proteger la salud y desarrollo de los menores de edad, así como obser­
var un comportamiento sano; y (IV) su contenido debe guardar relación con 
la salud y el bienestar sexual, por ejemplo mediante información sobre los 
cambios corporales y los procesos de maduración. Es decir, el derecho y con­
tenido de acceso a la información sobre aspectos relacionados con la sexuali­
dad de los menores, no se aplica de manera idéntica para cualquier periodo 
de la infancia, ya que las libertades que comprenden el derecho a controlar la 
propia salud y el propio cuerpo, se despliegan "de acuerdo a su edad, desarrollo 
evolutivo, cognoscitivo y madurez"; de ahí que tanto la pertinencia, como el 
grado de acceso a los insumos de salud y a la información respectiva, depen­
derán de la etapa de la niñez en que se encuentre el menor de edad y, por 
ende, a efecto de lograr su correcta consecución, debe atenderse en todo 
momento a su trayectoria vital, a lo que le resulte benéfico y permita el desa­
rrollo pleno y efectivo de todos sus derechos.

2a. CXXXVII/2016 (10a.)

Amparo en revisión 203/2016. Rosario Celine Becerril Alba y otro. 9 de noviembre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; se aparta de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de enero de 2017 a las 10:07 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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DERECHOS DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES. EL ARTÍCULO 
50, FRACCIONES VII Y XI, DE LA LEY GENERAL RELATIVA, AL RECO­
NOCER EL DEBER ESTATAL DE GARANTIZAR EL ACCESO A MÉTODOS 
ANTICONCEPTIVOS Y PRESTAR ASESORÍA Y ORIENTACIÓN 
SOBRE SALUD SEXUAL, RESPETA EL DERECHO HUMANO AL NIVEL 
MÁS ALTO POSIBLE DE SALUD FÍSICA Y MENTAL DE LOS MENO­
RES DE EDAD. Dentro del derecho humano al nivel más alto posible de salud 
física y mental de los menores de edad, se encuentra comprendido tanto lo 
relativo a toda aquella información que sea esencial para su salud y desa­
rrollo –como lo es la educación, sensibilización y diálogo en servicios de salud 
sexual y reproductiva–, como lo relacionado con el acceso a los métodos anti­
conceptivos. Lo anterior atiende, sustancialmente, a: (I) prevenir y proteger­
los contra el contagio y las consiguientes consecuencias de las enfermedades 
de transmisión sexual, en especial, el VIH, ya que se ha considerado que una 
información pertinente, adecuada y oportuna en la que se tengan en cuenta las 
diferencias de nivel de comprensión y que se ajuste bien a su edad y capaci­
dad, es una de las medidas más eficaces para protegerlos contra las enfer­
medades aludidas; y (II) a prevenir y darles conciencia sobre los daños que 
puede causar un embarazo prematuro; en ese sentido, el artículo 50, fracciones 
VII y XI, de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, al 
reconocer el acceso a la información indicada, así como a los insumos de salud 
sexual, se relaciona con la protección a la salud, integridad personal, e inclu­
sive la vida de los menores de edad y, por ende, respeta el derecho humano al 
nivel más alto posible de salud física y mental, el cual no podría verse satisfecho 
si se prescindiera de esos elementos integrales de los servicios de salud.

2a. CXXXVIII/2016 (10a.)

Amparo en revisión 203/2016. Rosario Celine Becerril Alba y otro. 9 de noviembre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; se aparta de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de enero de 2017 a las 10:07 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DERECHOS DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES. EL ARTÍCULO 
37, FRACCIÓN V, DE LA LEY GENERAL RELATIVA, NO DISCRIMINA 
A LOS MENORES DE EDAD POR RAZÓN DE SU SEXO. El hecho de que 
el artículo citado establezca medidas institucionales dirigidas a promover el 
empoderamiento de las niñas y mujeres adolescentes, no transgrede el derecho 
humano a la igualdad en perjuicio de los niños y adolescentes varones, toda 
vez que la imposición de esas acciones positivas estatales resulta acorde al 
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parámetro de regularidad constitucional –específicamente, a los artículos 
1o. y 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 2 de la 
Convención sobre los Derechos del Niño, así como 2 y 4 de la Convención 
sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer–, 
en tanto tienen como finalidad alcanzar la igualdad sustantiva –es decir, no 
sólo jurídica, sino fáctica– entre los hombres y las mujeres menores de edad 
lo cual, desde luego, requiere de la adopción de medidas que vayan más allá 
del simple reconocimiento formal del derecho humano a la igualdad y que 
empoderen a la mujer. Lo anterior es así, pues la situación de las niñas y muje­
res adolescentes no mejorará mientras las causas subyacentes de la discri­
minación contra ellas y de su desigualdad no se aborden de manera efectiva; 
por ende, la adopción de instrumentos institucionales encaminados a lograr su 
empoderamiento resulta necesario para transformar realmente las oportuni­
dades, las instituciones y los sistemas, de modo que dejen de basarse en pautas 
de vida y paradigmas de poder masculinos determinados históricamente; sin 
perjuicio de que, una vez alcanzada esa igualdad sustantiva en la niñez, pueda 
prescindirse de la adopción de esas medidas positivas, al haberse alcanzado 
su objetivo.

2a. CXXXIX/2016 (10a.)

Amparo en revisión 203/2016. Rosario Celine Becerril Alba y otro. 9 de noviembre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; se aparta de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de enero de 2017 a las 10:07 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DERECHOS DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES. LOS AR­
TÍCULOS 10, 39, 57, FRACCIÓN VII, Y 116, FRACCIÓN IV, DE LA LEY 
GENERAL RELATIVA, AL HACER REFERENCIA A LA "PREFERENCIA 
SEXUAL", NO VULNERAN EL INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR NI EL 
DERECHO DE LOS PADRES DE EDUCAR A SUS HIJOS. Los citados 
enunciados normativos se limitan a proteger el ejercicio igualitario de los dere­
chos de las niñas, niños y adolescentes, previendo para esos efectos dos man­
datos jurídicos: (I) una cláusula de prohibición de discriminación contra los 
menores, por razones que atenten contra su dignidad intrínseca –como lo 
es origen étnico, nacional o social, género, edad, discapacidades, condición 
social y de salud, religión, opiniones, preferencia sexual, estado civil, idioma 
o lengua o cualquier otra que atente contra su dignidad–; y (II) obligaciones a 
las autoridades federales y locales, en la esfera de sus competencias res­
pectivas, de adoptar medidas de protección especial para hacer efectivos los 



251INFORME DE LA SEGUNDA SALA 2017

derechos de los menores de edad que se encuentren en una situación de 
vulnerabilidad –dentro de las que se menciona la "preferencia sexual"–. En esa 
lógica, las normas reclamadas no se encaminan a establecer, desarrollar o 
regular cuestiones atinentes a la sexualidad de los menores de edad, ni mucho 
menos atentan contra la creación de un entorno seguro y propicio de los niños, 
ni impiden el derecho de los padres de educar a sus hijos conforme a los va­
lores que estimen propicios para su sano desarrollo, sino que simplemente 
se circunscriben a reconocer y proteger el derecho humano de igualdad ante la 
ley en los términos que señala la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, esto es, con base en las categorías específicas de personas contra 
las que se prohíbe discriminar, conforme lo dispone la Norma Fundamental.

2a. CXL/2016 (10a.)

Amparo en revisión 203/2016. Rosario Celine Becerril Alba y otro. 9 de noviembre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; se aparta de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de enero de 2017 a las 10:07 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DERECHOS DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES. EL INTERÉS 
SUPERIOR DEL MENOR SE ERIGE COMO LA CONSIDERACIÓN PRI­
MORDIAL QUE DEBE DE ATENDERSE EN CUALQUIER DECISIÓN QUE 
LES AFECTE. El artículo 2, segundo párrafo, de la Ley General de los Dere­
chos de Niñas, Niños y Adolescentes prevé que el "interés superior de la niñez 
deberá ser considerado de manera primordial en la toma de decisiones sobre 
una cuestión debatida que involucre niñas, niños y adolescentes"; de ahí que 
cuando se tome una decisión que les afecte en lo individual o colectivo, "se 
deberán evaluar y ponderar las posibles repercusiones a fin de salvaguardar 
su interés superior y sus garantías procesales". Al respecto, debe destacarse 
que el interés superior del menor es un concepto triple, al ser: (I) un derecho 
sustantivo; (II) un principio jurídico interpretativo fundamental; y (III) una norma 
de procedimiento. El derecho del interés superior del menor prescribe que se 
observe "en todas las decisiones y medidas relacionadas con el niño", lo que 
significa que, en "cualquier medida que tenga que ver con uno o varios niños, 
su interés superior deberá ser una consideración primordial a que se aten­
derá", lo cual incluye no sólo las decisiones, sino también todos los actos, 
conductas, propuestas, servicios, procedimientos y demás iniciativas. Así, las 
decisiones particulares adoptadas por las autoridades administrativas –en 
esferas relativas a la educación, el cuidado, la salud, el medio ambiente, 
las condiciones de vida, la protección, el asilo, la inmigración y el acceso a la 
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nacionalidad, entre otras– deben evaluarse en función del interés superior 
del niño y han de estar guiadas por él, al igual que todas las medidas de apli­
cación, ya que la consideración del interés superior del niño como algo primor­
dial requiere tomar conciencia de la importancia de sus intereses en todas las 
medidas y tener la voluntad de dar prioridad a esos intereses en todas las cir­
cunstancias, pero sobre todo cuando las medidas tengan efectos indiscuti­
bles en los niños de que se trate.

2a. CXLI/2016 (10a.)

Amparo en revisión 203/2016. Rosario Celine Becerril Alba y otro. 9 de noviembre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; se aparta de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de enero de 2017 a las 10:07 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DERECHOS DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES. LOS ARTÍCU­
LOS 57, SEGUNDO PÁRRAFO, Y 103, FRACCIÓN I, DE LA LEY GENE­
RAL RELATIVA, NO CONSTITUYEN UNA RESTRICCIÓN INDEBIDA 
AL EJERCICIO DE LA PATRIA POTESTAD. El hecho de que la facultad de 
los padres u otros cuidadores de educar a los niñas, niños y adolescentes, 
deba realizarse en observancia a los derechos reconocidos en el referido orde­
namiento legal y demás disposiciones aplicables –como lo es, precisamente, la 
Constitución Federal–, no resulta contrario a la propia Ley Fundamental. Es así, 
pues el Estado mexicano debe velar porque toda acción o medida que se tome 
respecto a los menores de edad, no transgreda los derechos reconocidos a los 
niños y adolescentes que se encuentran bajo su jurisdicción. Por ende, es cons­
titucionalmente razonable –y exigible– que el ejercicio de la patria potestad se 
encuentre constreñido a la observancia de los principios jurídicos que se en­
cuentran encaminados a la protección holística de los menores. La plena apli­
cación del concepto de interés superior del niño exige "adoptar un enfoque 
basado en los derechos, en el que colaboren todos los intervinientes –incluido 
a los padres u otros cuidadores–, a fin de garantizar la integridad física, psico­
lógica, moral y espiritual holísticas del niño y promover su dignidad humana". 
De ahí que no sería dable que el ejercicio de la patria potestad estuviese exen­
to de límite jurídico alguno o que no se constriñera al cumplimiento de diversos 
deberes legales necesarios para el correcto desarrollo del menor. Los niños no 
pierden sus derechos humanos al salir de la escuela –y por ende, por el mero 
hecho de insertarse en el ámbito privado de la familia–; la educación "debe 
impartirse de tal forma que se respete la dignidad intrínseca del niño", así 
como respetar también "los límites rigurosos impuestos a la disciplina". De lo 
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contrario, se podría atentar contra su dignidad y seguridad, lo cual resulta­
ría contrario al derecho fundamental que tienen los niños, entre otros, a la 
protección contra toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, así como 
contra la intimidación y los tratos degradantes.

2a. CXLII/2016 (10a.)

Amparo en revisión 203/2016. Rosario Celine Becerril Alba y otro. 9 de noviembre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; se aparta de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de enero de 2017 a las 10:07 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DERECHOS DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES. EL DEBER 
ESTATAL DE PRESTARLES ASESORÍA, ORIENTACIÓN SEXUAL Y 
GARANTIZAR SU ACCESO A MÉTODOS ANTICONCEPTIVOS, NO 
PUEDE DESPLAZAR LA FUNCIÓN PROTECTORA Y ORIENTADORA 
DE LA FAMILIA. La familia, como entorno inmediato de los menores, es indis­
pensable para que se salvaguarden sus derechos, es decir, es la esfera donde 
aquéllos deben sentirse más protegidos y puedan establecer una relación 
de confianza y seguridad, así como discutirse abiertamente las cuestiones 
relativas, por ejemplo, a la sexualidad, el comportamiento sexual y los estilos 
de vida peligrosos, y puedan encontrarse soluciones aceptables. Esa forma­
ción integral de los menores, no puede prescindir de los principios y valores 
éticos, morales, o espirituales que los padres o demás cuidadores les incul­
quen, y que les permitan –al mismo tiempo que se cuide de su niñez– prepa­
rarlos y desarrollarlos de manera adecuada para su vida adulta con base, 
precisamente, en tales axiomas que son promovidos por la familia. En ese 
sentido, el Estado no puede sustituir la función protectora y orientadora de 
los padres de familia respecto a la salud y desarrollo de los menores, sino que 
tanto padres como autoridades, tienen funciones distintas y complementa­
rias que resultan necesarias para la protección holística de los niñas, niños y 
adolescentes. Por ende, la protección jurídica de los menores de edad no sólo 
implica que el Estado preste los referidos servicios de salud, sino que tam­
bién los padres, atendiendo a la vulnerabilidad que conlleva el estado de la 
niñez y adolescencia, instruyan y orienten a los menores de edad para evitar 
prácticas nocivas que puedan poner en peligro su integridad –mental psico­
lógica, moral y espiritual–, y les proporcionen información que se dirija a salva­
guardar su desarrollo sano y pleno; lo cual debe atender, desde luego, al interés 
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superior del menor y los derechos que les reconoce el parámetro de la regula­
ridad constitucional, a fin de garantizar su protección integral.

2a. CXLIII/2016 (10a.)

Amparo en revisión 203/2016. Rosario Celine Becerril Alba y otro. 9 de noviembre de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; se aparta de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de enero de 2017 a las 10:07 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

INFORMACIÓN DE OPERACIONES RELEVANTES. EL ARTÍCULO 
31-A DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE PREVÉ LA OBLI­
GACIÓN DE PRESENTARLA, VIOLA LOS DERECHOS A LA LEGA­
LIDAD Y A LA SEGURIDAD JURÍDICA. El artículo citado establece que 
los contribuyentes deberán presentar la información de las operaciones que se 
señalen en la forma oficial que al efecto aprueben las autoridades fisca­
les, dentro de los 30 días siguientes a aquel en que se celebraron. Ahora, si bien 
de su interpretación se advierte que prevé una cláusula habilitante a través de 
la cual el legislador facultó a la autoridad administrativa para emitir la forma 
oficial y las reglas a través de las cuales se señale la información relativa a las 
operaciones que efectúen los contribuyentes, lo cierto es que de su texto no 
se advierte algún parámetro que sirva de base para delimitar la actuación de 
la autoridad porque no contiene elemento alguno que permita definir, aunque 
sea de manera genérica, a qué tipo de información se refiere, ni mucho menos 
qué tipo de operaciones deberán reportarse, pues ni siquiera se establece si 
se refiere a información contable, a algún aspecto de operaciones relacionadas 
con enajenaciones, de ingresos, egresos, o incluso aquellas que excedan un 
monto determinado; aún más, no se refiere a la palabra "relevantes"; de ahí 
que el artículo 31-A del Código Fiscal de la Federación, en la porción normativa 
indicada, viola los derechos a la legalidad y a la seguridad jurídica.

2a. CXLIV/2016 (10a.)

Amparo en revisión 746/2016. Corporativo Vasco de Quiroga, S.A. de C.V. y otras. 16 de 
noviembre de 2016. Mayoría de tres votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Javier Laynez Potisek y Margarita Beatriz Luna Ramos. Disidentes: José Fernando 
Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secre­
taria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 231/2016. Nissan Mexicana, S.A. de C.V. 16 de noviembre de 2016. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek 
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y Margarita Beatriz Luna Ramos. Disidentes: José Fernando Franco González Salas y 
Alberto Pérez Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Claudia 
Mendoza Polanco.

Amparo en revisión 432/2016. Carrier Transicold de México, S. de R.L. de C.V. (antes Carrier 
Transicold de México, S.A. de C.V.). 23 de noviembre de 2016. Mayoría de tres votos 
de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek y Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Disidentes: José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. 
Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Claudia Mendoza Polanco.

Amparo en revisión 844/2016. Navistar International México, S. de R.L. de C.V. y otra. 30 de 
noviembre de 2016. Mayoría de tres votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Javier Laynez Potisek y Margarita Beatriz Luna Ramos. Disidentes: José Fernando 
Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Ponente: José Fernando Franco Gonzá­
lez Salas. Secretaria: Maura Angélica Sanabria Martínez.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de enero de 2017 a las 10:07 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

INFORMACIÓN DE OPERACIONES RELEVANTES. EFECTO DE LA SEN­
TENCIA QUE CONCEDE EL AMPARO CONTRA EL ARTÍCULO 31-A 
DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. El efecto que debe imprimirse 
a la sentencia que concede el amparo contra el referido artículo, es que éste 
deje de aplicarse en perjuicio del contribuyente y, como consecuencia, que no 
esté obligado a remitir en sus términos la información sobre operaciones a que 
se refiere hasta en tanto se reforme, en el entendido de que esto no implica 
que en caso de que la autoridad hacendaria, en ejercicio de sus facultades de 
comprobación, de verificación y vigilancia, le requiera algún tipo de datos, 
informes, documentos o análogos, esté autorizado a no proporcionarlos.

2a. CXLV/2016 (10a.)

Amparo en revisión 746/2016. Corporativo Vasco de Quiroga, S.A. de C.V. y otras. 16 de 
noviembre de 2016. Mayoría de tres votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Javier Laynez Potisek y Margarita Beatriz Luna Ramos. Disidentes: José Fernando 
Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secre­
taria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 231/2016. Nissan Mexicana, S.A. de C.V. 16 de noviembre de 2016. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek 
y Margarita Beatriz Luna Ramos. Disidentes: José Fernando Franco González Salas y 
Alberto Pérez Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Claudia 
Mendoza Polanco.

Amparo en revisión 432/2016. Carrier Transicold de México, S. de R.L. de C.V. (antes Carrier 
Transicold de México, S.A. de C.V.). 23 de noviembre de 2016. Mayoría de tres votos 
de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek y Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Disidentes: José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. 
Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Claudia Mendoza Polanco.
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Amparo en revisión 844/2016. Navistar International México, S. de R.L. de C.V. y otra. 30 de 
noviembre de 2016. Mayoría de tres votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Javier Laynez Potisek y Margarita Beatriz Luna Ramos. Disidentes: José Fernando 
Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Ponente: José Fernando Franco Gon­
zález Salas. Secretaria: Maura Angélica Sanabria Martínez.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de enero de 2017 a las 10:07 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

INFORMACIÓN DE OPERACIONES RELEVANTES. LA REGLA 2.8.1.16. 
DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 2015, REFORMADA 
MEDIANTE LA SEGUNDA RESOLUCIÓN DE MODIFICACIONES A 
ÉSTA, PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 14 
DE MAYO DE 2015, QUE PORMENORIZA LA OBLIGACIÓN PREVISTA 
EN EL ARTÍCULO 31-A DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, AL 
NO ESTABLECER QUÉ SE ENTIENDE POR "MONTO ACUMULADO" Y 
"PERIODO", NO VIOLA LOS PRINCIPIOS DE LEGALIDAD Y SEGURI­
DAD JURÍDICA. La citada regla y el resolutivo tercero, párrafo último, de la 
Segunda Resolución de Modificaciones a la Resolución Miscelánea Fiscal 
para 2015, al determinar que los contribuyentes distintos de aquellos que 
componen el sistema financiero en los términos del artículo 7, tercer párrafo, 
de la Ley del Impuesto sobre la Renta, quedarán relevados de declarar las 
operaciones cuyo monto acumulado en el periodo de que se trate sea inferior 
a $60’000,000.00, no violan los principios de legalidad y seguridad jurídica, ya 
que si bien no establecen qué debe entenderse por "monto acumulado" y "pe­
riodo", también lo es que sí existe certeza respecto a que los contribuyentes 
distintos a los que pertenecen al sistema financiero deben cumplir con la 
obligación de informar las operaciones relevantes prevista en el artículo 31-A 
del Código Fiscal de la Federación. Ello, porque de la interpretación literal, 
armónica y sistemática de las normas aludidas, se concluye que la expresión 
"monto acumulado en el periodo" debe entenderse referida a la cantidad de 
los ingresos obtenidos por las operaciones que realizan los contribuyentes y 
por las cuales debe presentarse la información respectiva a la autoridad fiscal 
(monto acumulado) en un lapso determinado, dependiendo del tipo de contri­
bución o tributo por el que se obtuvieron tales ingresos (periodo). Por lo tanto, 
se satisface no sólo el principio de legalidad, pues la autoridad estableció en la 
regla mencionada el referido concepto de "monto acumulado en el periodo", 
sino también el diverso de seguridad jurídica, puesto que resulta de fácil com­
prensión su entendimiento en los términos señalados, de modo que los contri­
buyentes saben a qué atenerse respecto de la regulación impositiva formal de 
que se trata.

2a. CXLVI/2016 (10a.)
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Amparo en revisión 333/2016. Financiera San Ysidro, S.A. de C.V., SOFOM, E.N.R. 31 de 
agosto de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. 
Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: 
Jorge Jiménez Jiménez.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de enero de 2017 a las 10:07 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

FACULTADES DE COMPROBACIÓN Y DE GESTIÓN DE LAS AUTORI­
DADES FISCALES. ASPECTOS QUE LAS DISTINGUEN. Desde la pers­
pectiva del derecho tributario administrativo, la autoridad fiscal, conforme al 
artículo 16, párrafos primero y décimo sexto, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos puede ejercer facultades de gestión (asistencia, 
control o vigilancia) y de comprobación (inspección, verificación, determinación 
o liquidación) de la obligación de contribuir prevista en el numeral 31, frac­
ción IV, del mismo Ordenamiento Supremo, concretizada en la legislación fiscal 
a través de la obligación tributaria. Así, dentro de las facultades de gestión tri­
butaria se encuentran, entre otras, las previstas en los numerales 22, 41, 41-A 
y 41-B del Código Fiscal de la Federación; en cambio, las facultades de com­
probación de la autoridad fiscal se establecen en el artículo 42 del código ci­
tado y tienen como finalidad inspeccionar, verificar, determinar o liquidar las 
referidas obligaciones, facultades que encuentran en el mismo ordenamien­
to legal invocado una regulación y procedimiento propios que cumplir.

2a. CXLVII/2016 (10a.)

Amparo en revisión 302/2016. IQ Electronics International, S.A. de C.V. y otra. 13 de julio 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Amparo en revisión 333/2016. Financiera San Ysidro, S.A. de C.V., SOFOM, E.N.R. 31 de 
agosto de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. 
Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: 
Jorge Jiménez Jiménez.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de enero de 2017 a las 10:07 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

INFORMACIÓN DE OPERACIONES RELEVANTES. LA OBLIGACIÓN 
DE PRESENTARLA NO CONSTITUYE EJERCICIO DE FACULTADES DE 
COMPROBACIÓN. El artículo 31-A del Código Fiscal de la Federación esta­
blece la obligación de los contribuyentes de presentar a la autoridad fiscal la 
información relacionada con las operaciones relevantes que realicen; sin 
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embargo, no puede considerarse que dicha carga representa el ejercicio 
de facultades de comprobación sino que, en todo caso, se trata de facul­
tades de gestión de la autoridad fiscal para controlar y vigilar el cumplimiento 
de la obligación de proporcionar información de las operaciones que hayan 
celebrado. En ese sentido, el hecho de que la norma no prevea las conse­
cuencias por omitir la presentación de la información relativa, no implica que 
transgreda el derecho a la seguridad jurídica, pues en materia tributaria 
éste se concreta en "saber a qué atenerse" respecto de la regulación norma­
tiva tributaria, lo que significa que los contribuyentes que no cumplan su obli­
gación saben las consecuencias de su conducta omisiva, ya que la autoridad 
fiscal podrá no sólo ejercer discrecionalmente sus facultades de gestión, sino 
incluso las de comprobación, facultades unas y otras que pueden ser objeto 
de control jurisdiccional.

2a. CXLVIII/2016 (10a.)

Amparo en revisión 333/2016. Financiera San Ysidro, S.A. de C.V., SOFOM, E.N.R. 31 de 
agosto de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. 
Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: 
Jorge Jiménez Jiménez.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de enero de 2017 a las 10:07 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

2017

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES 
PÚBLICOS. LOS ARTÍCULOS 8, FRACCIÓN I Y ÚLTIMO PÁRRAFO, 
ASÍ COMO 13, FRACCIÓN II, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, NO 
VIOLAN EL PRINCIPIO DE TIPICIDAD. Conforme a la jurisprudencia del 
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación P./J. 100/2006 (*), el prin­
cipio de tipicidad reconocido en el artículo 14 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos exige que las conductas generadoras de san­
ciones previstas en las leyes se encuentren descritas con conceptos claros, de 
manera que los juzgadores, al realizar el proceso de adecuación de la con­
ducta a la norma legal, conozcan su alcance y significado. Ahora bien, los 
artículos 8, fracción I y último párrafo, así como 13 de la Ley Federal de Respon­

Nota: (*) La tesis de jurisprudencia P./J. 100/2006 citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIV, agosto de 2006, página 1667, con el 
rubro: "TIPICIDAD. EL PRINCIPIO RELATIVO, NORMALMENTE REFERIDO A LA MATERIA PENAL, 
ES APLICABLE A LAS INFRACCIONES Y SANCIONES ADMINISTRATIVAS."
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sabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, al disponer que cons­
tituye una infracción a dicha normativa la transgresión a la obligación de cumplir 
el servicio encomendado y abstenerse de cualquier acto u omisión que cause 
su suspensión o deficiencia, o implique abuso o ejercicio indebido de un empleo, 
cargo o comisión, no violan el principio citado pues señalan claramente las 
conductas constitutivas de responsabilidad y las posibles sanciones aplica­
bles con base en los elementos de graduación fijados por el legislador, pues 
para realizar el proceso de adecuación típica basta acudir al reglamento, manual 
o nombramiento en que se consignan las obligaciones a que está sujeto cada 
servidor público, a fin de verificar cuáles son las conductas que está obligado 
a desplegar en el adecuado ejercicio de sus funciones. Afirmar lo contrario 
sería tanto como exigir que la ley referida establezca un catálogo que consigne 
todas las conductas u omisiones en que puede incurrir cada servidor público 
en el ejercicio de sus funciones, ignorando que las obligaciones a que está 
sujeto dependen del nombramiento del que goce según el poder público en que 
preste sus servicios, la unidad administrativa a la que se encuentre adscrito 
y el nivel o rango jerárquico que desempeñe.

2a. I/2017 (10a.)

Amparo en revisión 859/2016. Karla Raygoza Rendón. 30 de noviembre de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó 
con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secre­
taria: Jazmín Bonilla García.

Esta tesis se publicó el viernes 20 de enero de 2017 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

NOTIFICACIONES. SURTEN EFECTOS EL DÍA SIGUIENTE AL DE SU 
REALIZACIÓN CUANDO EL RECURRENTE ES AUTORIDAD TERCERO 
INTERESADA, PERO COMPARECE A JUICIO EN UN PLANO DE IGUAL­
DAD CON EL QUEJOSO. Si bien es cierto que acorde con el artículo 31, 
fracción I, de la Ley de Amparo las notificaciones, cuando se trate de autori­
dades responsables y aquellas que tengan el carácter de terceros interesados 
que con ese carácter acudan a juicio, surtirán sus efectos desde el momento 
en que hayan quedado legalmente hechas, también lo es que cuando la auto­
ridad tercero interesada interpone el medio de defensa legal o el recurso sin 
actuar en su carácter de imperio –esto es, de supra a subordinación con el 
gobernado en el ejercicio de una facultad pública–, sino que comparece en 
un plano de igualdad con el quejoso –como acontece cuando deriva de una 
mera relación laboral que sostuvieron–, la notificación surte efectos conforme a 
la fracción II del mismo artículo, es decir, el día siguiente al de su realización.

2a. II/2017 (10a.)
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Recurso de inconformidad 718/2016. Adalberto Aquiles Cambrano López. 23 de noviembre 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Javier Laynez Potisek, Alberto Pérez Dayán, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Rosalía Argumosa López.

Recurso de reclamación 1137/2016. José Emanuel Sánchez Díaz. 7 de diciembre de 2016. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Ausente: Mar­
garita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro Muñoz 
Acevedo.

Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia 2a./J. 43/2017 (10a.), publicada en la 
página 169 de este Informe, en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 12 
de mayo de 2017 a las 10:17 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 42, Tomo I, mayo de 2017, página 614, de título y subtítulo: 
"NOTIFICACIONES EN AMPARO. SURTEN EFECTOS EL DÍA SIGUIENTE AL DE SU 
REALIZACIÓN CUANDO EL RECURRENTE ES AUTORIDAD CON EL CARÁCTER DE 
TERCERO INTERESADO, PERO COMPARECE A JUICIO EN UN PLANO DE IGUAL­
DAD CON EL QUEJOSO."

Esta tesis se publicó el viernes 27 de enero de 2017 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RECURSO DE INCONFORMIDAD. EN LOS AMPAROS DIRECTOS RE­
LACIONADOS, EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO NO DEBE 
DECLARAR CUMPLIDA SÓLO UNA DE LAS EJECUTORIAS. Conforme 
al sistema establecido por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación en la jurisprudencia 2a./J. 5/2016 (10a.)(*), es obligación del Tri­
bunal Colegiado de Circuito analizar el cumplimiento integral en los juicios 
relacionados cuando existan sentencias protectoras que ordenen su recípro­
ca observancia, lo cual significa, en términos muy concretos, que en cada 
uno de los amparos relacionados aquél debe analizar tanto el cumplimiento 
de lo resuelto en el asunto que corresponda a la ejecutoria en el que actúe, 
como la observancia de la ejecutoria que aparezca en la copia certificada del 
amparo conexo, la cual siempre deberá obrar glosada en dicho cuaderno y 
viceversa. Con ese proceder, el Tribunal Colegiado de Circuito solamente 
podrá declarar cumplidas las ejecutorias cuando en cada cuaderno encuen­
tre que todas las sentencias protectoras están acatadas, pero nunca cuando 
sólo una de ellas tenga esa calidad, pues si esto fuera así, entonces deberá 
ordenar que se supere la deficiencia advertida y sólo hasta que obtenga la 

Nota: (*) La tesis de jurisprudencia 2a./J. 5/2016 (10a.) citada, aparece publicada en el Sema­
nario Judicial de la Federación del viernes 22 de enero de 2016 a las 11:30 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 26, Tomo II, enero de 2016, página 1016, 
con el título y subtítulo: "RECURSO DE INCONFORMIDAD EN AMPARO DIRECTO. DEBERES DEL 
TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO ANTE LA OBLIGACIÓN DE ANALIZAR EL CUMPLIMIENTO 
INTEGRAL EN LOS JUICIOS RELACIONADOS CUANDO EXISTAN SENTENCIAS PROTECTORAS 
QUE ORDENEN SU RECÍPROCA OBSERVANCIA."



261INFORME DE LA SEGUNDA SALA 2017

eficacia real de todos los fallos podrá hacer un pronunciamiento común en 
todos los expedientes vinculados. Consecuentemente, el recurso de inconfor­
midad que llegara a promoverse siempre tendrá como presupuesto que el 
órgano jurisdiccional ya hubiese calificado la totalidad de las ejecutorias de 
los amparos relacionados como fielmente cumplidas, para que el Alto Tribunal 
pueda analizar de una sola vez la efectividad de las sentencias relacionadas.

2a. III/2017 (10a.)

Recurso de inconformidad 329/2016. Secretaría de Educación Guerrero. 22 de junio de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Votó con reserva de criterio respecto a la tesis José Fernando Franco Gonzá­
lez Salas, al considerar que ya está contenido en la tesis 2a./J. 5/2016 (10a.). Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Alfredo Villeda Ayala.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de febrero de 2017 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RECURSO DE INCONFORMIDAD. NO QUEDA SIN MATERIA CUANDO 
EXISTA UNA DENUNCIA DE REPETICIÓN DEL ACTO RECLAMA­
DO Y LA AUTORIDAD RESPONSABLE, PREVIAMENTE A LA RESOLU­
CIÓN DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, HAYA 
DEJADO SIN EFECTOS EL ACTO TILDADO COMO REPETITIVO, PUES 
NECESARIAMENTE TENDRÁ QUE ANALIZARSE SI EXISTIÓ LA RE­
PETICIÓN ALUDIDA Y SI LA AUTORIDAD ACTUÓ DOLOSAMENTE. 
Acorde con los artículos 107, fracción XVI, párrafo segundo, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, 199, párrafo último y 200, párrafo 
último, de la Ley de Amparo vigente, si existe una denuncia de repetición del 
acto reclamado y previo al dictado de la resolución que al efecto emita el Alto 
Tribunal, la autoridad responsable deja sin efectos el acto señalado como 
reiterativo, ello no la exime de la responsabilidad correspondiente en el caso de 
que haya actuado dolosamente, lo cual únicamente será tomado en cuenta 
como una atenuante en la aplicación de las sanciones conducentes, consis­
tentes en su destitución y consignación por el delito de incumplimiento de 
sentencias. Lo anterior significa que no puede dejarse sin materia el recurso 
de inconformidad respectivo, al corresponder en definitiva a la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación determinar, conforme a un análisis pormeno­
rizado de autos, si existió efectivamente la repetición aludida por el quejoso, 
de donde derivan tres escenarios: 1. En caso de que el acto no sea repetitivo, el 
recurso de inconformidad y la denuncia respectiva serán infundados; 2. En caso 
de que exista la reiteración del acto y la autoridad no haya dejado sin efectos 
el acto previamente a la resolución del Máximo Tribunal, se aplicarán las san­
ciones de separación del cargo y procesamiento por el delito de incumplimien­
to de sentencias; y 3. En caso de que la autoridad responsable deje sin efectos 
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el acto repetitivo antes de la resolución que dicte la Suprema Corte, supuesto 
en el que no es posible eximir a dicha autoridad de la responsabilidad a que 
haya lugar en caso de que hubiera actuado dolosamente. Todo lo anterior pone 
de relieve que, para poder analizar si existió dolo en la repetición del acto es 
necesario que primeramente haya existido la repetición denunciada por el 
quejoso, por lo cual, el hecho de que la autoridad deje sin efectos el dictado 
en cumplimiento pero señalado como repetitivo, no significa que pueda quedar 
sin materia el recurso de inconformidad o la denuncia correspondiente.

2a. IV/2017 (10a.)

Recurso de inconformidad 742/2015. Marco Tulio Guzmán Alarcón. 18 de enero de 2017. 
Mayoría cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Disidente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jannu Lizárraga 
Delgado.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de febrero de 2017 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RECURSO DE INCONFORMIDAD. ES IMPROCEDENTE EL INTER­
PUESTO CONTRA UN AUTO O RESOLUCIÓN DIVERSO AL QUE 
DECLARA CUMPLIDA LA EJECUTORIA DE AMPARO. Acorde con la 
jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
2a./J. 159/2015 (10a.) (*), si el Tribunal Colegiado de Circuito que conoce de un 
amparo directo impone multa a la autoridad responsable por un cumplimiento 
excesivo o defectuoso y, posteriormente, al reparar la autoridad obligada esas 
deficiencias, el órgano de amparo declara acatado el fallo protector, la res­
ponsable puede promover recurso de inconformidad contra esta última deter­
minación, a fin de demostrar que no había razón para sancionarla y, por tanto, 
que la multa impuesta durante el procedimiento de ejecución es ilegal; por 
ello, es necesario que se impugne oportunamente la resolución que declara 
cumplida la sentencia de amparo y no interponer el recurso contra el auto por 
el que se hizo efectiva la multa impuesta; de ahí que si el recurso de incon­
formidad se interpone respecto del auto que hace efectiva la multa y no en 
relación con la resolución que declaró cumplido el fallo protector, debe dese­

Nota: (*) La tesis de jurisprudencia 2a./J. 159/2015 (10a.) citada, aparece publicada en el Sema­
nario Judicial de la Federación del viernes 4 de diciembre de 2015 a las 10:30 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 25, Tomo I, diciembre de 2015, página 
288, con el título y subtítulo: "RECURSO DE INCONFORMIDAD EN AMPARO DIRECTO. LA AUTO­
RIDAD RESPONSABLE ESTÁ LEGITIMADA PARA PROMOVERLO CONTRA LAS MULTAS QUE 
SE LE IMPUSIERON DURANTE EL PROCEDIMIENTO PARA OBTENER EL CUMPLIMIENTO DE 
LA EJECUTORIA DE AMPARO."
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charse por improcedente, al no surtirse los supuestos de procedencia previstos 
en el artículo 201 de la Ley de Amparo y en la tesis de jurisprudencia citada.

2a. V/2017 (10a.)

Recurso de reclamación 851/2016. Presidente de la Junta Especial Número Cuarenta y 
Ocho de la Federal de Conciliación y Arbitraje. 28 de septiembre de 2016. Unanimi­
dad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ausente: José Fernando Franco 
González Salas. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Alberto Rodríguez García.

Recurso de reclamación 1133/2016. Presidente de la Junta Especial Número Cuarenta y 
Ocho de la Federal de Conciliación y Arbitraje. 28 de septiembre de 2016. Unanimi­
dad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ausente: José Fernando Franco 
González Salas. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Alfredo Villeda 
Ayala.

Recurso de reclamación 1211/2016. Presidente de la Junta Especial Número Cuarenta y 
Ocho de la Federal de Conciliación y Arbitraje. 28 de septiembre de 2016. Unanimi­
dad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ausente: José Fernando Franco 
González Salas. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Alfredo Villeda 
Ayala.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de febrero de 2017 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. NATURALEZA DEL 
CARGO DE QUIENES NO SE DESEMPEÑAN COMO MINISTERIO PÚ­
BLICO, PERITO O POLICÍA. El artículo 13 de la Ley Orgánica de la Procu­
raduría General de la República prevé, por regla general, que el personal de la 
institución se considerará de confianza, con excepción de quienes desempe­
ñen funciones policiales, ministeriales y periciales (personal de carrera), o bien 
se trate de personal de base; sin embargo, esta disposición no establece los 
criterios para determinar cuándo se trata de un servidor público de base, por 
lo que el precepto resulta insuficiente para distinguir entre ambos supuestos 
y, consecuentemente, para determinar el régimen al que se encuentra sujeto 
el servidor público, razón por la cual debe atenderse específicamente a las 
funciones que desempeñan los servidores públicos pertenecientes a institu­
ciones de procuración de justicia, con independencia de su nombramiento 
o designación; es decir, deberá atenderse a las funciones que realizan mate­
rialmente.

2a. VI/2017 (10a.)
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Amparo directo en revisión 2166/2016. Raúl Vivas Hinojosa. 31 de agosto de 2016. Unani­
midad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Ausente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Rafael Quero Mijangos.

Amparo directo en revisión 5347/2015. Procuraduría General de la República. 26 octubre 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jannu Lizárraga Delgado.

Amparo directo en revisión 6320/2015. Procuraduría General de la República. 26 de octu­
bre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jannu Lizárraga Delgado.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de febrero de 2017 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA. EL ARTÍCULO 73, 
PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY GENERAL RELATIVA, ES CONSTI­
TUCIONAL AL PREVER QUE TODOS LOS ELEMENTOS DE LAS INS­
TITUCIONES POLICIALES EN LOS TRES ÓRDENES DE GOBIERNO 
QUE NO PERTENEZCAN A LA CARRERA POLICIAL NI AL SERVICIO 
DE CARRERA, SERÁN CONSIDERADOS TRABAJADORES DE CON­
FIANZA. La seguridad pública se realiza por medio de las instituciones de 
seguridad pública, es decir, por conducto de las instituciones policiales, de pro­
curación de justicia, del sistema penitenciario y dependencias encargadas de 
la seguridad pública a nivel federal, local y municipal. De esta manera, las ins­
tituciones policiales específicamente son los cuerpos de policía, de vigilancia 
y custodia de los establecimientos penitenciarios, de detención preventiva, o 
de centros de arraigo y, en general, todas las dependencias encargadas de la 
seguridad pública a nivel federal, local y municipal, que realicen funciones si­
milares. Ahora bien, el párrafo segundo del artículo 73 de la Ley General del 
Sistema Nacional de Seguridad Pública debe interpretarse en el sentido de 
que todos los servidores públicos de las instituciones policiales en los tres 
órdenes de gobierno, que no pertenezcan a la Carrera Policial, ni al Servicio de 
Carrera, se considerarán trabajadores de confianza, en razón de que la clasi­
ficación de trabajadores de confianza en las instituciones policiales, puede 
atender no sólo al catálogo de funciones contenido en el artículo 5o. de la Ley 
Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, sino también a las activi­
dades vinculadas a funciones que por su naturaleza constituyan manejo de 
información reservada en inteligencia, por ser propias de la seguridad pública 
a que se refiere el artículo 2 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguri­
dad Publica, pero sobre todo porque de las funciones que realicen estos traba­
jadores, quienes desde luego deben ser considerados de confianza, depende 
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en gran medida alcanzar los fines de salvaguardar la integridad y derechos 
de las personas, preservar las libertades, el orden y la paz pública. Bajo esta 
perspectiva, el artículo 73, párrafo segundo, de la Ley General del Sistema 
Nacional de Seguridad Pública, al señalar que los servidores públicos de las 
instituciones que no sean de carrera policial se considerarán trabajadores de 
confianza es constitucional, porque parte de la idea fundamental de que en 
dichas instituciones se realizan funciones de seguridad pública en investiga­
ción, prevención y reacción, que implican el manejo de información reservada 
en las labores de inteligencia de seguridad pública, resultando irrelevante por 
tanto el análisis de las funciones respectivas.

2a. VII/2017 (10a.)

Amparo directo en revisión 4208/2015. Fabiola Báez Castellanos. 20 de abril de 2016. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco 
González Salas y Alberto Pérez Dayán; mayoría de cuatro votos en relación con el 
criterio contenido en esta tesis. Los Ministros Javier Laynez Potisek y Margarita 
Beatriz Luna Ramos emitieron su voto en contra de los alcances en los precedentes 
sobre la devolución de los autos al Tribunal Colegiado de Circuito; el Ministro José 
Fernando Franco González Salas reservó su criterio en relación con la interpretación 
del artículo 73 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretario: Rafael Quero Mijangos.

Amparo directo en revisión 4399/2015. Luz Montoya Flores. 1 de junio de 2016. Mayoría 
de tres votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco Gonzá­
lez Salas y Alberto Pérez Dayán. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Disidente: 
Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jannu Lizárraga 
Delgado.

Amparo directo en revisión 275/2016. María Dolores Colín Bohórquez. 7 de diciembre de 
2016. Mayoría de tres votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando 
Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Disidente: Javier Laynez Potisek. Ausen­
te: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge 
Jannu Lizárraga Delgado.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de febrero de 2017 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

CONFLICTO COMPETENCIAL POR RAZÓN DE LA VÍA EN EL JUICIO 
DE AMPARO. ES INEXISTENTE CUANDO SE ACTUALIZA LA COSA 
JUZGADA EN RELACIÓN CON AQUÉLLA. Los pronunciamientos por los 
que los Tribunales Colegiados de Circuito, funcionando en Pleno, deciden la 
vía en que debe tramitarse un juicio de amparo constituyen cosa juzgada des­
de las vertientes formal y procesal, por lo que en esos casos debe declararse 
inexistente el conflicto competencial, lo que tutela la seguridad jurídica de los 
justiciables quienes tendrán certeza respecto de qué vía en amparo rige para 
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su caso concreto y podrán conocer las consecuencias derivadas de ella, aunado 
a que así se evitará la indebida dilación en la resolución del caso en compati­
bilidad con el derecho a la impartición pronta y expedita de justicia, reconocido 
en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

2a. VIII/2017 (10a.)

Conflicto competencial 142/2016. Suscitado entre los Tribunales Colegiados Primero del 
Segundo Circuito, con residencia en Nezahualcóyotl y Cuarto en Materia Administra­
tiva del Segundo Circuito. 18 de enero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secre­
tario: Octavio Joel Flores Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de febrero de 2017 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRA­
BAJADORES DEL ESTADO. LOS ARTÍCULOS 6, FRACCIÓN XII, IN­
CISO A), 39, 40, 41, FRACCIÓN I, 131 Y 135, FRACCIONES I Y II, DE LA 
LEY RELATIVA, VIOLAN LOS DERECHOS A LA IGUALDAD Y NO DIS­
CRIMINACIÓN, A LA FAMILIA Y A LA SEGURIDAD SOCIAL DE LAS 
PAREJAS INTEGRADAS POR PERSONAS DEL MISMO SEXO. Entre 
las formas de creación de una familia están las uniones jurídicas, como el 
matrimonio, y las de hecho, como el concubinato, las cuales producen bene­
ficios económicos y no económicos para quienes las adoptan; además, en 
ambos casos se trata de las fuentes del derecho a la seguridad social a favor 
del cónyuge o concubino o concubina del trabajador(a) asegurado(a). Ahora 
bien, de la lectura conjunta y sistemática de los artículos referidos se advierte 
la existencia de fórmulas conforme a las cuales se establecen los sujetos que, 
derivado del matrimonio o del concubinato, tendrán derecho a acceder a los 
beneficios de seguridad social proporcionados por el Instituto de Seguridad 
y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado; sin embargo, esas fórmulas 
se integran por derechohabientes –trabajador(a), jubilado(a) o pensionado(a)– 
y causahabientes –(cónyuge o concubino o concubina)– que necesariamente 
deben corresponder a personas de sexos diferentes entre sí, por lo que dichas 
normas, al referirse a un modelo determinado de familia (jurídica o de hecho), 
en razón del género o preferencias sexuales de sus integrantes, violan los dere­
chos a la igualdad y no discriminación, a la familia y a la seguridad social de 
las parejas integradas por personas del mismo sexo.

2a. IX/2017 (10a.)
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Amparo en revisión 710/2016. Myrna Teresita Hernández Oliva y otra. 30 de noviembre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretarios: Carlos Alberto Araiza Arreygue y 
Ron Snipeliski Nischli.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de marzo de 2017 a las 10:06 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

NORMAS DISCRIMINATORIAS. NO ADMITEN INTERPRETACIÓN 
CONFORME. Cuando una norma es discriminatoria no puede realizarse una 
interpretación conforme, pues la existencia jurídica de su redacción continuará 
siendo aplicable, pese a ser discriminatoria y contraria al artículo 1o. de la Cons­
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos y a las obligaciones inter­
nacionales contraídas por México. Es decir, si del contenido literal de la norma 
analizada se obtiene un trato discriminatorio y, por tanto, su contenido es con­
trario al precepto indicado, entonces debe declararse inconstitucional por el 
órgano de amparo, ya que la interpretación conforme no repara el trato diferen­
ciado generado, pues lo que se busca es suprimir la discriminación generada 
por la norma, cesando su constante afectación y la inclusión expresa en el régi­
men jurídico en cuestión. Además, realizar una interpretación conforme impli­
caría que el órgano de control constitucional ignore o desconozca que el legislador 
incumplió con la obligación positiva de configurar los textos legales evitando 
cualquier forma de discriminación, ya sea en su lectura o en su aplicación y, 
además, privilegiar una intelección de los preceptos que permita la subsisten­
cia de un texto normativo discriminatorio.

2a. X/2017 (10a.)

Amparo en revisión 710/2016. Myrna Teresita Hernández Oliva y otra. 30 de noviembre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretarios: Carlos Alberto Araiza Arreygue y 
Ron Snipeliski Nischli.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de marzo de 2017 a las 10:06 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

ACTOS VINCULADOS CON EL MATRIMONIO DE LAS PERSONAS. 
OBLIGACIÓN DE LAS AUTORIDADES FEDERALES DE RECONOCER­
LOS (INTERPRETACIÓN CONJUNTA Y SISTEMÁTICA DE LOS AR­
TÍCULOS 40 Y 121, FRACCIÓN IV, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS). Si se considera que el Estado 
Mexicano adoptó como forma de organización el sistema federal, en el cual 
coexisten tanto autoridades federales como estatales o locales, y que ambos 
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niveles de gobierno cotidianamente realizan gran diversidad de actos jurídi­
cos, entre ellos, los relacionados con el matrimonio de las personas, así como 
existe un deber de reconocer los actos realizados por una entidad federativa 
frente a otra, ese deber de reconocimiento es igualmente aplicable para la Fede­
ración; es decir, de la intelección conjunta y sistemática de los artículos 40 y 
121, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se 
colige que las autoridades federales están igualmente obligadas a reconocer 
los actos vinculados con el estado civil de las personas y, por tanto, a respetar y 
garantizar los derechos derivados de esos actos, pues de esa manera se gene­
ra seguridad jurídica para los gobernados al tener certeza de que, actos como el 
matrimonio, surtirán todos sus efectos jurídicos frente a cualquier autoridad 
y, por tanto, los derechos derivados de esos actos igualmente serán exigibles 
frente a cualquier ente del Estado, con independencia de que sea una autoridad 
federal o local.

2a. XI/2017 (10a.)

Amparo en revisión 710/2016. Myrna Teresita Hernández Oliva y otra. 30 de noviembre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretarios: Carlos Alberto Araiza Arreygue y 
Ron Snipeliski Nischli.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de marzo de 2017 a las 10:06 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DISCRIMINACIÓN. OBLIGACIÓN DEL LEGISLADOR DE NO USAR PA­
LABRAS QUE GENEREN ESE EFECTO. En atención a los principios de 
igualdad y no discriminación, así como al del legislador racional, el creador 
de la norma tiene el deber de cuidar (en la medida de lo posible) el contenido de 
la terminología empleada en la formulación de leyes, de manera que las pala­
bras y oraciones utilizadas no conduzcan a una desigualdad o discriminación 
con base en alguna categoría sospechosa. Es decir, el deber de cuidado a 
cargo del legislador impone velar por el contenido de las normas jurídicas que 
formula, sin que esa obligación llegue al extremo de que, en el ejercicio de la 
facultad legislativa, únicamente deban utilizarse términos, palabras o con­
ceptos neutros (palabras o voces que dan una idea de generalidad sin dis­
tinción de género o sexo), pues el verdadero alcance de ese deber exige que 
la utilización de las palabras empleadas en un contexto determinado no con­
duzca ni genere imprecisiones las cuales, eventualmente, se traduzcan en 
interpretaciones discriminatorias. Así, para formular una norma jurídica no 
es necesario utilizar palabras neutras, sino basta con usar términos o fórmulas 
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que generen una idea de inclusión de los sujetos a quienes se refiere la 
norma y la terminología empleada no genere algún tipo de interpretación 
discriminatoria.

2a. XII/2017 (10a.)

Amparo en revisión 710/2016. Myrna Teresita Hernández Oliva y otra. 30 de noviembre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretarios: Carlos Alberto Araiza Arreygue y 
Ron Snipeliski Nischli.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de marzo de 2017 a las 10:06 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PENSIÓN JUBILATORIA. EL ARTÍCULO 51, ANTEPENÚLTIMO PÁ­
RRAFO, DE LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS 
SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO VIGENTE HASTA 
EL 31 DE MARZO DE 2007, NO VIOLA EL DERECHO A LA SEGURIDAD 
SOCIAL. El precepto citado, al no contemplar la compatibilidad entre una 
pensión jubilatoria y el desempeño de un trabajo remunerado que implique 
incorporación o continuación al régimen obligatorio de la ley relativa, no viola 
el derecho a la seguridad social reconocido en el artículo 123, apartado B, 
fracción XI, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el 
cual prevé el derecho a la jubilación como una prestación de seguridad social 
que nace a partir de que concluye la relación de trabajo, al realizarse la con­
dición de tiempo trabajado o edad del trabajador que el contrato o en este 
caso específico la ley señala; sin embargo, ese derecho está sujeto a la circuns­
tancia de que se efectúe el retiro del servicio activo, pues si por cualquier 
causa el pensionado reingresa a una dependencia u organismo público, ello 
origina que siga percibiendo un salario e implica la incorporación al régimen de 
la ley del Instituto, lo que significa que el trabajador no se encuentra en retiro 
total de toda actividad laboral, siendo que el pago de la pensión por jubilación, 
de acuerdo con la Constitución, nace hasta que se verifica el requisito esen­
cial de la separación. Asimismo, el mencionado antepenúltimo párrafo del 
artículo 51 de la ley no impone como sanción la pérdida definitiva de ese bene­
ficio, sino la facultad del Instituto de suspender la pensión al advertir su incom­
patibilidad, de la que puede gozarse nuevamente cuando desaparezca esa 
incompatibilidad y se reintegren las sumas recibidas en los términos que indica.

2a. XIII/2017 (10a.)

Amparo directo en revisión 1091/2014. Ana Elizabeth García Hernández. 4 de junio de 2014. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales; 
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votó con reservas José Fernando Franco González Salas. Ausente: Sergio A. Valls 
Hernández. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Teresa Sánchez 
Medellín.

Amparo en revisión 882/2014. Emilio de Leo Blanco. 8 de abril de 2015. Cinco votos de los 
Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretario: Héctor Orduña Sosa.

Amparo en revisión 362/2015. María del Socorro Solís Chánez. 20 de mayo de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: Luis Javier Guzmán Ramos.

Amparo directo en revisión 4779/2016. Alejandro Mañón. 8 de febrero de 2017. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; Margarita Beatriz 
Luna Ramos votó contra las consideraciones relacionadas con la razonabilidad de la 
norma. Disidente: Javier Laynez Potisek. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Secretaria: Estela Jasso Figueroa.

Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia 2a./J. 129/2017 (10a.), publicada en la 
página 217 de este Informe, en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 29 
de septiembre de 2017 a las 10:38 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 46, Tomo I, septiembre de 2017, página 441, de título 
y subtítulo: "PENSIÓN JUBILATORIA. EL ARTÍCULO 51, ANTEPENÚLTIMO PÁRRAFO, 
DE LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABA­
JADORES DEL ESTADO VIGENTE HASTA EL 31 DE MARZO DE 2007, NO VIOLA EL 
DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL."

Esta tesis se publicó el viernes 3 de marzo de 2017 a las 10:06 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

POLICÍA FEDERAL. INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 39 DE LA 
LEY RELATIVA PARA EFECTO DE LA PROCEDENCIA DEL RECURSO 
DE REVISIÓN. Interpretar el precepto indicado de manera restrictiva, impli­
caría que contra la resolución emitida en el procedimiento administrativo, 
tratándose de faltas al régimen disciplinario administrativo procede tanto el 
recurso de revisión como el juicio contencioso, mientras que respecto de 
la emitida en el procedimiento administrativo derivado del incumplimiento 
de requisitos de permanencia, únicamente procedería este último; esto limita 
significativamente el derecho de acceso pleno a la justicia por falta de certeza 
jurídica, sin que, además, existan razones objetivas que permitan diferenciar 
el procedimiento administrativo por infracciones disciplinarias, respecto del de 
incumplimiento a los requisitos de permanencia, cuando las reglas de sustan­
ciación son idénticas y la resolución del procedimiento en cualquiera de los dos 
supuestos es susceptible de culminar con la baja del elemento policial. Ante 
ello, el artículo 39 de la Ley de la Policía Federal respeta los derechos humanos 
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de acceso a la justicia, así como a la seguridad y certeza jurídicas, siempre y 
cuando se interprete conforme al texto constitucional, en el sentido de que el 
recurso de revisión procede contra las resoluciones por las cuales el Consejo de 
Desarrollo Policial separa de su cargo a los elementos policiales por incumplir 
los requisitos de permanencia o por cometer faltas al régimen disciplinario, sin 
que haya distinción entre ambos supuestos, en el entendido de que la tramita­
ción del citado recurso de revisión es de naturaleza optativa, pues el servidor 
público también puede acudir directamente al juicio de nulidad ante el Tribu­
nal Federal de Justicia Administrativa, sin necesidad de agotar previamente 
el recurso de revisión.

2a. XIV/2017 (10a.)

Amparo en revisión 1289/2015. Yadira Guzmán Cuevas. 15 de febrero de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I., 
votó con reservas José Fernando Franco González Salas. Mayoría de cuatro votos en 
relación con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: José Fernando Franco 
González Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jannu Lizárraga 
Delgado.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de marzo de 2017 a las 10:06 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RECURSO DE INCONFORMIDAD EN AMPARO DIRECTO. SI LA AUTO­
RIDAD AL CUMPLIR CON LA EJECUTORIA DE AMPARO ARGUMEN­
TA SU DESACUERDO CON EL CRITERIO QUE LA SUSTENTA, ESA 
CIRCUNSTANCIA NO OBLIGA A DEJAR INSUBSISTENTE EL FALLO 
POR ESTE ÚNICO MOTIVO. Si la autoridad obligada a reparar las violacio­
nes constitucionales detectadas por el órgano de amparo atiende a cada uno 
de los lineamientos de la ejecutoria, pero al mismo tiempo argumenta que fue 
equivocado el criterio que la sustenta, esa circunstancia por sí sola no tiene el 
alcance de dejar insubsistente el laudo o sentencia para que se supriman esas 
consideraciones desafiantes respecto del fallo protector, ya que a lo sumo deben 
calificarse como innecesarios los razonamientos externados sólo a mayor abun­
damiento y sin eficacia.

2a. XV/2017 (10a.)

Recurso de inconformidad 1304/2016. Shelby Corporativo, S.A. de C.V. 8 de febrero de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Alfredo Villeda Ayala.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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RENTA. EL ARTÍCULO 129 DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, 
VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, AL ESTABLECER UNA 
TASA DIVERSA A LA TARIFA CON LA QUE SE GRAVAN LOS INGRE­
SOS POR SALARIOS Y EN GENERAL POR LA PRESTACIÓN DE UN 
SERVICIO PERSONAL SUBORDINADO, NO VIOLA EL PRINCIPIO 
DE EQUIDAD TRIBUTARIA. La norma de mérito prevé que las personas 
físicas que obtengan ingresos derivados de la enajenación de acciones en 
casa de bolsa, deberán aplicar la tasa del 10% a las ganancias obtenidas 
en el ejercicio, cuyo pago se considerará definitivo; mientras que aquellas que 
los perciban por salarios o conceptos asimilados, deben aplicar tarifas que con­
tienen tasas distintas. No obstante, el sometimiento a esquemas tributa­
rios diversos por parte del legislador se justifica en tanto que las actividades 
y la fuente de riqueza de ambas categorías de contribuyentes no se identifi­
can entre sí, lo que permite afirmar que no se ubican en un plano de equiva­
lencia. En el régimen de salarios la fuente de ingresos del contribuyente es el 
propio servicio que presta y tiene el carácter regular y constante, toda vez que 
el pago de las remuneraciones y demás emolumentos de índole laboral no 
queda al arbitrio de la parte empleadora, conforme al principio de protección 
al salario reconocido en el artículo 123 de la Constitución Política de los Es­
tados Unidos Mexicanos. En cambio, tratándose de la enajenación de accio­
nes en bolsas de valores, los ingresos se caracterizan por derivar de la venta 
de un bien con fines especulativos, lo cual genera ganancias de capital y, a su 
vez, implica que los ingresos están sujetos a la volatilidad y a los riesgos que 
permean en el mercado del gran público inversionista, los cuales no siempre 
dependen de la voluntad de los actores del mercado bursátil y afectan en 
gran medida la seguridad de la obtención de rendimientos por la variación del 
valor de los títulos colocados en dicho mercado. Tales distinciones permiten 
afirmar que ambas categorías de contribuyentes no se ubican en una situa­
ción de equivalencia que exija obtener el mismo tratamiento tributario, por lo 
cual, el artículo 129 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, no viola el principio 
de equidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitu­
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos.

2a. XVI/2017 (10a.)

Amparo en revisión 855/2014. José Francisco García Cáceres y otros. 5 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel 
Agüeros.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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RENTA. SON INOPERANTES LOS ARGUMENTOS EN LOS QUE SE 
ADUCE QUE EL ÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 151 DE LA LEY 
DEL IMPUESTO RELATIVO, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 
2014, VIOLA EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA, AL PERMITIR 
UNA MENOR PROPORCIÓN DE DEDUCCIONES PERSONALES A 
QUIENES PERCIBEN MENOS INGRESOS. La porción normativa mencio­
nada establece como límite superior para el monto de deducciones personales 
que pueden aplicarse, la cantidad que resulte menor entre: a) la correspon­
diente a 4 salarios mínimos generales elevados al año del área geográfica del 
contribuyente; y b) aquella que equivalga al 10% del total de los ingresos 
del causante. Ahora, los efectos de esa limitante en realidad se traducen en 
que la referida proporción de hasta el 10% sólo pueda deducirse por las per­
sonas físicas que obtienen menores ingresos, ya que las diversas que reciben 
mayores ingresos (y, por ello, se ubican en el supuesto de que el equivalente 
al 10% de éstos rebase los 4 salarios de referencia) ya no tienen derecho a la 
deducción hasta por la proporción en comento (10%), sino únicamente podrán 
hacerlo por la referida cantidad de 4 salarios mínimos generales elevados al 
año. En otras palabras, los contribuyentes que obtienen menores ingresos pue­
den aplicar una mayor proporción o porcentaje (hasta del 10%) de deducciones 
personales que aquellos que obtienen más ingresos (quienes necesariamente 
deducirán cantidades menores al 10% de sus ingresos). Por tanto, los argumen­
tos en los que se sostiene que el artículo 151, último párrafo, de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta concede un beneficio a los contribuyentes que perci­
ben más ingresos respecto de quienes los obtienen en menor cantidad (por 
permitirles a aquéllos deducir una proporción mayor que a éstos) parten de una 
premisa inexacta y, en consecuencia, deben calificarse como inoperantes.

2a. XVII/2017 (10a.)

Amparo en revisión 1379/2015. Rodrigo Navarro Hernández. 5 de octubre de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
mayoría de cuatro votos en relación con el criterio contenido en esta tesis. Disiden­
te: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RENTA. EL ARTÍCULO 151, ÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY DEL IM­
PUESTO RELATIVO, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, 
AL ESTABLECER UN LÍMITE PARA LAS DEDUCCIONES PERSO­
NALES, NO GENERA UN IMPUESTO REGRESIVO. La porción normativa 
mencionada establece como límite superior para el monto de deducciones 
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personales que pueden aplicarse, la cantidad que resulte menor entre: a) la 
correspondiente a 4 salarios mínimos generales elevados al año del área 
geográfica del contribuyente; y b) aquella que equivalga al 10% del total de los 
ingresos del causante. Ahora, los efectos de esa limitante en realidad se tra­
ducen en que la referida proporción de hasta el 10% sólo pueda deducirse por 
las personas físicas que obtienen menores ingresos, ya que las diversas que 
reciben mayores ingresos (y, por ello, se ubican en el supuesto de que el equi­
valente al 10% de éstos rebase los 4 salarios de referencia) ya no tienen dere­
cho a la deducción hasta por la proporción en comento (10%), sino únicamente 
podrán hacerlo por la referida cantidad de 4 salarios mínimos generales eleva­
dos al año. En otras palabras, los contribuyentes que obtienen menores ingresos 
pueden aplicar una mayor proporción o porcentaje (hasta del 10%) de deduc­
ciones personales, en contraste con aquellos que obtienen más ingresos (quie­
nes necesariamente deducirán cantidades menores al 10% de sus ingresos). 
Por tanto, el límite a las deducciones personales no genera un impuesto 
regresivo, es decir, no ocasiona que a mayores ingresos existan más deduc­
ciones y una menor tributación, ni viceversa, porque tampoco origina que a 
menores ingresos haya menos deducciones y, en consecuencia, una mayor 
tributación.

2a. XVIII/2017 (10a.)

Amparo en revisión 1379/2015. Rodrigo Navarro Hernández. 5 de octubre de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; ma­
yoría de cuatro votos en relación con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RENTA. EL ARTÍCULO 151, FRACCIÓN IV, DE LA LEY DEL IMPUES­
TO RELATIVO, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, AL 
ESTABLECER COMO DEDUCCIÓN PERSONAL LOS INTERESES REA­
LES EFECTIVAMENTE PAGADOS EN EL EJERCICIO POR CRÉDITOS 
HIPOTECARIOS DESTINADOS A LA ADQUISICIÓN DE SU CASA 
HABITACIÓN, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD 
TRIBUTARIA. Para respetar este principio contenido en el artículo 31, frac­
ción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es nece­
sario atender a la capacidad contributiva de las personas afectas al gravamen 
y, en el caso de la contribución de mérito, ello se cumple cuando la base 
gravable se constituye por la utilidad real, a la cual se arriba restando de los 
ingresos brutos los gastos realizados para obtenerla (deducciones estructu­



275INFORME DE LA SEGUNDA SALA 2017

rales); de ahí que las erogaciones no vinculadas con la generación de esos 
ingresos (deducciones no estructurales) no tienen impacto en la utilidad o 
renta gravable, por lo que no pueden estimarse como aminoraciones que el 
legislador deba contemplar forzosamente para observar el principio de jus­
ticia tributaria indicado. Ahora, los intereses reales efectivamente pagados 
en el ejercicio por créditos hipotecarios destinados a la adquisición de la casa 
habitación (entendiéndose por éstos sólo los que exceden del ajuste anual 
por inflación) en términos de lo que establece el artículo 151, fracción IV, de 
la Ley del Impuesto sobre la Renta, tienen el carácter de no estructurales, toda 
vez que, al tratarse de gastos que no son indispensables para la generación 
del ingreso, su reconocimiento o desconocimiento no impacta en la capacidad 
contributiva de los causantes, por lo que el legislador tiene la potestad de 
reconocer dichas erogaciones, ya sea de manera total o parcial, e inclusive 
limitarlas o desconocerlas, sin que ello viole el principio de proporcionalidad 
tributaria.

2a. XIX/2017 (10a.)

Amparo en revisión 738/2016. Víctor Hugo Vázquez del Mercado Pineda y otra. 9 de 
noviembre de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. 
Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González 
Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RENTA. EL ARTÍCULO 129 DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, VI­
GENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, AL ESTABLECER UNA 
TASA PARA PERSONAS FÍSICAS, DIVERSA A LA APLICABLE PARA 
PERSONAS MORALES, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRI­
BUTARIA. El precepto legal mencionado, al prever que las personas físicas 
que obtengan ingresos derivados de la enajenación de acciones en casa de 
bolsa, aplicarán la tasa del 10% a las ganancias obtenidas en el ejercicio, cuyo 
pago se considerará definitivo (mientras que las personas morales se encuen­
tran sujetas a una tasa diversa), no viola el principio de equidad tributaria conte­
nido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, ya que la diferencia de trato se justifica sobre la base de 
que ambas categorías de contribuyentes poseen características propias y 
suficientes (relativas a su naturaleza, configuración y estructura jurídica) que 
impiden considerarlas en un plano de igualdad, aun cuando desempeñen idén­
tica actividad económica y actualicen el mismo hecho imponible, toda vez 
que las personas físicas responden con su patrimonio de manera total, cuen­
tan con un patrimonio unipersonal y, en términos generales, tienen una menor 
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capacidad administrativa y económica; en cambio, las personas morales res­
ponden de manera limitada (atendiendo a la modalidad o tipo de sociedad 
adoptada); cuentan con un patrimonio multipersonal y, generalmente, permi­
ten apreciar una mayor capacidad administrativa y económica. Adicionalmente, 
en la composición legal de la base gravable de las personas físicas y morales, se 
tiene en cuenta que, entre ellas existe distinta aptitud contributiva de la riqueza, 
pues mientras que aquéllas tributan conforme a un régimen cedular, aten­
diendo a las distintas fuentes de sus ingresos, estas últimas son gravadas con­
forme a un régimen global, según el cual, la obtención de sus ingresos está 
delimitada por la ejecución de su objeto social.

2a. XX/2017 (10a.)

Amparo en revisión 430/2016. Inmobiliaria Carso, S.A. de C.V. 9 de noviembre de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel 
Agüeros.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RENTA. EL ARTÍCULO 111 DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, 
VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, AL ESTABLECER UN 
TRATO FISCAL DIVERSO AL RÉGIMEN GENERAL APLICABLE A 
LAS PERSONAS MORALES, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE EQUIDAD 
TRIBUTARIA. El precepto legal mencionado se ubica en la Sección II del 
Capítulo II del Título IV de la Ley del Impuesto sobre la Renta, que regula 
el régimen de incorporación fiscal, el cual es optativo y transitorio, además de 
que sólo es aplicable a personas físicas que realicen únicamente actividades 
empresariales, que enajenen bienes o presten servicios por los que no se 
requiera para su realización título profesional, así como que los ingresos que 
obtuvieron en el ejercicio inmediato anterior no hubieran excedido de dos millo­
nes de pesos. Los contribuyentes de este régimen (entre otros aspectos) calcu­
lan y enteran el impuesto en forma bimestral, el cual tiene el carácter de pago 
definitivo, además el monto a pagar es susceptible de disminución durante 
un periodo de diez años (en el primer año la reducción es de 100%, la cual se 
disminuirá 10% en cada uno de los subsecuentes, hasta llegar a 10%). Por su 
parte, las personas morales que calculan el gravamen en términos del régimen 
general que establece el Título II de la propia ley, no cuentan con el benefi­
cio de reducción del impuesto determinado. Ahora, la anterior diferencia se 
justifica sobre la base de que ambas categorías de contribuyentes poseen 
características propias y suficientes (relativas a su naturaleza, configuración y 
estructura jurídica) que impiden considerarlas en un plano de igualdad, aun 
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cuando desempeñen idéntica actividad económica y actualicen el mismo 
hecho imponible, ya que las personas físicas responden con su patrimonio de 
manera total, cuentan con un patrimonio unipersonal y, en términos genera­
les, tienen una menor capacidad administrativa y económica; en cambio, las 
personas morales responden de manera limitada (atendiendo a la modalidad 
o tipo de sociedad adoptada); cuentan con un patrimonio multipersonal y, gene­
ralmente, permiten apreciar una mayor capacidad administrativa y econó­
mica. Adicionalmente, en la composición legal de la base gravable de las 
personas físicas y morales, se tiene en cuenta que entre ellas existe distinta 
aptitud contributiva de la riqueza, pues mientras que aquéllas tributan confor­
me a un régimen cedular, atendiendo a las distintas fuentes de sus ingresos, 
estas últimas son gravadas conforme a un régimen global, según el cual, la 
obtención de sus ingresos está delimitada por la ejecución de su objeto social. 
Tales características justifican que el legislador ordinario haya decidido some­
ter a las personas físicas y morales a diseños tributarios distintos y, por ende, el 
artículo 111 de la Ley del Impuesto sobre la Renta no viola el principio de equi­
dad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos.

2a. XXI/2017 (10a.)

Amparo en revisión 1022/2015. Naviera Aries, S.A. de C.V. 5 de octubre de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RENTA. LOS ARTÍCULOS 59 A 61, 63 A 65, 67 Y 71 DE LA LEY DEL IM­
PUESTO RELATIVO, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, 
AL GRAVAR EN FORMA DISTINTA A LOS GRUPOS DE SOCIEDADES 
Y A LAS DIVERSAS PERSONAS MORALES DEL RÉGIMEN GENERAL, 
NO VIOLAN EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA. Los preceptos 
legales de referencia regulan el régimen opcional para grupos de sociedades, 
el cual, entre sus principales características, concede la posibilidad de diferir 
una parte del impuesto causado, beneficio que no se encuentra previsto en el 
régimen general de las personas morales. La anterior distinción legislativa per­
sigue finalidades constitucionalmente válidas, pues obedece a razones de polí­
tica fiscal (vinculadas con la simplificación del cálculo y liquidación del tributo, 
tanto para los contribuyentes como para la autoridad al ejercer sus facultades 
de comprobación y determinación, así como con la intención de evitar prácti­
cas de elusión y evasión fiscal, con lo que se pretende fortalecer las medidas de 
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control y la captación de recursos para las necesidades públicas) y de polí­
tica económica (al estimar necesario otorgar flexibilidad organizacional a las 
empresas con un régimen opcional, a través del cual fuesen competitivas en 
relación con los inversionistas extranjeros). Además, constituye un medio 
razonablemente apto y adecuado para alcanzar el objetivo pretendido, pues reco­
noce que, ante la tenencia (por parte de la sociedad integradora) de más del 
80% de las acciones con derecho a voto de otra u otras sociedades integra­
das, existe una relación económica y de intereses comunes tal, que permite 
al grupo de empresas actuar como una sola unidad económica, lo que, al 
reconocerse para efectos fiscales, genera la flexibilidad organizacional que se 
ve reflejada a través del surgimiento de grupos económicos, así como la com­
petitividad frente a inversionistas extranjeros, sobre todo si se considera que 
gran parte de éstos ya se encuentran organizados como consorcios o gru­
pos financieros. Aunado a ello, se consigue la simplificación del cálculo del 
impuesto a través de las sumas de los resultados fiscales de integrada e inte­
gradora y la aplicación de un factor de integración y se permite una más fácil 
determinación del tributo para los contribuyentes al momento de declarar y 
una fiscalización más sencilla para las autoridades el ejercer sus facultades 
de comprobación y liquidación. Asimismo, no se afectan de manera despro­
porcionada o desmedida bienes y derechos constitucionalmente protegidos, 
debido a que el beneficio consistente en el diferimiento del impuesto no implica 
que el fisco federal dejará de percibir esos montos para satisfacer las necesi­
dades públicas, ya que una vez transcurrido el periodo de tres años, debe­
rán enterarse debidamente actualizados. En consecuencia, la diversidad de trato 
se encuentra objetiva y razonablemente justificada, por lo cual los artículos 
59 a 61, 63 a 65, 67 y 71 de la Ley del Impuesto sobre la Renta no violan el prin­
cipio de equidad tributaria establecido en el artículo 31, fracción IV, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

2a. XXII/2017 (10a.)

Amparo en revisión 1022/2015. Naviera Aries, S.A. de C.V. 5 de octubre de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con 
salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco Gonzá­
lez Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RENTA. LOS ARTÍCULOS 96 Y 152 DE LA LEY DEL IMPUESTO RELA­
TIVO, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, NO VIOLAN EL 
PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD DE LOS DERECHOS HUMANOS. 
El artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos exige 
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a todas las autoridades del Estado Mexicano, en el ámbito de su competencia, 
incrementar el grado de tutela en la promoción, respeto, protección y garan­
tía de los derechos humanos; asimismo les impide, en virtud de su expresión de 
no regresividad, adoptar medidas que sin plena justificación constitucional 
disminuyan el nivel de protección de los derechos humanos de quienes se 
sometan al orden jurídico mexicano. Por otra parte, conforme al artículo 31, 
fracción IV, constitucional, la contribución al gasto público tiene la naturaleza 
de una obligación y no de un bien o derecho que ingrese al patrimonio del 
contribuyente. Asimismo, debe tenerse en cuenta que el legislador tiene liber­
tad de diseñar el sistema económico y tributario del país, conforme a las 
condiciones, directrices y objetivos que se tracen en un momento determinado. 
De esta manera, corresponde en exclusiva al creador de la norma implementar 
o modificar un tributo o determinado régimen fiscal, así como, inclusive, elimi­
narlo; por tanto, no puede afirmarse que existe una exigencia constitucional 
para que los contribuyentes adquieran el derecho a ser gravados siempre 
sobre una misma base y tasa e incluso de disfrutar de beneficios tributarios. 
En consecuencia, los numerales 96 y 152 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, 
al modificar los rangos y tasas respecto de los que establecía la ley correlativa 
abrogada, no violan el principio de progresividad de los derechos humanos.

2a. XXIII/2017 (10a.)

Amparo en revisión 226/2016. Ismael Francisco Peña González. 9 de noviembre de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel 
Agüeros.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RENTA. LOS ARTÍCULOS 96 Y 152 DE LA LEY DEL IMPUESTO RELA­
TIVO, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, NO GRAVAN EN 
DOS OCASIONES EL MISMO INGRESO. Los preceptos legales citados, a 
efecto de calcular los pagos provisionales y el impuesto anual, prevén tablas 
o tarifas que se configuran por diversos rangos delimitados por un límite infe­
rior y uno superior, una cuota fija y un porcentaje sobre el excedente del límite 
inferior. Al respecto, la cuota fija es aplicable a la porción de la base grava­
ble que no rebasa el límite inferior, mientras que el porcentaje correspondiente 
se aplica sobre el excedente de dicho límite. Por tanto, se concluye que los ar­
tículos 96 y 152 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, que contienen las tari­
fas aludidas no establecen un supuesto de doble tributación sobre los mismos 
ingresos, pues la tasa o porcentaje únicamente se aplica a la porción que 
excede el límite inferior y, la cuota fija, sólo al monto que no rebasa dicho 
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límite, por lo que ambos elementos (cuota fija y porcentaje) no gravan el mismo 
segmento de ingresos, de manera que no se actualiza un supuesto de doble 
tributación.

2a. XXIV/2017 (10a.)

Amparo en revisión 226/2016. Ismael Francisco Peña González. 9 de noviembre de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel 
Agüeros.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RENTA. LOS ARTÍCULOS 96 Y 152 DE LA LEY DEL IMPUESTO RELA­
TIVO, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, AL ESTABLE­
CER TARIFAS QUE CONTIENEN UNA TASA MÁXIMA PARA EL 
CÁLCULO DEL TRIBUTO APLICABLE A LAS PERSONAS FÍSICAS, 
DISTINTAS A LA TASA FIJA QUE CORRESPONDE A LAS PERSO­
NAS MORALES, NO VIOLAN EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTA­
RIA. Conforme a los artículos citados, las personas morales calculan el tributo 
conforme a una tasa fija del 30%, mientras que las físicas están sujetas a la 
aplicación de tarifas que prevén diversos rangos de ingresos, que se acotan 
por un límite inferior y uno superior, una cuota fija (que opera respecto del 
monto que no rebasa tal límite inferior) y un porcentaje o tasa (aplicable única­
mente al excedente del límite inferior). Ahora bien, tal circunstancia no impli­
ca un trato diverso que transgreda el principio de equidad tributaria contenido 
en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, debido a que entre las personas físicas y las morales existen dife­
rencias objetivas, pues atendiendo a la naturaleza de sus actividades, al volu­
men de sus ingresos o al momento y forma de sus operaciones, no se ubican 
en situaciones comparables y, por ende, se encuentra justificado que el legis­
lador ordinario establezca distintos esquemas tributarios para cada categoría 
de contribuyente. Esto es, las personas físicas responden con su patrimonio de 
manera total; cuentan con un patrimonio unipersonal y, en términos genera­
les, tienen una menor capacidad administrativa y económica; en cambio, las 
personas morales responden de manera limitada (atendiendo a la modalidad o 
tipo de sociedad adoptada); cuentan con un patrimonio multipersonal y, gene­
ralmente, permiten apreciar una mayor capacidad administrativa y económica. 
Adicionalmente, en la composición legal de la base gravable de las personas 
físicas y morales, se tiene en cuenta que entre ellas existe distinta aptitud con­
tributiva de la riqueza, pues mientras que aquéllas tributan conforme a un 
régimen cedular, atendiendo a las distintas fuentes de sus ingresos, estas últimas 
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son gravadas conforme a un régimen global, según el cual la obtención de sus 
ingresos está delimitada por la ejecución de su objeto social. En consecuencia, 
el legislador apreció elementos suficientes para efectuar una distinción entre 
las personas morales, por un lado, y las personas físicas, por el otro, con base 
en los cuales justificó el tratamiento diferenciado entre ambos grupos de con­
tribuyentes, atendiendo a finalidades económicas y sociales, así como a razo­
nes de política fiscal.

2a. XXV/2017 (10a.)

Amparo en revisión 855/2014. José Francisco García Cáceres y otros. 5 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel 
Agüeros.

Amparo en revisión 919/2015. Manuel Enrique Romero de Terreros Escalante y otros. 5 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: 
Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 440/2016. Ricardo Alberto Elizondo Garza y otros. 9 de noviembre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel 
Agüeros.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RENTA. EL ARTÍCULO 148 DEL REGLAMENTO DE LA LEY DEL IM­
PUESTO RELATIVO, VIGENTE DEL 18 DE OCTUBRE DE 2003 AL 8 DE 
OCTUBRE DE 2015, NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE PROPOR­
CIONALIDAD TRIBUTARIA. El precepto reglamentario indicado establece 
el procedimiento de cálculo para determinar el impuesto a retener en el supues­
to de que un trabajador, por razones no imputables a él, perciba de una sola 
vez ingresos gravables que correspondan a varios meses (diversos de la gra­
tificación anual, de la participación de utilidades, de las primas vacacionales 
o dominicales). Ahora, del análisis de dicho cálculo, se concluye que permite 
advertir cuál hubiera sido el impuesto mensual que correspondería al traba­
jador si el concepto que se le entregó en una sola ocasión, lo hubiera percibido 
mes con mes; además, con base en el impuesto que se hubiera pagado men­
sualmente por la percepción, se determina la tasa mensual real que habría 
correspondido a los meses del periodo y es ésta la que se aplica al concepto 
percibido en una sola vez (por ejemplo, salarios caídos) para obtener el monto de 
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la retención que debe efectuar el empleador. En consecuencia, el procedimiento 
de mérito no grava el ingreso únicamente con la tasa del mes en que se per­
cibió, sino que reconoce que corresponde a varios meses, al aplicar la tasa 
real obtenida de la proporción del impuesto mensual que hubiera aplicado al 
trabajador en caso de haberlo obtenido con esa periodicidad, por lo cual, el ar­
tículo 148 del Reglamento de la Ley del Impuesto sobre la Renta, vigente del 18 
de octubre de 2003 al 8 de octubre de 2015, no transgrede el principio de 
proporcionalidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Cons­
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

2a. XXVI/2017 (10a.)

Amparo en revisión 258/2016. Martín Olguín Hernández. 9 de noviembre de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RENTA. EL ARTÍCULO NOVENO TRANSITORIO, FRACCIÓN II, DE LA 
LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL 
DE LA FEDERACIÓN EL 11 DE DICIEMBRE DE 2013, NO TRANSGREDE 
LOS DERECHOS DE SEGURIDAD Y CERTEZA JURÍDICAS. En térmi­
nos generales, un reglamento constituye un instrumento de aplicación de la 
ley, que desarrolla y detalla los principios generales contenidos en ella para 
hacer posible y práctica su aplicación; además, se encuentra jurídicamente 
subordinado y con estrecha vinculación en su suerte ante reformas, deroga­
ción o abrogación. Sin embargo, bajo el principio general de derecho que reza 
"el que puede lo más puede lo menos", existe la posibilidad de que la nueva ley 
establezca que el reglamento de la abrogada continúe vigente en lo que no se 
oponga al nuevo texto y hasta en tanto se expida una nueva norma reglamenta­
ria. Ello es así, porque si el legislador posee la facultad de otorgar vigencia a 
nuevas leyes, resultaría incongruente que no pueda mantener la vigencia de un 
reglamento, aunado a que, cuando recupera de manera transitoria la precep­
tiva reglamentaria de la ley anterior, actúa dentro de sus facultades y no invade 
la esfera de atribuciones del Ejecutivo, dado que en ese supuesto el legislador 
no ejercita la facultad reglamentaria que es exclusiva del Ejecutivo Federal en 
términos del artículo 89, fracción I, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, sino que legisla con el carácter provisional del artículo 
transitorio, en el entendido de que no existe impedimento para que el legisla­
dor, dentro de la ley, establezca las reglas minuciosas y de detalle que carac­
terizan a los reglamentos, y que hacen posible la aplicación de aquélla. Por 
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tanto, la fracción II del artículo noveno transitorio de la Ley del Impuesto sobre 
la Renta, al prever que al margen de la abrogación de la anterior Ley del Im­
puesto sobre la Renta, su reglamento de 17 de octubre de 2003 continuará apli­
cándose en lo que no se oponga a la nueva ley y hasta en tanto se expida otro 
reglamento, no transgrede los derechos de seguridad y certeza jurídicas re­
conocidos en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos.

2a. XXVII/2017 (10a.)

Amparo en revisión 258/2016. Martín Olguín Hernández. 9 de noviembre de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RENTA. PARA EFECTOS DE LA CAUSACIÓN DEL IMPUESTO RELA­
TIVO, LOS SALARIOS CAÍDOS CONSTITUYEN PRESTACIONES 
PERCIBIDAS COMO CONSECUENCIA DE LA TERMINACIÓN DEL 
VÍNCULO LABORAL. En términos del capítulo I del título IV de la Ley del Im­
puesto sobre la Renta, vigente a partir del 1 de enero de 2014, específicamente 
en lo previsto por los artículos 90, 94 y 95, se encuentran gravados, entre otros, 
los salarios y demás prestaciones que deriven de una relación laboral, así 
como las diversas que se perciban como consecuencia de la terminación 
de dicha relación. Sin embargo, debido a que se prevén mecánicas de cálculo 
distintas según se esté en presencia de uno u otro caso, cobra especial rele­
vancia establecer si un determinado ingreso corresponde al producto del tra­
bajo del contribuyente o si, por el contrario, es una prestación derivada de la 
terminación del vínculo laboral. Por otra parte, en términos de los numerales 43, 
fracciones III y IV, de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, así 
como 48 y 50 de la Ley Federal del Trabajo (aplicable supletoriamente a aquélla), 
y en criterios establecidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los 
salarios vencidos o caídos son aquellos que debió percibir el trabajador si se 
hubiese desarrollado normalmente la relación de trabajo y constituyen una 
consecuencia inmediata y directa de las acciones originadas en el despido por 
culpa del patrón, además de que encuentran justificación en el hecho de que el 
trabajador está separado de su empleo sin percibir ningún salario por causa 
no imputable a él, por lo que el patrón incurre en una ineludible responsabili­
dad si se demuestra lo injustificado del despido. En ese orden de ideas, para 
efectos de la Ley del Impuesto sobre la Renta, los salarios caídos no se asimilan 
a los salarios ordinarios, es decir, no son una mera contraprestación por las 
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labores realizadas, sino que constituyen una medida resarcitoria y compen­
satoria atinente a la terminación de la relación laboral, pues la obligación de 
pagar los salarios caídos surge con motivo de una declaratoria jurisdiccional 
firme, por lo cual, no es sino hasta que se cumple con tal resolución y el traba­
jador percibe el ingreso respectivo, cuando se causa el impuesto sobre la renta.

2a. XXVIII/2017 (10a.)

Amparo en revisión 258/2016. Martín Olguín Hernández. 9 de noviembre de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RENTA. EL ARTÍCULO 148 DEL REGLAMENTO DE LA LEY DEL IM­
PUESTO RELATIVO, VIGENTE DEL 18 DE OCTUBRE DE 2003 AL 8 DE 
OCTUBRE DE 2015, NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD 
TRIBUTARIA, EN SUS VERTIENTES DE RESERVA DE LEY Y SUPRE­
MACÍA NORMATIVA. La reserva de ley en materia tributaria es de carácter 
relativo, por lo cual, los elementos cualitativos de las contribuciones, como son 
los sujetos y el objeto, no pueden ser desarrollados en un reglamento, sino que 
deben preverse exclusivamente en una ley, mientras que tratándose de los 
elementos cuantitativos del tributo, como son la tasa o la base, en muchas oca­
siones, para cifrar el hecho imponible es indispensable realizar operaciones o 
acudir a aspectos técnicos, los cuales sí pueden desarrollarse en normas infe­
riores. Ahora, los artículos 90 y 94 de la Ley del Impuesto sobre la Renta prevén 
que deberán pagar dicho gravamen las personas físicas que, entre otros casos, 
obtengan ingresos en efectivo, en bienes, en crédito, en servicios o de cualquier 
otro tipo; mientras que el tercer párrafo del diverso numeral 96 del propio orde­
namiento establece una cláusula habilitante para que, en el reglamento, se 
prevea el procedimiento de cálculo para el caso específico de la retención 
por percepciones diferentes a la gratificación anual, participación de utilida­
des, primas dominicales y primas vacacionales (como lo son las indemniza­
ciones por terminación de la relación laboral) correspondientes a periodos 
diversos a un solo mes o a un ejercicio (como son las correspondientes a va­
rios meses). Por su parte, el artículo 148 del Reglamento de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta, vigente del 18 de octubre de 2003 al 8 de octubre de 2015, regula 
lo atinente a la base (el monto total que se obtenga en una sola vez por percep­
ciones gravables correspondientes a varios meses) y a la tasa (la cual se calcula 
dividiendo el impuesto que se determine en los términos de la fracción III, entre 
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la cantidad que resulte conforme a la fracción I); en consecuencia, si los 
elementos cualitativos (sujetos y objeto) del gravamen se determinan en un acto 
formal y materialmente legislativo, y en el precepto reglamentario de referen­
cia, sólo se pormenorizan las operaciones necesarias para obtener elementos 
meramente cuantitativos (base y tasa), se concluye que el artículo 148 indicado 
no viola el principio de legalidad tributaria, contenido en el artículo 31, frac­
ción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

2a. XXIX/2017 (10a.)

Amparo en revisión 258/2016. Martín Olguín Hernández. 9 de noviembre de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

EQUIDAD TRIBUTARIA. CUANDO SE RECLAMA LA EXISTENCIA 
DE UN TRATO DIFERENCIADO RESPECTO DE DISPOSICIONES LE­
GALES QUE CORRESPONDEN AL ÁMBITO ESPECÍFICO DE APLICA­
CIÓN DE AQUEL PRINCIPIO, ES INNECESARIO QUE, ADEMÁS, LOS 
ARGUMENTOS RELATIVOS SE ANALICEN A LA LUZ DEL CONTEXTO 
MÁS AMPLIO DEL DERECHO DE IGUALDAD. La Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos prevé diferentes facetas de la igualdad y se 
refiere a ésta tanto en un plano general como en el contexto de un ámbito 
material específico; en su artículo 31, fracción IV, proyecta las exigencias del 
principio de igualdad sobre el ámbito impositivo, es decir, el principio de equi­
dad tributaria es la manifestación del principio de igualdad en materia fiscal, 
por lo que no tiene menor o mayor valor que la igualdad consagrada en otros 
preceptos constitucionales. Ahora, sólo en el caso de que las disposiciones 
legales reclamadas en forma destacada no correspondan al ámbito especí­
fico de aplicación del principio de equidad tributaria (cuando no se refieren a 
contribuciones, exenciones o a la delimitación de obligaciones materialmente 
recaudatorias que tengan repercusión fiscal) los argumentos que reclaman la 
existencia de un trato diferenciado entre dos personas o grupos deben ana­
lizarse en un contexto más amplio, esto es, a la luz del diverso de igualdad 
(excepción hecha de que la distinción se base en una de las categorías 
sospechosas a las que se refiere el artículo 1o. constitucional, pues en ese 
caso siempre se procederá al pronunciamiento en relación con el derecho de 
igualdad). En ese sentido, si una norma puede analizarse a la luz del ámbito 
específico del principio de equidad tributaria, resultaría ocioso que también 
tuviera que realizarse un pronunciamiento respecto de ella bajo el contexto 
amplio del derecho de igualdad, porque la disposición reclamada es apta 
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para que se verifique su regularidad constitucional a la luz del referido principio 
de justicia tributaria, el cual constituye una faceta del derecho a la igualdad.

2a. XXX/2017 (10a.)

Amparo en revisión 1379/2015. Rodrigo Navarro Hernández. 5 de octubre de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RENTA. LA TARIFA DEL ARTÍCULO 96 DE LA LEY DEL IMPUESTO RE­
LATIVO, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, RESPETA EL 
PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. Del análisis a 
la tabla contenida en el precepto mencionado, se advierte que respeta el 
principio de proporcionalidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues en la 
medida en que aumenta el ingreso, se incrementa la tasa impositiva, no sólo 
de la tabla, sino también la impositiva efectiva. Así, salvo su primer renglón, 
ninguno de los subsecuentes rangos llega a la tasa señalada en la tabla, pero 
sí presenta un incremento progresivo, lo que demuestra la razonable progresi­
vidad de la tarifa, ya que conforme aumenta el ingreso incrementa la alícuota 
a pagar, esto es, derivado de la relación con la cantidad inmersa entre un límite 
inferior y uno superior y considerando que la tasa del impuesto se aplica 
sobre el excedente del límite inferior en un porcentaje al que se le suma la 
cuota. Lo anterior implica que la tributación real efectiva es mayor en propor­
ción al aumento de los ingresos, sin que tal incremento en el impuesto a 
pagar resulte en una proporción mayor a la que tiene lugar en el renglón infe­
rior, por un aumento de la misma cuantía de la base gravable. De esta forma, la 
diferencia de un centavo entre un rango y otro se encuentra compensada con 
la cuota fija establecida para su aplicación, sobre el excedente del límite infe­
rior, evitando que el impuesto se eleve de manera desproporcionada.

2a. XXXI/2017 (10a.)

Amparo en revisión 855/2014. José Francisco García Cáceres y otros. 5 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel 
Agüeros.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RENTA. LOS ARTÍCULOS 96, 111, 151, ÚLTIMO PÁRRAFO, Y 152 DE LA 
LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO 
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DE 2014, AL ESTABLECER UN TRATO FISCAL DISTINTO ENTRE 
EL RÉGIMEN DE INGRESOS POR SALARIOS Y EN GENERAL POR LA 
PRESTACIÓN DE UN SERVICIO PERSONAL SUBORDINADO Y EL DI­
VERSO DE INCORPORACIÓN FISCAL, NO VIOLAN EL PRINCIPIO 
DE EQUIDAD TRIBUTARIA. En la Sección II del Capítulo II del Título IV del 
ordenamiento de referencia, se regula el régimen de incorporación fiscal, el cual 
es optativo y transitorio, además de que sólo es aplicable a personas físicas 
que realicen únicamente actividades empresariales, que enajenen bienes o 
presten servicios por los que no se requiera para su realización título profe­
sional, así como que los ingresos que obtuvieron en el ejercicio inmediato 
anterior, no hubieran excedido de dos millones de pesos. Los contribuyentes 
de este régimen (entre otros aspectos) calculan y enteran el impuesto en 
forma bimestral, el cual tiene el carácter de pago definitivo y además el monto 
a pagar es susceptible de disminución durante un periodo de 10 años (en el 
primer año la reducción es del 100%, la cual se disminuirá 10% en cada uno 
de los subsecuentes, hasta llegar al 10%). Ahora, el hecho de que ese régi­
men cuente con un trato fiscal diverso al de ingresos por salarios y en general 
por la prestación de un servicio personal subordinado, encuentra una primer 
justificación en la diferencia de las actividades que generan el ingreso, pues 
las empresariales y los servicios personales independientes tienen como objeto 
fundamental el lucro mercantil, mientras que las personas físicas asalariadas 
o asimiladas no tienen como finalidad primordial la especulación comercial, 
aunque obtengan ingresos por los servicios que prestan; de ahí que no podría 
preverse idéntico diseño tributario para fuentes de ingreso distintas, dado el 
carácter cedular o analítico del impuesto sobre la renta tratándose de perso­
nas físicas. Aunado a ello, existen razones de política fiscal, económica y 
social, que avalan la implementación del régimen de incorporación, como el 
ofrecer un esquema de tributación sencillo con determinados beneficios que 
hicieran atractiva la incorporación a la formalidad (tanto en el ámbito fiscal 
como en el de la seguridad social) para las personas físicas que desarrolla­
ban actividades empresariales sin enterar impuestos; también se pretendió 
instrumentar la sustitución de los regímenes intermedio y de pequeños con­
tribuyentes que se preveían en la ley abrogada, debido a que algunas de sus 
características permitían que se evadieran o eludieran obligaciones fiscales; 
así como permitir a los contribuyentes el desarrollo de su actividad económica, 
para que, una vez que hayan alcanzado madurez y estabilidad fiscal, transiten 
al régimen general para las actividades empresariales. En ese orden de ideas, 
las diferencias entre las fuentes de ingreso y los diversos fines de política 
fiscal, económica y social, permiten concluir que los artículos 96, 111, 151, 
último párrafo y 152 de la Ley del Impuesto sobre la Renta no violan el prin­
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cipio de equidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Cons­
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

2a. XXXII/2017 (10a.)

Amparo en revisión 855/2014. José Francisco García Cáceres y otros. 5 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; mayoría de cuatro votos en relación con el artículo 151, último párrafo, de la 
Ley del Impuesto sobre la Renta. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RENTA. EL ARTÍCULO 74 DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, 
VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, AL GRAVAR SIN RE­
DUCCIÓN ALGUNA EL TRAMO DE INGRESOS QUE EXCEDE A LOS 
DIVERSOS POR LOS QUE RESULTAN APLICABLES LA EXENCIÓN 
Y REDUCCIÓN DE LA CONTRIBUCIÓN, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE 
EQUIDAD TRIBUTARIA. La norma legal mencionada, en sus párrafos 
décimo primero a décimo cuarto, delimita la manera en que se aplicarán los bene­
ficios otorgados para los contribuyentes del sector primario, como son la 
exención y la reducción del impuesto determinado. La mecánica de cálculo del 
tributo (tanto para personas físicas como morales) incluye un tramo o monto 
de ingresos exentos, otro tramo de ingresos por el que se paga el tributo redu­
cido y, en caso de existir un tramo excedente, respecto de éste, se determinará 
el gravamen sin reducción alguna. Ahora, el artículo 74 de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta, al establecer que los ingresos excedentes al límite de 423 
veces el salario mínimo general del área geográfica del contribuyente elevado 
al año, deban ser sujetos del gravamen sin reducción alguna, no viola el prin­
cipio de equidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque concede una 
exención y reducción del impuesto generalizadas para todas las personas físi­
cas y morales del régimen del sector primario que obtengan ingresos por la 
realización de las actividades propias del sistema, hasta por el monto señalado, 
sin provocar distinción alguna entre contribuyentes, de manera que unos 
pudieran gozar del beneficio y otros no. En otras palabras, los contribuyentes 
no dejan de gozar por igual de los beneficios de referencia, sino que sólo se 
limitan de manera razonable a la luz del principio de generalidad tributaria, 
porque el parámetro seleccionado para determinar el tope de la exención y de 
la reducción se vincula con la cuantía del ingreso recibido y, por tanto, se rela­
ciona con el objeto del gravamen.

2a. XXXIII/2017 (10a.)
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Amparo en revisión 923/2015. Agriexport, S.A. de C.V. 9 de noviembre de 2016. Cinco votos 
de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RENTA. EL ARTÍCULO 161 DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, 
VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, AL ESTABLECER UN 
TRATO FISCAL APLICABLE A LOS RESIDENTES EN EL EXTRAN­
JERO RESPECTO DE LOS INGRESOS DERIVADOS DE LA ENAJENA­
CIÓN DE ACCIONES O TÍTULOS, DIVERSO AL DE LAS PERSONAS 
MORALES RESIDENTES EN EL PAÍS, NO TRANSGREDE EL PRINCI­
PIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA. El citado precepto establece, entre otros 
aspectos, que las personas residentes en el extranjero que obtengan ingre­
sos por la enajenación de acciones o de títulos valor que representen la pro­
piedad de bienes, pagarán el impuesto mediante retención, a una tasa del 
25% o del 10%, según sea el caso, mientras que las personas morales resi­
dentes en el país deben determinar la utilidad fiscal, disminuyendo a los in­
gresos acumulables las deducciones autorizadas, así como la participación 
de los trabajadores en las utilidades de la empresa y al resultado aplicar la 
tasa del 30%. Ahora bien, esa diferencia encuentra justificación en que las per­
sonas morales residentes en el país y las residentes en el extranjero guardan 
distintas características objetivas que impiden considerarlas en un plano de 
igualdad, siendo una de las principales diferencias entre los residentes en 
territorio nacional y los residentes en el extranjero, la consistente en que los 
primeros tributan conforme al sistema de renta mundial (estarán sujetos al 
gravamen por el total de los ingresos que perciban sin considerar la fuente 
de riqueza de donde provengan o el lugar donde se obtenga), mientras que 
los segundos conforme al de fuente de ingresos (pagarán el impuesto por 
todos los ingresos obtenidos en territorio nacional). Asimismo, respecto de 
las personas residentes en el extranjero se ha identificado la dificultad en la 
gestión, control y recaudación de las contribuciones, ya que no tienen un 
contacto permanente con el territorio nacional, rasgos propios que los distin­
guen de los demás sujetos pasivos de la contribución y que justifican una 
acusada singularidad en el tratamiento tributario en relación con los residen­
tes nacionales; de ahí que el artículo 161 de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta, al contener la medida de mérito y tratar de manera desigual a los 
contribuyentes que no se ubican en una situación idéntica, no transgrede 
el principio de equidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

2a. XXXIV/2017 (10a.)
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Amparo en revisión 430/2016. Inmobiliaria Carso, S.A. de C.V. 9 de noviembre de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel 
Agüeros.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RENTA. EL ARTÍCULO 74 DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, 
VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, NO PREVÉ UN TRATO 
DIVERSO EN ATENCIÓN A LOS INGRESOS PERCIBIDOS, PARA EL 
ACCESO A LOS BENEFICIOS DEL RÉGIMEN DE ACTIVIDADES 
AGRÍCOLAS, GANADERAS, SILVÍCOLAS Y PESQUERAS, POR LO QUE 
NO VIOLA EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA. La norma legal 
mencionada, en sus párrafos décimo primero a décimo cuarto, delimita la 
manera en que se aplicarán los beneficios otorgados para los contribuyentes 
del sector primario, como son la exención y la reducción del impuesto deter­
minado. La mecánica de cálculo del tributo (tanto personas físicas como mora­
les) incluye un tramo o monto de ingresos exentos, otro tramo de ingresos por 
el que se paga el tributo reducido y, en el caso de existir un tramo excedente, 
respecto de éste se determinará el gravamen sin reducción alguna. Asimismo, 
si bien se prevé una categorización de contribuyentes en personas físicas y 
morales, dependiendo de los ingresos que obtienen, lo cierto es que ello no repre­
senta el otorgamiento de los beneficios fiscales aludidos en mayor o menor 
medida, pues el monto de exención destinado a todas las personas físicas es 
idéntico, así como la reducción al impuesto, y tratándose de las personas mora­
les, también se aplican en la misma magnitud o porcentaje los incentivos tri­
butarios. Por otra parte, aun en la hipótesis de que superen los montos de 
ingresos correspondientes, se pueden aplicar tanto la exención genérica, 
como la reducción del impuesto, hasta por las cantidades y porcentajes que 
corresponda según se trate de personas físicas o morales. Consecuentemente, 
la categorización de los ingresos que perciban las personas físicas y morales 
del multicitado régimen, no constituye un trato diferenciado en el otor­
gamiento de los beneficios fiscales relatados, debido a ese aspecto no cons­
tituye una condicionante para que éstos se otorguen en mayor o en menor 
medida, en virtud de que los incentivos se establecieron en montos genéricos 
aplicables a todas las personas físicas y morales, según corresponda; de ahí 
que el artículo 74 de la Ley del Impuesto sobre la Renta no viola el principio 
de equidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitu­
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos.

2a. XXXV/2017 (10a.)
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Amparo en revisión 923/2015. Agriexport, S.A. de C.V. 9 de noviembre de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

ALIMENTACIÓN. CONSTITUYE UN DERECHO HUMANO RECONO­
CIDO, POR REGLA GENERAL, EN FAVOR DE LAS PERSONAS FÍSICAS 
Y NO DE LAS MORALES. La titularidad de los derechos humanos tratándose 
de las personas morales, se hace depender de la naturaleza del derecho en 
cuestión y, en su caso, de la función, especialidad u objeto de la persona jurí­
dica de que se trate, motivo por el cual ello sólo podrá determinarse en cada 
caso concreto, ya que no es posible resolver en forma tajante sobre todos los 
derechos que también podrían expandirse a las personas morales. Con base 
en lo anterior, en principio, la alimentación constituye un derecho humano que, 
por su naturaleza, corresponde a las personas físicas, pues sólo ellas pueden 
disfrutarlo o ejercerlo materialmente, debido a que se encuentra vinculado 
con las propias características orgánicas y requerimientos de tipo fisiológico 
exclusivos de éstas. Consecuentemente, si las personas jurídicas no gozan de la 
titularidad de los derechos fundamentales que presupongan aspectos intrín­
secos o naturales a la persona humana, sólo las personas físicas podrán instar 
el juicio de amparo como una de las garantías a través de las cuales se bus­
que la efectiva tutela al derecho humano a la alimentación. Ahora bien, dicha 
regla general tiene su excepción en el supuesto de que, en el objeto social de 
una persona moral, se encuentre la realización de acciones para verificar y 
exigir el cumplimiento de las obligaciones estatales en materia del ejercicio 
(por las personas físicas titulares) del derecho a la alimentación adecuada y 
suficiente, así como que se acredite que dicha verificación y exigencia se 
realiza cotidianamente.

2a. XXXVI/2017 (10a.)

Amparo en revisión 894/2015. Aguilares, S. de P.R. de R.L. y otra. 5 de octubre de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; 
votó con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 670/2015. Bachoco, S.A. de C.V. 8 de febrero de 2017. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó con salvedad 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secre­
tario: Joel Isaac Rangel Agüeros.
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Amparo en revisión 914/2015. Granjas Ojai, S.A. de C.V. y otra. 8 de febrero de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

CONFIANZA LEGÍTIMA. CONSTITUYE UNA MANIFESTACIÓN DEL 
DERECHO A LA SEGURIDAD JURÍDICA, EN SU FACETA DE INTER­
DICCIÓN DE LA ARBITRARIEDAD. El derecho a la seguridad jurídica, 
reconocido en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, tutela la prerrogativa del gobernado a no encontrarse jamás 
en una situación de incertidumbre jurídica y, en consecuencia, en un estado 
de indefensión; su esencia versa sobre la premisa consistente en "saber a qué 
atenerse" respecto del contenido de las leyes y de la propia actuación de la 
autoridad. Sin embargo, no debe entenderse en el sentido de que el orden 
jurídico ha de señalar de manera especial y precisa un procedimiento para 
regular cada una de las relaciones que se entablen entre las autoridades y los 
particulares, sino que debe contener los elementos mínimos para hacer valer 
el correlativo derecho del gobernado y para que, sobre este aspecto, la auto­
ridad no incurra en arbitrariedades. De lo anterior, puede considerarse la con­
fianza legítima como una manifestación del derecho a la seguridad jurídica, 
en su faceta de interdicción o prohibición de la arbitrariedad o del exceso, en 
virtud de la cual, en el caso de que la actuación de los poderes públicos haya 
creado en una persona interesada confianza en la estabilidad de sus actos, 
éstos no pueden modificarse de forma imprevisible e intempestiva, salvo el 
supuesto en que así lo exija el interés público. Al respecto, cabe precisar que, 
atendiendo a las características de todo Estado democrático, la confianza legí­
tima adquiere diversos matices dependiendo de si se pretende invocar frente 
a actos administrativos o actos legislativos.

2a. XXXVII/2017 (10a.)

Amparo en revisión 894/2015. Aguilares, S. de P.R. de R.L. y otra. 5 de octubre de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; 
votó con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 670/2015. Bachoco, S.A. de C.V. 8 de febrero de 2017. Cinco votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó con 
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salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González 
Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 914/2015. Granjas Ojai, S.A. de C.V. y otra. 8 de febrero de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

CONFIANZA LEGÍTIMA. SU APLICACIÓN EN EL ORDEN JURÍDICO 
MEXICANO RESPECTO DE ACTOS ADMINISTRATIVOS. En sus oríge­
nes, esa figura se invocó, respecto de los actos de la administración, con el fin 
de tutelar meras expectativas de derecho, pues aun cuando no existiera una 
norma que regulara determinadas conductas o circunstancias (derecho obje­
tivo) la autoridad administrativa ya había emitido previamente un acto en el 
que reconocía a un particular la posibilidad de gozar de una prerrogativa o de 
realizar una conducta o, en su caso, la había tolerado o mantenido un silencio 
(respecto de una petición relacionada con ella) durante un tiempo prolongado, 
generando con ello la confianza en que la situación se mantendría. Por tanto, 
tratándose de actos de la administración, la confianza legítima debe enten­
derse como la tutela de las expectativas razonablemente creadas en favor del 
gobernado, con base en la esperanza que la propia autoridad le indujo a partir 
de sus acciones u omisiones, las cuales se mantuvieron de manera persistente 
en el tiempo, de forma que generen en el particular la estabilidad de cierta 
decisión, con base en la cual haya ajustado su conducta, pero que con motivo de 
un cambio súbito e imprevisible, esa expectativa se vea quebrantada. Sin 
embargo, un elemento indispensable que debe tomarse en consideración 
al estudiarse si se ha transgredido o no esa figura, es la ponderación efec­
tuada entre los intereses públicos o colectivos frente a los intereses particu­
lares, pues el acto de autoridad podrá modificarse ante una imperante necesidad 
del interés público. En ese orden de ideas, puede afirmarse que la confianza 
legítima encuentra íntima relación con el principio de irrevocabilidad unilate­
ral de los actos administrativos que contienen resoluciones favorables, el cual 
halla su confirmación legislativa en los artículos 2o., último párrafo y 13, frac­
ción III, ambos de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administra­
tivo, así como en el diverso 36 del Código Fiscal de la Federación, de los cuales 
se advierte que cuando la administración pública federal (incluidas las autori­
dades fiscales) pretenda la modificación o nulidad de una resolución favorable 
a un particular, deberá promover juicio contencioso ante el Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa.

2a. XXXVIII/2017 (10a.)
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Amparo en revisión 894/2015. Aguilares, S. de P.R. de R.L. y otra. 5 de octubre de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; 
votó con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 670/2015. Bachoco, S.A. de C.V. 8 de febrero de 2017. Cinco votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó con sal­
vedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González 
Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 914/2015. Granjas Ojai, S.A. de C.V. y otra. 8 de febrero de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

CONFIANZA LEGÍTIMA. SU APLICACIÓN EN EL ORDEN JURÍDICO 
MEXICANO RESPECTO DE ACTOS LEGISLATIVOS. La figura de mérito, 
en relación con el tipo de actos referidos, debe invocarse bajo la perspectiva 
de irretroactividad de las normas consagrada en el artículo 14 de la Constitu­
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque pretender tutelar meras 
expectativas de derecho contra los actos legislativos equivaldría a la congela­
ción del derecho, a su inmovilización total o parcial y el consecuente cierre 
definitivo a los cambios sociales, políticos o económicos, lo cual sería contra­
rio al Estado de derecho democrático y a la facultad que, en éste, tiene el 
legislador de ajustar la norma a las cambiantes necesidades de la sociedad y 
de la realidad. Además, específicamente en el ámbito tributario, su diseño por 
vía de leyes es facultad del Congreso de la Unión y, por ende, conlleva un mar­
gen amplio de libertad de configuración, de modo que no existe un derecho 
constitucionalmente tutelado para que el sistema tributario permanezca in­
modificable y estático, sino por el contrario resulta indispensable para el poder 
público adaptar la normativa fiscal al contexto económico, tanto nacional e 
internacional, así como a las necesidades públicas. Aunado a ello, la modifica­
ción de las normas tributarias tiene, por regla general, un fin de interés público 
que es preponderante al interés particular de cada contribuyente, pues con 
base en el principio de generalidad tributaria se tutela el interés del Estado en 
la percepción de ingresos, que es un interés público encaminado a atender 
necesidades sociales relevantes con amplio respaldo o tutela constitucional, 
así como la necesidad de basar la contribución de los ciudadanos para sos­
tener los gastos públicos en criterios de solidaridad. Por tanto, la confianza 
legítima no tiene el alcance de oponer al legislador meras expectativas de 
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derecho para cuestionar la regularidad constitucional de los actos en los que 
se determina el establecimiento, modificación o supresión de regulaciones en 
materia de contribuciones, debido a la imposibilidad del contribuyente de con­
tar con la esperanza de que una tasa, tarifa e incluso un régimen de tributa­
ción permanezcan inmodificables hacia el futuro.

2a. XXXIX/2017 (10a.)

Amparo en revisión 894/2015. Aguilares, S. de P.R. de R.L. y otra. 5 de octubre de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; 
votó con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 670/2015. Bachoco, S.A. de C.V. 8 de febrero de 2017. Cinco votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó con 
salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco Gonzá­
lez Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 914/2015. Granjas Ojai, S.A. de C.V. y otra. 8 de febrero de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RENTA. EL ARTÍCULO 129, ÚLTIMO PÁRRAFO, NUMERAL 1, DE LA 
LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO 
DE 2014, Y LA REGLA I.3.2.12 DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FIS­
CAL PARA 2014, PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDE­
RACIÓN EL 30 DE DICIEMBRE DE 2013, NO TRANSGREDEN LOS 
PRINCIPIOS DE EQUIDAD TRIBUTARIA Y RAZONABILIDAD LEGIS­
LATIVA. Las normas mencionadas, para acceder al beneficio fiscal con­
sistente en que la ganancia derivada de la enajenación de acciones o títulos valor 
en casas de bolsa se grave a través de un régimen cedular con tasa del 10%, 
establecen como requisito que dichos bienes sean de los considerados como 
colocados entre el gran público inversionista, bajo la especificación de que 
no tendrán tal carácter aquellas acciones o títulos adquiridos por quienes, al 
momento de su inscripción en el Registro Nacional de Valores, ya eran socios o 
accionistas de la emisora, con lo que no transgreden los principios de equidad 
tributaria y razonabilidad legislativa, debido a que: a) tiene un fin constitucio­
nalmente válido, pues el beneficio fiscal tiene por objetivo hacer accesible a 
las empresas los recursos necesarios para sus proyectos productivos a través 
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de la captación del ahorro interno, facilitar la movilidad de capitales entre 
sectores, así como promover la diversificación de la propiedad empresarial, 
buscando favorecer principalmente a pequeños y medianos ahorradores, 
para con ello promover el desarrollo económico y financiero del país, mientras 
que la condición o limitante tiene como intención evitar el empleo del incen­
tivo en fines diferentes a los buscados, como lo son la venta de acciones entre 
los mismos socios de las emisoras con el único objetivo de realizar una ope­
ración exenta o incluso la transmisión de la propiedad de sociedades a través 
de bolsas de valores para evitar con ello el pago del impuesto; b) constituye 
un medio apto y adecuado para conducir al objetivo que se pretende alcanzar, 
ya que permite inhibir que se lleven a cabo ventas de acciones en bolsa entre 
socios con el solo fin de acceder a un trato preferencial; c) no afecta de ma­
nera desproporcionada o desmedida bienes y derechos constitucionalmente 
protegidos, en virtud de que, en atención al principio de generalidad en materia 
tributaria, no existe un derecho constitucionalmente tutelado para que los 
gobernados puedan exigir el otorgamiento de beneficios fiscales o tratos pre­
ferenciales, en tanto que todos (los que cuenten con un nivel económico mí­
nimo) están obligados a contribuir al sostenimiento del gasto público; y d) el 
parámetro elegido para establecer la limitante es razonable, atendiendo a que 
con él efectivamente se evita que el beneficio fiscal se utilice para que resul­
ten exentas las ventas de valores entre socios de la propia empresa emisora.

2a. XL/2017 (10a.)

Amparo en revisión 261/2016. Sandra Cecilia Domene Berlanga. 30 de noviembre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos; mayoría de cuatro votos en 
relación con la regla I.3.2.12. de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2014. Disidente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secre­
tario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RENTA. LA REGLA I.3.2.12 DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FIS­
CAL PARA 2014, PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERA­
CIÓN EL 30 DE DICIEMBRE DE 2013, NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO 
DE LEGALIDAD TRIBUTARIA, EN SU VERTIENTE DE RESERVA DE 
LEY Y DE SUPREMACÍA NORMATIVA. El artículo 129 de la Ley del Im­
puesto sobre la Renta, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 11 de 
diciembre de 2013, establece como uno de los requisitos para la aplicabilidad del 
régimen cedular con tasa de 10% a los ingresos derivados de la enajenación 
de acciones o títulos en casa de bolsa, que éstos sean considerados como 
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colocados entre el gran público inversionista. Asimismo, el referido precepto 
legal contempla una cláusula habilitante en la que faculta al Servicio de Ad­
ministración Tributaria para emitir reglas de carácter general para facilitar el 
cálculo, pago y entero del impuesto. Por su parte, la disposición administra­
tiva indicada desarrolla el concepto de lo que debe entenderse por acciones 
o títulos colocados entre el gran público inversionista para efectos del pago 
del tributo, la cual especifica que no tendrán tal carácter las acciones o títu­
los adquiridos por quienes al momento de su inscripción en el Registro Nacio­
nal de Valores ya eran socios o accionistas de la emisora. Conforme a lo 
señalado, es válido sostener que la regla de mérito no transgrede el principio 
de legalidad tributaria en su vertiente de reserva de ley y de supremacía nor­
mativa, toda vez que no hace más que precisar un concepto que la norma 
legal prevé; lo cual, además, es conforme con la interpretación histórica y 
teleológica de esta última, de la que se advierte que la finalidad buscada por 
el legislador consistió en hacer accesibles a las empresas los recursos nece­
sarios para sus proyectos productivos a través de la captación del ahorro 
interno, facilitar la movilidad de capitales entre sectores, así como promover 
la diversificación de la propiedad empresarial en el país, en beneficio, princi­
palmente, de pequeños y medianos ahorradores, para con ello, promover el 
desarrollo económico y financiero. Sin embargo, tuvo que acotarse el benefi­
cio fiscal para evitar su empleo en fines diferentes a los buscados, como son 
la venta de acciones entre los mismos socios de las emisoras con el único 
objetivo de realizar una operación exenta o, incluso, la transmisión de la propie­
dad de sociedades a través de bolsas de valores para evitar con ello el pago 
del impuesto sobre la renta.

2a. XLI/2017 (10a.)

Amparo en revisión 261/2016. Sandra Cecilia Domene Berlanga. 30 de noviembre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; mayoría de cuatro votos en relación con la regla I.3.2.12. de la Resolución 
Miscelánea Fiscal para 2014. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

COMPETENCIA ECONÓMICA. EL ARTÍCULO 36 DE LA LEY FEDERAL 
RELATIVA, VIGENTE HASTA EL 6 DE JULIO DE 2014, NO VIOLA LOS 
PRINCIPIOS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA. El artículo re­
ferido, al prever que en la imposición de multas la Comisión Federal de Com­
petencia deberá considerar la gravedad de la infracción, el daño causado, los 
indicios de intencionalidad, la participación del infractor en los mercados, el 
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tamaño del mercado afectado, la duración de la práctica o concentración y 
la reincidencia o antecedentes del infractor, así como su capacidad económica, 
no viola los principios de legalidad y seguridad jurídica, aun cuando no aluda 
a la calidad de los sujetos o carácter del agente económico a sancionar, ya 
que su análisis integral con los diversos 3o. y 4o. de la Ley Federal de Compe­
tencia Económica demuestra que los sujetos obligados son todos los agentes 
económicos, sean personas físicas o morales, con o sin fines de lucro, depen­
dencias y entidades de la administración pública federal, estatal o municipal, 
asociaciones, cámaras empresariales, agrupaciones de profesionistas, fidei­
comisos, o cualquier otra forma de participación en la actividad económica, sin 
que sea necesario que la ley establezca el extremo relativo a las característi­
cas particulares del sujeto que presuntamente realice la conducta sancionada, 
o que deba tomarse en cuenta el rol social, labor o características particulares 
del agente económico, pues ello distorsionaría su objetivo, creando distincio­
nes con base en situaciones particulares.

2a. XLII/2017 (10a.)

Amparo en revisión 415/2015. Petróleos Mexicanos y otra. 25 de enero de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Guadalupe de la Paz Varela Domínguez.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de marzo de 2017 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PRUEBAS EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. INTERPRETA­
CIÓN DEL ARTÍCULO 75, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY RELATIVA. 
El primer párrafo del precepto indicado contiene una regla que brinda equi­
librio y seguridad a los sujetos involucrados en el acto de autoridad, al exigir 
que, en las sentencias que se dicten en los juicios de amparo, el acto se apre­
cie tal y como aparezca probado ante la responsable, por lo que no se admiti­
rán ni se tomarán en consideración pruebas que no se hubiesen rendido ante 
dicha autoridad. Por otra parte, su segundo párrafo prevé una excepción a 
esa regla general, pues permite que en el amparo indirecto el quejoso ofrezca 
pruebas cuando no hubiere tenido oportunidad de hacerlo ante la autoridad 
responsable, supuesto normativo que debe interpretarse en el sentido de que 
esa posibilidad procesal opera, como la frase lo anuncia, "cuando no hubiere 
tenido oportunidad de hacerlo ante la autoridad responsable", lo que podría 
ocurrir, por ejemplo, cuando se trate de una persona ajena al procedimiento de 
creación del acto reclamado, o cuando la ley que lo rija no establezca la posi­
bilidad de ofrecer y desahogar pruebas. En consecuencia, lo dispuesto en el 
segundo párrafo referido no sería aplicable si el gobernado fue parte en el pro­
cedimiento de formación del acto de autoridad, como podría ser un acto deri­
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vado de un procedimiento seguido en forma de juicio, en el que se entiende que 
las partes involucradas tienen la posibilidad procesal de probar a su favor.

2a. XLIII/2017 (10a.)

Amparo en revisión 415/2015. Petróleos Mexicanos y otra. 25 de enero de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Guadalupe de la Paz Varela Domínguez.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de marzo de 2017 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

ÁREAS ESTRATÉGICAS. SU CONCEPTO. La expresión indicada se agregó 
al texto constitucional mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Fede­
ración de 3 de febrero de 1983, por el que se reformaron y adicionaron, entre 
otros, los artículos 25, 26, 27 y 28 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en virtud de que se incorporó un capítulo económico que 
tuvo como objetivo fijar los fines de la rectoría del Estado mediante el fomento 
del crecimiento económico, estableciendo y ordenando de manera explícita 
sus atribuciones en esa materia, en aras del interés general; de ahí que se 
introdujeron distintos conceptos como el de "áreas estratégicas", entendidas 
como aquellas actividades económicas reservadas para uso exclusivo del 
Estado, a través de los organismos y empresas que requiera para su eficaz 
manejo, que ameritan esa categoría por razones de interés general necesario 
para el desarrollo económico del país, es decir, son aquellas funciones identi­
ficadas con la soberanía económica, los servicios a cargo exclusivo del Gobier­
no Federal y la explotación de bienes de dominio directo, que por su significado 
social y nacional se orientan por el interés general que sólo garantiza el ma­
nejo del Estado, tal como lo estableció el Poder Revisor de la Constitución.

2a. XLIV/2017 (10a.)

Amparo en revisión 415/2015. Petróleos Mexicanos y otra. 25 de enero de 2017. Cinco votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Guadalupe de la Paz Varela Domínguez.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de marzo de 2017 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

INDUSTRIA PETROLERA. LA REFORMA CONSTITUCIONAL EN 
MATERIA DE ENERGÍA, PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN DE 20 DE DICIEMBRE DE 2013, ABRIÓ LA COMPETEN­
CIA EN ESE SECTOR. Mediante el decreto publicado en la fecha indicada 
se reformó, entre otros, el artículo 28 de la Constitución Política de los Es­
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tados Unidos Mexicanos, cuyo párrafo cuarto establece que no constituirán 
monopolios las funciones que el Estado ejerza de manera exclusiva en las áreas 
estratégicas de exploración y extracción del petróleo y de los demás hidro­
carburos, en los términos de los párrafos sexto y séptimo del diverso 27 de la 
propia Constitución, de donde deriva que el resto de actividades que compren­
día previo a la reforma constitucional, dejaron de pertenecer a esa área estra­
tégica. Por ende, se está ante un nuevo modelo que reconoce la participación 
de terceros en la cadena de valor de los hidrocarburos, es decir, su participa­
ción en actos posteriores a la exploración y extracción de petróleo y de los 
demás hidrocarburos, para lo cual se cuenta actualmente con la normativa 
que tiene como objetivo crear las condiciones adecuadas para un mercado 
abierto y competitivo en el mercado de combustibles, su comercialización y 
lo que ésta conlleva.

2a. XLV/2017 (10a.)

Amparo en revisión 415/2015. Petróleos Mexicanos y otra. 25 de enero de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Guadalupe de la Paz Varela Domínguez.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de marzo de 2017 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

INDUSTRIA PETROLERA. LA REFORMA CONSTITUCIONAL EN 
MATERIA DE ENERGÍA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN DE 20 DE DICIEMBRE DE 2013, Y LOS ORDENAMIEN­
TOS DERIVADOS, PREVÉN MEDIDAS TENDIENTES A PROPICIAR 
EL DESARROLLO EFICIENTE Y COMPETITIVO DE LOS MERCADOS. 
Como consecuencia de la reforma constitucional indicada, la Ley de Hidro­
carburos y su Reglamento prevén un nuevo régimen en materia de petróleo 
en el que operó una apertura en el sector de los petrolíferos, estableciendo diver­
sas medidas tendientes a propiciar el desarrollo eficiente y competitivo de 
los mercados de ese sector, de ahí que los comercializadores podrán contra­
tar, por sí mismos o a través de terceros, los servicios de transporte, almace­
namiento, distribución y expendio al público que, en su caso, requieran para 
realizar sus actividades.

2a. XLVI/2017 (10a.)

Amparo en revisión 415/2015. Petróleos Mexicanos y otra. 25 de enero de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Guadalupe de la Paz Varela Domínguez.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de marzo de 2017 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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ARRESTO ADMINISTRATIVO COMO MEDIDA DE APREMIO. EL 
TRIBUNAL FEDERAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE NO PUEDE 
IMPONERLO PARA LOGRAR EL CUMPLIMIENTO DE SUS DETERMI­
NACIONES. De los artículos 147 y 150 de la Ley Federal de los Trabajadores 
al Servicio del Estado, así como de la jurisprudencia 2a./J. 133/2008 (*) de la 
Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación se sigue que, 
entre las medidas que el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje puede apli­
car para lograr la ejecución eficaz e inmediata de sus laudos, no se prevé el 
arresto administrativo como medida de apremio, ya que si bien cuenta con una 
amplia gama de instrumentos legales para lograrlo y no solamente la multa, 
ello no implica que pueda imponer un medio restrictivo de la libertad de las 
personas y que, además, fue excluido por el propio legislador en la regulación 
del juicio burocrático. Así, acorde con el principio de legalidad y con el artículo 
17, párrafo sexto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
las leyes son las que establecerán los medios para lograr la plena ejecución 
de las resoluciones, por lo que las medidas de apremio a las que puede acu­
dir el Tribunal aludido deben estar contenidas en una ley en sentido formal y 
material; máxime que su imposición implica la afectación de otros derechos 
fundamentales del contumaz, entre ellos, su libertad personal. Aunado a lo an­
terior, la propia Segunda Sala en la jurisprudencia 2a./J. 43/2003 (**), dispuso 
que el artículo 731 de la Ley Federal del Trabajo no es de aplicación supletoria 
a la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado respecto de la apli­
cación de las medidas de apremio que señala, entre las cuales se encuentra 
el arresto administrativo.

2a. XLVII/2017 (10a.)

Amparo en revisión 679/2016. Miguel Ángel Mancera Espinosa. 7 de diciembre de 2016. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 

Nota: (*) La tesis de jurisprudencia 2a./J. 133/2008 citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVIII, septiembre de 2008, página 
227, con el rubro: "LAUDOS. ADEMÁS DE LA IMPOSICIÓN DE LA MULTA A QUE SE REFIERE EL 
ARTÍCULO 148 DE LA LEY FEDERAL DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO, 
EL TRIBUNAL FEDERAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE CUENTA CON UNA AMPLIA GAMA DE 
INSTRUMENTOS LEGALES PARA LOGRAR SU EJECUCIÓN."
(**) La tesis de jurisprudencia 2a./J. 43/2003 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVII, junio de 2003, página 206, con el rubro: 
"MEDIOS DE APREMIO. EL ARTÍCULO 731 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, NO ES DE APLI­
CACIÓN SUPLETORIA PARA QUE EL TRIBUNAL FEDERAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE 
HAGA CUMPLIR SUS DETERMINACIONES, AL EXISTIR EN LA LEY FEDERAL DE LOS TRABAJA­
DORES AL SERVICIO DEL ESTADO DISPOSICIÓN EXPRESA EN ESE SENTIDO."
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Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Ausente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretario: Héctor Orduña Sosa.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de marzo de 2017 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

CONSEJO DE SALUBRIDAD GENERAL. TIENE ATRIBUCIONES PARA 
DICTAR LOS ACUERDOS QUE CONTENGAN MEDIDAS RELACIO­
NADAS CON LA VENTA Y PRODUCCIÓN DEL ALCOHOL ETÍLICO Y 
EL METANOL. El Consejo de Salubridad General, como autoridad sanitaria 
–y dependiente del Presidente de la República– conforme a los artículos 73, 
fracción XVI, bases 1a. y 4a., de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y 17, fracción I, de la Ley General de Salud, tiene atribuciones no sólo 
para expedir disposiciones generales con fuerza vinculatoria en el país que ten­
gan relación con campañas contra el alcoholismo sino que inclusive, por virtud 
de la cláusula habilitante contenida en el precepto legal referido, tiene com­
petencia para dictar medidas relacionadas contra el alcoholismo, así como 
con la venta y producción de sustancias tóxicas, entre las que se encuentran el 
alcohol etílico sin desnaturalizar y el metanol (alcohol metílico), pues el propio 
legislador federal lo habilitó para que proveyera –en el ámbito de su competen­
cia– las previsiones necesarias para la ejecución de la Ley General de Salud 
en materia de salubridad y así ejercer un control sobre la elaboración y venta 
de bebidas alcohólicas adulteradas, lo cual implica, además, que no se trata de 
aspectos reservados exclusivamente al Congreso de la Unión.

2a. XLVIII/2017 (10a.)

Amparo en revisión 502/2016. Alcoholera de Zapopan, S.A. de C.V. 15 de febrero de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Oscar Vázquez Moreno.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de marzo de 2017 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. EL ARTÍCULO 61, FRAC­
CIÓN IX, DE LA LEY DE AMPARO, QUE PREVÉ LA CAUSAL RELATIVA, 
NO VIOLA EL DERECHO HUMANO A UN RECURSO EFICAZ. El artículo 
citado, al señalar que el juicio de amparo es improcedente contra resolucio­
nes dictadas en los juicios de amparo o en su ejecución, no viola ese derecho 
humano reconocido en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos ni el 8, numeral 1 y 25, numeral 1, de la Convención Ame­
ricana sobre Derechos Humanos, porque en las resoluciones que indefecti­
blemente deben emitir las autoridades responsables, en las cuales el órgano 
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jurisdiccional del Poder Judicial de la Federación les constriñe a realizar deter­
minadas y precisas acciones, es decir, aquellas en las que les da lineamientos 
para cumplir con el fallo protector, no tienen libertad de decisión; de ahí que 
emitir la nueva resolución conforme a los efectos precisados por el órgano 
jurisdiccional federal, en cumplimiento de una ejecutoria de amparo o en eje­
cución de ésta, provoca que el nuevo amparo intentado resulte improcedente, 
porque deriva de una decisión definitiva que ya fue materia de análisis en un 
juicio anterior. Admitir un nuevo amparo afectaría el principio jurídico de 
cosa juzgada y generaría inseguridad jurídica, sin que lo anterior transgreda el 
derecho a contar con un recurso eficaz, ya que no tiene como propósito limitar 
la posibilidad de ejercer un derecho fundamental, sino el de establecer un caso 
de inadmisibilidad del juicio de amparo, atendiendo a razones de seguri­
dad jurídica, pues la autorización de combatir las consideraciones de la autoridad 
responsable que no emite en ejercicio de su libre arbitrio judicial sino del 
propio Tribunal Colegiado de Circuito que conoció previamente del juicio 
de amparo que se cumplimenta, resultaría en una cadena interminable de 
juicios de amparo.

2a. XLIX/2017 (10a.)

Amparo directo en revisión 4983/2016. Hugo Erick Reyes Campuzano y otros. 1 de febrero 
de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Guadalupe Margarita 
Ortiz Blanco.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de marzo de 2017 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN. EL ARTÍCULO 191 DE 
LA LEY FEDERAL RELATIVA, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE IRRETRO­
ACTIVIDAD DE LA LEY. Este precepto legal al señalar, en sus diversas frac­
ciones, derechos a favor de los usuarios del servicio de telefonía móvil que en 
su calidad de consumidores deben tener, como son: contratar y conocer las 
condiciones comerciales establecidas en los modelos de contrato de adhesión 
registrados ante la Procuraduría Federal del Consumidor; fijar penas razona­
bles en caso de cancelación anticipada del contrato por parte del consumi­
dor, entre otros, no vulnera, en perjuicio, el principio de irretroactividad de la 
ley tutelado en el artículo 14, párrafo primero, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, porque el título de concesión otorgado por el Es­
tado a los particulares para prestar dicho servicio, contiene cláusulas regula­
torias que versan sobre aspectos esenciales para la prestación y el desarrollo 
del servicio público concesionado; condiciones a las cuales están obligados 
y que son susceptibles de modificación a través de las normas legales que al 



304 SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

efecto expida el Poder Legislativo o la autoridad, porque el Estado mantiene 
en todo momento el dominio directo del bien público concesionado. De ahí 
que, aun cuando la concesión se haya otorgado con anterioridad a la vigencia 
de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, con la entrada en 
vigor de esta última, el régimen legal puede tener modificaciones, pues el 
desarrollo del servicio público concesionado está sujeto a toda la legislación 
aplicable en la materia que al respecto se emita para beneficio de la socie­
dad, por así prevenirlo expresamente el título de concesión en sus cláusulas, 
las cuales no representan derechos adquiridos, al relacionarse con el aspecto 
regulatorio del desarrollo del bien público sobre el que no se tienen derechos, 
sino sólo la obligación de prestar el servicio al amparo de la concesión otor­
gada para satisfacer una necesidad pública, ya que las cláusulas regulatorias 
no pueden crear derechos adquiridos.

2a. L/2017 (10a.)

Amparo en revisión 1371/2015. Grupo de Telecomunicaciones Mexicanas, S.A. de C.V. 
y otra. 9 de noviembre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: 
Ma. de la Luz Pineda Pineda.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de marzo de 2017 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

COMPENSACIÓN A VÍCTIMAS DE VIOLACIÓN A LOS DERECHOS 
HUMANOS. LA COMPENSACIÓN Y LA FUNCIÓN INDEMNIZATORIA 
DE LA COMISIÓN EJECUTIVA DE ATENCIÓN A VÍCTIMAS, DEBE EN­
TENDERSE EN TÉRMINOS DE COMPLEMENTARIEDAD. De la interpre­
tación del artículo 132 de la Ley General de Víctimas y del lineamiento 40 de 
los Lineamientos para el funcionamiento del Fondo de Ayuda, Asistencia y 
Reparación Integral, publicados en el Diario Oficial de la Federación el 15 de 
enero de 2015, se advierte que, en caso de que a la víctima se le haya cubierto 
parte de la reparación integral a través de otros mecanismos se entregará, de 
manera complementaria, el monto no enterado a través de esas vías. En ese 
sentido, lo que el ordenamiento legal citado proscribe no es la complementa­
riedad, sino la duplicidad de la compensación; por ende, con independencia de 
que la víctima haya obtenido cierto pago por concepto de reparación median­
te algún medio o instrumento diverso al contemplado en la ley mencionada, 
tal situación, por sí sola, no puede tener el alcance de privarle del derecho de 
acceder al fondo tutelado en dicho ordenamiento legal, mediante la fijación 
de la compensación que la comisión realice, si esa medida no resulta sufi­
ciente para reparar la totalidad de los daños derivados de la violación a sus 
derechos humanos. Máxime que el artículo 149 de la ley referida precisa que 
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procederá el acceso a los recursos del fondo en materia de reparación, cuando 
la medida reparatoria en otros mecanismos "no haya alcanzado el pago total 
de los daños que se le causaron", o bien, "no haya recibido la reparación inte­
gral del daño por cualquier otra vía", lo que denota que tanto las reparaciones 
individuales, administrativas o judiciales, como las colectivas obtenidas en 
otras vías, se entienden en términos de complementariedad, a fin de alcanzar 
la integralidad que busca la reparación.

2a. LI/2017 (10a.)

Amparo en revisión 943/2016. Francisco Javier Machorro Santana. 1 de febrero de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó contra consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Amparo en revisión 1013/2016. J. Guadalupe de la Cruz Benítez. Recurrente: Directora 
General de Asuntos Jurídicos de la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas. 15 de 
febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; votó contra consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos 
y reservó criterio José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia 2a./J. 111/2017 (10a.), publicada en 
la página 210 de este Informe, en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
11 de agosto de 2017 a las 10:19 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 45, Tomo II, agosto de 2017, página 746, de título 
y subtítulo: "COMPENSACIÓN A VÍCTIMAS DE VIOLACIÓN A LOS DERECHOS 
HUMANOS. LA COMPENSACIÓN Y LA FUNCIÓN INDEMNIZATORIA DE LA COMI­
SIÓN EJECUTIVA DE ATENCIÓN A VÍCTIMAS, DEBE ENTENDERSE EN TÉRMINOS 
DE COMPLEMENTARIEDAD."

Esta tesis se publicó el viernes 7 de abril de 2017 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

COMPENSACIÓN A VÍCTIMAS DE VIOLACIÓN A LOS DERECHOS 
HUMANOS. LA MANIFESTACIÓN DE CONFORMIDAD DE LA VÍCTI­
MA AL OBTENER EL MONTO DE UNA REPARACIÓN A TRAVÉS DE 
OTROS MECANISMOS, NO IMPIDE EL ACCESO AL FONDO DE AYU­
DA, ASISTENCIA Y REPARACIÓN INTEGRAL PREVISTO EN LA LEY 
GENERAL DE VÍCTIMAS. Del análisis del ordenamiento legal citado, se 
advierte que la víctima tiene expedito su derecho para solicitar la aplicación de 
los recursos contenidos en el Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación In­
tegral, en todos aquellos casos en que "no haya recibido la reparación inte­
gral del daño por cualquier otra vía"; en ese sentido, el hecho de que "se haya 
dado por satisfecho" del monto de reparación que se le haya asignado en otras 
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vías, no impide que pueda acceder al fondo referido para obtener una repara­
ción integral. Lo anterior es así, ya que el derecho de las víctimas a ser reparadas 
de manera íntegra por las violaciones cometidas a sus derechos humanos no 
puede tener el carácter de renunciable, ni verse restringido por las necesida­
des económicas o presiones que puedan recaerles, toda vez que la reparación 
integral del daño es un derecho fundamental que tiene toda persona a que 
sea restablecida su dignidad intrínseca la cual, por su propia naturaleza, no 
resulta conmensurable y, por ende, negociable. En efecto, el restablecimiento de 
la dignidad de la víctima es el objetivo último de la reparación, reconocido 
por el artículo 5 de la Ley General de Víctimas que prevé que, en virtud de la 
dignidad humana de la víctima, todas las autoridades del Estado están obli­
gadas en todo momento a respetar su autonomía, a considerarla y tratarla 
como fin de su actuación, así como garantizar que no se vea disminuido el 
mínimo existencial al que la víctima tiene derecho, ni sea afectado el núcleo 
esencial de sus derechos.

2a. LII/2017 (10a.)

Amparo en revisión 943/2016. Francisco Javier Machorro Santana. 1 de febrero de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó contra consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Amparo en revisión 1013/2016. J. Guadalupe de la Cruz Benítez. Recurrente: Directora 
General de Asuntos Jurídicos de la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas. 15 de 
febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; votó contra consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos 
y reservó criterio José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia 2a./J. 112/2017 (10a.), publicada en la 
página 212 de este Informe, en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 11 
de agosto de 2017 a las 10:19 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Fede­
ración, Décima Época, Libro 45, Tomo II, agosto de 2017, página 748, de título y sub­
título: "COMPENSACIÓN A VÍCTIMAS DE VIOLACIÓN A LOS DERECHOS HUMANOS. 
LA MANIFESTACIÓN DE CONFORMIDAD DE LA VÍCTIMA AL OBTENER EL MONTO 
DE UNA REPARACIÓN A TRAVÉS DE OTROS MECANISMOS, NO IMPIDE EL ACCESO 
AL FONDO DE AYUDA, ASISTENCIA Y REPARACIÓN INTEGRAL PREVISTO EN LA 
LEY GENERAL DE VÍCTIMAS."

Esta tesis se publicó el viernes 7 de abril de 2017 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

VIOLACIONES GRAVES DE DERECHOS FUNDAMENTALES. POR RE­
GLA GENERAL EL PRINCIPIO DE MÁXIMA PUBLICIDAD DE LAS IN­
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VESTIGACIONES RELACIONADAS CON AQUÉLLAS, ABARCA EL 
NOMBRE DE LAS VÍCTIMAS. Del artículo 14, párrafo último, de la Ley Fe­
deral de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, 
vigente hasta el 9 de mayo de 2016, se advierte que, por regla general, no podrá 
invocarse el carácter de información reservada cuando se trate de la inves­
tigación de violaciones graves de derechos fundamentales o delitos contra la 
humanidad, sin hacer distinciones o excepciones respecto al nombre de 
las víctimas, sino que presenta una directriz clara e indubitable del acceso a la 
publicidad de esa información, ante la entidad de las violaciones o delitos 
implicados que generan un interés de la sociedad para conocer la conducta 
estatal respecto a la debida investigación de tales actos, protegiendo en cual­
quier caso el honor de las víctimas. En ese sentido, la función social derivada 
de la publicidad de los nombres de las víctimas en esos casos radica en des­
pertar la conciencia, tanto de la autoridad como de las personas en general, 
sobre la necesidad de evitar la repetición de hechos lesivos como los ocurri­
dos en esos casos y conservar viva la memoria de la víctima; así, trasladar 
una mera cifra estadística o número de expediente por un "nombre o rostro" 
implica adquirir verdadera conciencia del problema en cuestión y dignifica al 
ser humano, dando un lugar decoroso a la memoria de quienes fueron lesio­
nados por conductas especialmente gravosas y permite que la sociedad 
interpele ante el Estado para conocer la verdad de los hechos acontecidos, y 
vigile que las autoridades cumplan su deber de investigar, juzgar y, en su caso, 
sancionar y reparar las violaciones graves de derechos fundamentales.

2a. LIII/2017 (10a.)

Amparo en revisión 911/2016. Mariana Mas Minetti. 1 de febrero de 2017. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Disidente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel 
Muñoz Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de abril de 2017 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DESAPARICIÓN FORZADA. CONSTITUYE UNA "VIOLACIÓN GRA­
VE DE DERECHOS FUNDAMENTALES" PARA EFECTOS DE LA EXCEP­
CIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 14, PÁRRAFO ÚLTIMO, DE LA LEY 
FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN 
PÚBLICA GUBERNAMENTAL, VIGENTE HASTA EL 9 DE MAYO DE 2016. 
Conforme al artículo citado, no puede invocarse el carácter de información 
reservada cuando se trate de la investigación de violaciones graves de dere­
chos fundamentales o delitos contra la humanidad. En ese sentido, al resolver 
el caso Radilla Pacheco vs. México, la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
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sostuvo que la desaparición forzada de personas constituye una violación 
múltiple de varios derechos humanos que coloca a la víctima en un estado de 
completa indefensión, acarreando otras vulneraciones conexas, como son los 
derechos a la vida, a la integridad personal, a la libertad y al reconocimiento 
a la personalidad jurídica. De ahí que, tratándose de investigaciones relativas a 
la desaparición forzada de personas, resulta aplicable el principio de máxima 
publicidad y no así los de reserva o confidencialidad, en tanto que existe un 
interés preponderante de la sociedad, en su conjunto, de conocer la verdad 
de lo sucedido, pues sólo así podrá informarse acerca de las acciones empren­
didas por el Estado para cumplimentar con su deber de investigar, juzgar y, en su 
caso, sancionar y reparar las violaciones graves de derechos fundamentales.

2a. LIV/2017 (10a.)

Amparo en revisión 911/2016. Mariana Mas Minetti. 1 de febrero de 2017. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Disidente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de abril de 2017 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

VIOLACIONES GRAVES DE DERECHOS FUNDAMENTALES Y DELITOS 
CONTRA LA HUMANIDAD. LAS INVESTIGACIONES RELATIVAS NO 
PUEDEN CLASIFICARSE COMO CONFIDENCIALES CONFORME A LA 
LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN 
PÚBLICA GUBERNAMENTAL, VIGENTE HASTA EL 9 DE MAYO DE 
2016. Conforme al artículo 14, párrafo último, del ordenamiento citado, no 
puede invocarse el carácter de información reservada cuando se trate de la 
investigación de violaciones graves de derechos fundamentales o delitos contra 
la humanidad. En ese sentido, si bien las averiguaciones previas se mantie­
nen reservadas en atención a que la difusión de la información que contienen 
podría afectar gravemente la persecución de delitos y la privacidad de las 
víctimas, y con ello, al sistema de impartición de justicia, lo cierto es que la ley 
mencionada previó como excepción los casos en los cuales el delito perse­
guido es de tal gravedad que el interés público en mantener la averiguación 
previa en reserva se ve superado por el interés de la sociedad de conocer las 
diligencias llevadas a cabo para la oportuna investigación, detención, juicio y 
sanción de los responsables. Máxime que estos supuestos no sólo afectan a las 
víctimas u ofendidos en forma directa por los hechos antijurídicos, sino que 
ofenden a toda la sociedad, precisamente por su gravedad y por las repercu­
siones que implican; de ahí que la publicidad de esa información se presenta 
como una parte integrante del derecho a la verdad, el cual no sólo se vincula con 
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los familiares de las víctimas, sino con toda persona, ya que aquéllos y la socie­
dad deben ser informados de lo sucedido.

2a. LV/2017 (10a.)

Amparo en revisión 911/2016. Mariana Mas Minetti. 1 de febrero de 2017. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Disidente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de abril de 2017 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

INDEMNIZACIÓN POR CONCEPTO DE EXPROPIACIÓN. SÓLO CO­
RRESPONDE AL PROPIETARIO DEL BIEN INMUEBLE. El derecho a la 
propiedad privada reconocido por los artículos 14, 16 y 27 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos puede ser afectado para atender a 
una función social en aras del interés colectivo, empero, el propio parámetro de 
regularidad constitucional contiene prescripciones que permiten que el "pro­
pietario" cuente con garantías necesarias para que no disminuya su patrimonio 
de manera arbitraria, como lo es que en los casos de expropiación por causa de 
utilidad pública se le otorgue una justa indemnización. En ese sentido, el diseño 
constitucional se dirige a compensar a quien cuenta con el título de propie­
dad del bien respectivo, en la inteligencia de que es a quien efectivamente se 
le priva del bien inmueble que forma parte de su patrimonio, generándose con 
ello la correlativa afectación a su derecho fundamental a la propiedad privada, 
no así a quien únicamente cuenta con la posesión, pues en todo caso, éste 
sólo tiene una expectativa jurídica de obtener el derecho de dominio sobre ese 
bien, previo cumplimiento de los requisitos legales –mediante la figura de la 
prescripción adquisitiva– y, por ende, es inconcuso que no habiendo obtenido 
aún la propiedad –ni pasado ésta a su patrimonio–, no habría lugar a que se le 
otorgaran las prerrogativas inherentes que acompañan a tal título, como lo es 
que el Estado Mexicano le otorgue una justa indemnización en caso de expro­
piación. En suma, tratándose de la indemnización con motivo de una expropia­
ción, no es dable equiparar la figura de la posesión con la diversa de propiedad.

2a. LVI/2017 (10a.)

Amparo directo en revisión 5836/2016. Soledad Paulina Herrera Buendía. 22 de febrero 
de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; votó contra consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de abril de 2017 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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EDUCACIÓN MEDIA SUPERIOR GRATUITA. EL ARTÍCULO 34 DEL 
REGLAMENTO GENERAL SOBRE LOS PROCEDIMIENTOS DE ADMI­
SIÓN Y PERMANENCIA DE LOS ESTUDIANTES DE LA UNIVERSIDAD 
AUTÓNOMA DE NUEVO LEÓN, NO VIOLA EL DERECHO HUMANO A 
LA EDUCACIÓN. Con la reforma al artículo 3o. de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, cuyo decreto fue publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 9 de febrero de 2012, el Constituyente incorporó la 
educación media superior como parte del sistema educativo obligatorio a cargo 
del Estado, de manera que éste asumiera la responsabilidad de impartirla 
gratuitamente. En ese sentido, el artículo segundo transitorio del decreto alu­
dido establece que la obligatoriedad del Estado de garantizar la educación 
media superior, como su deber de ofrecer un lugar para cursarla a quien 
teniendo la edad típica hubiera concluido la educación básica, se realizará de 
manera gradual y creciente a partir del ciclo escolar 2012-2013 y hasta lograr 
la cobertura total en sus diversas modalidades en el país a más tardar en el 
ciclo escolar 2021-2022. Ahora bien, la Universidad Autónoma de Nuevo León, 
al impartir no sólo educación a nivel superior, sino también media superior, 
está obligada a ajustar su presupuesto a fin de que, en su momento, cuente 
con la infraestructura a través de la cual pueda llevar a cabo la encomienda 
que prevé el artículo constitucional referido, de otorgar educación media su­
perior de manera gratuita. En tal virtud, el artículo 34 del Reglamento General 
sobre los Procedimientos de Admisión y Permanencia de los Estudiantes de la 
Universidad Autónoma de Nuevo León, al disponer que para inscribirse como 
estudiante de reingreso, deberá realizar los pagos que para tal efecto señalen 
la tesorería y la escuela o facultad, no viola el derecho humano a la educa­
ción, pues su contenido se encuentra sujeto al periodo transitorio cuyo 
vencimiento ocurrirá en el ciclo escolar 2021-2022.

2a. LVII/2017 (10a.)

Amparo en revisión 539/2016. Eredy Lizbeth de la Garza Arzate. 15 de marzo de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de abril de 2017 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

COMPETENCIA PARA CONOCER DEL RECURSO DE QUEJA CONTRA 
EL AUTO DE DESECHAMIENTO POR ESTIMAR QUE LA DEMANDADA 
NO ES AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO. 
CORRESPONDE AL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATE­
RIA ADMINISTRATIVA. Por regla general los conflictos competenciales 
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por razón de la materia se resuelven en atención a la naturaleza de los actos 
reclamados y de las autoridades responsables; sin embargo, surge una 
excepción cuando el problema de fondo del recurso de queja que los Tribu­
nales Colegiados de Circuito contendientes se niegan a conocer, consiste en 
revisar si es correcto el pronunciamiento que decreta la improcedencia del 
juicio de amparo, porque para el a quo no se está en el caso de actos de au­
toridad, pues en ese caso no es factible analizar la naturaleza de los actos 
reclamados y de las autoridades responsables, porque ello ocasionaría que 
la resolución del conflicto competencial prejuzgue el fondo del recurso. Por 
tanto, en esos casos, la competencia debe fincarse en favor del Tribunal Cole­
giado de Circuito especializado en materia administrativa por tener compe­
tencia residual para conocer del recurso, lo que a su vez respeta la litis del 
conflicto competencial atinente a resolver cuestiones de competencia y no 
de procedencia del juicio de amparo.

2a. LVIII/2017 (10a.)

Conflicto competencial 155/2016. Suscitado entre el Segundo Tribunal Colegiado en Ma­
teria Administrativa y el Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo, ambos del Décimo 
Segundo Circuito. 11 de enero de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek y Margarita Beatriz Luna Ramos. Disidentes: José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de abril de 2017 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO AUXILIARES. NO PUE­
DEN DECLARARSE INCOMPETENTES POR RAZÓN DE LA MATERIA 
[ABANDONO DE LA TESIS 2a. XI/2012 (10a.) (*)]. Los Tribunales Colegiados 
de Circuito Auxiliares cuentan con competencia mixta para resolver los asun­
tos que les sean remitidos en cualquier materia y así lograr el objetivo de su 
creación, consistente en beneficiar al justiciable mediante la impartición de 
justicia pronta y expedita, conforme al artículo 17 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos y, a la vez, abatir el rezago en los órganos 
jurisdiccionales del Poder Judicial de la Federación. En ese sentido, cuando a 
un Tribunal Colegiado de Circuito Auxiliar se le remite un caso para resolverlo, 

(*) La tesis aislada 2a. XI/2012 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro VI, Tomo 1, marzo de 2012, página 774, con el rubro: 
"ÓRGANOS JURISDICCIONALES AUXILIARES. ESTÁN FACULTADOS PARA ANALIZAR LA COM­
PETENCIA POR MATERIA CUANDO EL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL DISPONGA 
QUE ADOPTAN LA COMPETENCIA DEL AUXILIADO."
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es evidente que es competente para hacerlo, con independencia de si estima 
que el órgano jurisdiccional del que proviene es competente por materia o 
no, pues a diferencia de éste, el auxiliar no tiene limitada su competencia por 
materia, por lo que no puede declararse incompetente por esa razón.

2a. LIX/2017 (10a.)

Conflicto competencial 211/2016. Suscitado entre el Octavo Tribunal Colegiado de Circui­
to del Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en Naucalpan de Juárez, 
Estado de México y el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Segundo 
Circuito. 8 de marzo de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo 
Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretario: Ron Snipeliski Nischli.

Conflicto competencial 193/2016. Suscitado entre el Tercer Tribunal Colegiado en Mate­
ria Administrativa del Tercer Circuito y el entonces Cuarto Tribunal Colegiado de Cir­
cuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región, con residencia en Guadalajara, Jalisco. 
5 de abril de 2017. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ausente: José 
Fernando Franco González Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Fabián 
Gutiérrez Sánchez.

Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia 2a./J. 107/2017 (10a.), publicada en la 
página 207 de este Informe, en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 11 de 
agosto de 2017 a las 10:19 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 45, Tomo II, agosto de 2017, página 869, de título y subtítulo: 
"TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO AUXILIARES. NO PUEDEN DECLA­
RARSE INCOMPETENTES POR RAZÓN DE LA MATERIA [ABANDONO DE LA TESIS 
2a. XI/2012 (10a.) (*)]."

Nota: La presente tesis abandona el criterio sostenido por la propia Sala en la diversa 
2a. XI/2012 (10a.), de título y subtítulo: "ÓRGANOS JURISDICCIONALES AUXILIARES. 
ESTÁN FACULTADOS PARA ANALIZAR LA COMPETENCIA POR MATERIA CUANDO 
EL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL DISPONGA QUE ADOPTAN LA COM­
PETENCIA DEL AUXILIADO.", que aparece publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro VI, Tomo 1, marzo de 2012, página 774.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

CERTIFICADOS EMITIDOS POR EL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN 
TRIBUTARIA. EL ARTÍCULO 17-H, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO FISCAL 
DE LA FEDERACIÓN, AL ESTABLECER QUE QUEDARÁN SIN EFEC­
TOS CUANDO LO ORDENE UNA RESOLUCIÓN JUDICIAL O ADMINIS­
TRATIVA, NO VULNERA EL DERECHO A LA LIBERTAD DE TRABAJO. 
El citado precepto, al prever que los certificados emitidos por el Servicio de 
Administración Tributaria quedarán sin efectos cuando lo ordene una resolu­
ción judicial o administrativa, no vulnera el derecho a la libertad de trabajo 
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reconocido por el artículo 5o. de la Constitución Política de los Estados Uni­
dos Mexicanos, porque dicha determinación no constituye un acto arbitrario, 
sino que implica el cumplimiento a una orden judicial o administrativa, motivo 
por el cual, se actualiza la excepción constitucional que autoriza limitar, 
mediante resolución gubernativa, la libertad de trabajo.

2a. LX/2017 (10a.)

Amparo en revisión 966/2016. Grupo Comercializador Bonanza, S.A. de C.V. 8 de marzo 
de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. 
Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: 
N. Montserrat Torres Contreras.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

CERTIFICADOS EMITIDOS POR EL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN 
TRIBUTARIA. EL ARTÍCULO 17-H, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO FISCAL 
DE LA FEDERACIÓN, AL ESTABLECER QUE QUEDARÁN SIN EFEC­
TOS CUANDO LO ORDENE UNA RESOLUCIÓN JUDICIAL O ADMINIS­
TRATIVA, NO SE RIGE POR EL DERECHO DE AUDIENCIA PREVIA. 
El citado precepto, al prever que los certificados emitidos por el Servicio de 
Administración Tributaria quedarán sin efectos cuando lo ordene una resolu­
ción judicial o administrativa, no se rige por el derecho de audiencia previa re­
conocido por el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, pues no suprime en forma arbitraria el derecho de los goberna­
dos a contar con el certificado de sellos o firmas digitales, siendo que la de­
terminación de dejarlos sin efectos es un acto de molestia que está sujeto al 
cumplimiento de los requisitos previstos en el artículo 16 constitucional, ade­
más de ser la consecuencia lógica y necesaria de la orden dictada en una 
resolución emitida en un procedimiento judicial o administrativo en el que, 
en todo caso, debe respetarse el derecho de defensa.

2a. LXI/2017 (10a.)

Amparo en revisión 966/2016. Grupo Comercializador Bonanza, S.A. de C.V. 8 de marzo 
de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. 
Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: 
N. Montserrat Torres Contreras.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DECLARACIONES INFORMATIVAS DE PARTES RELACIONADAS. 
ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO CONTRA 
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LAS DISPOSICIONES QUE PREVÉN CONSECUENCIAS JURÍDICAS 
POR EL INCUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN DE PRESENTAR­
LAS, EN TANTO NO INTEGRAN UN SISTEMA NORMATIVO CON EL 
ARTÍCULO 76-A DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA, VI­
GENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2016. En el juicio de amparo pueden 
reclamarse normas que guarden una estrecha relación entre sí, aun cuando 
el quejoso sólo demuestre el acto de aplicación de una de ellas o se ubique 
en el supuesto jurídico de una sola, siempre que en su conjunto formen una 
verdadera unidad normativa. Ahora bien, el artículo 76-A de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta, adicionado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de 
la Federación el 18 de noviembre de 2015, constriñe a los sujetos obligados a 
presentar las declaraciones aludidas (maestra, local y país por país); por su 
parte, los diversos artículos 32-D, fracción IV, 81, fracción XL y 82, fracción 
XXXVII, del Código Fiscal de la Federación, 59, fracción IV, de la Ley Aduanera, 
así como las reglas 2.1.30 de la Resolución Miscelánea Fiscal y 1.3.3 de las 
Reglas Generales de Comercio Exterior, ambas para 2016, publicadas en el 
indicado medio de difusión oficial el 23 de diciembre de 2015 y el 27 de enero 
de 2016, respectivamente, únicamente prevén –en términos generales– las con­
secuencias jurídicas que se producen por el incumplimiento de obligaciones 
fiscales, particularmente, las que atañen a la entrega de la información respec­
tiva a través de las citadas declaraciones. De lo anterior deriva que el referido 
artículo 76-A, al establecer una obligación formal independiente que no tiene 
como consecuencia inmediata o inminente la actualización de los supuestos con­
tenidos en las demás disposiciones mencionadas, no integra junto con éstas 
un sistema normativo, pues no existe entre uno y otras una relación directa o 
indisociable. En esas condiciones, respecto de las normas aludidas, con excep­
ción del citado artículo 76-A, se actualiza la causa de improcedencia prevista 
en el artículo 61, fracción XII, de la Ley de Amparo, en razón de que, al no 
conformar una verdadera unidad junto con aquél, el quejoso carece de interés 
jurídico para reclamarlas como si se tratara de un sistema normativo, máxime 
si no demuestra la existencia de un acto concreto de aplicación de dichas 
normas en su perjuicio.

2a. LXII/2017 (10a.)

Amparo en revisión 782/2016. Contecon Manzanillo, S.A. de C.V. 15 de marzo de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel 
Agüeros.

Amparo en revisión 927/2016. Controladora Bunge, S.A. de C.V. y otras. 22 de marzo de 2017. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
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Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas; en su ausencia hizo suyo el asunto Alberto Pérez 
Dayán. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DECLARACIONES INFORMATIVAS DE PARTES RELACIONADAS. 
ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO CONTRA EL 
ACUERDO MULTILATERAL ENTRE AUTORIDADES COMPETENTES 
SOBRE EL INTERCAMBIO DE REPORTES PAÍS POR PAÍS, EN TANTO 
NO CONTIENE SUPUESTOS NORMATIVOS APLICABLES DIRECTA­
MENTE A LOS CONTRIBUYENTES. El acuerdo referido (Multilateral Com­
petent Authority Agreement on the Exchange of Country by Country Reports, 
en su locución en inglés), tiene como objetivo establecer las bases y los 
procedimientos para aumentar la transparencia de la información fiscal entre 
los Estados firmantes (incluido México), así como mejorar el acceso de sus 
respectivas autoridades hacendarias a la información relativa a la distribución 
mundial de las rentas, los impuestos pagados y ciertos indicadores sobre los 
grupos de empresas multinacionales, cuyas actividades se proyectan en di­
versas jurisdicciones. Asimismo, dicho acuerdo señala que la autoridad com­
petente de cada Estado parte, se compromete a intercambiar anualmente y 
de forma automática, la información relacionada con dichos grupos de em­
presas, a fin de evaluar riesgos de alto nivel en materia de precios de transfe­
rencia y otros riesgos relacionados con la erosión de la base gravable y el 
traslado de utilidades, además de establecer qué información materia de in­
tercambio estará sujeta a las normas de confidencialidad y a otras medidas 
de protección previstas en la Convención Multilateral sobre Asistencia Admi­
nistrativa Mutua en Materia Fiscal (Estrasburgo, 25 de enero de 1988). De lo 
anterior se observa que el acuerdo señalado es un instrumento en el cual los 
Estados firmantes plasmaron diversos compromisos para el intercambio de 
información respecto de grupos de empresas que desarrollan su actividad eco­
nómica en diversas jurisdicciones, de manera que los sujetos vinculados a su 
cumplimiento no son directamente los contribuyentes, sino exclusivamente 
los Estados signatarios, así como las autoridades competentes correspondien­
tes. Por consiguiente, respecto del acuerdo multilateral mencionado se actua­
liza la causa de improcedencia prevista en el artículo 61, fracción XXIII, en 
relación con los diversos 77 y 78, todos de la Ley de Amparo, ya que no po­
drían concretarse los efectos de un eventual amparo concedido en su contra, 
en la medida en que no es posible inaplicar una norma general que no tiene 
como destinatario inmediato al contribuyente quejoso, tomando en cuenta 
que la sentencia protectora no podría liberar al Estado mexicano o a las auto­
ridades competentes –quienes no tienen el carácter de quejosos– de las obli­
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gaciones que les impone el referido instrumento internacional, pues un efecto 
expansivo como ése sería contrario al principio de relatividad de las senten­
cias de amparo.

2a. LXIII/2017 (10a.)

Amparo en revisión 782/2016. Contecon Manzanillo, S.A. de C.V. 15 de marzo de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel 
Agüeros.

Amparo en revisión 927/2016. Controladora Bunge, S.A. de C.V. y otras. 22 de marzo de 
2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas; en su ausencia hizo suyo el asunto Alberto Pérez 
Dayán. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DECLARACIONES INFORMATIVAS DE PARTES RELACIONADAS. 
EL ARTÍCULO 76-A DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA, 
VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2016, NO VIOLA LOS PRIN­
CIPIOS DE RAZONABILIDAD Y PROPORCIONALIDAD JURÍDICA. Si se 
toman en cuenta los conceptos legales de "partes relacionadas", "estable­
cimiento permanente" y "control sobre una empresa" (artículos 26, fracción X, 
del Código Fiscal de la Federación, 28, fracción XXXI, y 179 de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta), así como los principios de "plena competencia" y 
"gestión empresarial prudente" (Directrices de la Organización para la Coope­
ración y el Desarrollo Económicos, aplicables en materia de precios de transfe­
rencia a empresas multinacionales y administraciones tributarias), se observa 
que la información exigida en las declaraciones informativas de partes rela­
cionadas (maestra, local y país por país), tiene el propósito de transparentar 
las operaciones de los grupos multinacionales ante la autoridad hacendaria, 
a efecto de que ésta pueda detectar o descartar la presencia de una conducta 
elusiva o evasiva en materia fiscal y, en su caso, evaluar en qué casos ejercerá 
sus facultades de comprobación, tomando en consideración que los sujetos 
obligados cuentan con la información perteneciente a otra empresa del grupo, 
en tanto participan en cierta medida en su administración, control o capi­
tal, y que la conservación de la documentación respectiva es necesaria para 
adoptar decisiones en torno a las operaciones que se celebran, así como 
para demostrar que los precios o contraprestaciones pactados entre partes 
relacionadas, se llevan a cabo conforme a la normatividad aplicable. En esas 
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condiciones, el artículo 76-A de la Ley del Impuesto sobre la Renta, adicio­
nado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de 
noviembre de 2015, al obligar a presentar las declaraciones de referencia, no 
viola los principios de razonabilidad y proporcionalidad jurídica, porque en 
tanto la información exigida al contribuyente a través de aquéllas está estre­
chamente vinculada con la que debe tomar en cuenta al momento de celebrar 
operaciones con empresas del grupo, ello implica que su obtención no amerita 
costos y cargas desproporcionadas, ni requiere de una búsqueda exhaustiva 
que haga imposible el cumplimiento de la obligación señalada. Además, no 
se sobrepasan los estándares de razonabilidad, porque la información que 
deben contener las referidas declaraciones se relaciona con la atribución de 
la autoridad fiscal de verificar que las contraprestaciones pactadas entre par­
tes relacionadas se lleven a cabo conforme al principio de plena competen­
cia, lo que le permitirá identificar posibles riesgos de elusión o evasión fiscal 
en materia de precios de transferencia.

2a. LXIV/2017 (10a.)

Amparo en revisión 1000/2016. Ryder de México, S. de R.L. de C.V. y otras. 8 de febrero de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia.

Amparo en revisión 1086/2016. Telefónica Móviles México, S.A. de C.V. y otras. 22 de 
febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia.

Amparo en revisión 782/2016. Contecon Manzanillo, S.A. de C.V. 15 de marzo de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponen­
te: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 927/2016. Controladora Bunge, S.A. de C.V. y otras. 22 de marzo de 
2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; Margarita Beatriz 
Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas; en su ausencia hizo suyo el asunto Alberto Pérez Dayán. 
Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DECLARACIONES INFORMATIVAS DE PARTES RELACIONADAS. 
EL ARTÍCULO 76-A DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA, 
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VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2016, NO TRANSGREDE EL 
DERECHO A LA INVIOLABILIDAD DEL DOMICILIO. A través de la obli­
gación aludida se provee a las autoridades fiscales de información vinculada 
con las operaciones realizadas entre partes relacionadas en materia de pre­
cios de transferencia, a efecto de identificar conductas que pudieran implicar 
un riesgo de elusión o evasión fiscal, mejorar el intercambio de información 
con autoridades de esa misma naturaleza a nivel internacional y efectuar 
análisis económicos y estadísticos, sin que ello implique verificar el cum­
plimiento de las obligaciones tributarias relacionadas con el pago de contribu­
ciones; en ese sentido, no implica el ejercicio de facultades de comprobación 
por parte de la autoridad hacendaria, porque si bien exige la entrega de la 
información respectiva para alcanzar los propósitos señalados, no tiende a 
desarrollar un procedimiento de investigación en torno a la situación fiscal del 
contribuyente, dentro del cual pudiera emanar algún acto o resolución que 
debiera notificársele conforme a la ley. En consecuencia, el artículo 76-A de 
la Ley del Impuesto sobre la Renta, adicionado mediante decreto publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el 18 de noviembre de 2015, no transgrede 
el derecho a la inviolabilidad del domicilio reconocido en el artículo 16 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque no permite 
a la autoridad fiscal irrumpir en el ámbito espacial en el que se desarrolla la 
vida privada de las personas.

2a. LXV/2017 (10a.)

Amparo en revisión 1000/2016. Ryder de México, S. de R.L. de C.V. y otras. 8 de febrero de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia.

Amparo en revisión 954/2016. Comercializadora Milenio, S.A. de C.V. 15 de marzo de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. 
Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DECLARACIONES INFORMATIVAS DE PARTES RELACIONADAS. 
A LA OBLIGACIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 76-A DE LA LEY DEL 
IMPUESTO SOBRE LA RENTA, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO 
DE 2016, NO LE SON APLICABLES LAS REGLAS Y PRINCIPIOS DEL DE­
RECHO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR. Para aplicar las reglas y 
principios del derecho penal al derecho administrativo, debe existir identidad 
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en la naturaleza de las normas de una y otra materias, de manera que ambas 
deben imponer una consecuencia frente a una conducta antijurídica. Concre­
tamente, la norma administrativa de que se trate debe formar parte del régimen 
de infracciones administrativas, para que le sean aplicables las reglas y prin­
cipios del derecho administrativo sancionador, el cual es consecuencia de la 
potestad punitiva del Estado, entendida como la facultad que éste tiene de impo­
ner penas y medidas de seguridad ante la comisión de ilícitos. En ese contexto, 
al artículo 76-A de la Ley del Impuesto sobre la Renta, adicionado mediante 
decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de noviembre de 
2015, no le son aplicables esas reglas y principios, como el de presunción 
de inocencia y de no autoincriminación, porque sólo prevé una obligación for­
mal consistente en presentar las declaraciones informativas de partes relacio­
nadas denominadas maestra, local y país por país, sin constituir una medida 
que suponga una sanción, pues no forma parte del régimen de infracciones 
administrativas.

2a. LXVI/2017 (10a.)

Amparo en revisión 1000/2016. Ryder de México, S. de R.L. de C.V. y otras. 8 de febrero de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia.

Amparo en revisión 954/2016. Comercializadora Milenio, S.A. de C.V. 15 de marzo de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. 
Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DECLARACIONES INFORMATIVAS DE PARTES RELACIONADAS. 
EL ARTÍCULO 76-A DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA, 
VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2016, NO VIOLA EL PRINCI­
PIO DE TERRITORIALIDAD DE LAS LEYES. El precepto citado atiende a 
las características y estructura de los grupos empresariales que funcionan 
bajo un control común, por lo cual, toma en consideración que las operacio­
nes realizadas al interior de aquéllos, constituyen el reflejo de la actividad 
comercial propia del contribuyente obligado. En ese sentido, en tanto la norma 
exige entregar información que involucra la estructura, actividades o si­
tuación financiera y fiscal de terceros no residentes en México o sin estable­
cimiento permanente en el país, no implica que se extienda a un ámbito espacial 
de validez ajeno al territorio nacional, pues no debe perderse de vista que las 
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personas morales sujetas a la ley nacional, se ven incididas por la situación 
jurídica de aquéllos o por las operaciones y actividades que tienen en común, 
lo cual hace que los efectos y consecuencias respectivos pasen a formar parte, 
en alguna medida o grado, de su propia esfera jurídica. Por consiguiente, el 
artículo 76-A de la Ley del Impuesto sobre la Renta, adicionado mediante de­
creto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de noviembre de 2015, 
al prever la obligación formal de presentar las declaraciones informativas de 
partes relacionadas (maestra, local y país por país), no viola el principio de terri­
torialidad de las leyes inmerso en el artículo 16 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos (derecho a la legalidad), porque sólo obliga 
a las personas morales residentes en territorio nacional o con establecimien­
to permanente en México que se ubican en esa peculiar situación debido a su 
pertenencia a un grupo empresarial multinacional, sin vincular a quienes 
se encuentran fuera de la jurisdicción del Estado mexicano, ni provocar efecto 
extraterritorial alguno.

2a. LXVII/2017 (10a.)

Amparo en revisión 1000/2016. Ryder de México, S. de R.L. de C.V. y otras. 8 de febrero de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia.

Amparo en revisión 1086/2016. Telefónica Móviles México, S.A. de C.V. y otras. 22 de 
febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de 
consideraciones. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita 
García Galicia.

Amparo en revisión 954/2016. Comercializadora Milenio, S.A. de C.V. 15 de marzo de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. 
Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas.

Amparo en revisión 927/2016. Controladora Bunge, S.A. de C.V. y otras. 22 de marzo de 
2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; Margarita Beatriz 
Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas; en su ausencia hizo suyo el asunto Alberto Pérez Dayán. 
Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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SEGURO SOCIAL. EL ARTÍCULO 123, FRACCIÓN III, DE LA LEY RE­
LATIVA NO VIOLA EL DERECHO A LA NO DISCRIMINACIÓN [INTE­
RRUPCIÓN DEL CRITERIO CONTENIDO EN LAS TESIS AISLADAS 
2a. XXXVI/2013 (10a.) Y 2a. XXXVII/2013 (10a.) (*)]. La Segunda Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en las tesis indicadas sostuvo que el 
artículo 123, fracción III, de la Ley del Seguro Social no viola los derechos de 
audiencia y a la no discriminación, bajo la interpretación de que establece que 
el asegurado no tendrá derecho a disfrutar de pensión de invalidez cuando 
padezca un estado de invalidez anterior a su afiliación al régimen obligatorio. Sin 
embargo, una nueva reflexión conduce a determinar que debe interrumpirse el 
criterio contenido en dichas tesis para redefinir cuál es el supuesto legal al que 
se refiere el precepto señalado, toda vez que de su texto se advierte que sólo 
limita el acceso a una pensión por invalidez a quienes ya estuvieran bajo esa 
condición declarados formalmente por el Instituto Mexicano del Seguro Social, 
en forma previa a su afiliación ante dicho organismo; así, cuando dispone 
que no se tiene derecho a disfrutar de pensión de invalidez, cuando el asegu­
rado "padezca un estado de invalidez anterior a su afiliación al régimen obli­
gatorio", eso solamente significa que no tienen derecho a esa prestación de 
seguridad social quienes ya estuvieran declarados formalmente en estado 
de invalidez por el propio organismo de seguridad social, supuesto que no 
se actualiza cuando el asegurado exclusivamente sufre un padecimiento pre­
existente a su afiliación que no ha llegado al grado de imposibilitarlo para 
trabajar, ni ha propiciado una declaración en tal sentido del propio Instituto. 
En otras palabras, si el asegurado tiene una enfermedad anterior a su afiliación, 
pero pese a aquélla se mantiene en activo hasta llegar a cotizar, al menos, las 
250 semanas requeridas, y no cuenta con una declaración de invalidez previa 
a su afiliación, en esas condiciones no le resulta aplicable el artículo 123, frac­
ción III, de la Ley del Seguro Social, toda vez que esta norma exige para su 
actualización que el asegurado haya obtenido una declaración formal de inva­
lidez del propio Instituto antes de ser afiliado a ese organismo. Además, resul­
taría contrario al derecho humano a la no discriminación –por razones de 
salud– si se interpretara, equivocadamente, que el precepto prohíbe obtener 
una pensión de invalidez por el solo hecho de tener un padecimiento preexis­
tente a la afiliación, toda vez que la negativa de ese beneficio de seguridad 
social se sustentaría en razones totalmente ajenas a la voluntad del asegu­
rado, como es sufrir una enfermedad que con el paso del tiempo llegara a 

(*) La tesis aislada 2a. XI/2012 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro VI, Tomo 1, marzo de 2012, página 774, con el 
rubro: "ÓRGANOS JURISDICCIONALES AUXILIARES. ESTÁN FACULTADOS PARA ANALIZAR 
LA COMPETENCIA POR MATERIA CUANDO EL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL DIS­
PONGA QUE ADOPTAN LA COMPETENCIA DEL AUXILIADO."
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provocar una estado de invalidez, más aún si se toma en cuenta que exis­
ten daños a la salud de carácter congénito que harían nugatorio, desde su 
nacimiento, la posibilidad de alcanzar algún día una pensión de invalidez 
no obstante que laborara, se afiliara y cotizara lo necesario para obtener ese 
beneficio, como acontece con las personas que nacieron sanas.

2a. LXVIII/2017 (10a.)

Amparo en revisión 1075/2016. Abundio Flores de Paz. 5 de abril de 2017. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ausente: José Fernando Franco González 
Salas. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Teresa Sánchez Medellín.

Nota: La presente tesis interrumpe los criterios sostenidos por la propia Sala en las diver­
sas 2a. XXXVI/2013 (10a.) y 2a. XXXVII/2013 (10a.), de títulos y subtítulos: "SEGURO 
SOCIAL. EL ARTÍCULO 123, FRACCIÓN III, DE LA LEY RELATIVA NO VIOLA EL DERE­
CHO DE AUDIENCIA." y "SEGURO SOCIAL. EL ARTÍCULO 123, FRACCIÓN III, DE LA 
LEY RELATIVA NO VIOLA EL DERECHO A LA NO DISCRIMINACIÓN.", que aparecen 
publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, 
Libro XIX, Tomo 2, abril de 2013, página 1639.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de mayo de 2017 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

SUSPENSIÓN DEL ACTO IMPUGNADO EN EL JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO. NO LE ES APLICABLE DIRECTA NI SUPLETO­
RIAMENTE LA LEY DE AMPARO. La Ley Reglamentaria de los Artículos 
103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos estable­
ce las disposiciones conforme a las cuales los órganos jurisdiccionales 
competentes sustanciarán y resolverán el juicio de amparo; en ese sentido, 
los artículos que regulan la suspensión del acto reclamado no pueden apli­
carse directa ni supletoriamente en el juicio contencioso administrativo, al re­
solver sobre la suspensión del acto impugnado, porque si bien la propia Ley de 
Amparo permite su aplicación por operadores diversos a los que conocen del 
juicio de amparo (artículos 35 y 190), o los obliga a su observancia (artículo 
217), previendo para algunos supuestos la obligación de realizar un estudio 
comparativo de dicho ordenamiento jurídico con otras leyes (artículo 61, frac­
ción XX), lo cierto es que no establece que las disposiciones previstas en la 
sección relativa a la "Suspensión del acto reclamado", que comprende del 
artículo 125 al 169, se apliquen al juicio contencioso administrativo. Adicional­
mente, el artículo 1o. de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Adminis­
trativo señala que a falta de disposición expresa se aplicará supletoriamente el 
Código Federal de Procedimientos Civiles, aunado a que la propia ley que regu­
la el procedimiento contencioso administrativo contiene una sección específica 
denominada "De las medidas cautelares", en la que se regulan detalladamente 
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la suspensión de la ejecución del acto impugnado en el juicio de nulidad, así 
como todas las medidas cautelares positivas necesarias para evitar que el li­
tigio quede sin materia o se cause un daño irreparable al actor; razones por 
las que tampoco procede la aplicación supletoria de la Ley de Amparo. En ese 
sentido, aun cuando autoridades diversas a las que conocen del juicio de 
amparo pueden tomar en consideración como parámetro de interpretación a 
la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, este ordenamiento no puede ser el fundamen­
to de su actuación.

2a. LXIX/2017 (10a.)

Amparo en revisión 915/2016. Cía Operadora Megasport, S.A. de C.V. 1 de febrero de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Josefina Cortés Campos.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de junio de 2017 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. EL ARTÍCULO 129, FRAC­
CIÓN I, DE LA LEY DE AMPARO, NO CONTIENE UNA CATEGORÍA 
SOSPECHOSA QUE HAGA EXIGIBLE AL LEGISLADOR UNA MOTI­
VACIÓN REFORZADA. El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
ha señalado que la motivación legislativa reforzada exige que quien emita el 
acto o la norma, haya razonado su necesidad en la consecución de los fines 
constitucionalmente legítimos, habiendo ponderado específicamente las cir­
cunstancias concretas del caso, por tratarse de actos o normas en los que 
puede llegar a afectarse algún derecho fundamental u otro bien relevante desde 
el punto de vista constitucional; esta exigencia tiene lugar cuando se detecta 
alguna de las denominadas "categorías sospechosas", las cuales se definen 
como distinciones basadas en alguno de los criterios enunciados en el último 
párrafo del artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos y que se relacionan con el origen étnico o nacional, el género, la edad, 
las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, 
las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que 
atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los 
derechos y libertades de las personas. En consideración a tales criterios, del 
artículo 129, fracción I, de la Ley de Amparo –el cual establece que se consi­
derará, entre otros casos, que se siguen perjuicios al interés social o se contra­
vienen disposiciones de orden público cuando, de concederse la suspensión, 
continúe el funcionamiento de establecimientos de juegos con apuestas o 
sorteos–, no se advierte la presencia de una categoría sospechosa, por lo que no 
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era exigible al legislador una motivación reforzada; así, los supuestos de excep­
ción de la norma en comento, tienen como sustento el hecho de que se trata 
de actividades que, por regla general, están prohibidas en los términos del 
artículo 1o. de la Ley Federal de Juegos y Sorteos, aun cuando su artículo 2o. 
reconoce que podrán permitirse determinados juegos y sorteos, los que deben 
quedar sujetos, en todo caso, a un marco normativo que garantice la debida 
tutela del orden público por el Estado y justifica que, ante el posible incum­
plimiento de las normas aplicables, la consecuencia sea el cese temporal de 
esas actividades. En virtud de lo anterior, se concluye que no existe una con­
dición normativa de carácter discriminatorio que guarde semejanza con la 
naturaleza, función y alcance de los supuestos enunciados en el último párrafo 
del artículo 1o. constitucional y que, en definitiva, se relacionan con la protec­
ción de la dignidad de las personas; más aún cuando la porción normativa en 
análisis participa de la condición de generalidad que es exigible para satisfacer 
el principio constitucional de igualdad y no discriminación.

2a. LXX/2017 (10a.)

Amparo en revisión 915/2016. Cia Operadora Megasport, S.A. de C.V. 1 de febrero de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Josefina Cortés Campos.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de junio de 2017 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

JUEGOS CON APUESTAS O SORTEOS. EL ARTÍCULO 129, FRAC­
CIÓN I, DE LA LEY DE AMPARO, NO VIOLA EL DERECHO DE ACCESO 
A LA JUSTICIA. En el artículo 128, fracción II, de la Ley de Amparo el legis­
lador estableció como regla general la improcedencia de la suspensión en el 
juicio de amparo cuando se cause perjuicio al interés social o se contravengan 
disposiciones de orden público; por su parte, el artículo 129 de la misma ley 
señala diversos supuestos en los que la afectación se entiende presupuesta; 
en el caso de su fracción I, cuando continúe el funcionamiento de estable­
cimientos de juegos con apuestas o sorteos. Sin embargo, en cumplimiento 
al mandato constitucional contenido en el artículo 107, fracción X, de la Cons­
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el artículo 129 citado también 
dispone que el órgano jurisdiccional de amparo, excepcionalmente, podrá 
conceder la suspensión si, a su juicio, con la negativa de la medida suspen­
sional pueda causarse mayor afectación al interés social. Así, mediante esta 
disposición, el legislador permite al juzgador realizar en cada caso un juicio de 
probabilidad y verosimilitud del derecho del solicitante, que podrá cambiar al 
dictar la sentencia definitiva, pues el hecho de que anticipe la probable solu­
ción de fondo del juicio principal, es un adelanto provisional, sólo para efectos 
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de la suspensión. Con ese propósito y en atención a la naturaleza de la vio­
lación alegada, que no sólo comprende el concepto de violación aducido por el 
quejoso sino que implica también el hecho o acto que entraña la violación 
considerando sus características y su trascendencia, el juzgador debe analizar 
tanto la apariencia de buen derecho, como el peligro en la demora. En ese sen­
tido, si bien en todos los supuestos normativos previstos en el artículo 129 de la 
Ley de Amparo están presupuestas una afectación al interés social y una contra­
vención a disposiciones de orden público y, en consecuencia, es improcedente 
conceder la suspensión, excepcionalmente, a partir de la naturaleza de la vio­
lación alegada, mediante un ejercicio de ponderación y de acuerdo con el marco 
constitucional y legal que rige para la suspensión del acto reclamado, el Juez 
podrá concederla cuando, de no otorgarse, pueda causarse mayor afectación 
al interés social. En consideración a lo anterior, el artículo 129, fracción I, de la 
Ley de Amparo, no sólo participa de la condición de generalidad que es exigi­
ble para satisfacer el principio constitucional de igualdad y no discriminación, 
sino que en la medida en la que este supuesto constituye una regla que puede 
ser excepcionada, al punto de otorgarse la suspensión previa valoración judi­
cial, también satisface el derecho de acceso a la justicia.

2a. LXXI/2017 (10a.)

Amparo en revisión 915/2016. Cia Operadora Megasport, S.A. de C.V. 1 de febrero de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Josefina Cortés Campos.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de junio de 2017 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

IGUALDAD O EQUIDAD TRIBUTARIA. LOS CONCEPTOS DE VIOLA­
CIÓN O AGRAVIOS EN LOS QUE SE HAGA VALER LA VIOLACIÓN A 
DICHO PRINCIPIO, SON INOPERANTES SI NO SE PROPORCIONA 
UN TÉRMINO DE COMPARACIÓN IDÓNEO PARA DEMOSTRAR QUE 
LA NORMA IMPUGNADA OTORGA UN TRATO DIFERENCIADO. Para 
llevar a cabo un juicio de igualdad o equidad tributaria es necesario contar con 
un punto de comparación, es decir, con algún parámetro que permita medir a 
las personas, objetos o magnitudes entre las cuales se afirma existe un trato 
desigual, en razón de que el derecho a la igualdad es fundamentalmente ins­
trumental y siempre se predica respecto de algo. En ese sentido, la carga argu­
mentativa de proponer el término de comparación implica que sea idóneo, 
pues debe permitir que efectivamente se advierta la existencia de algún aspecto 
homologable, semejante o análogo entre los elementos comparados. Así, de no 
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proporcionarse el punto de comparación para medir un trato disímil o que éste 
no sea idóneo, el concepto de violación o agravio en el que se haga valer la 
violación al principio de igualdad o equidad tributaria deviene en inoperante.

2a. LXXII/2017 (10a.)

Amparo en revisión 441/2015. Smart & Final del Noroeste, S.A. de C.V. y otra. 5 de octubre 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Amparo en revisión 845/2015. Tiendas Aurrerá, S. de R.L. de C.V. 5 de octubre de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó en 
contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Amparo en revisión 876/2015. Desarrollo Comercial Abarrotero, S.A. de C.V. y otras. 25 de 
enero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de junio de 2017 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

ALIMENTOS NO BÁSICOS CON UNA DENSIDAD CALÓRICA DE 275 
KILOCALORÍAS O MAYOR POR CADA 100 GRAMOS. EL ARTÍCULO 
2o., FRACCIÓN I, INCISO J), DE LA LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL 
SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS, AL GRAVAR COMO OBJETO 
DEL IMPUESTO A LAS BOTANAS DESCRITAS EN EL ARTÍCULO 3o., 
FRACCIÓN XXVI, DEL CITADO ORDENAMIENTO Y EN LA REGLA 
I.5.1.5 DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 2014, NO 
VIOLA EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA. De la simple compa­
ración del término "botanas" establecido tanto en el artículo 3o., fracción XXVI, 
de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, como en la regla 
I.5.1.5. de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2014, publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el 30 de diciembre de 2013, se concluye que se trata 
de un mismo concepto, ya que el previsto en la fracción señalada fue estable­
cido con la finalidad de explicitar cuál es uno de los alimentos no básicos que 
se encuentran gravados por el impuesto, y el dispuesto en la regla general 
mencionada únicamente lo complementa, pormenoriza y detalla. Ciertamente, 
el concepto "botanas" previsto en el artículo 3o., fracción XXVI, del ordenamiento 
invocado, hace referencia a su elaboración a partir de determinados ingre­
dientes (harinas, semillas, tubérculos, cereales, granos y frutas) con ciertas 
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características (sanos y limpios) que se encuentren sujetos a algún proceso 
(fritos, horneados y explotados o tostados) en el que se les adicionen otros 
ingredientes o aditivos para alimentos (sal u otros), o cuando uno de esos ingre­
dientes (semillas para las botanas) sea parte de un alimento (fruto comestible 
de plantas o árboles), con los mismos elementos mencionados (características, 
procesos y adiciones), mientras que el previsto en la citada regla I.5.1.5., se 
refiere específicamente a uno de los ingredientes con los cuales pueden elabo­
rarse (semillas) y a los distintos procesos a los que se les puede sujetar (fritas, 
tostadas u horneadas) se adicionen o no de otros ingredientes para alimentos. 
Así, al referirse la regla mencionada a que dentro del concepto "botanas" no 
quedan comprendidas las semillas en estado natural, sin que pierdan esa carac­
terística por someterse a algún proceso (limpiado, descascarado, despepitado 
o desgranado) con la condición de que no se les adicione ingrediente alguno, 
lo único que está haciendo es complementar, pormenorizar o detallar lo dis­
puesto en el artículo 3o., fracción XXVI, respecto a uno de los ingredientes 
(semillas) con los que se elaboran las botanas, pues precisa que no se enten­
derán botanas las semillas en estado natural sometidas a algún proceso en el 
que no se les adicione ingrediente alguno, lo cual es congruente con el objeto 
del gravamen, al recaer sobre alimentos que no son su objeto; de donde se 
sigue que el artículo 2o., fracción I, inciso j), de la Ley del Impuesto Especial 
sobre Producción y Servicios, al gravar como objeto del impuesto a las botanas 
descritas en las normas aludidas, no viola el principio de seguridad jurídica.

2a. LXXIII/2017 (10a.)

Amparo en revisión 441/2015. Smart & Final del Noroeste, S.A. de C.V. y otra. 5 de octubre 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Amparo en revisión 845/2015. Tiendas Aurrerá, S. de R.L. de C.V. 5 de octubre de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó en 
contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Amparo en revisión 876/2015. Desarrollo Comercial Abarrotero, S.A. de C.V. y otras. 25 de 
enero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de junio de 2017 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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EXENCIÓN Y NO SUJECIÓN TRIBUTARIAS. SUS DIFERENCIAS. 
La exención que se ha entendido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
como una excepción a la regla general de causación del tributo, requiere de 
dos normas, la que establece el hecho imponible, es decir, el impuesto, y la 
que dispone, por alguna razón, que no obstante que se actualice este hecho 
no debe pagarse el tributo, esto es, la que exenta del mismo; por lo general se 
manifiesta de forma positiva y libera de la obligación material de pago, pero 
en algunos casos subsisten otro tipo de deberes formales, por ejemplo, los 
informativos. En cambio, la no sujeción, no causación o no objeto se ha con­
cebido como un aspecto o materia que no está inmersa en el hecho imponible, 
sino que se sitúa fuera de éste, por lo que no debe pagarse la contribución; por 
regla general, no requiere de una norma que la establezca, aunque existe la 
posibilidad de que ello sea así por razones de la materia gravable, esto es, la no 
sujeción se expresa, a menudo, de manera negativa; finalmente, no implica 
el cumplimiento de obligación material o formal alguna.

2a. LXXIV/2017 (10a.)

Amparo en revisión 441/2015. Smart & Final del Noroeste, S.A. de C.V. y otra. 5 de octubre 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Amparo en revisión 845/2015. Tiendas Aurrerá, S. de R.L. de C.V. 5 de octubre de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Amparo en revisión 876/2015. Desarrollo Comercial Abarrotero, S.A. de C.V. y otras. 25 de 
enero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de junio de 2017 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. DENTRO DE LAS CUESTIONES 
PROPIAMENTE CONSTITUCIONALES PARA EFECTOS DE LA PRO­
CEDENCIA DE ESE RECURSO, SE ENCUENTRA EL ANÁLISIS DE LA 
PONDERACIÓN REALIZADA EN LA SENTENCIA RECURRIDA PARA 
RESOLVER LA APARENTE COLISIÓN ENTRE DOS DERECHOS FUN­
DAMENTALES. Existe una cuestión de constitucionalidad, para efectos de 
la procedencia del amparo directo en revisión, cuando en el escrito de agra­
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vios se plantearon argumentos contra la indebida aplicación del juicio de 
ponderación para resolver un supuesto conflicto entre dos derechos o bienes 
constitucionales, realizada por la autoridad responsable o el Tribunal Colegiado 
de Circuito. En efecto, cuando la sentencia recurrida se sustentó en una ponde­
ración entre dos derechos aparentes, concluyéndose que en el caso concreto 
debe prevalecer uno de ellos, debe estimarse que para arribar a una conclu­
sión de esa naturaleza, expresa o implícitamente, el órgano que la dictó se basó 
en la interpretación directa de la normativa constitucional, lo que basta para 
satisfacer el requisito de procedencia de este recurso consistente en que se 
actualice una cuestión propiamente constitucional, con independencia de que 
efectivamente se materialice dicho conflicto o de que, incluso, para resolver 
el problema jurídico planteado sea innecesario atender a la interpretación de 
los preceptos constitucionales respectivos pues, en su caso, la constatación 
de que el conflicto no existe y que, por ende, sea necesario revocar las conside­
raciones que sustentan el análisis respectivo, es una conclusión propia del 
estudio de fondo del asunto.

2a. LXXV/2017 (10a.)

Amparo directo en revisión 5882/2015. Erika Hermoso Santamaría y otros. 26 de abril de 
2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I.; votó con 
salvedad Javier Laynez Potisek y José Fernando Franco González Salas se separó del 
criterio contenido en el proyecto en el que establece que el ejercicio de ponderación 
entre derechos fundamentales implica necesariamente una cuestión constitucional. 
Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos; en su ausencia hizo suyo el asunto Alberto 
Pérez Dayán. Secretaria: Teresa Sánchez Medellín.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de junio de 2017 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

CONFLICTO ENTRE DERECHOS FUNDAMENTALES. CUANDO SE 
PLANTEE DEBE VERIFICARSE QUE, EFECTIVAMENTE, LA PRETEN­
SIÓN DEL QUEJOSO SE ENCUENTRA PROTEGIDA POR UNA DE 
ESAS PRERROGATIVAS CONSTITUCIONALES Y, DE NO SER ASÍ, 
DEBE DECLARARSE INFUNDADO EL ARGUMENTO Y CONCLUIR 
QUE AQUÉL ES INEXISTENTE. Ante cualquier planteamiento de conflicto 
entre derechos fundamentales en una demanda de amparo, es necesario que 
el tribunal constitucional competente acuda al marco jurídico aplicable, a fin 
de verificar que la pretensión del quejoso se encuentra protegida por una de 
esas prerrogativas constitucionales y, en caso de advertirse lo contrario, es decir, 
que no se le infringe el respectivo derecho fundamental, deberá concluir que 
ese conflicto es inexistente y que, por tanto, el planteamiento de violación cons­
titucional que aduce es infundado; proceder que cobra relevancia ante la 
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inconsistencia en que incurriría un tribunal que, una vez que ha llegado a 
la conclusión de que no existe derecho fundamental que defender, decide 
proceder en el caso bajo un método para resolver un conflicto entre derechos, 
pues ello implica que su sentencia afirme, contradictoriamente, que lo que el 
quejoso aduce no es un derecho fundamental y, a la vez, que sí lo es, lo que 
además de traer incertidumbre en la esfera del justiciable sobre cómo se 
califica su pretensión acorde con la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, transgrede el principio de supremacía constitucional, al confron­
tar, en el mismo nivel, un derecho fundamental con una pretensión que no 
encuentra sustento en la Ley Suprema. De esta manera, sólo en el caso extremo 
de que el tribunal de amparo advierta que la medida que impugna el quejoso, y 
que tiende a proteger un derecho fundamental, trasciende a otra prerrogativa 
protegida por la Constitución, será posible acudir a una metodología que per­
mita delimitar los derechos fundamentales involucrados y arribar a la conclu­
sión correspondiente.

2a. LXXVI/2017 (10a.)

Amparo directo en revisión 5882/2015. Erika Hermoso Santamaría y otros. 26 de abril de 
2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I.; votó con 
salvedad Javier Laynez Potisek y José Fernando Franco González Salas se separó del 
criterio contenido en el proyecto en el que establece que el ejercicio de ponderación 
entre derechos fundamentales implica necesariamente una cuestión constitucional. 
Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos; en su ausencia hizo suyo el asunto Alberto 
Pérez Dayán. Secretaria: Teresa Sánchez Medellín.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de junio de 2017 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

REGISTRO NACIONAL DE TURISMO. LOS ELEMENTOS ESENCIALES 
DE LA OBLIGACIÓN DE LOS PRESTADORES DE SERVICIOS TURÍS­
TICOS DE INSCRIBIRSE EN AQUÉL, ESTÁN DELIMITADOS EN LA 
LEY GENERAL DE TURISMO. De los artículos 3, fracciones XI y XVIII, 46, 
48 y 58, fracción V, de la Ley General de Turismo, se advierte la obligación de 
los prestadores de servicios turísticos de inscribirse en el Registro Nacional 
de Turismo, la cual está a cargo de las personas físicas o morales que ofrezcan, 
proporcionen o contraten con el turista, la prestación de los servicios dirigi­
dos a atender sus solicitudes a cambio de una contraprestación, por lo cual, los 
elementos esenciales de la obligación están claramente delimitados por el 
acto formal y materialmente legislativo.

2a. LXXVII/2017 (10a.)
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Amparo en revisión 1094/2016. Promociones Turísticas Nacionales, S.A. de C.V. 22 de 
marzo de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Javier Laynez Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ausente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue.

Amparo en revisión 989/2016. Hotel Royal Plaza, S.A. de C.V. 22 de marzo de 2017. Una­
nimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ausente: José Fernando 
Franco González Salas. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: María 
Antonieta del Carmen Torpey Cervantes.

Amparo en revisión 1169/2016. Grupo Hotelero Empresarial, S.A. de C.V. 3 de mayo de 
2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Impedido: José 
Fernando Franco González Salas. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: 
Eduardo Romero Tagle.

Amparo en revisión 1205/2016. Suites Amberes, S.A. 10 de mayo de 2017. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fer­
nando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto 
Fraga Jiménez.

Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia 2a./J. 87/2017 (10a.), publicada en la 
página 196 de este Informe, en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 23 
de junio de 2017 a las 10:29 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 43, Tomo I, junio de 2017, página 742, de título y subtítulo: 
"REGISTRO NACIONAL DE TURISMO. LOS ELEMENTOS ESENCIALES DE LA OBLI­
GACIÓN DE LOS PRESTADORES DE SERVICIOS TURÍSTICOS DE INSCRIBIRSE EN 
AQUÉL, ESTÁN DELIMITADOS EN LA LEY GENERAL DE TURISMO."

Esta tesis se publicó el viernes 2 de junio de 2017 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

TURISMO. EL ARTÍCULO 46 DE LA LEY GENERAL RELATIVA RESPETA 
EL PRINCIPIO DE RESERVA REGLAMENTARIA. Conforme al artículo 
89, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
el titular del Poder Ejecutivo tiene la facultad de emitir reglamentos para la 
estricta observancia de las leyes expedidas por la autoridad legislativa, potestad 
cuyo ejercicio es directo y no requiere reiterarse en las normas a reglamentar, 
pues atento al principio de reserva reglamentaria, cuando se estime que lo 
previsto en la ley debe desarrollarse pormenorizadamente, el Ejecutivo Fede­
ral podrá ejercer la facultad precisada y emitir el reglamento correspondiente, a 
menos de que el legislador habilite expresamente a una autoridad diferente 
para emitir normas de carácter técnico u operativo. En este sentido, cuando 
el segundo párrafo del artículo 46 de la Ley General de Turismo ordena que en 
las "disposiciones reglamentarias" se establecerán todas aquellas personas 
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físicas y morales obligadas a inscribirse en el Registro Nacional de Turismo, 
es claro que el legislador no habilitó a autoridad alguna y, por ende, dicho 
precepto respeta el principio de reserva reglamentaria, ya que la precisión de 
los sujetos obligados a inscribirse en el registro citado debe contenerse en 
el Reglamento de esa ley y no en otro tipo de norma jurídica, pues se trata del 
ejercicio de una potestad necesaria para lograr proveer en la esfera adminis­
trativa de mejor manera sobre lo previsto en la ley, en busca de obtener su 
exacta observancia y aplicación.

2a. LXXVIII/2017 (10a.)

Amparo en revisión 1094/2016. Promociones Turísticas Nacionales, S.A. de C.V. 22 de 
marzo de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Javier Laynez Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ausente: 
José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos 
Alberto Araiza Arreygue.

Amparo en revisión 989/2016. Hotel Royal Plaza, S.A. de C.V. 22 de marzo de 2017. Una­
nimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ausente: José Fernando 
Franco González Salas. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: María 
Antonieta del Carmen Torpey Cervantes.

Amparo en revisión 1169/2016. Grupo Hotelero Empresarial, S.A. de C.V. 3 de mayo de 
2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Impedido: José 
Fernando Franco González Salas. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: 
Eduardo Romero Tagle.

Amparo en revisión 1205/2016. Suites Amberes, S.A. 10 de mayo de 2017. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto 
Fraga Jiménez.

Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia 2a./J. 96/2017 (10a.), publicada en la 
página 202 de este Informe, en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 14 
de julio de 2017 a las 10:21 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 44, Tomo I, julio de 2017, página 71, de título y subtítulo: 
"TURISMO. EL ARTÍCULO 46 DE LA LEY GENERAL RELATIVA RESPETA EL PRINCIPIO 
DE RESERVA REGLAMENTARIA."

Esta tesis se publicó el viernes 2 de junio de 2017 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

TURISMO. LOS ARTÍCULOS 87, FRACCIÓN I Y DÉCIMO QUINTO 
TRANSITORIO DEL REGLAMENTO DE LA LEY GENERAL RELATIVA, 
VIOLAN LOS PRINCIPIOS DE RESERVA Y PREFERENCIA REGLA­
MENTARIAS. Los artículos 16 y 89, fracción I, de la Constitución Política de 
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los Estados Unidos Mexicanos prevén los principios de reserva y preferencia 
reglamentarias, conforme a los cuales corresponde al titular del Poder Ejecuti­
vo Federal emitir los reglamentos para proveer en la esfera administrativa a la 
exacta observancia de las leyes, a menos que el legislador reserve expresa­
mente determinado tema o aspecto a una norma distinta del reglamento me­
diante el establecimiento de una cláusula habilitante. Acorde con los principios 
indicados, cuando el segundo párrafo del artículo 46 de la Ley General de Turismo 
ordena que en las "disposiciones reglamentarias" se establecerán todas aque­
llas personas físicas y morales obligadas a inscribirse en el Registro Nacional 
de Turismo, debe entenderse que el legislador dejó a salvo la facultad reglamen­
taria del Ejecutivo Federal, ya que no habilitó a autoridad alguna y, por tanto, 
que en razón de los principios de reserva y preferencia reglamentarias, es en 
el Reglamento de ese ordenamiento legal donde deben precisarse los sujetos 
obligados a realizar la inscripción en el registro indicado. Con base en lo ante­
rior, los artículos 87, fracción I y décimo quinto transitorio del Reglamento de la 
Ley General de Turismo violan los principios citados, pues indebidamente 
facultan al Secretario de Turismo para emitir un acuerdo en el que se preci­
sen los prestadores de servicios turísticos obligados a inscribirse en el Registro 
Nacional de Turismo, a pesar de que la regulación de ese aspecto corresponde 
al titular del Poder Ejecutivo Federal, en ejercicio de la facultad reglamentaria 
constitucionalmente prevista a su favor; máxime que no existe una habilita­
ción del legislador y que la precisión de tales sujetos no constituye un aspecto 
técnico u operativo.

2a. LXXIX/2017 (10a.)

Amparo en revisión 1094/2016. Promociones Turísticas Nacionales, S.A. de C.V. 22 de 
marzo de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier 
Laynez Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ausente: 
José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: 
Carlos Alberto Araiza Arreygue.

Amparo en revisión 989/2016. Hotel Royal Plaza, S.A. de C.V. 22 de marzo de 2017. Una­
nimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ausente: José Fernando 
Franco González Salas. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: María 
Antonieta del Carmen Torpey Cervantes.

Amparo en revisión 1169/2016. Grupo Hotelero Empresarial, S.A. de C.V. 3 de mayo de 
2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Impedido: José 
Fernando Franco González Salas. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: 
Eduardo Romero Tagle.
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Amparo en revisión 1205/2016. Suites Amberes, S.A. 10 de mayo de 2017. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto 
Fraga Jiménez.

Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia 2a./J. 95/2017 (10a.), publicada en la 
página 201 de este Informe, en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 14 
de julio de 2017 a las 10:21 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 44, Tomo I, julio de 2017, página 72, de título y subtítulo: 
"TURISMO. LOS ARTÍCULOS 87, FRACCIÓN I Y DÉCIMO QUINTO TRANSITORIO DEL 
REGLAMENTO DE LA LEY GENERAL RELATIVA, VIOLAN EL PRINCIPIO DE RESER­
VA REGLAMENTARIA."

Esta tesis se publicó el viernes 2 de junio de 2017 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS SOBRE 
BEBIDAS SABORIZADAS CON AZÚCAR AGREGADA. ES COMPATI­
BLE CON LOS DERECHOS AL TRABAJO Y AL COMERCIO. El impuesto 
mencionado es compatible con los derechos al trabajo y al comercio recono­
cidos en el artículo 5o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos, porque al gravar las bebidas saborizadas con azúcar añadida, no 
impide que los gobernados se dediquen al trabajo, profesión o industria que 
deseen, ni les impide comercializar con esos productos, ya que su importa­
ción y enajenación puede continuar al no prohibirla el impuesto especial sobre 
producción y servicios.

2a. LXXX/2017 (10a.)

Amparo en revisión 636/2015. Leche Bell, S.A. de C.V. 9 de noviembre de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; se 
apartaron de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos y José Fernando Franco 
González Salas. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 146/2016. Desde el Corazón del Fruto, S.A. de C.V. 11 de enero de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 834/2014. Bepensa Bebidas, S.A. de C.V. y otras. 22 de febrero de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.
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Amparo en revisión 343/2015. Comercializadora de Lácteos y Derivados, S.A. de C.V. 
22 de febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos 
y Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de junio de 2017 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PRODUCCIÓN Y SERVICIOS. EL ARTÍCULO 10, PÁRRAFO SEGUN­
DO, DE LA LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL RELATIVO, QUE CONTIENE 
LA LOCUCIÓN "FALTANTE DE BIENES EN LOS INVENTARIOS", NO 
VULNERA LOS PRINCIPIOS DE SEGURIDAD JURÍDICA, LEGALI­
DAD Y PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIAS. La porción normativa 
aludida, al disponer que en el caso de faltante de bienes en los inventarios, 
consumo o autoconsumo, se considera que se efectúa la enajenación –de 
bebidas saborizadas– cuando el contribuyente o las autoridades fiscales co­
nozcan que se realizaron los hechos mencionados, lo que ocurra primero, 
establece una ficción legal relativa al presupuesto del hecho imponible del 
tributo, como es enajenar; por ello, al no estar definida la locución "faltante de 
bienes en los inventarios", no vulnera los principios de seguridad jurídica y 
legalidad tributaria contenidos en los numerales 14, 16 y 31, fracción IV, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues por lo que hace 
al principio de seguridad jurídica, por esa locución debe entenderse la falta 
de los bienes que deben registrarse o asentarse en un documento y, por lo 
que hace al de legalidad tributaria, el legislador no está obligado a definir 
todas las locuciones previstas en la ley. Además, ese precepto tampoco trans­
grede el principio de proporcionalidad tributaria tutelado en el último numeral 
citado, ya que si la finalidad del impuesto es combatir la obesidad y el sobre­
peso, entonces el faltante de bienes o mercancías en los inventarios de bebi­
das saborizadas, alimentos no básicos o que sirvan para producirlos, guarda 
relación con dicha finalidad extrafiscal, pues por ficción legal ese faltante se 
considera enajenación, que es una de las hipótesis de causación del impuesto 
especial sobre producción y servicios.

2a. LXXXI/2017 (10a.)

Amparo en revisión 612/2014. Bepensa Bebidas, S.A. de C.V. y otra. 8 de febrero de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Amparo en revisión 687/2015. Botanas y Frituras del Sureste La Lupita, S.A. de C.V. 8 de 
febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
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Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones relacionadas con el test 
de proporcionalidad Margarita Beatriz Luna Ramos y con salvedades José Fernando 
Franco González Salas. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez 
Jiménez.

Amparo en revisión 834/2014. Bepensa Bebidas, S.A. de C.V. y otras. 22 de febrero de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de junio de 2017 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PRODUCCIÓN Y SERVICIOS. EL ARTÍCULO CUARTO, FRACCIÓN I, 
RELATIVO A LAS DISPOSICIONES TRANSITORIAS DEL DECRETO 
POR EL QUE SE REFORMÓ LA LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL ALU­
DIDO, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 
11 DE DICIEMBRE DE 2013, ES ACORDE AL PRINCIPIO DE IRRE­
TROACTIVIDAD DE LA LEY. La porción normativa indicada establece que 
existe la posibilidad de que los contribuyentes se acojan a dos opciones para 
transitar hacia la reforma mencionada: a) Tratándose de la enajenación de 
bienes o de la prestación de servicios que con anterioridad a la fecha de en­
trada en vigor del citado decreto (1 de enero de 2014) hayan estado afectas a 
una tasa menor del impuesto a la que deben aplicar a partir de esa fecha, y b) 
en el caso de la enajenación de bienes o de la prestación de servicios que con 
anterioridad al 1 de enero de 2014, no hayan estado afectas al impuesto y que 
con posterioridad a esa fecha queden afectas. Ahora bien, lo que el precepto 
referido hace es precisar las disposiciones aplicables para el momento del 
cobro de las contraprestaciones, teniendo en cuenta las situaciones que se 
presentan en el tráfico mercantil, que implica la existencia de casos en los 
que se enajenaron o importaron bebidas saborizadas y otros haciendo su 
entrega antes de la entrada en vigor del decreto reclamado pero quedaron 
pendientes de cobro las contraprestaciones respectivas, por lo que si dada la 
configuración del hecho imponible del impuesto, la obligación del pago de 
éste surge cuando se cobren las contraprestaciones por la enajenación o 
importación de los bienes materia del impuesto, ello resulta apegado al prin­
cipio de irretroactividad de la ley tutelado por el artículo 14 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque si se paga la contrapresta­
ción de actividades que se realizan antes de la entrada en vigor del decreto y 
en el lapso de 10 días siguientes a la entrega de dichos productos, no existe razón 
para pagar el impuesto a que refiere el decreto reclamado, porque éste rige 
hacia el futuro. Si por el contrario, se entregaron los productos con anteriori­
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dad a la entrada en vigor del decreto reclamado, pero el cobro de dichas 
contraprestaciones se realizó una vez iniciada su vigencia, entonces resulta 
acorde con el citado principio que deba pagarse el impuesto, pues durante el 
ámbito de vigencia del decreto se originó la obligación de su pago.

2a. LXXXII/2017 (10a.)

Amparo en revisión 441/2015. Smart & Final del Noroeste, S.A. de C.V. y otra. 5 de octubre 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Amparo en revisión 845/2015. Tiendas Aurrerá, S. de R.L. de C.V. 5 de octubre de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Amparo en revisión 876/2015. Desarrollo Comercial Abarrotero, S.A. de C.V. y otras. 25 de 
enero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Amparo en revisión 577/2015. Embotelladora y Distribuidora GEPP, S.A. de C.V. 8 de 
febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de junio de 2017 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

BEBIDAS SABORIZADAS. LA LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE 
PRODUCCIÓN Y SERVICIOS, AL GRAVAR SU IMPORTACIÓN Y ENA­
JENACIÓN, NO CONSTITUYE UNA LEY PRIVATIVA. La Ley del Impues­
to Especial sobre Producción y Servicios no constituye una ley privativa y, por 
tanto, no vulnera el artículo 13 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, pues no contiene normas individualizadas, ya que el impuesto 
surge respecto de toda actividad de enajenación o importación de, entre 
otros, bebidas saborizadas, concentrados, polvos o jarabes que se disuelvan 
en agua que contengan azúcar añadido, teniendo como destinatarios a todos 
los contribuyentes dedicados a esas actividades.

2a. LXXXIII/2017 (10a.)
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Amparo en revisión 819/2015. Compañía Embotelladora del Fuerte, S. de R.L. de C.V. 
25 de enero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 577/2015. Embotelladora y Distribuidora GEPP, S.A. de C.V. 8 de 
febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de junio de 2017 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

ALIMENTOS NO BÁSICOS CON UNA DENSIDAD CALÓRICA DE 275 
KILOCALORÍAS O MAYOR POR CADA 100 GRAMOS. EL ARTÍCULO 
2o., FRACCIÓN I, INCISO J), DE LA LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL 
SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS QUE LOS GRAVA, AL PREVER 
EL OBJETO Y LA TASA DEL IMPUESTO, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE 
LEGALIDAD TRIBUTARIA. El precepto mencionado, al señalar que a los 
actos o actividades de enajenación o importación de alimentos no básicos que 
se listan con una densidad calórica de 275 kilocalorías o mayor por cada 100 
gramos, se les aplicará la tasa del 8%, no viola el principio de legalidad tribu­
taria, en razón de que el objeto del impuesto y la carga tributaria se encuen­
tran definidos en el texto legal.

2a. LXXXIV/2017 (10a.)

Amparo en revisión 441/2015. Smart & Final del Noroeste, S.A. de C.V. y otra. 5 de octubre 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Amparo en revisión 845/2015. Tiendas Aurrerá, S. de R.L. de C.V. 5 de octubre de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Amparo en revisión 876/2015. Desarrollo Comercial Abarrotero, S.A. de C.V. y otras. 25 de 
enero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de junio de 2017 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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ALIMENTOS NO BÁSICOS CON UNA DENSIDAD CALÓRICA DE 275 
KILOCALORÍAS O MAYOR POR CADA 100 GRAMOS. EL ARTÍCULO 2o., 
FRACCIÓN I, INCISO J), DE LA LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL 
SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS QUE LOS GRAVA, AL PREVER 
LOS CONCEPTOS RELACIONADOS CON EL OBJETO DEL IMPUESTO, 
ES ACORDE CON LOS PRINCIPIOS DE LEGALIDAD TRIBUTARIA 
Y DE SEGURIDAD JURÍDICA. Del artículo 3o., fracciones XXV a XXXVI, de 
la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, se constata que el 
legislador estableció la descripción de los distintos alimentos no básicos enu­
merados en el artículo 2o. fracción I, inciso J), de la ley citada, conceptos 
de los cuales se advierte que resultan de fácil comprensión para la mayoría de 
la población, con lo cual se satisfacen los principios de legalidad tributaria y 
de seguridad jurídica, pues los contribuyentes del impuesto mencionado 
saben a qué atenerse respecto de la regulación impositiva de que se trata. 
Así, el objeto del impuesto especial sobre producción y servicios establecido 
en el segundo numeral invocado, no resulta genérico e impreciso ni, por ende, 
produce incertidumbre jurídica en los contribuyentes respecto a cuáles son 
los alimentos no básicos que se encuentran gravados.

2a. LXXXV/2017 (10a.)

Amparo en revisión 441/2015. Smart & Final del Noroeste, S.A. de C.V. y otra. 5 de octubre 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Amparo en revisión 845/2015. Tiendas Aurrerá, S. de R.L. de C.V. 5 de octubre de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Amparo en revisión 876/2015. Desarrollo Comercial Abarrotero, S.A. de C.V. y otras. 25 de 
enero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de junio de 2017 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA. LA ATRIBUCIÓN ES­
TABLECIDA EN EL ARTÍCULO 2o., FRACCIÓN I, INCISO J), PÁRRAFO 
ÚLTIMO, DE LA LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN 
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Y SERVICIOS, NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD 
JURÍDICA EN SU VERTIENTE DE ESTABILIDAD NORMATIVA. La por­
ción normativa referida prevé que el Servicio de Administración Tributa­
ria, mediante reglas de carácter general, dará a conocer los alimentos de 
consumo básico, considerando su importancia en la alimentación de la pobla­
ción, que no quedan comprendidos en el inciso J) de la fracción I del artículo 
2o. de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios. Ahora bien, 
la estabilidad normativa sobre los alimentos básicos que no quedan gravados 
por el impuesto no se deja al arbitrio de la autoridad fiscal citada, pues el 
darlos a conocer está condicionado a su importancia en la alimentación de 
la población, la cual se determina por el Instituto Nacional de Estadística y 
Geografía y el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo 
Social, quienes determinan los alimentos básicos atendiendo a los criterios 
contenidos en la Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los Hogares y en 
la canasta alimentaria rural y urbana. De esa forma, es precisamente ese límite 
de contenido (importancia en la alimentación de la población rural y urbana) 
establecido por el legislador, el que permite saber a qué atenerse por parte de 
los contribuyentes del impuesto, de ahí que el precepto citado no transgrede el 
principio de seguridad jurídica en su vertiente de estabilidad normativa.

2a. LXXXVI/2017 (10a.)

Amparo en revisión 441/2015. Smart & Final del Noroeste, S.A. de C.V. y otra. 5 de octubre 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Amparo en revisión 845/2015. Tiendas Aurrerá, S. de R.L. de C.V. 5 de octubre de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Amparo en revisión 876/2015. Desarrollo Comercial Abarrotero, S.A. de C.V. y otras. 25 de 
enero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de junio de 2017 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

ALIMENTOS NO BÁSICOS CON UNA DENSIDAD CALÓRICA DE 275 
KILOCALORÍAS O MAYOR POR CADA 100 GRAMOS. EL ARTÍCULO 
2o., FRACCIÓN I, INCISO J), DE LA LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL 



341INFORME DE LA SEGUNDA SALA 2017

SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS, ESTABLECE UN HECHO IM­
PONIBLE DE CONFIGURACIÓN SIMPLE. La norma invocada prevé uno 
de los hechos imponibles del impuesto indicado, consistente en que los 
sujetos (personas físicas y morales, elemento subjetivo) realicen determi­
nado acto (enajenación o importación, aspecto material del elemento objetivo) 
respecto de un bien concreto (alimentos no básicos, aspecto material del 
elemento objetivo) en un lugar específico (territorio nacional, aspecto espa­
cial del elemento objetivo). Ahora, el hecho imponible referido no se agota, 
pues el legislador estableció en el artículo 10, párrafo primero, de la Ley del 
Impuesto Especial sobre Producción y Servicios que, entre otros, en el caso 
de enajenación de alimentos no básicos el impuesto se causa en el momento 
en que se cubra la contraprestación por el monto causado (aspecto temporal 
del elemento objetivo); es decir, surge la obligación de pago del impuesto de 
mérito cuando se enajenen o importen los productos a que alude la norma 
controvertida; por tanto, la configuración del hecho imponible es simple, ya 
que la obligación tributaria se actualiza cuando se pague alguna de esas 
contraprestaciones conforme a los numerales 1o., fracción I y 10, párrafo 
primero, de la ley mencionada.

2a. LXXXVII/2017 (10a.)

Amparo en revisión 441/2015. Smart & Final del Noroeste, S.A. de C.V. y otra. 5 de octubre 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Amparo en revisión 845/2015. Tiendas Aurrerá, S. de R.L. de C.V. 5 de octubre de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Amparo en revisión 876/2015. Desarrollo Comercial Abarrotero, S.A. de C.V. y otras. 25 de 
enero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de junio de 2017 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

ALIMENTOS NO BÁSICOS. EL ARTÍCULO CUARTO RELATIVO A 
LAS DISPOSICIONES TRANSITORIAS DE LA LEY DEL IMPUESTO 
ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS, QUE ESTABLECE 
QUE EN CASO DE QUE LA ENAJENACIÓN DE AQUÉLLOS SE HAYA 
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CELEBRADO CON ANTERIORIDAD A LA EMISIÓN DEL DECRETO 
QUE REFORMÓ DICHA LEY, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE 
LA FEDERACIÓN EL 11 DE DICIEMBRE DE 2013, ESTARÁ AFECTA AL 
PAGO DEL TRIBUTO CONFORME A LAS DISPOSICIONES VIGEN­
TES EN EL MOMENTO DE SU COBRO, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE 
IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY. El precepto citado, en su fracción I, 
párrafo primero, establece que en caso de la enajenación de bienes (alimentos 
no básicos) o de la prestación de servicios que se hayan celebrado con ante­
rioridad al 1 de enero de 2014, las contraprestaciones correspondientes que 
se cobren con posterioridad a la fecha mencionada estarán afectas al pago 
del impuesto de mérito, de conformidad con las disposiciones vigentes en 
el momento de su cobro correlacionadas con la fecha de la celebración de la 
operación (anterior a la entrada en vigor de la reforma). Así, la norma transi­
toria no definió alguna situación que provoque pagar ese impuesto por la 
enajenación de alimentos no básicos a que se refiere el artículo 2o., fracción I, 
inciso J), de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, sino 
que precisa las disposiciones aplicables para el cobro de las contraprestacio­
nes, teniendo en cuenta diversas situaciones que pueden presentarse en el 
tráfico mercantil generadas antes de la entrada en vigor de la norma. De ahí 
que el artículo cuarto transitorio, fracción I, aludido, no viola el principio de 
irretroactividad de la ley, porque respeta situaciones jurídicas preexistentes y 
sus consecuencias.

2a. LXXXVIII/2017 (10a.)

Amparo en revisión 441/2015. Smart & Final del Noroeste, S.A. de C.V. y otra. 5 de octubre 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Amparo en revisión 845/2015. Tiendas Aurrerá, S. de R.L. de C.V. 5 de octubre de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Amparo en revisión 876/2015. Desarrollo Comercial Abarrotero, S.A. de C.V. y otras. 25 de 
enero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de junio de 2017 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA EN MATERIA FISCAL. SU CON­
TENIDO ESENCIAL. Dicho principio constituye uno de los pilares sobre el 
cual descansa el sistema fiscal mexicano, y tutela que el gobernado no se 
encuentre en una situación de incertidumbre jurídica y, por tanto, en estado 
de indefensión. En ese sentido, el contenido esencial del principio de seguridad 
jurídica en materia fiscal radica en poder tener pleno conocimiento sobre la 
regulación normativa prevista en la ley y sobre sus consecuencias. De esta 
forma, las manifestaciones concretas del principio aludido se pueden compen­
diar en la certeza en el derecho y la interdicción de la arbitrariedad; la primera, 
a su vez, en la estabilidad del ordenamiento normativo, esto es, que tenga un 
desarrollo suficientemente claro, sin ambigüedades o antinomias, respecto de 
los elementos esenciales de la contribución y la certidumbre sobre los reme­
dios jurídicos a disposición del contribuyente, en caso de no cumplirse con 
las previsiones de las normas; y la segunda, principal, mas no exclusivamente, 
a través de los principios de proporcionalidad y jerarquía normativa.

2a. LXXXIX/2017 (10a.)

Amparo en revisión 441/2015. Smart & Final del Noroeste, S.A. de C.V. y otra. 5 de octubre 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Amparo en revisión 845/2015. Tiendas Aurrerá, S. de R.L. de C.V. 5 de octubre de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Amparo en revisión 876/2015. Desarrollo Comercial Abarrotero, S.A. de C.V. y otras. 25 de 
enero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia 2a./J. 140/2017 (10a.), publicada en la 
página 219 de este informe, en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de 
octubre de 2017 a las 10:16 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 47, Tomo II, octubre de 2017, página 840, de título y subtítulo: 
"PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA EN MATERIA FISCAL. SU CONTENIDO 
ESENCIAL."

Esta tesis se publicó el viernes 9 de junio de 2017 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

TEST DE PROPORCIONALIDAD DE LAS LEYES FISCALES. LA INTEN­
SIDAD DE SU CONTROL CONSTITUCIONAL Y SU APLICACIÓN, 
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REQUIEREN DE UN MÍNIMO DE JUSTIFICACIÓN DE LOS ELEMENTOS 
QUE LO CONFORMAN. El test de proporcionalidad es un procedimiento 
interpretativo para resolver conflictos de normas fundamentales, apoyado en 
los principios de igualdad e interdicción de la arbitrariedad o exceso, previstos 
en los artículos 1o., 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos, y que requiere llevar a cabo, en primer lugar, un juicio de igualdad 
mediante la equiparación de supuestos de hecho que permitan verificar si 
existe o no un trato injustificado; en segundo lugar, el principio de proporcio­
nalidad se conforma de tres criterios relativos a que la distinción legislativa: 
a) persiga una finalidad objetiva y constitucionalmente válida; b) resulte ade­
cuada o racional, de manera que constituya un medio apto para conducir al fin 
u objetivo perseguido, existiendo una relación de instrumentalidad medio-fin; y, 
c) sea proporcional. Ahora, en materia tributaria la intensidad del escrutinio 
constitucional es flexible o laxo, en razón de que el legislador cuenta con li­
bertad configurativa del sistema tributario sustantivo y adjetivo, de modo que 
para no vulnerar su libertad política, en campos como el mencionado, las 
posibilidades de injerencia del Juez constitucional son menores y, por ende, 
la intensidad de su control se limita a verificar que la intervención legislativa 
persiga una finalidad objetiva y constitucionalmente válida; la elección del 
medio para cumplir esa finalidad no conlleva exigir al legislador que dentro 
de los medios disponibles justifique cuál de todos ellos cumple en todos los 
grados (cuantitativo, cualitativo y de probabilidad) o niveles de intensidad (efi­
cacia, rapidez, plenitud y seguridad), sino únicamente determinar si el medio 
elegido es idóneo, exigiéndose un mínimo de idoneidad y que exista corres­
pondencia proporcional mínima entre el medio elegido y el fin buscado que 
justifique la intervención legislativa diferenciada entre los sujetos comparables.

2a. XC/2017 (10a.)

Amparo en revisión 441/2015. Smart & Final del Noroeste, S.A. de C.V. y otra. 5 de octubre 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Amparo en revisión 845/2015. Tiendas Aurrerá, S. de R.L. de C.V. 5 de octubre de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Amparo en revisión 876/2015. Desarrollo Comercial Abarrotero, S.A. de C.V. y otras. 25 de 
enero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de junio de 2017 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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ALIMENTOS NO BÁSICOS CON UNA DENSIDAD CALÓRICA DE 275 
KILOCALORÍAS O MAYOR POR CADA 100 GRAMOS. EL ARTÍCULO 
2o., FRACCIÓN I, INCISO J), DE LA LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL 
SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS, QUE ESTABLECE LA TASA 
CON LA QUE SE GRAVAN, SUPERA EL TEST DE PROPORCIONALI­
DAD. El test de proporcionalidad se conforma de tres criterios, relativos a 
que la distinción legislativa: A) persiga una finalidad objetiva y constitucional­
mente válida; B) resulte adecuada o racional (idoneidad); y, C) sea proporcio­
nal. Por otra parte, la medida prevista en el artículo 2o., fracción I, inciso J), de 
la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios consiste en gravar 
con tasa del 8% el valor de la enajenación o importación de alimentos no bá­
sicos con una densidad calórica de 275 kilocalorías o mayor por cada 100 
gramos. Ahora, se cumple con el inciso A), porque la finalidad del impuesto 
es constitucionalmente válida y objetiva, al ser su objetivo inmediato comba­
tir el sobrepeso y la obesidad, mientras que el fin mediato consiste en que el 
Estado garantice a toda persona el derecho a una alimentación nutritiva, su­
ficiente y de calidad, en aras de salvaguardar el derecho a la protección de la 
salud de la población conforme al numeral 4o. de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. También se actualiza el inciso B), pues la 
medida resulta ser el medio idóneo, apto y adecuado para cumplir con la fina­
lidad aludida, porque en aras de combatir la obesidad y el sobrepeso se con­
sideró desincentivar el consumo de ese tipo de alimentos, para lo cual se 
tomaron como parámetro las kilocalorías en un rango de 275 o mayor, con lo 
cual se busca evitar las distintas enfermedades asociadas o derivadas del 
consumo de dichos alimentos, pero sobre todo prevenir su consumo excesi­
vo. Por lo que se refiere a la necesidad de la medida impositiva impugnada, 
también se satisface en razón de que, atento a la finalidad mediata que se busca 
con su establecimiento, el Estado debe agotar los instrumentos a su alcance 
para hacer efectivo el derecho a la protección de la salud de la población. Final­
mente, el requisito del inciso C) se cumple, ya que existe correspondencia 
proporcional mínima entre el medio elegido y el fin buscado, atendiendo a las 
ventajas y desventajas que produce la medida implementada; dentro de las ven­
tajas se advierte que permite inhibir o desincentivar el consumo de los alimentos 
no básicos aludidos y con ello disminuir, cuando no evitar, enfermedades cró­
nicas no transmisibles, en aras de la protección del derecho a la salud; mien­
tras que las desventajas inciden sobre los hábitos alimenticios de la población 
o en el incremento en los precios de los alimentos no básicos enlistados. De ahí 
que la norma en cuestión se considere constitucional al superar el test de 
proporcionalidad.

2a. XCI/2017 (10a.)
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Amparo en revisión 441/2015. Smart & Final del Noroeste, S.A. de C.V. y otra. 5 de octubre 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Amparo en revisión 845/2015. Tiendas Aurrerá, S. de R.L. de C.V. 5 de octubre de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Amparo en revisión 876/2015. Desarrollo Comercial Abarrotero, S.A. de C.V. y otras. 25 de 
enero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de junio de 2017 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

ALIMENTOS NO BÁSICOS CON UNA DENSIDAD CALÓRICA DE 275 
KILOCALORÍAS O MAYOR POR CADA 100 GRAMOS. EL ARTÍCULO 
2o., FRACCIÓN I, INCISO J), DE LA LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL 
SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS, QUE LES OTORGA UN TRATO 
DISTINTO RESPECTO DE LOS ALIMENTOS BÁSICOS Y NO BÁSI­
COS QUE NO SE ENCUENTREN EN LA LISTA QUE ESTABLECE EL 
PROPIO PRECEPTO, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRI­
BUTARIA. En relación con el principio aludido y cuando se reclama un trato 
diferenciado respecto de hipótesis normativas correspondientes al ámbito es­
pecífico de su aplicación, debe tenerse en cuenta el derecho a la igualdad. 
Ahora, el trato diferenciado entre los contribuyentes que enajenan o importan 
alimentos no básicos (con una densidad calórica de 275 kilocalorías o mayor 
por cada 100 gramos), con alimentos de diversas características (no básicos 
y básicos que no se encuentren en la lista del artículo 2o., fracción I, inciso J), 
de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios), está justificado 
constitucionalmente porque su fin es válido al buscar con ese tributo imple­
mentar una medida mediante la cual se combatan el sobrepeso y la obesidad, 
finalidad regida por el derecho a la salud. De igual modo, el gravamen resulta 
idóneo atendiendo, por un lado, al parámetro objetivo o rango elegido (gravar 
alimentos no básicos con una densidad calórica de 275 kilocalorías o mayor 
por cada 100 gramos) y, por otro, al diseño del hecho imponible, el cual atiende 
al fin extrafiscal buscado. Asimismo, la medida impositiva es necesaria, al 
tratarse de una herramienta del Estado para alcanzar el fin buscado, pues no 
sólo se encuentra dentro de las facultades del legislador hacer efectivos los 
derechos a la alimentación y a la protección de la salud a través de los ins­
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trumentos a su alcance, sino que el uso de dicha medida fiscal fue sugerido 
por parte de organismos internacionales. Finalmente, el tributo es proporcio­
nal, pues atendiendo a las ventajas de inhibir o desincentivar el consumo de 
alimentos no básicos para evitar enfermedades crónicas no transmisibles 
en aras de proteger el derecho a la salud de la población, se advierte que se 
justifican los sacrificios o desventajas que conlleva. Por tanto, a partir del resul­
tado obtenido con el test de proporcionalidad, se justifica constitucionalmen­
te el trato diferenciado entre los alimentos no básicos y el resto de alimentos 
que no se encuentran listados en el artículo 2o., fracción I, inciso J), de la ley 
invocada y, por ende, éste no viola el principio de equidad tributaria.

2a. XCII/2017 (10a.)

Amparo en revisión 441/2015. Smart & Final del Noroeste, S.A. de C.V. y otra. 5 de octubre 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Amparo en revisión 845/2015. Tiendas Aurrerá, S. de R.L. de C.V. 5 de octubre de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Amparo en revisión 876/2015. Desarrollo Comercial Abarrotero, S.A. de C.V. y otras. 25 de 
enero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de junio de 2017 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

ALIMENTOS NO BÁSICOS CON UNA DENSIDAD CALÓRICA DE 275 
KILOCALORÍAS O MAYOR POR CADA 100 GRAMOS. EL ARTÍCULO 
2o., FRACCIÓN I, INCISO J), DE LA LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL 
SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS, AL ESTABLECER UNA CLÁU­
SULA HABILITANTE A FAVOR DEL SERVICIO DE ADMINISTRA­
CIÓN TRIBUTARIA PARA DAR A CONOCER LOS ALIMENTOS DE 
CONSUMO BÁSICO QUE NO SERÁN OBJETO DEL TRIBUTO, NO 
VIOLA EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD TRIBUTARIA. El hecho de que el 
último párrafo del inciso J) citado establezca la facultad a cargo del Servicio 
de Administración Tributaria para que mediante reglas de carácter general dé 
a conocer los alimentos de consumo básico que no quedan comprendidos en 
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dicho inciso, responde a la habilitación normativa que le concedió el legisla­
dor para que no quede sujeta al impuesto especial sobre producción y servi­
cios la enajenación o importación de aquellos alimentos que si bien contienen 
una densidad calórica de 275 kilocalorías o mayor por cada 100 gramos, se 
consideran de consumo básico debido a su importancia en el consumo de la 
población, porque son el Instituto Nacional de Estadística y Geografía y el Con­
sejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social quienes deter­
minan cuáles son los alimentos básicos atendiendo a los criterios contenidos 
en la Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los Hogares y en la canasta 
alimentaria rural y urbana, y es así que la autoridad fiscal aludida los da a 
conocer, considerando su importancia en la población, a partir de los datos, 
información y estadísticas formuladas por aquellos organismos. Además, la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación advierte como hecho notorio que los 
alimentos de consumo básico establecidos en la regla I.5.1.3. de la Resolución 
Miscelánea Fiscal para 2014, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 
30 de diciembre de 2013, tienen importancia en la alimentación de la población, 
ya que se enlistan a partir de 3 criterios fundamentales, a saber: la cadena de 
trigo, donde destaca el pan no dulce (apartado A); la cadena de maíz, que 
incluye a la tortilla (apartado B); y la cadena de otros cereales (apartado C); 
alimentos que indudablemente y sin ser necesario elemento de convicción al­
guno que lo acredite, se consideran de consumo básico para la población, pues 
partiendo del principio ontológico de la prueba, lo ordinario se presume y lo 
extraordinario se prueba.

2a. XCIII/2017 (10a.)

Amparo en revisión 441/2015. Smart & Final del Noroeste, S.A. de C.V. y otra. 5 de octubre 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Amparo en revisión 845/2015. Tiendas Aurrerá, S. de R.L. de C.V. 5 de octubre de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Amparo en revisión 876/2015. Desarrollo Comercial Abarrotero, S.A. de C.V. y otras. 25 de 
enero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de junio de 2017 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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REGISTRO NACIONAL DE TURISMO. EFECTOS DE LA CONCESIÓN 
DEL AMPARO CONTRA LOS ARTÍCULOS 87, FRACCIÓN I Y DÉCIMO 
QUINTO TRANSITORIO DEL REGLAMENTO DE LA LEY GENERAL 
DE LA MATERIA, POR VIOLACIÓN A LOS PRINCIPIOS DE RESERVA 
Y PREFERENCIA REGLAMENTARIAS. La Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación determinó que los aludidos preceptos regla­
mentarios transgreden los citados principios, contenidos en los artículos 16 y 
89, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Ahora, los efectos de la protección constitucional concedida son para que 
hasta en tanto no se subsane el vicio de inconstitucionalidad advertido, no se 
exija a la quejosa el cumplimiento de la obligación prevista en los artículos 48 
y 58, fracción V, de la Ley General de Turismo, consistente en la inscripción en 
el Registro Nacional de Turismo, haciéndose extensiva la decisión también a la 
observancia de los acuerdos emitidos por el Secretario de Turismo, publica­
dos en el Diario Oficial de la Federación el 30 de marzo de 2016.

2a. XCIV/2017 (10a.)

Amparo en revisión 1094/2016. Promociones Turísticas Nacionales, S.A. de C.V. 22 de 
marzo de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Javier Laynez Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ausente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue.

Amparo en revisión 989/2016. Hotel Royal Plaza, S.A. de C.V. 22 de marzo de 2017. Una­
nimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ausente: José Fernando 
Franco González Salas. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: María 
Antonieta del Carmen Torpey Cervantes.

Amparo en revisión 1169/2016. Grupo Hotelero Empresarial, S.A. de C.V. 3 de mayo de 
2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Impedido: José 
Fernando Franco González Salas. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: 
Eduardo Romero Tagle.

Amparo en revisión 1205/2016. Suites Amberes, S.A. 10 de mayo de 2017. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de algunas conside­
raciones Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia 2a./J. 101/2017 (10a.), publicada en la 
página 205 de este Informe, en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 4 de 
agosto de 2017 a las 10:12 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Fede­
ración, Décima Época, Libro 45, Tomo II, agosto de 2017, página 795, de título y sub­
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título: "REGISTRO NACIONAL DE TURISMO. EFECTOS DE LA CONCESIÓN DEL 
AMPARO CONTRA LOS ARTÍCULOS 87, FRACCIÓN I Y DÉCIMO QUINTO TRANSITO­
RIO DEL REGLAMENTO DE LA LEY GENERAL DE LA MATERIA, POR VIOLACIÓN AL 
PRINCIPIO DE RESERVA REGLAMENTARIA."

Esta tesis se publicó el viernes 9 de junio de 2017 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

SISTEMA DE CLASIFICACIÓN HOTELERA. ES IMPROCEDENTE 
EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO CONTRA LOS 
ARTÍCULOS DE LA LEY GENERAL DE TURISMO Y SU REGLAMENTO, 
SI SE IMPUGNAN CON MOTIVO DE LA ENTRADA EN VIGOR DE LOS 
ACUERDOS PUBLICADOS EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERA­
CIÓN EL 30 DE MARZO DE 2016, EMITIDOS POR EL SECRETARIO DE 
TURISMO. La Ley General de Turismo y su Reglamento prevén como meca­
nismos de información en materia turística el Registro Nacional de Turismo y 
el Sistema de Clasificación Hotelera, los cuales regulan ámbitos de la mate­
ria distintos entre sí, ya que el Registro indicado consiste en un catálogo 
público de prestadores de servicios turísticos en el país, a través del cual, los 
tres niveles de gobierno podrán contar con información sobre éstos a nivel 
nacional, a fin de conocer mejor el mercado turístico y establecer comunica­
ción con las empresas de ese sector; mientras que el Sistema aludido consti­
tuye un medio de autoevaluación regulado por la Secretaría de Turismo que 
agrupa variables mediante ejes de desempeño, las cuales determinan la 
categoría del establecimiento de hospedaje a través de un parámetro repre­
sentado mediante estrellas. Ahora bien, el 30 de marzo de 2016, se publica­
ron en el Diario Oficial de la Federación 3 acuerdos emitidos por el Secretario 
de Turismo, en los que se determinó el catálogo de prestadores de servicios 
turísticos de acuerdo con el servicio que ofrecen, así como la convocatoria de 
inscripción y el formato único para trámites, todos relativos al Registro Nacio­
nal de Turismo. Por tanto, si los acuerdos referidos sólo materializaron las 
obligaciones y operación propias del Registro, es decir, que en virtud de su 
vigencia se tornó exigible a los prestadores de servicios turísticos dicha direc­
triz, es inconcuso que no pueden considerarse como actos de aplicación de 
las disposiciones que regulan aspectos concernientes al Sistema de Clasifica­
ción Hotelera; de ahí que no puede aducirse que existe interés jurídico para 
impugnar este último, con motivo de la emisión de los acuerdos mencionados.

2a. XCV/2017 (10a.)

Amparo en revisión 1205/2016. Suites Amberes, S.A. 10 de mayo de 2017. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de algunas conside­
raciones Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.
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Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia 2a./J. 118/2017 (10a.), publicada en la 
página 213 de este Informe, en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 25 
de agosto de 2017 a las 10:33 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Fede­
ración, Décima Época, Libro 45, Tomo II, agosto de 2017, página 852, de título y sub­
título: "SISTEMA DE CLASIFICACIÓN HOTELERA. ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO CONTRA LOS ARTÍCULOS DE LA LEY GENERAL 
DE TURISMO Y DE SU REGLAMENTO QUE REGULAN A AQUÉL, SI SE IMPUGNAN 
CON MOTIVO DE LA ENTRADA EN VIGOR DE LOS ACUERDOS PUBLICADOS EN EL 
DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 30 DE MARZO DE 2016, EMITIDOS POR 
EL SECRETARIO DE TURISMO."

Esta tesis se publicó el viernes 9 de junio de 2017 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

COMPENSACIÓN A VÍCTIMAS DE VIOLACIÓN A DERECHOS HUMA­
NOS. AUTORIDAD COMPETENTE PARA DETERMINAR SU MONTO 
POR CONCEPTO DE REPARACIÓN DEL DAÑO. La emisión de la Ley 
General de Víctimas y la creación de la Comisión Ejecutiva de Atención a 
Víctimas, no generan propiamente un conflicto competencial para determinar 
el monto que debe otorgarse a la víctima por concepto de compensación 
–como elemento integrante de la reparación integral–, pues el Fondo de Ayuda, 
Asistencia y Reparación Integral debe entenderse en un ámbito de comple­
mentariedad respecto de las indemnizaciones otorgadas a la víctima, a través 
de otros medios. La reparación prevista en la Ley General de Víctimas no es la 
vía exclusiva de indemnización tutelada en el sistema jurídico mexicano y, por 
ende, el Pleno de la Comisión aludida no es la única autoridad facultada para 
determinar los montos de compensación que deban otorgarse a las víctimas 
por violaciones a los derechos humanos o como resultado de la comisión de 
un delito. Así, el artículo 11 del Reglamento de la Ley General de Víctimas es­
tablece que cuando la víctima hubiese acudido a autoridades distintas a la 
Comisión mencionada, ésta valorará las medidas que hubiesen adoptado 
las autoridades de primer contacto, realizará las vinculaciones que correspon­
dan y requerirá las acciones complementarias de atención, asistencia y pro­
tección que resulten procedentes. Aunado a lo anterior, del análisis íntegro 
de la normativa que regula a la Comisión citada, se advierte que ésta no emite 
condena alguna a la autoridad responsable de la violación a los derechos 
humanos, ni prejuzga sobre la responsabilidad que debe atribuírsele, sino 
que simplemente hace de su conocimiento el pago de la compensación que 
realizará a las víctimas con motivo de la reparación del daño, para que dicha 
autoridad inicie los procedimientos conducentes y, de ser procedente, pro­
mueva las responsabilidades administrativas o penales que correspondan; 
pues la Comisión actúa en términos de complementariedad y armonización, 
respecto a las compensaciones que se hayan determinado mediante otros 
mecanismos o procedimientos de asistencia, ayuda, protección, atención y 
reparación, a fin de que, en los casos en que la víctima no haya obtenido el 
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pago de la totalidad de los daños materiales e inmateriales que haya sufrido 
por esas violaciones, se logre la integralidad que busca la reparación del daño.

2a. XCVI/2017 (10a.)

Amparo en revisión 943/2016. Francisco Javier Machorro Santana. 1 de febrero de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó contra consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Amparo en revisión 1013/2016. J. Guadalupe de la Cruz Benítez. 15 de febrero de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó con reservas José Fernando Franco González Salas y votó contra algunas consi­
deraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secreta­
ria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 1061/2016. Jorge Gilberto Cisneros Zúñiga. 19 de abril de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Rodrigo de la Peza López Figueroa.

Amparo en revisión 959/2016. Gustavo González Martínez. 3 de mayo de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Jocelyn M. Mendizábal 
Ferreyro.

Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia 2a./J. 110/2017 (10a.), publicada en la 
página 209 de este Informe, en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 11 de 
agosto de 2017 a las 10:19 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Fede­
ración, Décima Época, Libro 45, Tomo II, agosto de 2017, página 745, de título y sub­
título: "COMPENSACIÓN A VÍCTIMAS DE VIOLACIÓN A DERECHOS HUMANOS. 
AUTORIDAD COMPETENTE PARA DETERMINAR SU MONTO POR CONCEPTO DE 
REPARACIÓN DEL DAÑO."

Esta tesis se publicó el viernes 16 de junio de 2017 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

AGUAS NACIONALES. EL ARTÍCULO 4o. DE LA LEY RELATIVA NO 
VIOLA EL PRINCIPIO DE DIVISIÓN DE PODERES AL PREVER LA DE­
LEGACIÓN DE FACULTADES. El precepto citado no viola los artículos 16, 49, 
80 y 89, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, pues fue el legislador quien, en uso de sus facultades exclusivas previstas 
en el diverso numeral 73 constitucional, emitió la Ley de Aguas Nacionales, 
señalando que sería el Ejecutivo Federal directamente o a través de la Comi­
sión Nacional del Agua, quien tendrá la autoridad y administración en materia 
de aguas nacionales y de sus bienes públicos inherentes, por lo que les trans­
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firió las facultades normativas para que regulen aspectos técnico operativos, 
como se concluye del artículo 9o. de la ley mencionada, sin que la referida 
transferencia de facultades normativas implique que se reúnen dos órganos 
del Estado en uno solo, ni que se delegue la facultad reglamentaria del Eje­
cutivo Federal, ya que es el propio Congreso quien cedió sus facultades. Así, 
resulta constitucionalmente admisible que la Comisión Nacional del Agua 
ejerza las facultades que le fueron transferidas por el Congreso de la Unión 
tanto a ella indirectamente, como directamente al Ejecutivo Federal.

2a. XCVII/2017 (10a.)

Amparo en revisión 56/2017. Johan Froese Giesbrecht. 3 de mayo de 2017. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en 
contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos y con reservas Javier 
Laynez Potisek. Unanimidad de votos respecto al criterio contenido en esta tesis. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de junio de 2017 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

AGUAS NACIONALES. LOS ARTÍCULOS 39 Y 39 BIS DE LA LEY RELA­
TIVA NO VIOLAN EL DERECHO A LA SEGURIDAD JURÍDICA. No exis­
te indefinición en el concepto "sobreexplotación" previsto en los preceptos 
referidos, porque el principio de fundamentación y motivación, en donde se 
inserta el diverso de seguridad jurídica, no exige que el legislador defina todos 
y cada uno de los vocablos o locuciones utilizadas, ya que las leyes no son 
diccionarios, pues de ser así, su función sería imposible, además de que el 
término mencionado es conocido por el común de la gente, por lo que resulta 
intrascendente para juzgar la regularidad constitucional de los artículos 
en cuestión, el concepto científico que pueda existir de sobreexplotación de un 
acuífero. Por lo anterior, los preceptos citados no transgreden el derecho a la 
seguridad jurídica pues sus destinatarios saben a qué atenerse cuando el Eje­
cutivo Federal ante una situación de sobreexplotación grave de un acuífero 
emita un decreto, o la Comisión Nacional del Agua tome las medidas nece­
sarias para regular la explotación, uso o aprovechamiento de las aguas 
nacionales.

2a. XCVIII/2017 (10a.)

Amparo en revisión 56/2017. Johan Froese Giesbrecht. 3 de mayo de 2017. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco Gon­
zález Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en contra 
de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos y con reservas Javier Laynez 
Potisek. Unanimidad de votos respecto al criterio contenido en esta tesis. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez. 

Esta tesis se publicó el viernes 16 de junio de 2017 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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RECURSO DE REVISIÓN. REGLAS PARA IMPUGNAR LAS DISPOSI­
CIONES DE LA LEY DE AMPARO. Cuando en un recurso de revisión se 
impugne la constitucionalidad de algún precepto de la Ley de Amparo, no 
debe tenerse como acto reclamado destacado, en razón de que, en atención 
a que el juicio de amparo es un medio de control constitucional, sólo a través 
de él o de los recursos que existen en su ley reglamentaria pueden hacerse 
valer esos aspectos pero de manera accesoria o secundaria a la cuestión 
principal, consistente en analizar la constitucionalidad de los actos reclama­
dos destacados de las autoridades responsables que motivaron el ejercicio 
de la acción constitucional. Por ello, tampoco debe llamarse a juicio a las 
autoridades legislativas que expidieron la ley indicada ni, en su caso, reponer 
el procedimiento del juicio para tal efecto. De esa forma, la potencial incons­
titucionalidad o inconvencionalidad de un precepto de dicha legislación sólo 
implica que se inaplique al caso concreto y que trascienda a la sentencia de 
amparo respectiva, dependiendo de la regulación normativa que establezca y 
del vicio de inconstitucionalidad que se advierta; en caso contrario, la validez 
constitucional y convencional del precepto impugnado conlleva que se siga 
aplicando en el caso concreto. Finalmente, el pronunciamiento respecto a la 
constitucionalidad o convencionalidad del artículo, por tratarse de una cues­
tión accesoria o secundaria, no tiene por qué verse reflejado en un punto 
resolutivo de la sentencia de amparo respectiva.

2a. XCIX/2017 (10a.)

Amparo en revisión 56/2017. Johan Froese Giesbrecht. 3 de mayo de 2017. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en 
contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos y con reservas Javier 
Laynez Potisek. Unanimidad de votos respecto al criterio contenido en esta tesis. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Amparo en revisión 1227/2016. Uniterre, S.A. de C.V. 10 de mayo de 2017. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jannu Lizárraga Delgado.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de junio de 2017 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

JURISPRUDENCIA. LOS ARTÍCULOS 217 Y SEXTO TRANSITORIO 
DE LA LEY DE AMPARO NO SON INCONSTITUCIONALES POR NO 
ESTABLECER UNA SANCIÓN RESPECTO A SU DESACATO. Es inne­
cesario que exista alguna sanción respecto al desacato de la jurisprudencia 
obligatoria, pues para hacer valer el criterio definido por la Suprema Corte o 
por los tribunales correspondientes, en caso de que resulte aplicable, existen 
medios de responsabilidad administrativa de los juzgadores pertenecientes 
al Poder Judicial de la Federación, previstos en los artículos 129 a 140 de su 
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Ley Orgánica, a través de los cuales puede hacerse valer la omisión de aplicar 
la jurisprudencia obligatoria y, en su caso, fincar la sanción correspondiente. 
En consecuencia, los artículos 217 y Sexto Transitorio de la Ley de Amparo no 
son inconstitucionales al no establecer sanción alguna sobre la posible inob­
servancia de la jurisprudencia obligatoria por parte de los juzgadores.

2a. C/2017 (10a.)

Amparo en revisión 56/2017. Johan Froese Giesbrecht. 3 de mayo de 2017. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en 
contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos y con reservas Javier Laynez 
Potisek. Unanimidad de votos respecto al criterio contenido en esta tesis. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de junio de 2017 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

MULTA EXCESIVA. NO LO ES LA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 48, PÁ­
RRAFO QUINTO, DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, POR LO QUE 
NO CONTRAVIENE EL ARTÍCULO 22 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍ­
TICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. El precepto legal citado, 
al establecer que se impondrá una multa de 100 a 1000 veces el salario mínimo 
general, a los abogados, litigantes o representantes que promuevan acciones, 
excepciones, incidentes, diligencias, ofrecimiento de pruebas, recursos o cual­
quier actuación notoriamente improcedente, con la finalidad de prolongar, 
dilatar u obstaculizar la sustanciación o resolución del juicio laboral respec­
tivo, no prevé la imposición de una multa excesiva y, por ende, no contraviene 
el artículo 22 constitucional, pues permite a las Juntas de Conciliación y Ar­
bitraje atender a las circunstancias particulares del caso para decidir el monto 
que por concepto de multa se impondría al infractor respectivo; en otras pa­
labras, al contar con un rango entre un mínimo y un máximo le permite deter­
minar el monto de la sanción atendiendo a las circunstancias personales del 
infractor, la reincidencia, la capacidad económica, la gravedad de la infrac­
ción o diversos factores necesarios para individualizarla, sin que ello le exima 
de expresar las razones que la motivaron a imponer la multa correspondiente 
frente a conductas que entorpecen severamente la dinámica procesal.

2a. CI/2017 (10a.)

Amparo en revisión 1201/2016. Manuel García Gascón y otro. 17 de mayo de 2017. Una­
nimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I.; votó con salvedad José 
Fernando Franco González Salas. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jannu Lizárraga Delgado.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de junio de 2017 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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FLUJO DE INFORMACIÓN EN RED ELECTRÓNICA (INTERNET). PRIN­
CIPIO DE RESTRICCIÓN MÍNIMA POSIBLE. Atento a la importancia de 
las nuevas tecnologías de la información y la comunicación que permiten la 
existencia de una red mundial en la que pueden intercambiarse ideas y opi­
niones, conforme a lo sostenido por el Comité de Derechos Humanos de la 
Organización de las Naciones Unidas, el Estado debe tomar todas las medi­
das necesarias para fomentar la independencia de esos nuevos medios y ase­
gurar a los particulares el acceso a éstos, pues precisamente el intercambio 
instantáneo de información e ideas a bajo costo, a través del Internet, facilita 
el acceso a información y conocimientos que antes no podían obtenerse lo cual, 
a su vez, contribuye al descubrimiento de la verdad y al progreso de la socie­
dad en su conjunto, a lo que se debe que el marco del derecho internacional 
de los derechos humanos siga siendo pertinente y aplicable a las nuevas 
tecnologías de la comunicación; de hecho, puede afirmarse que el Internet 
ha pasado a ser un medio fundamental para que las personas ejerzan su 
derecho a la libertad de opinión y de expresión, atento a sus características 
singulares, como su velocidad, alcance mundial y relativo anonimato. Por tanto, 
en atención a ese derecho humano, se reconoce que en el orden jurídico 
nacional y en el derecho internacional de los derechos humanos, existe el 
principio relativo a que el flujo de información por Internet debe restringirse 
lo mínimo posible, esto es, en circunstancias excepcionales y limitadas, pre­
vistas en la ley, para proteger otros derechos humanos.

2a. CII/2017 (10a.)

Amparo en revisión 1/2017. Alestra, S. de R.L. de C.V. 19 de abril de 2017. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Impedida: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel 
Muñoz Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de junio de 2017 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y OPINIÓN A TRAVÉS DE LA RED ELEC­
TRÓNICA (INTERNET). EL OPERADOR JURÍDICO DEBE DISTIN­
GUIR ENTRE LOS TIPOS DE MANIFESTACIONES QUE DAN LUGAR 
A RESTRINGIR SU EJERCICIO. Resulta imperativo que el operador jurí­
dico tome en cuenta que existen diferencias entre el contenido ilegal en Internet 
que los Estados están obligados a prohibir, en virtud del derecho internacio­
nal –como lo es la pornografía infantil−, y el que se considera perjudicial, 
ofensivo o indeseable, pero que aquéllos no están obligados a prohibir. En este 
sentido, es importante hacer una clara distinción entre tres tipos de mani­
festaciones: (I) las que constituyen un delito según el derecho internacional; 
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(II) las que no son punibles como delito, pero pueden justificar una restricción 
y una demanda civil; y (III) las que no dan lugar a sanciones penales ni civiles, 
pero que plantean problemas en términos de tolerancia, urbanidad y respeto 
por los demás. Estas diferentes categorías de contenidos plantean diversas 
cuestiones de principio y requieren respuestas jurídicas y tecnológicas dis­
tintas; en la primera categoría de expresiones prohibidas en Internet se vulne­
ran a tal grado los derechos de los demás, que resulta justificable ordenar 
la imposición de una restricción genérica al sitio web; de hecho, el bloqueo 
constituye el método más común de restringir esos tipos de expresión prohi­
bida. En todos los demás casos, es decir, tratándose de manifestaciones no 
tipificadas como delitos, las restricciones a la libertad de expresión e informa­
ción deben referirse a un contenido concreto; de ahí que las prohibiciones ge­
néricas del funcionamiento de las páginas electrónicas, por regla general, será 
una limitación inadmisible al derecho a la información en estos casos, lo que es 
acorde con el principio subyacente de que el flujo de información por Internet 
debería restringirse lo mínimo posible, como lo ha sustentado la Organiza­
ción de las Naciones Unidas.

2a. CIII/2017 (10a.)

Amparo en revisión 1/2017. Alestra, S. de R.L. de C.V. 19 de abril de 2017. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Impedida: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel 
Muñoz Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de junio de 2017 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

BLOQUEO DE UNA PÁGINA ELECTRÓNICA (INTERNET). DICHA 
MEDIDA ÚNICAMENTE ESTÁ AUTORIZADA EN CASOS EXCEPCIO­
NALES. Como lo ha sostenido el Consejo de Derechos Humanos de la Or­
ganización de las Naciones Unidas, el bloqueo de una página de Internet implica 
toda medida adoptada para impedir que determinados contenidos en línea 
lleguen a un usuario final. Al respecto, debe tenerse en cuenta que las res­
tricciones al derecho humano de libertad de expresión no deben ser excesiva­
mente amplias, por el contrario, deben referirse a un contenido concreto; de 
ahí que las prohibiciones genéricas al funcionamiento de ciertos sitios y sis­
temas web, como lo es el bloqueo, son incompatibles con el derecho humano 
de libertad de expresión, salvo situaciones verdaderamente excepcionales, las 
cuales podrían generarse cuando los contenidos de una página de Internet se 
traduzcan en expresiones prohibidas, esto es, tipificadas como delitos acorde 
con el derecho penal internacional, dentro de las que destacan: (I) la incitación 
al terrorismo; (II) la apología del odio nacional, racial o religioso que constituya 
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incitación a la discriminación, la hostilidad o la violencia –difusión del "dis­
curso de odio" por Internet–; (III) la instigación directa y pública a cometer 
genocidio; y (IV) la pornografía infantil. Asimismo, la situación de excepciona­
lidad a la prohibición de restricciones genéricas al derecho de expresión tam­
bién podría generarse cuando la totalidad de los contenidos de una página web 
resulte ilegal, lo que lógicamente podría conducir a su bloqueo, al limitarse 
únicamente a albergar expresiones no permisibles por el marco jurídico.

2a. CIV/2017 (10a.)

Amparo en revisión 1/2017. Alestra, S. de R.L. de C.V. 19 de abril de 2017. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Impedida: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel 
Muñoz Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de junio de 2017 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y OPINIÓN EJERCIDAS A TRAVÉS DE LA 
RED ELECTRÓNICA (INTERNET). RESTRICCIONES PERMISIBLES. 
Conforme a lo señalado por el Consejo de Derechos Humanos de la Organi­
zación de las Naciones Unidas, el Internet ha pasado a ser un medio funda­
mental para que las personas ejerzan su derecho a la libertad de opinión y 
de expresión; por consiguiente, las restricciones a determinados tipos de infor­
mación o expresión admitidas en virtud del derecho internacional de los de­
rechos humanos, también resultan aplicables a los contenidos de los sitios 
de Internet. En consecuencia, para que las limitaciones al derecho humano 
referido ejercido a través de una página web, puedan considerarse apegadas 
al parámetro de regularidad constitucional, resulta indispensable que deban: 
(I) estar previstas por ley; (II) basarse en un fin legítimo; y (III) ser necesarias 
y proporcionales. Lo anterior, si se tiene en cuenta que cuando el Estado im­
pone restricciones al ejercicio de la libertad de expresión ejercida a través 
del Internet, éstas no pueden poner en peligro el derecho propiamente dicho. 
Asimismo, debe precisarse que la relación entre el derecho y la restricción, o 
entre la norma y la excepción, no debe invertirse, esto es, la regla general es 
la permisión de la difusión de ideas, opiniones e información y, excepcional­
mente, el ejercicio de ese derecho puede restringirse.

2a. CV/2017 (10a.)

Amparo en revisión 1/2017. Alestra, S. de R.L. de C.V. 19 de abril de 2017. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Impedida: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel 
Muñoz Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de junio de 2017 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. NO SE ACTUALIZA LA 
CAUSAL PREVISTA EN EL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN IX, DE LA LEY 
DE LA MATERIA, CUANDO EL JUZGADOR DE AMPARO DEJA A LA 
AUTORIDAD RESPONSABLE EN APTITUD DE EMITIR UNA NUEVA 
RESOLUCIÓN CON LIBERTAD DE JURISDICCIÓN. El precepto citado 
prevé que el juicio de amparo es improcedente contra resoluciones dictadas 
en los juicios de amparo o en su ejecución; no obstante, cuando el juzgador de 
amparo deja a la autoridad responsable con libertad de jurisdicción para emitir 
la nueva resolución con la cual dará cumplimiento al fallo protector, ésta puede 
combatirse a través de un nuevo juicio de amparo, por lo que no se actualiza 
la causal de improcedencia establecida en el artículo 61, fracción IX, de la Ley 
de Amparo, toda vez que dicha determinación no podría considerarse cosa 
juzgada, considerando que esas decisiones no atienden a los lineamientos 
fijados por el órgano federal de amparo, por lo que es procedente el juicio 
constitucional contra los nuevos actos emitidos con libertad de jurisdicción 
por la autoridad responsable.

2a. CVI/2017 (10a.)

Amparo en revisión 1227/2016. Uniterre, S.A. de C.V. 10 de mayo de 2017. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jannu Lizárraga 
Delgado.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de junio de 2017 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

ALIMENTOS NO BÁSICOS CON UNA DENSIDAD CALÓRICA DE 275 
KILOCALORÍAS O MAYOR POR CADA 100 GRAMOS. EL ARTÍCULO 
2o., FRACCIÓN I, INCISO J), DE LA LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL 
SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS QUE LOS GRAVA, RESPETA 
EL DERECHO DE DESTINO DE LAS CONTRIBUCIONES. Conforme al 
artículo 73, fracción VII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos, el Congreso de la Unión tiene facultad para imponer las contribuciones 
necesarias para cubrir el presupuesto. Esa necesidad en el establecimiento 
de la contribución responde, por lo general, a exigencias fácticas de carácter 
social, económico o de política pública que requieren ser satisfechas mediante 
la obtención de recursos, lo que implica que, tanto las contribuciones –con 
independencia de sus fines fiscales o no– como los recursos que se obtienen 
de ellas deben destinarse a cubrir el presupuesto de egresos, que constituye el 
instrumento normativo a través del cual se realiza el gasto público, en térmi­
nos del artículo 31, fracción IV, constitucional. En el caso del impuesto especial 
sobre producción y servicios no debe confundirse el fin extrafiscal que per­
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sigue (combatir la obesidad y el sobrepeso), con el destino de los recursos 
que se recauden por aquél, los cuales están destinados a cubrir el gasto 
público de conformidad con el Presupuesto de Egresos de la Federación. De ahí 
que si lo recaudado por la norma en cuestión se destina a ese fin, es claro que 
respeta el derecho de destino de las contribuciones.

2a. CVII/2017 (10a.)

Amparo en revisión 441/2015. Smart & Final del Noroeste, S.A. de C.V. y otra. 5 de octubre 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto 
Pérez Dayán; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Amparo en revisión 845/2015. Tiendas Aurrerá, S. de R.L. de C.V. 5 de octubre de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Amparo en revisión 876/2015. Desarrollo Comercial Abarrotero, S.A. de C.V. y otras. 25 de 
enero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de junio de 2017 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PRODUCCIÓN Y SERVICIOS. EL HECHO DE QUE NO EXISTA CO­
RRESPONDENCIA ENTRE INGRESOS Y GASTOS RELACIONADOS 
CON EL TRIBUTO, EN RELACIÓN CON EL PREVISTO EN EL ARTÍCU­
LO 2o., FRACCIÓN I, INCISO J), DE LA LEY DEL IMPUESTO ESPE­
CIAL RELATIVO, NO LO HACE INCONSTITUCIONAL. La circunstancia 
de que el monto destinado a la prevención de la obesidad y el sobrepeso en el 
Presupuesto de Egresos de un determinado ejercicio fiscal sea menor al que 
el Estado estimó recaudar con la correlativa Ley de Ingresos de la Federación 
por concepto del impuesto especial sobre producción y servicios, no implica 
que el artículo 2o., fracción I, inciso J), de la Ley del Impuesto Especial sobre 
Producción y Servicios sea inconstitucional, pues entre el ingreso y el egreso 
no debe haber correspondencia en atención al fin extrafiscal del impuesto, 
consistente en el combate de la obesidad y el sobrepeso. Así, la finalidad men­
cionada buscó establecer una medida legislativa para combatir dichos pa­
decimientos sin que ello conlleve que el legislador no haya previsto recaudar 
ingresos en razón de que, por definición, toda contribución tiene inmersa esa 
finalidad. Esta conclusión se robustece si se atiende a que el impuesto busca 
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inhibir o desincentivar el consumo de alimentos no básicos con una alta den­
sidad calórica, por lo que en la medida en que se cumpla esta finalidad, en teoría 
el monto de los ingresos a recaudar será menor. De ahí que si el impuesto 
controvertido tiene como finalidad secundaria recaudar ingresos, pues la prin­
cipal es extrafiscal, no existe identidad entre lo percibido y la asignación.

2a. CVIII/2017 (10a.)

Amparo en revisión 441/2015. Smart & Final del Noroeste, S.A. de C.V. y otra. 5 de octubre 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Amparo en revisión 845/2015. Tiendas Aurrerá, S. de R.L. de C.V. 5 de octubre de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Amparo en revisión 876/2015. Desarrollo Comercial Abarrotero, S.A. de C.V. y otras. 25 de 
enero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de junio de 2017 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

LIBERTAD DE EXPRESIÓN EJERCIDA A TRAVÉS DE LA RED ELECTRÓ­
NICA (INTERNET). LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE AUTOR 
NO JUSTIFICA, EN SÍ Y POR SÍ MISMA, EL BLOQUEO DE UNA PÁGINA 
WEB. Si bien los derechos de autor se reconocen como derechos humanos 
por el parámetro de regularidad constitucional, lo cierto es que las restriccio­
nes impuestas al derecho humano a la libertad de expresión ejercido a través de 
la red electrónica (Internet), con el propósito de proteger la propiedad intelec­
tual deben referirse a un contenido concreto y no ser excesivamente amplias 
a efecto de cumplir con los requisitos de necesidad y proporcionalidad. De ahí 
que, salvo situaciones verdaderamente excepcionales, las prohibiciones gené­
ricas al funcionamiento de páginas web por violar derechos de autor no se 
consideran como constitucionalmente válidas, en tanto implican una medida 
innecesaria o desproporcionada, al no centrarse en objetivos suficientemente 
precisos y al privar de acceso a numerosos contenidos, aparte de los catalo­
gados como ilegales. Al respecto, las situaciones de excepcionalidad a la prohi­
bición de restricciones genéricas al derecho de expresión, podrían generarse 
en los casos en donde la totalidad de los contenidos de una página web violen el 
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derecho a la propiedad intelectual, lo que podría conducir al bloqueo de ésta, 
al limitarse únicamente a albergar expresiones que vulneren los derechos 
de autor.

2a. CIX/2017 (10a.)

Amparo en revisión 1/2017. Alestra, S. de R.L. de C.V. 19 de abril de 2017. Unanimidad de cua­
tro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Impedida: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 30 de junio de 2017 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

TURISMO. LOS ARTÍCULOS 46 A 52, 69 Y DEMÁS RELATIVOS DE LA 
LEY GENERAL RESPECTIVA, CONSIDERADOS COMO PARTE DEL 
SISTEMA NORMATIVO QUE REGULA AL REGISTRO NACIONAL 
DE TURISMO, NO VIOLAN EL DERECHO FUNDAMENTAL A LA LIBER­
TAD DE COMERCIO. La Suprema Corte de Justicia de la Nación, al examinar 
el artículo 5o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
sostuvo que los derechos fundamentales que dicho precepto reconoce no son 
absolutos y, en esa medida, pueden restringirse: a) por determinación judicial; 
b) cuando se afecten derechos de terceros; y c) por resolución gubernativa en 
los casos específicos previstos en la ley, siempre y cuando no se afecten los 
derechos de la sociedad. En congruencia con lo anterior, los artículos 46 a 52, 
69 y demás relativos de la Ley General de Turismo, que se examinan como una 
unidad normativa, ya que regulan la inscripción en el Registro Nacional de 
Turismo y la obtención del certificado respectivo, contienen una obligación 
constitucionalmente válida en atención a la actividad turística en el país, la 
que, de acuerdo con la exposición de motivos de la ley, corresponde a la nece­
sidad de promover y regular dicha actividad como motor de desarrollo, buscando 
con el registro dotar de mayor certidumbre jurídica al turista, además de ser­
vir como herramienta para la planeación de esa actividad, de modo que la fina­
lidad de las normas citadas es constitucionalmente relevante, a fin de incentivar 
el sector turístico y llevar un control de las negociaciones mercantiles de 
quienes presten los servicios turísticos; además, la inscripción constituye una 
medida instrumentalmente apta y no produce efectos desmesurados para 
otros bienes o derechos constitucionalmente tutelados, ya que los prestadores 
del servicio conservan su derecho para ofrecer habitualmente sus servicios, 
en principio, durante todo el tiempo concedido según su registro y, después, en 
caso de llegar a ser apremiados con clausura temporal, ésta sólo se verificará 
durante la temporalidad de la conducta contumaz. De ahí que los preceptos 
referidos, analizados como un sistema normativo, que de acuerdo con la juris­
prudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
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2a./J. 100/2008 (*), se examinan como una verdadera unidad, no violan el derecho 
fundamental a la libertad de comercio, pues sólo regulan diversos aspectos 
relacionados con el sistema de inscripción al registro en los términos anotados.

2a. CX/2017 (10a.)

Amparo en revisión 1204/2016. Grupo Hotelero Monterrey, S.A. de C.V. 7 de junio de 2017. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ausente: Eduardo Medina Mora I. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secreta­
ria: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes.

Amparo en revisión 33/2017. Hotelera Camarones, S.A. de C.V. 7 de junio de 2017. Unani­
midad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I.; en su ausencia hizo suyo el asunto José Fernando Franco 
González Salas. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 30 de junio de 2017 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

SISTEMA DE SEGURIDAD PÚBLICA PARA EL ESTADO DE JALISCO. 
EL ARTÍCULO 57 DE LA LEY RELATIVA NO VULNERA EL ARTÍCULO 
21 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. El precepto legal citado, al prohibir el pago de tiempo extraor­
dinario para los elementos operativos de las instituciones de seguridad pública, 
estatales o municipales, el personal ministerial y los peritos, es decir, para los 
miembros de las instituciones de seguridad pública, no vulnera el artículo 21 
constitucional, el cual dispone que la seguridad pública es una función a 
cargo de la Federación, las entidades federativas y los Municipios, y que las 
instituciones de seguridad pública se regirán por los principios de legalidad, 
objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos huma­
nos, pero no regula situación alguna relacionada con el horario de los miembros 
de instituciones policiales; luego, el hecho de que establezca los principios con 
base en los cuales las instituciones policiales deben regir su actuar, en ejer­
cicio de su función constitucional en materia de seguridad pública, no implica 
que de ahí derive el derecho de sus miembros a recibir el pago de tiempo 
extraordinario, sino que en todo caso constituye un imperativo constitucional 
que obliga a ese tipo de servidores públicos a conducirse en el ejercicio de 
sus funciones bajo dichos principios y respetando los derechos humanos.

2a. CXI/2017 (10a.)

Nota: (*) La tesis de jurisprudencia 2a./J. 100/2008 citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, junio de 2008, página 400, con el 
rubro: "AMPARO CONTRA LEYES. PARA IMPUGNARLAS COMO SISTEMA NORMATIVO ES NE­
CESARIO QUE CONSTITUYAN UNA VERDADERA UNIDAD."
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Amparo directo en revisión 5111/2014. Pedro Valenzuela Navarro. 22 de abril de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó en 
contra de consideraciones José Fernando Franco González Salas. En contra del crite­
rio contenido en esta tesis Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secre­
tario: Luis Javier Guzmán Ramos.

Amparo directo en revisión 6895/2016. Juan Manuel Vera Flores. 31 de mayo de 2017. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I.; votó en 
contra de consideraciones y del criterio contenido en esta tesis Javier Laynez Potisek. 
Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos; en su ausencia hizo suyo el asunto Alberto 
Pérez Dayán. Secretaria: Estela Jasso Figueroa.

Amparo directo en revisión 7242/2016. Simón Loza Íñiguez. 14 de junio de 2017. Unani­
midad de cuatro votos de los Ministros Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en 
contra de consideraciones y del criterio contenido en esta tesis Javier Laynez Potisek. 
Ausente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: 
Estela Jasso Figueroa.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de julio de 2017 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

SALUD. LOS ARTÍCULOS 272 BIS 1 DE LA LEY GENERAL RELATIVA 
Y 95 BIS 4 DE SU REGLAMENTO EN MATERIA DE PRESTACIÓN DE 
SERVICIOS DE ATENCIÓN MÉDICA, NO TRANSGREDEN EL PRINCI­
PIO DE IGUALDAD. Los preceptos citados, al prever que la cirugía plástica, 
estética y reconstructiva relacionada con cambiar o corregir el contorno o 
forma de diferentes zonas o regiones de la cara y del cuerpo deberá efectuarse 
en establecimientos o unidades médicas con licencia sanitaria vigente, aten­
didos por profesionales de la salud especializados en dichas materias, confor­
me a lo establecido por el artículo 272 Bis de la Ley General de Salud, y que 
únicamente podrán realizar dichos procedimientos los médicos con título pro­
fesional y cédula de especialidad, otorgada por autoridad educativa y certifi­
cación expedida por el Consejo de la Especialidad en una rama quirúrgica de 
la medicina, ambos en términos de los diversos 78 y 81 de la ley aludida, respec­
tivamente, no violan el principio de igualdad contenido en el artículo 1o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con quienes 
tienen cédula de maestría en cirugía estética, porque el grado de especialista 
en cirugía plástica y reconstructiva y el de maestro en cirugía estética no son 
equiparables, pues el de especialidad obtenido mediante el Sistema Nacional 
de Residencias es consecuencia de un procedimiento altamente reglado en 
el que intervienen dependencias y entidades del Sistema Nacional de Salud y 
del Sistema Educativo Nacional, mientras que el grado académico de maestría 
lo otorga una institución educativa que no forma parte del Sistema Nacional de 
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Residencias, que si bien tiene reconocimiento de validez oficial, no se sujeta 
a los mismos procedimientos y fines que aquél, por lo que no puede existir 
comparación entre ambos grados.

2a. CXII/2017 (10a.)

Amparo en revisión 1291/2015. Margarita Amador León. 30 de marzo de 2016. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ausente: Alberto 
Pérez Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Salvador 
Alvarado López.

Amparo en revisión 856/2016. José Enrique Gámez Ureña. 7 de diciembre de 2016. Unanimi­
dad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos; en su ausencia hizo suyo el asunto Alberto Pérez Dayán. Secre­
taria: Ma. de la Luz Pineda Pineda.

Amparo en revisión 864/2016. Roberto Manzano Fletes. 11 de enero de 2017. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I.; votó con reservas 
José Fernando Franco González Salas. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Oscar Vázquez Moreno.

Amparo en revisión 1233/2016. José Antonio Hernández Romero. 14 de junio de 2017. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ausente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: 
Ma. de la Luz Pineda Pineda.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de julio de 2017 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

COMISIÓN NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS. TIENE PLENA 
APTITUD JURÍDICA Y TÉCNICA PARA DETERMINAR SI LA INFOR­
MACIÓN QUE LE ES SOLICITADA EN LOS ASUNTOS DE SU COMPE­
TENCIA ENCUADRA EN LA HIPÓTESIS PREVISTA EN EL ÚLTIMO 
PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 14 DE LA LEY FEDERAL DE TRANSPA­
RENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMEN­
TAL ABROGADA. Conforme al precepto citado, respecto de la información 
gubernamental no podrá invocarse el carácter de reservada cuando se trate 
de la investigación de "violaciones graves de derechos fundamentales". Por 
otra parte, la naturaleza funcional de la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos la ubica como el órgano estatal que debe velar por la protección, 
observancia, promoción, estudio y divulgación de los derechos humanos 
que ampara el orden jurídico mexicano, lo que permite colegir, indubitable­
mente, que cuenta con plena aptitud jurídica y técnica para determinar si la 
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información solicitada por los particulares en los asuntos de su competen­
cia se relaciona con violaciones graves a los derechos fundamentales y, en 
esa medida, si esos datos se encuentran regidos por el principio de máxima 
publicidad en términos del artículo 14, último párrafo, de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, vigente hasta 
el 9 de mayo de 2016.

2a. CXIII/2017 (10a.)

Amparo en revisión 38/2017. Fundación para la Justicia y el Estado Democrático de 
Derecho, A.C. 24 de mayo de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas 
y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de julio de 2017 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

SISTEMA DE SEGURIDAD PÚBLICA PARA EL ESTADO DE JALISCO. 
EL ARTÍCULO 57 DE LA LEY RELATIVA, QUE PROHÍBE EL PAGO POR 
TIEMPO EXTRAORDINARIO, NO CONTRAVIENE EL ARTÍCULO 123, 
APARTADO B, FRACCIÓN XIII, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. El precepto legal citado, al prohibir 
el pago de tiempo extraordinario para los elementos operativos de las institu­
ciones de seguridad pública, estatales o municipales, el personal ministerial 
y los peritos, es decir, para los miembros de las instituciones de seguridad 
pública, no contraviene el artículo 123, apartado B, fracción XIII, constitucio­
nal, porque la Ley del Sistema de Seguridad Pública para el Estado de Jalisco 
no se rige por los principios generales establecidos en materia de trabajo 
burocrático, sino por sus propias disposiciones. Además, la razón que subyace 
en el derecho a recibir el pago por tiempo extraordinario es la prolongación 
de la jornada por causas extraordinarias como la urgencia, riesgo y/o peligro 
en que se encuentren los trabajadores en la fuente de trabajo, y que hacen 
necesario atender la contingencia; circunstancia que no se actualiza en el 
caso de los miembros de instituciones policiales, porque por las funciones 
que desempeñan y el cometido constitucional que cumplen, como lo es la 
seguridad pública del país, en todo momento existen urgencia, riesgo y peli­
gro que atender.

2a. CXIV/2017 (10a.)

Amparo directo en revisión 5111/2014. Pedro Valenzuela Navarro. 22 de abril de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó en 
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contra de consideraciones José Fernando Franco González Salas. En contra del cri­
terio contenido en esta tesis Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretario: Luis Javier Guzmán Ramos.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de julio de 2017 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

SISTEMA DE SEGURIDAD PÚBLICA PARA EL ESTADO DE JALISCO. 
EL ARTÍCULO 57 DE LA LEY RELATIVA NO TRANSGREDE EL PRIN­
CIPIO DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN NI EL ARTÍCULO 5o. DE 
LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXI­
CANOS. El precepto citado, al prohibir el pago de tiempo extraordinario para 
los elementos operativos de las instituciones de seguridad pública, estatales o 
municipales, el personal ministerial y los peritos, es decir, para los miembros 
de las instituciones de seguridad pública, no contraviene el artículo 5o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque el hecho de 
que prohíba el pago de "tiempo extraordinario", no significa que impida recibir 
las remuneraciones correspondientes por el servicio prestado; aunado a que 
los principios en materia de trabajo burocrático estatal, contenidos en el 
artículo 123, apartado B, constitucional, no rigen para dichos miembros, motivo 
por el cual, no se genera discriminación alguna, pues ese tipo de servidores 
públicos no se encuentra en la misma situación jurídica que los trabajadores al 
servicio del Estado, sino que se rigen por sus propias normas.

2a. CXV/2017 (10a.)

Amparo directo en revisión 5111/2014. Pedro Valenzuela Navarro. 22 de abril de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó en 
contra de consideraciones José Fernando Franco González Salas. En contra del cri­
terio contenido en esta tesis Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretario: Luis Javier Guzmán Ramos.

Amparo directo en revisión 7322/2016. José Manuel Vázquez Real. 3 de mayo de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó en contra de consideraciones y del criterio contenido en esta tesis Javier Laynez 
Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jannu Lizárraga Delgado.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de julio de 2017 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

VISITA DOMICILIARIA. EL ARTÍCULO 46 DEL CÓDIGO FISCAL DE 
LA FEDERACIÓN NO VULNERA EL PRINCIPIO DE IGUALDAD POR 
NO EXIGIR FUNDAMENTAR Y MOTIVAR LAS ACTAS LEVANTADAS 
DURANTE EL DESARROLLO DE ESA FACULTAD DE COMPROBA­
CIÓN. Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación en diversas ejecutorias, ha 
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determinado que las actas levantadas en el desarrollo de la visita domiciliaria 
son actos instrumentales que, por regla general, no deben estar fundamentados 
ni motivados, ya que son elaborados por los inspectores o visitadores, quie­
nes no ejercen facultades para resolver la situación fiscal del contribuyente. 
Por su parte, en la jurisprudencia 2a./J. 18/2011 (*), de rubro: "REVISIÓN DE 
GABINETE. EL OFICIO DE OBSERVACIONES EMITIDO DENTRO DE DICHO 
PROCEDIMIENTO DEBE CUMPLIR CON LAS GARANTÍAS DE FUNDAMEN­
TACIÓN Y MOTIVACIÓN.", se determinó que el oficio de observaciones emiti­
do en la revisión de gabinete debe estar fundado y motivado. Pues bien, el 
hecho de que las actas levantadas en la visita domiciliaria, no deban satisfa­
cer los requisitos de fundamentación y motivación y, en cambio, el oficio de 
observaciones emitido en la revisión de gabinete sí esté sujeto al cumplimiento 
de esos requisitos, no se traduce en la inconstitucionalidad del artículo 46 del 
Código Fiscal de la Federación, por violación al principio de igualdad, pues 
ese precepto se refiere a una facultad de comprobación que posee caracterís­
ticas propias que no coinciden con la revisión de gabinete regulada en el 
artículo 48 de la citada codificación, ya que la diferencia entre las actas levan­
tadas en la visita domiciliaria, y en la revisión de gabinete es que la autoridad 
fiscal es quien revisa directamente y, en su caso, formula las observaciones 
advertidas respecto de la situación fiscal del contribuyente; por ende, no se 
trata de facultades de comprobación referidas a sujetos ubicados en un plano 
similar o equiparable.

2a. CXVI/2017 (10a.)

Amparo directo en revisión 3874/2016. Infraestructura Material del Pacífico, S.A. de C.V. 
15 de febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza 
Arreygue.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de agosto de 2017 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

SERVICIOS MÉDICOS. EL ARTÍCULO 55 DE LA LEY DEL INSTITUTO 
DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES 

Nota: (*) La tesis de jurisprudencia 2a./J. 18/2011 citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIV, agosto de 2011, página 383, con 
el rubro: "REVISIÓN DE GABINETE. EL OFICIO DE OBSERVACIONES EMITIDO DENTRO DE 
DICHO PROCEDIMIENTO DEBE CUMPLIR CON LAS GARANTÍAS DE FUNDAMENTACIÓN Y 
MOTIVACIÓN."
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AL SERVICIO DE LOS PODERES DEL ESTADO DE PUEBLA, QUE 
PREVÉ EL PERIODO DE CONSERVACIÓN DE ESE DERECHO A LOS 
TRABAJADORES QUE DEJEN DE PRESTAR SUS SERVICIOS AL ES­
TADO POR UN LAPSO QUE NO DEBERÁ EXCEDER DE 3 MESES, NO 
VIOLA EL DERECHO HUMANO A LA SALUD. El precepto mencionado, 
al disponer que los trabajadores al dejar de prestar sus servicios al Estado 
conservarán los derechos a servicios médicos por un lapso que no deberá 
exceder de 3 meses, no viola el derecho humano a la salud reconocido por el 
artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya 
que lejos de limitar su acceso al servicio de salud, les otorga un beneficio adi­
cional no previsto en la Constitución Federal, consistente en obtener el servicio 
médico del que venían gozando durante los 3 meses posteriores al en que cau­
saron baja; previsión que es acorde con la libertad configurativa que el Cons­
tituyente otorgó al legislador local para regular las relaciones laborales de los 
trabajadores aludidos, así como las normas que rigen las prestaciones socia­
les que deriven de aquéllas, como es la extensión de los servicios médicos 
a los que dejan de laborar para el Estado.

2a. CXVII/2017 (10a.)

Amparo en revisión 1220/2016. María Isabel García Vázquez. 21 de junio de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz 
Blanco.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de agosto de 2017 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

IMPUESTO SOBRE NÓMINAS. EL ARTÍCULO 33 DE LA LEY DE HA­
CIENDA DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA SUR QUE ESTABLECE 
SU OBJETO, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD TRIBUTARIA. 
De la interpretación armónica y sistemática de los artículos 33 y 35 de la 
Ley de Hacienda del Estado de Baja California Sur se advierte que no se trans­
grede el principio de legalidad tributaria previsto en el artículo 31, fracción 
IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues se 
establece con claridad precisa que el objeto del gravamen lo constituyen 
"todos" los pagos en efectivo y/o en especie para remunerar el trabajo perso­
nal prestado bajo la subordinación y dependencia de un patrón dentro de la 
entidad, pues el primero señala de manera enunciativa, es decir, a manera de 
ejemplo, y no limitativa algunos de esos conceptos, mientras que el segundo 
aclara los conceptos que no estarán gravados, lo que se traduce en una deli­
mitación a todos los pagos a que se refiere la citada norma.

2a. CXVIII/2017 (10a.)
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Amparo directo en revisión 4760/2015. Recursos Humanos PB Pacífica, S.A. de C.V. 7 de 
septiembre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos 
y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: María Estela Ferrer 
Mac-Gregor Poisot.

Amparo directo en revisión 5967/2015. Operadora los Cabos, S.A. de C.V. 18 de enero de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de agosto de 2017 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

INTERESES EN MATERIA FISCAL. EL ARTÍCULO 22-A DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN NO ESTABLECE UN TRATO DIFEREN­
CIADO PARA SU PAGO ENTRE QUIENES TIENEN DERECHO A LA 
DEVOLUCIÓN A CAUSA DE UN PAGO DE LO INDEBIDO Y QUIENES 
GENERARON ESE DERECHO POR VIRTUD DE UN SALDO A FAVOR. 
En diversas ejecutorias, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido 
que entre el pago de lo indebido y el saldo a favor existen diferencias, pues 
mientras la primera figura se refiere a todas aquellas cantidades que el con­
tribuyente enteró en exceso a causa de un error aritmético, de cálculo o de apre­
ciación de los elementos que constituyen la obligación tributaria a su cargo 
(es decir, montos que no adeudaba al fisco pero que se dieron por haber paga­
do una cantidad mayor a la que le impone la ley), el saldo a favor no deriva de 
un error, sino de la aplicación de la mecánica establecida en la ley fiscal (es 
decir, surge con posterioridad al entero del tributo). Por su parte, conforme a 
los artículos 22 y 22-A del Código Fiscal de la Federación, el pago de intereses 
tiene la naturaleza de una indemnización por parte de la autoridad, ante su 
dilación para resolver sobre una devolución de saldo a favor o pago de lo inde­
bido y procede –por regla– igualmente cuando se trata del pago de lo indebi­
do como del saldo a favor; sin embargo, conforme al segundo precepto indicado, 
cuando no exista una solicitud de devolución por parte del contribuyente, el 
pago de intereses sólo procede cuando el origen de la cantidad a devolver es 
el pago de lo indebido, no así cuando se trata de saldos a favor, sin que ese 
supuesto sea contrario al principio de igualdad porque, al existir claras dife­
rencias entre quienes tienen derecho a la devolución de una cantidad por 
concepto de un saldo a favor y quienes lo tienen a causa del pago de lo inde­
bido, no se trata de sujetos ubicados en un plano o situación semejante o 
equiparable y, por tanto, el trato distinto para cada tipo de contribuyente (en 
razón del hecho generador de la devolución) está justificado.

2a. CXIX/2017 (10a.)
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Amparo directo en revisión 6577/2016. Invex Casa de Bolsa, S.A. de C.V., Invex Grupo 
Financiero. 3 de mayo de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos 
Alberto Araiza Arreygue.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de agosto de 2017 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DENUNCIA DE REPETICIÓN DEL ACTO RECLAMADO. SU PROCEDEN­
CIA NO ESTÁ CONDICIONADA A UN PRONUNCIAMIENTO PREVIO 
SOBRE EL CUMPLIMIENTO DE LA SENTENCIA DE AMPARO, NI A 
QUE EL ACTO DENUNCIADO COMO REITERATIVO SEA DISTINTO 
DEL QUE SE TOMÓ EN CUENTA PARA EMITIR LA DECLARATORIA 
RESPECTIVA [ABANDONO DE LA TESIS 2a. XV/2014 (10a.) (*)]. En tér­
minos de la fracción XVI del artículo 107 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, la facultad de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación para sancionar la inobservancia de las ejecutorias de amparo refiere 
dos supuestos diversos: a) el incumplimiento inexcusable de la sentencia de 
amparo; y b) la repetición del acto reclamado; lo anterior, conforme al pro­
cedimiento previsto para cada uno de esos supuestos en la Ley de Amparo. Por 
tanto, dichos supuestos de inobservancia a una ejecutoria de amparo son 
distintos y excluyentes entre sí, ya que mientras el primero supone la existen­
cia de una actitud contumaz de la autoridad responsable para acatar debida­
mente todos los deberes impuestos en el fallo protector, el segundo presume 
la intención de burlar la calidad de cosa juzgada de la sentencia de amparo 
que se ha declarado cumplida, mediante la emisión posterior de un acto dic­
tado en pretendido cumplimiento que reitera los mismos vicios de que adole­
cía el acto declarado inconstitucional. Así, la procedencia de la denuncia de 
repetición del acto reclamado no está condicionada a la existencia de una re­
solución que declare cumplida la sentencia de amparo, ni a que el acto denun­
ciado como reiterativo sea distinto del que se tomó en cuenta para emitir la 
declaratoria respectiva, pues del precepto constitucional citado, no se advier­
te la existencia de esa condición para que pueda configurarse la repetición del 
acto reclamado, al establecer que si una vez concedido el amparo se repitiera 
el acto reclamado, el Máximo Tribunal, de conformidad con el procedimiento 

Nota: (*) La tesis 2a. XV/2014 (10a.) citada, aparece publicada con el título y subtítulo: "REPETI­
CIÓN DEL ACTO RECLAMADO. LA PROCEDENCIA DE SU DENUNCIA ESTÁ CONDICIONADA A 
LA EXISTENCIA DE UNA RESOLUCIÓN QUE DECLARE CUMPLIDA LA SENTENCIA DE AMPARO 
Y EL ACTO DENUNCIADO COMO REITERATIVO SEA DISTINTO DE AQUEL QUE SE TOMÓ EN 
CUENTA PARA EMITIR LA DECLARATORIA RESPECTIVA.", en el Semanario Judicial de la Federa­
ción del viernes 14 de febrero de 2014 a las 11:05 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 3, Tomo II, febrero de 2014, página 1519.
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establecido en la ley reglamentaria, procederá a separar de su cargo al titular 
de la autoridad responsable y dará vista al Ministerio Público Federal, sin que 
sea posible inferir que el artículo constitucional de referencia prevea como 
precondición para la existencia y procedencia de la repetición del acto recla­
mado que exista una resolución que declare cumplida la sentencia de ampa­
ro. Por tanto, una vez concedido el amparo, entendiéndolo como una vez que 
ha causado ejecutoria la sentencia, la autoridad responsable puede incurrir 
en repetición del acto reclamado incluso en el acto por el que aduce dar cum­
plimiento a la sentencia, sin que esa circunstancia origine en forma exclu­
yente la declaratoria de su incumplimiento e imposibilite la configuración de 
la figura de repetición del acto reclamado.

2a. CXX/2017 (10a.)

Recurso de inconformidad 161/2017. Antonio López Montalbo. 14 de junio de 2017. Unani­
midad de cuatro votos de los Ministros Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ausente: 
Alberto Pérez Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Raúl Carlos Díaz 
Colina.

Recurso de inconformidad 451/2017. Fernando Reyes Duque. 28 de junio de 2017. Mayo­
ría de cuatro votos de los Ministros Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Disidente: 
Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Ron Snipeliski 
Nischli.

Nota: La presente tesis abandona el criterio sostenido por la propia Sala en la diversa 
2a. XV/2014 (10a.), de título y subtítulo: "REPETICIÓN DEL ACTO RECLAMADO. LA PRO­
CEDENCIA DE SU DENUNCIA ESTÁ CONDICIONADA A LA EXISTENCIA DE UNA 
RESOLUCIÓN QUE DECLARE CUMPLIDA LA SENTENCIA DE AMPARO Y EL ACTO 
DENUNCIADO COMO REITERATIVO SEA DISTINTO DE AQUEL QUE SE TOMÓ EN 
CUENTA PARA EMITIR LA DECLARATORIA RESPECTIVA.", que aparece publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 14 de febrero de 2014 a las 11:05 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 3, 
Tomo II, febrero de 2014, página 1519.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de agosto de 2017 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RECURSO DE INCONFORMIDAD. CUANDO EN ÉL SE ESTUDIA LA RE­
SOLUCIÓN DICTADA EN LA DENUNCIA DE REPETICIÓN DE ACTO 
RECLAMADO, SON INOPERANTES LOS AGRAVIOS QUE ATAÑEN 
ÚNICAMENTE AL CUMPLIMIENTO DE LA SENTENCIA DE AMPARO. 
Cuando se combate la resolución dictada en la denuncia de repetición de 
acto reclamado vía recurso de inconformidad, los agravios en los que se adu­
ce que la responsable incurrió en exceso o defecto en el cumplimiento de la 
sentencia de amparo son inoperantes, pues esa cuestión es ajena a la materia 
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de dicha denuncia, ya que únicamente atañe al cumplimiento de la sentencia 
y, por tanto, no impacta en la configuración de la figura de repetición del acto 
reclamado, que es su objeto de estudio. Lo anterior, en virtud de que la mate­
ria del recurso, en este caso, se circunscribe a examinar si la responsable 
repitió, en idénticos términos, el acto reclamado.

2a. CXXI/2017 (10a.)

Recurso de inconformidad 161/2017. Antonio López Montalbo. 14 de junio de 2017. Unani­
midad de cuatro votos de los Ministros Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ausente: 
Alberto Pérez Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Raúl Carlos Díaz 
Colina.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de agosto de 2017 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

ASENTAMIENTOS HUMANOS Y DESARROLLO URBANO MUNICI­
PAL. LAS AUTORIDADES DEBEN ATENDER Y APLICAR TODAS LAS 
NORMAS FEDERALES, ESTATALES Y MUNICIPALES EN SU CON­
JUNTO, RESPECTO DE UNA MISMA ZONA GEOGRÁFICA. En materia 
de asentamientos humanos existen competencias concurrentes para regular 
en los tres niveles de gobierno; de ahí que la atribución constitucional de los 
Municipios en materia de desarrollo urbano no sea absoluta o irrestricta, pues 
está sujeta a lo ordenado en las leyes federales y estatales respectivas. Por 
tanto, la normativa y planificación en materia de asentamientos humanos 
operan de forma agregada y complementaria respecto de una misma zona 
geográfica, por lo que tanto las autoridades municipales, en su carácter de 
reguladoras de la zonificación y usos de suelo, como los particulares y otras 
autoridades competentes en el ámbito de sus atribuciones, deben atender y 
aplicar todas las normas federales, estatales y municipales en su conjunto.

2a. CXXII/2017 (10a.)

Amparo directo 20/2015. Uni-Gas, S.A. de C.V. 6 de julio de 2016. Cinco votos de los Mi­
nistros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco Gonzá­
lez Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedad 
Margarita Beatriz Luna Ramos y José Fernando Franco González Salas. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: Etienne Maximilien Luquet Farías.

Amparo directo 22/2015. Gas Metropolitano, S.A. de C.V. 6 de julio de 2016. Cinco votos 
de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con 
salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos y José Fernando Franco González Salas. 
Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Etienne Maximilien Luquet Farías.
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Amparo directo 24/2015. Gasomático, S.A. de C.V. 6 de julio de 2016. Cinco votos de los 
Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco Gon­
zález Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con salve­
dad Margarita Beatriz Luna Ramos y José Fernando Franco González Salas. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: Etienne Maximilien Luquet Farías.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de agosto de 2017 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

ASENTAMIENTOS HUMANOS Y DESARROLLO URBANO MUNICI­
PAL. LOS PLANES MUNICIPALES DE DESARROLLO URBANO SON 
DE OBSERVANCIA OBLIGATORIA AL OTORGAR PERMISOS DE 
CONSTRUCCIÓN. Mediante la planeación urbana y la expedición de nor­
mas, programas y planes, el Estado garantiza que la distribución geográfica 
de los individuos y sus actividades se verifique de forma ordenada y racional; 
por su parte, los Municipios tienen la atribución de formular los planes muni­
cipales de desarrollo urbano, que tendrán un carácter integral con el fin de 
propiciarlo; además, el uso de suelo y la construcción de inmuebles se en­
cuentran sujetos al contenido de los planes referidos, los cuales definen los 
parámetros dentro de los cuales se verifica el desarrollo urbano de la demar­
cación política mediante la zonificación y normas de uso de suelo. De esta 
forma, la zonificación de un plan municipal define las condiciones específi­
cas de cada zona, para imponer las medidas que se estimen necesarias, en 
aras de otorgar protección y seguridad para el correcto ordenamiento espa­
cial de la población. En ese sentido, los planes aludidos pueden incluir norma­
tiva que regule cuestiones de zonificación en atención al adelanto de objetivos 
de diversas materias, tales como medio ambiente, protección civil, agua y trans­
porte, entre otras, que son de cumplimiento obligatorio para las autoridades y 
los particulares, al ser un referente que ordena cualquier construcción de obra 
pública y provisión de servicios.

2a. CXXIII/2017 (10a.)

Amparo directo 20/2015. Uni-Gas, S.A. de C.V. 6 de julio de 2016. Cinco votos de los Mi­
nistros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco Gonzá­
lez Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedad 
Margarita Beatriz Luna Ramos y José Fernando Franco González Salas. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: Etienne Maximilien Luquet Farías.

Amparo directo 22/2015. Gas Metropolitano, S.A. de C.V. 6 de julio de 2016. Cinco votos 
de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con 
salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos y José Fernando Franco González Salas. 
Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Etienne Maximilien Luquet Farías.

Amparo directo 24/2015. Gasomático, S.A. de C.V. 6 de julio de 2016. Cinco votos de los 
Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco Gon­
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zález Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con salve­
dad Margarita Beatriz Luna Ramos y José Fernando Franco González Salas. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: Etienne Maximilien Luquet Farías.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de agosto de 2017 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

ASENTAMIENTOS HUMANOS Y PLANEACIÓN URBANA. ASPECTOS 
RELACIONADOS CON LAS MEDIDAS NECESARIAS PARA OTORGAR 
PROTECCIÓN Y SEGURIDAD EN LOS CENTROS DE POBLACIÓN 
URBANOS. La planeación urbana, como reglamentación de los asentamien­
tos urbanos, es la función estatal que ordena el espacio público y privado para 
permitir el desarrollo racional de diversas actividades humanas en un espacio 
físico definido, sin que se generen molestias o daños a terceros. Así, median­
te la expedición de normas, programas y planes, el Estado garantiza que la 
distribución geográfica de los individuos y sus actividades se verifique de for­
ma ordenada y racional para que se cumplan los diversos derechos constitucio­
nales con los que cuentan. En ese sentido, en materia de planeación urbana 
deben dictarse las medidas necesarias para lograr los objetivos que se esti­
men prioritarios para el correcto ordenamiento espacial de la población, los 
cuales se relacionan con los asentamientos humanos, la seguridad, la admi­
nistración de tierras, aguas y bosques, la salud, la planeación de centros de 
población, así como la preservación y, en su caso, restauración del equilibrio 
ecológico, lo que además tiene su parte correlativa en diversos derechos cons­
titucionales, tales como los relativos a la salud, a la seguridad, al agua potable, 
a un medio ambiente sano, a una vivienda digna, y a la circulación, entre otros, 
así como la obligación del Estado de garantizarlos debidamente. De esta 
forma, la zonificación de un plan define las zonas urbanas y urbanizables en 
atención a las condiciones específicas de cada una de ellas, tales como demo­
grafía, geografía, medio ambiente, entre otras, con la consigna de que raciona­
licen los espacios públicos y privados para imponer las medidas que se 
estimen necesarias en aras de otorgar protección y seguridad a la colectivi­
dad humana que ahí se sitúe.

2a. CXXIV/2017 (10a.)

Amparo directo 20/2015. Uni-Gas, S.A. de C.V. 6 de julio de 2016. Cinco votos de los Mi­
nistros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco Gonzá­
lez Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedad 
Margarita Beatriz Luna Ramos y José Fernando Franco González Salas. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: Etienne Maximilien Luquet Farías.

Amparo directo 22/2015. Gas Metropolitano, S.A. de C.V. 6 de julio de 2016. Cinco votos 
de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con 



376 SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos y José Fernando Franco González Salas. 
Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Etienne Maximilien Luquet Farías.

Amparo directo 24/2015. Gasomático, S.A. de C.V. 6 de julio de 2016. Cinco votos de los 
Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco Gon­
zález Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con salve­
dad Margarita Beatriz Luna Ramos y José Fernando Franco González Salas. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: Etienne Maximilien Luquet Farías.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de agosto de 2017 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

SUSPENSIÓN DEL ACTO IMPUGNADO. EL ARTÍCULO 24, PRIMER 
PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIO­
SO ADMINISTRATIVO VIGENTE HASTA EL 13 DE JUNIO DE 2016, 
QUE PREVÉ LO RELATIVO A SU CONCESIÓN, NO VULNERA EL 
PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA. El artículo 24, primer párrafo, de 
la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo vigente hasta el 
13 de junio de 2016, prevé la facultad de la autoridad de declarar la suspensión 
del acto impugnado una vez iniciado el juicio contencioso administrativo, 
siempre y cuando no se cause perjuicio al interés social ni se contravengan 
disposiciones de orden público, conceptos que si bien no son definidos nor­
mativamente, al tratarse de expresiones indeterminadas para declarar la 
suspensión, esto no se traduce en la vulneración del principio de seguridad 
jurídica, pues el gobernado tiene certeza en cuanto a qué atenerse cuando 
solicita la medida cautelar ya que el legislador no está obligado a definir cada 
palabra o vocablo utilizado en la norma; además, en cada caso, el juzgador –en 
el eventual supuesto de otorgar la medida impetrada– puede dotar de conte­
nido dicha terminología, a efecto de constatar si con la concesión de la sus­
pensión se priva a la colectividad de un beneficio que le otorgan las leyes o se 
le deduce un daño que de otra manera no resentiría, es decir, partiendo de la 
idea o noción de la no lesión, menoscabo o puesta en riesgo de derechos de 
la colectividad.

2a. CXXV/2017 (10a.)

Amparo en revisión 87/2017. Comercializadora Metalúrgica del Pacífico, S.A. de C.V. 3 de 
mayo de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza 
Arreygue.

Esta tesis se publicó el viernes 25 de agosto de 2017 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

SENTENCIAS DE NULIDAD PARA EFECTOS. EL ARTÍCULO 52, 
FRACCIONES III Y IV, DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
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CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO (EN SU TEXTO ANTERIOR A LA 
REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
EL 13 DE JUNIO DE 2016), QUE FACULTA AL TRIBUNAL FEDERAL DE 
JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA PARA EMITIRLAS, NO 
INFRINGE EL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA. El precepto citado 
no transgrede el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, ya que la declaratoria de nulidad para determinados efectos no 
implica que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa deje de 
analizar la pretensión, sino que atendiendo al tipo de causa de anulación 
hecha valer, esto es, si fue una violación formal o un vicio del procedimiento, 
se está en presencia de un supuesto que por su naturaleza, técnicamente 
impide un pronunciamiento de fondo, lo que es acorde con el derecho de 
acceso a la justicia, específicamente por lo que toca al principio de justicia 
completa, el cual consiste en la obligación de los órganos y las autoridades 
encargadas de impartirla, de resolver las controversias planteadas pronun­
ciándose respecto de todos los aspectos debatidos, garantizando de tal forma 
la obtención de una resolución en la que aplicando la ley al caso concreto, se 
decida si le asiste o no la razón al particular.

2a. CXXVI/2017 (10a.)

Amparo directo en revisión 5822/2015. Guillermina Vargas Vázquez. 2 de agosto de 2017. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Eduardo Medina Mora I.; unanimidad de votos en relación con el criterio 
contenido en esta tesis. Disidentes: Javier Laynez Potisek y José Fernando Franco 
González Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: N. Montserrat Torres 
Contreras.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de septiembre de 2017 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO FEDERAL PROMOVIDO CONTRA LA DETERMI­
NACIÓN DE LA COMISIÓN NACIONAL BANCARIA Y DE VALORES 
DE REVOCAR LA AUTORIZACIÓN A UNA SOCIEDAD ANÓNIMA 
PARA OPERAR COMO UNIÓN DE CRÉDITO. CORRESPONDE AL TRI­
BUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA (ACTUAL 
TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA). De la inter­
pretación sistemática de los artículos 17 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, que reconoce el derecho de acceso a la justicia, 
14 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa 
abrogada (actual 3 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Admi­
nistrativa), 23, fracción III, numeral 1), inciso e), del Reglamento Interior de 
dicho tribunal y 97 de la Ley de Uniones de Crédito, se concluye que la compe­
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tencia para conocer del juicio contencioso administrativo federal promovido 
contra la determinación de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores de 
revocar la autorización a una sociedad anónima para operar como Unión 
de Crédito, corresponde al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, 
específicamente a su Sala Regional Especializada en Materia Ambiental y de 
Regulación, pues aunque su Ley Orgánica no sea clara al establecer su com­
petencia para conocer del juicio referido, faculta a una de sus Salas Regio­
nales para conocer de los juicios contenciosos promovidos contra diversos 
actos emitidos por aquella Comisión Nacional, de donde se colige que, aun 
cuando no esté expresamente prevista su competencia para conocer de las 
resoluciones emitidas por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores me­
diante las que revoca a las sociedades anónimas la autorización para operar 
como Uniones de Crédito, se trata de un acto administrativo emitido por ese 
órgano regulador que coincide con la naturaleza de los actos de los que aquel 
tribunal conoce.

2a. CXXVII/2017 (10a.)

Amparo directo en revisión 608/2017. Unión de Crédito Industrial, Comercial y de Servi­
cios de Cancún, S.A. de C.V. 2 de agosto de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros 
Javier Laynez Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Disi­
dentes: Alberto Pérez Dayán y José Fernando Franco González Salas. Ponente: Marga­
rita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Hilda Marcela Arceo Zarza.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de septiembre de 2017 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DERECHO A LA TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA. ALCANCE DEL 
ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS, EN RELACIÓN CON LOS PLAZOS ESTABLE­
CIDOS POR EL LEGISLADOR PARA LA ACTUACIÓN DE LAS AUTO­
RIDADES ADMINISTRATIVAS. El ámbito de aplicación del derecho a la 
tutela jurisdiccional efectiva no se limita a los juicios o procesos tramitados 
ante las autoridades que desempeñan funciones materialmente jurisdiccio­
nales, sino también a la actuación de las autoridades administrativas, princi­
palmente por lo que se refiere a los plazos establecidos por el legislador y que 
rigen su actuación. Ciertamente, la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, en la tesis aislada 2a. LI/2002 (*), sostuvo que los prin­

Nota: (*) La tesis aislada 2a. LI/2002 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XV, mayo de 2002, página 303, con el rubro: 
"RECURSOS EN SEDE ADMINISTRATIVA. LOS PRINCIPIOS DE IMPARTICIÓN DE JUSTICIA, 
ESTABLECIDOS EN EL ARTÍCULO 17 CONSTITUCIONAL DEBEN ADECUARSE A LA NATURALEZA 
DE INTERÉS PÚBLICO DE AQUÉLLOS."
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cipios que conforman el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva previstos 
en el artículo 17 de la Constitución Federal, deben adecuarse a la naturaleza 
de interés público de los recursos establecidos en sede administrativa. En ese 
contexto, avanzando en la interpretación del precepto constitucional citado, 
en concreto, respecto al derecho a la justicia pronta, cuando se establece un 
plazo en un procedimiento tramitado ante una autoridad administrativa, es por­
que se considera necesario sujetar a un lapso temporal su actuación, ya que 
de otra forma no se entendería el porqué de su establecimiento.

2a. CXXVIII/2017 (10a.)

Contradicción de tesis 59/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo en Materia Administrativa del Segundo Circuito, Primero de Circuito del 
Centro Auxiliar de la Novena Región, con residencia en Zacatecas, Zacatecas, Pri­
mero y Segundo del Trigésimo Circuito y Décimo Primero en Materia Administrativa 
del Primer Circuito. 12 de julio de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y 
Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Nota: Esta tesis no constituye jurisprudencia pues no resuelve el tema de la contradic­
ción planteada.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de septiembre de 2017 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

ASENTAMIENTOS HUMANOS EN ZONAS DE ALTO RIESGO PARA LA 
CONSTRUCCIÓN DE CONJUNTOS URBANOS HABITACIONALES. 
ES OBLIGATORIO EL CUMPLIMIENTO DE LAS NORMAS DE SEGURI­
DAD APLICABLES, INDEPENDIENTEMENTE DEL NIVEL DE GOBIERNO 
QUE LA EMITA. La materia de asentamientos humanos es constitucional­
mente concurrente y, por tanto, existen diversas normas federales, estatales 
y municipales relacionadas con las distancias mínimas que deben existir entre 
industrias de alto riesgo y los conjuntos urbanos habitacionales, que deben 
cumplirse para expedir el acuerdo de autorización de su construcción. En este 
sentido, el acatamiento de algunas normas que regulan la zonificación y el 
uso de suelo no exime del cumplimento de otras, incluso si se refieren a cues­
tiones similares y son más gravosas; es decir, si existen normas expedidas 
por los distintos niveles de gobierno que establecen distancias mínimas de 
seguridad que deben respetarse como zonas de amortiguamiento entre indus­
trias de alto riesgo y zonas donde se encuentre la población, es necesario que 
se cumplan todas y cada una de las distancias de seguridad que tanto las 
normas federales, como las estatales y las municipales establezcan, sin que 
el cumplimiento de una permita subsumir el de las otras.

2a. CXXIX/2017 (10a.)
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Amparo directo 20/2015. Uni-Gas, S.A. de C.V. 6 de julio de 2016. Cinco votos de los 
Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con 
salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos y José Fernando Franco González Salas. 
Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Etienne Maximilien Luquet Farías.

Amparo directo 22/2015. Gas Metropolitano, S.A. de C.V. 6 de julio de 2016. Cinco votos 
de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con 
salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos y José Fernando Franco González Salas. 
Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Etienne Maximilien Luquet Farías.

Amparo directo 24/2015. Gasomático, S.A. de C.V. 6 de julio de 2016. Cinco votos de los 
Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con 
salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos y José Fernando Franco González Salas. 
Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Etienne Maximilien Luquet Farías.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de septiembre de 2017 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

REVISIÓN ADHESIVA. LOS AGRAVIOS RELATIVOS NO DEBEN CONS­
TREÑIRSE A LA PARTE CONSIDERATIVA DEL FALLO RECURRIDO, 
CUANDO VERSE SOBRE CAUSALES DE IMPROCEDENCIA O SOBRE­
SEIMIENTO. El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la 
jurisprudencia P./J. 28/2013 (10a.) (*), sostuvo que los agravios de la revisión 
adhesiva deben ceñirse a la parte considerativa del fallo recurrido que está 
relacionada con el punto resolutivo que favorece al recurrente; sin embargo, 
ese precedente vinculatorio sólo es aplicable cuando se resuelven cuestiones 
atinentes al fondo del asunto, no a aspectos relativos a causales de improce­
dencia o sobreseimiento, porque cuando la sentencia de amparo contiene un 
único resolutivo por el que se niega la protección constitucional, pero existie­
ron tópicos relativos a la inviabilidad de la acción de amparo que, por el sentido 
de ese resolutivo, en principio no afectaron a las autoridades responsables 
o a los terceros interesados, al interponerse recurso de revisión principal por 
la parte a quien le es desfavorable esa sentencia, se produce un agravio en la 
esfera de derechos de aquéllos, y se actualiza un supuesto no analizado en 
la jurisprudencia citada, ya que en ese caso, los agravios de la revisión adhe­
siva válidamente pueden circunscribirse a los aspectos de improcedencia 
o sobreseimiento abordados en la sentencia recurrida, la cual al impugnarse a 

Nota: (*) La tesis de jurisprudencia P./J. 28/2013 (10a.) citada, aparece publicada en el Semana­
rio Judicial de la Federación del viernes 13 de diciembre de 2013 a las 13:20 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 1, Tomo I, diciembre de 2013, página 
7, con el título y subtítulo: "REVISIÓN ADHESIVA. LOS AGRAVIOS RELATIVOS DEBEN CONSTRE­
ÑIRSE A LA PARTE CONSIDERATIVA DEL FALLO RECURRIDO QUE ESTÁ RELACIONADA CON 
EL PUNTO RESOLUTIVO QUE FAVORECE AL RECURRENTE."
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través del recurso de revisión principal, posibilita que en la revisión adhesiva 
puedan combatirse esas cuestiones, al considerar que se surten las referidas 
causales de improcedencia o sobreseimiento.

2a. CXXX/2017 (10a.)

Amparo en revisión 882/2015. Frecuencia Modulada del Noroeste, S.A. 28 de junio de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; votó con salvedad Eduardo Medina Mora I. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de septiembre de 2017 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RENTA. NATURALEZA DE LAS PÉRDIDAS FISCALES EN RELACIÓN 
CON EL IMPUESTO RELATIVO. Las pérdidas fiscales se integran por ero­
gaciones necesarias –por ejemplo, compra de insumos, renta de un local, entre 
otros– para la generación de los ingresos acumulables objeto del impuesto 
sobre la renta, por lo que son un concepto estructural para determinar la 
utilidad fiscal y, en su caso, el resultado fiscal en materia de dicho impuesto, 
que permiten subjetivizar el gravamen, adecuándolo a las circunstancias per­
sonales del contribuyente; frenar o corregir los excesos de progresividad; coad­
yuvar a la discriminación cualitativa de rentas; o bien, rectificar situaciones 
peculiares derivadas de transferencias de recursos que son un signo de capa­
cidad contributiva. Lo expuesto se robustece cuando el artículo 57, párrafos 
segundo y tercero, de la Ley del Impuesto sobre la Renta establece, por una 
parte, la posibilidad que tiene el contribuyente como derecho, de disminuir 
las pérdidas fiscales de un ejercicio de la utilidad fiscal dentro de los 10 ejer­
cicios siguientes hasta agotar el monto de las pérdidas y, por otra, que en 
caso de no hacer uso de ese derecho, precluirá en los ejercicios posteriores y 
hasta la cantidad en la que pudo haberlo efectuado. Cabe señalar que la po­
sibilidad de disminuir las pérdidas fiscales en un determinado plazo no es una 
concesión graciosa del legislador, sino un derecho legal para hacer efectivo 
el principio de la proporcionalidad tributaria reconocido por el propio legisla­
dor, al advertir que dichas pérdidas son un concepto estructural en materia 
del impuesto sobre la renta.

2a. CXXXI/2017 (10a.)

Amparo en revisión 882/2015. Frecuencia Modulada del Noroeste, S.A. 28 de junio 
de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I.; votó con salvedad Eduardo Medina Mora I. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de septiembre de 2017 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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PÉRDIDAS FISCALES. EL LEGISLADOR ESTÁ FACULTADO PARA ESTA­
BLECER REQUISITOS, MODALIDADES O LIMITANTES AL DERECHO 
A DISMINUIRLAS DE LA UTILIDAD FISCAL, PARA EFECTOS DEL 
IMPUESTO SOBRE LA RENTA. La circunstancia de que las pérdidas fis­
cales sean un concepto estructural en materia del impuesto sobre la renta, no 
implica que el legislador se encuentre impedido para establecer requisitos, 
modalidades o limitantes al derecho a disminuirlas de la utilidad fiscal, por 
el contrario, el poder normativo correspondiente dimana del artículo 73, frac­
ción VII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lo que 
trae como consecuencia que al diseñar el sistema tributario cuente con un 
amplio –mas no ilimitado– margen de configuración legislativa, respetando 
en todo momento los derechos fundamentales contenidos, entre otros, en el 
artículo 31, fracción IV, de la Constitución Federal.

2a. CXXXII/2017 (10a.)

Amparo en revisión 882/2015. Frecuencia Modulada del Noroeste, S.A. 28 de junio de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; votó con salvedad Eduardo Medina Mora I. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de septiembre de 2017 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PÉRDIDAS FISCALES. EL ARTÍCULO 57 DE LA LEY DEL IMPUES­
TO SOBRE LA RENTA, AL ESTABLECER EL MOMENTO A PARTIR 
DEL CUAL DEBE COMPUTARSE EL PLAZO PARA DISMINUIRLAS, 
NO VIOLA EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. 
El momento a partir del cual debe computarse el plazo de 10 ejercicios fiscales 
para poder disminuir las pérdidas fiscales debe ser a partir del ejercicio 
siguiente al en que se genere la pérdida fiscal, sin que rebase el plazo de 10 
ejercicios fiscales siguientes a ello, porque el solo hecho de que exista el plazo 
referido, implica el reconocimiento de que, dada la naturaleza del hecho im­
ponible del impuesto sobre la renta –obtención de utilidad fiscal– previsto 
en la ley, existe una serie de vicisitudes fácticas y económicas que conllevan 
a que en la mayoría de los casos, al desarrollar cualquiera de esas actividades 
que deberían generar ingresos acumulables éstos no se generen, por lo que 
debe reconocerse que existe un periodo que podría denominarse preopera­
tivo de una empresa, en el cual –por regla general– no se obtiene utilidad 
fiscal, sino por el contrario, se originan pérdidas fiscales. Consciente de esa 
situación –periodo preoperativo–, el legislador previó que esas mermas fiscales 
pudieran disminuirse de la utilidad fiscal, lo cual debe realizarse en el plazo 
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de 10 ejercicios posteriores a su generación. La razón de esa limitante temporal 
radica en que el principio de proporcionalidad tributaria no es absoluto, sino 
que es dable restringirlo conforme al artículo 1o. de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos. Así, el otorgamiento del derecho a disminuir 
las pérdidas fiscales de la utilidad en el plazo de 10 ejercicios hasta agotarlas 
y, en caso de no ejercerlo estando en posibilidad de hacerlo, se perderá por el 
contribuyente, resulta ser idóneo para apreciar la capacidad contributiva 
que se somete a imposición. Ciertamente, porque atento al principio onto­
lógico de la prueba, consistente en que lo ordinario se presume y lo extra­
ordinario se prueba, se presume que cualquier empresa al empezar a operar 
comercialmente lo hace partiendo de que en algún momento generará uti­
lidad fiscal, de manera que ésta es la regla general, y sólo por excepción al 
actualizarse situaciones contingentes, la empresa operará con pérdidas fis­
cales. De esa forma, el artículo 57 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, al 
prever el plazo de 10 ejercicios para poder aplicarse el derecho a disminuir 
las pérdidas fiscales de ejercicios anteriores de la utilidad fiscal, hasta ago­
tar el monto de aquéllas, que debe computarse a partir del ejercicio siguiente 
al en que se genere la pérdida fiscal, pero sin que rebase el plazo de 10 ejer­
cicios fiscales, respeta el principio de proporcionalidad tributaria.

2a. CXXXIII/2017 (10a.)

Amparo en revisión 882/2015. Frecuencia Modulada del Noroeste, S.A. 28 de junio de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; votó con salvedad Eduardo Medina Mora I. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de septiembre de 2017 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PÉRDIDAS FISCALES. EL ARTÍCULO 57 DE LA LEY DEL IMPUESTO 
SOBRE LA RENTA, AL ESTABLECER EL MOMENTO A PARTIR DEL 
CUAL DEBE COMPUTARSE EL PLAZO PARA DISMINUIRLAS, NO 
VIOLA EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA. El precepto citado, al 
prever que el plazo de 10 ejercicios fiscales para poder disminuir las pérdidas 
fiscales debe computarse a partir del ejercicio siguiente al en que se genere 
la pérdida fiscal sin que rebase el plazo de 10 ejercicios fiscales siguientes a 
ello, no viola el principio de equidad tributaria, porque no genera un trato dife­
renciado entre los contribuyentes atendiendo a si cuentan con pérdidas fis­
cales o utilidad fiscal al momento de iniciar el cómputo de dicho plazo, ya que 
todos los contribuyentes del impuesto sobre la renta se encuentran en la mis­
ma situación respecto a la posibilidad de hacer valer el derecho a disminuir­
las a partir del plazo indicado.

2a. CXXXIV/2017 (10a.)
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Amparo en revisión 882/2015. Frecuencia Modulada del Noroeste, S.A. 28 de junio de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; votó con salvedad Eduardo Medina Mora I. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de septiembre de 2017 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

ENFERMEDADES NO PROFESIONALES. EL ARTÍCULO 111, FRAC­
CIÓN IV, DE LA LEY FEDERAL DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO 
DEL ESTADO, AL PREVER QUE EL EMPLEADOR SÓLO OTORGA­
RÁ DOS LICENCIAS SUCESIVAS PARA CUBRIR AQUÉLLAS, NO 
VIOLA EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XI, INCISO A), 
DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXI­
CANOS. El precepto legal citado establece que los trabajadores que sufran 
enfermedades no profesionales, tendrán derecho a que se les concedan licen­
cias para dejar de concurrir a sus labores, previo dictamen y la consecuente 
vigilancia médica, y para los que tengan de 10 años de servicio en adelante, será 
de hasta 60 días con goce de sueldo íntegro y hasta 60 días más con medio 
sueldo. Ahora bien, el antepenúltimo párrafo del propio artículo 111 prevé que, 
si al vencer las licencias con sueldo y medio sueldo continúa la incapacidad, se 
prorrogará al trabajador la licencia, ya sin goce de sueldo, hasta totalizar en 
conjunto 52 semanas, de acuerdo con el artículo 22 de la Ley del Instituto de 
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado. Por otra parte, el 
artículo 123, apartado B, fracción XI, inciso a), constitucional, establece que 
la seguridad social, entre otras bases mínimas, cubrirá los accidentes y enfer­
medades profesionales; las enfermedades no profesionales y maternidad; lo 
cual no significa necesariamente que toda incapacidad para laborar deba finan­
ciarse por el presupuesto del empleador, es decir, por el Estado en su carácter 
de patrón equiparado, sino que en estos casos los regímenes de seguridad 
social deben garantizar la observancia del mandato constitucional. En efecto, 
en el orden jurídico federal se cubren las enfermedades no profesionales de 
los trabajadores que tengan 10 años o más de servicios, más allá de dos perio­
dos consecutivos de 60 días cada uno, en virtud de que una vez que el em­
pleador ha otorgado dos licencias sucesivas por esos plazos, una con sueldo 
completo y luego otra con medio sueldo, proveniente en ambos casos de su 
fuente presupuestal, el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Tra­
bajadores al Servicio del Estado debe continuar cubriendo salarialmente el 
lapso subsecuente que dure la incapacidad, siempre y cuando el trabajador 
cumpla con determinados requisitos legales, en términos del artículo 37 de la 
ley que lo rige, el cual dispone en su párrafo tercero que si al vencer la licencia 
con medio sueldo continúa la imposibilidad del trabajador para desempeñar 
su labor, se le concederá licencia sin goce de sueldo mientras dure la inca­
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pacidad, hasta por 52 semanas contadas desde que se inició ésta, o a partir 
de que se expida la primera licencia médica, y que durante la licencia sin 
goce de sueldo el Instituto, con cargo a la reserva correspondiente del seguro 
de salud, le cubrirá un subsidio en dinero equivalente al 50% del sueldo bási­
co que percibía al ocurrir la incapacidad, e inclusive, llegado el momento en 
que no logre recuperar la salud, conforme a los artículos 118 y 119 de la Ley 
del Instituto, y previo cumplimiento de los requisitos legales, podrá otorgarse 
la pensión de invalidez que en su caso le corresponda. Consecuentemente, el 
artículo 111, fracción IV, de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Es­
tado, al prever que el empleador sólo otorgará dos licencias sucesivas para 
cubrir las enfermedades no profesionales, no viola el precepto constitucional 
mencionado.

2a. CXXXV/2017 (10a.)

Amparo en revisión 227/2017. David Alberto Navarro Ledesma. 9 de agosto de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Teresa Sánchez Medellín.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de septiembre de 2017 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

AGUAS NACIONALES. EL ARTÍCULO 29 BIS 3, FRACCIÓN VI, DE LA 
LEY RELATIVA, SÍ PREVÉ LOS CASOS EN LOS QUE POR CAUSAS 
AJENAS AL CONCESIONARIO NO PUEDA UTILIZAR CIERTO VOLU­
MEN DE AGUA POR UN PERIODO DETERMINADO. Conforme al precepto 
citado, no se aplicará la extinción de la concesión o asignación para la explo­
tación, uso o aprovechamiento de aguas nacionales por caducidad parcial 
o total, cuando la falta de uso total o parcial del volumen de agua concesionada 
obedezca a caso fortuito o fuerza mayor, conceptos respecto de los cuales la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que independientemente 
del criterio doctrinal adoptado acerca de si tienen una misma o diversa signi­
ficación, no puede negarse que sus elementos fundamentales y sus efectos 
son los mismos, pues se trata de sucesos de la naturaleza o de hechos del 
hombre que, siendo extraños al obligado, lo afectan en su esfera jurídica, impi­
diéndole temporal o definitivamente el cumplimiento parcial o total de una 
obligación, sin que esos hechos le sean imputables directa o indirectamente 
por culpa, y cuya afectación no puede evitar con los instrumentos de los que 
normalmente disponga en el medio social en el que se desenvuelve, ya para 
prevenir el acontecimiento o para oponerse a él y resistirlo. En ese contexto, 
el artículo 29 Bis 3 de la Ley de Aguas Nacionales prevé como excepción a la 
caducidad parcial o total de la concesión o asignación para la explotación, 
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uso o aprovechamiento de aguas nacionales, los casos en los que por causas 
ajenas al concesionario, derivadas del caso fortuito o fuerza mayor, no pueda 
utilizar el volumen de agua que le fue otorgado por un periodo determinado; 
adicionalmente, el supuesto de excepción del punto 1 (caso fortuito) y la 
hipótesis contenida en el punto 3 (cuota de garantía de no caducidad) de su 
fracción VI, son excluyentes, al no ser susceptibles de actualizarse simultá­
neamente, de modo que sólo uno puede subsistir para efectos de no aplicar 
la extinción por caducidad. De esa forma, la Ley de Aguas Nacionales no es 
omisa en contemplar como causal de excepción a la caducidad, aquellos 
supuestos en los que por causas ajenas a los concesionarios o asignatarios, deri­
vadas de caso fortuito o fuerza mayor, demuestren que es necesario contar 
con cierto volumen de agua.

2a. CXXXVI/2017 (10a.)

Amparo en revisión 167/2017. Energía Chihuahua, S.A. de C.V. 21 de junio de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de septiembre de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

AGUAS NACIONALES. EL ARTÍCULO 29 BIS 3, FRACCIÓN VI, DE LA 
LEY RELATIVA, AL ESTABLECER UN PROCEDIMIENTO PREVIO 
PARA ACREDITAR LA ACTUALIZACIÓN DE ALGUNO DE LOS SU­
PUESTOS EN LOS CUALES NO SE EXTINGUE LA CONCESIÓN O 
ASIGNACIÓN PARA LA EXPLOTACIÓN, USO O APROVECHAMIENTO 
DE AGUAS POR CADUCIDAD, RESPETA EL DERECHO DE AUDIENCIA. 
El párrafo cuarto de la fracción VI del artículo 29 Bis 3 de la Ley de Aguas 
Nacionales, establece que el concesionario o asignatario debe presentar un 
escrito fundamentando ante la autoridad del agua correspondiente, dentro 
de los 15 días hábiles siguientes a aquel en que se surta el supuesto respec­
tivo, los hechos que considera actualizan cualquiera de los supuestos de 
excepción a la caducidad de la concesión o asignación para la explotación, 
uso o aprovechamiento de aguas nacionales, al cual se acompañarán las 
pruebas que acrediten que se encuentra en alguno de los supuestos de suspen­
sión de la caducidad que considere. En los casos de falta de uso total o parcial 
del volumen de agua concesionada o asignada por caso fortuito o fuerza 
mayor, porque se hayan realizado o se estén realizando inversiones tendentes 
a elevar la eficiencia en el uso del agua, por lo que sólo se utilice una parte 
del volumen de agua concesionado o asignado, o se estén ejecutando obras 
para explotar, usar o aprovechar aguas nacionales, dentro del plazo otorgado para 
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tal efecto, el escrito se presentará dentro de los 15 días siguientes a aquel en 
que cesen los supuestos señalados. Así, el artículo descrito, al prever un proce­
dimiento previo al acto de autoridad, consistente en la declaración de caduci­
dad de la concesión o asignación de aguas nacionales, respeta el derecho de 
audiencia previsto en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos.

2a. CXXXVII/2017 (10a.)

Amparo en revisión 167/2017. Energía Chihuahua, S.A. de C.V. 21 de junio de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de septiembre de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES EN POSESIÓN DE LOS PAR­
TICULARES. EN RELACIÓN CON EL PROCEDIMIENTO DE SANCIÓN 
PREVISTO EN LA LEY FEDERAL RELATIVA, ES INNECESARIO QUE 
LAS COMUNICACIONES INTERNAS DE LAS AUTORIDADES SE NO­
TIFIQUEN AL PRESUNTO INFRACTOR. Conforme a los artículos 61 y 62 
de la Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de los Par­
ticulares, así como 140 a 144 de su Reglamento, el procedimiento sancio­
natorio se sustenta únicamente sobre la base de los hechos que motivaron 
el inicio del procedimiento; es decir, los fundamentos conforme a los cuales 
puede sancionarse al particular son, precisamente, alguno de los hechos que 
fueron motivo del inicio del procedimiento de imposición de sanciones y, por 
ende, son éstos los únicos que deben notificarse al particular para que pueda 
alegar y ofrecer las pruebas conducentes en su contra. De ahí que resulte inne­
cesario, para efecto de cumplir con los derechos a la seguridad jurídica y al 
debido proceso, que las comunicaciones internas de los órganos del en­
tonces Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos se 
notifiquen al presunto infractor, ya que éstas únicamente tienden a proveer 
una mejor coordinación entre las autoridades, a efecto de que el Pleno del alu­
dido Instituto pueda ejercer de mejor manera las facultades encomendadas 
por ley. En suma, si las comunicaciones internas sólo tienen como objeto 
externar información técnica que, inclusive, puede o no ser compartida o asu­
mida por la autoridad al emitir la resolución en el procedimiento de impo­
sición de sanciones, es innecesario que todo informe, reporte, resolución o 
comunicación entre autoridades, deba notificarse al presunto infractor.

2a. CXXXVIII/2017 (10a.)
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Amparo directo en revisión 888/2017. Corporativo Especializado en Recuperación de 
Cartera, S.A. de C.V. 7 de junio de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ausente: Eduardo Medina Mora I. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de septiembre de 2017 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES EN POSESIÓN DE LOS PAR­
TICULARES. LOS ARTÍCULOS QUE REGULAN EL PROCEDIMIENTO 
DE VERIFICACIÓN PREVISTO EN LA LEY FEDERAL RELATIVA Y EN 
SU REGLAMENTO, NO VULNERAN EL DERECHO A LA INVIOLABI­
LIDAD DEL DOMICILIO. Si bien el artículo 16 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos establece que la autoridad administrativa 
podrá practicar visitas domiciliarias únicamente para cerciorarse de que se 
han cumplido los reglamentos sanitarios y de policía; y exigir la exhibición de los 
libros y papeles indispensables para comprobar que se han acatado las dis­
posiciones fiscales, lo cierto es que esa facultad no está limitada a la apli­
cación de normas que únicamente se refieran al orden sanitario, fiscal o de 
policía en sentido estricto, en tanto que debe entenderse que se trata de cual­
quier norma jurídica que otorgue facultades a las autoridades administrativas 
para regular la conducta de los particulares y cerciorarse de que se ajusta 
a las normas de orden público aplicables; de lo que deriva que el Congreso 
de la Unión, mediante la expedición de una ley, puede facultar a un órgano 
público para practicar visitas domiciliarias a fin de constatar que los particu­
lares han cumplido con las disposiciones en materia de protección de datos 
personales; de ahí que los artículos 59 y 60 de la Ley Federal de Protección 
de Datos Personales en Posesión de los Particulares, así como 132 a 136 de 
su Reglamento, que regulan el procedimiento de verificación en la materia, no 
vulneran el derecho a la inviolabilidad del domicilio reconocido por el artículo 
16 constitucional.

2a. CXXXIX/2017 (10a.)

Amparo directo en revisión 888/2017. Corporativo Especializado en Recuperación de 
Cartera, S.A. de C.V. 7 de junio de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ausente: Eduardo Medina Mora I. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de septiembre de 2017 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES EN POSESIÓN DE LOS 
PARTICULARES. EL ARTÍCULO 132 DEL REGLAMENTO DE LA LEY 
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FEDERAL RELATIVA, NO VULNERA EL DERECHO HUMANO A LA 
SEGURIDAD JURÍDICA. La etapa relativa al desahogo de denuncias en 
materia de protección de datos personales, es diversa a la de inicio y sustan­
ciación del procedimiento de verificación, ya que aquélla es de naturaleza 
previa al procedimiento aludido, en tanto constituye un prerrequisito para que 
la autoridad lleve a cabo sus facultades de verificación. En ese sentido, el ar­
tículo 132 del Reglamento de la Ley Federal de Protección de Datos Personales 
en Posesión de los Particulares, al prever que el plazo de 180 días para consumar 
el procedimiento de verificación, comenzará a contar a partir de la fecha 
en que el Pleno del otrora Instituto Federal de Acceso a la Información y Pro­
tección de Datos hubiera dictado el acuerdo de inicio y concluirá con la deter­
minación del mismo, no vulnera el derecho humano a la seguridad jurídica, 
al no dejar en estado de incertidumbre al gobernado, pues si bien es verdad 
que pueden realizársele requerimientos previamente al procedimiento de veri­
ficación con motivo de las denuncias presentadas por los particulares ante 
el aludido Instituto, también lo es que esas diligencias no pueden tomarse en 
cuenta para iniciar el cómputo del referido plazo legal ya que dichos reque­
rimientos forman parte de una etapa previa y diversa que, precisamente, tiene 
como única finalidad determinar si existen los elementos suficientes para 
que la autoridad inicie el procedimiento de verificación.

2a. CXL/2017 (10a.)

Amparo directo en revisión 888/2017. Corporativo Especializado en Recuperación de 
Cartera, S.A. de C.V. 7 de junio de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ausente: Eduardo Medina Mora I. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de septiembre de 2017 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES EN POSESIÓN DE LOS 
PARTICULARES. EL ARTÍCULO 60, PÁRRAFO ÚLTIMO, DE LA LEY 
FEDERAL RELATIVA, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE RESERVA DE 
LEY. En materia de protección de datos personales, el principio de reserva 
de ley se dirige a que sea en una ley formal y material la que regule el ejercicio de 
los derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición, permitiendo 
dotar tanto a las autoridades como a los particulares, de un grado mínimo de 
especificidad necesario para concebir la operatividad jurídica de esos derechos 
fundamentales. En esa tesitura, las cuestiones no atinentes a la sustancia del 
derecho humano a la protección de datos personales, sino encaminadas a desa­
rrollar o detallar aquellos aspectos adjetivos necesarios para llevar a la prác­
tica las disposiciones contenidas en la ley, pueden ser reguladas a través del 
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reglamento respectivo, a efecto de proveer en la esfera administrativa la exacta 
observancia de la ley formal y material. Sobre esa base, el artículo 60, párrafo 
último, de la Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de los 
Particulares, al prever que el reglamento desarrollará la forma, términos y pla­
zos en que se sustanciará el procedimiento de verificación de protección de 
datos personales, no vulnera el principio de reserva de ley, ni constituye una 
indebida delegación de facultades legislativas a favor de una autoridad admi­
nistrativa, pues sólo tiene como finalidad que se materialice en la vía adminis­
trativa lo previsto por el legislador; sin que con ello se delegue al Ejecutivo 
Federal la posibilidad de dotar de contenido y alcance al derecho humano a la 
protección de datos personales, que es lo precisamente reservado a la ley.

2a. CXLI/2017 (10a.)

Amparo directo en revisión 888/2017. Corporativo Especializado en Recuperación de 
Cartera, S.A. de C.V. 7 de junio de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ausente: Eduardo Medina Mora I. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de septiembre de 2017 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

FUERZAS ARMADAS. LAS PRERROGATIVAS OTORGADAS A LOS 
MILITARES QUE PASEN A SITUACIÓN DE RETIRO SON ÚNICAMENTE 
PARA ESE FIN Y PARA EL CÁLCULO DEL BENEFICIO ECONÓMICO 
CORRESPONDIENTE. Conforme al artículo 27 de la Ley del Instituto de 
Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas, los militares que por 
resolución definitiva pasen a situación de retiro, ascenderán al grado inme­
diato únicamente para dos efectos: a) para el retiro mismo; y, b) para el cálculo 
del beneficio económico que señala la propia ley, considerando los años de 
servicios en relación con el tiempo en el grado en activo. Así, de la interpreta­
ción del artículo mencionado y de la exposición de motivos que le dio origen 
se advierte que la intención del legislador al otorgar ese ascenso fue conceder 
un mejoramiento en su nivel económico para calcular y resarcir el retiro, pero 
no conferirles beneficios adicionales propios a esa situación, es decir, los al­
cances de la norma no pueden extenderse para otros fines distintos al econó­
mico y a los de seguridad social indicados, por lo que no se refiere a los que 
incidan en la jerarquía militar que obtuvieron en servicio activo, como portar 
un arma de fuego, tener acceso a préstamos del Banco Nacional del Ejército, 
Fuerza Aérea y Armada, cuyo monto depende de aquélla, u obtener créditos 
hipotecarios, entre otros, pues para ello se requiere cumplir con los requisi­
tos legales, lo que se corrobora con los artículos 35, fracción II y 37 de la Ley de 
Ascensos y Recompensas del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos, así como 
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30, fracción II, inciso a), de la Ley del Instituto de Seguridad Social para las 
Fuerzas Armadas Mexicanas.

2a. CXLII/2017 (10a.)

Amparo en revisión 219/2017. Rafael Hernández Cruz. 28 de junio de 2017. Cinco votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretaria: Alma Ruby Villarreal Reyes.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de septiembre de 2017 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL. CONTRA SUS DECISIO­
NES PROCEDE, EXCEPCIONALMENTE, EL JUICIO DE AMPARO DIREC­
TO PROMOVIDO POR TERCEROS O PERSONAS AJENAS AL PODER 
JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN. Por regla general, acorde con el artículo 
100, penúltimo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos, las decisiones del Consejo de la Judicatura Federal en ejercicio de sus 
atribuciones constitucionalmente encomendadas, conforme al diverso 94 
constitucional, a saber, las de administración, vigilancia y disciplina del Poder 
Judicial de la Federación, así como las vinculadas con los conflictos de trabajo 
suscitados entre éste y sus trabajadores, son definitivas e inatacables; sin em­
bargo, excepcionalmente, el juicio de amparo directo procede contra las deci­
siones que puedan afectar derechos de terceros que no forman parte de las 
estructuras del Poder Judicial de la Federación. Por tanto, en congruencia 
con los principios de interpretación más favorable a la persona y de interpre­
tación conforme, la causa de improcedencia prevista en el artículo 61, fracción 
III, de la Ley de Amparo, debe interpretarse de manera restrictiva para consi­
derar que sólo se actualiza tratándose de los actos que hubieren sido emitidos 
por dicha autoridad en el ejercicio de sus atribuciones constitucionales en lo 
que se refiere a su régimen interno; así, para efectos de la procedencia del jui­
cio de amparo en esos casos, son terceros o personas ajenas al Poder Judicial 
de la Federación quienes: 1) no sean parte en un conflicto entre el Poder Judi­
cial de la Federación y sus trabajadores (segundo párrafo de la fracción XII 
del apartado B del artículo 123 de la Constitución Federal); 2) estén fuera del 
ámbito del encargo del Consejo de la Judicatura Federal (artículo 94 constitu­
cional); 3) no tengan relación con la designación, adscripción, ratificación y 
remoción de Magistrados de Circuito y Jueces de Distrito (artículo 100, párrafo 
noveno, de la Ley Suprema); y, 4) no tengan que ver con la expedición de acuer­
dos generales para el adecuado ejercicio de las funciones del Consejo citado 
(artículo 100, párrafo octavo, constitucional). En suma, se consideran terceros 
o personas ajenas al Poder Judicial de la Federación quienes no tengan inje­
rencia en las funciones para las que el Consejo de la Judicatura Federal fue 
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expresamente creado ni exista vínculo laboral con éste y, por otra parte, sean 
afectadas por sus resoluciones.

2a. CXLIII/2017 (10a.)

Amparo directo 1/2017. José Wilfrido Barroso López. 31 de mayo de 2017. Cuatro votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Alma Ruby Villarreal Reyes.

Amparo directo 2/2017. Ricardo Martínez López. 31 de mayo de 2017. Cuatro votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretaria: Alma Ruby Villarreal Reyes.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de septiembre de 2017 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

TRIBUNAL FEDERAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE. ES COMPE­
TENTE PARA CONOCER DE LA DECLARACIÓN DE BENEFICIARIOS 
DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDE­
RACIÓN, ASÍ COMO DE LOS RECLAMOS REALIZADOS AL ISSSTE, 
AL FOVISSSTE Y AL PENSIONISSSTE. Conforme al artículo 78 de la Ley 
del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, 
la competencia para conocer de los juicios en los que los beneficiarios de los 
trabajadores al servicio del Estado demanden prestaciones de seguridad social, 
recae en el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje. Adicionalmente, de los 
artículos 1, fracción III, 6, fracciones I, IV y XXVII, 103, 105 y 192 de la misma 
ley, se advierte que: a) ésta es de orden público, de interés social y de obser­
vancia en toda la República, y es aplicable para las dependencias, entidades, 
trabajadores del servicio civil, pensionados, familiares y derechohabientes que 
hayan laborado en las dependencias y entidades del Poder Judicial de la Fede­
ración; b) el Fondo Nacional de Pensiones de los Trabajadores al Servicio del 
Estado, denominado PENSIONISSSTE, se creó como un órgano desconcen­
trado del propio Instituto; y c) los recursos de la subcuenta del fondo de vivienda 
que no hubiesen sido aplicados para otorgar créditos a favor de los trabajado­
res, serán transferidos a aquél, a las administradoras o aseguradoras para la 
contratación de la pensión correspondiente o se entregarán en una sola exhi­
bición. Así, el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, al ser la autoridad 
facultada para conocer de los juicios en los que los beneficiarios de los traba­
jadores al servicio del Estado demandan prestaciones de seguridad social, 
entre los que se incluyen los pertenecientes al Poder Judicial de la Federación, 
es la autoridad competente para conocer de la declaración de beneficiarios 
derivada del deceso de alguno de sus servidores públicos, así como de las pres­
taciones reclamadas por los trabajadores de aquél o sus beneficiarios, y de los 
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reclamos de éstos en lo que atañe a la devolución de los montos acumulados en 
las cuentas individuales administradas por el PENSIONISSSTE y, consecuente­
mente, del reconocimiento de beneficiarios para esos fines. Asimismo, dicho 
Tribunal también debe conocer de los reclamos de los trabajadores del Poder 
mencionado y sus beneficiarios en lo que atañe a la devolución de los montos 
acumulados en la cuenta individual del Fondo de Vivienda de ese Instituto 
(FOVISSSTE), conforme al artículo 6, fracción XXVII, en relación con el 78 de la 
Ley del Instituto referido, toda vez que las aportaciones reclamadas surgieron 
con motivo de la relación laboral entre los trabajadores y el Estado.

2a. CXLIV/2017 (10a.)

Amparo directo 1/2017. José Wilfrido Barroso López. 31 de mayo de 2017. Cuatro votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Alma Ruby Villarreal Reyes.

Amparo directo 2/2017. Ricardo Martínez López. 31 de mayo de 2017. Cuatro votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretaria: Alma Ruby Villarreal Reyes.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de septiembre de 2017 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO DE JALISCO POR TIEM­
PO Y OBRA DETERMINADA. EL ARTÍCULO 33 DE LA LEY DEL INSTI­
TUTO DE PENSIONES DE ESA ENTIDAD, AL EXCLUIRLOS DE LA 
APLICACIÓN DE DICHA LEGISLACIÓN, TRANSGREDE EL ARTÍCU­
LO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XI, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍ­
TICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. El precepto constitu- 
cional citado instituye no sólo las bases mínimas de seguridad social para los 
trabajadores al servicio del Estado, sino también el principio de previsión social 
que obliga a establecer un sistema íntegro que otorgue tranquilidad y bienes­
tar personal a los trabajadores y a sus familias, ante los riesgos a los que se 
encuentran expuestos; asimismo, consagra como derecho mínimo de seguri­
dad social para esos trabajadores la asistencia médica y las prestaciones de 
enfermedad, maternidad, invalidez, vejez y sobrevivencia, así como en caso 
de accidente de trabajo y enfermedades profesionales, orientadas necesaria­
mente a procurar el mejoramiento de su nivel de vida. Ahora bien, respecto 
de los trabajadores al servicio del Estado, la Constitución no define la dependen­
cia que brindará los servicios de seguridad social, pues cada Estado y Munici­
pio de la Federación goza de soberanía para determinar la institución ante la cual 
afiliará a sus empleados. En ese sentido, los numerales 54 bis-3, 56, fracción 
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VI, y 64 de la Ley para los Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Muni­
cipios señalan que los servidores públicos tendrán derecho a los servicios 
asistenciales previstos en la ley estatal en materia de pensiones, así como 
que es obligación de las entidades públicas, entre otras, en sus relaciones 
laborales con sus servidores, hacer efectivas las deducciones de sueldos que 
ordenen la Dirección de Pensiones del Estado y la autoridad judicial compe­
tente en los casos especificados en esa ley; y además, las entidades públicas 
deben proporcionar a sus trabajadores y beneficiarios la seguridad social, por 
lo que tendrán obligación de afiliarlos a la Dirección de Pensiones del Estado, 
ahora Instituto de Pensiones del Estado, para el otorgamiento de las pensio­
nes y jubilaciones correspondientes. Consecuentemente, el artículo 33 de la 
Ley del Instituto de Pensiones del Estado de Jalisco, al excluir de la aplicación 
de esa ley a los trabajadores que presten servicios mediante contratación por 
tiempo y obra determinada, transgrede el artículo 123, apartado B, fracción XI, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues no puede 
soslayarse que éste dispone los derechos humanos mínimos de seguridad social 
para cualquier trabajador al servicio del Estado.

2a. CXLV/2017 (10a.)

Amparo directo en revisión 6616/2016. Enrique Gerardo Ávalos González. 5 de julio de 
2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek 
y Margarita Beatriz Luna Ramos. Disidentes: José Fernando Franco González Salas y 
Eduardo Medina Mora I. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Teresa 
Sánchez Medellín.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de septiembre de 2017 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

SERVIDORES PÚBLICOS DEL ESTADO DE GUERRERO. EL ARTÍCU­
LO 47, PENÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY DE TRABAJO DE LOS SER­
VIDORES PÚBLICOS DE ESA ENTIDAD NÚMERO 248, CONTRAVIENE 
EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN IX, DE LA CONSTITU­
CIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. El precepto 
constitucional mencionado establece que en caso de separación injustificada 
los trabajadores tendrán derecho a optar por la reinstalación en su trabajo o 
por la indemnización correspondiente, previo el procedimiento legal. Ahora 
bien, el artículo 47, penúltimo párrafo, de la Ley de Trabajo de los Servidores 
Públicos del Estado de Guerrero Número 248, al prescribir que la entidad pú­
blica quedará eximida de la obligación de reinstalar al trabajador como con­
secuencia de un despido injustificado cuando éste cuente con menos de un 
año de antigüedad, contraviene el artículo 123, apartado B, fracción IX, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al limitar la opción del 
trabajador de ser reinstalado, aun cuando constitucionalmente tiene libre elec­
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ción de acción que habrá de ejercer ante los órganos jurisdiccionales sin que 
le sea restringida, pues se trata de un derecho irrenunciable, lo cual no implica 
acotar las facultades del legislador local conforme al artículo 116, fracción VI, 
de la Constitución Federal, en relación con la flexibilidad para que las normas 
locales respondan a las características y peculiaridades de los servidores públi­
cos de cada uno de los Estados y Municipios, pero no debe perderse de vista 
que el legislador local no puede eliminar derechos que el propio Constituyente 
otorga a los trabajadores, máxime que la ley referida reconoce la aplicación 
del apartado B del artículo 123 constitucional, concretamente en sus artículos 
7, fracción VIII, segundo párrafo y 9.

2a. CXLVI/2017 (10a.)

Amparo directo en revisión 3254/2016. Navyk Bahena Sandoval. 5 de abril de 2017. Una­
nimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ausente: José Fernando 
Franco González Salas. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Teresa 
Sánchez Medellín.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de septiembre de 2017 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN. SON INOPERANTES LOS AGRA­
VIOS QUE HACE VALER EL RECURRENTE SOBRE LA INCONSTITU­
CIONALIDAD DE UNA NORMA GENERAL, QUE NO IMPUGNÓ EN 
ESTA VÍA DESDE EL MOMENTO QUE LE FUE APLICADA POR PRI­
MERA VEZ POR EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO. En el recurso 
de revisión, el quejoso puede plantear la inconstitucionalidad de una norma 
general aplicada por primera vez en la sentencia dictada por el Tribunal Cole­
giado de Circuito; asimismo, el tercero interesado tiene esa oportunidad una 
vez que el órgano jurisdiccional emite la sentencia que concede el amparo al 
quejoso, sobre la base de una norma general que le implica una afectación 
jurídica, por lo cual, desde ese momento puede impugnarla en el recurso de revi­
sión en amparo directo, pues de hacerlo hasta que se dicte una nueva resolución 
en cumplimiento del fallo protector al quejoso, precluye su derecho para 
introducir argumentos tendentes a impugnar la norma que le fue aplicada 
en el juicio de amparo anterior, por más que versen sobre cuestiones de 
constitucionalidad.

2a. CXLVII/2017 (10a.)

Amparo directo en revisión 2957/2017. Prócoro Martínez Leija. 16 de agosto de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Teresa Sánchez Medellín.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de septiembre de 2017 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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RENTA. MOMENTOS A PARTIR DE LOS CUALES PUEDEN DEDUCIRSE 
LAS INVERSIONES DE ACUERDO CON LA LEY DEL IMPUESTO RELA­
TIVO VIGENTE HASTA 2013 Y A PARTIR DE 2014. No debe confundirse 
la inversión de bienes nuevos de activo fijo con el momento en que puede 
deducirse y, consecuentemente, con los por cientos máximos aplicables para 
ello, toda vez que los artículos 37 de la Ley del Impuesto sobre la Renta vigente 
hasta el 31 de diciembre de 2013 y 31 del ordenamiento indicado en vigor a 
partir del 1 de enero de 2014 son categóricos al respecto, al prever que las in­
versiones únicamente pueden deducirse mediante la aplicación, en cada ejer­
cicio, de los por cientos máximos autorizados por esa ley, sobre el monto original 
de la inversión, con las limitaciones que, en su caso, se establezcan; asimismo, 
disponen que las inversiones empezarán a deducirse, a elección del contribu­
yente a partir del ejercicio en que se inicie la utilización de los bienes o desde 
el ejercicio siguiente; adicionalmente, el artículo 220 de la Ley del Impues­
to sobre la Renta vigente hasta 2013, contiene una regulación específica en 
cuanto al momento en que puede ejercerse la opción de deducción inmediata 
de bienes nuevos de activo fijo, consistente en que, además del ejercicio en que 
se inicie su utilización o en el siguiente ejercicio, también puede deducirse en 
el que se haya efectuado la inversión. Así, se concluye que las inversiones de 
bienes nuevos de activo fijo se realizan por los contribuyentes en un determinado 
momento conforme a las reglas que pacten con quien les enajena los bienes 
tangibles que utilizarán para la realización de sus actividades; esto es, para 
efectos fiscales las inversiones se realizan en un solo instante, pero el mo­
mento en el cual pueden deducirse se regula a partir de cuándo se paguen. 
Ciertamente, al disponer el legislador que las inversiones de bienes nuevos de 
activo fijo pueden deducirse en los momentos señalados, puede colegirse que 
tomó en cuenta que si bien es cierto que dichas inversiones se realizan en un 
solo momento conforme a las más diversas reglas que se pueden pactar con­
forme al derecho privado y que se pueden liquidar o pagar de manera total en 
ese mismo momento, también lo es que no dejó de advertir que existen casos 
en que la inversión se realiza en un solo momento pero su pago se realiza de ma­
nera parcial en distintos momentos. Por tal motivo, en el caso de que se realice 
la inversión de bienes nuevos de activo fijo en un ejercicio fiscal determinado 
pero su pago se verifique en el ejercicio fiscal siguiente, si las reglas para de­
ducir la inversión cambiaron de un ejercicio fiscal a otro, es lógico concluir que 
la deducción de ese pago debe sujetarse a las reglas previstas en el momento 
que se realizó.

2a. CXLVIII/2017 (10a.)
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Amparo en revisión 28/2017. Parque Industrial Mexicali, S.A. de C.V. 12 de julio de 2017. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jimé­
nez Jiménez.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2017 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RENTA. EL ARTÍCULO NOVENO, FRACCIÓN II, DE LAS DISPOSICIO­
NES TRANSITORIAS DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, VIGENTE 
A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE 
IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY. El precepto citado no eliminó el derecho 
a realizar la deducción de bienes nuevos de activo fijo previsto en el artículo 220, 
fracción I, inciso a), numeral 2, de la Ley del Impuesto sobre la Renta vigente 
hasta el 31 de diciembre de 2013, sino que se modificó la opción de efectuar 
la deducción inmediata a través de los por cientos máximos para ello, pues 
del 74% –previsto en el Decreto por el que se otorga un Estímulo Fiscal en 
Materia de Deducción Inmediata de Bienes Nuevos de Activo Fijo, publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el 20 de junio de 2003– ahora sólo puede 
deducirse el 5%, correspondiente al sistema ordinario de deducción por depre­
ciación anual, conforme al artículo 34, fracción I, inciso b), de la Ley del Im­
puesto sobre la Renta vigente a partir del 1 de enero de 2014. Esto es, el artículo 
noveno, fracción II, de las disposiciones transitorias de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 11 de diciem­
bre de 2013, establece una regulación normativa de tránsito, con la finalidad de 
precisar, por una parte, que se abroga la Ley del Impuesto sobre la Renta pu­
blicada en el medio de difusión oficial referido el 1 de enero de 2002, pero que 
seguirá aplicándose su reglamento y, por otra, que las obligaciones y dere­
chos derivados de dicha ley que hubieran nacido durante su vigencia, deberán 
cumplirse en la forma y plazos establecidos en el citado ordenamiento, con­
forme a toda la normativa relacionada al respecto; por su parte, su fracción IV 
prescribe que, a la fecha de entrada en vigor de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta quedan sin efectos todas las disposiciones normativas que la contra­
vengan o se opongan a ella. En ese orden de ideas, sí existe disposición legal 
que regula que el monto de una inversión debe deducirse conforme en el ejer­
cicio en el que se realiza su pago, pues el artículo 31, párrafo primero, de la 
Ley del Impuesto sobre la Renta vigente a partir de 2014 dispone expresa­
mente que las inversiones que se realizan en cada ejercicio únicamente 
pueden deducirse mediante la aplicación de los por cientos máximos autori­
zados por la ley, sobre el monto original de la inversión, con las limitaciones 
en las deducciones que, en su caso, establezca la misma ley. En consecuencia, 
el invocado precepto transitorio no viola el principio de irretroactividad de la ley 



398 SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

contenido en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Uni­
dos Mexicanos, en la medida en que no rige hacia el pasado ni afecta derechos 
adquiridos.

2a. CXLIX/2017 (10a.)

Amparo en revisión 28/2017. Parque Industrial Mexicali, S.A. de C.V. 12 de julio de 2017. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge 
Jiménez Jiménez.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2017 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN. ÁMBITO DE APLICA­
CIÓN TEMPORAL Y MATERIAL DEL ARTÍCULO VIGÉSIMO TRANSITO­
RIO, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA. En atención 
a que la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión se publicó en el 
Diario Oficial de la Federación el 14 de julio de 2014, y entró en vigor a los 
30 días naturales siguientes a su publicación, resulta jurídicamente inviable exigir 
que los desacuerdos de interconexión entre concesionarios para 2015, se ajus­
ten al plazo a que alude el numeral 129 de dicha ley, en el sentido de que las 
solicitudes para que el Instituto Federal de Telecomunicaciones intervenga y 
fije las condiciones de interconexión, deben presentarse antes del 15 de julio 
del año anterior. Así, el ámbito de aplicación temporal del artículo vigésimo 
transitorio, segundo párrafo, de la ley federal citada, justamente se actualiza 
para la resolución del desfase entre la necesidad de fijar las condiciones de 
interconexión no convenidas entre concesionarios, distintos al agente econó­
mico preponderante, para 2015, y la entrada en vigor de esa normativa. Adi­
cionalmente, por lo que respecta al ámbito de aplicación material del artículo 
indicado, éste se actualiza en relación con las tarifas de tráfico, aunado a que 
se refiere a dos tipos de tarifas, en atención a que la terminación de tráfico sea 
en la red del agente económico preponderante, o bien, en la del resto de los 
concesionarios.

2a. CL/2017 (10a.)

Amparo en revisión 329/2016. Radiomóvil Dipsa, S.A. de C.V. 21 de junio de 2017. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó con salvedad Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Disidente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretarios: Josefina Cortés Campos, Guadalupe de la Paz Varela Domín­
guez, Ma. de la Luz Pineda Pineda, Salvador Alvarado López y Eduardo Romero Tagle.
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Amparo en revisión 759/2016. Teléfonos de México, S.A.B. de C.V. 28 de junio de 2017. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Disidente: José Fernando 
Franco González Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Josefina Cortés 
Campos, Guadalupe de la Paz Varela Domínguez, Ma. de la Luz Pineda Pineda, Salva­
dor Alvarado López y Eduardo Romero Tagle.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2017 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN. INTERPRETACIÓN DEL 
ARTÍCULO VIGÉSIMO TRANSITORIO, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA 
LEY FEDERAL RELATIVA. Del artículo citado se advierte que mientras no 
se celebre un convenio de interconexión entre concesionarios, o el Instituto 
Federal de Telecomunicaciones no fije las tarifas para 2015, continuarán apli­
cándose las relativas al 2014; sin embargo, una vez celebrado el convenio entre 
concesionarios o emitida la resolución del órgano regulador, deberá realizar­
se, cuando así corresponda, el "pago por diferencias" por los montos que ya 
fueron cobrados. Dicha interpretación es la más armónica no sólo con la liber­
tad de negociación que rige entre concesionarios, sino también con el principio 
de libertad tarifaria, pues permite que las nuevas condiciones tengan efectos 
o generen consecuencias durante todo el periodo sobre el que versó la nego­
ciación. De igual manera, esa interpretación es la más armónica con las facul­
tades del órgano regulador, al permitir que ejerza sus atribuciones respecto 
de todo el periodo sobre el que se solicitó su intervención, y no solamente a 
partir de la emisión de la resolución que, en su caso, llegue a dictarse.

2a. CLI/2017 (10a.)

Amparo en revisión 329/2016. Radiomóvil Dipsa, S.A. de C.V. 21 de junio de 2017. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó con salvedad Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Disidente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretarios: Josefina Cortés Campos, Guadalupe de la Paz Varela 
Domínguez, Ma. de la Luz Pineda Pineda, Salvador Alvarado López y Eduardo Romero 
Tagle.

Amparo en revisión 759/2016. Teléfonos de México, S.A.B. de C.V. 28 de junio de 2017. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Poti­
sek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Disidente: José 
Fernando Franco González Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Josefina 
Cortés Campos, Guadalupe de la Paz Varela Domínguez, Ma. de la Luz Pineda Pineda, 
Salvador Alvarado López y Eduardo Romero Tagle.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2017 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

REVISIÓN ADMINISTRATIVA. NO DEBEN OTORGARSE DÍAS ADI­
CIONALES POR RAZÓN DE LA DISTANCIA PARA LA PRESENTACIÓN 
DE PROMOCIONES. El artículo 289 del Código Federal de Procedimientos 
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Civiles, que prevé el otorgamiento de días adicionales por razón de la distancia 
para presentar promociones, es inaplicable a las revisiones administrativas a 
que se refiere el artículo 122 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Fede­
ración, relativas al nombramiento, adscripción, cambios de adscripción y re­
moción de Magistrados de Circuito y Jueces de Distrito, pues si bien es cierto 
que a éstas les es aplicable supletoriamente el código mencionado, también 
lo es que ese numeral se creó cuando los avances tecnológicos no se habían 
desarrollado con tanta fuerza como ocurre en la actualidad, en la que es fac­
tible presentar promociones mediante Correos de México, lo que hace inne­
cesaria la ampliación de plazos por razón de la distancia a que se refiere el 
numeral primeramente citado, pues el justiciable tiene a su alcance inmediato 
un medio de comunicación para hacerlo.

2a. CLII/2017 (10a.)

Recurso de reclamación 481/2017. Pablo Enríquez Rosas. 28 de junio de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Ron Snipeliski Nischli.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2017 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

MERCADO DE VALORES. SON INOPERANTES LOS CONCEPTOS DE 
VIOLACIÓN O AGRAVIOS EN LOS QUE SE ALEGA LA INCONSTI­
TUCIONALIDAD DE LA INTERRUPCIÓN DEL PLAZO PARA QUE 
OPERE LA CADUCIDAD DE LAS FACULTADES SANCIONATORIAS 
DE LA COMISIÓN NACIONAL BANCARIA Y DE VALORES, PREVISTA 
EN EL PÁRRAFO SEGUNDO DEL ARTÍCULO 390 DE LA LEY DE LA 
MATERIA, SI LA RESOLUCIÓN RELATIVA SE EMITE DENTRO DE LOS 
5 AÑOS ESTABLECIDOS EN EL PRIMER PÁRRAFO DE ESE NUME­
RAL. Las porciones normativas mencionadas establecen que la facultad de 
la Comisión Nacional Bancaria y de Valores para imponer sanciones de carác­
ter administrativo caducará en el plazo de 5 años, contado a partir del día 
hábil siguiente al que se realizó la conducta o se actualizó el supuesto de infrac­
ción, y que dicho plazo se interrumpirá al iniciarse los procedimientos admi­
nistrativos sancionatorios, es decir, cuando la autoridad otorgue derecho de 
audiencia al probable infractor, conforme a la fracción I del artículo 391 de la 
Ley del Mercado de Valores. Consecuentemente, si entre el momento en que 
se cometieron las infracciones imputadas al quejoso y el día en que la auto­
ridad emitió la resolución determinante de las multas correspondientes, no 
transcurrió el plazo de 5 años para que operara la caducidad de sus facul­
tades, es indudable que no tiene trascendencia en la esfera de derechos de 
aquél la circunstancia de que el aludido plazo se interrumpiera por la emisión 
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del oficio con el que inició el procedimiento administrativo y se le otorgó 
audiencia; por lo que los conceptos de violación o agravios en los que se 
alega que esa interrupción es inconstitucional al generar incertidumbre jurí­
dica, se dirigen a combatir un aspecto que no perjudica al quejoso y, por tanto, 
son inoperantes.

2a. CLIII/2017 (10a.)

Amparo directo en revisión 3183/2016. Masari Casa de Bolsa, S.A. 19 de abril de 2017. 
Mayoría de tres votos de los Ministros José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Disidentes: Alberto Pérez Dayán y 
Javier Laynez Potisek. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: 
Roberto Fraga Jiménez.

Amparo directo en revisión 1383/2017. Casa de Bolsa Multiva, S.A. de C.V., Grupo Finan­
ciero Multiva. 6 de septiembre de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I., votó con salvedad Eduardo Medina Mora I. Disidentes: Alberto Pérez Dayán 
y Javier Laynez Potisek. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretarios: 
Jonathan Bass Herrera y Roberto Fraga Jiménez.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2017 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

COMPETENCIA PARA CONOCER DEL RECURSO DE REVISIÓN CON­
TRA EL SOBRESEIMIENTO DICTADO POR NO ESTAR EN EL CASO 
DE ACTOS DE AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPA­
RO. CORRESPONDE AL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO ES­
PECIALIZADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA. Por regla general, los 
conflictos competenciales por razón de la materia se resuelven atento a la na­
turaleza de los actos reclamados y de las autoridades responsables; sin em­
bargo, surge una excepción cuando el problema de fondo del recurso de revisión 
que los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes se niegan a conocer, 
consiste en revisar si es correcto el sobreseimiento en el juicio de amparo, 
porque para el Juez de Distrito no se está en el caso de actos de autoridad, pues 
en ese supuesto, no es factible analizar la naturaleza de los actos reclamados 
y de las autoridades responsables, porque ello ocasionaría que la resolución 
del conflicto competencial prejuzgue sobre el fondo del recurso. Por tanto, en 
esos casos, la competencia debe fincarse en favor del Tribunal Colegiado de 
Circuito especializado en materia administrativa, por tener competencia resi­
dual para conocer del recurso de revisión, lo que a su vez, respeta la litis del 
conflicto competencial atinente a resolver cuestiones de competencia y no de 
procedencia del juicio de amparo.

2a. CLIV/2017 (10a.)
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Conflicto competencial 188/2016. Suscitado entre el Segundo Tribunal Colegiado en Ma­
teria Administrativa y el Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo, ambos del Décimo 
Segundo Circuito. 15 de febrero de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek y Margarita Beatriz Luna Ramos. Disidentes: José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Conflicto competencial 178/2017. Suscitado entre los Tribunales Colegiados Primero en 
Materia Administrativa y Primero en Materia de Trabajo, ambos del Sexto Circuito. 16 de 
agosto de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; mayoría de tres votos en relación con el criterio contenido 
en esta tesis. Disidentes: José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina 
Mora I. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Conflicto competencial 207/2017. Suscitado entre los Tribunales Colegiados Segundo en 
Materia Administrativa y Segundo en Materia de Trabajo, ambos del Séptimo Circuito. 
30 de agosto de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Javier Laynez Potisek y Margarita Beatriz Luna Ramos, en relación con el criterio con­
tenido en esta tesis. Disidentes: José Fernando Franco González Salas y Eduardo 
Medina Mora I. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Ron Snipeliski Nischli.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2017 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RECURSO DE INCONFORMIDAD. PROCEDE CONTRA LA RESOLU­
CIÓN QUE DECLARA SIN MATERIA EL CUMPLIMIENTO DE LA EJE­
CUTORIA DE AMPARO DIRECTO. El artículo 201, fracción II, de la Ley de 
Amparo establece que el recurso de inconformidad procede contra la resolu­
ción que declare que existe imposibilidad material o jurídica para cumplirla u 
ordene el archivo definitivo del asunto, sin prever de manera expresa que 
también sea admisible cuando se interpone contra la resolución que decla­
re sin materia dicho cumplimiento. Ahora bien, el Pleno de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 250/2015, de la 
que derivó la jurisprudencia P./J. 18/2016 (10a.), estableció que el artículo 
201 de la Ley de Amparo no debe interpretarse de manera literal y estricta 
para determinar la procedencia del recurso de inconformidad, en virtud de 
que algunos casos no se encuentran previstos en forma expresa, pero debe 
tomarse en cuenta que si sus efectos jurídicos son similares a los contenidos 
en sus enunciados, esos asuntos deben admitirse a trámite, privilegiando el 
derecho humano de acceso a la justicia. En consecuencia, esto acontece 
cuando en el juicio de amparo directo se declara que el cumplimiento del 
fallo protector ha quedado sin materia, supuesto que si bien no se encuentra 
descrito en la fracción II del artículo 201 mencionado, lo cierto es que es asi­
milable a las hipótesis que sí prevé, consistentes en la imposibilidad material 
o jurídica para cumplir la ejecutoria, pues la carencia de materia implica lógi­
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camente que se tornen irrealizables las consecuencias de la protección cons­
titucional otorgada.

2a. CLV/2017 (10a.)

Recurso de inconformidad 901/2017. Julio César Medina Nevárez. 13 de septiembre de 
2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos; en su ausencia hizo suyo el asunto Alberto Pérez 
Dayán. Secretario: Alfredo Villeda Ayala.

Nota: La tesis de jurisprudencia P./J. 18/2016 (10a.) citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 14 de octubre de 2016 a las 10:24 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 35, 
Tomo I, octubre de 2016, página 33, con el título y subtítulo: "RECURSO DE INCON­
FORMIDAD. PROCEDE CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE DECLARA IMPROCEDENTE 
LA DENUNCIA DE REPETICIÓN DEL ACTO RECLAMADO."

La ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 250/2015 citada, aparece publicada en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 37, Tomo I, diciem­
bre de 2016, página 80.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2017 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

ESTABILIDAD EN EL EMPLEO. EL ARTÍCULO 49, FRACCIÓN I, DE LA 
LEY FEDERAL DEL TRABAJO, NO CONTRAVIENE ESE DERECHO. 
El artículo citado, al disponer que el patrón quedará eximido de la obligación 
de reinstalar al trabajador, mediante el pago de las indemnizaciones que 
se determinan en el artículo 50 de la Ley Federal del Trabajo, cuando se trate 
de trabajadores que tengan una antigüedad menor a un año, protege los dere­
chos de ambas partes; por un lado, el del patrón de no continuar con la rela­
ción laboral al eximirlo de reinstalar al trabajador y, por otro, al prever como 
obligación que se paguen al trabajador las indemnizaciones correspondien­
tes como consecuencia de dicha acción, buscando un equilibrio armonioso 
entre las partes para dar una solución justa y equitativa a una relación labo­
ral en conflicto; es decir, en esencia, evita la inconveniencia de obligar al patrón 
a continuar con una relación jurídica que podría poner en riesgo la armonía 
laboral, pero lo sujeta a la condición de pagar una cantidad determinada por la 
responsabilidad de su decisión de no reinstalar al trabajador, de ahí que no 
contraviene el derecho a la estabilidad en el empleo, ya que la limitación tem­
poral respecto a que el trabajador tenga una antigüedad menor de un año para 
eximir al patrón de la reinstalación, con el pago señalado, está sustentada en 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues tanto el Consti­
tuyente Permanente como el legislador ordinario, desde un principio, advirtie­
ron la complejidad que representan las relaciones obrero-patronales, por lo 
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que si bien es cierto que se prohibió a los patrones negarse a someterse al 
arbitraje, o bien a aceptar el laudo dictado, también lo es que esto no se auto­
rizó de manera absoluta sino relativa, ya que se permitió establecer algunas 
excepciones; además, la limitación deriva de un análisis socio-económico inte­
gral, que permitió definir que ese lapso no causa daño grave o por lo menos 
lo reduce al mínimo, pues los derechos de antigüedad aún son reducidos.

2a. CLVI/2017 (10a.)

Amparo en revisión 1097/2016. Omar Federico Flores Casillas y otro. 8 de marzo de 2017. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Rafael 
Quero Mijangos.

Amparo en revisión 1199/2016. Luis Alberto Guzmán Peña y otros. 3 de mayo de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Francisco Manuel Rubín 
de Celis Garza.

Amparo en revisión 9/2017. Óscar Eduardo Gómez Alonso. 10 de mayo de 2017. Unanimi­
dad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos; en su ausencia hizo suyo el asunto Alberto Pérez Dayán. Secre­
taria: Teresa Sánchez Medellín.

Amparo en revisión 305/2017. José Juan Moreno Hernández. 12 de julio de 2017. Unani­
midad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Luis Javier Guzmán 
Ramos.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2017 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS ACTOS RECLAMADOS A 
LAS AUTORIDADES PENITENCIARIAS DURANTE LA PRISIÓN 
PREVENTIVA Y EN LA EJECUCIÓN DE LAS PENAS. CORRESPONDE 
AL ÓRGANO ESPECIALIZADO EN MATERIA PENAL. Para fijar la com­
petencia por materia en un juicio de amparo, debe atenderse a la naturaleza 
del acto reclamado y de la autoridad responsable. En ese sentido, el Pleno de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha determinado que todos los 
actos relacionados con la ejecución de las penas, tales como la aplicación de 
penas alternativas a la prisión, la concesión o cancelación de beneficios, la 
determinación de los lugares donde deba cumplirse una pena, así como todos 
los problemas relacionados con el trato que reciben cotidianamente los re­
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clusos y situaciones conexas son de naturaleza penal; asimismo, la Primera 
Sala del Alto Tribunal ha sostenido que cualquier acto relacionado con las 
condiciones en las que se lleva la prisión preventiva (como serían los aspec­
tos relacionados con la visita íntima y familiar) debe ser autorizado por el Juez 
de proceso o de la causa penal, en tanto que dicho periodo se resta de la pena 
impuesta en sentencia definitiva. En ese sentido, se concluye que no corres­
ponde a las autoridades administrativas supervisar los medios utilizados para 
lograr la reinserción del sentenciado a la sociedad ni de los eventos aconteci­
dos durante el cumplimiento de las sentencias, sino a las autoridades judicia­
les y, en particular, a los Jueces de Ejecución en Materia Penal, quienes deben 
asegurar el cumplimiento de las penas y controlar las diversas situaciones que 
pueden acontecer, así como las decisiones que sobre dicha ejecución pueda 
adoptar la administración penitenciaria, por lo que, tanto el acto reclamado 
consistente en la negativa a otorgar más tiempo (horas) en la visita familiar e 
íntima y acortar los días entre visita y visita, como en la desposesión de los 
documentos jurídicos del sentenciado, cartas de familiares y la falta de entre­
ga de códigos, leyes y pactos internacionales para su defensa legal, por parte 
de las autoridades penitenciarias, están estrechamente relacionados con la 
ejecución de la pena que cumplen dentro del centro preventivo donde están 
internos y, además, representan un problema relacionado con el trato que re­
ciben cotidianamente conforme al nuevo modelo penitenciario de reinserción 
social; de ahí que corresponde conocer del asunto a un Juez especializado en 
materia penal y, por ende a un Tribunal Colegiado de Circuito especializado 
en esa materia.

2a. CLVII/2017 (10a.)

Conflicto competencial 42/2017. Suscitado entre el Tribunal Colegiado en Materia Admi­
nistrativa y el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Civil, ambos del Vigé­
simo Circuito. 14 de junio de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Conflicto competencial 68/2017. Suscitado entre el Tribunal Colegiado en Materia Admi­
nistrativa y el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Civil, ambos del Vigé­
simo Circuito. 12 de julio de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y 
Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Conflicto competencial 73/2017. Suscitado entre el Tribunal Colegiado en Materia Admi­
nistrativa y el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Civil, ambos del Vigé­
simo Circuito. 12 de julio de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
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Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y 
Eduardo Medina Mora I. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos; en su ausencia 
hizo suyo el asunto Alberto Pérez Dayán. Secretario: Fausto Gorbea Ortiz.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2017 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. CONTRA LA DE­
TERMINACIÓN QUE RESUELVE UNA RECLAMACIÓN PROCEDE EL 
JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, INDEPENDIENTEMEN­
TE DE SI EL PRONUNCIAMIENTO ES O NO DE FONDO [ABANDONO 
DE LAS JURISPRUDENCIAS 2a./J. 163/2015 (10a.) Y 2a./J. 104/2012 
(10a.)]. En una nueva reflexión, la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación abandona el criterio contenido en las jurisprudencias cita­
das, al estimar que acorde con el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva, 
en conjunción con los principios de interpretación más favorable a la persona 
y en caso de duda, a favor de la acción, contenidos en los artículos 1o. y 17 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los operadores jurí­
dicos, en especial los órganos jurisdiccionales, al interpretar las normas pro­
cesales respectivas, deben evitar formalismos o entendimientos no razonables 
que vulneren el derecho del justiciable a obtener una resolución sobre el 
fondo de la cuestión planteada, lo que supone tomar todas las medidas nece­
sarias para remover los obstáculos existentes para que pueda disfrutar del 
derecho referido, lo que implica que el Estado no puede ni debe tolerar las 
circunstancias o condiciones que impidan acceder a los recursos internos 
adecuados para proteger sus derechos, como acontece con el derecho fun­
damental a obtener una indemnización por los daños causados por la actividad 
administrativa irregular, a que se refiere el precepto 109 de la Constitución 
Federal. A partir de lo anterior, la Segunda Sala considera pertinente sostener 
que los artículos 24 de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Es­
tado y 14, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia 
Fiscal y Administrativa (abrogada), deben entenderse en el sentido de que el 
juicio contencioso administrativo procede contra las determinaciones que 
resuelvan, en sede administrativa, las reclamaciones promovidas por respon­
sabilidad patrimonial del Estado, independientemente de que la autoridad 
emita o no un pronunciamiento sobre "el fondo del asunto", pues de otro modo 
se afecta el grado de racionalidad, accesibilidad y sencillez con el que deben 
contar las normas adjetivas referentes a la procedencia de ese medio de con­
trol del acto administrativo, ya que cuando los entes administrativos declaran 
improcedentes o desechan de plano tales reclamaciones, es inconcuso que 
están negando implícitamente la indemnización solicitada por los goberna­
dos; de ahí que ambos supuestos –es decir, tanto las resoluciones de fondo, 
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como las de forma– encuadran en las referidas hipótesis jurídicas de procedi­
bilidad del juicio contencioso administrativo.

2a. CLVIII/2017 (10a.)

Amparo directo en revisión 1855/2017. Ida Margarita Arredondo López. 6 de septiembre 
de 2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. Disi­
dente: Eduardo Medina Mora I. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro 
Emmanuel Muñoz Acevedo.

Nota: Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2017 a las 10:37 horas en el Sema­
nario Judicial de la Federación, y en virtud de que abandona el criterio sostenido por 
la propia Sala en las diversas 2a./J. 163/2015 (10a.) y 2a./J. 104/2012 (10a.), publi­
cadas en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 22 de enero de 2016 a las 
11:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 26, Tomo II, enero de 2016, página 1495, así como en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XV, Tomo 1, diciembre de 2012, 
página 789, de títulos, subtítulos y rubros: "RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL 
DEL ESTADO. CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE DESECHA UNA RECLAMACIÓN POR 
HABER PRESCRITO EL PLAZO PARA INTERPONERLA, ES IMPROCEDENTE EL JUI­
CIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO." y "RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL 
ESTADO. CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE DESECHA UNA RECLAMACIÓN FORMU­
LADA EN TÉRMINOS DE LA LEY FEDERAL RELATIVA ES IMPROCEDENTE EL JUICIO 
DE NULIDAD, POR LO QUE ES INNECESARIO PROMOVERLO PREVIAMENTE AL 
JUICIO DE AMPARO INDIRECTO.", respectivamente, estas últimas dejaron de con­
siderarse de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de octubre de 2017.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2017 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. EL ARTÍCULO 27 DE LA 
LEY DE LOS ÓRGANOS REGULADORES COORDINADOS EN MATE­
RIA ENERGÉTICA, ES INCONSTITUCIONAL POR NO RESPETAR EL 
PRINCIPIO DE RESERVA DE LEY REGLAMENTARIA. Conforme al prin­
cipio de reserva de ley reglamentaria, todo lo relativo al juicio de amparo debe 
estar previsto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos o 
en la Ley de Amparo, lo cual impide que pueda ser regulado o limitado en otro 
tipo de leyes. De igual manera, la fracción X del artículo 107 constitucional 
señala que los actos reclamados en el juicio de amparo pueden ser objeto de 
suspensión en los casos y mediante las condiciones que determine la ley re­
glamentaria, cuestión que deberá valorarse por el tribunal de amparo en cada 
caso, en atención al análisis ponderado del buen derecho y del interés social. 
En consecuencia, el artículo 27 de la Ley de los Órganos Reguladores Coordina­
dos en Materia Energética, al establecer que las normas generales, actos u 
omisiones de los Órganos Reguladores Coordinados en la materia, únicamen­
te podrán ser impugnados mediante el juicio de amparo indirecto y no serán 
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objeto de suspensión, resulta inconstitucional, al tratarse de una excepción a 
la procedencia de la medida cautelar dentro del juicio de amparo, que no se 
encuentra en el texto constitucional o en la ley reglamentaria correspondiente.

2a. CLIX/2017 (10a.)

Amparo en revisión 271/2017. Altos Hornos de México, S.A.B. de C.V. 23 de agosto de 
2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: 
Etienne Maximilien Luquet Farías, Juvenal Carbajal Díaz y Eduardo Romero Tagle.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2017 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

COMISIÓN REGULADORA DE ENERGÍA. DETERMINACIÓN DE 
LAS CONTRAPRESTACIONES, PRECIOS Y TARIFAS EN MATERIA 
DE HIDROCARBUROS Y SU RELACIÓN CON EL DESARROLLO ECO­
NÓMICO. México es una democracia en la cual existe el libre mercado basado 
en principios y derechos constitucionales como la propiedad privada, la liber­
tad de comercio y la competencia económica. En este sentido, la regla general 
es: libertad comercial, no intervención del Estado; sin embargo, existen algu­
nas materias de contenido económico en las que la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos impone la intervención del Estado para cumplir 
con una serie de fines legítimos relacionados con la estabilidad económica y 
la libre competencia, entre otros. Dentro de estas excepciones constitucio­
nales, se encuentran las que obligan a la regulación de los mercados de cierto 
tipo de bienes, ya sea porque se trata de la explotación de bienes de la nación, 
la prestación de servicios públicos o por ser de suma importancia para el 
desarrollo nacional. En ese sentido, el artículo 28, párrafos cuarto y quinto, de 
la Constitución Federal señala que la exploración y extracción de hidrocar­
buros constituyen un área estratégica del Estado, la cual debe ser manejada 
eficazmente por los organismos reguladores y las empresas estatales corres­
pondientes. Así, de las disposiciones contenidas en la Ley de Hidrocarburos, 
se advierte que la Comisión Reguladora de Energía es competente para fijar 
las contraprestaciones, precios y tarifas en materia de hidrocarburos (salvo 
por lo que hace a las actividades de expendio al público de gas licuado de 
petróleo, gasolinas y diésel), esto es, tiene a su cargo atribuciones en materia 
de precios que pretenden alcanzar el desarrollo eficiente de mercados com­
petitivos; en específico, la explotación y comercialización de los hidrocarburos 
son condiciones básicas para el desarrollo del país, al ser insumos necesa­
rios para todo tipo de actividad económica.

2a. CLX/2017 (10a.)
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Amparo en revisión 271/2017. Altos Hornos de México, S.A.B. de C.V. 23 de agosto de 
2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: 
Etienne Maximilien Luquet Farías, Juvenal Carbajal Díaz y Eduardo Romero Tagle.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2017 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

COMISIÓN REGULADORA DE ENERGÍA. ES IMPROCEDENTE LA 
SUSPENSIÓN CONTRA LAS RESOLUCIONES EN LAS QUE FIJA 
PRECIOS Y TARIFAS EN EL MERCADO DE HIDROCARBUROS. Cuan­
do se fijan aspectos regulatorios sobre precios y tarifas en los mercados de 
hidrocarburos por parte de la Comisión Reguladora de Energía, ese acto ad­
ministrativo, que goza de la presunción de validez y legalidad, constituye la 
expresión material de la facultad constitucional del Estado de ejercer su rec­
toría en la materia. Debido a lo anterior, es improcedente la suspensión en el 
juicio de amparo de esos actos, pues con su concesión se afectaría el interés 
social y se contravendrían disposiciones de orden público en términos de los 
artículos 128 y 129, fracciones IV y XIII, de la Ley de Amparo, ya que una posible 
suspensión de este tipo de normas o resoluciones, privaría a la colectividad 
de un beneficio que le otorgan las leyes y le inferiría un daño que de otra ma­
nera no resentiría, pues implicaría que uno o más operadores del mercado no 
pudieran operar, o bien, que lo hicieran en condiciones desventajosas frente 
a otros competidores, lo cual redundaría en perjuicio de los consumidores. 
En efecto, la fijación de precios o tarifas en los diversos mercados de hidro­
carburos, puede tener una incidencia sobre las empresas que compran de 
primera mano, pero también para el público en general, al ser bienes esencia­
les para llevar a cabo casi cualquier actividad económica y para la generación 
de energía. Esto es, al proveerse sobre la suspensión, el Juez de Distrito no 
tiene a su alcance todos los elementos técnicos necesarios para prever los 
efectos que una medida cautelar sobre la regulación del mercado de hidro­
carburos puede tener, pues al tratarse de la regulación de precios y tarifas de 
éstos, una suspensión puede generar distorsiones en los mercados y en la 
competencia que pueden ser de difícil reparación en el mediano y largo pla­
zos. No obstante, si bien las decisiones de regulación en materia energética 
están sujetas a revisión judicial por la vía del amparo, ello no significa que 
deban ser suspendidas, pues dicha medida cautelar perjudicaría al mercado de 
los hidrocarburos y al desarrollo de la competencia, ya que no se permitiría el 
establecimiento de las determinaciones, muchas de ellas asimétricas, enca­
minadas a fijar condiciones básicas de acceso para todos los interesados.

2a. CLXI/2017 (10a.)
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Amparo en revisión 271/2017. Altos Hornos de México, S.A.B. de C.V. 23 de agosto de 
2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: 
Etienne Maximilien Luquet Farías, Juvenal Carbajal Díaz y Eduardo Romero Tagle.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2017 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

REVISIÓN EN AMPARO INDIRECTO. MEDIANTE ESTE RECURSO LA 
PARTE AGRAVIADA PUEDE CUESTIONAR LA CONSTITUCIONA­
LIDAD DE ALGÚN PRECEPTO DE UN ORDENAMIENTO DIVERSO A 
LA LEY DE AMPARO APLICADO PARA RESOLVER SOBRE LA SUS­
PENSIÓN DEFINITIVA. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, en las jurisprudencias 2a./J. 83/2015 (10a.), 2a./J. 84/2015 (10a.) 
y 2a./J. 13/2016 (10a.), determinó que el recurso de revisión en amparo directo 
procede excepcionalmente para impugnar la constitucionalidad de los artícu­
los que regulan el juicio de amparo y las normas aplicadas por primera vez 
en las sentencias dictadas por los Tribunales Colegiados de Circuito, en virtud 
de que la Ley de Amparo no prevé otro medio de defensa a través del cual las 
partes pudieran impugnarlos. En adición a esos supuestos, cuando la auto­
ridad jurisdiccional de amparo, al resolver sobre la suspensión definitiva del 
acto reclamado, aplica un precepto de un ordenamiento diverso a la Ley de Am­
paro, la parte agraviada puede cuestionar su constitucionalidad mediante el 
recurso de revisión, toda vez que éste es el único momento procesal con que 
cuenta para controvertirlo.

2a. CLXII/2017 (10a.)

Amparo en revisión 271/2017. Altos Hornos de México, S.A.B. de C.V. 23 de agosto de 
2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: 
Etienne Maximilien Luquet Farías, Juvenal Carbajal Díaz y Eduardo Romero Tagle.

Nota: Las tesis de jurisprudencia 2a./J. 83/2015 (10a.), 2a./J. 84/2015 (10a.) y 2a./J. 
13/2016 (10a.) citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 26 de junio de 2015 a las 9:20 horas y del viernes 19 de febrero de 2016 a 
las 10:15 horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 19, Tomo I, junio de 2015, páginas 890 y 863, y Libro 27, Tomo I, febrero de 
2016, página 821, con los títulos y subtítulos: "REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. 
PROCEDE EXCEPCIONALMENTE CUANDO EN LOS AGRAVIOS SE IMPUGNE LA 
CONSTITUCIONALIDAD DE ALGÚN PRECEPTO DE LA LEY DE AMPARO QUE SIRVIÓ 
DE FUNDAMENTO PARA DECRETAR EL SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO.", "REVI­
SIÓN EN AMPARO DIRECTO. PROCEDE EXCEPCIONALMENTE CUANDO EN LOS 
AGRAVIOS SE IMPUGNE LA CONSTITUCIONALIDAD DE ALGÚN PRECEPTO DE LA 
LEY DE AMPARO APLICADO EN LA SENTENCIA RECURRIDA Y TRASCIENDA 
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AL SENTIDO DE LA DECISIÓN ADOPTADA." y "REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. 
ASPECTOS QUE DEBEN CONCURRIR PARA SU PROCEDENCIA CUANDO EN VÍA 
DE AGRAVIOS SE PLANTEA EL ANÁLISIS DE CONSTITUCIONALIDAD DE UNA NOR­
MA GENERAL APLICADA POR PRIMERA VEZ, EN LA SENTENCIA DICTADA POR EL 
TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO.", respectivamente.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2017 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

REVISIÓN EN AMPARO INDIRECTO. EFECTOS DE LA CONCESIÓN 
DEL AMPARO CUANDO A TRAVÉS DE ESE RECURSO SE IMPUGNA 
LA CONSTITUCIONALIDAD DE ALGÚN PRECEPTO DE UN ORDE­
NAMIENTO DIVERSO A LA LEY DE AMPARO QUE SIRVIÓ DE FUN­
DAMENTO PARA RESOLVER SOBRE LA SUSPENSIÓN DEL ACTO 
RECLAMADO. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
sostuvo que, por excepción, puede controvertirse la constitucionalidad de un 
artículo de un ordenamiento diverso a la Ley de Amparo que sirvió como funda­
mento para resolver sobre la suspensión del acto reclamado. Ahora bien, en 
virtud de que el planteamiento de constitucionalidad del precepto reclamado 
derivó de la aplicación realizada por el órgano jurisdiccional de amparo en la 
resolución interlocutoria, los efectos de la concesión están limitados a la reso­
lución impugnada, es decir, el precepto declarado inconstitucional no se aplicará 
únicamente en el caso concreto, pues su inconstitucionalidad se controvirtió 
a partir de su aplicación en esa resolución, sin que haya lugar a desaplicarlo 
en el futuro, porque ello es propio cuando la acción constitucional se hace 
valer contra dicho precepto.

2a. CLXIII/2017 (10a.)

Amparo en revisión 271/2017. Altos Hornos de México, S.A.B. de C.V. 23 de agosto de 
2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: 
Etienne Maximilien Luquet Farías, Juvenal Carbajal Díaz y Eduardo Romero Tagle.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2017 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

INSTITUTO FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES. TIENE COMPE­
TENCIA EXCLUSIVA PARA ESTABLECER REGULACIÓN ASIMÉTRICA 
TRATÁNDOSE DE LAS TARIFAS DE INTERCONEXIÓN APLICABLES 
AL AGENTE ECONÓMICO PREPONDERANTE. El Constituyente Perma­
nente, en los artículos 28, párrafo décimo sexto y octavo transitorio, fracción III, 
del decreto de reforma a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos en materia de telecomunicaciones, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 11 de junio de 2013, previó que la competencia para establecer 
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regulación asimétrica en materia de tarifas de interconexión aplicables al 
agente económico preponderante es de carácter originario y corresponde 
en exclusiva al Instituto Federal de Telecomunicaciones. Lo anterior no sólo es 
coincidente con el principio de división de poderes, sino también con la garan­
tía constitucional de autonomía, pues el Constituyente buscó asegurar la inde­
pendencia del Instituto mencionado respecto de los clásicos Poderes del Estado, 
con el objetivo de que mediante su especialización técnica determine las tarifas 
referidas y, con ello, garantice el desarrollo eficiente del sector de las teleco­
municaciones en condiciones de competencia y libre concurrencia.

2a. CLXIV/2017 (10a.)

Amparo en revisión 1100/2015. Radiomóvil Dipsa, S.A. de C.V. 16 de agosto de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó 
en contra de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretarios: Josefina Cortés Campos, Guadalupe de la Paz Varela 
Domínguez, Ma. de la Luz Pineda Pineda, Salvador Alvarado López y Eduardo Romero 
Tagle.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de noviembre de 2017 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN. LA FACULTAD REGU­
LATORIA DEL INSTITUTO FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES 
ES CONCURRENTE CON LA FACULTAD LEGISLATIVA DEL CONGRE­
SO DE LA UNIÓN. El artículo 28, párrafo décimo sexto, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos prevé que el Instituto Federal de 
Telecomunicaciones es la autoridad competente en los sectores de teleco­
municaciones y radiodifusión; asimismo, su párrafo undécimo y el artículo 
73, fracción XVII, de la propia Norma Fundamental facultan al Congreso de la 
Unión para legislar respecto del régimen aplicable a los servicios públicos de 
interés general, como lo es el de las telecomunicaciones; de donde se advierte 
la existencia de un régimen de concurrencia o colaboración entre poderes. 
Ahora bien, bajo el régimen de concurrencia de atribuciones, no puede llegar­
se al extremo de que un poder público interfiera de manera predominante o 
decisiva en el funcionamiento o decisión del poder con el cual colabora, hasta 
el punto de desplazar la competencia de este último pues, de lo contrario, se 
violentaría el principio de división de poderes consagrado en el artículo 49 de la 
Constitución Federal. Bajo este criterio, el legislador válidamente puede emi­
tir los principios o directrices en materia de regulación asimétrica, mientras que 
el regulador es el encargado de establecer e individualizar las medidas asi­
métricas en atención al principio de competencia especializada. Lo anterior 
es así, porque la fijación de regulación asimétrica requiere de un grado de espe­
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cialización y efectividad que difícilmente podría garantizar el legislador median­
te una ley, pues la vocación de permanencia de ésta implica que no resulte 
idónea para expresar en cada momento las exigencias del mercado, lo que es 
propio de la función regulatoria del Instituto Federal de Telecomunicaciones.

2a. CLXV/2017 (10a.)

Amparo en revisión 1100/2015. Radiomóvil Dipsa, S.A. de C.V. 16 de agosto de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó en contra de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretarios: Josefina Cortés Campos, Guadalupe de la Paz Varela 
Domínguez, Ma. de la Luz Pineda Pineda, Salvador Alvarado López y Eduardo Romero 
Tagle.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de noviembre de 2017 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

GARANTÍA INSTITUCIONAL DE AUTONOMÍA. SU APLICACIÓN EN 
RELACIÓN CON LOS ÓRGANOS CONSTITUCIONALES AUTÓNO­
MOS. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha interpretado el principio 
de división de poderes, contenido en el artículo 49 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, como un mecanismo de racionalización del 
poder público por la vía de su límite y balance, con el fin de garantizar el prin­
cipio democrático, los derechos fundamentales y sus garantías, a través de un 
régimen de cooperación y coordinación de competencias, a manera de con­
trol recíproco, limitando y evitando el abuso en el ejercicio del poder público. 
Dicho principio es evolutivo y a través de su desarrollo se han establecido nuevos 
mecanismos para controlar el poder, con la finalidad de hacer más eficaz el 
funcionamiento del Estado; de ahí que se haya dotado a ciertos órganos, como 
los constitucionales autónomos, de las facultades necesarias para alcanzar los 
fines para los que fueron creados y en atención a la especialización e impor­
tancia social de sus tareas. Ahora bien, los órganos constitucionales autóno­
mos forman parte del Estado mexicano sin que exista a su favor una delegación 
total de facultades de otro cuerpo del Estado, sino que su función es parte de 
un régimen de cooperación y coordinación a modo de control recíproco para 
evitar el abuso en el ejercicio del poder público; no obstante, debe advertirse 
que cuentan con garantías institucionales, las cuales constituyen una protec­
ción constitucional a su autonomía y, en esa medida, se salvaguardan sus 
características orgánicas y funcionales esenciales; de forma que no podría 
llegarse al extremo de que un poder público interfiera de manera preponde­
rante o decisiva en las atribuciones de un órgano constitucional autónomo 
pues, de lo contrario, se violentaría el principio de división de poderes consa­
grado en el artículo 49 de la Constitución Federal.

2a. CLXVI/2017 (10a.)
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Amparo en revisión 1100/2015. Radiomóvil Dipsa, S.A. de C.V. 16 de agosto de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó en contra de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretarios: Josefina Cortés Campos, Guadalupe de la Paz 
Varela Domínguez, Ma. de la Luz Pineda Pineda, Salvador Alvarado López y Eduardo 
Romero Tagle.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de noviembre de 2017 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN. EL ARTÍCULO 298, IN­
CISO B), FRACCIÓN IV, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, VIOLA EL 
ARTÍCULO 22 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS. El precepto constitucional citado prohíbe las multas 
excesivas, lo que implica que debe existir una relación entre las posibilidades 
económicas del infractor, la gravedad de la conducta y la sanción procedente. 
Por su parte, el artículo 298, inciso B), fracción IV, de la Ley Federal de Teleco­
municaciones y Radiodifusión prevé la posibilidad de sancionar con multa por 
el equivalente de 1% hasta 3% del ingreso (acumulable) del infractor, las con­
ductas configuradas a partir de lo previsto en la normativa de la materia (ley, 
reglamentos, disposiciones administrativas, planes técnicos fundamentales, 
concesiones o autorizaciones, o demás disposiciones); es decir, conforme a 
ese precepto legal, tanto las conductas que produzcan una afectación grave 
como las que causen una menor serán sancionadas con el mismo porcentaje 
de multa mínima (1%), lo cual es contrario al artículo 22 de la Constitución 
Federal, al tratarse del rango inferior de la sanción aplicable, el cual resulta 
excesivo, al permitir que cualquier conducta construida a partir de la norma­
tiva aplicable sea sancionada con base en la misma proporción mínima (1% del 
ingreso acumulable), sin atender a la conducta en particular y a los efectos 
que ésta produce (frente al bien jurídico protegido), a efecto de imponer una 
sanción que resulte razonable y corresponda con la afectación causada.

2a. CLXVII/2017 (10a.)

Amparo en revisión 1121/2016. Televisión Azteca, S.A. de C.V. 25 de octubre de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó 
en contra de algunas consideraciones y en contra de los efectos propuestos Marga­
rita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos Alberto 
Araiza Arreygue.

Amparo en revisión 692/2017. Televisión Internacional, S.A. de C.V. 25 de octubre de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó en contra de algunas consideraciones y en contra de los efectos propues­
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tos Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos 
Alberto Araiza Arreygue.

Amparo en revisión 104/2017. Bestcable, S.A. de C.V. 15 de noviembre de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó en contra de algunas consideraciones y en contra de los efectos propues­
tos. Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secre­
taria: Claudia Mendoza Polanco.

Amparo en revisión 693/2017. Pegaso Pcs, S.A. de C.V. 15 de noviembre de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó en contra de algunas consideraciones y en contra de los efectos propuestos 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Eduardo 
Romero Tagle.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de noviembre de 2017 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRA­
BAJADORES DEL ESTADO. EL ARTÍCULO DÉCIMO TRANSITORIO, 
FRACCIÓN II, INCISO A), DE LA LEY RELATIVA, NO VIOLA LOS 
DERECHOS DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN. El precepto citado 
establece que, a partir del 1 de enero de 2010, los trabajadores que hubieren 
cotizado 30 años o más y las trabajadoras que hubieran cotizado 28 años o 
más para el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 
Estado y tengan la edad mínima de jubilación a que se refiere, tendrán dere­
cho a la pensión por jubilación. Ahora, el incremento en la expectativa de vida 
y las condiciones de salud de la población mexicana hicieron necesario que 
el legislador tomara medidas para resolver el déficit actuarial del antiguo sis­
tema de pensiones del Instituto, las cuales quedaron establecidas en ese ar­
tículo décimo transitorio, entre ellas, el incremento en la edad mínima de jubi- 
lación. Pues bien, el trato distinto que otorga el legislador a las personas que 
no satisfacen el requisito de la edad mínima durante los años previstos en el 
precepto indicado para acceder a la pensión por jubilación, no viola los derechos 
de igualdad y no discriminación reconocidos por el artículo 1o. de la Constitu­
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que busca, por un lado, el 
reconocimiento del incremento en la expectativa de vida y la salud de los mexi­
canos y, por otro, mantener en equilibrio el fondo de pensiones y, por ende, la 
satisfacción de sus obligaciones de manera puntual. De ahí que su finalidad 
sea constitucionalmente válida, al atender a las condiciones generales de ese 
instituto de seguridad social, además de que la medida es adecuada y resulta 
proporcional, máxime que para determinar dicho requisito no se atiende a este­
reotipos o estigmas asociados a la edad del solicitante, relacionados con la 
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juventud, madurez o vejez, así como con sus habilidades físicas y mentales, 
ni se menoscaba el derecho de solicitar la pensión por jubilación, sino que se 
posterga su obtención hasta en tanto se cumpla con la edad requerida.

2a. CLXVIII/2017 (10a.)

Amparo en revisión 708/2017. Reyna Antonia Burgoin Burgoin. 11 de octubre de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos y con reservas 
Eduardo Medina Mora I. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores 
Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

VERIFICACIÓN ADMINISTRATIVA. EL ARTÍCULO 68 DE LA LEY FE­
DERAL DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO NO VIOLA EL PRIN­
CIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA. El referido precepto legal establece que 
los visitados a quienes se haya levantado acta de verificación podrán formular 
observaciones en el acto de la diligencia y ofrecer pruebas en relación con los 
hechos contenidos en ella, o bien, por escrito, hacer uso de tal derecho den­
tro del término de 5 días siguientes a la fecha en que se hubiere levantado. 
Aunque dicho precepto no establece el plazo de duración de las visitas de ins­
pección en materia administrativa, ello no se traduce en la falta de seguridad 
jurídica por permitir que esos actos se prolonguen temporalmente en forma 
indefinida; esto porque conforme al artículo 32 de la Ley Federal de Proce­
dimiento Administrativo, cuando esa ley no establezca un término o plazo en 
forma determinada, se considerará el de 10 días, mientras que conforme al 
numeral 17 de ese ordenamiento el plazo para dictar resolución en el proce­
dimiento de verificación es de 3 meses; por ende, de la interpretación siste­
mática de ese ordenamiento se concluye que no existe inseguridad jurídica 
en cuanto a la duración de las visitas domiciliarias dado que la interpretación 
sistemática de la ley genera certeza en cuanto al periodo máximo de duración 
de tales actos administrativos; de ahí que no resulte contrario a la Constitu­
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos.

2a. CLXIX/2017 (10a.)

Amparo en revisión 163/2017. Carlos de Jesús Quiñones Armendáriz. 25 de octubre de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; votó en contra de algunas consideraciones y en contra de los efectos pro­
puestos Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: 
Carlos Alberto Araiza Arreygue.
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Amparo en revisión 210/2017. Mega Cable, S.A. de C.V. 22 de noviembre de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó en contra de algunas consideraciones y en contra de los efectos propuestos 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Guadalupe 
de la Paz Varela Domínguez.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de noviembre de 2017 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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